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PRESENTACIÓN

El Boletín del Ministerio de Justicia es una publicación periódica oficial de carácter 
científico del Ministerio. Comenzó en 1852 con el título de Boletín Oficial del 
Ministerio de Gracia y Justicia, y mediante Orden del Ministro de Justicia de 19 de 
febrero de 2009 se dispuso la edición electrónica del Boletín del Ministerio de 
Justicia cesando así su edición en papel. En la actualidad el Boletín del Ministerio 
de Justicia da un paso más hacia su consolidación como una revista electrónica 
que, manteniendo su rigor académico e informativo, se ajusta además a los 
criterios de calidad propios de una publicación de prestigio.

La Orden JUS/218/2018, de 23 de febrero, por la que se regulan las publicaciones 
oficiales periódicas del Ministerio de Justicia con contenido científico recoge, en 
su Disposición adicional primera, que «El Boletín del Ministerio de Justicia es 
también una publicación periódica oficial de carácter científico del Ministerio».

El Boletín del Ministerio de Justicia tiene periodicidad mensual, carácter 
multidisciplinar y está gestionado por un equipo directivo compuesto por un 
Director, un Secretario y un consejo de redacción. Publica estudios doctrinales 
referentes a todos los ámbitos del Derecho, recensiones de libros jurídicos, 
Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
condecoraciones de la Orden de San Raimundo de Peñafort, traducciones de 
Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y Recomendaciones de 
los Comités de Derechos Humanos de Naciones Unidas.

El Boletín del Ministerio de Justicia está especialmente dirigido a los principales 
operadores jurídicos, pero también quiere ofrecer a la ciudadanía toda la 
información que pudiera ser relevante para facilitar el ejercicio efectivo de sus 
derechos, en general, y del derecho a la información, en particular.

El Ministerio de Justicia da, con esta iniciativa, un paso más en su política de 
transparencia hacia los ciudadanos en temas que son de su competencia.
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José Manuel González Dona

La monografía objeto de estudio, elaborada por Juan Antonio Bueno Delgado, profesor 
titular de Derecho Romano de la Universidad de Alcalá de Henares, está estructurada 
en tres grandes capítulos bien diferenciados, a los cuales sucede una vasta base de 
datos con fuentes arqueológicas, bibliográficas y legislativas —entre otras— en relación 
con la materia tratada, y un apéndice en donde se efectúa una ordenación de los textos 
expuestos en la base de datos en función del tipo de exilio y de las penas accesorias 
que en su caso conllevan.

En lo que respecta al primer capítulo, «El exilio en Roma», el autor lleva a cabo una 
primera aproximación en relación con esta institución jurídica, de tal forma que en línea 
de principio procede con un examen en relación con la problemática etimología del 
término «exilio» y su posible diferenciación con el término «destierro» (pp. 17-18), así 
como con un estudio de su origen y evolución histórica posterior en el ordenamiento, el 
cual se remonta incluso a las primeras civilizaciones, amparándose al efecto el autor 
en la tradición bíblica y exponiendo claros ejemplos extraídos tanto del Génesis como 
del Éxodo (pp. 18-19).

No obstante esto, el autor expone que, de manera particular en el derecho romano, el 
exilio tiene su primera forma en el círculo familiar primitivo cuando el individuo no era 
merecedor de continuar perteneciendo a la gens y se le negaba el amparo por parte de 
los grupos de la comunidad, evolucionando posteriormente, junto con la sociedad, a 
una sanción de carácter público (p. 20).

Posteriormente, se efectúa un examen de las dos naturalezas que revestía la institución 
del exilio en el derecho romano, toda vez que el mismo podía tener lugar como ejercicio 
de una potestad administrativa desde la estructura romana o bien como una pena 
impuesta por la comisión de una infracción criminal.

Sobre la primera, destaca el autor su origen en la época republicana, constituyendo una 
capacidad coercitiva de los magistrados mediante la cual se prohibía al ciudadano 
regresar al territorio romano, así como a ser auxiliado por otros cives y a la confiscación 
de sus bienes, en sustitución de la pena de muerte (p. 22). Asimismo, se realiza por el 
autor un examen de las diferentes teorías doctrinales existentes relativas a la posible 
pérdida accesoria de la ciudadanía romana en estos supuestos.

En lo que respecta al exilio como pena, comienza el autor examinando los motivos por 
los cuales se ha procedido al cambio de su naturaleza en el derecho romano, lo cual 
da inicio en tiempos de Sila y culmina en la época postclásica, de tal suerte que, si bien 
en un primer momento sirve el destierro como vía de conmutación de la pena de muerte, 
termina en verdad transformándose en una pena autónoma que puede ser impuesta 
por el sentenciador en lugar de la ejecución sin poder de decisión por el reo (p. 24).

Tras todo ello, el autor analiza los diferentes tipos de exilio que se reflejan en el Corpus 
Iuris Civilis. Así, comienza estudiando la mencionada interdictio aquae et igni (pena de 
muerte que podía en un primer momento ser conmutada por el destierro, siendo exa-
minados sus efectos según diferentes autores mediante sus textos recogidos en el 
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Digesto), examinando en un momento posterior la relegatio (destierro temporal o perpetuo 
que se diferencia del anterior en que no es una potestad del magistrado sino que se 
configura ya inicialmente como pena, pp. 27-28) y, finalmente, la deportatio (de la cual 
señala el autor que desde tiempos de Tiberio supone un agravamiento del exilio, ya que, 
junto con la expulsión, se señala al reo un lugar concreto en que queda confinado a 
perpetuidad, conllevando asimismo la pérdida de la ciudadanía y la confiscación de 
bienes, pp. 31-37).

Expuestas estas cuestiones, el autor lleva a cabo un examen relativo a la graduación 
de las penas y a la imposición de medidas complementarias (de las que se puede 
destacar, en el orden civil, la pérdida de testamentifactio, p. 40, y, en el orden penal, 
los tratos vejatorios y el maltrato físico y moral a la persona en sus múltiples manifes-
taciones, p. 41). Tras todo ello, se exponen una serie de breves conclusiones en relación 
con las materias tratadas en este primer capítulo, de las cuales resulta verdaderamente 
interesante aquella en la que el autor manifiesta que, mientras que la ejecución del reo 
supone su muerte física, el ejercicio de la deportatio como pena supone la muerte civil 
del mismo (p. 42).

Por lo que respecta al segundo capítulo, el autor procede con un análisis más prolijo en 
relación con la aplicación de las penas de exilio, partiendo a tal efecto de la diversidad 
de clases sociales existentes en la sociedad romana, toda vez que ello resulta un factor 
determinante en la imposición de esta pena al sujeto infractor. En este punto, si bien 
se presta atención a las clásicas discriminaciones jurídicas entre ingenuos, esclavos y 
libertos y, dentro de los ciudadanos, a las diferencias entre patricios y plebeyos, se 
efectúa un examen particular de la distinción entre honestiores y humiliores existente 
desde el siglo II d. C. —a la par que penetraba el cristianismo en el ordenamiento 
romano— toda vez que esta división influenciaba la aplicación de la pena de modo 
notable al reservarse generalmente las penas más graves para las clases más desfa-
vorecidas y las de mayor levedad a las clases superiores (p. 45).

Tras ello, se estudia el sistema dual de penas previsto y de la diversa aplicación de las 
penas de exilio en función de la condición social que ostentase el reo, aportando al 
efecto el autor numerosos ejemplos extraídos del Digesto en donde se evidencia que 
los humiliores se hallaban sometidos para los mismos delitos a penas que conllevaban 
el destierro mientras que los honestiores podían eludir su responsabilidad mediante 
privaciones de derechos o pagos de multas, o bien mediante el destierro en lugar de 
penas aflictivas o condenas a minas o galeras (un ejemplo dado por el autor está en el 
delito de hurto de oro o plata de los metales del césar, en cuyo caso el ladrón sería 
condenado a destierro o a minas según la dignidad del reo, p. 56).

Del mismo modo, en los supuestos aportados se puede apreciar cómo en los casos de 
condena a los honestiores a muerte o destierro tal posibilidad de conmutación no se 
preveía para las clases más bajas, a las que se castigaba por la conducta con una 
muerte atroz (vid la pena prevista por causar un incendio en una ciudad, p. 54).
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No obstante esto, la impronta del pensamiento cristiano en el ordenamiento romano 
tras la penetración del mismo en las esferas del poder imperial conllevó un cambio de 
paradigma en relación con esta institución jurídica que es examinado por el autor.

De esta manera, se comienza exponiendo que, si bien en un primer momento el Imperio 
sometía a expeditivas condenas a los individuos que profesaban la fe cristiana, los 
creyentes lograron fortalecerlo y enraizarlo con mayor vigor en las instituciones del poder 
romano hasta el punto en el que Constantino, en el Edicto de Milán, estableció la libertad 
de culto (p. 64). Los ideales cristianos, asimismo, han penetrado en las instituciones 
jurídicas mediante la proclamación de la igualdad entre hombres, que, evidentemente, 
no existía en la distinción antedicha entre humiliores y honestiores, así como mediante 
la inserción de valores como la equidad, la humanidad, la caridad y la piedad, los cuales 
terminan por generar la eliminación de esta distinción jurídica aunque de manera en 
verdad tímida, pues, las condenas, aún con Justiniano en Bizancio, son graduadas pro 
qualitate personarum (p. 65), de tal suerte que el destierro sigue suponiendo una vía 
de escape para las clases favorecidas a la pena capital o a consecuencias jurídicas del 
delito que implican una mayor aflictividad, como las penas de minas o galera.

Finalmente, el tercer capítulo de la monografía se destina al estudio de la movilidad 
forzada en el Corpus Iuris Civilis, exponiéndose al efecto una serie de datos estadísticos 
y textos de relevancia en la materia. Con respecto a los primeros se debe destacar que 
las referencias al destierro en la obra justinianea recuperada por la escolástica boloñesa 
son mayoritariamente de naturaleza jurisprudencial, llegando casi a duplicar las refe-
rencias que se realizan tomando en consideración la legislación positiva, y resultando 
a su vez mayoritarias las efectuadas por Ulpiano. A su vez, las referencias dictadas por 
los iuris prudentes se encuentran mayoritariamente en el Digesto, mientras que las 
referencias legales al exilio se hallan primordialmente recogidas en el Codex, siendo 
seguidas por las Novellae justinianeas.

Un examen global de la obra permite extraer una serie de aseveraciones. El autor efectúa 
un análisis muy completo en relación con la institución del exilio en el derecho romano, 
de tal suerte que principia escrutando en el controvertido origen etimológico del término 
y aporta una visión global de la evolución histórico-jurídica del destierro, a la par que 
desarrolla una interesante disertación acerca de su doble naturaleza en el ordenamiento, 
tras la cual efectúa todo el examen normativo y jurisprudencial en los términos ante-
riormente expuestos.

La estructura empleada por el autor permite, acertadamente a juicio del que suscribe, 
que el lector pueda obtener una serie de interesantes conocimientos sobre la materia, 
de la cual el propio autor confiesa que aún debe llevarse a cabo una mayor investigación, 
y sus diferentes problemáticas teóricas y aplicativas en el derecho romano, así como la 
evolución de las clases de destierro tanto en la época postclásica como en la legislación 
bizantina desarrollada por Justiniano I el Grande.

Del mismo modo, se debe destacar de modo especial la ardua labor de documentación 
llevada a cabo por el autor para la elaboración de la monografía, toda vez que más allá 
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de las diferentes e interesantes aportaciones doctrinales en la materia, magistralmente 
contrastadas, se ha efectuado una vasta aportación de fuentes legislativas, jurispru-
denciales y arqueológicas que permiten obtener al lector de la obra una visión más 
cercana de la institución jurídica objeto de estudio, a la par que invita a efectuar una 
labor de investigación continuadora de los postulados expuestos.

En resumen, tanto por su estructura formal como por la calidad técnica y claridad de 
su expresión, se trata de una cuya lectura y estudio es más que recomendable, tanto 
por los interesados en la materia —romanistas e historiadores del derecho— como por 
historiadores y juristas especializados en otras ramas del ordenamiento jurídico.
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Veres c. España

TRADUCCIÓN REALIZADA POR EL EQUIPO DE TRADUCCIÓN DE LA 
SUBDIRECCIÓN GENERAL DE CONSTITUCIONAL Y DERECHOS HUMANOS

Los idiomas oficiales del Tribunal Europeo de Derechos Humanos son el 
inglés y el francés, en los que se publican las sentencias, decisiones y 
cualquier otra documentación.

SECCIÓN TERCERA

ASUNTO VERES c. ESPAÑA 
(Demanda n.º 57906/18)

SENTENCIA

Artículo 8 • Obligaciones positivas - Vida familiar - Duración excesiva del 
procedimiento de reconocimiento y ejecución relativo a la orden de retorno 
de la hija del demandante a Hungría en virtud del Reglamento Bruselas II 
bis - Graves consecuencias para la relación entre el demandante y su hija 
de quien no tenía la custodia en ese momento, y para el procedimiento de 
guarda y custodia.

ESTRASBURGO  
8 de noviembre de 2022

FIRME

08/02/2023

Esta sentencia es firme de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44.2 del 
Convenio. Puede ser objeto de revisión editorial.
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En el asunto Veres c. España,

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Sección Tercera), reunido en una 
Sala formada por:

Georges Ravarani, Presidente,
Georgios A. Serghides,
María Elósegui,
Darian Pavli,
Anja Seibert-Fohr,
Peeter Roosma,
Frédéric Krenc, Jueces,
y Olga Chernishova, Secretaria de Sección.

Teniendo en cuenta:

la demanda (n.º 57906/18) contra el Reino de España presentada el 4 de 
diciembre de 2018 ante el Tribunal, de conformidad con el artículo 34 del 
Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales («el Convenio»), por un ciudadano húngaro, Sr. Márton Veres 
(«el demandante»);

la decisión de poner en conocimiento del Gobierno español («el Gobierno») la 
demanda en virtud de los artículos 6.1, 8 y 13 del Convenio, y declarar inad-
misible el resto de la demanda;

La decisión del Gobierno húngaro de no hacer uso de su derecho a intervenir 
en el procedimiento (artículo 36 § 1 del Convenio);

las observaciones de las partes,

Tras deliberar a puerta cerrada el 4 de octubre de 2022,

Dicta la siguiente sentencia adoptada en esa fecha:

INTRODUCCIÓN

1. El presente asunto se refiere principalmente a una supuesta violación del
derecho del demandante al respeto de su vida familiar, en virtud del artículo 8
del Convenio, como consecuencia de la excesiva duración del procedimiento
de reconocimiento y ejecución en España de una resolución judicial húngara
que ordenaba a la ex esposa del demandante devolver a su hija a Hungría, con
la que se había trasladado a España.
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Veres c. España

HECHOS

2. El demandante nació en 1967 y reside en Pomáz (Hungría). Ante el Tribunal 
estuvo representado por M. Gaál, abogado en ejercicio en Budapest.

3. El Gobierno estuvo representado por su Agente, H.E. Nicolás Martínez, 
Abogada del Estado.

4. Los hechos del caso pueden resumirse como sigue.

I.	 ANTECEDENTES E INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE GUARDA Y 
CUSTODIA EN HUNGRÍA

5. En 2005 el demandante inició una relación con K. P. en Budapest, Hungría, 
donde residían. El 4 de septiembre de 2006, K. P. dio a luz a su hija, Z.

6. En mayo de 2010, tras la ruptura de dicha relación, el demandante y K. P. 
firmaron un acuerdo para regular la custodia de Z. Acordaron que la madre 
tendría la custodia exclusiva y que el demandante tendría derechos de visita y 
pagaría una pensión alimenticia mensual por la niña. No obstante, el acuerdo 
no llegó a estar en vigor porque el demandante y K. P. acordaron que se aplicaría 
en caso de que cesara su convivencia, si bien continuaban viviendo juntos.

7. En enero de 2015, tras el deterioro de su relación, K. P. se trasladó a casa 
de sus padres con Z., y solicitó la custodia de la menor al Juzgado Central del 
Distrito de Buda (Budai Kôzponti Kerületi Birôsâg).

8. En julio de 2015, mientras se tramitaba el procedimiento de custodia en 
Hungría, K. P. se trasladó con Z. a Palma de Mallorca, España, sin informar al 
demandante, quien solicitó la adopción de medidas cautelares.

9. Por resolución del 11 de abril de 2016, el Tribunal Metropolitano de Budapest 
(Fővárosi Törvényszék) acordó tres medidas cautelares, que debían aplicarse 
hasta dictar sentencia firme en el procedimiento de custodia: la residencia de 
Z. se establecía en el domicilio de la madre en Hungría; la obligación de K. P. 
de devolver a la niña a Hungría en el plazo de ocho días; y la obligación de K. 
P. de demostrar la escolarización de Z. en Hungría en ese mismo plazo.

II.	 PROCEDIMIENTO PENAL SEGUIDO EN ESPAÑA CONTRA EL 
DEMANDANTE

10. Tras su llegada a España, K. P. denunció al demandante ante las autoridades 
españolas por violencia doméstica y amenazas.
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11. El 11 de agosto de 2015, el Juzgado de Violencia sobre la Mujer n.º 2 de 
Palma de Mallorca («Juzgado de Violencia sobre la Mujer») tomó declaración a 
K. P. en relación con dichas denuncias.

12. El 11 de enero de 2016 el Juzgado de Violencia sobre la Mujer dictó una 
orden de alejamiento contra el demandante, prohibiéndole que se acercase a 
K. P. en un radio de 500 metros o de contactar con ella por cualquier medio.

13. El 11 de enero de 2017 el Juzgado de Violencia sobre la Mujer levantó la 
orden de alejamiento y archivó el asunto por falta de pruebas en relación con 
la denuncia interpuesta por K. P. contra el demandante.

III.	 PROCEDIMIENTO DE RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN EN ESPAÑA

14. El 1 de julio de 2016 el demandante recurrió ante el juzgado de primera 
instancia de Palma de Mallorca para que se reconociese y ejecutase en España 
la resolución de 11 de abril de 2016 dictada por el Tribunal Metropolitano de 
Budapest.

15. El 8 de julio de 2016 el Juzgado de Primera Instancia n.º 12 de Palma de 
Mallorca («Juzgado de Primera Instancia») requirió al demandante que subsanase 
determinados defectos en el plazo de cinco días.

 16. El 18 de julio de 2016 el abogado del demandante solicitó una prórroga 
del plazo para subsanar dichos defectos.

17. El 21 de julio de 2016 el juzgado le concedió la prórroga.

18. El 27 de julio de 2016 el demandante aportó la documentación.

19. El 29 de julio 2016 el juzgado requirió al demandante que presentase 
pruebas de que la resolución del Tribunal Metropolitano de Budapest era firme 
y ejecutiva.

20. El 2 de septiembre 2016 el demandante explicó que no podía probar que 
la resolución el Tribunal Metropolitano de Budapest fuese firme y ejecutiva.

21. El 13 de setiembre 2016 el Juzgado de Primera Instancia indicó que la 
solicitud del demandante había sido subsanada.

22. El 14 de septiembre 2016 el juzgado acordó la admisión a trámite de la 
demanda, dándole traslado por 30 días a K. P. para oponerse en su caso a la 
demanda de ejecución.

23. El 20 de octubre de 2016 K. P. se opuso a la demanda de reconocimiento 
y ejecución de la resolución del Tribunal Metropolitano de Budapest.
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24. El 4 de noviembre de 2016 el Juzgado de Primera Instancia se inhibió a 
favor del Juzgado de Violencia sobre la Mujer.

25. El 21 de diciembre de 2016 el Juzgado de Violencia sobre la Mujer aceptó 
la inhibición y acordó el traslado de las actuaciones al Ministerio Fiscal, para 
informe.

26. El 10 de febrero de 2017 el Ministerio Fiscal presentó su informe.

27. El 27 de febrero de 2017 el Juzgado de Violencia sobre la Mujer desestimó 
la demanda del demandante, por considerar que no se había respetado el 
Artículo 23.b) del Reglamento (CE) n.º 2201/2003 (Reglamento (CE) n.º 
2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, relativo a la competencia, 
el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matri-
monial y de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) 
n.º 1347/2000, DOUE 338, páginas 1 a 29, conocido como Reglamento Bruselas 
II bis; véase el apartado 50 infra), que exigía que Z. tuviese la oportunidad de 
ser oída ante el Tribunal Metropolitano de Budapest. Dicha omisión también 
era contraria al principio del interés superior del menor reconocido en el derecho 
español. En consecuencia, concluyó que la resolución de 11 de abril de 2016 
del Tribunal Metropolitano de Budapest no era susceptible de ejecución en 
España.

28. El 4 de abril de 2017 el demandante interpuso un recurso contra la sentencia 
del Juzgado de Violencia sobre la Mujer. 

29. El 12 de abril de 2017 el juzgado trasladó el recurso a K. P. para formular 
oposición a la ejecución de la resolución.

30. El 17 de mayo de 2017, tras recibir la objeción de K. P., el Juzgado de 
Violencia sobre la Mujer remitió el expediente a la Audiencia Provincial de Palma 
de Mallorca para que resolviese.

31. El 17 de julio de 2017 la Audiencia Provincial revocó la sentencia dictada 
en primera instancia y estimó el recurso del demandante. Desestimó las ale-
gaciones de K. P. que se oponían al reconocimiento y ejecución de la resolución 
del Tribunal Metropolitano de Budapest de 11 de abril de 2016 y declaró la 
sentencia ejecutable. Consideró que los requisitos del artículo 23 del Reglamento 
Bruselas II bis debían interpretarse de forma restrictiva y que, dada la edad de 
Z., estaba justificado no tomarle declaración. Ordenó que se ejecutaran las 
medidas adoptadas mediante la resolución de 11 de abril de 2016 del Tribunal 
Metropolitano de Budapest.

32. K. P. recurrió la sentencia de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca 
ante el Tribunal Supremo.
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33. El 19 de julio de 2018 el Tribunal Supremo desestimó el recurso de K. P., 
y estimó las conclusiones de la Audiencia Provincial. La sentencia fue firme con 
efecto inmediato.

34. El 24 de septiembre de 2018 el demandante recurrió ante el Juzgado de 
Violencia sobre la Mujer para que se ejecutara la resolución del Tribunal 
Metropolitano de Budapest.

35. El 3 de octubre de 2018 el Juzgado de Violencia sobre la Mujer aceptó el 
requerimiento de ejecución y ordenó a K. P. a llevar a Z. de vuelta a Hungría en 
el plazo de ocho días, fijar la residencia de Z. en Hungría y escolarizarla en ese 
país. El juzgado advirtió a K. P. de las sanciones que se le podrían imponer en 
caso de incumplimiento de dicha orden.

36. El 11 de octubre de 2018, el demandante solicitó al Juzgado de Violencia 
sobre la Mujer la adopción como medida cautelar de la prohibición de salida 
de territorio español a K. P. salir de España con Z., salvo que regresaran a 
Hungría.

37. El 16 de octubre de 2018, el Juzgado de Violencia sobre la Mujer concedió 
la medida cautelar solicitada por el demandante.

38. El 29 de octubre de 2018, el demandante y K. P. se reunieron en el Juzgado 
de Violencia sobre la Mujer y acordaron que K. P. llevaría a Z. de vuelta a Hungría 
el 1 de noviembre de 2018 y que la escolarizaría allí en un plazo de diez días.

39. El 1 de noviembre de 2018, K. P. viajó a Hungría con Z.

40. El 29 de noviembre de 2018 el Juzgado de Violencia sobre la Mujer declaró 
tener por cumplida en su integridad la resolución de 11 de abril de 2016 del 
Tribunal Metropolitano de Budapest, reconocida por la Audiencia Provincial de 
Palma de Mallorca en sentencia de 17 de julio de 2017, y acordó el archivo de 
las actuaciones.

41. El demandante interpuso recurso de apelación contra dicha sentencia, 
alegando que el procedimiento de ejecución sólo debía cerrarse cuando los 
tribunales húngaros hubieran dictado una resolución definitiva sobre la custodia 
de Z.

42. El 10 de julio de 2019, la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca des-
estimó el recurso del demandante. Consideró que las medidas adoptadas en 
la resolución de 11 de abril de 2016 del Tribunal Metropolitano de Budapest 
ya no estaban vigentes tras las resoluciones y sentencias posteriores dictadas 
por los tribunales húngaros revocando la resolución de 11 de abril de 2016 
(véanse los apartados 43-49 infra).
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IV.	 PROCESO POSTERIOR DE CUSTODIA EN HUNGRÍA

43. El 9 de marzo de 2018, el Juzgado Central del Distrito de Buda concedió 
la custodia de Z. al demandante y el derecho de visita a K. P.

44. K. P. recurrió dicha sentencia ante el Tribunal Metropolitano de Budapest.

45. El 13 de julio de 2018, el Tribunal Metropolitano de Budapest dictó una 
medida cautelar en virtud de la cual, mientras estuviera pendiente el procedi-
miento de apelación, K. P. tendría la custodia de Z., dado que esta vivía en 
España con su madre, y concedió el derecho de visita al demandante.

46. El 21 de noviembre de 2018, el Tribunal Metropolitano de Budapest concedió 
la custodia sobre Z. a K. P. y el derecho de visita al demandante. Dicha resolución 
tuvo en cuenta, entre otras circunstancias, que la menor vivía con la madre 
desde hacía varios años y que su relación con ella era más estrecha que con 
el padre. Dicha resolución adquirió firmeza con efectos inmediatos.

47. El demandante interpuso un recurso de revisión contra dicha sentencia 
ante la Kúria (Corte Suprema de Hungría).

48. El 8 de octubre de 2019, la Kúria modificó el régimen de visitas a favor del 
demandante, pero confirmó la decisión del Tribunal Metropolitano de Budapest 
de conceder la custodia de Z. a la madre, al considerar que, teniendo en cuenta 
todas las circunstancias en su conjunto, ese régimen era el más beneficioso 
para la menor.

49. Tras la decisión de la Kúria, el régimen de visitas del demandante se esta-
bleció como sigue: a) visitas regulares a Palma de Mallorca, España, desde el 
segundo jueves de cada mes a partir de las 16 horas hasta el domingo a las 
11 horas, excluidos diciembre, julio y agosto; b) estancias temporales en Hungría 
(el demandante debía viajar con Z. a Hungría) en los años pares durante las 
vacaciones de Navidad, desde el 22 de diciembre a las 19.00 horas hasta el 
2 de enero a las 10.00 horas, y en los años impares durante las vacaciones de 
Semana Santa, desde las 19.00 horas del primer día de las vacaciones hasta 
las 10 horas del último día; c) tres semanas durante las vacaciones de verano 
anuales; y d) comunicación telefónica entre las 18 horas. y las 19 horas todos 
los domingos durante quince minutos. Además, K. P. estaba obligada a reem-
bolsar al demandante los gastos de viaje y alojamiento en que pudiera incurrir 
hasta siete veces al año con un límite de 350 euros cada vez.
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MARCO JURÍDICO RELEVANTE

50. Entre los Estados miembros de la Unión Europea (UE), el reconocimiento y 
la ejecución de resoluciones dictadas en otro Estado miembro en materia de 
responsabilidad parental estaban regulados en el momento de los hechos por 
el Reglamento Bruselas II bis (para una referencia completa, véase el apartado 
27 supra), sustituido por el Reglamento Bruselas II ter a partir del 1 de agosto 
de 2022. Las disposiciones pertinentes del Reglamento Bruselas II bis son las 
siguientes:

Artículo 21.  
Reconocimiento de una resolución

«1. Las resoluciones dictadas en un Estado miembro serán reconocidas 
en los demás Estados miembros sin necesidad de recurrir a procedimiento 
alguno.

(...)

3. Sin perjuicio de la sección 4, cualquiera de las partes interesadas 
podrá, de conformidad con los procedimientos previstos en la sección 
2, solicitar que se resuelva sobre el reconocimiento o no reconocimiento 
de una resolución.

(...)

4. Cuando el reconocimiento de una resolución se plantee de forma 
incidental ante un órgano jurisdiccional de un Estado miembro, dicho 
órgano jurisdiccional podrá pronunciarse al respecto».

Artículo 23.  
Motivos de denegación del reconocimiento  

de resoluciones en materia de responsabilidad parental

«Las resoluciones sobre responsabilidad parental no se reconocerán:

a) si el reconocimiento fuere manifiestamente contrario al orden público 
del Estado miembro requerido, teniendo en cuenta el interés superior 
del menor;

b) si se hubieren dictado, excepto en casos de urgencia, sin haber dado 
posibilidad de audiencia al menor, en violación de principios funda 
mentales de procedimiento del Estado miembro requerido;

c) si, habiéndose dictado en rebeldía de la persona en cuestión, no se 
hubiere notificado o trasladado a dicha persona el escrito de demanda 
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o un documento equivalente de forma tal y con la suficiente antelación 
para que pueda organizar su defensa, a menos que conste de forma 
inequívoca que esa persona ha aceptado la resolución;

d) a petición de cualquier persona que alegue que la resolución menos-
caba el ejercicio de su responsabilidad parental, si se hubiere dictado 
sin haber dado posibilidad de audiencia a dicha persona;

e) si la resolución fuere inconciliable con otra dictada posteriormente 
en relación con la responsabilidad parental en el Estado miembro re 
querido;

f) si la resolución fuere inconciliable con otra dictada posteriormente en 
relación con la responsabilidad parental en otro Estado miembro o en 
el Estado no miembro de residencia habitual del menor, siempre y cuando 
la resolución dictada con posterioridad reúna las condiciones necesarias 
para su reconocimiento en el Estado miembro requerido, o bien

g) si no se ha respetado el procedimiento previsto en el artículo 56».

Artículo 26.  
No revisión en cuanto al fondo

«La resolución no podrá en ningún caso ser objeto de una revisión en 
cuanto al fondo»

51. Con arreglo a la legislación española, la ejecución de resoluciones y sen-
tencias civiles se regula en el Libro III, sobre ejecución forzosa y medidas 
cautelares, de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Los 
apartados correspondientes son los siguientes:

Artículo 517.  
Acción ejecutiva. Títulos ejecutivos

«1 La acción ejecutiva deberá fundarse en un título que tenga aparejada 
ejecución.

2. Solo tendrán aparejada ejecución los siguientes títulos:

1.º La sentencia de condena firme.

(...)

3.º Las resoluciones judiciales que aprueben u homologuen transacciones 
judiciales y acuerdos logrados en el proceso, acompañadas, si fuere 
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necesario para constancia de su concreto contenido, de los correspon-
dientes testimonios de las actuaciones.

(...)

Artículo 523.  
Fuerza ejecutiva en España. Ley aplicable al procedimiento

«1. Para que las sentencias firmes y demás títulos ejecutivos extranjeros 
lleven aparejada ejecución en España se estará a lo dispuesto en los 
Tratados internacionales y a las disposiciones legales sobre cooperación 
jurídica internacional.

2. En todo caso, la ejecución de sentencias y títulos ejecutivos extranjeros 
se llevará a cabo en España conforme a las disposiciones de la presente 
Ley, salvo que se dispusiere otra cosa en los Tratados internacionales 
vigentes en España».

Artículo 524.  
Ejecución provisional: demanda y contenido

«1. La ejecución provisional se instará por demanda o simple solicitud, 
según lo dispuesto en el artículo 549 de la presente ley.

(...)

5. La ejecución provisional de las sentencias en las que se tutelen 
derechos fundamentales tendrá carácter preferente».

Artículo 525.  
Sentencias no provisionalmente ejecutables

«No serán en ningún caso susceptibles de ejecución provisional:

1.ª Las sentencias dictadas en los procesos sobre paternidad, maternidad, 
filiación, nulidad de matrimonio, separación y divorcio, capacidad y estado 
civil, oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección 
de menores, así como sobre las medidas relativas a la restitución o 
retorno de menores en los supuestos de sustracción internacional y 
derechos honoríficos, salvo los pronunciamientos que regulen las obli-
gaciones y relaciones patrimoniales relacionadas con lo que sea objeto 
principal del proceso.

(...)»
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EL DERECHO

I.	 PRESUNTA VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 8 DEL CONVENIO

52. Basándose en los artículos 6.1 y 8 del Convenio, el demandante se quejó 
de que el procedimiento de reconocimiento y ejecución instado en España para 
devolver a su hija a Hungría no había cumplido el requisito del «plazo razonable», 
interfiriendo así en su derecho al respeto de su vida familiar, ya que la relación 
con su hija se vio interrumpida durante un período de más de dos años.

53. El Tribunal reitera la diferencia en la naturaleza de los intereses protegidos 
por el artículo 6.1 y por el artículo 8. Mientras que el artículo 6.1 ofrece una 
salvaguarda procesal que incluye el derecho a que se determinen los «derechos 
y obligaciones civiles» de la persona en un «plazo razonable», el artículo 8, 
incluidos los requisitos procesales inherentes al mismo, tiene un objeto más 
amplio, como el de garantizar el debido respeto a la vida familiar (véase, mutatis 
mutandis, McMichael c. el Reino Unido, de 24 de febrero de 1995, § 91, Serie 
A n.º 307-B, y M.A. c. Austria, n.º 4097/13, § 81, de 15 de enero de 2015). En 
consecuencia, si bien el artículo 8 no contiene requisitos procesales concretos, 
el proceso de toma de decisiones que desemboca en medidas de injerencia 
debe ser justo y ofrecer el debido respeto a los intereses salvaguardados por 
el artículo 8 (véase, entre otros precedentes, Kutzner c. Alemania, n.º 46544/99, 
§ 56, TEDH 2002-I).

54. Habida cuenta de su jurisprudencia en vigor y de la naturaleza de las quejas 
del demandante, el Tribunal, ostentando la competencia para calificar jurídica-
mente los hechos de un asunto, considera que las cuestiones planteadas en 
el presente caso deben examinarse únicamente desde la perspectiva del artículo 
8 del Convenio (compárense las sentencias Macready c. República Checa, n.º 
4824/06 y 15512/08, § 41, de 22 de abril de 2010, y Bergmann c. República 
Checa, n.º 8857/08, § 39, de 27 de octubre de 2011), cuyo tenor es el 
siguiente:

«1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, 
de su domicilio y de su correspondencia.

2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de 
este derecho sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por 
la ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea 
necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar 
económico del país, la defensa del orden y la prevención de las infrac-
ciones penales, la protección de la salud o de la moral, o la protección 
de los derechos y las libertades de los demás».
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A.	 Admisibilidad

1.	 Demanda abusiva

55. El Gobierno alegó que la demanda debía declararse inadmisible por ser 
abusiva, ya que el demandante no había presentado al Tribunal todos los hechos 
y documentos pertinentes relativos a los procedimientos seguidos en España 
y en Hungría.

56. El demandante rebatió los argumentos del Gobierno.

57. El Tribunal reitera que el concepto de «abuso» en el sentido del artículo 
35.3.a) del Convenio debe entenderse en su sentido ordinario según la teoría 
general del derecho - a saber, el ejercicio abusivo de un derecho con fines 
distintos de aquellos para los que está concebido (véase Zhdanov y otros c. 
Rusia, n.º 12200/08 y otros 2, § 79, de 16 de julio de 2019).

58. El Tribunal reitera además que ha aplicado esa disposición, inter alia, siempre 
que se le facilita información incompleta y, por tanto, engañosa, especialmente 
si la información se refiere al núcleo mismo del asunto y no se ofrece una 
explicación suficiente para no haber aportado dicha información (véanse Gross 
c. Suiza [GC], n.º 67810/10, § 28, TEDH 2014; Martins Alves c. Portugal (dec.), 
n.º 56297/11, de 21 de enero de 2014; Hüttner c. Alemania (dec.), n.º 
23130/04, de 9 de junio de 2006; y Basileo c. Italia (dec.), n.º 11303/02, de 
23 de agosto de 2011). Además, incluso en esos casos, debe establecerse 
siempre con suficiente certeza la intención del demandante para engañar al 
Tribunal (véase Gross, citada anteriormente, § 28).

59. En el presente caso, el Tribunal observa que lo que el Gobierno consideró 
un comportamiento abusivo por parte del demandante no era más que una 
opinión divergente sobre los hechos del caso y sobre la suficiencia de los 
documentos inicialmente aportados con la demanda. En opinión del Tribunal, 
el expediente contenía información suficiente para permitirle identificar el núcleo 
de las quejas del demandante. Además, a la vista de las alegaciones del 
Gobierno, con su segunda serie de observaciones el demandante aportó rápi-
damente aquellos documentos adicionales relativos al procedimiento en Hungría 
que el Gobierno consideraba pertinentes para el caso.

60. De ello se desprende que debe desestimarse la objeción del Gobierno 
respecto a la demanda abusiva.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 14 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

Veres c. España

2.	 Agotamiento de los recursos internos

(a)	 Alegaciones de las partes

61. El Gobierno alegó que el demandante no había agotado todos los recursos 
disponibles. A este respecto, razonó que el demandante había tenido dos 
opciones. En primer lugar, tan pronto como el tribunal de apelación hubiera 
adoptado su decisión sobre el reconocimiento y ejecución de la resolución del 
Tribunal Metropolitano de Budapest de 11 de abril de 2016, aunque no hubiera 
sido definitiva ya que aún estaba pendiente un recurso de casación ante el 
Tribunal Supremo, el demandante debería haber iniciado un procedimiento de 
ejecución provisional para acelerar el regreso de su hija a Hungría. En segundo 
lugar, el Gobierno alegó que el demandante podría haber interpuesto una acción 
contra las autoridades para establecer la responsabilidad patrimonial y obtener 
reparación en relación con sus quejas en virtud de los artículos 6.1 y 8 del 
Convenio.

62. El demandante alegó haber agotado debidamente la vía judicial interna.

(b)	 Valoración del Tribunal

63. El Tribunal reitera que, en virtud del artículo 35.1 del Convenio, sólo puede 
recurrirse ante él tras agotar las vías de recursos internos. Un demandante 
debe haber ofrecido a los tribunales internos la oportunidad que en principio 
se pretende otorgar a los Estados contratantes, a saber, la oportunidad de 
impedir o reparar las violaciones que se les imputan. Esta norma se basa en 
la presunción, reflejada en el artículo 13 del Convenio, de que existe un recurso 
efectivo disponible en el ordenamiento interno con respecto a la violación 
alegada. Los únicos recursos que el artículo 35 del Convenio exige que se 
agoten son aquellos que guarden relación con las violaciones alegadas y que, 
al mismo tiempo, estén disponibles y sean suficientes. La existencia de tales 
recursos debe ser suficientemente cierta no sólo en la teoría sino también en 
la práctica, ya que de lo contrario carecerán de la accesibilidad y eficacia 
requeridas; corresponde al Estado demandado demostrar que se cumplen 
dichas condiciones (véase, entre otros muchos precedentes, Mifsud c. Francia 
(dec.) [GS], n.º 57220/00, § 15, TEDH 2002-VIII).

64. Asimismo, el Tribunal reitera que en los casos en los que la duración del 
procedimiento tiene una clara incidencia en la vida familiar del demandante, 
los Estados están obligados a poner en marcha un recurso que sea al mismo 
tiempo preventivo e indemnizatorio. Más concretamente, el Tribunal ha declarado 
que la obligación positiva del Estado de adoptar las medidas apropiadas para 
garantizar el derecho del demandante al respeto de su vida familiar corre el 
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riesgo de carecer de efecto si los interesados solo disponen de un recurso 
indemnizatorio, que solo podría dar lugar a una indemnización a posteriori 
(véanse las sentencias Macready, antes citada, §§ 46-49; Bergmann, antes 
citada, §§ 45-52; y Mansour c. Eslovaquia, n.º 60399/15, § 69, de 21 de 
noviembre de 2017).

(i)	 Recursos preventivos

65. A la vista de cuanto antecede, el Tribunal no está convencido de que la 
ejecución provisional de la resolución dictada por el tribunal de apelación 
otorgando fuerza ejecutiva a la decisión de 11 de abril de 2016 del Tribunal 
Metropolitano de Budapest pueda considerarse un recurso preventivo eficaz 
para acelerar el procedimiento.

66. En efecto, el Tribunal señala que el reglamento Bruselas II bis no contiene 
disposición alguna relativa a la posibilidad de ejecutar provisionalmente una 
resolución dictada en un Estado miembro de la UE mientras el procedimiento 
para declarar la ejecución esté pendiente en el Estado miembro en el que se 
ha de ejecutar. Por otra parte, en el Derecho interno, concretamente en el 
artículo 525 de la Ley de Enjuiciamiento Civil española, no son susceptibles de 
ejecución las sentencias dictadas en procesos sobre, inter alia, separación y 
divorcio o medidas relativas a la restitución o retorno de menores en los supues-
tos de sustracción internacional. No le corresponde al Tribunal interpretar el 
Derecho comunitario ni el Derecho interno, sino al Gobierno proporcionar al 
Tribunal ejemplos de sentencias que demuestres la supuesta viabilidad y eficacia 
del recurso disponible para acelerar los procedimientos (compárese Bergmann, 
antes citada, § 49, y Furman c. Eslovenia y Austria, n.º 16608/09, § 94, de 5 
de febrero de 2015). En el presente caso, el Gobierno demandado no ha apor-
tado prueba alguna en este sentido; por tanto, el Tribunal tiene serias dudas 
sobre si, en el presente asunto, la ejecución provisional era realmente un recurso 
preventivo eficaz.

67. Además, el Tribunal señala que no sólo es discutible que la ejecución pro-
visional pueda considerarse un recurso eficaz para acelerar el procedimiento, 
sino que, además, entraña el riesgo de que, en caso de que la sentencia eje-
cutada se revoque posteriormente, sea necesario deshacer lo ejecutado provi-
sionalmente. Por lo tanto, no se puede reprochar al demandante que no intentara 
utilizar este recurso.

(ii)	 Recursos indemnizatorios

68. Respecto a la objeción sobre la falta de interposición de acción alguna por 
parte del demandante para establecer la responsabilidad patrimonial de las 
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autoridades antes de interponer la presente demanda, el Tribunal señala que 
dicho recurso es de naturaleza exclusivamente indemnizatorio que solo podría 
dar lugar a una concesión a posteriori de una indemnización pecuniaria (véase 
Bergmann, antes citada, §§ 47-48, y Mansour, antes citada, § 69). En conse-
cuencia, dado que el Gobierno no ha demostrado adecuadamente la existencia 
de un recurso preventivo eficaz, la mera existencia de un recurso indemnizatorio 
no cumple los requisitos antes mencionados para ser considerado efectivo de 
conformidad con el artículo 8 del Convenio. Por lo tanto, se desestiman las 
objeciones del Gobierno respecto al agotamiento de los recursos internos.

3.	 Conclusión

69. El Tribunal indica que esta queja no carece manifiestamente de fundamento 
en el sentido del artículo 35.3.a) del Convenio. Indica asimismo que no es 
inadmisible por ningún otro motivo. Por tanto, debe declararse admisible.

B.	 Fondo

1.	 Alegaciones de las partes

70. El demandante alegó que, aunque el procedimiento de reconocimiento y 
ejecución no podía considerarse complejo, su duración no había sido razonable. 
Afirmaba que, como consecuencia de ello, su vida familiar había sufrido un 
perjuicio irreparable. Durante el tiempo que duró el procedimiento, no pudo 
mantener ninguna relación con su hija. El largo proceso en España también 
dio lugar a que los tribunales húngaros concedieran la custodia de Z. a K. P. 
basándose, inter alia, en que la niña llevaba varios años conviviendo con la 
madre y, por tanto, había establecido una relación más estrecha con ella que 
con el demandante.

71 El Gobierno afirmó que los tribunales nacionales habían llevado a cabo el 
procedimiento de ejecución dentro de un plazo razonable. Subrayaron que, 
aunque el demandante había solicitado la ejecución el 1 de julio de 2016, 
aquella era incompleta y, en consecuencia, se le había requerido que aportara 
documentación adicional. En consecuencia, no fue hasta el 14 de septiembre 
de 2016, una vez subsanados los defectos detectados, cuando se admitió a 
trámite la demanda. El Gobierno alegó que, por tanto, esa fecha debería haberse 
considerado el dies a quo para apreciar si la duración del procedimiento había 
sido excesiva. Afirmaron que el procedimiento ante el juzgado de primera ins-
tancia finalizó el 27 de febrero de 2017, por lo que había durado unos cinco 
meses. Posteriormente, el 4 de abril de 2017 el demandante interpuso recurso 
de apelación, que se resolvió unos tres meses después, el 17 de julio de 2017.
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72. El Gobierno insistió en que, tras la decisión del tribunal de apelación, el 
demandante podría haber instado la ejecución provisional de la sentencia 
húngara a pesar de que su ex esposa había recurrido en casación ante el 
Tribunal Supremo, recurso resuelto el 19 de julio de 2018. Finalmente, el 1 de 
noviembre de 2018 la hija del demandante regresó a Hungría.

73. El Gobierno alegó asimismo que, con independencia de la duración del 
procedimiento, no podía afirmarse que ese hubiera sido el motivo principal por 
el que los tribunales húngaros concedieron la custodia de Z. a la ex esposa del 
demandante. Afirmaron que en 2010 el demandante y su ex esposa firmaron 
un acuerdo por el que la madre ostentaría la custodia de la niña y, posterior-
mente, en abril de 2016, el Tribunal Metropolitano de Budapest adoptó medidas 
provisionales concediendo provisionalmente la custodia a la madre. En vista 
de ello, el Gobierno alegó que no podía establecerse un nexo causal claro entre 
el procedimiento en España y el hecho de que se hubiera concedido la custodia 
de la menor a la ex esposa del demandante. Además, alegó que fueron los 
tribunales húngaros, y no las autoridades españolas, quienes concedieron 
finalmente la custodia a la madre, a pesar de su responsabilidad en la sustrac-
ción de la menor.

74. Por último, el Gobierno afirmó que no estaba claro si la concesión de la 
custodia de Z. a la ex esposa del demandante por los tribunales húngaros tenía 
efectos definitivos. Afirmaron que el demandante había incoado un procedimiento 
penal en España contra su ex esposa por el delito de sustracción de menores 
y que también había incoado un procedimiento administrativo en Hungría, 
solicitando una sanción contra K. P. por la vulneración de su derecho de visita 
a su hija. También afirmó que el demandante declaró haber interpuesto en 
Hungría un recurso de revisión contra la sentencia definitiva adoptada por el 
Kúria el 8 de octubre de 2019, alegando que se concedió la custodia de la niña 
a la madre sobre la base, entre otras cosas, de un informe pericial en el que 
no se habían respetado las normas deontológicas aplicables. Por lo tanto, en 
opinión del Gobierno, era posible que, en el futuro, se concediera al demandante 
la custodia de la menor.

2.	 Valoración del Tribunal

75. El Tribunal observa que no se cuestiona la existencia de vida familiar entre 
el demandante y su hija (compárese M. A. c. Austria, antes citada, § 103).

(a)	 Principios generales

76. El Tribunal debe examinar si las autoridades españolas no han respetado 
la vida familiar del demandante. El Tribunal reitera que el objeto principal del 
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artículo 8 es proteger al individuo contra la arbitrariedad de las autoridades 
públicas. Pueden existir además obligaciones positivas inherentes al «respeto» 
efectivo de la vida familiar. Sin embargo, los límites entre las obligaciones 
positivas y negativas del Estado en virtud de esta disposición no se prestan a 
una definición exacta. No obstante, los principios aplicables son similares. En 
ambos contextos debe tenerse en cuenta el adecuado equilibrio que debe 
establecerse entre los intereses contrapuestos del individuo y de la comunidad 
en su conjunto; y en ambos contextos el Estado goza de cierto margen de 
apreciación (véanse, entre otros precedentes, Raw y otros c. Francia, n.º 
10131/11, § 78, de 7 de marzo de 2013; Maire c. Portugal, n.º. 48206/99, § 
69, TEDH 2003VII; Sylvester c. Austria, n.º 36812/97 y 40104/98, § 55, de 24 
de abril de 2003; e Ignaccolo-Zenide c. Rumanía, n.º 31679/96, § 94, TEDH 
2000-I).

77. En relación con las obligaciones positivas del Estado, el Tribunal ha repetido 
en diversas ocasiones que el artículo 8 incluye el derecho de un progenitor a 
que se adopten medidas con vistas a reunirse con su hijo o hija y la obligación 
de las autoridades nacionales en adoptar dichas medidas (véanse Raw y otros, 
§ 79; Maire, § 70; Sylvester, § 58; e Ignaccolo-Zenide, § 94, todas ellas ante-
riormente citadas).

78. En asuntos sobre ejecución de resoluciones en el ámbito del Derecho de 
familia, el Tribunal ha sostenido en repetidas ocasiones que lo decisivo es si 
las autoridades nacionales han tomado todas las medidas necesarias para 
facilitar su ejecución, como razonablemente se pueda exigir en las circunstancias 
especiales de cada caso (véase Hokkanen c. Finlandia, de 23 de septiembre 
de 1994, § 53, Serie A n.º 299A; Ignaccolo-Zenide, a anteriormente citada, § 
96; Nuutinen c. Finlandia, n.º 32842/96, § 128, TEDH 2000-VIII; y Sylvester, 
citada anteriormente, § 59).

79. En cualquier caso, el Tribunal reitera que la idoneidad de una medida debe 
juzgarse por la rapidez en su aplicación, ya que el paso del tiempo puede tener 
consecuencias irremediables para las relaciones entre el menor y el progenitor 
con el que no convive (véanse Cavani c. Hungría, n.º. 5493/13, § 51, de 28 de 
octubre de 2014, y M.A. c. Austria, antes citada, § 109).

(b)	 Aplicación de los principios anteriores al presente caso

80. En primer lugar, el Tribunal observa que el demandante no interpuso ante 
los tribunales españoles una demanda al amparo del Convenio de La Haya de 
25 de octubre de 1980 sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional 
de menores ni del artículo 11 del Reglamento Bruselas II bis, sino al amparo 
de los artículos 21 y siguientes de este último, con el fin de obtener el 
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reconocimiento y ejecución de la sentencia húngara adoptada el 11 de abril 
de 2016. El objetivo principal de los intentos del demandante era el retorno de 
su hija a Hungría, de donde su madre se la había llevado sin informar al deman-
dante, poniendo así en peligro la vida familiar existente entre el demandante 
y su hija, Z. En estas circunstancias, era necesario implementar medidas rápidas 
y adecuadas para ejecutar la resolución del tribunal húngaro que ordenaba a 
la ex esposa del demandante llevar a la niña de vuelta a Hungría.

81. A diferencia de los procedimientos incoados en virtud del Convenio de La
Haya o del artículo 11 del Reglamento Bruselas II bis, en los que los órganos
jurisdiccionales nacionales deben pronunciarse en el plazo de seis semanas a
partir de la fecha de presentación de la demanda, ni el Reglamento Bruselas
II bis ni el Derecho interno establecen un plazo específico para que los órganos
jurisdiccionales nacionales se pronuncien sobre el reconocimiento de una
resolución dictada en otro Estado miembro de la UE. Sin embargo, el artículo
31 del Reglamento Bruselas II bis establece claramente que el órgano jurisdic-
cional debe pronunciarse en breve plazo. En consecuencia, se espera que los
órganos jurisdiccionales nacionales tramiten rápidamente las solicitudes pre-
sentadas en virtud de dicho Reglamento (véanse, mutatis mutandis, las sen-
tencias Shaw c. Hungría, n.º 6457/09, § 66, de 26 de julio de 2011, y Cavani,
antes citada, § 51).

82. Además, de conformidad con el artículo 31 del Reglamento Bruselas II bis,
no podrán presentar alegaciones en primera instancia ni el menor ni la persona
contra la cual se solicite la ejecución. La competencia de los órganos jurisdic-
cionales nacionales se limita a comprobar si existe alguno de los motivos de
denegación del reconocimiento enunciado en el artículo 23, que son básica-
mente de tipo procesal, ya que la revisión en cuanto al fondo está expresamente
prohibida por el artículo 26 y el artículo 31.3 del Reglamento.

83. Es indiscutible que la demanda presentada por el demandante ante el
Juzgado de Primera Instancia n.º 12 de Palma de Mallorca para el reconocimiento
y ejecución de la resolución de 11 de abril de 2016 del Tribunal Metropolitano
de Budapest presentaba algunos defectos, que fueron debidamente subsanados,
por lo que no fue posible admitir la demanda a trámite hasta el 14 de septiembre
de 2016. El Tribunal señala que dichos defectos dilataron efectivamente el
procedimiento en su fase inicial; sin embargo, observa también que el deman-
dante corrigió diligentemente dichos defectos cuando fue requerido para ello
por el juzgado (véase Unión Alimentaria Sanders S.A. c. España, de 7 de julio
de 1989, § 35, Serie A n.º 157). Aunque la dilación inicial no pueda imputarse
a los órganos jurisdiccionales nacionales, la forma en que se tramitó la solicitud
del demandante debe analizarse a la vista de las actuaciones posteriores de
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dichos órganos jurisdiccionales y teniendo en cuenta la duración total del 
procedimiento.

84. El Tribunal observa que, contrariamente a lo dispuesto en el artículo 31 del 
Reglamento Bruselas II bis, el órgano jurisdiccional de primera instancia fijó un 
plazo de treinta días para que K. P. se opusiera a la ejecución y, posteriormente, 
el Juzgado de Violencia sobre la Mujer n.º 2 de Palma de Mallorca, al que se 
había transferido la competencia, autorizó al Ministerio Fiscal a presentar 
observaciones. Contado desde la fecha en que se admitió a trámite la demanda 
del demandante, esto es, el 14 de septiembre de 2016, la sentencia en primera 
instancia se dictó cinco meses después, el 27 de febrero de 2017. El procedi-
miento posterior, primero ante el tribunal de apelación y después ante el Tribunal 
Supremo, concluyó con efectos definitivos el 19 de julio de 2018. Así pues, el 
procedimiento de reconocimiento de la sentencia húngara duró unos dos años. 
La fase de ejecución, más expeditiva, concluyó el 1 de noviembre de 2018. De 
ello se deduce que los tribunales españoles tardaron más de dos años en 
ejecutar la resolución del Tribunal Metropolitano de Budapest, a pesar de que 
debería haber sido reconocida y ejecutada en España en breve plazo, de con-
formidad con el Reglamento Bruselas II bis.

85. De cuanto antecede, aun suponiendo que pudiera imputarse al demandante 
un retraso de cuatro meses en la fase inicial del procedimiento, el Tribunal 
señala que el retraso de dos años en la adopción de una resolución definitiva 
era imputable esencialmente a los órganos jurisdiccionales nacionales. Teniendo 
en cuenta lo que estaba en juego para el demandante, a saber, sus vínculos 
familiares y el contacto con su hija, el Tribunal considera que los órganos 
jurisdiccionales nacionales no adoptaron medidas rápidas y adecuadas para 
ejecutar la resolución húngara que ordenaba a la ex esposa del demandante 
devolver a la niña a Hungría (compárense, mutatis mutandis, las sentencias 
Marcready, antes citada, § 73; Shaw, antes citada, § 64; Ferrari c. Rumanía, 
n.º 1714/10, § 54, de 28 de abril de 2015; y Vilenchik c. Ucrania, n.º 21267/14, 
§ 55, de 3 de octubre de 2017).

86. El Tribunal no acepta la alegación del Gobierno de que la excesiva duración 
del procedimiento se debió en gran medida a la complejidad del caso. A pesar 
de que la ex esposa del demandante había incoado un procedimiento penal 
en su contra alegando violencia en el ámbito familiar, el Juzgado de Violencia 
sobre la Mujer, que tramitó el procedimiento de reconocimiento y ejecución de 
la resolución húngara, no tuvo en cuenta el procedimiento penal incoado por 
K. P. contra el demandante cuando desestimó la solicitud de reconocimiento 
y ejecución de la resolución húngara. La única razón por la que dicho juzgado 
desestimó la solicitud fue que los tribunales húngaros no habían oído a la hija 
del demandante. De ello se deduce que el Juzgado de Violencia sobre la Mujer 
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sólo apreció los motivos de denegación del reconocimiento establecidos en el 
artículo 23 del Reglamento Bruselas II bis, cuestión que podría haberse apre-
ciado fácilmente sobre la base del expediente. Tanto el tribunal de apelación, 
que anuló la decisión en primera instancia, como el Tribunal Supremo, que 
confirmó dicha decisión, limitaron su valoración al análisis de los motivos de 
denegación de reconocimiento mencionados.

87. Habida cuenta de las consideraciones anteriores, el Tribunal estima que la
duración total del procedimiento no estaba justificada en las circunstancias
del caso. Por lo tanto, el Estado no tramitó el caso de forma diligente, tal como
exige el Convenio en este tipo de litigios.

88. Con independencia de que fueron los tribunales húngaros los que finalmente
concedieron la custodia de la menor a la ex esposa del demandante, el Tribunal
considera que la excesiva duración del procedimiento de reconocimiento y
ejecución tuvo graves consecuencias para la relación entre la menor y el
demandante, aun cuando en el futuro se le pudiera conceder la custodia de la
menor. La duración excesiva del procedimiento en España no sólo afectó a la
relación entre el demandante y su hija, al interrumpirla durante dos años, sino
que también influyó en la decisión de los tribunales húngaros de conceder
finalmente la custodia de la menor a su madre, al considerar que el paso del
tiempo había reforzado los vínculos entre ambas y socavado la relación de la
menor con el demandante.

89. Las consideraciones anteriores son suficientes para permitir al Tribunal
concluir que se ha producido una violación del artículo 8 del Convenio.

A. PRESUNTA VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 13 DEL CONVENIO

90. El demandante, en virtud del artículo 13 del Convenio, se quejó asimismo
de que no disponía de un recurso efectivo disponible para acelerar el procedi-
miento y reparar la supuesta violación de los derechos consagrados en el
artículo 8 del Convenio. El artículo 13 del Convenio dice lo siguiente:

«Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente 
Convenio hayan sido violados tiene derecho a la concesión de un recurso 
efectivo ante una instancia nacional, incluso cuando la violación haya 
sido cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones 
oficiales».

91. El Tribunal considera que la cuestión planteada en virtud de este precepto
se solapa con el fondo de la queja del demandante en virtud del artículo 8 y ya
ha sido abordada en los apartados 61 a 68 anteriores. Por consiguiente, la
queja debe declararse admisible. No obstante, teniendo en cuenta sus anteriores
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conclusiones con arreglo al artículo 8 del Convenio, el Tribunal no considera 
necesario examinar estas cuestiones por separado en virtud del artículo 13 
del Convenio (compárese Bronda c. Italia, 9 de junio de 1998, § 65, Informes 
de sentencias y decisiones 1998-IV; Copland c. Reino Unido, n.º 62617/00, § 
51, TEDH 2007-I; y Meimanis c. Letonia, n.º 70597/11, § 79, de 21 de julio de 
2015).

B.  APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 41 DEL CONVENIO

92. El artículo 41 del Convenio establece:

«Si el Tribunal declara que ha habido violación del Convenio o de sus 
Protocolos y si el derecho interno de la Alta Parte Contratante sólo permite 
de manera imperfecta reparar las consecuencias de dicha violación, el 
Tribunal concederá a la parte perjudicada, si así procede, una satisfacción 
equitativa».

A.	 Daños

93. El demandante reclamó 2.000.000 de euros (EUR) en concepto de daños 
materiales y morales, sin diferenciar claramente entre ambos conceptos. Alegó 
que, desde julio de 2015, no había podido ver a su hija en Hungría en absoluto. 
Tras la sentencia de 21 de noviembre de 2018 del Tribunal Metropolitano de 
Budapest concediendo la custodia de su hija a su ex mujer, solo había podido 
visitar a su hija en España, lo que le había supuesto enormes gastos en vuelos, 
hoteles y restaurantes. Sostuvo que, aunque se había ordenado a su ex esposa 
que contribuyera a sufragar dichos gastos de viaje de conformidad con la 
sentencia antes mencionada (véase el párrafo 49 supra), dudaba de que 
realmente lo cumpliera. Afirmó además que, en caso de que su situación 
económica cambiara, no podría visitar a su hija en España. A la vista de todas 
estas circunstancias, alegó que 2.000.000 de euros era una cantidad adecuada 
que le permitiría comprar una casa en España para dedicar tiempo a su hija.

94. El Gobierno alegó que las pretensiones del demandante eran despropor-
cionadas y se basaban en una hipótesis que no había probado.

95. En cuanto al daño material, el Tribunal considera que las alegaciones del 
demandante son esencialmente especulativas, ya que se basan en circunstan-
cias hipotéticas futuras y, por tanto, no existe un nexo causal claro entre la 
violación constatada y el daño material alegado por el demandante. En conse-
cuencia, se desestima la pretensión del demandante en este aspecto.
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96. En cambio, el Tribunal estima que el demandante ha sufrido un daño moral. 
Resolviendo de forma equitativa, le concede 24.000 euros por este concepto, 
más cualquier impuesto exigible.

B.	 Gastos y costas

97. El demandante también reclamó 67.000 euros por las costas y gastos 
incurridos ante los tribunales nacionales —tanto el español (50.000 euros) 
como el húngaro (5.000 euros)— y por los incurridos ante este Tribunal (12.000 
euros).

98. El Gobierno alegó que el demandante no había aportado documentación 
alguna que acredite los gastos en que efectivamente ha incurrido o que tenía 
la obligación legal de pagar las tasas cobradas. Asimismo, alegaron que los 
únicos documentos presentados por el demandante a este respecto eran 
resoluciones dictadas por los tribunales español y húngaro por las que se 
condenaba a la ex esposa del demandante al pago de las costas y gastos del 
procedimiento.

99. El Tribunal reitera que cuando un demandante no ha presentado documen-
tación que demuestre que ha pagado o que tenía la obligación legal de pagar 
las tasas cobradas o los gastos incurridos, las reclamaciones deben ser recha-
zadas (véase Merabishvili c. Georgia [GS], n.º 72508/13, §§ 370-72, de 28 de 
noviembre de 2017). En el presente caso, el demandante no presentó docu-
mentación alguna; por lo tanto, la reclamación debe rechazarse.

C.	 Intereses de mora

100. El Tribunal considera adecuado aplicar un tipo de interés moratorio sobre 
la base del tipo de interés marginal interbancario establecido por el Banco 
Central Europeo incrementado en tres puntos porcentuales.

POR CUANTO ANTECEDE, EL TRIBUNAL POR UNANIMIDAD,

1.	 Declara la demanda admisible;

2.	 Afirma que se ha vulnerado el Artículo 8 del Convenio;

3.	 Afirma que no es necesario examinar la queja con arreglo al artículo 13 del 
Convenio;
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4. Afirma

a) que el Estado demandado debe abonar al demandante, en un plazo de
tres meses desde la firmeza de la presente sentencia, de conformidad
con el artículo 44.2 del Convenio, el importe de 24.000 euros (veinticuatro
mil euros), más cualquier impuesto exigible, en concepto de daños
morales;

b) que desde el vencimiento de los citados tres meses hasta su liquidación,
se abonará un interés simple sobre las cantidades anteriores igual al tipo
de interés de la facilidad marginal de crédito del Banco Central Europeo
durante el periodo de mora, incrementado en un tres por ciento.

5. Desestima el resto de la satisfacción equitativa solicitada por el demandante.

Redactado en inglés, y notificado por escrito el 8 de noviembre de 2022, de 
conformidad con las reglas 77.2 y 3 del Reglamento del Tribunal.

Olga Chernishova 
Deputy Registrar

Georges Ravarani 
President
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I  NACIMIENTO FILIACIÓN ADOPCIÓN

I.1  NACIMIENTO

I.1.1  INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO FUERA DE PLAZO

Resolución de 11 de julio de 2022 (2ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los requisitos necesarios para 
practicar la inscripción, no s se ha probado que el nacimiento ni afecta a españoles ni 
ha acaecido en territorio español (cfr. art. 15 LRC).

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante escrito dirigido al Encargado del Registro Civil Central el día 21 de junio de 
2016, el Sr. E.-M. B. L., nacido el 17 de diciembre de 1968 en A. (Sáhara Occidental), 
residente en Granada, solicita su inscripción de nacimiento en el Registro Civil español. 
Con la misma fecha se produce la comparecencia del interesado ante el Registro Civil 
de Granada, manifestando que al parecer se encontraba erróneamente inscrito en el 
Registro Civil de Córdoba, por lo que se le ha comunicado que debe iniciar expediente 
de inscripción de nacimiento en el Registro Civil de su domicilio. Aporta certificación de 
inscripción padronal en el Ayuntamiento de Granada desde el 28 de enero de 2016.

2. Con fecha 16 de agosto de 2016 el representante del Ministerio Fiscal emite informe 
no oponiéndose a la inscripción de nacimiento fuera de plazo solicitada. Con fecha 23 
del mismo mes el Encargado del Registro Civil de Granada acuerda que se proceda a 
la tramitación de la inscripción de nacimiento fuera de plazo, requiriendo del promotor 
que aporte dos testigos que declaren a tal efecto y debe solicitarse cita para el informe 
preceptivo del médico forense.

Con fecha 11 de octubre de 2016 comparecen dos testigos ante el Registro Civil de 
Granada que manifiestan que conocen al promotor desde que tenían siete años, ya que 
eran compañeros de colegio en A. y con fecha 15 de diciembre siguiente se emite el 
informe médico-forense.
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3. Con fecha 12 de enero de 2017 el representante del Ministerio Fiscal emite informe 
en el mismo sentido del anterior y con fecha 10 de mayo siguiente el Encargado del 
Registro Civil Central, a la vista de la resolución de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 11 de junio de 2014, remite las actuaciones de nuevo al Ministerio 
Fiscal para nuevo informe, que se emite con fecha 17 de julio de 2017, en el que se pone 
de manifiesto que tras dicha resolución no procede la inscripción de nacimiento solicitada 
por el Sr. B. L., al no haber ocurrido el hecho en España ni afectar a ningún ciudadano 
español.

4. La Encargada del Registro Civil Central dicta auto de fecha 27 de diciembre de 2017, 
en el que, de acuerdo con lo expuesto por el Ministerio Fiscal, declara que tras la 
resolución de 11 de junio de 2014 de la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
no existe título suficiente del cual se desprenda la nacionalidad española del solicitante, 
por lo que no es posible que pueda inscribirse su nacimiento como español, al no haber 
nacido en España ni afectar el hecho a un español.

5. Notificada la resolución, la representación legal del promotor interpone recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, presentado en el Registro Civil de Granada, alegando 
que su derecho a la inscripción de nacimiento solicitada se basa en el auto dictado por 
la Encargada del Registro Civil de Córdoba en el año 2008, que entendía que era firme 
ya que el interesado no ha recibido ninguna notificación relacionada con su anulación, 
por lo que se debe retrotraer el procedimiento para darle la oportunidad de defender 
sus legítimos derechos.

6. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó su 
desestimación por informe de 31 de mayo de 2019 y el Encargado del Registro Civil 
Central se ratifica en el auto dictado y remitió el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para la resolución del recurso interpuesto.

7. Consta a este centro directivo que el interesado promovió expediente para la inscripción 
de su nacimiento en el Registro Civil Central con fecha 10 de junio de 2013, que concluyó 
con auto desestimatorio de fecha 13 de diciembre de 2017, que fue impugnado por la 
representación legal del interesado, como consecuencia del mismo se requirió, a través 
del Encargado del Registro Civil Central, que se acreditara la notificación al interesado 
de la resolución de la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, de fecha 11 de junio de 2014, y 
de no constar la misma se procediera a su notificación concediéndole nuevo plazo para 
formular las alegaciones que estime pertinentes. Con fecha 26 de julio de 2021, se 
recibe copia de la diligencia de entrega por parte del Registro Civil de Córdoba al Sr. 
E.-M. B., con fecha 7 de agosto de 2015, de copia de la precitada resolución, firmando 
el interesado en prueba de que la ha recibido.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento del Registro Civil (RCC); 
la Circular de 29 de octubre de 1980, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de 
octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª de septiembre de 2002; 24 de sep-
tiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de 
mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª de octubre y 11-8.ª de noviembre 
de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril de 2012.

II. El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de Córdoba, solicitó 
la nacionalidad española con valor de simple presunción, nacionalidad que fue declarada 
por dicho Registro Civil por auto de 14 de mayo de 2008. Por auto de 27 de diciembre 
de 2017, la Encargada del Registro Civil Central acordó desestimar la inscripción de 
nacimiento solicitada por el promotor, toda vez que la resolución que declaró la nacio-
nalidad fue dejada sin efecto por resolución de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado de fecha 11 de junio de 2014, dictada como consecuencia del recurso 
interpuesto por el representante del Ministerio Fiscal, por lo que el hecho que se pretendía 
inscribir no afectaba a un español ni había ocurrido en España. Contra este auto se 
interpuso el recurso ahora examinado.

III. La competencia para decidir en primera instancia el expediente de declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio (artículo 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho 
expediente, la resolución firme del encargado —que da lugar a una anotación al margen 
de la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado 
del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica 
de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra limitada por el 
artículo 27 LRC a la evaluación de «(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, 
formalidades intrínsecas de los documentos presentados y asientos del propio Registro», 
no estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera 
que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del Ministerio Fiscal con la declaración presuntiva de nacionalidad 
acordada por el registro civil del domicilio, de la necesidad de continuar el procedimiento 
iniciado para declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad española y 
proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos practicados. Al mismo tiempo, 
deberá anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en curso 
que puede afectar al contenido del asiento (artículo 38. 1.º LRC).

IV. En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, cabe señalar 
que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos dentro del 
territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC); siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
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refiere el artículo 95-5.º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en 
los artículos 311 a 316 del reglamento.

En este caso la inscripción interesada afecta a un ciudadano, E.-M. B. L., que nació en 
A. el 17 de diciembre de 1968, cuya nacionalidad española fue declarada con valor de 
simple presunción por la Encargada del Registro Civil de Córdoba, por auto de fecha 14 
de mayo de 2008, que también procedió a su inscripción en el mismo Registro, vulnerando 
con ello las reglas de competencia, ya que se trataba de un hecho, el nacimiento, 
acaecido en el extranjero por lo que aquella correspondía al Registro Civil Central, pero 
además tampoco quedaba acreditado debidamente la realidad del domicilio del intere-
sado en la demarcación del Registro Civil de Córdoba, que supusiera la competencia de 
este para la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción.

Como consecuencia de lo expuesto, dicho auto fue dejado sin efecto y cancelada la 
inscripción de nacimiento por resolución de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 11 de junio de 2014, que, pese a lo manifestado por el recurrente, fue 
notificada debidamente el 7 de agosto de 2015 en el propio Registro Civil de Córdoba, 
y supone que no existe base para proceder a la inscripción de nacimiento ahora exami-
nada, de acuerdo con lo establecido en el art. 15 de la Ley del Registro Civil citado en 
el comienzo de este fundamento de derecho.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 12 de julio de 2022 (26ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No procede la inscripción de un nacimiento ocurrido en México en 1940 porque no 
resulta acreditado que afecte a españoles.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el 
acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en México 
(México).

HECHOS

1. Con fecha 23 de mayo de 2018, D.ª A. S. S., nacida el 13 de septiembre de 1940 en 
T., Chiapas (México), de nacionalidad mexicana, solicita en el Registro Civil del Consulado 
General de España en México solicitud de inscripción de nacimiento fuera de plazo para 
obtener la nacionalidad española como hija de padre español.
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Se aportó, entre otros, la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; certificado 
literal local de nacimiento de la solicitante, inscrito en el Registro Civil de T., Chiapas 
(México) en fecha 9 de febrero de 1944; certificado literal de nacimiento de su presunto 
progenitor, don M. S. S., nacido en A., Orense, el 1 de noviembre de 1888; certificado 
de defunción del presunto progenitor, expedido por el Registro Civil de T., Chiapas (México), 
acta n.º 382 de fecha 15 de junio de 1943, en el que consta que su estado civil era 
soltero; certificado local de defunción de la progenitora de la interesada y certificado 
negativo de nacimiento de su madre.

2. Por acuerdo de fecha 25 de mayo de 2018 dictado por el encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en México, se desestima la solicitud de inscripción 
de nacimiento y nacionalidad española a la interesada, por no considerar acreditados 
los requisitos legales exigidos en el artículo 120 del Código Civil, dado que la fecha del 
registro del nacimiento de la interesada en el Registro Civil local se efectúa ocho meses 
después del fallecimiento de su presunto padre y no existe reconocimiento paterno.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se inscriba su nacimiento en el Registro 
Civil español. Aporta como documentación: solicitud de registro de extranjeros de su 
padre ante el Servicio de Migración de los Estados Unidos Mexicanos, en la que manifestó 
tener una niña de cuatro meses, M-A. S. S., hermana mayor de la interesada y libro del 
acta de nacimiento de ésta, así como copias de actas de nacimiento de dos hermanos 
de la interesada.

4. Notificado el recurso al canciller del Consulado General de España en México, no 
formula alegaciones y el encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17 y 120 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil de 1957 (LRC); 66 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras, 11-3.ª de marzo de 2002; 2-2.ª de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre 
de 2005; 24-4.ª de enero de 2006; 3-5.ª y 23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 
2007; 13-3.ª de octubre de 2008; 20-4.ª de abril de 2009 y 27-2.ª de enero de 2010.

II. Se pretende por la interesada, nacida el 13 de septiembre de 1940 en México, la 
inscripción de su nacimiento en el Registro Civil español, constando que fue inscrita en 
el registro civil local como hija de padre de nacionalidad española y madre mexicana, 
cuando contaba tres años y cuatro meses de edad y ocho meses después del fallecimiento 
del presunto progenitor, no existiendo reconocimiento paterno. El encargado del Registro 
Civil Consular de España en México desestima la solicitud de la interesada por no 
considerar acreditados los requisitos legales exigidos en el artículo 120 del Código Civil, 
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considerando que no resultaba acreditada la relación de filiación con el ciudadano 
español cuya inscripción de nacimiento se aportó al expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que afecte a algún ciudadano español (art. 15 LRC de 1957 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23.2 LRC de 1957) y siempre que el registro extranjero «sea 
regular y auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos 
de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española» (art. 85.1 RRC).

IV. El art.º 120 del Código Civil establece que, la filiación no matrimonial quedará 
determinada legalmente «1. En el momento de la inscripción del nacimiento, por la 
declaración conforme realizada por el padre en el correspondiente formulario oficial a 
que se refiere la legislación del Registro Civil; 2. Por el reconocimiento ante el Encargado 
del Registro Civil, en testamento o en otro documento público; 3. Por resolución recaída 
en expediente tramitado con arreglo a la legislación del Registro Civil; 4. Por sentencia 
firme y 5.º Respecto de la madre, cuando se haga constar la filiación materna en la 
inscripción de nacimiento practicada dentro de plazo, de acuerdo con lo dispuesto en 
la Ley del Registro Civil».

V. En el presente caso, la interesada fue inscrita en el Registro Civil mexicano en fecha 
9 de febrero de 1944, ocho meses después del fallecimiento del presunto progenitor, 
hecho que se produce el 15 de junio de 1943, no existiendo reconocimiento paterno, 
por lo que no se acreditan los requisitos legales exigidos en el artículo 120 del Código 
Civil para la acreditación de la filiación paterna no matrimonial.

Por ello, teniendo en cuenta que la regulación de la filiación en el Código Civil se inspira 
en el principio de la veracidad biológica, a falta de otros elementos de juicio que permitan 
acreditar, sin lugar a dudas, la realidad de los hechos inscritos y su legalidad conforme 
a la legislación española (art. 23.2 LRC de 1957), la documentación aportada no se 
considera suficiente para probar la filiación pretendida.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en México (México).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (35ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No es inscribible, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación 
gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto pro-
genitor, contra el acuerdo del encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 29 de junio de 2018, el encargado del Registro Civil de Balaguer (Lleida) 
dicta auto por el que autoriza a don H.-L. T. K., nacido el 20 de octubre de 1989 en B. 
(Gambia), de nacionalidad española adquirida por residencia, con acta de consentimiento 
de la madre del menor, doña O. J., de nacionalidad gambiana, a optar a la nacionalidad 
española en nombre y representación de su hijo menor de catorce años, A. T. J., nacido 
en B. (República de Gambia) en fecha 21 de diciembre de 2017, al amparo de lo esta-
blecido en el artículo 20.2.a) del Código Civil. El acta de opción a la nacionalidad española 
se levantó en el Registro Civil de Balaguer en fecha 13 de julio de 2018.

Se aportó al expediente la siguiente documentación: pasaporte y certificado gambiano 
de nacimiento del menor y su traducción, en el que consta que la inscripción en el 
Registro Civil local se efectuó el 13 de marzo de 2018; documento nacional de identidad 
y certificado literal español de nacimiento del presunto progenitor, con inscripción 
marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 23 
de marzo de 2016 y registro de matrimonio de los progenitores formalizado en la 
República de Gambia.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, se califica la petición de inscripción 
de nacimiento fuera de plazo por transcripción de certificación extranjera y se dicta 
providencia por la que se requiere del promotor, presunto progenitor, entre otros, para 
que aporte copia de las hojas de sus pasaportes, en vigor o caducados, en las que 
consten los sellos de entrada y salida de España a Gambia y viceversa y señale los que 
correspondan al momento de la concepción del menor que ha solicitado inscribir.

Atendiendo a lo solicitado, el promotor aporta copia de pasaporte gambiano ….., en el 
que no consta estancia en Gambia en las posibles fechas de concepción del menor.

3. Por acuerdo de fecha 24 de mayo de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil 
Central se desestima la solicitud de inscripción de nacimiento fuera de plazo del menor, 
sin perjuicio de que acreditada su filiación biológica con padre español surta los efectos 
que corresponda, al no encontrarse debidamente acreditada la filiación paterna, toda 
vez que en la copia de los pasaportes aportados, no consta ninguna entrada ni salida 
de Gambia del promotor en el momento de la concepción del menor que se solicita 
inscribir y que, por otra parte, existen contradicciones en cuanto a la fecha de nacimiento 
del menor en las declaraciones realizadas por el promotor.
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4. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se inscriba el nacimiento de 
su hijo. Aporta copia de pasaporte español ….., sin compulsar, en el que consta en la 
página 7 un sello de entrada en Gambia de fecha 30 de marzo de 2017 y salida el 2 de 
agosto de 2017.

5. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal de fecha 11 de marzo de 2020, la 
encargada del Registro Civil Central remite el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 11-2.ª de noviembre 
de 2002; 2-2.ª de febrero de 2004; 30-2.ª de noviembre de 2005; 24-4.ª de enero de 
2006; 3-5.ª y 23-3.ª de octubre y 27-5.ª de diciembre de 2007; 21-10.ª de diciembre 
de 2011, 10-14.ª de febrero y 23-40.ª de agosto de 2012; 30-6.ª de enero y 15-28.ª de 
noviembre de 2013; 23-5.ª de abril y 4-27.ª de septiembre de 2014, y 4-1.ª de septiembre 
de 2015.

II. Se pretende la inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español 
del nacido en B. (República de Gambia) en fecha 21 de diciembre de 2017, presunto 
hijo de un ciudadano español, nacido en B. (República de Gambia), que adquirió la 
nacionalidad española por residencia con efectos de 23 de marzo de 2016. El Encargado 
del Registro Civil Central dictó acuerdo denegando la inscripción de nacimiento solicitada, 
al no encontrarse debidamente acreditada la filiación paterna pretendida. Frente a dicho 
acuerdo se interpone recurso por el promotor, presunto progenitor, que es el objeto del 
presente expediente.

III. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (artículo 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular 
y auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(artículo 85, I, RRC).

IV. En este caso, se ha aportado al expediente un certificado gambiano de nacimiento 
del menor, en el que consta que nació el 21 de diciembre de 2017 en B. (República de 
Gambia), y que la inscripción en el Registro Civil local se efectuó el 13 de marzo de 
2018. Asimismo, existen contradicciones en las manifestaciones realizadas por el 
promotor; así, en la comparecencia realizada en el Registro Civil de Balaguer el día 11 
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de febrero de 2019 manifestó que tenía cuatro hijos, incluyendo a interesado, del que 
indicó que nació el 21 de diciembre de 2018 y, pese a advertirle que no podía consultar 
ningún documento para obtener los datos de sus hijos, procedió a consultar documentos 
en tres ocasiones y, por otra parte, en la hoja de declaración de datos de fecha 7 de 
febrero de 2019 firmada por el promotor indicó que el menor nació el 21 de diciembre 
de 1997. En vía de recurso, el promotor acompaña la copia de un pasaporte español, 
que no fue aportado cuando le fue requerido, en el que consta un sello de entrada en 
Gambia de fecha 30 de marzo de 2017 y otro de salida el 2 de agosto de 2017, que se 
encuentra sin compulsar.

De este modo, no procede la inscripción de nacimiento fuera de plazo solicitada por el 
promotor, por la falta de garantías de la certificación local aportada, lo que genera dudas 
fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española 
(artículo 23, II, LRC), no encontrándose debidamente acreditada la filiación paterna 
pretendida.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 26 de julio de 2022 (6ª)
I.1.1 Inscripción de nacimiento

Procede practicar la inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español 
de un menor marroquí porque resulta acreditado que el nacimiento tuvo lugar en Melilla.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores contra auto 
de la encargada del Registro Civil de Melilla.

HECHOS

1. Mediante formulario presentado el 8 de junio de 2015 en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Nador (Marruecos), don F. F. y D.ª N. A., mayores de edad y de 
nacionalidad marroquí, solicitaban la inscripción en el Registro Civil español de su hijo 
H. F., alegando que el menor nació en Melilla en 2014. Consta en el expediente la 
siguiente documentación: copia literal del acta de nacimiento marroquí de H. F., nacido 
en B-A. el 4 de marzo de 2014, hijo de don F. F. y de doña N. A., ambos de nacionalidad 
marroquí, con inscripción marginal por la que, en virtud de resolución n.º 1033 dictada 
el 20 de mayo de 2015 por el Tribunal de Primera Instancia de Nador, se rectifica el 
lugar de nacimiento del inscrito siendo este Melilla y no el que consta; certificación del 
Hospital Comarcal de Melilla de que N. A. dio a luz en dicho hospital a un varón el 4 de 
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marzo de 2014; documentos de identidad y certificados literales del acta de nacimiento 
marroquí de los promotores, nacidos en Marruecos en 1978 y 1992; certificado negativo 
de empadronamiento en Melilla de los progenitores; certificado de residencia en 
Marruecos; copia traducida de libro de familia marroquí y copia del acta de matrimonio 
coránico de los progenitores del menor, entre otra documentación.

2. Remitido el expediente al Registro Civil de Melilla, competente para la inscripción, 
previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada dictó auto el 13 de octubre 
de 2016 denegando la inscripción por no haberse acreditado el nacimiento del menor 
en España, ya que consta en la inscripción de nacimiento marroquí que éste nació en 
B-A. (Marruecos).

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente y que se acceda a lo solicitado.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a su 
estimación. La encargada del Registro Civil de Melilla remitió las actuaciones a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado (actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública) para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 113, 115 y 116 del Código Civil (CC); 15, 16, 23, 24, 26, 47 y 95.5 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil; 
la Circular de 29 de octubre de 1980 de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado (DGRN) sobre el expediente de inscripción fuera de plazo de nacimiento y la 
resolución, entre otras, 13-40.ª de octubre de 2020.

II. Se solicita la inscripción de nacimiento de un menor marroquí nacido en Melilla el 4 
de marzo de 2014, según se desprende de la documentación aportada al expediente, 
si bien la encargada del registro denegó la práctica del asiento por considerar que no 
había resultado acreditado el nacimiento en España del menor.

III. Un nacimiento acaecido dentro del territorio español o que afecte a españoles ha de ser 
inscrito en el registro civil español competente (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que alude 
el artículo 95.5 LRC, desarrollado en los artículos 311 a 316 del reglamento.

IV. En este tipo de expediente la prueba del lugar del alumbramiento está muy facilitada, 
pues ni siquiera es imprescindible la aportación de parte facultativo de asistencia al 
parto, bastando a estos efectos la información de dos personas a quienes les conste de 
ciencia propia o por notoriedad (art. 313, párrafo segundo, RRC), si bien se procurará la 
concurrencia de otras pruebas y, en todo caso, ello no supone, naturalmente, excluir la 
investigación de oficio (cfr. arts. 312 y 316 RRC) que cobra, además, una especial impor-
tancia cuando quepa intuir que la inscripción en el Registro Civil español puede ser paso 
previo para la adquisición indebida de la nacionalidad española, bien directamente, bien 
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por el plazo abreviado de un año de residencia en España (cfr. arts. 17 y 22 CC). Pero en 
este caso resulta que sí existe un certificado hospitalario que acredita sin lugar a dudas 
el nacimiento en Melilla el 4 de marzo de 2014 del hijo de los promotores, aportado junto 
al original marroquí, debidamente traducido y legalizado, de la inscripción de nacimiento 
practicada en Marruecos poco después de ocurrido el hecho y donde consta que el lugar 
de nacimiento del menor fue Marruecos, error que fue subsanado e inscrito al margen 
de la inscripción de nacimiento haciendo constar que dicho lugar es Melilla. De manera 
que, una vez que se compruebe que no existe inscripción de nacimiento previa en Melilla 
y habiendo sido acreditados sin lugar a dudas el hecho del nacimiento, el lugar, la fecha 
y la filiación del nacido, debe practicarse la inscripción.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y que, previa comprobación de que no existe un asiento previo, se practique la inscripción 
de nacimiento de H. F.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Melilla.
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II  NOMBRES Y APELLIDOS

II.2  CAMBIO DE NOMBRE

II.2.2  CAMBIO NOMBRE-JUSTA CAUSA

Resolución de 12 de julio de 2022 (25ª)
II.2.2 Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar Bernardo-José por Bernard-José.

En las actuaciones sobre cambio de nombre remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto de la Encargada del Registro 
Civil de Elda (Alicante).

HECHOS

1. Mediante comparecencia ante el Juzgado de Paz de Petrer (Alicante) en fecha 23 de 
diciembre de 2019, don Bernardo-José F. G., mayor de edad y con domicilio en esa 
localidad, solicitaba el cambio de su nombre, por Bernard-José, alegando que este último 
es el que utiliza habitualmente y por el que es conocido. Aportaba la siguiente docu-
mentación: DNI; certificado de empadronamiento, certificado literal de nacimiento del 
interesado, nacido en Tarrasa (Barcelona) el día 5 de mayo de 1976, hijo de don B. F. 
C. y de doña M-D. G. C., y, en prueba del uso alegado, aportada la siguiente documen-
tación: dos diplomas profesionales fechados en 2017 y 2018 y el testimonio de dos 
testigos que manifiestan conocer al interesado desde hace muchos años por el nombre 
pretendido.

2. Ratificado el promotor, se remiten las actuaciones al Registro Civil de Elda, competente 
para su resolución y, previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, la Encargada del 
Registro Civil de Elda dictó auto el 31 de julio de 2020 denegando el cambio pretendido 
por no concurrir justa causa, dada la escasa entidad de la modificación pretendida.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
alegando el recurrente que al ser Bernard-José el nombre que usa habitualmente y por 
el que es conocido, lo que acredita por la documentación de uso aportada y el testimonio 
de dos testigos, entiende que ya concurre el requisito de la justa causa para autorizar 
el cambio y que este no perjudica a terceros, acompañando diversas resoluciones de 
la DGRN que autorizan el cambio de nombre en casos que considera similares al suyo.
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4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se adhirió al 
recurso, considerando que el cambio pretendido no es mínimo e intranscendente, pues 
Bernard es otra forma de designar el nombre en catalán, valenciano o francés, y la 
encargada del registro remitió las actuaciones a esta Dirección General para su 
resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 192, 205, 206, 209, 
210, 218 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 
de 9-4.ª de octubre de 1994, 14-1.ª de marzo de 1995, 10-2.ª de octubre de 1996; 
4-1.ª de enero, 10-5.ª de febrero y 30-2.ª de mayo de 1997; 27-3.ª de marzo, 8-4.ª de 
mayo y 14-7.ª de septiembre de 2000; 17-2.ª de febrero, 6-2.ª y 21-2.ª de abril, 7-2.ª de 
julio de 2001; 8-2.ª, 14-4.ª y 22-2.ª de octubre de 2003; 3 y 21-3.ª de enero, 13-1.ª de 
abril, 20-3.ª de septiembre, 9-3.ª y 4.ª de noviembre y 10-1.ª de diciembre de 2004; 
10-1.ª y 2.ª de junio, 18-3.ª de julio y 22 de octubre de 2005; 2-5.ª de marzo, 7-5.ª de 
julio, 24-1.ª de octubre y 16-3.ª de noviembre de 2006; 16-3.ª de abril, 3-7.ª de julio, 
3-3.ª, 8-1.ª y 17-1.ª de octubre y 11-5.ª, 17-1.ª y 20-1.ª de diciembre de 2007; 21-1.ª de 
febrero, 23-6.ª y 7.ª de mayo y 16-5.ª de septiembre de 2008; 11-3.ª de febrero y 6-4.ª 
de abril de 2009, 14-17.ª de diciembre de 2010, 17-13.ª de marzo de 2011, 18- 8.ª de 
febrero y 2-108.ª de septiembre de 2013, 24-115.ª de junio y 28-127.ª de octubre de 
2014; 3-46.ª de julio, 28-3.ª de agosto, 18-1.ª de septiembre, 6-35.ª de noviembre y 
30-16.ª de diciembre de 2015 y 1-45.ª y 22-17.ª de abril, 27-18.ª de mayo, 30-32.ª de 
septiembre y 30-1.ª de diciembre de 2016; 9-47.ª de marzo y 22-35.ª de junio de 2018, 
y 17-32.ª de mayo de 2019.

II. Solicita el promotor el cambio del nombre que consta en su inscripción de nacimiento, 
Bernardo-José, por Bernard-José, exponiendo que este último el que utiliza habitualmente 
y por el que es conocido. La encargada denegó la pretensión por considerar que no 
concurría justa causa para el cambio al tratarse de una modificación mínima.

III. El encargado del registro civil del domicilio tiene facultades para autorizar en expe-
diente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209.4.º 
y 365 RRC). Además, son requisitos exigidos para autorizar cualquier cambio de nombre 
propio, ya sea de la competencia del encargado del registro civil del domicilio, ya corres-
ponda a la competencia general del Ministerio de Justicia, que exista una justa causa 
en la pretensión (arts. 60 de la LRC y 206, último párrafo, y 210 del RRC). A estos efectos, 
es doctrina constante de este centro directivo que la justa causa no concurre cuando 
la modificación, por su escasa entidad, ha de estimarse objetivamente como mínima o 
intrascendente, porque ningún perjuicio real puede producirse en la identificación de 
una persona por el hecho, tan frecuente, de que llegue a ser conocida, familiar y social-
mente, con una pequeña variación de su nombre oficial correctamente escrito. Esta 
doctrina es de directa aplicación al caso presente, en el que se solicita el mínimo cambio 
del primer nombre, Bernardo, por la variante Bernard, modificación que implica solo la 
supresión de la última vocal «o», que ni siquiera supone variación fonética significativa 
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del nombre correctamente inscrito. No obstante, también es cierto que dicha doctrina 
se viene exceptuando en aquellos casos en los que el nombre consta escrito de forma 
evidentemente errónea y en los que la forma solicitada es más correcta ortográficamente 
que la inscrita. Sin embargo, no es lo que sucede en este caso, pues no se ha aportado 
por el interesado prueba alguna que acredite que la grafía del nombre solicitado sea 
más correcta que la actualmente inscrita y, por otra parte, tampoco resulta suficiente-
mente acreditada la habitualidad en el uso del nombre propuesto «Bernard-José», que 
alega el interesado, en tanto que la documentación aportada resulta escasa y consistente 
en dos diplomas profesionales de fechas cercanas a la presentación de la solicitud y 
correspondientes a la misma naturaleza profesional del promotor, lo que resulta total-
mente insuficiente para acreditar que el nombre pretendido sea el que utiliza habitual-
mente y por el que es conocido. Y, no fundamentada la petición en ningún otro hecho, 
la estabilidad que han de tener el nombre y los apellidos, en cuanto signos de identifi-
cación y diferenciación de las personas sustraídos de la autonomía de voluntad de los 
particulares, impide apreciar en este caso que exista justa causa para el cambio de 
nombre solicitado (arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC).

IV. Por último, se advierte al interesado, que el último párrafo del artículo 54 LRC prevé 
la sustitución de los nombres propios por su equivalente en otras lenguas españolas, 
mediante petición del interesado ante el encargado del registro donde consta practicada 
la inscripción de nacimiento, sin necesidad de tramitar un expediente ni de entrar a 
valorar la existencia de justa causa, exigida exclusivamente para los cambios que 
requieren expediente (cfr. arts. 206 y 210 RRC). Pero, cuando la equivalencia del nombre 
pretendido no sea notoria, el interesado debe acreditarla por los medios oportunos (art. 
192, último párrafo, RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar la resolución recurrida.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Elda (Alicante).

II.3  ATRIBUCIÓN APELLIDOS

II.3.2  RÉGIMEN DE APELLIDOS DE LOS  ESPAÑOLES

Resolución de 19 de julio de 2022 (28ª)
II.3.2 Régimen de apellidos de los españoles

Estando determinada la filiación por ambas líneas, los apellidos de un español son el 
primero del padre y el primero de la madre, en el orden elegido por la representante 
del menor (arts. 49 LRC de 21 de julio de 2011 y 194 RRC).
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En las actuaciones sobre atribución de apellidos remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la promotora contra la resolución dictada por la 
encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Por medio de formulario presentado en el Registro Civil Central el 27 de mayo de 
2021, doña A.-M. T. T., de nacionalidad española, solicita la inscripción de nacimiento 
de su sobrino menor de edad, A., que se encuentra bajo su tutela, nacido en K. el 20 
de febrero de 2020, atribuyendo al nacido los apellidos paternos «T. T.». Consta en el 
expediente la siguiente documentación: hoja de declaración de datos para la inscripción; 
certificado de reconocimiento de paternidad por el Sr. F.-J. T. T. el 4 de marzo de 2020 
de quien estaba inscrito en el Registro Civil de Kaliningrado como A. Z.; certificado de 
nacimiento ruso de A. T. T., nacido en K. el 20 de febrero de 2020, hijo de F.-J. T. T. y de 
I. Z.; parte médico ruso de nacimiento del interesado; certificado de defunción de su 
padre; DNI de la promotora y del padre del menor; certificado de empadronamiento en 
C. de la promotora; sentencia de 29 de marzo de 2021 del Juzgado de Primera Instancia 
n.º 4 de Requena por la que se declara la filiación paterna no matrimonial de F.-J. T. T. 
respecto de A. T. T., disponiendo que los efectos civiles de la declaración de filiación 
comprenden todos los previstos en los artículos 108 a 111 del Código Civil y auto del 
Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Requena de 22 de septiembre de 2020 dictado 
en el procedimiento de jurisdicción voluntaria en el que se acuerda la atribución a la 
promotora del ejercicio de las funciones tutelares y de representación del menor A. T. 
T. mientras se mantenga la guarda de hecho sobre el mismo.

2. La encargada del registro practicó la inscripción de nacimiento, pero atribuyendo al 
nacido los apellidos T. (primero del padre) y Z. (primero de la madre), siendo los que le 
corresponden de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49.2 de la Ley 20/2011, de 
21 de julio, del Registro Civil, en relación con el artículo 109 del Código Civil. La inscripción 
se practicó el 9 de agosto de 2021.

3. Notificada la inscripción practicada, se interpuso recurso, mediante representante, 
ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública alegando la recurrente que 
la inscripción no cumple lo dispuesto por la sentencia de 29 de marzo de 2021 del 
Juzgado de Primera Instancia n.º 4 de Requena que determinó la filiación paterna no 
matrimonial del menor y que establecía que sus apellidos debían ser T. T.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil Central remitió las actuaciones a la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso 
junto con informe en el que indica que se confirma la calificación recurrida.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9 y 109 del Código Civil (CC); 49 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, 
del Registro Civil (LRC); 194 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y la resolución, 
entre otras, de 19-16 de octubre de 2020.
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II. Pretende la promotora que en la inscripción de nacimiento del menor se atribuyan al 
nacido exclusivamente los apellidos paternos. La encargada del registro practicó la 
inscripción atribuyendo el primer apellido del padre y el primero de la madre.

III. En primer lugar, debe aclararse que la sentencia dictada por el Juez de Primera 
Instancia n.º 4 de Requena de 29 de marzo de 2021 se dictó en un procedimiento de 
determinación de la filiación paterna no matrimonial, que era el objeto de la solicitud 
ante dicho Juzgado. De la lectura de los fundamentos del auto se desprende que, aunque 
la atribución de los apellidos no era el objeto principal del procedimiento, la parte dis-
positiva del mismo estableció cuales debían ser los apellidos del menor, sin embargo, 
debe decirse que, una vez modificada la filiación, lo procedente es que la atribución de 
los apellidos que correspondan conforme a la normativa registral específica se realice 
por el encargado del registro civil competente en el ejercicio de sus funciones.

IV. El artículo 194 RRC (aún vigente, mientras no se publique un nuevo reglamento, en 
todo aquello que no se oponga a lo establecido en la nueva LRC) dispone que, si la 
filiación está determinada por ambas líneas los apellidos de un español son el primero 
de cada uno de los progenitores, con la opción prevista en el artículo 109 CC de elegir 
el orden de atribución. En el mismo sentido se pronuncia el artículo 49.2 de la vigente 
LRC. Nuestra legislación en la materia se basa en los principios concurrentes de duplicidad 
de apellidos y de infungibilidad de las líneas paterna y materna, que no se exceptúa ni 
siquiera en el ámbito de los expedientes registrales de cambio de apellidos de la com-
petencia del Ministerio de Justicia (art. 57.3 LRC y 205.3 RRC), en consecuencia, no es 
posible que los dos apellidos que la promotora pretende provengan únicamente de la 
línea paterna al ser contrario al orden público español. Y ello es aplicable tanto a los 
españoles de origen, como a los extranjeros que adquieren la nacionalidad española y 
a los ciudadanos con doble nacionalidad que solicitan su inscripción en el Registro Civil 
español, de manera que la calificación realizada por la encargada es correcta y además 
da cumplimiento a lo dispuesto en el segundo apartado del fallo de la sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia n.º 4 de Requena de 29 de marzo de 2021, que estableció 
que los efectos civiles de la declaración de filiación debían comprender todos los previstos 
en los artículos 108 a 111 del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar la calificación efectuada.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.
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Resolución de 28 de julio de 2022 (1ª)
II.3.2 Modificación de apellido

1.º La regla del art. 200 RRC no es de aplicación automática y, tal como prevé el mismo 
artículo, los hijos de españoles fijarán los apellidos en la forma que en el uso haya 
prevalecido.

2.º La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, por economía procesal y 
por delegación, autoriza el cambio solicitado.

En las actuaciones sobre cambio de apellido remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por los promotores contra el auto de la encargada del 
Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 7 de febrero de 2020 en el Registro Civil de Barcelona, 
don J. M. N. y D. ª O. Popova, con domicilio en Barcelona, solicitaban la inscripción de 
nacimiento de su hijo don L. M. Popov, siendo este último vocablo la variante masculina 
del apellido materno. Alegaban que la madre del inscrito es de nacionalidad rusa y, 
conforme al sistema de atribución de apellidos ruso, la terminación que corresponde a 
un varón es -ov. Consta en el expediente la siguiente documentación: cuestionario de 
declaración de datos para la inscripción, certificado del Consulado General de la 
Federación de Rusia en Barcelona acreditando que la versión masculina de Popova es 
Popov, certificado en el mismo sentido del Departamento de Lenguas y Literaturas 
Modernas y Estudios Ingleses de la Universitat de Barcelona y libros de familia de otras 
parejas hispanorusas cuyos hijos tienen atribuidos variantes masculinas o femeninas 
según su sexo.

2. La encargada del registro dictó acuerdo el 20 de febrero de 2020 denegando la 
atribución al nacido del apellido materno en la forma solicitada porque, si bien el artículo 
200 del Reglamento del Registro Civil permite la atribución de la variante femenina o 
masculina cuando se trata de apellidos de países en los que se permite esa distinción, 
el menor tiene una hermana que ya ostenta el apellido Popova y el principio de homo-
patronimia entre hermanos del mismo vínculo exige que los apellidos de los nacimientos 
posteriores sean idénticos a los atribuidos al inscrito en primer lugar.

3. Practicada la inscripción del nacido con los apellidos Mercader Popova, se presentó 
recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, insistiendo los 
recurrentes en la aplicación del artículo 200 RRC.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Barcelona se ratificó en su decisión 
y remitió las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública. para 
la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 9, 12 y 109 del Código Civil (CC); 48 y 62 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y (LEC); 238 y 240 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio del Poder Judicial; 55, 
57 y 59 de la Ley del Registro Civil (LRC); 49 de la Ley 20/2011, de 21 de julio del 
Registro Civil; 194 y 200 del Reglamento del Registro Civil (RRC), la consulta de 17 de 
septiembre de 2013 de la Dirección General de los Registros y del Notariado y las 
resoluciones, entre otras, 26-2.ª de octubre de 2000, 14-7.ª de mayo y 10-4.ª de junio 
de 2002, 25-6.ª de febrero de 2008, 20-3.ª de abril de 2009, 3-57.ª de enero y 19-24.ª 
de diciembre de 2014, 20-23.ª de marzo y 2-43.ª de octubre de 2015, 29-54.ª de enero 
y 24-13.ª de junio de 2016, 28-5.ª de marzo de 2018, 17-20.ª de diciembre de 2019, 
30-2.ª de junio de 2020 y 11-2.ª de marzo de 2021.

II. Pretenden los recurrentes que se modifique el segundo apellido, Popova, atribuido a 
su segundo hijo, L., nacido en 2020 de padre español y madre rusa, para atribuirle 
Popov, alegando que, según la ley personal de la madre, existen variantes masculina y 
femenina de los apellidos, y que su petición está amparada en el artículo 200 RRC. La 
encargada del registro rechazó la pretensión porque la pareja tiene otra hija nacida 
antes que el varón, y siendo hermanos del mismo vínculo, los menores deben ser inscritos 
con los mismos apellidos.

III. La cuestión planteada, por tanto, es si cabe consignar el apellido materno en forma 
diferente para cada uno de los hermanos del mismo vínculo en concordancia con su 
sexo cuando se trata de un apellido extranjero y en el país de origen de la madre (como 
en este caso) o del padre se aplican dichas variantes. Pues bien, aunque en Rusia exista 
esa diferencia en función del sexo del nacido y es cierto que el artículo 200 RRC permite 
que en la inscripción de nacimiento conste la forma masculina o femenina del apellido 
de origen extranjero cuando en el país de procedencia se admite la variante, ese mismo 
precepto especifica a continuación que Los hijos de españoles fijarán tales apellidos 
en la forma que en el uso haya prevalecido. Es decir, el extranjero que adquiere la 
nacionalidad española de forma sobrevenida puede elegir la variante femenina o mas-
culina de su propio apellido, pero la elegida quedará fijada para las generaciones 
posteriores. Es cierto que en este caso no hay nacionalidad sobrevenida, en tanto que 
la madre sigue siendo rusa y el nacido es español de origen por vía paterna, pero debe 
tenerse en cuenta, además, que uno de los principios rectores del sistema de atribución 
de apellidos español es la homopatronimia entre hermanos menores de edad que tengan 
la misma filiación, de manera que los apellidos inscritos al nacido en primer lugar (o al 
primero de los hermanos de origen extranjero que adquiera la nacionalidad española) 
son los apellidos que deben atribuirse a los inscritos posteriormente porque la identidad 
de apellidos de hermanos menores del mismo vínculo establecida en normas de rango 
legal (cfr. arts. 109 CC, 55 LRC y 49 de la Ley 20/2011, de 21 de julio del Registro Civil) 
no admite quiebra y prevalece sobre otra regla de un precepto reglamentario. En virtud 
de ese principio, se ha venido interpretando que la posibilidad prevista en el artículo 
200 RRC, ni es de aplicación automática ni cabe interpretarla aisladamente, de manera 
que puede elegirse la variante atribuida al primero de los hijos inscritos (en este caso, 
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una hija), pero ello determina la forma que ha de adoptar el apellido de los siguientes, 
ya sean varones o mujeres.

IV. No obstante, la frecuencia con la que se plantean controversias similares, e incluso 
las recomendaciones efectuadas por el Defensor del Pueblo con ocasión de alguna 
queja de particulares en ese sentido, han llevado a este centro a revisar el criterio hasta 
ahora aplicado. Así, no cabe ignorar los cambios sociales experimentados en las últimas 
décadas como resultado de los movimientos migratorios y el establecimiento en nuestro 
país de un número considerable de ciudadanos extranjeros, con el consiguiente aumento 
de los vínculos de estos con nacionales españoles a través de la formación de unidades 
familiares mixtas y el incremento en el número de nacionalizaciones. Por otra parte, si 
bien la homopatronimia entre hermanos menores del mismo vínculo es, como se ha 
dicho, un principio de orden público del sistema español, lo cierto es que el apellido que 
se atribuye en aplicación de la regla prevista en el artículo 200 RRC es en realidad el 
mismo, ya se trate de mujeres o varones, pues no hay una variación sustancial entre 
uno y otro caso, sino únicamente una pequeña modificación en su terminación. De 
hecho, este centro ha autorizado en ocasiones cambios mínimos de apellidos siempre 
que se cumplan los requisitos legales necesarios en función del tipo de petición planteada. 
Por ello, esta dirección general entiende que no puede mantenerse actualmente la 
negativa sistemática a variar la terminación del apellido de origen extranjero de un 
menor en función de su sexo si tal es el deseo de los progenitores y se acredita conve-
nientemente la existencia de dicha variante en el país del que se trate.

V. En cualquier caso, el artículo 200 RRC también deja claro que los hijos de españoles 
fijarán los apellidos en la forma que en el uso haya prevalecido, de modo que la regla 
para la atribución inicial no varía y, teniendo los promotores una hija inscrita previamente 
con el apellido Popova, debe ser este el que se atribuya a los siguientes hijos, sin perjuicio 
de la posibilidad de solicitar un cambio posterior mediante un expediente distinto de la 
competencia general atribuida al Ministerio de Justicia en esta materia (según la Ley 
del Registro Civil de 1957, aplicable a este supuesto) y hoy, por delegación (Orden 
JUS/987/2020, de 20 de octubre) a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública.

VI. Dado que en este caso se ha seguido la necesaria fase de instrucción del expediente 
ante el registro civil (art. 365 RRC), razones de economía procesal aconsejan examinar 
ahora si el cambio solicitado puede ser autorizado por este centro, ya que resultaría 
superfluo y desproporcionado con la causa (art. 354 RRC) exigir la reiteración formal 
de otro expediente dirigido al mismo fin práctico.

VII. Pues bien, conforme al artículo 9.1 del Código Civil, los nombres y apellidos de los 
españoles están regulados por la ley española y, en consecuencia, si la filiación está 
determinada por ambas líneas, los apellidos de un español son el primero del padre y 
el primero de los personales de la madre, en el orden elegido por los progenitores de 
común acuerdo. Esta regla es aplicable también en los casos de plurinacionalidad, de 
manera que la atribución de apellidos se rige por la legislación española, aunque el 
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nacido tenga, además, otra nacionalidad. La legislación extranjera no puede condicionar 
la aplicación de las normas españolas, de donde se desprende que el menor tiene 
atribuidos sus apellidos actuales de forma correcta.

VIII. Sin embargo, en aplicación de la nueva interpretación expuesta en el fundamento 
cuarto, resulta que el cambio pretendido supone una pequeña modificación del segundo 
apellido que legalmente pertenece al menor consistente en la supresión de la a final. 
Así pues, variando la doctrina anterior de este centro, se considera que no hay obstáculo 
para autorizar la modificación propuesta en este caso, sin necesidad de acreditar el 
cumplimiento del primero de los requisitos generales de los artículos 57 LRC y 205 RRC, 
una vez probado que la forma pretendida es la que corresponde al inscrito según el país 
del que la madre es nacional.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado:

1.º Desestimar el recurso.

2.º Autorizar, por economía procesal para evitar la tramitación de un nuevo expediente 
con el mismo fin, el cambio del segundo apellido del menor L. M. Popova por Popov, no 
debiendo producir esta autorización efectos legales hasta que la presente resolución 
sea inscrita al margen del asiento de nacimiento del interesado, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 218 del Reglamento del Registro Civil.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Barcelona.

II.5  COMPETENCIA

II.5.2  COMPETENCIA CAMBIO APELLIDOS

Resolución de 28 de julio de 2022 (3ª)
II.5.2 Cambio de apellidos. Incompetencia del registro civil

1.º Se declara la nulidad de actuaciones de la encargada que deniega un cambio de 
apellidos no siendo competente para ello.

2.º La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, inicia un expediente de 
cambio de apellidos de la competencia del Ministerio de Justicia.

En las actuaciones sobre cambio de apellidos remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la promotora contra la resolución de la encargada 
del Registro Civil de Sevilla.
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HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 1 de diciembre de 2021 en el Registro Civil de Sevilla, 
D. ª S. G. S., con domicilio en la misma ciudad, solicitó el cambio de su primer apellido 
por S., en virtud de la posibilidad de modificación de apellidos por ser víctima de violencia 
de género. Alegaba que desea eliminar su apellido paterno porque hace años que no 
mantiene relación alguna con su padre debido al maltrato recibido de este, circunstancia 
que acredita mediante una sentencia condenatoria, y que la elección del segundo 
apellido se debe a que es también el segundo apellido de su abuelo materno y coincide 
con el primero del marido de su madre, a quien considera su padre de hecho. Adjuntaba 
la siguiente documentación: certificación literal de nacimiento de la promotora, nacida 
en M. el 10 de febrero de 2003, hija de don J. G. R. y de doña C. S. R., con marginal de 
cambio del nombre de la madre de la inscrita por K. el 27 de junio de 2017; certificación 
literal de nacimiento de la madre con la marginal de cambio de nombre; sentencia de 
27 de marzo de 2013 de divorcio de los progenitores; sentencia de 30 de junio de 2014 
por la que se modifican las medidas judiciales dictadas en relación con las hijas comunes; 
sentencia de 7 de diciembre de 2017 por la que se condena a don J. G. R. como autor 
de un delito contra los deberes familiares con la concurrencia de circunstancia atenuante 
muy cualificada de reparación del daño; sentencia de 22 de septiembre de 2020 por 
la que se absuelve a don J. G. R. de un delito de impago de pensiones; un artículo de 
prensa sobre el padre de la solicitante; certificación literal de nacimiento de don R. S. 
G.; libro de familia y certificación literal de matrimonio celebrado en Sevilla el 6 de junio 
de 2014 entre don R. S. G. y doña C. S. R.; certificado de empadronamiento familiar, y 
dos documentos de redes sociales de la promotora.

2. A requerimiento de la encargada del registro, el 14 de diciembre de 2021 compareció 
el Sr. Sánchez García, quien declaró que no tiene hijos y que está conforme con la 
solicitud efectuada por la hija de su esposa, a quien considera también como hija suya.

3. La encargada del registro dictó auto el 21 de diciembre de 2021 denegando la pre-
tensión por no considerar acreditados los requisitos legales para autorizar el cambio 
establecidos en el artículo 54 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

4. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, insistiendo la recurrente en su condición de víctima de violencia 
de género en virtud de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de 
género. Añade que, además, es conocida desde hace años por los apellidos que solicita. 
Al escrito de recurso adjunta varias declaraciones testificales de personas allegadas 
que afirman conocer a la interesada por los apellidos propuestos.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Registro Civil de Sevilla, cuya encar-
gada, distinta de quien emitió el auto recurrido, ratificó la decisión, emitió informe 
desfavorable a la estimación del recurso y remitió las actuaciones a la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 48 y 62 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 238 y 240 de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio del Poder Judicial; 57, 58 y 59 de la Ley del Registro 
Civil de 1957 (LRC 1957); 53 y 54 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil 
(LRC 2011); 205, 208, 209, 354 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la 
Instrucción de 16 de septiembre de 2021, de la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública (DGSJFP), por la que se acuerdan las pautas y criterios para apoyar la 
entrada en servicio efectiva de la aplicación Dicireg, y las resoluciones, entre otras, de 
16 de enero de 1996; 30-3.ª de noviembre de 2002; 28-7.ª de mayo de 2003; 30-5.ª 
de noviembre de 2004; 19-2.ª y 20-3.ª de abril de 2007; 27-5.ª de marzo de noviembre 
de 2008; 3-26.ª de enero de 2011; 20-155.ª de marzo de 2014; 30-10.ª de enero y 
18-8.ª de septiembre de 2015, y 15-1.ª de octubre de 2019.

II. La promotora solicita el cambio de su apellido paterno por el primero del marido de 
su madre, con quien convive desde 2014, alegando que es víctima de violencia de 
género como consecuencia de la conducta de su padre biológico, con el que no mantiene 
relación alguna, y que hace años que es conocida por los apellidos propuestos. La 
encargada del registro denegó la pretensión por no considerar que concurran los requisitos 
legales exigibles para autorizar el cambio.

III. En primer lugar, respecto a la aplicabilidad de los artículos 54 y siguientes de la Ley 
20/2011, se debe aclarar que, si bien dichos artículos están en vigor desde el 30 de 
abril de 2021, no se aplicarán en las oficinas del Registro Civil mientras estas no cuenten 
con los medios y sistemas informáticos adecuados y no se haya dictado por la DGSJFP 
la resolución correspondiente de puesta en marcha del sistema Dicireg (cfr. disposiciones 
finales décima y transitoria cuarta de la Ley 20/2011). Por tanto, en aquellas oficinas 
en las que aún no resulte aplicable la Ley 20/2011, seguirán aplicándose la Ley del 
Registro Civil de 1957 y el Reglamento de 1958.

IV. Dicho lo anterior, según la norma de 1957, el encargado del registro civil del domicilio 
tiene facultades para decidir en primera instancia un expediente de cambio de apellidos 
en los supuestos taxativos que señalan los artículos 59 LRC y 209 RRC. Como en este 
caso no se trata de ninguno de esos supuestos, la conclusión es que el expediente, una 
vez instruido ante el registro civil del domicilio (art. 365 RRC), ha de ser resuelto por el 
Ministerio de Justicia de acuerdo con la competencia general en materia de cambio de 
nombre y apellidos que determina el artículo 57 de la Ley del Registro Civil (atribuida 
actualmente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública ) o, en su caso, 
según el procedimiento que corresponda de los mencionados en el segundo párrafo del 
artículo 58 LRC.

V. Consiguientemente, ha de declararse la nulidad, por falta de competencia, de la 
resolución dictada por la encargada del registro civil (cfr. arts. 48 y 62 LEC y 238 y 240 
LOPJ, en relación con la remisión contenida en el art. 16 RRC). Al mismo tiempo, una 
vez que se ha completado la necesaria fase de instrucción del expediente ante el registro 
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civil del domicilio (art. 365 RRC) procede registrar la entrada de un expediente de cambio 
de apellidos de la competencia del Ministerio de Justicia.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado:

1.º Declarar la nulidad, por incompetencia, de la resolución de denegación de cambio 
de apellidos dictada por la encargada del Registro Civil de Barcelona.

2.º Retrotraer las actuaciones al momento en que el expediente debió ser remitido a la 
DGSJFP para su resolución en virtud de la competencia prevista en el artículo 365 del 
Reglamento del Registro Civil.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Sevilla.
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III.1  ADQUISICIÓN ORIGINARIA DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.1.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD DE ORIGEN IURE SOLI

Resolución de 12 de julio de 2022 (16ª)
III.1.1 Declaración de nacionalidad española iure soli

No es española iure soli la nacida en España en 2018 hija de padre de nacionalidad 
argelina, por corresponderle la nacionalidad de éste.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los progenitores de la menor contra la providencia del encargado del Registro Civil 
de Murcia.

HECHOS

1. Mediante solicitud en el Registro Civil de Murcia el 4 de mayo de 2018, don H- S. A. 
A., identificado con permiso de residencia en el que consta nacido en T. (Argelia) y D.ª 
H. L. S., con estatuto de apátrida, nacida en T., solicitaban la declaración de la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción para su hija menor de edad doña A-S. 
A- L., nacida el 15 de abril de 2018 en Murcia, al amparo de lo establecido en el art.º 
17.1.c) del Código Civil.

Adjuntaban la siguiente documentación: certificado literal español de nacimiento de la 
menor; permiso de residencia de larga duración del progenitor, en el que consta que 
nació en 1974 en T. (Argelia) y que es de nacionalidad argelina; permiso de residencia 
de la madre, en el que consta que nació el 28 de octubre de 1989 y que se concede en 
virtud del estatuto de apátrida; volante colectivo de empadronamiento en Murcia de la 
menor y sus progenitores; documento de identidad saharaui de los padres; pasaportes 
argelinos de los promotores; resolución de reconocimiento del estatuto de apátrida a 
la madre; certificado de nacionalidad y de nacimiento saharaui de los progenitores y 
acta de notificación ante notario de Murcia otorgada por los padres de la menor para 
que se comunique al Consulado de Argelia en Madrid el nacimiento de la misma y se 
solicite documentación acreditativa de la nacionalidad argelina de la menor.
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2. Ratificados los promotores, por providencia de fecha 8 de mayo de 2018 dictada por 
el encargado del Registro Civil de Murcia, se desestima la solicitud de nacionalidad 
española con valor de simple presunción de la menor, hija de padre de nacionalidad 
argelina y de madre apátrida, al no darse el supuesto previsto para la atribución de la 
nacionalidad ius soli del artículo 17.1.c) del Código Civil de la menor, dado que adquiere 
la nacionalidad argelina de su padre.

3. Notificada la resolución, los promotores, padres de la menor, interponen recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción para su hija, alegando que la nacionalidad del padre no es la argelina 
y que los pasaportes que le han sido expedidos tienen carácter instrumental por razones 
humanitarias, ya que es originariamente saharaui y, por consiguiente, apátrida.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe con fecha 6 de junio de 2018 interesando 
la desestimación del recurso y la confirmación de la resolución recurrida y el encargado 
del Registro Civil de Murcia remitió el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, a la vista del acta de notificación 
ante Notario de Murcia autorizada por don H-S. A. A. requiriendo notificación al Consulado 
General de Argelia en Madrid del nacimiento de sus dos hijas para su inscripción en el 
mismo y que se haga entrega de la documentación que acredite la nacionalidad de 
éstas, sin que conste en el expediente contestación alguna por parte de dicho consulado, 
se interesó del Registro Civil de Murcia, requerimiento a los padres de la menor, para 
que aportasen certificación expedida por el Consulado General de Argelia en España 
indicando si la misma y su padre ostentan la nacionalidad argelina. Por conducto del 
Registro Civil de Navalmoral de la Mata, se devuelve el expediente con numerosa docu-
mentación, entre la que no se encuentra el certificado requerido.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 338 
y 340 del Reglamento del Registro Civil, la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas los expedientes de declaración de la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción, la Circular de 16 de diciembre de 
2008 y la de 21 de mayo de 2009 y la resolución, entre otras, de 6-14.ª de agosto de 
2020.

II. Se discute en este recurso si puede declararse con valor de simple presunción la 
nacionalidad española de origen de una niña nacida el 15 de abril de 2018 en Murcia, 
al amparo de lo establecido en el art.º 17.1.c) del Código Civil, hija de padre de nacio-
nalidad argelina y de madre con estatuto de apátrida. El encargado del Registro Civil de 
Murcia dictó providencia por la que se desestimó la solicitud de nacionalidad española 
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con valor de simple presunción para la menor ya que ésta posee iure sanguinis la 
nacionalidad argelina de su progenitor toda vez que los hijos de un nacional argelino 
son de nacionalidad argelina incluso si han nacido en el extranjero. Dicha resolución 
constituye el objeto del presente recurso.

III. Solicitada mediante diligencia para mejor proveer de este centro directivo documen-
tación actualizada a los promotores, en particular, certificación expedida por el Consulado 
General de Argelia en España indicando si la menor y su padre ostentan la nacionalidad 
argelina y no habiendo sido aportada la documentación requerida, no se han acreditado 
en el expediente los requisitos establecidos en la legislación para la declaración de la 
nacionalidad española de origen del menor en aplicación del art.º 17.1.c) del Código 
Civil.

IV. De la documentación aportada al expediente, en particular, permiso de residencia de 
los progenitores y certificado literal español de nacimiento de la menor, se desprende 
que la nacionalidad del progenitor es la argelina. De acuerdo con el conocimiento adquirido 
por este centro de la legislación argelina, a los nacidos en España de padres argelinos 
«les corresponde la nacionalidad argelina por ser esa la de su padre» (capítulo II, artículo 
6 del código sobre nacionalidad). Consiguientemente, como la finalidad del artículo 17.1.c 
del Código Civil es evitar situaciones de apatridia originaria, que aquí no se producen, no 
es posible declarar que la nacida en España ostenta la nacionalidad española.

V. En el ámbito del Registro Civil no rige el principio de autoridad de cosa juzgada, de modo 
que, mientras persista el interés público de lograr la concordancia entre el Registro Civil y 
la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es factible reiterar un expediente o unas actuaciones decididas 
por resolución firme, siempre que la nueva petición se base en hechos o circunstancias 
nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera decisión.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Murcia.

Resolución de 12 de julio de 2022 (17ª)
III.1.1 Declaración de nacionalidad española iure soli

No es española iure soli la nacida en España en 2018 hija de padre de nacionalidad 
argelina, por corresponderle la nacionalidad de éste.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los progenitores de la menor contra la providencia del encargado del Registro Civil 
de Murcia.



M
inisterio de Justicia

◄ 35 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

HECHOS

1. Mediante solicitud en el Registro Civil de Murcia el 4 de mayo de 2018, don H-S. A. 
A., identificado con permiso de residencia en el que consta nacido en T. (Argelia) y D.ª 
H. L. S., con estatuto de apátrida, nacida en T., solicitaban la declaración de la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción para su hija menor de edad J-S. A. L., 
nacida el 15 de abril de 2018 en Murcia, al amparo de lo establecido en el art.º 17.1.c) 
del Código Civil.

Adjuntaban la siguiente documentación: certificado literal español de nacimiento de la 
menor; permiso de residencia de larga duración del progenitor, en el que consta que 
nació en 1974 en T. (Argelia) y que es de nacionalidad argelina; permiso de residencia 
de la madre, en el que consta que nació el 28 de octubre de 1989 y que se concede en 
virtud del estatuto de apátrida; volante colectivo de empadronamiento en Murcia de la 
menor y sus progenitores; documento de identidad saharaui de los padres; pasaportes 
argelinos de los promotores; resolución de reconocimiento del estatuto de apátrida a 
la madre; certificado de nacionalidad y de nacimiento saharaui de los progenitores y 
acta de notificación ante notario de Murcia otorgada por los padres de la menor para 
que se comunique al Consulado de Argelia en Madrid el nacimiento de la misma y se 
solicite documentación acreditativa de la nacionalidad argelina de la menor.

2. Ratificados los promotores, por providencia de fecha 8 de mayo de 2018 dictada por 
el encargado del Registro Civil de Murcia, se desestima la solicitud de nacionalidad 
española con valor de simple presunción de la menor, hija de padre de nacionalidad 
argelina y de madre apátrida, al no darse el supuesto previsto para la atribución de la 
nacionalidad ius soli del artículo 17.1.c) del Código Civil de la menor, dado que adquiere 
la nacionalidad argelina de su padre.

3. Notificada la resolución, los promotores, padres de la menor, interponen recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción para su hija, alegando que la nacionalidad del padre no es la argelina 
y que los pasaportes que le han sido expedidos tienen carácter instrumental por razones 
humanitarias, ya que es originariamente saharaui y, por consiguiente, apátrida.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe con fecha 6 de junio de 2018 interesando 
la desestimación del recurso y la confirmación de la resolución recurrida y el encargado 
del Registro Civil de Murcia remitió el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, a la vista del acta de notificación 
ante Notario de Murcia autorizada por don H-S. A. A. requiriendo notificación al Consulado 
General de Argelia en Madrid del nacimiento de sus dos hijas para su inscripción en el 
mismo y que se haga entrega de la documentación que acredite la nacionalidad de 
éstas, sin que conste en el expediente contestación alguna por parte de dicho consulado, 
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se interesó del Registro Civil de Murcia, requerimiento a los padres de la menor, para 
que aportasen certificación expedida por el Consulado General de Argelia en España 
indicando si la misma y su padre ostentan la nacionalidad argelina. Por conducto del 
Registro Civil de Navalmoral de la Mata, se devuelve el expediente con numerosa docu-
mentación, entre la que no se encuentra el certificado requerido.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 338 
y 340 del Reglamento del Registro Civil, la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas los expedientes de declaración de la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción, la Circular de 16 de diciembre de 
2008 y la de 21 de mayo de 2009 y la resolución, entre otras, de 6-14.ª de agosto de 
2020.

II. Se discute en este recurso si puede declararse con valor de simple presunción la 
nacionalidad española de origen de una niña nacida el 15 de abril de 2018 en Murcia, 
al amparo de lo establecido en el art.º 17.1.c) del Código Civil, hija de padre de nacio-
nalidad argelina y de madre con estatuto de apátrida. El encargado del Registro Civil de 
Murcia dictó providencia por la que se desestimó la solicitud de nacionalidad española 
con valor de simple presunción para la menor ya que ésta posee iure sanguinis la 
nacionalidad argelina de su progenitor toda vez que los hijos de un nacional argelino 
son de nacionalidad argelina incluso si han nacido en el extranjero. Dicha resolución 
constituye el objeto del presente recurso.

III. Solicitada mediante diligencia para mejor proveer de este centro directivo documen-
tación actualizada a los promotores, en particular, certificación expedida por el Consulado 
General de Argelia en España indicando si la menor y su padre ostentan la nacionalidad 
argelina y no habiendo sido aportada la documentación requerida, no se han acreditado 
en el expediente los requisitos establecidos en la legislación para la declaración de la 
nacionalidad española de origen del menor en aplicación del art.º 17.1.c) del Código 
Civil.

IV. De la documentación aportada al expediente, en particular, permiso de residencia 
de los progenitores y certificado literal español de nacimiento de la menor, se desprende 
que la nacionalidad del progenitor es la argelina. De acuerdo con el conocimiento 
adquirido por este centro de la legislación argelina, a los nacidos en España de padres 
argelinos «les corresponde la nacionalidad argelina por ser esa la de su padre» (capítulo 
II, artículo 6 del código sobre nacionalidad). Consiguientemente, como la finalidad del 
artículo 17.1.c del Código Civil es evitar situaciones de apatridia originaria, que aquí no 
se producen, no es posible declarar que el nacido en España ostenta la nacionalidad 
española.

V. En el ámbito del Registro Civil no rige el principio de autoridad de cosa juzgada, de 
modo que, mientras persista el interés público de lograr la concordancia entre el Registro 
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Civil y la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es factible reiterar un expediente o unas actuaciones 
decididas por resolución firme, siempre que la nueva petición se base en hechos o 
circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera 
decisión.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Murcia.

Resolución de 12 de julio de 2022 (23ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad

No es española iure soli la nacida en España de padres brasileños y nacidos en Brasil.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los promotores, padres de la menor, contra el auto de la encargada del Registro Civil 
de Salamanca.

HECHOS

1. Mediante solicitud en el Registro Civil de Salamanca, don R. H. A. y D.ª R. O., nacidos 
en Brasil y de nacionalidad brasileña, solicitaban la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción para su hija M-G. A., nacida el 22 de diciembre 
de 2017 en Salamanca, al amparo de lo establecido en el art.º 17.1.c) del Código Civil.

Adjuntaban la siguiente documentación: certificado de nacimiento de la menor, inscrita 
en el Registro Civil de Salamanca; certificado expedido por el Consulado General de 
Brasil en Madrid, en el que se indica que la interesada no se encuentra inscrita en el 
registro de ciudadanos brasileños; certificado colectivo de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Villares de la Reina (Salamanca), de la menor y sus progenitores y 
pasaportes brasileños de los progenitores.

2. Ratificados los promotores y previo informe del Ministerio Fiscal en el que no se opone 
a los solicitado, la encargada del Registro Civil de Salamanca dicta auto de fecha 2 de 
febrero de 2018 por el que desestima la declaración de la nacionalidad con valor de 
simple presunción de la menor, toda vez que en el presente caso no se ha inscrito su 
nacimiento en el Consulado de Brasil por un acto de voluntad de los padres, ya que la 
ley brasileña sí les otorga la nacionalidad y, por tanto, no son apátridas.

3. Notificada la resolución, los promotores, padres de la menor, interponen recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se anule la resolución impugnada y se 
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dicte otra por la que se acuerde la concesión a la menor de la nacionalidad española 
de origen con valor de simple presunción en base al art.º 17.1.c) del Código Civil, toda 
vez que los hijos de brasileños nacidos en el extranjero no adquieren automáticamente 
por el solo hecho del nacimiento la nacionalidad brasileña, pues para ello sigue siendo 
necesario o bien la inscripción en el Registro Civil brasileño o bien el traslado posterior 
de residencia a Brasil y subsiguiente ejercicio del derecho de opción.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable y la encargada 
del Registro Civil de Salamanca remitió el expediente a la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución, estimando que debe mantenerse el auto apelado.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se interesa del Registro Civil de 
Salamanca se solicite a los promotores la aportación de documentación actualizada, 
en particular, certificados de empadronamiento actualizados de la menor y de sus 
padres, así como certificado actualizado del Consulado General de Brasil en España 
informando si la menor se encuentra inscrita en los libros de nacimiento de dicha oficina 
consular.

Por diligencia de fecha 5 de noviembre de 2021, la Letrada de la Administración de 
Justicia del Registro Civil de Salamanca hace constar tras varios intentos de citación ha 
sido imposible la localización de los promotores no aportando hasta la fecha la docu-
mentación solicitada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989; y la reso-
lución, entre otras de 4-53.ª de marzo de 2020.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen una niña 
nacida en España el 22 de diciembre de 2017, hija de padres de nacionalidad brasileña 
y nacidos en Brasil. La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad 
española establecida a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando 
la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) 
CC). Por la encargada del Registro Civil de Salamanca se dictó auto denegando la solicitud. 
Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación brasileña, los hijos de 
brasileños nacidos en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho 
del nacimiento la nacionalidad brasileña, la cual solo puede adquirirse por un acto 
posterior (cfr. art. 12.1.c) de la Constitución Brasileña de 1988, modificado por Enmienda 
Constitucional de 20 de septiembre de 2007). Se da, por lo tanto, una situación de 
apatridia originaria en la cual la atribución de la nacionalidad española iure soli se 
impone. No ha de importar por otro lado que el nacido pueda adquirir más tarde iure 
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sanguinis la nacionalidad de sus progenitores porque este solo hecho no puede llevar 
consigo la pérdida de nacionalidad atribuida ex lege en el momento del nacimiento.

IV. En el presente expediente, solicitada a los promotores desde este centro directivo, 
nueva documentación actualizada, no se atiende al requerimiento dentro de los plazos 
legalmente establecidos, no pudiendo constatarse, ya que no consta certificado actua-
lizado del Consulado General de Brasil en España, si la menor se encuentra inscrita en 
los libros de nacimiento de dicha oficina consular, por lo que no se acreditan los requisitos 
establecidos en la legislación para la declaración de la nacionalidad española de origen 
de la menor en aplicación del art.º 17.1.c) del Código Civil.

V. En el ámbito del Registro Civil no rige el principio de autoridad de cosa juzgada, de 
modo que, mientras persista el interés público de lograr la concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es factible reiterar un expediente o unas actuaciones 
decididas por resolución firme, siempre que la nueva petición se base en hechos o 
circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera 
decisión.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Salamanca.

Resolución de 12 de julio de 2022 (29ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad

Es española iure soli la nacida en España de padres argentinos y nacidos en Argentina.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el Ministerio Fiscal, contra el auto del Encargado del Registro Civil de Arona, Santa 
Cruz de Tenerife.

HECHOS

1. Mediante solicitud formulada ante el Registro Civil de Arona el 3 de mayo de 2019, 
los ciudadanos argentinos y nacidos en Argentina, don C-L. M. y D.ª M-L. G., solicitaban 
la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción para su hija 
A-N. M. G., nacida el 14 de abril de 2019 en A.

Adjuntaban la siguiente documentación: certificados de empadronamiento en Adeje de 
la menor y de sus padres; certificado literal español de nacimiento de la menor, inscrito 
en el Registro Civil de Arona; certificado expedido por el Consulado General de Argentina 
en Tenerife en el que se indica que no consta la nacionalidad argentina de la menor; 
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certificado local de matrimonio de los progenitores; permiso de residencia del progenitor; 
pasaporte argentino del padre y pasaporte argentino de la progenitora.

2. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto de fecha 14 de mayo de 
2019 dictado por el encargado del Registro Civil de Arona, se declara la nacionalidad 
española de origen con valor de simple presunción de la menor en aplicación del artículo 
17.1.c) del Código Civil.

3. Notificada la resolución, el representante del Ministerio Fiscal interpone recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revoque el auto impugnado, alegando 
que no se dan los requisitos legales para la adquisición de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción, por cuanto que la menor puede acceder a la nacionalidad 
argentina cumpliendo los requisitos establecidos en la ley 346 de Ciudadanía y 
Naturalización de la República Argentina.

4. Trasladado el recurso a los promotores, formulan alegaciones oponiéndose a su 
estimación y el encargado del Registro Civil de Arona remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, ratificándose en la resolución 
adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989; la Instrucción 
de 28 de marzo de 2007 de la Dirección General de los Registros y del Notariado y las 
resoluciones de 3-1.ª de junio, 23-1.ª de septiembre y 19-1.ª de diciembre de 2002 y 
1-3.ª de febrero, 26-4.ª de marzo y 3-2.ª, 11-3.ª y 28-2.ª de junio de 2003 y 13-2.ª de 
febrero de 2004, 5-7.ª de Noviembre de 2008; 6-4.ª y 9-1.ª de Julio de 2010; 6-12.ª y 
28-17.ª de Septiembre de 2011.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen una niña 
nacida en España el 14 de abril de 2019, hija de padres argentinos nacidos en Argentina. 
La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad española establecida 
a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando la legislación de ninguno 
de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) CC). Por el Encargado del 
Registro Civil de Arona se dictó auto estimando la solicitud. Frente a dicho auto se 
interpone recurso por el representante del Ministerio Fiscal, alegando que no se dan 
los requisitos establecidos en la legislación para la adquisición de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción.

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación argentina, los hijos de 
argentinos nacidos en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho 
de nacimiento la nacionalidad argentina, la cual solo puede adquirirse por un acto 
posterior. Así, la Ley de Ciudadanía Argentina 26.774 de 31/10/2012, establece que 
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«son argentinos […] los hijos de argentinos nativos que habiendo nacido en país extranjero 
optaren por la ciudadanía de origen» (art. 1.2); «los hijos de argentinos nativos nacidos 
en el extranjero que optaren por la ciudadanía de origen deberán acreditar ante el Juez 
Federal su calidad de hijo de argentino» (art. 5).

Se da, por lo tanto, una situación de apatridia originaria en la cual la atribución de la 
nacionalidad española iure soli se impone. No ha de importar por otro lado que el nacido 
pueda adquirir más tarde iure sanguinis la nacionalidad de sus progenitores porque 
este solo hecho no puede llevar consigo la pérdida de nacionalidad atribuida ex lege en 
el momento del nacimiento.

IV. Tal conclusión, como también se ha dicho reiteradamente, se ve reforzada por la 
aplicación del artículo 7 de la Convención de los Derechos del Niño, en cuanto que 
establece que el niño tendrá desde su nacimiento derecho a adquirir una nacionalidad 
y que los Estados parte velarán por la aplicación de este derecho, «sobre todo cuando 
el niño resultara de otro modo apátrida».

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Arona, Santa Cruz de Tenerife.

Resolución de 12 de julio de 2022 (35ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad española

No es español iure soli el nacido en España en 2013, hijo de madre de nacionalidad 
nepalí, por corresponderle la nacionalidad nepalí de su progenitora.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la promotora, madre del menor, actuando a través de representación, contra el auto 
de la encargada del Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1. Con fecha 25 de abril de 2014 comparece en el Registro Civil de Barcelona D.ª N. K. 
K., nacida el 11 de febrero de 1979 en P. (Nepal), de nacionalidad nepalí y formula 
solicitud de nacionalidad española con valor de simple presunción a favor de su hijo 
menor de edad, M. K., nacido el 23 de diciembre de 2013 en Barcelona, en virtud de 
lo establecido en el artículo 17.1.c) del Código Civil.

Aportan como documentación: volantes de empadronamiento en el Ayuntamiento de 
Barcelona del menor y de su madre; certificado literal español de nacimiento del menor, 
inscrito en el Registro Civil de Barcelona con filiación materna; certificado expedido por 
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el Consulado de Nepal en Barcelona, en el que se indica que, hasta la fecha, el menor 
no ha sido inscrito en el Registro de ciudadanos de Nepal; pasaporte nepalí y permiso 
de residencia temporal de la progenitora.

2. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto de fecha 12 de diciembre 
de 2014 dictado por la encargada del Registro Civil de Barcelona, se desestima la 
solicitud de nacionalidad española con valor de simple presunción formulada por la 
progenitora del menor, al no cumplirse los requisitos establecidos en el artículo 17.1.c) 
del Código Civil, toda vez que la legislación de Nepal atribuye la nacionalidad nepalí a 
los hijos de nacionales nepalíes, por razones de ascendencia o ius sanguinis, aunque 
el nacimiento se haya producido fuera de Nepal.

3. Notificada la resolución, la madre del menor, actuando a través de representación, 
interpone recurso de apelación ante la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando que 
la resolución recurrida se basa en una legislación de Nepal que se derogó en 2008 y 
que la madre del menor es soltera , por lo que, a pesar de haber intentado en diversas 
ocasiones documentar a su hijo con pasaporte nepalí, la Embajada de Nepal en París 
se ha negado a otorgar el pasaporte nepalí y, por tanto la nacionalidad nepalí al menor, 
por lo que considera que se cumplen los requisitos establecidos en el artículo 17.1.c) 
del Código Civil para otorgar la nacionalidad española con valor de simple presunción 
a su hijo. Aporta como documentación un certificado expedido por el Consulado de 
Nepal en Barcelona fechado el 22 de octubre de 2014, en el que indicaban que la 
Constitución monárquica de 2008 se encontraba derogada y que, en dicho momento, 
el Parlamento de Nepal se encontraba redactando otra constitución y que el menor no 
dispone de pasaporte nepalí dado que la Embajada de Nepal en París no se lo otorgó 
argumentando que se trataba de una madre soltera.

4. El Ministerio Fiscal emite informe desfavorable interesando la desestimación del 
recurso y el encargado del Registro Civil de Barcelona remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso junto con informe por el que se 
reitera en la resolución adoptada.

5. Recibidas las actuaciones en este Centro Directivo, se solicita del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación, información en relación con la normativa 
vigente en Nepal en materia de adquisición de la nacionalidad nepalí por los hijos de 
nacionales de Nepal nacidos en el extranjero en la fecha de nacimiento del menor, 
teniendo en cuenta que el interesado es hijo de madre soltera y se encuentra inscrito 
con filiación materna.

Atendiendo a lo solicitado, por informe de fecha 6 de julio de 2021 de la Subdirección 
General de Asuntos Jurídicos Consulares del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, se traslada la información recibida de la Embajada de España 
en Nueva Delhi, en el sentido de que, según la cláusula tercera de la Ley de Ciudadanía 
de Nepal 2063 (2006), relativa a la adquisición de la ciudadanía nepalí por descendencia 
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«toda persona nacida en un momento en que su padre o madre es ciudadano de Nepal, 
será ciudadano de Nepal por descendencia».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 10-1.ª de septiembre de 1994, 7 
de diciembre de 1995, 24 de enero de 1996, 18-3.ª de enero, 30 de abril y 9 de septiembre 
de 1997 y 11-2.ª de mayo y 27 de octubre de 1998, 1-1.ª y 15-5.ª de febrero de 1999, 
11-2.ª de febrero, 24-1.ª de abril, 31-4.ª de mayo, 12-1.ª, 15-1.ª y 22-2.ª de septiembre, 
17-3.ª y 28 de octubre, 18-1.ª y 27 de diciembre de 2000 y 27-2.ª de marzo y 5-1.ª y 11 
de abril y 5-1.ª de mayo de 2001, 5-4.ª de febrero de 2002, 10-2.ª de mayo y 23-2.ª de 
octubre de 2003, 26-1.ª y 26-4.ª de enero de 2004 y 26-3.ª de enero de 2005.

II. Se pretende por este expediente que se declare con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2.º LRC) que tiene la nacionalidad española de origen un niño nacido en España 
en 2013, inscrito en el Registro Civil de Barcelona con filiación materna, hijo de proge-
nitora nacida en Nepal y de nacionalidad nepalí.

III. Esta pretensión se basa en la forma de atribución iure soli de la nacionalidad española 
establecida en el artículo 17.1.c del Código Civil para los nacidos en España de padres 
extranjeros, si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad.

IV. Conforme al conocimiento adquirido por este Centro Directivo de la legislación nepalí, 
conforme a la cláusula tercera de la Ley de Ciudadanía de Nepal 2063 (2006), relativa 
a la adquisición de la ciudadanía nepalí por descendencia «toda persona nacida en un 
momento en que su padre o madre es ciudadano de Nepal será ciudadano de Nepal 
por descendencia». De este modo, en el presente caso no se produce la situación de 
apatridia que establece el art.º 17.1.c) del Código Civil, toda vez que el menor tiene 
derecho por ius sanguinis a la nacionalidad nepalí de su madre, no procediendo declarar 
que el nacido ostenta la nacionalidad española con valor de simple presunción.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Barcelona.

Resolución de 19 de julio de 2022 (31ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad

Es español iure soli el nacido en España de padres argentinos y nacidos en Argentina.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
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por los progenitores, contra el auto del encargado del Registro Civil de Vilanova i la 
Geltrú, Barcelona.

HECHOS

1. Mediante solicitud formulada ante el Registro Civil de Vilanova i la Geltrú el 14 de 
febrero de 2019, los ciudadanos argentinos y nacidos en Argentina, don J-R. R. y doña 
M.-V. P., solicitaban la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción para su hijo J.-N. R. P., nacido el 30 de diciembre de 2015 en C., Barcelona.

Adjuntaban, entre otros, la siguiente documentación: certificados de empadronamiento 
en Vilanova i La Geltrú del menor y de sus padres; certificado literal español de nacimiento 
del menor, inscrito en el Registro Civil de Cubelles; permiso de residencia del padre; 
pasaporte argentino de la madre y certificado expedido por el Consulado General de la 
República Argentina en Barcelona en fecha 8 de febrero de 2019, en el que se indica 
que el menor no es actualmente ciudadano argentino.

2. Ratificadas las partes en el expediente y previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
por auto de fecha 5 de abril de 2019 dictado por el encargado del Registro Civil de 
Vilanova i la Geltrú, se desestima la solicitud de declaración con valor de simple pre-
sunción de la nacionalidad española del menor, al considerar que éste no ha sido inscrito 
en el Consulado de Argentina por un acto de voluntad de los padres, por lo que en 
principio no debería otorgársele la nacionalidad española de origen con valor de simple 
presunción, ya que está protegido por la legislación de sus progenitores.

3. Notificada la resolución, los promotores presentaron recurso sin firmar ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se revoque el auto impugnado y se reconozca la nacio-
nalidad española de origen con valor de simple presunción para su hijo.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a la estimación 
del recurso en fecha 5 de marzo de 2021 y el encargado del Registro Civil de Vilanova 
i la Geltrú remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para la resolución del recurso, ratificándose en la resolución adoptada.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita se requiera a los pro-
motores a fin de que se ratifiquen en el recurso interpuesto que se aportó sin firmar y, 
una vez ratificados, aporten nueva documentación, en particular, certificados de 
empadronamiento actualizados del menor y de los progenitores y certificado actualizado 
expedido por el Consulado General de Argentina en España en el que se indique si el 
menor se encuentra inscrito en los libros de nacimiento de dicha Oficina Consular.

Atendiendo al requerimiento, los promotores se ratifican en el recurso interpuesto y 
aportan la documentación solicitada.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989; la Instrucción 
de 28 de marzo de 2007 de la Dirección General de los Registros y del Notariado y las 
resoluciones de 23-1.ª de septiembre y 19-1.ª de diciembre de 2002; 28-2.ª de junio y 
3-2.ª de diciembre de 2003; 21-2.ª de febrero y 5-3.ª de marzo de 2004.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen un niño 
nacido en España el 30 de diciembre de 2015, hijo de padres argentinos nacidos en 
Argentina. La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad española 
establecida a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) CC). Por el 
encargado del Registro Civil de Vilanova i la Geltrú se dictó auto denegando la solicitud. 
Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación argentina, los hijos de 
argentinos nacidos en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho 
de nacimiento la nacionalidad argentina, la cual solo puede adquirirse por un acto 
posterior. Así, la Ley de Ciudadanía Argentina 26.774 de 31/10/2012, establece que 
«son argentinos […] los hijos de argentinos nativos que habiendo nacido en país extranjero 
optaren por la ciudadanía de origen» (art. 1.2); «los hijos de argentinos nativos nacidos 
en el extranjero que optaren por la ciudadanía de origen deberán acreditar ante el Juez 
Federal su calidad de hijo de argentino» (art. 5).

Se da, por lo tanto, una situación de apatridia originaria en la cual la atribución de la 
nacionalidad española iure soli se impone. No ha de importar por otro lado que el nacido 
pueda adquirir más tarde iure sanguinis la nacionalidad de sus progenitores porque 
este solo hecho no puede llevar consigo la pérdida de nacionalidad atribuida ex lege en 
el momento del nacimiento.

IV. Tal conclusión, como también se ha dicho reiteradamente, se ve reforzada por la 
aplicación del artículo 7 de la Convención de los Derechos del Niño, en cuanto que 
establece que el niño tendrá desde su nacimiento derecho a adquirir una nacionalidad 
y que los Estados partes velarán por la aplicación de este derecho, «sobre todo cuando 
el niño resultara de otro modo apátrida».

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Vilanova i la Geltrú, Barcelona.
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Resolución de 19 de julio de 2022 (45ª)
III.1.1 Declaración sobre nacionalidad

No es española iure soli la nacida en España, hija de padres chilenos y nacidos en la 
República de Chile.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los promotores, padres de la menor, contra el auto de la encargada del Registro Civil 
de Gavà, Barcelona.

HECHOS

1. Mediante solicitud en el Registro Civil de Gavà, don J.-M. M. M. y doña A.-C. R. A., 
nacidos en la República de Chile y de nacionalidad chilena, solicitaban la declaración 
de la nacionalidad española con valor de simple presunción para su hija L. M. R., nacida 
el 15 de diciembre de 2018 en V., Barcelona, al amparo de lo establecido en el artículo 
17.1.c) del Código Civil.

Adjuntaban la siguiente documentación: certificados de empadronamiento en V. de la 
menor y de los progenitores; certificado literal español de nacimiento del menor, inscrito 
en el Registro Civil de Viladecans; libro de familia; pasaportes chilenos de los progenitores 
y certificado expedido por el Consulado General de Chile en Barcelona, en el que indica 
que no se ha solicitado la inscripción de nacimiento de la menor en el registro de 
matrícula consular, sin que ello menoscabe su derecho a la nacionalidad chilena.

2. Ratificados los promotores y previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, la 
encargada del Registro Civil de Gavà dicta auto en fecha 13 de julio de 2019 por el que 
desestima la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción de la menor, 
habida cuenta que, de la propia certificación negativa expedida por el Consulado de 
Chile en Barcelona, se desprende que son chilenos «los hijos de padre o madre chilenos 
nacidos en territorio extranjero, aun cuando no se haya inscrito su nacimiento vía consular 
o en el Servicio de Registro Civil e Identificación de Chile», por lo que no se cumple 
ninguna de las previsiones contenidas en el artículo 17 del Código Civil.

3. Notificada la resolución, los promotores, padres de la menor, interponen recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se anule el auto impugnado y se dicte 
otro por el que se acuerde la concesión a la menor de la nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción en base al artículo 17.1.c) del Código Civil, alegando que 
su hija no ha adquirido la nacionalidad chilena, ya que no se encuentra inscrita en el 
registro de matrícula consular.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a su estimación 
y la encargada del Registro Civil de Gavà remitió el expediente a la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe por el que se 
ratifica en la decisión adoptada.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989; y las 
Resoluciones de 16-2.ª de octubre y 7-4.ª y 5.ª de noviembre de 2002; 28-4.ª de junio 
y 4-1.ª de julio de 2003; 28-3.ª de mayo y 23-1.ª de julio de 2004; 30-4.ª de noviembre 
y 7-2.ª de diciembre de 2005; 14-3.ª de febrero y 20-1.ª de junio de 2006; 17-4.ª de 
enero de 2007, 10-5.ª de diciembre de 2007; 11-7.ª de junio y 10-6.ª y 7.ª de julio de 
2008; 27-4.ª de Enero de 2009.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen una 
menor nacida en España el 15 de diciembre de 2018, hija de padres de nacionalidad 
chilena y nacidos en la República de Chile. La petición se funda en la atribución iure 
soli de la nacionalidad española establecida a favor de los nacidos en España de padres 
extranjeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad 
(cfr. art. 17.1.c) CC). Por la encargada del Registro Civil de Gavà se dictó auto denegando 
la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III. Respecto a la atribución iure sanguinis de la nacionalidad chilena, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 10.2 de la Constitución Política de la República de Chile, 
son chilenos «los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con 
todo, se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primer o segundo 
grado, haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo establecido en los números 
1.º, 3.º o 4.º», que se refieren a la adquisición de la nacionalidad chilena iure soli, por 
carta de nacionalización o por «especial gracia de nacionalización por ley».

En este caso, los progenitores son de nacionalidad chilena y nacidos en la República 
de Chile, por lo que la menor adquirió al nacer la nacionalidad chilena de sus padres y 
no es apátrida, no reuniendo, por tanto, los requisitos establecidos para la atribución 
de la nacionalidad española iure soli en aplicación del artículo 17.1.c) del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Gavà, Barcelona.
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III.1.3  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD DE ORIGENPOR 
LEY 52/2007 DE MEMORIA HISTORICA

III.1.3.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN -  
ANEXO I LEY 52/2007

Resolución de 8 de julio de 2022 (9ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L.-M. C. O., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana 
(Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 21 de 
enero de 1990 en J., Granma (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado cubano 
de nacimiento de la interesada; certificado español de nacimiento de la interesada; 
certificado español de nacimiento del padre de la solicitante, don P. C. R.; certificado 
de nacimiento español del abuelo paterno de la interesada, nacido en 1910 en F., 
Canarias (España).

2. Con fecha 13 de junio de 2018, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, 
ya que a la vista de expediente anterior quedaron acreditados los requisitos exigidos 
que establece el artículo 26 del Código Civil vigente, le correspondería recuperar la 
nacionalidad española de origen, que perdió por no declarar su voluntad de conservarla 
en el plazo establecido tras llegar a su mayoría de edad y no el ejercicio de la opción de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se estime la opción a la nacionalidad española de origen establecida en 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
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resulta conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con 
informe desfavorable a su estimación considerando que le correspondería recuperar la 
nacionalidad española de origen, que perdió por no declarar su voluntad de conservarla 
en el plazo establecido tras llegar a su mayoría de edad y no el ejercicio de la opción de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007), en la que se incluye un párrafo que dice textualmente «la 
presente solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es 
hijo/a de padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida en Cuba el 21 de 
enero de 1990 en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 13 de junio de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al ser 
española de origen puesto que lo es su padre, y, en su caso, corresponderle ejercer la 
recuperación de la nacionalidad española, prevista en el artículo 26 del Código Civil 
español.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se ha aportado certificación literal española de nacimiento del 
padre de la solicitante, don P. C. R., donde consta que nació el 30 de junio de 1967 en 
T., V. (Cuba), hijo de ciudadano nacido en España en 1910 y de nacionalidad española, 
por lo que según el artículo 17 del Código Civil en su redacción dada por la Ley de 15 
de julio de 1954, vigente en aquél momento, son españoles «los hijos de padre español», 
por tanto el progenitor de la solicitante nació originariamente español.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
padre de la interesada ostenta la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña E.-B. C. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 5 de abril de 1967 en M., Oriente (Cuba) y es hija de doña C.-E. P. R., ciu-
dadana cubana; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado cubano de nacimiento de la progenitora de la interesada; 
certificado de nacimiento y de bautismo español del abuelo materno de la solicitante, 
nacido en 1890 en A., Canarias (España); documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo de la interesada; certificación de declaración de opción a la nacionalidad cubana 
en 1916 del abuelo de la interesada.

2. Con fecha 22 de marzo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que no puede determinarse fehacientemente 
que el abuelo materno de la interesada siguiese ostentando la nacionalidad española 
en el momento del nacimiento de su hija, madre de la solicitante, no habiendo quedado 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición 
adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
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de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 5 de abril de 1967, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 22 de marzo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitora. Sin embargo, la nacionalidad originaria 
del padre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues 
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de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante 
en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad 
por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Se han aportado certificación de nacimiento y bautismo español del abuelo materno 
de la interesada, don D. P. M., así como documentos de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano, en los que se certifica que el citado abuelo 
no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Revisado el 
recurso, consta certificación de la declaración de opción a la nacionalidad cubana 
renunciando a la española del abuelo materno de la solicitante, en fecha 2 de octubre 
de 1916. De estos certificados y de la restante documentación aportada al expediente 
no puede determinarse fehacientemente que el abuelo de la interesada, natural de 
España, siguiese ostentando la nacionalidad española en fecha 22 de noviembre de 
1937, momento del nacimiento de su hija, madre de la solicitante, por lo que no queda 
acreditado que ésta hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (11ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don M. R. C., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 22 
de abril de 1957 en H. (Cuba) y es hijo de don C. R. C., de nacionalidad cubana; documento 
de identidad cubano y certificado de nacimiento local del interesado; certificado de 
nacimiento local del padre del solicitante; certificado español de bautismo del abuelo 
paterno del solicitante, nacido en 1851 en G., Asturias (España); documentos de inmi-
gración y extranjería del abuelo del solicitante; certificación negativa de entrada al país; 
certificado de matrimonio cubano de los abuelos del interesado.

2. Con fecha 21 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, 
estimando que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo del interesado 
siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hijo, 
padre del solicitante, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1957, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
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diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 1 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 21 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificados cubanos de nacimiento del interesado 
y de su padre y certificado de partida de bautismo español del abuelo paterno. Sin 
embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la 
aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni 
tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que 
pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba 
admitido en derecho).

Así, si bien el solicitante es nieto por línea paterna de ciudadano natural de España, 
nacido en 1851, se han aportado documentos de inmigración y extranjería que certifican 
que el abuelo paterno, don V. R. M., no se encuentra inscrito en el Registro de Extranjeros 
ni consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización. Por otro lado, consta en el expediente certificado de matrimonio del 
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citado abuelo, formalizado en C., Cuba, en 1889, lo que sugiere que el mismo residía 
en la Isla el 11 de abril de 1899, fecha de entrada en vigor del Tratado de Paris de 1898, 
no constando que el abuelo se haya inscrito en el Registro General de Españoles esta-
blecido al amparo del artículo IX de dicho Tratado. En la certificación del Archivo Nacional 
que también consta en el expediente, donde se indica que no se encuentra registrada 
la entrada al país de V. R. M. (entre año 1865 y 1891) por estar parte de esta documen-
tación en mal estado de conservación e incompleta, se indica asimismo que en las 
Libretas índices de Españoles que Optaron por su Nacionalidad de Conformidad con el 
Artículo Nueve del Tratado de París no está registrado el citado abuelo.

El artículo IX del Tratado de París de 1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre 
los Estados Unidos de América y el Reino de España, indicaba que «los súbditos españoles, 
naturales de la Península, residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o 
cede por el presente tratado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él…. 
En el caso de que permanezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad 
española haciendo ante una oficina de registro, dentro de un año después del cambio 
de ratificaciones de este tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha 
nacionalidad; a falta de esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha 
nacionalidad y adoptado la del territorio en el cual pueden residir».

Por tanto, dado que no consta inscripción del abuelo del solicitante en el citado Registro 
General de Españoles ni en otro registro de españoles residentes, no queda demostrado 
fehacientemente que el abuelo del interesado, natural de España, continuase ostentando 
la nacionalidad española en fecha 2 de febrero de 1906, momento del nacimiento de 
su hijo, por lo que no queda acreditado que el padre del solicitante hubiera nacido 
originariamente español.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (12ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-L. M. D., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 29 
de enero de 1968, en P., Las Villas (Cuba) y es hija de doña G.-G. D. F., ciudadana cubana; 
documento de identidad cubano y certificado de nacimiento local de la interesada; 
certificado de nacimiento local de la madre de la solicitante; certificado español de 
nacimiento del abuelo materno de la promotora, nacido en 1891 en B., Canarias (España); 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno de la solicitante, constando 
inscrito en el Registro de Extranjeros.

2. Con fecha 24 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieta de abuelo 
español de origen y presentó todos los documentos requeridos.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el Ministerio Fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hija por lo que se estima que 
la recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
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que, habiéndose examinado el recurso presentado no se ratifica la resolución adoptada 
en fecha 24 de abril de 2019 al cumplir, en principio, la promotora con los requisitos 
exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1968 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 24 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
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conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se aportó certificado cubano de nacimiento de la 
interesada y de su progenitora y certificado de nacimiento español de su abuelo materno, 
don M. D. G., nacido en Canarias, España, en 1891. Revisado el recurso y de nuevo el 
expediente, constan en éste documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, en los que se certifica que el citado abuelo de la 
solicitante consta inscrito en el Registro de Extranjeros, con el n.º ….., a los 59 años de 
edad, y no consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana 
por naturalización. La documentación presentada acreditaría la continuidad en la 
nacionalidad española de origen del abuelo al momento del nacimiento de su hija, 
madre de la recurrente, ocurrido en 1925, y por tanto queda establecida la condición 
de española de origen de la progenitora de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la madre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (13ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. M. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
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de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 18 de agosto de 1960 en F., Camaguey (Cuba) y es hija de don J.-M. M. H., 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado literal cubano de 
nacimiento de la promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la 
interesada; certificado de nacimiento español del abuelo paterno de la solicitante, nacido 
en 1892 en H., Canarias (España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo; 
certificado negativo de nacimiento cubano del abuelo; certificado de nacimiento español 
y documentos de inmigración y extranjería de la abuela paterna de la solicitante, natural 
de Canarias, España.

2. Con fecha 29 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que de la documentación presentada no puede 
determinarse la continuidad de la nacionalidad española del abuelo de la peticionaria 
en el momento del nacimiento de su hijo, no habiendo quedado establecido que en la 
interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima de la 
ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 18 de agosto de 1960, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 29 de mayo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, aunque la solicitante es nieta de ciudadanos nacidos en España, se han aportado 
documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
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Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don A. M. B., no se encontraba 
inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de Ciudadanía que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, así como certificación negativa de 
inscripción de nacimiento emitida por Registro Civil local. Dicha documentación no 
permite determinar fehacientemente que el abuelo de la interesada, natural de España, 
ostentase la nacionalidad española en fecha 30 de marzo de 1921, momento del 
nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, por lo que no queda acreditado que éste 
hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (14ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don N.-E. G. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 26 de febrero de 1947 en S., Oriente (Cuba) y es hijo de E. G. C., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento del promotor; 
certificado cubano de nacimiento del progenitor del interesado; certificado de nacimiento 
español del abuelo paterno del solicitante, nacido en 1882 en B., Canarias (España); 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo del interesado.
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2. Con fecha 19 de febrero de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que no puede determinarse fehacientemente 
que el abuelo del interesado siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento 
del nacimiento de su hijo, padre del solicitante, no habiendo quedado establecido que 
en el interesado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 26 de febrero de 1947, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 19 de febrero 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano del interesado y de su progenitor. Sin embargo, la nacionalidad originaria del 
padre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues 
de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante 
en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad 
por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Se han aportado certificación de nacimiento español del abuelo paterno del interesado, 
don F.-A. G. C., así como documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano, en los que se certifica que el citado abuelo no se encon-
traba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de Ciudadanía que 
haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Posteriormente, se aportó 
certificado positivo de Inmigración y Extranjería de inscripción en el Registro de Extranjeros 
a nombre de F. G., a la edad de 27 años, no indicándose segundo apellido ni filiación, 
por lo que no queda acreditado que corresponda al abuelo del solicitante. De estos 
certificados y de la restante documentación aportada al expediente no puede determi-
narse fehacientemente que el abuelo del interesado, natural de España, siguiese 
ostentando la nacionalidad española en fecha 15 de noviembre de 1912, momento del 
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nacimiento de su hijo, padre del solicitante, por lo que no queda acreditado que éste 
hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (15ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don A. M. G., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en Cuba 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre otra docu-
mentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 22 de enero 
de 1959 en M., Camagüey (Cuba) y es hijo de don A. M. C., con nacionalidad cubana y 
española; documento de identidad cubano y certificado de nacimiento cubano del 
interesado; certificado literal cubano de nacimiento del padre del solicitante; certificado 
literal español de nacimiento del padre del interesado, con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud de lo establecido en el 
artículo 20.1.b) del Código Civil, en fecha 9 de mayo de 2007; certificado español de 
nacimiento del abuelo paterno nacido en 1889 en G., Tenerife, Canarias (España); 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno y certificación negativa de 
jura de intención para la obtención de ciudadanía cubana.
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2. Con fecha 12 de julio de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieto de abuelo 
español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.ª), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido el 22 de enero de 1959, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
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Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 9 de mayo de 2007 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 24 de julio de 2007, fecha en la que el recurrente era ya mayor 
de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del registro civil consular se dictó auto el 12 de julio de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el progenitor español del solicitante optó por la nacionalidad española de origen según 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 9 de mayo de 2007, cuando 
el interesado era mayor de edad por lo que no ha quedado establecido que en el mismo 
concurran los requisitos exigidos en la directriz sexta de Instrucción de fecha 4 de 
noviembre de 2008, especialmente en lo que se refiere a estar sujeto a la patria potestad 
de un español, posición que el ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 21 
de diciembre de 2011. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
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nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se produce después de los dieciocho años y 
en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacionalidad 
española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad española 
de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas 
que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere 
es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter 
se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 
y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n° 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía española, 
el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este centro directivo de 4 
de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Adicionalmente, en cuanto a la alegación del recurrente relativa a la condición de española 
de origen de su abuelo paterno, cabe indicar que, en la documentación aportada por 
el interesado constan certificado cubano de nacimiento y certificado español de naci-
miento, en virtud en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del 
Código Civil, del padre del interesado, don A. M. C., donde se indica que es hijo de don 
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Á. M. C., natural de Y., Cuba, nacido en 1889, con nacionalidad cubana al momento del 
nacimiento del inscrito. También se aportó al expediente certificación española de 
nacimiento del abuelo paterno, don Á. M. C., donde se constata que el mismo nació en 
Canarias. Por lo que lo que figura en la certificación de nacimiento de su hijo, padre del 
solicitante, indicaría que el citado abuelo reinscribió su nacimiento en un registro civil 
cubano, haciendo constar «Y.» como su lugar de nacimiento, y, por ende, «cubana» como 
su nacionalidad.

En interés de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 11 de 
agosto de 2016 se requirió por el Encargado del Registro Civil Consular al solicitante 
que aportase la documentación faltante a su expediente, en concreto documentación 
acreditativa de la reinscripción del abuelo en un registro civil local o su certificación 
negativa. Dicho requerimiento no fue atendido por el interesado, no quedando establecido 
que el abuelo del interesado, natural de España, ostentase la nacionalidad española 
en fecha 21 de enero de 1930, momento del nacimiento de su hijo, padre del solicitante, 
por lo que no queda acreditado que éste hubiera nacido originariamente español. De 
lo anteriormente indicado, se constata que en el solicitante no concurren los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (16ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña C. C. V., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
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otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 8 de 
julio de 1969 en La Habana (Cuba) y es hija de don C.-M. C. C., ciudadano cubano; 
documento de identidad cubano y certificado de nacimiento local de la interesada; 
certificado local de nacimiento del padre de la solicitante; certificado español de naci-
miento del abuelo paterno de la promotora, nacido en 1910 en A., Asturias (España); 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno de la solicitante, donde se 
certifica la inscripción en el Registro de Ciudadanía en 1944.

2. Con fecha 3 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, estimando 
que el abuelo paterno de la solicitante se nacionalizó cubano y en el momento del 
nacimiento de su hijo, padre de la interesada, ya no ostentaba la nacionalidad española, 
por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en1969 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de mayo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 3 de abril de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificados cubanos de nacimiento de la solicitante 
y de su padre, así como certificado español de nacimiento del abuelo paterno de la 
interesada. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse 
acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha 
nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin 
prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio 
de prueba admitido en derecho).

Así, la interesada aportó documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano donde se certifica la inscripción en el Registro de 
Ciudadanía, en fecha 10 de marzo de 1944, de la carta de ciudadanía a favor de don 
M. C. S., abuelo de la solicitante, adquiriendo en esa fecha la nacionalidad cubana y 
perdiendo así la nacionalidad española según el artículo 20 del Código Civil en su 
redacción de 1889, vigente en ese momento. Por lo tanto, en el momento de nacer su 
hijo, en fecha 4 de agosto de 1944, aquel (abuelo paterno) no ostentaba la nacionalidad 
española por lo que el padre de la solicitante no es español de origen.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (17ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don E. L. M., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 27 de octubre de 1967 en N., Camaguey (Cuba) y es hijo de don E.-W. L. H., 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
del promotor; certificado cubano de nacimiento del progenitor del interesado; certificado 
de nacimiento español del abuelo paterno del solicitante, nacido en 1903 en F., Canarias 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo del interesado.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que de los documentos presentados no puede 
determinarse fehacientemente que el abuelo del interesado siguiese ostentando la 
nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hijo, padre del solicitante, 
no habiendo quedado establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos 
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en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 27 de octubre de 1969, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 27 de febrero de 2019, 
denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano del interesado y de su progenitor. Sin embargo, la nacionalidad originaria del 
padre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues 
de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante 
en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad 
por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Se han aportado certificación de nacimiento español del abuelo paterno del interesado, 
don I. L. M., así como documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano, en los que se certifica que el citado abuelo no se encon-
traba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de Ciudadanía que 
haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. De estos certificados y de la 
restante documentación aportada al expediente no puede determinarse fehacientemente 
que el abuelo del interesado, natural de España, siguiese ostentando la nacionalidad 
española en fecha 15 de diciembre de 1937, momento del nacimiento de su hijo, padre 
del solicitante, por lo que no queda acreditado que éste hubiera nacido originariamente 
español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (18ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I.-C. O. B., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 7 de enero de 1966 en S., Oriente (Cuba) y es hija de doña A. B. P., ciudadana 
cubana; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la pro-
motora; certificado cubano de nacimiento de la progenitora de la interesada; certificado 
de nacimiento del abuelo materno de la solicitante, nacido en 1898 en J., Cáceres (España); 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno de la interesada.

2. Con fecha 26 de marzo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que de los documentos presentados no puede 
determinarse fehacientemente que el abuelo de la interesada siguiese ostentando la 
nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hija, madre de la solicitante, 
no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos 
en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que su abuelo es español de origen.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 7 de enero de 1966, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 26 de marzo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitora, así como certificación de nacimiento 
español de su abuelo materno. Sin embargo, la nacionalidad originaria de la madre no 
puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma 
no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el 
expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por 
cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano del abuelo español, don Julián Barquilla Masa, en los que 
se certifica que el mismo no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni 
consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización. La documentación aportada no permite determinar fehacientemente 
que el abuelo de la interesada, natural de España, continuase ostentando la nacionalidad 
española en fecha 30 de diciembre de 1945, momento del nacimiento de su hija, madre 
de la solicitante, por lo que no queda acreditado que ésta hubiera nacido originariamente 
española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 78 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

Resolución de 8 de julio de 2022 (19ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I. S. V., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 8 de julio de 1946 en Bauta, La Habana (Cuba) y es hija de don E. S. D., 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; 
certificado de nacimiento español de la abuela paterna de la solicitante, nacida en 1873 
en V., Canarias (España); certificado negativo de ciudadanía de la abuela de la interesada; 
certificado negativo de ciudadanía del abuelo español de la solicitante; certificado local 
de matrimonio de los abuelos paternos.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido que 
en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que ha presentado todos los documentos requeridos para acreditar 
su derecho.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 8 de julio de 1946, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se aportaron certificaciones de nacimiento cubano 
de la interesada y certificado de nacimiento cubano de su progenitor, donde consta que 
es hijo de padres nacidos en España, así como certificación de nacimiento español de 
su abuela paterna, doña M.-C. D. C., nacida en 1873 en Canarias. En interés de completar 
su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 29 de mayo de 2014 se requirió 
a la solicitante que aportase la documentación faltante, en concreto el certificado de 
matrimonio de los abuelos paternos y certificado del Registro de Extranjería de éstos. 
Se aportó el certificado de matrimonio local de los abuelos paternos, don P. S. T. y doña 
C. D. C., formalizado en H., así como certificado de la Dirección de Identificación, 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano indicando que el citado abuelo 
no está inscrito en el Registro de Ciudadanía cubana y certificado negativo de inscripción 
en el Registro de Ciudadanía a nombre de Carmen Damas Cabello, no constando que 
se hayan aportado certificados de inscripción en el Registro de Extranjeros de los citados 
abuelos. Revisado el recurso de apelación, no se han presentado nuevos documentos 
y la documentación que obra en el expediente no permite determinar fehacientemente 
que los abuelos de la interesada, naturales de España, ostentasen la nacionalidad 
española en fecha 1 de diciembre de 1913, momento del nacimiento de su hijo, por lo 
que no queda acreditado que el padre de la solicitante hubiera nacido originariamente 
español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba)
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Resolución de 8 de julio de 2022 (20ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. S. V., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 20 de septiembre de de1952 en B., H. (Cuba) y es hijo de don E. S. D., 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
del promotor; certificado cubano de nacimiento del progenitor del interesado; certificado 
de nacimiento español de la abuela paterna del solicitante, nacida en 1873 en V. Rey, 
Canarias (España); certificado negativo de ciudadanía de la abuela del interesado; 
certificado negativo de ciudadanía del abuelo español del solicitante; certificado local 
de matrimonio de los abuelos paternos.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido que 
en el interesado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que ha presentado todos los documentos requeridos para acreditar 
su derecho.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 20 de septiembre de 1952, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se aportaron certificaciones de nacimiento cubano 
del interesado y certificado de nacimiento cubano de su progenitor, donde consta que 
es hijo de padres nacidos en España, así como certificación de nacimiento español de 
su abuela paterna, doña M.-C. D. C., nacida en 1873 en Canarias. En interés de completar 
su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 29 de mayo de 2014 se requirió 
al solicitante que aportase la documentación faltante, en concreto el certificado de 
matrimonio de los abuelos paternos y certificado del Registro de Extranjería de éstos. 
Se aportó el certificado de matrimonio local de los abuelos paternos, don P. S. T. y doña 
C. D. C., formalizado en H. (Cuba), así como certificado de la Dirección de Identificación, 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano indicando que el citado abuelo 
no está inscrito en el Registro de Ciudadanía cubana y certificado negativo de inscripción 
en el Registro de Ciudadanía a nombre de C. D. C., no constando que se hayan aportado 
certificados de inscripción en el Registro de Extranjeros de los citados abuelos. Revisado 
el recurso de apelación, no se han presentado nuevos documentos y la documentación 
que obra en el expediente no permite determinar fehacientemente que los abuelos del 
interesado, naturales de España, ostentasen la nacionalidad española en fecha 1 de 
diciembre de 1913, momento del nacimiento de su hijo, por lo que no queda acreditado 
que el padre del solicitante hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (21ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L.-O. R. D., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que 
nació el 17 de diciembre de 1950 en S., Las Villas (Cuba) y es hija de doña M.-I. D. F., 
ciudadana cubana; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado cubano de nacimiento de la progenitora de la interesada; 
certificado de nacimiento del abuelo materno de la solicitante, nacido en 1877 en N., Lugo 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno de la interesada.

2. Con fecha 9 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que de los documentos presentados no se puede 
determinar fehacientemente que el abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de su hija, no habiendo quedado establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente alegando que es nieta de ciudadano español de origen. Aporta certificado 
del registro de entrada en Cuba y certificado de matrimonio del abuelo materno.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 17 de diciembre de 1950, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
octubre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 9 de mayo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitora, así como certificaciones de nacimiento y 
bautismo español de su abuelo materno. Sin embargo, la nacionalidad originaria de la 
madre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues 
de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante 
en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad 
por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano del abuelo español, don M.-G. D. V., en los que se certifica 
que el mismo no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el 
Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. 
Revisado el recurso, la recurrente presenta certificado del registro de entrada al país, 
expedido por el Archivo Nacional de Cuba, donde consta la entrada al país en fecha 2 
de noviembre de 1907 de don G. D., de nacionalidad española y procedente de S. No 
consta en el citado certificado de entrada el nombre completo del abuelo materno, el 
de sus padres u otros datos que permitan acreditar si en efecto se trata de la misma 
persona. De estos certificados y de la restante documentación aportada al expediente 
no puede determinarse fehacientemente que el abuelo de la interesada, natural de 
España, continuase ostentando la nacionalidad española en fecha 15 de abril de 1917, 
momento del nacimiento de su hija, madre de la solicitante, por lo que no queda acre-
ditado que ésta hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (22ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña O.-A. R. A., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 18 de abril de 1947 en La Habana (Cuba) y es hija de don L.-C. R. H., ciu-
dadano cubano; documento de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado literal cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; 
certificado de nacimiento español del abuelo paterno de la solicitante, nacido en 1874 
en B. (España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo; certificado negativo 
de renuncia a la ciudadanía española del abuelo de la solicitante.

2. Con fecha 15 de marzo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que de la documentación presentada no puede 
determinarse fehacientemente que el abuelo paterno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante por lo que 
no ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la 
disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a 
la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando ser nieta de abuelo español de origen que nunca obtuvo la ciu-
dadanía cubana.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª, )24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 2 5 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 18 de abril de 1947, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
septiembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 15 de marzo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones literales de 
nacimiento cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de naci-
miento español de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre 
no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la 
misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante 
en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad 
por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don A.-R.-M. 
R. M., no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro 
de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, así como 
certificación negativa de jura de intención de renuncia a la ciudadanía española y opción 
por la cubana, expedida por el Registro del Estado Civil de San Juan de las Yeras. En 
este documento se indica que el Sr. R. M. llegó a Cuba en 1895, lo que sugiere que el 
mismo residía en la Isla el 11 de abril de 1899, fecha de entrada en vigor del Tratado 
de Paris de 1898, no constando que el citado abuelo se haya inscrito en el Registro 
General de Españoles, establecido al amparo del artículo IX de dicho Tratado. El artículo 
IX del Tratado de París de 1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados 
Unidos de América y el Reino de España, indicaba que «los súbditos españoles, naturales 
de la Península, residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por 
el presente tratado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él…. En el caso 
de que permanezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo 
ante una oficina de registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de 
este tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta 
de esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado 
la del territorio en el cual pueden residir».

Por tanto, dado que no consta inscripción del abuelo de la solicitante en el citado Registro 
General de Españoles ni consta declaración de conservación de la nacionalidad en 
ningún otro registro de españoles residentes, no queda demostrado que el abuelo 
paterno, natural de España, siguiese ostentando la nacionalidad española en fecha 1 
de julio de 1912, momento del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, por lo que 
no queda acreditado que éste hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
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la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (23ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A.-C. F. L., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1958 en 
Cuba, es hija de E.-L. F. H.-M. nacido en Cuba en 1918, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su padre en el que consta que es hijo de C. 
H.-M. G. nacida en España, certificado de nacimiento de la abuela paterna donde consta 
que nació en España en 1879 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes 
a la abuela paterna de la interesada donde se hace constar que el mismo no figura 
inscrita en el registro de extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana, 
por naturalización.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del R.R.C.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
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ser nieta de abuela originariamente española, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1958 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 27 de febrero de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su padre; certificado de nacimiento español de la abuela paterna y 
documentos de inmigración y extranjería de la abuela española, en los que consta que 
el mismo no se encontraba inscrita ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que el padre de la 
interesada hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español de la abuela paterna de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (24ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A.-I. F.-C. E., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta, en apoyo de 
su solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que 
nació en Cuba en 1957, hija de A. F.-C. M., nacido en Cuba en 1918, certificado de 
nacimiento del padre de la promotora en el que consta que es hijo de J.-A. F.-C. M., 
nacido en España, certificado de bautismo español del abuelo paterno, nacido en España 
en 1879, documentos de inmigración del abuelo español, en el que no consta inscrito 
en el Registro de extranjeros pero sí consta que obtuvo la ciudadanía cubana por natu-
ralización en 1909, en virtud del expediente 6265/09, figurando con el número de 
orden 970, folio 57 y libro 4.

2. Con fecha 27 de marzo de 2019, la Encargada de ese Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada.

3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la Encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
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la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 9-51.ª de 
julio de 2019, 9-53.ª y 9-30.ª de junio de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1957, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil se dictó auto de fecha 27 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del Registro 
Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que la nacio-
nalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha 
certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro 
documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada 
dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).
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Así, si bien el abuelo paterno de la interesada nació en España en 1879, originariamente 
español, obtuvo la ciudadanía cubana en virtud del expediente 6265/09 en 1909. Por 
tanto, en la fecha de nacimiento del padre de la interesada, que se produce en 1918, 
su progenitor, abuelo paterno de la solicitante, ostentaba la nacionalidad cubana, por 
lo que el padre de la promotora no nació originariamente español.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (25ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren solicitado la nacionalidad 
española de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en su redacción dada 
por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo de la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A.-M. S. C., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
1963 en Cuba, hija de M.-M. C. M., nacida en Cuba en 1945, certificado de nacimiento 
de la promotora, certificado de nacimiento de la madre de la promotora donde consta 
que optó a la nacionalidad española por el artículo 20.1b) de la Ley 36/2002, en 2003, 
y que es hija de J.-A. C. N. nacido en España en 1916, consta además en el expediente 
que el abuelo materno de la promotora reinscribió su nacimiento en un registro civil 
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local el 28 de mayo de 1938, perdiendo la nacionalidad española según el artículo 20 
del Código Civil en su redacción de 1889.

2. Con fecha 11 de marzo de 2011 la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este emite un informe desfa-
vorable, y la encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, con la emisión de un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras de 14-6.ª de 
julio de 2020 y 10-10.ª de octubre de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita en 2003.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 11 de marzo de 2011, denegando lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurren los requisitos exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el Anexo 
I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 31 de marzo 
de 2010. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad 
española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
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del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 y, por otra parte, consta en el expediente que el abuelo 
materno de la interesada en el momento del nacimiento de su hija, 1945, tenía la 
nacionalidad cubana, ya que, siendo español de origen, perdió dicha nacionalidad, tal 
y como consta en la reinscripción, que de su nacimiento, hizo el abuelo materno el 28 
de mayo de 1938, donde consta que nació en Cuba. Por tanto, en la fecha de nacimiento 
de la madre de la interesada, que se produce en 1945, su progenitor, abuelo materno 
de la solicitante, ostentaba la nacionalidad cubana, por lo que la madre del promotor 
no nació originariamente española, toda vez que ejerció, como consta en la certificación 
de la inscripción de nacimiento, su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) 
del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (26ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A. V. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1983 en 
Cuba, es hija de D. S. G. nacida en Cuba en 1950, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su madre en el que consta que es hija de J.-B. 
S. A. nacido en España, certificado de bautismo del abuelo materno donde consta que 
nació en España en 1901 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes al 
abuelo materno de la interesada donde se hace constar que el mismo no figura inscrita 
en el registro de extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana, por 
naturalización.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuela originariamente española, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado, aportando un certificado de defunción del abuelo materno, 
expedida en 2011, en el cual se observa una nota que indica que éste mantenía la 
ciudadanía española al fallecer.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable, en el 
que se indica que el certificado de defunción del abuelo materno de la promotora se 
trata de un documento no legalizado por las autoridades competentes, por lo que se 
ratifica en el auto denegatorio.
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5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1983 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 27 de febrero de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su madre; certificado de nacimiento español del abuelo materno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo no se encontraba inscrita ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que el padre de la 
interesada hubiera nacido originariamente español. Con el recurso, la interesada aporta 
un certificado de defunción del abuelo materno, expedida en 2011, en el cual se observa 
una nota que indica que éste mantenía la ciudadanía española al fallecer. Sin embargo, 
este documento no está legalizado por las autoridades competentes y no consta nueva 
documentación que acredite que el abuelo materno mantenía la nacionalidad española 
al momento del nacimiento de la progenitora de la optante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por 
lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (27ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A.-A. V. V. de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1951, 
hija de Á.-C. V. P., nacido en Cuba en 1906, certificado de nacimiento de la promotora, 
certificado de nacimiento de su progenitor, donde consta que es hijo de M. P. G., nacida 
en España, certificado de nacimiento de la abuela paterna, nacida en España en 1885, 
certificados de inmigración y extranjería de la abuela paterna donde se hace constar 
que ésta no se inscribió en el Registro de extranjeros ni obtuvo la ciudadanía cubana 
por naturalización, certificado de matrimonio de los abuelos paternos A.-J. V. M., natural 
de Cuba, y M. P. G., celebrado en Cuba el 10 de julio de 1899.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que estima que 
la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que solicitó la ciudadanía española de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, como nieta de abuela española 
de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho. El encargado del registro civil consular remite el expediente 
a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe, en el que indica 
que, en el caso de referencia si bien el abuelo paterno seria nacido en la entonces 
provincia española de Cuba, hijo de peninsular natural de Galicia, y por ende, sería 
español de origen, al cesar la dominación española en Cuba el 01/01/1899, el citado 
abuelo debía haber optado a la nacionalidad española para haber sido considerado 
como tal, pues ya estaba emancipado por mayoría de edad y al nacer en Cuba, no estaba 
incluido en el supuesto previsto por el art. IX del Tratado de Paris. Por aplicación del art. 
22 del Código Civil en su redacción de 1889, la citada abuela seguiría la condición y 
nacionalidad de su marido, la cual no queda clara a los efectos del presente expediente 
cabiendo suponer que el abuelo haya asentido voluntariamente la nacionalidad cubana. 
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El padre de la solicitante, nacido en 1906, nunca ostentó, en consecuencia, la nacio-
nalidad española de origen al nacer con posterioridad a la celebración de ese matrimonio. 
Por tanto, no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos 
exigidos en el apartado 1° de la DA de la Ley 52/07.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª 
de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª 
de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, 
por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1951, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de sep-
tiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil se dictó auto de fecha 27 de febrero de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
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la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, habiéndose aportado certificados cubanos de 
nacimiento de la interesada y de su padre, certificado literal español de nacimiento de 
su abuela paterna, nacida en España en 1885, así como certificado cubano del matri-
monio celebrado 10 de julio de 1899, de su abuela con don A.-J. V., abuelo de la optante, 
nacido en Cuba.

VI. En primer lugar se plantea la cuestión relativa a si puede considerarse Cuba como 
territorio español antes de la descolonización en 1898, y ello a los concretos efectos 
«de entender que cualquier persona nacida en Cuba antes de esa fecha, era originaria-
mente español y nacido en España». Son dos, pues, las vertientes jurídicas que presenta 
la cuestión planteada: la calificación jurídica que deba merecer el territorio cubano antes 
de la descolonización de 1898, y las consecuencias eventuales que para el reconoci-
miento de la nacionalidad española de los nacidos en dichos territorios antes de tal 
fecha pueda tener dicha calificación, como efecto jurídico derivado de la misma.

VII. Hay que recordar que ciertamente el Tribunal Supremo en su sentencia de 7 de 
noviembre de 1999 (Sala de lo contencioso-administrativo) ha elaborado una doctrina 
jurídica sobre el concepto de «territorio español» a propósito de la interpretación y correcta 
inteligencia del apartado a) del n.º 2 del artículo 22 del Código Civil, que permite la 
reducción del plazo legal de residencia necesaria para adquirir la nacionalidad española 
a un solo año respecto del que «haya nacido en territorio español». El debate jurídico 
del proceso judicial concluido por la citada sentencia se centraba en la correcta inter-
pretación de la expresión «territorio español» utilizada por tal precepto, que se presentaba 
como concepto que comprende y abarca el antiguo territorio colonial del Sahara español. 
La cuestión fue dilucidada en la citada Sentencia precisando con gran rigor los conceptos 
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de «territorio español» y «territorio nacional», llegando a la conclusión de que sólo éste 
se circunscribe al territorio metropolitano, en tanto que aquél admite dos acepciones, 
una amplia y otra restringida, de forma que en su acepción amplia (la restringida se 
confunde con el concepto de territorio nacional) incluye todos aquellos espacios físicos 
que estuvieron bajo la autoridad del Estado español y sometidos a sus leyes, ya sean 
colonias, posesiones o protectorados. La consecuencia que el Tribunal Supremo alcanza 
de ello es que el Sahara español, lo mismo que Ifni y Guinea Ecuatorial, «era pese a su 
denominación provincial un territorio español —es decir, sometido a la autoridad del 
Estado español— pero no un territorio nacional». En base a tal diferenciación, y al hecho 
de que el artículo 22 n.º 2, a) del Código Civil habla no «del que haya nacido en territorio 
nacional», sino «del que haya nacido en territorio español», entiende que el nacido en 
los antiguos territorio del Sahara español durante el periodo de dominación española 
del mismo cumple tal requisito, por lo que puede acceder a la nacionalidad española 
mediante residencia legal abreviada de un año.

Estas consideraciones, cabría extenderlas por identidad de «ratio» a las denominadas 
«provincias de Ultramar», entre las que efectivamente figuraban Cuba y Puerto Rico, a 
las que con tal calificativo —«provincias de Ultramar»— se refería el artículo 89 de la 
Constitución de la Monarquía española de 30 de junio de 1876, vigente a la fecha de 
la descolonización de tales territorios.

VIII. Ahora bien, y esto en el caso analizado es muy importante, la redacción originaria 
del Código Civil no establecía un mecanismo de atribución automática iure soli a favor 
de los hijos de extranjeros nacidos en territorio español, sino que se condicionaba tal 
atribución al requisito indispensable de que los padres optasen en nombre de sus hijos 
y durante su minoría de edad por la nacionalidad española, con renuncia de toda otra, 
opción que también podían ejercitar por sí los propios hijos dentro del año siguiente a 
su mayoría de edad o emancipación (cfr. arts. 18 y 19 CC, redacción originaria), opción 
cuyo ejercicio en alguna de las dos citadas modalidades se ha de acreditar para el 
reconocimiento de la nacionalidad española.

Podría objetarse a la anterior afirmación que la citada Constitución de la Monarquía 
española de 1876 afirmaba en su artículo 1 que «Son españoles: 1.º Las personas 
nacidas en territorio español», norma que se introdujo ya en la anterior Constitución de 
18 de junio de 1837 (son españoles «todas las personas nacidas en los dominios de 
España»), de donde pasó a las Constituciones de 23 de mayo de 1845 y a la posterior 
de 1 de junio de 1869, si bien en esta última se sustituye la expresión «dominios de 
España» por la de «territorio español», esto es, acogiendo una formulación idéntica a la 
incorporada al artículo 1 de la Constitución canovista de 1876 y al tenor del apartado 
1 del artículo 17 de la redacción originaria del Código Civil. Con ello una primera impresión 
resultante de la lectura apresurada de tales preceptos podría trasladar la idea de que 
tanto el texto constitucional como el texto legal citados imponían el criterio del ius soli.

Sin embargo, hay que advertir inmediatamente contra el error de tal interpretación. En 
efecto, el mandato del número 1 del artículo 17 se complementa con lo dispuesto en 
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los artículos 18 y 19 del Código Civil, en su misma redacción originaria, de donde resulta 
la necesidad de ejercer la opción antes indicada para adquirir la nacionalidad española, 
opción a la que faculta el hecho del nacimiento en territorio español. Con ello el Código 
Civil utilizaba en este precepto el nacimiento en el territorio español como condición o 
presupuesto para la adquisición de la nacionalidad española y no como causa directa 
de tal adquisición. Como ha destacado la doctrina más autorizada al hacer la exégesis 
del sistema español de nacionalidad resultante de la redacción originaria del Código 
Civil, éste no imponía a los nacidos en el ámbito de la soberanía española la condición 
de súbditos del Estado español, sino que emplea el criterio del ius soli sólo para tener 
en cuenta una probabilidad y para ofrecer una facultad al extranjero. La concesión de 
la facultad de optar por la nacionalidad correspondiente al territorio en el que se nace 
estuvo, sin duda, influido por el derecho francés. En la deliberación del Consejo de 
Estado francés (1801) sobre la nacionalidad del hijo de extranjero nacido en Francia, 
frente a la propuesta de Napoleón de atribución directa y automática de la francesa, el 
Tribunado presentó resistencias a tal sistema por ver en el mismo ciertas reminiscencias 
feudales, y propuso su supresión. El resultado final basado en la facultas soli o derecho 
de opción fue fruto de una transacción entre ambas posturas.

IX. Ahora bien, con lo anterior no puede darse por zanjada la cuestión, pues en supuestos 
como el aquí analizado podría alegarse, no obstante, que en aquellos casos en que los 
padres de los interesados no hubieran ejercitado la opción a la nacionalidad española 
prevista por el artículo 18 de la redacción originaria del Código Civil de 1889 —quedando 
descartado pues como título de adquisición de la nacionalidad española el ius soli—, 
dicha adquisición habría tenido lugar por filiación, como hijos de padres nacidos, a su 
vez, en Cuba en fecha anterior a la de la entrada en vigor del Código Civil de 1889, y 
bajo la vigencia las Constituciones de 1876, de 1868 o de 1845, siendo así que en 
ninguno de los citados textos constitucionales se imponía expresamente la necesidad 
de optar para acceder a la nacionalidad española por parte de los nacidos en territorio 
español o en los dominios de España. Sin embargo, tampoco desde esta perspectiva 
puede prosperar la tesis de la adquisición automática de la nacionalidad española por 
el mero nacimiento en Cuba durante los periodos temporales considerados.

X. En efecto, dos son las razones que se oponen a ello. En primer lugar, hay que recordar 
que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas con la situación de los nacidos 
en los territorios coloniales bajo soberanía española radica en el hecho de que una de 
las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente 
la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, caracterización 
a la que no ha podido sustraerse la posición española, y que se hace patente a través 
de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zig-
zagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización 
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durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase 
de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de 
cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el Sáhara.

En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los saharauis, durante el 
plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara Occidental, atendiendo 
a los grados de asimilación material y formal entre los diversos estatutos jurídicos de 
la población, resulta que, como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su 
sentencia de 28 de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada «lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en datos 
jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos» (ejemplos del Derecho 
comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad 
normativa sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su identifi-
cación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los 
estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo de Estado 
en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de las disposi-
ciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a conclusiones fundadas 
acerca de las diferencias entre territorio nacional y territorios coloniales, así como sobre 
la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las colonias.

En el caso de la denominadas «provincias de Ultramar» la situación resulta similar, pues 
no se puede afirmar que nuestro ordenamiento jurídico estableciese un sistema de 
asimilación completo entre tales territorios y los metropolitanos, según resulta con 
claridad de las previsiones contenidas al respecto en la Constitución española de 1876, 
que ordenaba un régimen jurídico singular y especial para tales provincias al disponer 
en su artículo 89 que «Las provincias de Ultramar serán gobernadas por leyes especiales», 
si bien autorizaba al Gobierno para aplicar a las mismas «con las modificaciones que 
juzgue convenientes y dando cuenta a las Cortes, las leyes promulgadas o que se pro-
mulguen para la Península». A continuación, se disponía igualmente para Cuba y Puerto 
Rico un sistema singular de representación en las Cortes del Reino, que tendría lugar 
«en la forma que determine una ley especial».

Que esta diferenciación de territorios y de regímenes jurídicos (metropolitanos o penin-
sulares y coloniales) se proyectaba sobre los diferentes status, antes apuntados, de 
nacionales-ciudadanos y naturales de los territorios coloniales es algo que se aprecia 
con claridad en el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el Reino de 
España, firmado en París el 10 de diciembre de 1898 y ratificado por la Reina Regente 
de España, el 19 de marzo de 1899, cuyo artículo IX estableció que «los súbditos 
españoles, naturales de la Península, residentes en el territorio cuya soberanía España 
renuncia o cede por el presente tratado» podrán, en el caso de que permanecieran en 
el territorio, «conservar su nacionalidad española haciendo ante una oficina de registro, 
dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este tratado, una declaración 
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de su propósito de conservar dicha nacionalidad». A falta de esta declaración, el Tratado 
establecía que aquellos súbditos españoles «se considerará que han renunciado dicha 
nacionalidad y adoptado la del territorio en el cual pueden residir». La posibilidad de 
conservar la nacionalidad española se circunscribía, pues, a quien la tenía, esto, es a 
favor de «los súbditos españoles, naturales de la Península» o territorio metropolitano.

XI. Pero es que, además, la falta de mención expresa a la opción por parte de las 
Constituciones de 1837, 1845, 1869 y 1876 no debe llevar al error de considerar que 
las mismas establecían un sistema de ius soli que sólo trasmutó a otro de facultas soli 
con la promulgación del Código Civil. Este último en su redacción originaria al referirse 
expresamente al requisito de la opción tan sólo formulaba expresis verbis lo que ya era 
la interpretación que se venía atribuyendo al sistema español de nacionalidad desde 
1837. En efecto, la Circular de 28 de mayo de 1837 aclaraba la interpretación auténtica 
de la Cámara parlamentaria sobre el número 1 del artículo 1 de la Constitución, y pro-
clama ya entonces por primera vez la fórmula de la opción, al decir que cuando el citado 
precepto constitucional dispone que son españoles todas las personas que hayan nacido 
en España, ello se debe entender en el sentido de conceder a tales personas «una 
facultad y un derecho, no en el de imponerles una obligación ni a forzarles a que sean 
españoles contra su voluntad». Es cierto que no se previó en principio la manera en que 
habría de formalizarse o documentarse tal expresión de voluntad, pero dicho vacío fue 
llenado ya antes de la aprobación del Código Civil a través de la Ley del Registro Civil, 
promulgada con carácter provisional y publicada el 17 de junio de 1870, que reguló la 
constancia registral de tal opción en sus artículos 103 y 104.

En consecuencia, se alcanza la conclusión de que la consideración de Cuba como «territorio 
español» antes de la descolonización en 1898, en el sentido indicado en los anteriores 
apartados, no es por sí misma suficiente a los efectos de considerar que cualquier persona 
nacida en Cuba antes de esa fecha era originariamente español y nacido en España, 
siendo preciso para ello que se acredite el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
antes aludido, reservado a los «súbditos españoles naturales de la Península», circuns-
tancia que no se produce en el presente caso, dado que no se ha acreditado la nacionalidad 
española del abuelo materno de la interesada, nacido en Cuba antes de 1898, al momento 
del nacimiento de su hijo, padre de la ahora optante en 1906. A la vista del expediente, 
consta que el abuelo materno de la interesada nacido en Cuba no pudo inscribirse en el 
Registro General de españoles establecido por el Tratado de París de 10 de diciembre 
de 1898, al no haber nacido en la Península. El artículo IX del Tratado de París de 1898, 
por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de América y el Reino de 
España, indicaba que «los súbditos españoles, naturales de la Península, residentes en 
el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por el presente tratado, podrán 
permanecer en el territorio o marcharse de él. En el caso de que permanezcan en el 
territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo ante una oficina de 
registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de este tratado, una 
declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta de esta declaración, 
se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado la del territorio en 
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el cual pueden residir», por lo que no cabe suponer que el abuelo del solicitante pueda 
considerarse originariamente español, según establecían los artículos 17 y 18 de la 
redacción del Código Civil en el momento de su nacimiento.

Adicionalmente cabe decir respecto de la abuela paterna de la promotora, nacida en 
España, en el momento del nacimiento de su hijo, padre de la optante, en 1906, había 
contraído matrimonio con su abuelo, de nacionalidad cubana, el 10 de julio de 1899. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria 
por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue 
la condición y nacionalidad de su marido», así la citada abuela, originariamente española, 
hubiera perdido esta nacionalidad tras la entrada en vigor del Código Civil el 16 de 
agosto de 1889. En consecuencia, en el momento de nacer el padre de la interesada, 
en 1906, aquélla (abuela paterna) ya no ostentaría la nacionalidad española por lo que 
no puede entenderse cumplido uno de los requisitos esenciales del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se 
refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (28ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don Á.-L. S. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1968 en 
Cuba, es hijo de L.-M. S. S. nacido en Cuba en 1907, certificado de nacimiento del 
promotor, certificado de nacimiento del padre del promotor donde consta que es hijo 
de M. S. S., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde 
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consta que nació en España en 1870, certificación de defunción del abuelo paterno, 
fallecido en Cuba en 1940 a los 76 años de edad. En interés de continuar la tramitación 
de su expediente de nacionalidad, se citó al solicitante para el 30 de mayo de 2018, a 
fin de requerirle la documentación que faltaba. El promotor no compareció a la cita.

2. Con fecha 31 de mayo de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que éste no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del R.R.C.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieto de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1968 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de octubre 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 31 de mayo de 2018, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado de nacimiento del promotor, 
certificado de nacimiento de su padre, certificado de nacimiento de su abuelo paterno, 
que nació en España en 1870 y certificado de defunción del citado abuelo que falleció 
en Cuba en 1940 a la edad de 76 años. En interés de continuar la tramitación de su 
expediente de nacionalidad, se citó al solicitante para el 30 de mayo de 2018, a fin de 
requerirle la documentación que faltaba. El promotor no compareció a la cita.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado el 
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ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (29ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J.-L. N. D., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1963 en 
Cuba, es hijo de R.-E. N. T. nacido en Cuba en 1921, certificado de nacimiento del 
promotor, certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de M.-T. N. 
A., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta que 
nació en España en 1886 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo 
paterno.

2. Con fecha 26 de marzo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
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ser nieto de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1963 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 26 de marzo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento del 
interesado, certificado de nacimiento de su padre, certificado de nacimiento del abuelo 
paterno y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo paterno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (30ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don L.-J. S. S., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, donde se pone de manifiesto que el promotor 
nació en 1950, es hijo de V.-F.-A. S. H., nacido en Cuba en 1919, certificado de nacimiento 
del padre del promotor donde consta que es hijo de E.-Y. H. H., nacida en España, cer-
tificado de nacimiento de la abuela paterna, que nació en España en 1888 y certificado 
de matrimonio de la abuela paterna contraído en 1914 con F.-A. S. L., de nacionalidad 
cubana.

2. Con fecha 1 de diciembre de 2010 la encargada del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por el interesado.

3. Notificado el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieto de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable. La encargada de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (Apartado 1 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
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de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª) 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1950, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 1 de febrero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de diciembre de 2010, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.
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En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya que 
su madre, abuela del promotor, en el momento de su nacimiento, 1919, había contraído 
matrimonio con su abuelo, de nacionalidad cubana. De acuerdo con lo establecido en 
el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio 
de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad 
de su marido», así la abuela paterna de la solicitante, originariamente española, hubiera 
perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio en 1914, con un ciudadano cubano. 
En consecuencia, en el momento de nacer el padre del interesado, en 1919, no está 
acreditada la nacionalidad española de aquélla (abuela paterna) por lo que no puede 
entenderse cumplido uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela paterna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a 
valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española de 
la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela del optante y que en este caso 
queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde 1914, 
fecha de su matrimonio celebrado en Cuba, y por tanto, anterior al periodo del exilio. 
Por lo que, en este caso, la pérdida de la nacionalidad española sería consecuencia 
directa y exclusiva del matrimonio con extranjero por aplicación del Código Civil español 
en su redacción originaria, vigente en la fecha del matrimonio y no como consecuencia 
del exilio, como ha quedado acreditado.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (31ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J.- A. P. B., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1952 en 
Cuba, es hijo de J.-A. P. R. nacido en Cuba en 1918, certificado de nacimiento del promotor, 
certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de J. P. F., nacido en 
España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta que nació en España 
en 1887 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo paterno.

2. Con fecha 20 de marzo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieto de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.
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5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1952 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 20 de marzo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento del 
interesado, certificado de nacimiento de su padre, certificado de nacimiento del abuelo 
paterno y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo paterno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (32ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren solicitado la nacionalidad 
española de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en su redacción dada 
por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el acuerdo de la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don J.-H. S. C., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1966 en 
Cuba, hijo de M.-M. C. M., nacida en Cuba en 1945, certificado de nacimiento de la 
madre del promotor donde consta que optó a la nacionalidad española por el artículo 
20.1b) de la Ley 36/2002, el 14 de marzo de 2003, y que es hija de J. A. C. N., nacido 
en España en 1916 quien reinscribió su nacimiento en un registro civil local el 28 de 
mayo de 1938.

2. Con fecha 11 de marzo de 2011 la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este emite un informe desfa-
vorable, y la encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, con la emisión de un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras de 14-6.ª de 
julio de 2020 y 10-10.ª de octubre de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1966, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso la madre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
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Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 14 de marzo de 2003.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 11 de marzo de 2011, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el promotor concurren los requisitos exigidos, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el Anexo 
I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 31 de marzo 
de 2010. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad 
española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código civil.
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Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 y, por otra parte, consta en el expediente que el abuelo materno del 
interesado en el momento del nacimiento de su hija, 1945, tenía la nacionalidad cubana, 
ya que, siendo español de origen, reinscribió su nacimiento en un registro civil local el 
28 de mayo de 1938. Por tanto, en la fecha de nacimiento de la madre del interesado, 
que se produce en 1945, su progenitor, abuelo materno del solicitante, ostentaba la 
nacionalidad cubana, por lo que la madre del promotor no nació originariamente española, 
toda vez que ejerció, como consta en la certificación de la inscripción de nacimiento, 
su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (34ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J.-C. S. M., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
Cuba a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en Cuba en 1971, hijo de I. 
M. M., nacida en Cuba en 1948, certificado de nacimiento del promotor, certificado de 
nacimiento de su madre en el que consta que optó a la nacionalidad española, por el 
artículo 20.1 b) en el año 2007, y donde consta que es hija de M. M. P., nacido en España 
en 1900 y de M.-L. M. G. nacida en España en 1912, consta en la citada inscripción de 
nacimiento de la madre del promotor, que los abuelos maternos del interesado contrajeron 
matrimonio en Cuba en 1930.

2. Con fecha 21 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieto de abuela 
española de origen.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. La Encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.ª), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1971, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita en 2007, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 21 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el promotor concurran los requisitos exigidos en el 
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apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su proge-
nitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el Anexo 
I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 29 de enero 
de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacio-
nalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se produce después de los dieciocho años y 
en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacionalidad 
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española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad española 
de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas 
que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere 
es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter 
se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 
y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía española 
la madre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este centro directivo de 
4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Asimismo, en cuanto a la alegación del recurrente relativa a la condición de española 
de origen de su abuela materna, se señala que, de acuerdo con los documentos apor-
tados, doña M.-L. M. G. contrajo matrimonio en Cuba en 1930, con M. M. P., sin que en 
la fecha se pudiera determinar la nacionalidad española del abuelo materno, y, según 
lo establecido en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden 
de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «la mujer casada sigue la condición y 
nacionalidad de su marido». Así, la abuela materna, originariamente española, perdió 
la nacionalidad española al contraer matrimonio en 1930. Por lo tanto, en el momento 
de nacer la madre del solicitante, en 1948, aquélla (abuela materna) ya no ostentaba 
la nacionalidad española por lo que la madre del solicitante no es española de origen.

De lo anteriormente indicado, se constata que en el solicitante no concurren los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de la progenitora del solicitante.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (35ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J.-G. T. M., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado español en La 
Habana (Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
disposición adicional séptima, Anexo I, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que hace constar que nació en 
Cuba en 1960, y es hijo de M.-C. M. L., nacida en Cuba en 1934, certificado de nacimiento 
del promotor, certificado de nacimiento de su madre en la que se observa que ésta optó 
a la nacionalidad española por la Ley 52/2007, en el año 2011, y es hija de C. M. M. 
que nació en España, certificado de nacimiento del abuelo materno, nacido en España 
en 1911, documentos de inmigración y ciudadanía del abuelo materno donde se observa 
que no consta inscrito en el Registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía 
cubana.

2. La encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, mediante resolución 
de fecha 1 de abril de 2019 deniega lo solicitado por el interesado, estimando que el 
peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración 
y no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos previstos en 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la 
nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el promotor, éste interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria, solicitando la revisión de su expediente y que se acceda 
a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho. La encargada del registro civil consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, con la emisión de un informe desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 10-4.ª de octubre de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1960, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

En este caso la madre del interesado optó por la nacionalidad española en virtud del 
ejercicio del derecho de opción reconocido por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la citada Ley 52/2007, en 2011, fecha en la que el recurrente era 
ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil se dictó auto de fecha 1 de abril de 2019 denegando lo solicitado.

III. El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que el interesado no reúne 
los requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no 
se acredita que su progenitora fuese originariamente española, posición que el órgano 
en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado primero de la 
disposición adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.
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Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 2011, el ahora optante, nacido en 1960 
había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no podría acceder a la nacionalidad 
española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos 
últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del 
apartado 1 de la disposición adicional séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora del recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por el 
apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre 
hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del 
padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de 
origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del título primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del CC y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
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en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del CC el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 
para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
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hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
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julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta Disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
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conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. artículo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma Disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma 
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disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 2, 
f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007, como en el caso presente ya que no consta acreditada la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española del mismo como consecuencia del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (37ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L. S. M., ciudadana cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
Cuba a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en Cuba en 1978, hija de I. 
M. M., nacida en Cuba en 1948, certificado de nacimiento de la promotora, certificado 
de nacimiento de su madre en el que consta que optó a la nacionalidad española, por 
el artículo 20.1 b) en el año 2007, y donde consta que es hija de M. M. P., nacido en 
España en 1900 y de M.-L. M. G. nacida en España en 1912, consta en la citada 
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inscripción de nacimiento de la madre de la promotora, que los abuelos maternos del 
interesado contrajeron matrimonio en Cuba en 1930.

2. Con fecha 18 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieta de abuela 
española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. La Encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.ª), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1978, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».
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En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita en 2007, fecha en la que el recurrente era ya mayor de 
edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 18 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

Ill. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el promotor concurran los requisitos exigidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su proge-
nitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el Anexo 
I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 29 de enero 
de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacio-
nalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
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países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se produce después de los dieciocho años y 
en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacionalidad 
española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad española 
de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas 
que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere 
es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter 
se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 
y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía española 
la madre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este centro directivo de 
4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Asimismo, en cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la condición de española 
de origen de su abuela materna, se señala que, de acuerdo con los documentos apor-
tados, doña M.-L. M. G. contrajo matrimonio en Cuba en 1930, con M. M. P., sin que en 
la fecha se pudiera determinar la nacionalidad española del abuelo materno, y, según 
lo establecido en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden 
de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «la mujer casada sigue la condición y 
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nacionalidad de su marido». Así, la abuela materna, originariamente española, perdió 
la nacionalidad española al contraer matrimonio en 1930. Por lo tanto, en el momento 
de nacer la madre de la solicitante, en 1948, aquélla (abuela materna) ya no ostentaba 
la nacionalidad española por lo que la madre del solicitante no es española de origen.

De lo anteriormente indicado, se constata que en el solicitante no concurren los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de la progenitora del solicitante.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (38ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren solicitado la nacionalidad 
española de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en su redacción dada 
por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L.-V. P. P., nacida el 23 de diciembre de 1962 en C., Las Villas (Cuba), de 
nacionalidad cubana presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja 
declaratoria de datos, en la que manifiesta que es hija de L. P. C., de nacionalidad cubana 
y española; certificado literal de nacimiento cubano y carné de identidad cubano de la 
promotora; certificado español de nacimiento de la madre de la interesada, hija de J.-M. 
P. S., nacido en el 24 de junio de 1889 en A., Asturias (España), de nacionalidad cubana 
y de N.-E. C., nacida en Cuba y de nacionalidad cubana, con anotación marginal de 
opción a la nacionalidad española de la inscrita en virtud de lo establecido en el art. 
20.1 b) CC, Ley 36/2002, el 9 de mayo de 2003; certificado literal español de nacimiento 
de su abuelo materno; carta de naturalización expedida por el Presidente de la República 
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de Cuba a favor del citado abuelo el 17 de noviembre de 1926; certificado literal de 
ciudadanía del abuelo de la optante inscrita en el Registro de Estado Civil de Cienfuegos 
el 4 de octubre de 1939 que, según informe del registro civil consular, presenta irregu-
laridades por su contenido contradictorio con la restante documentación obrante en el 
expediente, entre la que se encuentra acta de opción por la nacionalidad española de 
la madre en la que declara que es cubana y que nunca ha ostentado la nacionalidad 
española al haber nacido hija de ciudadano español de origen naturalizado cubano en 
1926 y documentos de inmigración y extranjería relativos al mismo, expedidos el 23 de 
julio de 2013, en los que se certifica su inscripción en el Registro de Extranjeros forma-
lizada en Santa Clara con número de expediente 123013 y que no consta inscrito en el 
Registro de Ciudadanía, que, de acuerdo con el informe emitido por el encargado del 
registro civil consular, no están expedidos en el formato, cuño y firma habitualmente 
utilizada por el funcionario que los expide.

2. Con fecha 14 de diciembre de 2016 la encargada de ese registro civil consular, 
mediante resolución, deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, estimando 
que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su decla-
ración, habida cuenta de que los documentos aportados presentan ciertas irregularidades 
que hacer presumir falsedad documental por lo que no es posible acceder a lo solicitado, 
no quedando establecido que en la solicitante concurran los requisitos previstos en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la 
nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud no 
por ser hija sino nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise 
su expediente y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, 
junto con informe desfavorable a la estimación del recurso.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que la solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 22-1.ª de 
noviembre de 2019.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cienfuegos (Cuba) en 1962, en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 9 de mayo de 2003 e inscrita en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba) el 22 de mayo de 2003.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil consular se dictó auto el 14 de diciembre de 2016, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurren los requisitos exigidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen 
de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 2 de 
junio de 2011. Se exige, en este caso, que la progenitora del optante no sólo tenga la 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 142 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de 
originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
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en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción 
de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de 
opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo materno 
de la interesada nació en Asturias (España) el 24 de junio de 1889, originariamente 
español, obtuvo la ciudadanía cubana de acuerdo con la carta de naturalización expedida 
por el Presidente de la República de Cuba a favor del mismo, el 17 de noviembre de 
1926, con lo cual su hija, madre de la optante, nace el 22 de agosto de 1939 cuando 
su padre ostentaba la nacionalidad cubana, por lo que la madre de la promotora no 
nació originariamente española, toda vez que ejerció, como consta en la certificación 
de la inscripción de nacimiento, su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) 
del Código Civil.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a 
valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española del 
abuelo de la interesada, también ha quedado probado que el mismo no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona del abuelo del optante y que en este caso queda 
descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, desde 1926, según consta 
en la documentación aportada, y por tanto, anterior al periodo del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (43ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L.-E. C. P., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que 
hace constar que nació el 11 de febrero de 1954 en C. (Cuba), hijo de M.-J. C. P., nacido 
en C. el 12 de agosto de 1914 y de F.-C. P. M., nacida en C. el 23 de noviembre de 1918, 
casados en 1948, certificado literal de nacimiento del promotor, consta que los abuelos 
maternos son naturales de España, carné de identidad cubano del promotor, certificado 
literal de nacimiento de la madre del promotor, hija de E. P. M. y F. M. G., naturales de 
España, literal de inscripción de nacimiento del abuelo materno, nacido en la provincia 
de Palencia, el 19 de julio de 1893, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, literal 
de inscripción de defunción del precitado, ocurrida en su pueblo natal el 20 de mayo de 
1921, consta que estaba casado con F. M. G., que tenían tres hijos y que los progenitores 
del fallecido eran vecinos de C., documentos expedidos por las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería en el año 2009, relativos a que el Sr. E. P., sin segundo apellido, 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros, en M., C., a la edad de 24 años, es decir en 
1917 y no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía, certificación negativa de ciuda-
danía, expedida en el año 2011, en la que aparece como E. P. M., y no consta inscrito en 
el Registro de Ciudadanía entre 1907, años en que llegó a Cuba y diciembre de 1919, 
fecha en que volvió a España, documentos expedidos por las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería en el año 2015, relativos a que el Sr. E. P. M. no consta inscrito 
en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificado del Archivo Histórico de 
Camagüey, expedido en el año 2008, relativo a que en el expediente de matrimonio del 
año 1915, de los abuelos maternos del promotor y entre la documentación del mismo 
consta un certificado de nacimiento, inscrito en C., de un varón nacido en Palencia el 2 
de abril de 1893, hijo de J. P. S. y R. M. S., literal de inscripción de nacimiento de la abuela 
materna del promotor, nacida en Valladolid el 2 de abril de 1893, hija de ciudadanos 
nacidos en Palencia y Burgos, documentos expedidos por las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería, expedidos en el año 2009, relativo a la abuela materna del 
promotor, Sra. F. M. G., que consta inscrita en el Registro de Extranjeros en Camagüey, 
a los 39 años, es decir en 1932 y también en el Registro de Ciudadanía, con fecha 20 
de agosto de 1952, certificado literal de ciudadanía de la precitada, que recoge su 
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comparecencia el 3 de agosto de 1948, para declarar su intención de adquirir la ciudadanía 
cubana, certificado literal de matrimonio de los padres del promotor y certificado no 
literal de defunción de la madre del promotor.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil dicta auto denegando 
lo solicitado por el Sr. C. P., ya que no pueden tenerse por acreditados los requisitos 
establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente la 
nacionalidad originariamente española de su progenitora.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que presentó toda la documentación correspondiente a su abuelo, E. P. M, con la salvedad 
de que en el momento de la inscripción del mismo en el Registro de Extranjeros no 
aparece su segundo apellido.

Adjunta como documentación; certificado de bautismo de la madre del promotor, certificado 
de nacimiento de una tía materna del promotor, nacida en Cuba en agosto de 1920, 
aunque resulta parcialmente ilegible y no consta quien declara el nacimiento para la 
inscripción, certificado de matrimonio de los abuelos del promotor, copia casi ilegible.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1954, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado debidamente la nacionalidad originariamente española de su progenitora, 
posición que el órgano en funciones de Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificado literal cubano de nacimiento del 
interesado, certificado literal cubano de nacimiento de su progenitora, en el que consta 
que es hija de ciudadanos naturales de España, habiéndose aportado certificaciones 
literales de nacimiento de ambos, el padre E. P. M., nacido en una localidad de la provincia 
de Palencia y la madre, F. M. G., natural de Valladolid, sin embargo también consta 
documento cubano que declara que en el expediente de matrimonio de los precitados, 
celebrado en Cuba en 1915, aparece un certificado de nacimiento del contrayente, E. 
P. M., inscrito en el Registro Civil de Camagüey por su progenitor, J. P. S., manifestando 
que había nacido en Palencia el 2 de abril de 1893, dato no coincidente con la inscripción 
de nacimiento en España y sin que conste el motivo de inscribirlo en el registro cubano, 
además la documentación cubana presentada para acreditar que el Sr. P. M. estaba 
inscrito en el Registro de Extranjeros y no en el de Ciudadanía se refiere a E. P., lo que 
no permite afirmar que sea la misma persona del abuelo materno del promotor, que por 
otra parte según documento del Registro Civil cubano no consta inscrita su ciudadanía 
entre 1907, fecha de llegada a Cuba y diciembre de 1919, fecha de vuelta a España, 
pero según manifiesta el recurrente su abuelo estaba en Cuba cuando se inscribió a su 
hija, M. P. M., nacida el 29 de agosto de 1920, estos datos discrepantes no permiten 
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tener por acreditado que corresponden a una única persona y que ésta sea el abuelo 
materno del promotor, por lo que tampoco puede tenerse debidamente acreditada la 
nacionalidad originariamente española de la progenitora de éste, dudas que también 
se generaron en el Encargado del Registro Civil que debía resolver.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que 
se cumplan los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (44ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1. E.-O. C. M., ciudadano estadounidense, presenta escrito en el Consulado de España 
en Miami, Florida (Estados Unidos de América), correspondiente a su domicilio, a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición adicional 
séptima, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 1 de febrero de 1969 en C. 
(Venezuela), hijo de E.-M. C. V., nacido en H. (Cuba) el 26 de noviembre de 1942 y M.-F. 
M. P., nacida en S., Villa Clara (Cuba) el 14 de marzo de 1943, casados en 1965, certi-
ficado literal de nacimiento del promotor en el que se hace constar la nacionalidad 
venezolana por naturalización del padre del inscrito, no así de la madre, licencia de 
conducir del estado de Florida, certificado de naturalización como estadounidense del 
promotor, con fecha 17 de septiembre de 1990, siendo su anterior nacionalidad la 
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venezolana, inscripción de nacimiento española del padre del promotor en el Registro 
Civil Consular de La Habana, hijo de E.-J. C. G., nacido en S. (Santa Cruz de Tenerife) el 
6 de mayo de 1912, siendo su estado civil casado y del que no consta su nacionalidad 
y de H. V., segundo apellido ininteligible, nacida en H. el 20 de junio de 1915, casada y 
de nacionalidad cubana, con marginal de nacionalidad española por la opción de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/07 con fecha 24 de enero de 2011, certificado 
estadounidense de matrimonio, sin traducir ni legalizar, sentencia de divorcio venezolana 
de los padres del promotor, documento de la Dirección de Dactiloscopia y Archivo Central 
de Venezuela, relativo a que aparece registrada una tarjeta como consecuencia del 
otorgamiento de cédula de identidad expedida el 20 de febrero de 1957 a E. C. G., 
nacido en H. el 30 de septiembre de 1915 y residente en Venezuela según solicitud de 
fecha 21 de agosto de 1957 y literal de inscripción de nacimiento española del abuelo 
paterno del promotor.

Posteriormente el Consulado español en Miami remite la documentación al de Caracas, 
por ser el competente en su caso para la inscripción y opción solicitada, que con fecha 
13 de noviembre de 2018 requiere del promotor, a través del Consulado en Miami, de 
nueva documentación. Tras lo cual se aporta al expediente, cédula de identidad vene-
zolana del padre del promotor, expedida en 1982 y caducada en 1992, pasaporte 
español de éste, copia de la Gaceta Oficial de la República de Venezuela, de fecha 10 
de junio de 1966, que publica la declaración de voluntad del padre del promotor de 
obtener la nacionalidad venezolana, certificado no literal cubano de nacimiento de la 
madre del promotor, cédula de identidad venezolana de la madre del promotor, docu-
mentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 
2019, relativos a que el abuelo paterno del promotor no consta inscrito en el Registro 
de Ciudadanía ni en el de Extranjeros, varios certificados del Archivo Nacional de la 
República de Cuba declarando que no consta registro de entrada en Cuba del abuelo 
paterno del promotor entre julio y diciembre de 1936, ni entre 1937 y 1940 ni tampoco 
entre 1940 y 1955.

Posteriormente se requiere del interesado que se acredite la condición de exiliado del 
abuelo paterno del promotor o su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 
de diciembre de 1955. No consta más documentación.

2. El Encargado del Registro Civil Consular en Caracas, mediante auto de fecha 21 de 
marzo de 2021, deniega lo solicitado por el interesado, habida cuenta que no se cumplen 
en su caso los requisitos de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, ya que 
su padre ostenta la nacionalidad española pero no era originariamente español y de 
otro lado no se ha acreditado la condición de exiliado del abuelo paterno del interesado 
ni se ha probado su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre 
de 1955.

3. Notificado el interesado, la representación legal de éste interpone recurso ante la 
extinta Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución dene-
gatoria de su solicitud antes citada, alegando que la anotación de nacionalidad por la 
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opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 del padre del promotor 
es un error de calificación por parte del Registro Civil, ya que lo procedente era la 
recuperación de su nacionalidad española, puesto que la documentación aportada 
acredita que su progenitor y abuelo del promotor mantenía su nacionalidad española 
cuando aquél nació y por tanto lo hizo como español y que nunca obtuvo la nacionalidad 
cubana.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta ajustado 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión previamente adoptada y remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005; 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero, 20-5.ª de junio de 2006; y 21-2.ª de febrero, 16-4.ª 
de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007; y 7-1.ª de febrero de 
2008; y 28 de abril de 2.010.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Venezuela en 1969, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por los apartados 1 y 2 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre.

En este caso el padre del interesado solicitó su nacionalidad española en virtud del 
ejercicio del derecho de opción reconocido por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la citada Ley 52/2007, opción que fue documentada mediante 
solicitud. suscrita el 24 de enero de 2011, fecha en la que el recurrente era ya mayor 
de edad, tenía 41 años.

III. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
diciembre de 2011 en los modelos normalizados del Anexo I y II de la Instrucción de 4 
de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 21 de marzo de 2021 denegando lo solicitado. El 
acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que el interesado no reúne los 
requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que su pro-
genitor había optado por la misma en base a la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 cuando él era mayor de edad y de otro lado no se ha probado la condición de 
exiliado de su abuelo paterno ni la salida de éste de España en el periodo legalmente 
establecido, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.
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IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado 1 de 
la disposición adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
el progenitor del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 24 de enero de 2011, el ahora optante, 
nacido el 1 de febrero de 1969, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no 
podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, 
la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su 
vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso el progenitor del recurrente ostentaría la nacionalidad española «de 
origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción prevista 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión 
de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por el apartado 
primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre hubiese 
sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito lo cumple 
sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del padre o 
madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de origen, 
aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al 
nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente que 
ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
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que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».
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Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.
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Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.
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X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
«conditio iuris» o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 
3.ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
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abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 1, 
f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007, como sucede en el presenta caso ya que no consta, ni se ha acreditado 
en modo alguno la pérdida o renuncia de la nacionalidad española del abuelo como 
consecuencia del exilio, en la forma y mediante los documentos previstos en el apartado 
V de la citada Instrucción, por lo que tampoco puede prosperar la pretensión del recurrente 
por esta vía, no habiéndose aportado tampoco documentación que acredite la fecha 
de salida de España, no sólo la entrada en un país extranjero, en el período comprendido 
entre 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955 por el abuelo paterno del 
interesado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Caracas (Venezuela).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (45ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. V. M. R., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta en apoyo de su pretensión como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 29 de enero de 1954 en H. 
(Cuba), hija de M. M. T., nacido en H., el 9 de febrero de 1921 y de V. R. V., nacida en S. 
(Cuba) el 28 de agosto de 1931, certificado no literal de nacimiento de la promotora, 
inscrita en 1966, doce años después de su nacimiento y carné de identidad cubano de 
la promotora, certificado no literal de nacimiento del padre de la promotora, inscrito en 
1951, treinta años después de su nacimiento, hijo de B. M. O., nacido en S., Salamanca. 
España y de I.-M. T. P., nacida en L., Matanzas (Cuba), literal de inscripción de nacimiento 
del abuelo paterno de la promotora, nacido en S., Salamanca el 6 de octubre de 1886, 
hijo de ciudadanos nacidos en la misma provincia, certificado del Ministerio del Interior, 
expedido en el año 2011, relativo a que el Sr. M. O. no consta inscrito en el Registro de 
Extranjeros, documento expedido por la misma autoridad en el año 2013, conteniendo 
la misma información, documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería en el año 2014, relativos a que el precitado no consta inscrito en el Registro 
de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificación de ciudadanía del Registro Civil 
cubano, recogiendo la comparecencia del Sr. B. M. O. el 24 de septiembre de 2014, 
declara que tiene 28 años, que llegó a Cuba en febrero de 1898, que residía allí el 11 
de abril de 1899 y que no se inscribió en el Registro correspondiente, lo que acredita 
mediante certificado de la autoridad cubana expedido en el año 1912, por lo que se 
encuentra comprendido en el art. 6.4 de la Constitución cubana y certificado no literal 
de defunción del padre de la promotora.

2. Con fecha 5 de diciembre de 2018, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada ya que no se acredita que concurran 
en el mismo los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente la nacionalidad 
española de origen de su progenitor, ya que éste se naturalizó ciudadano cubano en 
1914, perdiendo su nacionalidad española por aplicación de lo establecido en el art. 
20 del Código Civil en su redacción originaria.
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3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, manifestando que su 
abuelo declaró su intención de optar por la ciudadanía cubana obligado por su condición 
de militar pero que nunca ratificó su petición ni su renuncia a la nacionalidad española, 
por lo que nunca dejó de ser ciudadano español.

Adjunta como nueva documentación; certificación negativa de jura de intención de renuncia 
a la ciudadanía española y opción por la cubana, expedida por el Registro Civil de Limonar 
(Matanzas) y documento del ejército cubano relativo al parecer al reconocimiento médico 
del abuelo paterno de la promotora, aunque resulta prácticamente ilegible.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión en su día adoptada, y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para su resolución, informando que el inciso 4.º del art. 6 de la Constitución de la 
República de Cuba de 1901, recogía el supuesto de naturalización como cubano de 
aquellos residentes en Cuba antes del 11 de abril de 1899 que no se habían inscrito 
en el Registro de españoles contemplado en el art. IX del Tratado de París de 1898, por 
ello el padre de la solicitante, nacido en 1921, no ostentó la nacionalidad española de 
origen por haberla perdido su padre antes de su nacimiento.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1954, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
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2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 5 de diciembre de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya que sólo 
consta que es hijo de ciudadano natural de S., (Salamanca), lo que efectivamente se 
acredita por inscripción registral de nacimiento en dicha localidad en octubre de 1886, 
hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, pudiendo establecerse que era originaria-
mente español pero, también consta que en 1914 declaró su voluntad de renunciar a 
su nacionalidad española para optar por la ciudadanía cubana, con base en el art. 6.4 
de la Constitución cubana de 1901, vigente en aquél momento, el cual hacía referencia 
a los españoles residentes en Cuba en abril de 1899 y que no se hubieran inscrito como 
tales en los Registros correspondientes, así el contemplado en el Tratado de París de 
1898, lo que declara el propio interesado y acredita documentalmente en ese momento, 
esta no inscripción ya suponía su opción por la ciudadanía cubana y la pérdida de la 
española, según el propio tratado, por tanto su hijo y padre de la promotora no fue 
originariamente español, ya que nació en 1921, sin que pueda tenerse en cuenta la 
alegación de la recurrente sobre que su abuelo paterno no ratificó su declaración de 
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voluntad expresada en 1914, puesto que con independencia de ello ya había perdido 
su nacionalidad española.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (46ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. V. N. C., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 16 de octubre de 1965 en S., Camagüey (Cuba), hija de 
A. N. T., nacido en C., Granma (Cuba), el 12 de agosto de 1917 y Georgina Cabrera 
Estrada, nacida en S. (Camagüey), el 23 de marzo de 1927, certificado no literal de 
nacimiento y carné de identidad cubano de la promotora, certificado no literal de naci-
miento del padre de la promotora, hijo de M.-T. N. A. y P. T. H., ambos naturales de 
Canarias, literal de inscripción de nacimiento del abuelo paterno de la promotora, nacido 
en A. (Santa Cruz de Tenerife) en abril de 1886, hijo de ciudadanos también naturales 
de la misma localidad y documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmi-
gración y extranjería en el año 2015, relativos a que el Sr. M.-T. N. A. no consta inscrito 
en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía como naturalizado cubano.
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2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 26 de marzo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo paterno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento del padre de la promotora, por lo que no se ha 
acreditado que en la misma concurran los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que solicitó la nacionalidad española como nieta de ciudadano español por línea paterna, 
su padre es ciudadano cubano pero consta documentalmente, que su abuelo paterno, 
Manuel Toribio Nieves Alayón, no está inscrito en el Registro de Extranjeros en Cuba ni 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, por lo que solicita se revise 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 26 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que sus progenitores eran naturales de las Islas Canarias, constando ins-
cripción de nacimiento del padre, M.-T. N. A., en el Registro Civil de Arona (Santa Cruz 
de Tenerife), dónde había nacido en abril de 1886 e hijo de ciudadanos naturales de la 
misma localidad, también se aportó documentación local relativa a que el precitado no 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de Ciudadanía como 
naturalizado cubano, por tanto no queda debidamente acreditada su nacionalidad en 
1917, cuando nació su hijo y padre de la promotora, no constando tampoco la fecha de 
llegada a Cuba del abuelo paterno de la promotora y si residía allí en 1898 y, en caso 
afirmativo, si se inscribió en el Registro de Españoles, establecido por el Tratado de 
París de 1898, para los nacidos en la península que desearan mantener su nacionalidad 
española, de no ser así se entendía su opción por la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
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que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (47ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra la resolución de la Encargada del Registro Civil 
Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. A. D. C., ciudadano cubano, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 10 de junio de 1970 en 
Cuba, hijo de D. D. S., nacido en G., Artemisa (Cuba) el 4 de abril de 1938 y de L. C. C., 
nacida en G., Pinar del Río (Cuba), el 6 de noviembre de 1944, casados en 1968, certi-
ficado literal de nacimiento del promotor, no consta la naturaleza de sus abuelos, carné 
de identidad cubano del promotor, certificado literal de nacimiento del padre del promotor, 
inscrito en el Registro Civil Consular de La Habana, hijo de M. D. M., natural de M. (Lugo) 
y nacido el 29 de diciembre de 1905, de estado civil soltero y sin que conste su nacio-
nalidad y de M. S. I., natural de H., nacida el 1 de mayo 1913,con marginal de nacionalidad 
española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 
36/2002 del Código Civil, con fecha 14 de enero de 2008, documentos expedidos por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en 2009, relativos a que el abuelo 
paterno del promotor constaba inscrito en el Registro de Extranjeros, en La Habana con 
n.º ….., a los 35 años, es decir en 1940, certificado literal de matrimonio de los padres 
del promotor, el contrayente consta como ciudadano cubano y la fecha de nacimiento de 
la contrayente es 6 de noviembre de 1943, no la que hizo constar el declarante en su 
hoja de datos y copia de documento que resulta ilegible en la mitad de su contenido.
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2. La Encargada del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 8 de febrero de 2018, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que no se ha acreditado que en el mismo concurran los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, especialmente en cuanto a la nacionalidad española originaria de su 
progenitor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que su abuelo nunca adquirió la nacionalidad cubana por 
naturalización, conservando su nacionalidad española, habiendo subsanado en el año 
2009 la inscripción de nacimiento de su padre, ya que se hacía constar que su progenitor 
y abuelo del promotor era natural de España y ciudadano cubano, dato éste que se 
corrigió, añadiendo que su padre, Sr. D. S., no debió ser naturalizado español por opción 
sino que lo era originariamente. Pese a lo manifestado por el recurrente no se ha aportado 
ningún nuevo documento.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso, informando que el expediente de nacionalidad 
del progenitor del optante, Sr. D. S., constaba certificación literal de nacimiento local 
del año 1946, ocho años después del nacimiento, en la que se hace constar que el 
progenitor del inscrito, Sr. D. M., era ciudadano cubano, por tanto hay serias dudas sobre 
la nacionalidad del mismo en 1938 cuando nació su hijo y padre del promotor y 1948 
cuando ya se había naturalizado cubano.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1970, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 14 de enero de 2008 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de 
septiembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil se dictó auto el 8 de febrero de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
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la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1. b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso, el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en abril de 1938, cuando aquél nació, puesto que según documen-
tación local era ciudadano cubano, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (48ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-C. C. F., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que 
hace constar que nació el 16 de julio de 1955 en V., Camagüey (Cuba), hija de L.-R. C. 
M., nacido en M., Villa Clara (Cuba), el 20 de abril de 1917 y E. F. P., nacida en C., Sancti 
Spiritus (Cuba), el 18 de mayo de 1918, certificado no literal de nacimiento de la promotora, 
inscrita en 1960, cinco años después de su nacimiento, carné de identidad cubano de 
la promotora, certificado no literal de nacimiento del padre de la promotora, inscrito en 
1920, tres años después de su nacimiento, hijo de D.-L. C. R., natural de P. y M. M. H., 
de la que no consta su lugar de nacimiento, certificado literal de nacimiento del abuelo 
paterno de la promotora, nacido en A. (Las Palmas) el 30 de abril de 1893, hijo de ciu-
dadanos del mismo municipio, certificados del Ministerio del Interior cubano, Dirección 
de identificación, inmigración y extranjería, expedidos en el año 2015, relativos a que el 
Sr. D.-L. C. R. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, 
certificado no literal de matrimonio de los abuelos paternos, celebrado en Cuba en 1915 
y certificado no literal de defunción del abuelo paterno y del padre de la promotora.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 1 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo paterno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento del padre de la promotora, por lo que no se ha 
acreditado que en la misma concurran los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que solicitó la nacionalidad española como nieta de ciudadano español por línea paterna, 
que su padre es ciudadano cubano pero consta documentalmente que su abuelo paterno, 
D.-L. C. R., no está inscrito en el Registro de Extranjeros en Cuba ni que haya obtenido 
la ciudadanía cubana por naturalización, por lo que solicita se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1955, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
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formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que su progenitor era naturales de las Islas Canarias, constando certificación 
de nacimiento del mismo, D.-L. C. R., en el Registro Civil de Artenara (Las Palmas), dónde 
había nacido en abril de 1893 e hijo de ciudadanos naturales de la misma localidad, 
también se aportó documentación cubana relativa a que el precitado no consta inscrito 
en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de Ciudadanía como naturalizado cubano, 
por tanto no queda debidamente acreditada su nacionalidad en 1917, cuando nació su 
hijo y padre de la promotora, no constando tampoco la fecha de llegada a Cuba del 
abuelo paterno de la promotora y si residía allí en 1898 y, en caso afirmativo, si fue 
inscrito en el Registro de Españoles, establecido por el Tratado de París de 1898, para 
los nacidos en la península que desearan mantener su nacionalidad española, de no 
ser así se entendía su opción por la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (50ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra la resolución de la Encargada del Registro Civil 
Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. A. G. B., ciudadano cubano, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 24 de julio de 1965 en 
Holguín (Cuba), hijo de Á. G. G., nacido en C. (Holguín) el 10 de junio de 1930 y de Esther 
Batista Ricardo, nacida en F., R. (Holguín), el 10 de noviembre de 1933, certificado literal 
de nacimiento del promotor, inscrito en 1971, seis años después de su nacimiento, no 
consta la naturaleza de sus abuelos, marginal de resolución registral de 2009 que 
rectifica el lugar de nacimiento del padre del promotor y el nombre del abuelo paterno, 
es A., carné de identidad cubano del promotor, certificado literal de nacimiento del padre 
del promotor, inscrito en el Registro Civil Consular de La Habana, hijo de A. G. B., natural 
de L. (Orense) y nacido el 26 de octubre de 1889, de estado civil casado y sin que conste 
su nacionalidad y de C. G. S., natural de España, nacida el 26 de mayo 1989, casados 
en 1915, con marginal de nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código 
Civil, según redacción dada por la Ley 36/2002 del Código Civil, con fecha 23 de agosto 
de 2007, literal de inscripción de nacimiento del Sr. G. B., nacido en 1889, el mes resulta 
ininteligible, certificado de bautismo del precitado, aquí se hace constar que nació el 
26 de diciembre de 1889, documentos expedidos por las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería en 2010, relativos a que el abuelo paterno del promotor no 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificación negativa 
de nacimiento en el Registro Civil cubano el Sr. G. B., como nacido el 27 de abril de 
1889, fecha distinta a otros documentos, certificación negativa de ciudadanía del 
precitado, certificado no literal de defunción el abuelo paterno del promotor, partida de 
matrimonio canónico en España en mayo de 1915, literal de partida de bautismo de la 
abuela paterna del promotor, nacida en España en mayo de 1889 y certificado no literal 
de defunción de la precitada.

2. La Encargada del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 1 de diciembre de 2016, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
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por el interesado, ya que no se ha acreditado que en el mismo concurran los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en cuanto a la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que hizo su solicitud como nieto de ciudadano español, no 
como hijo, que su padre recibió la nacionalidad española en 2008, añadiendo que 
presentó toda la documentación correspondiente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
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madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 23 de agosto de 2007 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de diciembre de 2016, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
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el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1. b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso, el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en junio de 1930, cuando aquél nació, puesto que según documen-
tación local no constaba inscrito en el Registro cubano de Extranjeros ni tampoco en el 
de Ciudadanía como naturalizado cubano, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (52ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. V.-E. R. H., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta en apoyo de su pretensión como documentación: hoja decla-
ratoria de datos en la que manifiesta que nació el 30 de noviembre de 1953 en R., Villa 
Clara (Cuba), hija de L.-J. R. V., nacido en S. (Villa Clara) el 25 de agosto de 1909 y de 
E.-M. H. D., nacida en M., Y., Sancti Spiritus (Cuba) el 20 de enero de 1923, casados en 
1951, certificado no literal de nacimiento y carné de identidad cubano de la promotora, 
certificado no literal de nacimiento del padre de la promotora, hijo de L. R. A., nacido en 
Canarias y de E. V. C., nacida en S., partida de bautismo del abuelo paterno de la promotora, 
nacido en A. (Las Palmas) el 21 de mayo de 1879 y bautizado como L.-S., con marginal 
de matrimonio con E. V. C., celebrado en C. (Cuba) el 16 de noviembre de 1908, certificado 
del Ministerio del Interior, sección de Identificación, Inmigración y Extranjería, expedido 
en el año 2016, relativo a que el Sr. Romero Alvarado consta inscrito en el Registro de 
Ciudadanía, ya que con fecha 22 de febrero de 1905 se inscribió su Carta de Ciudadanía 
cubana, siendo su estado civil soltero y su edad 24 años, dato este que no se corresponde 
con su fecha de nacimiento en España, la causa de la naturalización es el art. 6.4 de la 
Constitución cubana vigente, certificación negativa de ciudadanía, expedida en el año 
2011, casi ilegible, certificado no literal de defunción del abuelo paterno de la promotora, 
fallecido a los 60 años en 1942, dato que no se corresponde con su fecha de nacimiento 
en España, certificado literal de matrimonio de los padres de la promotora y certificado 
no literal de defunción de padre de la promotora.

2. Con fecha 3 de julio de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada ya que no se acredita que concurran 
en el mismo los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente la nacionalidad 
española de origen de su progenitor, ya que cuando éste nació en 1909 su progenitor 
era ciudadano cubano, por aplicación de lo establecido en el Tratado de París de 1898, 
ya que residía en Cuba en dicha fecha y no se inscribió en el Registro de españoles 
previsto en dicho tratado para manifestar su voluntad de conservar la nacionalidad, a 
falta de la cual se consideraba que había renunciado a su nacionalidad española y 
optado por la del territorio en el que residían.
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3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, manifestando que su 
solicitud de nacionalidad la hizo como nieta de ciudadano español, añadiendo que lo 
contenido en el Tratado de París no le era aplicable a su abuelo, ya que llegó a Cuba 
después de 1900, no residiendo allí entre 1898 y 1900, habiendo un error en que esa 
circunstancia fuera la base de su naturalización.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión en su día adoptada, y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1953, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 3 de julio de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
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«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya que sólo 
consta que es hijo de ciudadano natural de Canarias, lo que efectivamente se acredita 
respecto de su progenitor, Sr. R. A., por partida de bautismo en la que se hace constar 
su nacimiento en A. (Las Palmas) en mayo de 1879, fecha que no concuerda con la 
edad del precitado en algunos documentos cubanos, como inscripción de Carta de 
Ciudadanía de 1905 y certificado de defunción, no obstante puede establecerse que 
era originariamente español pero, también consta, que obtuvo su Carta de Ciudadanía 
cubana en 1905, lo que suponía su renuncia a la nacionalidad española y además su 
pérdida de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Código Civil español en su 
redacción originaria de 1889, siendo que su hijo y padre de la promotora nació cuatro 
años después, pero además debe tenerse en cuenta que la causa de la naturalización 
que se hizo constar en el Registro de Ciudadanía, el artículo 6.4 de la Constitución 
cubana de 1901, vigente en aquél momento, hacía referencia a los españoles residentes 
en Cuba en abril de 1899 y que no se hubieran inscrito como tales en los Registros 
correspondientes, así el contemplado en el Tratado de París de 1898, esta no inscripción 
ya suponía su opción por la ciudadanía cubana y la pérdida de la española, por tanto la 
promotora no es hija de progenitor originariamente español, sin que pueda tenerse en 
cuenta la alegación de la recurrente sobre que su abuelo paterno llegó a Cuba después 
de 1900, ya que no hay prueba alguna al respecto.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
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no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. Debiendo significarse respecto a las alegaciones de la promotora, sobre que su 
solicitud de opción se hizo sobre su filiación como nieta de ciudadano español que, 
aunque esa hubiera sido su solicitud, tampoco procedería conceder la nacionalidad 
española ya que el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española 
a aquellas personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a 
la nacionalidad española como consecuencia del exilio, debiendo acreditarse ambas 
condiciones, lo que no sucede en el caso de la Sra. R. H., puesto que no se ha aportado 
documento alguno que pruebe que su abuelo salió de España por motivos de exilio o 
en el periodo establecido como tal en la normativa aplicable, del 18 de julio de 1936 
al 31 de diciembre de 1955, sino que residía en Cuba, al menos en 1905, donde además 
obtuvo en dicho año su ciudadanía cubana.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (1ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la Encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-C. M. S., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 12 de octubre de 1958 en G. (Cuba), hija de V. M. M., 
nacido en G. en 1934 y E.-E. S. G., nacida en Cuba, el 2 de diciembre de 1925, certificado 
literal de nacimiento de la promotora, inscrita en 1961, tres años después de su naci-
miento, consta que su abuelo paterno y sus abuelos maternos eran naturales de España, 
carné de identidad cubano de la promotora, certificado literal de nacimiento de la madre 
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de la promotora, consta que su abuelo materno era natural de Canarias, certificado 
literal de nacimiento de la madre de la promotora, inscrita en 1955, treinta años después 
de su nacimiento, hija de M. S. F., natural de España y de M.-F. G. G., natural de España, 
consta nota marginal de rectificación por resolución registral, sin fecha, del nombre de 
la abuela materna, es M.-A.-F., partida de bautismo del abuelo materno de la promotora, 
nacido en S., L. (Asturias), el 31 de mayo de 1863, hijo de J. S. y de V. F., ambos naturales 
de Asturias, documentos de las autoridades cubanas de inmigración y extranjería, 
expedidos en el año 2011, relativos al Sr. S. F., que no consta inscrito en el Registro de 
Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificado de sentencia de divorcio, firme con fecha 
21 de junio de 1969, del matrimonio de los padres de la promotora, del que no consta 
la fecha de celebración.

Posteriormente la interesada es requerida para que aporte nueva documentación, 
concretamente, carta de ciudadanía cubana del abuelo materno, si existiere, carné de 
extranjero o inscripción en el Registro Civil cubano del nacimiento del precitado. La 
interesada aporta certificación negativa de renuncia a la ciudadanía española y adqui-
sición de la cubana y acta literal de matrimonio de los abuelos maternos, celebrado en 
Asturias el 23 de octubre de 1895, en la que la contrayente aparece identificada como 
M.-A.

2. La Encargada del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 9 de noviembre de 2015, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que no se ha acreditado que en la misma concurran los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, especialmente en cuanto a la nacionalidad española originaria de su 
progenitora.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, solicitando que 
se reviste su expediente, que es nieta de ciudadano español que falleció en 1929 y que 
su madre nació en 1925.

Adjunta como documentación; certificado no literal de defunción de su abuelo materno, 
fallecido en Cuba en 1929 y también de su progenitora, fallecida en cuba en 2012.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

5. Posteriormente este centro directivo solicitó de la interesada, a través del Registro 
Civil consular de La Habana, nueva documentación, concretamente documentación 
cubana de inmigración y extranjería actualizada y relativa a su abuelo materno y cualquier 
otra documentación que acreditara que el precitado mantenía su nacionalidad española 
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de origen en 1925 cuando nació su hija y madre de la promotora. La Sra. M. S., ha 
presentado documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y 
extranjería en el año 2021, relativos a que el Sr. S. F. no consta inscrito en el Registro 
de Extranjeros ni en el de Ciudadanía y certificado del Archivo Histórico Provincial de 
Santiago de Cuba, expedido en el año 2021, declarando que entre los documentos en 
materia de Registro de Españoles que conservan la nacionalidad, con arreglo al art. 145 
del Tratado de París, en el n.º 1967 aparece registrado el ciudadano español Sr. M. S. 
F., natural de S., Asturias, de 36 años, fechado el documento el 26 de febrero de 1899.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1958, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de junio 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil se dictó auto el 9 de noviembre de 2015, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo consta que sus progenitores eran naturales de España, constando su certificado 
de bautismo, habiendo nacido el 31 de mayo de 1863 en la localidad asturiana de S., 
hijo de ciudadanos nacidos también en Asturias, también se aportó documentación 
local relativa a que no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, 
situación que se mantiene en la documentación actualizada en 2021 al respecto, por 
tanto no queda debidamente acreditada su nacionalidad en 1925, cuando nació su hija 
y madre de la promotora, no constando tampoco la fecha de llegada a Cuba del abuelo 
materno de la promotora, Sr. M. S. F., pero según documento aportado del Archivo 
Histórico de Santiago de Cuba, si residía allí en 1898 y, según se declara se inscribió 
en el Registro de Españoles, establecido por el Tratado de París de 1898, para los 
nacidos en la península que desearan mantener su nacionalidad española, de no ser 
así se entendía su opción por la ciudadanía cubana, pero el documento suscita dudas 
al respecto ya que hace mención a un artículo inexistente del Tratado y a que la inscripción 
está fechada en febrero de 1899, cuando el Tratado no entró en vigor hasta el 11 de 
abril de ese año, fecha en la que empezó a contarse el plazo de un año, hasta el 11 de 
abril de 1900, para proceder a la declaración e inscripción de los españoles que seguirían 
residiendo en Cuba y deseaban mantener su nacionalidad española.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (3ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J. S. H., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 19 de marzo de 1956 en C., Cienfuegos (Cuba), hijo de 
S.-J. S. H., nacido en C. (Cienfuegos), el 1 de noviembre de 1915 y de J. H. O., nacida en 
C. el 23 de marzo de 1924, casados en 1942, certificado no literal de nacimiento del 
promotor y carné de identidad cubano, certificado no literal de nacimiento del padre del 
promotor, inscrito en 1938, 23 años después de su nacimiento, hijo de M. S. S., nacido 
en A. (Cienfuegos) y de M.-C. H. P., nacida en Canarias, literal español de nacimiento de 
la abuela paterna del promotor, inscrita como D. C., nacida en T. (Las Palmas) en 1898, 
hija de ciudadanos de la misma naturaleza, documento expedido por las autoridades 
cubanas de inmigración y extranjería, expedido en 2011, declarando que M. H. P. consta 
inscrita en el Registro de Extranjeros en Morón y a los 60 años de edad, es decir en 
1958, certificado no literal de matrimonio de los abuelos paternos, celebrado en Cuba 
el 18 de octubre de 1911, certificado no literal de matrimonio de los padres del promotor, 
certificado no literal de defunción del padre del promotor y de la abuela paterna, fallecida 
en 1924 a los 25 años, dato que no se corresponde con la edad y fecha de su supuesta 
inscripción en el Registro de Extranjeros.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 12 de marzo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no ha quedado determinado fehacientemente la nacionalidad española 
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originaria de su progenitor, puesto que la madre de éste originariamente española, 
contrajo matrimonio en 1911 con un ciudadano cubano, lo que suponía la pérdida de 
su nacionalidad, de acuerdo con el art. 22 del Código Civil en su redacción originaria, 
vigente en aquél momento.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que ha probado su relación con su abuela nacida en España y posteriormente se casó, 
pero jamás renunció a su ciudadanía española ni la perdió pese a su matrimonio.

Adjunta como nueva documentación; certificado del Ministerio del Interior cubano, expedido 
en el año 2014, relativo a que M. H. P. consta inscrita en el Registro de Extranjeros, pero 
en este caso la inscripción se formalizó en C. no en M. y no se hace constar edad ni año 
de inscripción y también que no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1956, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 12 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que su progenitora, M.-C. H. P., era natural de Canarias, aportando su ins-
cripción literal de nacimiento, que se produjo en T. (Las Palmas) en 1898 por lo que era 
originariamente española y también consta documento cubano de matrimonio de la 
misma con un ciudadano cubano, celebrado en Cuba en 1911, circunstancia que, de 
acuerdo con el Código Civil entonces vigente, art. 22, afectaba directamente a la nacio-
nalidad de su esposa, ya que esta seguía la nacionalidad del marido, por lo que no 
queda establecido que el padre del promotor, nacido en 1915, fuera originariamente 
español.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. Debiendo significarse respecto a las alegaciones del promotor, que el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
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concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas que 
sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio, debiendo acreditarse ambas condiciones, lo que no 
sucede en el caso del Sr. S. H., puesto que su abuela paterna, no consta que perdiera 
su nacionalidad española por motivo del exilio, ya que no se aportó documento alguno 
al respecto de los establecidos en la norma para acreditar tales circunstancias.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (4ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-I. M. G., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 3 de marzo de 1959 en C., Matanzas (Cuba), hija de O.-M. 
M. F. y B.-M. G. J., ambos nacidos en C. (Matanzas), el 25 de diciembre de 1924 y 8 de 
octubre de 1931, respectivamente, casados en 1950, certificado no literal de nacimiento 
de la promotora y carné de identidad cubano, certificado no literal de nacimiento de la 
madre de la promotora, inscrita en 1946, doce años después de su nacimiento, hija de 
A.-E. G. N., natural de F., España y de A. J. J., natural de C., literal de inscripción de 
nacimiento del abuelo materno de la promotora, A.-E. G. N., nacido en C. (A Coruña) el 
22 de mayo de 1898, hijo de ciudadanos de la misma localidad, documentos expedidos 
por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en 2011, relativos a que el Sr. 
A.-E. G. N. no esté inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificación 
negativa de Ciudadanía en el Registro Civil de Cárdenas y certificado no literal de matri-
monio de los padres de la promotora.
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2. Con fecha 1 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil dicta auto denegando 
lo solicitado por la Sra. M. G., ya que en virtud de la documentación presentada no 
puede determinarse fehacientemente que el abuelo materno de la interesada siguiese 
ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hija y madre 
de aquella, por lo que no queda acreditada la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, alegando que 
su solicitud fue como nieta de A.-E. G. N., nacido en C., España, habiendo probado su 
relación de filiación y su condición de ciudadano español hasta su fallecimiento, aña-
diendo que aporta acreditación de que su abuelo, identificado como E. G. P., si consta 
inscrito en el Registro de Extranjeros y en otros documentos cubano, ya que al llegar a 
Cuba cambió su segundo apellido por el de P., que era el segundo apellido de su abuelo 
materno.

Adjunta como documentación; extracto de acta de nacimiento del abuelo materno, 
certificado de subsanación de errores en la principal de nacimiento de la madre de la 
promotora, por resolución del año 2015, en el sentido de que el primer nombre del 
padre es A. y el segundo apellido N., certificado del Ministerio del Interior cubano, 
expedido en el año 2009, no consta inscrito en el Registro de Extranjeros como A.-E. G. 
N., certificado del Archivo Histórico Municipal de Cárdenas, relativo a que consta en el 
Libro de Radicación de Extranjeros el Sr. E. G. P., con fecha 22 de mayo de 1942, a los 
44 años de edad, renovada la inscripción en 1943, certificado de matrimonio eclesiástico 
en Cuba en1941 del Sr. A.-E. G. P., hijo de V. G. y M. P., el apellido de la madre no 
corresponde y tampoco se corresponde el segundo apellido de la contrayente A. J. J. es 
J., certificado de bautismo cubano de la madre de la promotora como M., no B.-M., con 
errores en las fechas, aparece bautizada en 1932 y nacida en 1939, certificado no 
literal de defunción del Sr. E. G. P., documentos de las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería, expedidos en el año 2019, relativos a que el Sr. A.-E. G. N. no consta inscrito 
en el Registro de Ciudadanía y sí que consta en el Registro de Extranjeros como E. G. 
P., en C. a los 30 años, es decir en 1928 e inscripción literal de nacimiento completa 
del abuelo materno de la promotora, consta que su abuela materna es A. N. P.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el que se ratifica en el auto impugnado a la vista de la nueva documentación 
aportada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
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de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen a la nacida en Cuba en 1959, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado debidamente la nacionalidad originariamente española de su progenitora, 
posición que el órgano en funciones de Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificado no literal cubano de nacimiento de la 
interesada, certificado no literal de nacimiento cubano de su madre e inscripción literal 
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de nacimiento española de su abuelo materno, A.-E. G. N., nacido en un municipio de 
la provincia de C. en 1898, hijo de ciudadanos de la misma localidad, por lo que era 
originariamente español, pero también se han presentado documentos cubanos que 
no acreditan que mantenía su nacionalidad española en 1931 cuando nació su hija y 
madre de la promotora, ya que no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el 
de Ciudadanía como A.-E. G. N., aunque según documento unido al recurso si aparece 
en el primero de los registros mencionados como E. G. P., habiendo cambiado el segundo 
apellido cuando llegó a Cuba, según la recurrente, aunque no consta que el cambio se 
documentara mediante resolución registral o estuviera tramitado legalmente, por lo que 
hay documentación diferente con las diferentes filiaciones, estas contradicciones impiden 
tener por acreditada que los datos correspondan a la misma persona y ésta sea el 
abuelo materno de la promotora que era originariamente español y, por tanto, que éste 
mantuviera su nacionalidad cuando nació la madre de la promotora en 1931.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que 
se cumplan los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (5ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M. V. C., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 23 de agosto de 1955 en Guantánamo (Cuba), hija de 
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V.-L. V. G. y M. C. P., ambos nacidos en Guantánamo, el 5 de septiembre de 1923 y 29 
de septiembre de 1932, respectivamente, certificado no literal de nacimiento de la 
promotora, inscrita en 1962, siete años después de su nacimiento, carné de identidad 
cubano de la promotora, certificado no literal de nacimiento de la madre de la promotora, 
inscrita en 1974, 42 años después de su nacimiento, hija de M. C. P., natural de España 
y P. P., nacida en Jamaica, certificado de bautismo del abuelo materno, nacido en A. 
(Las Palmas) el 7 de mayo de 1870, hijo de ciudadanos nacidos en S. (Las Palmas), 
documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el 
año 2015, relativo a que el Sr. C. P. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni 
en el Registro de Ciudadanía y certificado no literal de defunción de la madre de la 
promotora.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 20 de marzo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de la madre de la promotora, por lo que no se 
ha acreditado que en la misma concurran los requisitos establecidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, mostrando su 
disconformidad con el mismo.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1955, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 188 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo consta que su progenitor era natural de España, constando certificación de bautismo 
del mismo en la localidad de A. (Las Palmas), dónde había nacido el 7 de mayo de 1870, 
hijo de ciudadanos naturales de la misma provincia, también se aportó documentación 
cubana relativa a que el precitado no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en 
el Registro de Ciudadanía como naturalizado cubano, por tanto no queda debidamente 
acreditada su nacionalidad en 1923, cuando nació su hija y madre de la promotora, no 
constando tampoco la fecha de llegada a Cuba del abuelo materno de la promotora y 
si residía allí en 1898 y, en caso afirmativo, si fue inscrito en el Registro de Españoles, 
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establecido por el Tratado de París de 1898, para los nacidos en la península que 
desearan mantener su nacionalidad española, de no ser así se entendía su opción por 
la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (6ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M. S. V., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 23 de diciembre de 1943 en B., Artemisa (Cuba), hija de 
E. S. D. y L. V. G., ambos nacidos en B., el 1 de diciembre de 1913 y el 29 de julio de 
1925, respectivamente, certificado no literal de nacimiento de la promotora, inscrita en 
1946, tres años después de su nacimiento, carné de identidad cubano de la promotora, 
certificado no literal de nacimiento del padre de la promotora, consta como lugar de 
nacimiento G. y es hijo de P. S. T. y C. D. C., ambos nacidos en España, el primero en 
Burgos y la segunda en Canarias, literal de inscripción de nacimiento de la abuela 
paterna de la promotora, el documento está incompleto respecto a la fecha de nacimiento, 
estando inscrita en el Registro Civil de Valle Gran Rey (Santa Cruz de Tenerife), hija de 
ciudadanos de la misma naturaleza, certificado no literal de matrimonio de los abuelos 
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paternos de la promotora, el documento está incompleto y no consta la fecha, el con-
trayente tiene 32 años y su cónyuge 30, certificado del Ministerio del Interior cubano, 
expedido en el año 2015, relativo a que la abuela paterna de la promotora no consta 
inscrita en el Registro de Ciudadanía y certificados no literales de defunción del padre 
de la promotora y de su progenitora.

El Registro Civil Consular requiere a la interesada, para que comparezca con fecha 29 
de mayo de 2014, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; 
certificado de inscripción en el Registro de Extranjeros de los abuelos paternos de la 
promotora. Según informa el Encargado del Registro Civil consular la interesada no 
cumplimentó correctamente lo solicitado.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 1 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber cumplido los requerimientos de documentación efectuados, 
por lo que no ha quedado acreditado que se encontraba comprendida dentro del ámbito 
de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que 
no ha quedado determinada la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso, contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que aportó la documentación en noviembre 
del año 2015, por lo que solicita que se revise su expediente.

Adjunta como documentación: certificado del Ministerio del Interior cubano, expedido 
en el año 2015, relativo a que el abuelo paterno de la promotora no consta inscrito en 
el Registro de Ciudadanía y certificado no literal de matrimonio de los abuelos paternos 
de la promotora, igual al que ya constaba en el expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1943, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que sus progenitores eran 
naturales de España, el padre de la provincia de Burgos y la madre en Canarias, habién-
dose presentado inscripción de nacimiento de la misma en la localidad de V. (Santa 
Cruz de Tenerife) en fecha no determinada al estar incompleto el documento, si se 
aprecia que es hija de ciudadanos de la misma naturaleza, no constando inscripción 
de nacimiento del progenitor y abuelo paterno de la promotora, en todo caso lo que no 
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queda probado de forma fehaciente por la documentación local aportada, es que 
mantuvieran su nacionalidad originariamente española cuando nació su hijo y padre 
de la promotora en 1913, ya que no consta su inscripción en el Registro de Extranjeros, 
pese a ser requerida expresamente, sólo que no constan en el Registro de Ciudadanía, 
según las autoridades cubanas en la materia.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (7ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. G. R. L., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 17 de agosto de 1935 en M., H. (Cuba), hija de F. R. G., 
nacido en H., el 25 de febrero de 1901 y E.-M. L. H., nacida en H. (Cuba), el 21 de 
septiembre de 1904, casados en 1958, certificado no literal de nacimiento de la pro-
motora y carné de identidad, certificado no literal de nacimiento de la madre de la 
promotora, hija de V. L. D. y J. H. B., ambos naturales de Canarias, certificado de bautismo 
español del Sr. L. D., nacido en S. (Santa Cruz de Tenerife) el 5 de abril de 1854, hijo 
de ciudadanos de la misma localidad, documentos expedidos por las autoridades cubanas 
de inmigración y extranjería en el año 2016, relativos a que el abuelo materno de la 
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promotora no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, cer-
tificado no literal de matrimonio de los padres de la promotora y certificado no literal 
de defunción del abuelo materno de la promotora, fallecido en 1944 a los 99 años, dato 
que no se corresponde con su fecha de nacimiento en España.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 18 de junio de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de la madre de la promotora, por lo que no se 
ha acreditado que en la misma concurran los requisitos establecidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
su disconformidad con la denegación de su solicitud y autorizando a su hija, por motivos 
de salud, para realizar los trámites que se consideren necesarios para la revisión de su 
petición.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1935, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 18 de junio de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo consta que sus progenitores eran naturales de las Islas Canarias, constando cer-
tificación de bautismo de su padre, V. L. D., que había nacido en abril de 1854 en S. 
(Santa Cruz de Tenerife), hijo de ciudadanos naturales de la misma localidad, también 
se aportó documentación cubana relativa a que el precitado no consta inscrito en el 
Registro de Extranjeros ni en el Registro de Ciudadanía como naturalizado cubano, por 
tanto no queda debidamente acreditada su nacionalidad en 1904, cuando nació su hija 
y madre de la promotora, no constando tampoco la fecha de llegada a Cuba del abuelo 
materno de la promotora y si residía allí en 1898 y, en caso afirmativo, si fue inscrito en 
el Registro de Españoles, establecido por el Tratado de París de 1898, para los nacidos 
en la península que desearan mantener su nacionalidad española, de no ser así se 
entendía su opción por la ciudadanía cubana.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (8ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. H. N. M. o M., según los documentos que se examinen, ciudadano cubano, presenta 
solicitud en el Consulado de España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007, Disposición adicional séptima, adjunta en apoyo 
de su pretensión como documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 28 de abril, aunque no hace constar el año, en C., Matanzas (Cuba), hijo 
de T. N. I., nacido en Cuba, el 15 de septiembre de 1944 y de V. M. D., nacida en Cuba 
el 6 de marzo de 1948, casados en 1965, certificado no literal de nacimiento del pro-
motor, inscrito como H. N. M., nacido en 1967, carné de identidad cubano del promotor, 
en el que su segundo apellido es M., certificado no literal de nacimiento de la madre 
del promotor, inscrita en 1952, cuatro años después de su nacimiento, como V. M. D., 
hija de J. M. R., natural de S. (Las Palmas) y A. D. P., natural de Cuba, certificado de 
bautismo español del abuelo materno del promotor, J. M. R., nacido en S., en abril de 
1909, hijo de ciudadanos nacidos en la misma localidad, documentos expedidos por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2016, relativo a que el 
Sr. J. M. R., consta inscrito en el Registro de Extranjeros a la edad de 27 años, es decir 
en 1936 y también consta inscrito en el Registro su Carta de Ciudadanía, con fecha 13 
de mayo de 1944, a la edad de 35 años y certificado no literal de matrimonio de los 
padres del promotor, la madre consta como M.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 196 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

2. Con fecha 16 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por el interesado ya que el abuelo del solicitante se 
naturalizó cubano en 1944, perdiendo de esa forma la nacionalidad española, de acuerdo 
con lo establecido en el art. 20 del Código Civil en su redacción originaria, por lo que 
su progenitora, nacida en 1948, no ostentó la nacionalidad española de origen, no 
concurriendo los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, encabezando su escrito 
como H. N. M., manifestando que su solicitud de nacionalidad la hizo como nieto de 
ciudadano español, no por su progenitora, por lo que se ha cometido un error al valorar 
los datos.

Adjunta como nueva documentación, certificado del Ministerio del Interior (Identificación 
y Registros), expedido en el año 2012, relativo a que J. M. R. se registró, sin mencionar 
en que registro, a los 27 años de edad, certificación negativa de ciudadanía, expedida 
en el 2012 y certificado no literal de defunción del abuelo materno.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión en su día adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en La Habana (Cuba) en 1959, en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».



M
inisterio de Justicia

◄ 197 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 16 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya que sólo 
consta que es hija de ciudadano natural de S. (Las Palmas), no aportándose inscripción 
registral del nacimiento del abuelo materno, sólo certificado de bautismo, en el que 
consta que nació en la citada localidad en 1909, hijo de ciudadano nacido en S. y ciu-
dadana nacida en S., pero consta documentación local aportada, en la que el apellido 
del promotor es unas veces M., como en su certificado no literal de nacimiento y otras 
M., como en su carné de identidad cubano, y en la que también se informa que el abuelo 
del precitado obtuvo su carta ciudadanía cubana en mayo de 1944, por lo que, de 
acuerdo con el artículo 20 del Código Civil español en su redacción originaria de 1889, 
perdió su calidad de español lo que dio lugar a que su hija y madre de la promotora 
naciera en 1948 cubana, y por tanto el promotor no sea hijo de progenitora originaria-
mente española, pese a los documentos aportados en vía de recurso, sin legalizar, que 
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en sentido totalmente contrario señalan que el Sr. M. R. no estaba inscrito en el Registro 
de Ciudadanía.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. Debiendo significarse respecto a las alegaciones de la promotora, que el apartado 
segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas que 
sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio, debiendo acreditarse ambas condiciones, lo que no 
sucede en el caso del Sr. N. M./M., puesto que su abuelo materno, no consta que perdiera 
su nacionalidad española por motivo del exilio, ya que no se aportó documento alguno 
al respecto de los establecidos en la norma para acreditar tales circunstancias, ni que 
saliera de España en el periodo establecido por la ley precitada como periodo de exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (9ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. N. P. R., ciudadano cubano, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
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hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 19 de septiembre de 1959 
en S., Villa Clara (Cuba), hijo de J.-Y. P. P., nacido en M. (Villa Clara) el 25 de enero de 
1922 y de A.-C. R. R., nacida en S. (Villa Clara), el 11 de junio de 1936, casados en 
2003, certificado no literal de nacimiento del promotor, inscrito en 1972, trece años 
después de su nacimiento, carné de identidad cubano del promotor, certificado no literal 
de nacimiento del padre del promotor, hijo de Á.-C.-M.-N. P. C., nacido en B. (Santa Cruz 
de Tenerife) y de M. P. A., de la que no consta lugar de nacimiento, certificado de notas 
marginales, relativa a que en la de nacimiento del precitado se modificó por resolución 
del año 2000 el nombre del padre, es Á.-C.-M.-N., que el segundo apellido es C. y el 
lugar de nacimiento B., literal de nacimiento del padre del promotor, inscrito en el Registro 
Civil consular de La Habana, hijo de Á.-C. P. C., natural de B. en 1883, sin que se haga 
constar su nacionalidad y de M. P. A., nacida en 1896, aunque no consta el lugar, y de 
la que tampoco consta su nacionalidad, con marginal de nacionalidad española por la 
opción del art. 20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 36/2002 del 
Código Civil, con fecha 16 de febrero de 2007, literal de inscripción de nacimiento del 
Sr. Á.-C.-M.-N. P. C., documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería en 2009, relativos a que el precitado no consta inscrito en el Registro de 
Extranjeros ni en el de Ciudadanía y certificado del Ministerio del Interior cubano, expedido 
en el año 2010, relativo a que el Sr. Á. P. H. consta inscrito en el Registro de Extranjeros, 
en S. a los 56 años.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 5 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que no se ha acreditado fehacientemente que su abuelo paterno 
siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento del padre 
del promotor, por lo que en el solicitante no concurren los requisitos establecidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. especialmente 
en cuanto a la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que el certificado de inscripción de su abuelo en el Registro 
de Extranjeros refleja que su abuelo continuaba ostentando su nacionalidad española 
cuando nació su padre.

Adjunta como documentación varias inscripciones de nacimiento en el Registro Civil 
consular de La Habana, correspondientes a tres hermanos del padre del promotor, en 
las que consta su nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil y 
un primo, que la ostenta por la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, no constando si su padre, tío del promotor, también optó a la nacionalidad 
española, como si hizo el padre del promotor.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
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con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1959, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 16 de febrero de 2007 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de octubre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 5 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
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las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso, el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en enero de 1922, cuando aquél nació, puesto que según documen-
tación local no constaba inscrito en el Registro cubano de Extranjeros ni tampoco en el 
de Ciudadanía como naturalizado cubano, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
sin que pueda tenerse en cuenta el documento aportado en fase de recurso, ya que se 
refiere a la inscripción en el Registro de Extranjeros de Á. P. H., no coincidente con el 
abuelo paterno del promotor en parte del nombre y en el segundo de los apellidos, por 
lo que no puede tenerse por acreditado que corresponda a la misma personal.

Debiendo significarse respecto a la documentación aportada sobre varios familiares 
directos del promotor, que los tres hermanos de su progenitor, hijos de Á.-C. P. C., ostentan 
la nacionalidad española con base en la misma norma que el padre del ahora recurrente, 
art. 20.1. b del Código Civil, y el otro familiar, al parecer primo del promotor, la ostenta 
por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, pero no consta si su padre y 
tío del promotor, optó a la nacionalidad española como si hizo el padre del promotor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 11 de julio de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. R.-B. F. P., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 2 de junio de 2011 en H. (Cuba), hijo de B.-Á. F. B., nacido 
en H., el 2 de octubre de 1914 y de Y.-P. P. R., nacida en H., el 17 de marzo de 1929, 
casados en 1949, certificado no literal de nacimiento del promotor, inscrito en 1972 y 
nacido el 2 de junio de 1949, carné de identidad cubano del promotor, expedido en 
1994, certificado literal de nacimiento del padre del promotor, hijo de J. F. V., natural 
de España y M. B. G., natural de H., consta que los abuelos paternos son naturales de 
España, literal de inscripción de nacimiento española del abuelo paterno del promotor, 
nacido en R. (Lugo) el 27 de marzo de 1886, hijo de ciudadanos de la misma provincia, 
certificado de la Capitanía del Puerto de La Habana, expedido en el año 1960, relativo 
a la llegada a La documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y 
extranjería en 2012, relativo a que el abuelo paterno del promotor, no consta inscrito 
en el Registro de Extranjería ni en el Registro de Ciudadanía y certificado no literal de 
defunción del padre del promotor.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 17 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo paterno del 
promotor siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
del padre del promotor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, mostrando su 
disconformidad con el mismo y manifestando que aporta nueva documentación.

Adjunta como nueva documentación; certificado no literal de matrimonio de los abuelos 
paternos, casados en Cuba en 1906, consta que el contrayente tiene 23 años, dato que 
no se corresponde con su fecha de nacimiento en España.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1949, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 17 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que su progenitor, J. F. V., era natural de España, aportándose para acreditarlo 
inscripción su registral de nacimiento de nacido en R. (Lugo), en marzo de 1886, hijo 
de ciudadanos nacidos en la misma provincia, por lo que era originariamente español, 
pero no puede tenerse por determinado que mantuviera dicha nacionalidad en 1914 
cuando nació su hijo y padre del promotor, por lo que no queda establecido que éste 
fuera originariamente español, ya que la documentación cubana aportada, no es sufi-
cientemente acreditativa, además no consta la fecha de llegada a Cuba del abuelo 
paterno del promotor, Sr. F. V. y si residía allí en 1898, en cuyo caso debía constar su 
inscripción o la de sus progenitores, dada su minoría de edad, en el Registro de españoles 
establecido por el Tratado de París de 1898, para aquellos nacidos en la península que 
desearan mantener su nacionalidad española, en caso contrario se entendía que optaba 
por la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 11 de julio de 2022 (11ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M. R. M., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 24 de septiembre de 1964 en S., hija de A. R. C., nacido 
en B., Guantánamo (Cuba), el 25 de octubre de 1940 y de M.-M. M. M., nacida en Cuba, 
el 19 de noviembre de 1933, certificado no literal de nacimiento de la promotora, inscrita 
en 1968, cuatro años después de su nacimiento y carné de identidad cubano, certificado 
no literal de nacimiento de la madre de la promotora, inscrita en 1952, 19 años después 
de su nacimiento, hija de M. M. P., nacido en Islas Baleares, España y M.-L. M. G., nacida 
en Canarias, España, literal de inscripción de nacimiento de la abuela materna de la 
promotora, nacida en Las Palmas el 1 de diciembre de 1912, hija de ciudadanos de la 
misma naturaleza, pasaporte español de la precitada, expedido en 1996, certificado 
no literal de matrimonio de los abuelos maternos, celebrado en Cuba en 1930, literal 
de inscripción de nacimiento del abuelo materno de la promotora, nacido en C. (Islas 
Baleares) el 2 de noviembre de 1900, hijo de ciudadanos de la misma localidad, docu-
mentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 
2012, declarando que el precitado no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni 
en el de Ciudadanía, certificado no literal de defunción de la abuela materna de la 
promotora, de su progenitora y de su abuelo materno, certificado de soltería de la madre 
de la promotora, certificados del Archivo Histórico Provincial de Santiago de Cuba, 
relativos a que de los abuelos maternos de la promotora no consta inscrita su opción a 
la ciudadanía cubana y renuncia a la española entre 1902 y 1970 y certificados negativos 
de inscripción de nacimiento del Sr. M. P., entre 1900 y 1974, fecha en la que falleció.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 19 de marzo de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida dentro 
del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, 
ya que no ha quedado determinado fehacientemente que su abuelo materno siguiese 
ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento de la madre de la 
interesada, por lo que no se acredita la nacionalidad española originaria de aquella.
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3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que hay un error al plantear que solicitó su nacionalidad por su madre, ya que ésta es 
ciudadana cubana hija de padres españoles, pero que su abuelo nunca renunció a su 
nacionalidad española, aunque no se inscribiera como español en el registro cubano, 
siendo también española su esposa, que si tuvo carnet de extranjero y cobraba pensión 
del estado español, añadiendo que con la misma documentación otros familiares, 
descendientes de sus abuelos maternos, han obtenido la nacionalidad española.

Adjunta como nueva documentación; carné de identidad cubano de la abuela materna 
de la promotora, expedido en 1997, como ciudadana española que llegó a Cuba en 
1920, partida de bautismo del abuelo materno y copias de las inscripciones de nacimiento 
en el Registro Civil Consular de dos tíos maternos, en las que no se hace constar la 
nacionalidad de sus progenitores y en ambos casos hay inscripción marginal de nacio-
nalidad por la opción del art. 20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 
36/2002.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1964, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
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2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 19 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo consta que sus progenitores, M. M. P. y M.-L. M. G., eran naturales de España, 
estando acreditado su nacimiento en C. en 1900 y P. en 1912, respectivamente, por lo 
que eran originariamente españoles, también consta documento literal de matrimonio 
de los mismos, celebrado en Cuba en 1930, pero no ha quedado plenamente acreditado, 
por la documentación local aportada, que el Sr. M. P. mantuviera su nacionalidad española 
en 1933 cuando nació su hija y madre de la promotora, circunstancia que, de acuerdo 
con el Código Civil entonces vigente, art. 22, afectaba directamente a la nacionalidad 
de su esposa, Sra. M. G., ya que esta seguía la nacionalidad del marido, por lo que no 
queda establecido que la padre de la promotora fuera originariamente española.

Esta falta de determinación de la nacionalidad española de los abuelos maternos en el 
momento del nacimiento de sus hijos, también se hace constar en las inscripciones de 
nacimiento de los dos tíos de la promotora aportadas por ésta, motivo por el que obtu-
vieron la nacionalidad por la opción del art. 20.1.b del Código Civil y no nacieron origi-
nariamente españoles.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. Debiendo significarse respecto a las alegaciones de la promotora, que el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas que 
sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio, debiendo acreditarse ambas condiciones, lo que no 
sucede en el caso de la Sra. R. M., puesto que su abuelo materno, no consta que perdiera 
su nacionalidad española por motivo del exilio, ya que no se aportó documento alguno 
al respecto de los establecidos en la norma para acreditar tales circunstancias y además 
residía en Cuba al menos en 1930, fecha de su matrimonio, antes del periodo establecido 
como del exilio en ley precitada.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 11 de julio de 2022 (12ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M. B. M., ciudadana cubana, presenta escrito ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 24 de mayo de 1967 en 
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D. (Cuba), hija de M.-Á. B. V. e I.-A. M. B., ambos nacidos en H., en 1944 y 1938, res-
pectivamente, casados en 1963, certificado no literal de nacimiento de la promotora y 
carné de identidad cubano, inscripción literal de nacimiento en el Registro Civil Consular 
de La Habana de la madre de la promotora, hija de J. M. T., nacido en S., S. (Islas Baleares) 
el 25 de octubre de 1905, casado y sin que se haga constar su nacionalidad y de M.-I. 
B. M., nacida en H., el 24 de noviembre de 1926, casada y de nacionalidad cubana, con 
marginal de nacionalidad española de la inscrita por la opción del art. 20.1.b del Código 
Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002, con fecha 14 de febrero de 2007 y 
documento expedido en el año 2014 por las autoridades cubanas de inmigración y 
extranjería relativo al Sr. M. T., declarando que consta inscrita en el Registro de Ciudadanía 
su carta de naturalización con fecha 14 de octubre de 1937.

2. El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 21 de septiembre 
de 2017 deniega lo solicitado por la interesada, según lo establecido en su Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia, ya que no se han acreditado los 
requisitos exigidos, especialmente la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

3. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que la denegación de su solicitud es un error, por lo que 
solicita una revisión de su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1967, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 14 de febrero de 2007 e inscrita en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 21 de septiembre de 2017, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
su madre no fue española de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su 
informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
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la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (2ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don N. I. F., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, Disposición 
adicional séptima, adjunta en apoyo de su pretensión como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 4 de abril de 1975 en C., Matanzas 
(Cuba), y es hijo de don J. I. M., nacido el 27 de abril de 1944 en Matanzas y de doña 
B-O. F. S., nacida en B., Matanzas el 2 de septiembre de 1944, casados en 1968; carné 
de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento del promotor; certificado literal 
cubano de nacimiento del padre del promotor; certificado literal de inscripción española 
de nacimiento del abuelo paterno del interesado, don J. I. L., nacido en Santa Cruz de 
Tenerife el 27 de febrero de 1896, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza; docu-
mentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 
2011, relativos a que el Sr. I. L., consta inscrito en el Registro de Extranjeros a los 41 
años, es decir en 1937; certificado no literal de matrimonio de los padres del promotor; 
certificado no literal de defunción del abuelo paterno del promotor y certificado no literal 
de defunción del padre del promotor.

2. Con fecha 26 de abril de 2018, la Encargada del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por el interesado ya que de la documentación aportada 
no ha quedado acreditado que en él concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, manifestando que solicitó 
la nacionalidad como nieto de un ciudadano español, su abuelo paterno, del que presentó 
documentación que lo acreditaba.

Adjunta como documentación certificado no literal de nacimiento propio y certificado 
del Ministerio del Interior cubano, relativo a que el abuelo paterno no consta inscrito en 
el Registro de Ciudadanía y sí en el de Extranjeros.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión en su día adoptada, y remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

Consta en este Centro Directivo documento perteneciente al expediente de nacionalidad 
de un tío paterno del promotor, relativo a la inscripción en el Registro de Ciudadanía de 
la Carta de naturalización otorgada al abuelo paterno del promotor el 31 de marzo de 
1944, a los 49 años de edad y con base en el art. 13.b) de la Constitución cubana 
vigente en dicha fecha.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1975, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil se dictó auto el 26 de abril de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
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no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya que sólo 
consta que es hijo de Jacinto Izquierdo López, ciudadano natural de Santa Cruz de 
Tenerife, lo que efectivamente se acredita según inscripción de nacimiento de 1896, 
pero también consta que el precitado, abuelo paterno del promotor, obtuvo su carta de 
naturalización como ciudadano cubano el 31 de marzo de 1944, renunciando a su 
nacionalidad anterior, siendo inscrita en el Registro cubano correspondiente, por lo que, 
de acuerdo con el artículo 20 del Código Civil español en su redacción originaria de 
1889, perdió su calidad de español, lo que dio lugar a que el padre del promotor en un 
mes después, en abril de 1944, naciera ciudadano cubano, por tanto el promotor no 
es hijo de progenitor originariamente español.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. Debiendo significarse respecto a las alegaciones del promotor, sobre que su intención 
era solicitar la opción de nacionalidad por su filiación como nieto de ciudadano español, 
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que aunque esa hubiera sido su solicitud tampoco procedería concederle la nacionalidad 
española ya que el apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española 
a aquellas personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a 
la nacionalidad española como consecuencia del exilio, debiendo acreditarse ambas 
condiciones, lo que no sucede en el caso del Sr. Izquierdo Fernández, puesto que su 
abuelo paterno, no consta que perdiera su nacionalidad española por motivo del exilio, 
ya que no se aportó documento alguno al respecto de los establecidos en la norma para 
acreditar tales circunstancias.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (6ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª P-N. N. L., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud, entre otros 
documentos: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 24 de febrero 
de 1950 en C., La Habana (Cuba) y es hija de don M. N. E., ciudadano cubano; carnet 
de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la promotora; certificado 
cubano de nacimiento del padre de la solicitante; certificado de bautismo español del 
abuelo paterno de la interesada, nacido en 1874 en J., Lugo (España); documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo; certificación de ciudadanía cubana del abuelo 
paterno en 1916.

2. Con fecha 2 de julio de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada, estimando que el abuelo 
paterno de la interesada no se inscribió en el Registro General de Españoles establecido en 
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el Tratado de París de 1898, no constando prueba de declaración de conservación de la 
nacionalidad española del citado abuelo, por lo que no queda probado que en el momento 
del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, el abuelo ostentase la nacionalidad española, 
no quedando establecido que en la interesada concurran los requisitos previstos en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la 
acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y el Encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1950, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto de fecha 2 de julio de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 218 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificados cubanos de nacimiento de la interesada 
y de su padre, así como certificado español de bautismo del abuelo paterno de la 
interesada, don M-M. N. N., nacido en 1874 en Lugo, España. Se han aportado docu-
mentos de inmigración y extranjería que certifican que el citado abuelo no se encuentra 
inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de Ciudadanía que haya 
obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Asimismo, se ha aportado certificación 
de carta de ciudadanía cubana del abuelo paterno, de fecha 25 de septiembre de 1916, 
en la que se consigna que éste se acoge al derecho de naturalizarse cubano, renunciando 
a la nacionalidad española, en virtud del inciso 4.º del artículo 6 de la Constitución de 
la República de Cuba de 1901, toda vez que llegó a Cuba antes del 11 de abril de 1899 
y que no está inscrito en el Registro General de Españoles establecido por el Tratado 
de París de 10 de diciembre de 1898. Por tanto, en el momento de nacer su hijo, en 
fecha 4 de marzo de 1920, aquel (abuelo paterno) no ostentaba la nacionalidad española 
por lo que el padre de la solicitante no es español de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (7ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª A. R. L., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 11 de mayo de 1976 en Matanzas (Cuba) y es hija de don H. R. G., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la 
promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; certificados 
de nacimiento y bautismo español del abuelo paterno de la solicitante, nacido en 1905 
en S., Canarias (España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo de la 
interesada.

2. Con fecha 24 de julio de 2018, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido que 
en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieta de abuelo español 
de origen y aportando documentos de inmigración y extranjería a nombre de don M-C. 
R. G.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 11 de mayo de 1976, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de octubre 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 24 de julio de 2018, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y certificado de nacimiento cubano de su progenitor, donde 
consta que es hijo de don M-C. R. G., nieto por parte paterna de Daniel y María. Asimismo, 
se aporta partida española de bautismo de su abuelo paterno, don M. R. G., hijo de don 
D. y doña M., nacido el 1 de febrero de 1905, y certificación española de nacimiento a 
nombre de don M-C. R. G., hijo de don L. y R., nacido el 24 de junio de 1905. También 
se aportaron certificaciones de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano a nombre de don M-C. R. G., constando inscrito en el Registro de 
Extranjeros, a los 33 años de edad, y no constando inscrito en el Registro de Ciudadanía. 
Visto lo común de ese nombre y apellidos, y que la inscripción española de nacimiento 
aportada (el inscrito es hijo de Luciano y Ramona) no correspondía al abuelo paterno, 
no queda acreditado que las certificaciones de Inmigración y Extranjería aportadas 
correspondan al abuelo paterno. Revisado el recurso, se aporta certificación positiva 
de Extranjería, que no está debidamente legalizada, a nombre de don M. R. G., a la edad 
de 48 años, donde tampoco consta filiación, fecha de nacimiento u otros datos que 
permitan acreditar que se trata del abuelo. De estos certificados y de la restante docu-
mentación aportada al expediente no queda acreditado fehacientemente que el abuelo 
de la interesada, natural de España, siguiese ostentando la nacionalidad española en 
fecha 28 de octubre de 1945, momento del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, 
por lo que no queda acreditado que éste hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 12 de julio de 2022 (8ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución de la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don E. R. L., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 27 de junio de 1973 en Matanzas (Cuba) y es hijo de don H. R. G., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento del promotor; 
certificado cubano de nacimiento del progenitor del interesado; certificados de nacimiento 
y bautismo español del abuelo paterno del solicitante, nacido en 1905 en S., Canarias 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo del interesado.

2. Con fecha 24 de julio de 2018, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido que 
en el interesado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieto de abuelo español 
de origen y aportando documentos de inmigración y extranjería a nombre de don M. R. G.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 27 de junio de 1973, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de octubre 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 24 de julio de 2018, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano del interesado y certificado de nacimiento cubano de su progenitor, donde consta 
que es hijo de don M-C. R. G., nieto por parte paterna de don D. y M. Asimismo, se aporta 
partida española de bautismo de su abuelo paterno, don M. R. G., hijo de don D. y doña 
M., nacido el 1 de febrero de 1905, y certificación española de nacimiento a nombre 
de don M-C. R. G., hijo de don L. y doña R., nacido el 24 de junio de 1905. También se 
aportaron certificaciones de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano a nombre de don M-C. R. G., constando inscrito en el Registro de 
Extranjeros, a los 33 años de edad, y no constando inscrito en el Registro de Ciudadanía. 
Visto lo común de ese nombre y apellidos, y que la inscripción española de nacimiento 
aportada (el inscrito es hijo de don L. y doña R.) no correspondía al abuelo paterno, no 
queda acreditado que las certificaciones de Inmigración y Extranjería aportadas corres-
pondan al abuelo paterno. Revisado el recurso, se aporta certificación positiva de 
Extranjería, que no está debidamente legalizada, a nombre de don M. R. G., a la edad 
de 48 años, donde tampoco consta filiación, fecha de nacimiento u otros datos que 
permitan acreditar que se trata del abuelo. De estos certificados y de la restante docu-
mentación aportada al expediente no queda acreditado fehacientemente que el abuelo 
del interesado, natural de España, siguiese ostentando la nacionalidad española en 
fecha 28 de octubre de 1945, momento del nacimiento de su hijo, padre del solicitante, 
por lo que no queda acreditado que éste hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 12 de julio de 2022 (9ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. D. R., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 6 de marzo de 1954 en A., (Cuba) y es hijo de D.ª R. R. D., ciudadana cubana 
y de don I. D. Á., ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado literal 
cubano de nacimiento del promotor; certificado literal cubano de nacimiento de la 
progenitora del interesado; certificado de nacimiento español de la abuela materna, 
nacida en 1919 en Santa Cruz de Tenerife (España); documentos de inmigración y 
extranjería de la abuela; certificación negativa de nacimiento y documentos de inmigración 
y extranjería del abuelo materno, natural de España; certificado de nacimiento cubano 
del padre del interesado; certificado de nacimiento español del abuelo paterno del 
solicitante, nacido en 1898 en Bilbao (España); documentos de inmigración y extranjería 
del abuelo paterno.

2. Con fecha 28 de marzo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido que 
en el interesado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la filiación 
española de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
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remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 6 de marzo de 1954, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 28 de marzo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 



M
inisterio de Justicia

◄ 227 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se ha aportado certificado de nacimiento local 
de su progenitora y certificado de nacimiento cubano de su progenitora y de su progenitor. 
Sin embargo, la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada 
por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, 
ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que 
pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba 
admitido en derecho).

En la certificación local de nacimiento de su progenitora, D.ª R. R. D., expedida por el 
registro civil de Aguada de Pasajeros, consta que la madre nació en 1937 y se inscribió 
en 1992 por su propia declaración. Posteriormente se aportó al expediente otra certi-
ficación local del registro civil de A., esta vez negativa, según la cual no obra en dicho 
registro ninguna inscripción de nacimiento anterior a la ya aportada de 1992. Teniendo 
en cuenta que, por la línea materna, la citada certificación acreditaría la filiación española 
del solicitante, y en interés de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en 
fecha 24 de septiembre de 2015 se requirió al solicitante que aportase la documentación 
faltante a su expediente, en concreto la certificación local de nacimiento de su madre, 
donde constasen los abuelos paternos de la inscrita, así como la correspondiente 
certificación de notas marginales en correspondencia con la subsanación realizada, 
requerimiento que no fue atendido por el interesado. Revisado el recurso, no se ha 
aportado nueva documentación por lo que no es posible determinar la filiación española 
de la progenitora del interesado, no quedando acreditado que ésta hubiera nacido 
originariamente española.

Revisado el expediente, el interesado junto a su solicitud también aportó documentación 
para tratar de acreditar el cumplimiento de los requisitos de la Ley 52/2007 por la línea 
paterna, presentando el certificado de nacimiento de su progenitor y certificado de 
nacimiento español de su abuelo paterno, don R. D. P. Sin embargo, de los documentos 
de Inmigración y Extranjería a favor de don R. D. presentados, no queda fehacientemente 
acreditado que el citado abuelo siguiese ostentando la nacionalidad española en el 
momento del nacimiento de su hijo, padre del solicitante, por lo que no queda establecido 
que éste naciera originariamente español y por tanto tampoco se acredita el derecho 
por la línea paterna.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
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Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que los progenitores del optante 
ostenten la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don L.D. C. R., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 17 
de noviembre de 1974 en B., La Habana (Cuba) y es hijo de D.ª R-M. R. C., de nacionalidad 
cubana; documento de identidad cubano y certificado de nacimiento local del interesado; 
certificado de nacimiento local de la madre del solicitante; certificado de nacimiento 
español del abuelo materno del solicitante, nacido en 1904 en C., Orense (España); 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo del solicitante, constando carta de 
ciudadanía cubana en 1947.

2. Con fecha 14 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que, considerando que el abuelo del solicitante se nacionalizó cubano en 1947 y que 
en el momento del nacimiento de su hija, madre del solicitante, no ostentaba la nacio-
nalidad española, no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1974, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 14 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificados cubanos de nacimiento del interesado 
y de su progenitora. Sin embargo, la nacionalidad originaria de la madre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).

El interesado aporta certificado de nacimiento español del abuelo materno, don M. R. 
I., nacido en España en 1905, así como documentos de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano donde se certifica que consta en el Registro 
de Ciudadanía la inscripción de la carta de ciudadanía a favor del citado abuelo en fecha 
8 de febrero de 1947, adquiriendo en esa fecha la nacionalidad cubana y perdiendo así 
la nacionalidad española según el art. 20 del Código Civil en su redacción de 1889, 
vigente en ese momento. Por lo tanto, en el momento de nacer su hija, en fecha 20 de 
julio de 1957, aquel (abuelo materno) no ostentaba la nacionalidad española por lo que 
la madre del solicitante no es española de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 12 de julio de 2022 (11ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª L. A. C., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en Cuba 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre otra docu-
mentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 8 de diciembre 
de 1984 en Santiago de Cuba (Cuba) y es hija de don F-Á. A. S., de nacionalidad cubana 
y española; documento de identidad cubano y certificado de nacimiento literal cubano 
de la interesada; certificado literal español de nacimiento del padre de la interesada, 
con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, en 
virtud de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil, en fecha 24 de abril de 
2007; certificado de bautismo español del abuelo paterno de la solicitante, nacido en 
1911 en A., Canarias (España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo 
paterno; certificado negativo de jura de intención para la obtención de ciudadanía cubana 
del abuelo de la interesada.

2. Con fecha 6 de febrero de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
estimando que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo paterno de la 
interesada siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
de su hijo, padre de la solicitante, no habiendo quedado establecido que en la interesada 
concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
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General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.ª), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 8 de diciembre de 1984, en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional».

En este caso el padre de la interesada tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 24 de abril de 2007 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 26 de junio de 2007, fecha en la que la recurrente era ya mayor 
de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de mayo 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 6 de febrero de 2019, denegando lo solicitado.

Ill. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurran los requisitos exigidos en 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
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en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su proge-
nitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el Anexo 
I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 5 de mayo 
de 2009. Se exige, en este caso, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacio-
nalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se produce después de los dieciocho años y 
en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacionalidad 
española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición adicional 
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séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad española 
de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas 
que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere 
es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter 
se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 
y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n°1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía española, 
el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este centro directivo de 
4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso el progenitor de la optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Adicionalmente, en relación con la condición de español del abuelo paterno alegada 
por la recurrente, cabe indicar que se han aportado documentos de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, en los que se certifica que 
el abuelo paterno, D. Francisco Víctor Aguiar Montes de Oca, nacido en España, no se 
encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros y no consta en el Registro de Ciudadanía 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, así como certificado negativo 
de jura de intención para la obtención de la ciudadanía cubana. Sin embargo, dicha 
documentación no permite determinar fehacientemente que el abuelo de la interesada 
siguiese ostentando la nacionalidad española en fecha 29 de enero de 1958, momento 
del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, por lo que no queda acreditado que 
éste hubiera nacido originariamente español. De lo anteriormente indicado, se constata 
que en la solicitante no concurren los requisitos exigidos en el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a 
la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).



M
inisterio de Justicia

◄ 235 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

Resolución de 12 de julio de 2022 (12ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. R. R., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 1 de julio de 1964 en P. (Cuba) y es hija de D.ª S-C. R. B., ciudadana cubana 
y de don E-A. R. G., ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado 
cubano de nacimiento de la promotora; certificado cubano de nacimiento de la madre 
de la solicitante; certificado de bautismo del progenitor; certificado de bautizo español 
del abuelo materno, nacido en 1875 en T, (España); documentos de inmigración y 
extranjería del abuelo materno de la interesada; certificado de nacimiento y documentos 
de inmigración y extranjería de su abuela materna, natural de España; documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo paterno de la interesada.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido que 
en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente alegando ser nieta de abuelos maternos españoles y también de abuelo 
paterno.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 1 de julio de 1964, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de 
septiembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se aportaron certificaciones de nacimiento cubano 
de la interesada y de su progenitora, donde consta que ésta es hija de ciudadanos 
nacidos en Canarias, España. Asimismo, se aportaron certificación española de naci-
miento de su abuelo materno, don J. R. D., así como un certificado positivo de Extranjería 
de éste en un formato desactualizado, no aceptado por el Consulado y documentos de 
la Dirección de Inmigración y Extranjería del citado abuelo materno, con formato ade-
cuado, donde se certifica que no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros 
ni consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización. La interesada también aportó documentación con el fin de acreditar su 
derecho por la vía paterna, presentando certificados de Inmigración y Extranjería de su 
abuelo paterno, Miguel Rodríguez Ramírez, natural de Canarias según consta en el 
certificado de bautizo del padre de la interesada, sin aportar certificado de nacimiento 
o bautismo del citado abuelo. Por el Encargado del Registro Civil Consular, en fecha 1 
de julio de 2015 se requirió a la solicitante que aportase la documentación faltante a 
su expediente, tanto por línea materna como paterna, requerimiento que no fue atendido 
por la interesada.

Revisado el recurso, por la recurrente no se ha aportado ni la certificación de nacimiento 
del progenitor ni la certificación de nacimiento/bautismo de su abuelo paterno, por lo 
que no queda acreditada la filiación española de su progenitor. Tampoco se han aportado 
documentos que prueben la continuidad de la nacionalidad española de los abuelos 
maternos en el momento del nacimiento de su hija, madre de la solicitante, por lo que 
no queda acreditado que ésta hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que los progenitores de la optante 
ostenten la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 12 de julio de 2022 (13ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. Q. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 20 de diciembre de 1956 en D., (Cuba) y es hija de don F. A. Q. Curbelo, 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; 
certificado de nacimiento español y certificado de bautismo del abuelo paterno de la 
solicitante, nacido en 1876 en M., Canarias (España); documentos de inmigración y 
extranjería del abuelo.

2. Con fecha 19 de febrero de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular dicta 
resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada por la interesada, 
estimando que de la documentación presentada no puede determinarse la continuidad 
de la nacionalidad española del abuelo de la peticionaria en el momento del nacimiento 
de su hijo, no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que es nieta de ciudadano español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 20 de diciembre de 1956, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 19 de febrero 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 240 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don C. Q. 
M., no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Dicha docu-
mentación no permite determinar fehacientemente que el abuelo de la interesada, 
natural de España, continuase ostentando la nacionalidad española en fecha 12 de 
febrero de 1923, momento del nacimiento de su hijo, por lo que no queda acreditado 
que el padre de la solicitante hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (14ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor, contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J-M. D. H., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 28 
de abril de 1950, en M., La Habana (Cuba) y es hijo de don M. D. F., ciudadano cubano; 
documento de identidad cubano y certificado de nacimiento local del interesado; certi-
ficado de nacimiento local del padre del solicitante; certificado de nacimiento español 
del abuelo paterno del promotor, nacido en 1906 en S., Lugo (España); documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo del solicitante; certificado español de defunción del 
abuelo paterno.

2. Con fecha 19 de febrero de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el interesado, ya 
que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración y no queda acreditado fehacientemente que el abuelo paterno ostentase 
la nacionalidad española en el momento del nacimiento del padre del interesado, por 
lo que no ha quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos previstos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieto de abuelo 
paterno español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el Ministerio Fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de su abuelo en el momento del nacimiento de su hijo por lo que se estima que 
el recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y a la luz de la documentación que 
obra en el expediente, que acreditaría la condición de español de origen del progenitor 
del solicitante, no se ratifica la resolución adoptada en fecha 19 de febrero de 2019 al 
cumplir, en principio, el promotor con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1950 en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de 
febrero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 19 de febrero de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.
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En el presente caso, por el interesado se aportó certificado cubano de nacimiento del 
interesado y de su progenitor y partida española de nacimiento de su abuelo paterno, 
don M. D. F., nacido en Taboada en 1906, así como documentos de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo donde se certifica 
que éste no consta en el Registro de Extranjeros ni consta inscripción en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Asimismo, se 
aportó certificación española de defunción del abuelo, inscrita en el Registro Civil de 
Taboada, Lugo, donde se consigna la nacionalidad española de don M. D. F. al momento 
de su deceso ocurrido en 1986. Visto lo anterior, en combinación con el certificado 
negativo de ciudadanía aportado, quedaría acreditado que el abuelo seguía ostentando 
su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento de su hijo, padre del 
recurrente, en 1927 y por tanto quedaría establecida la condición de español de origen 
del progenitor del solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre del interesado ostenta la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (15ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Manila (Filipinas)

HECHOS

1. D.ª P. Y. T., ciudadana estadounidense, presenta escrito en el Consulado General de 
España en Miami, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 
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1 de octubre de 1963 en Manila (Filipinas); pasaporte estadounidense y certificado 
literal español de nacimiento de la interesada; pasaporte español con vigencia hasta 
27 de febrero de 1997; certificado de naturalización estadounidense de fecha 16 de 
septiembre de 1994; certificado español de nacimiento del padre de la solicitante, don 
R. I. E., nacido en M., (Filipinas); certificado de nacimiento español del abuelo paterno 
de la interesada, nacido en 1903 en Vizcaya (España); certificado de nacimiento español 
de la abuela paterna, nacida en 1914 en E., (España).

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Consular de España en Manila (Filipinas) 
por resultar competente para conocer de la solicitud formulada, en fecha 7 de febrero 
de 2011 el Encargado del citado Registro dicta resolución por la que se deniega la 
inscripción de nacimiento y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española 
de origen de la interesada, al haber sido la solicitante española de origen y no cumplir 
los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se estime la opción a la nacionalidad española de origen establecida en 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con 
informe desfavorable a su estimación considerando que le correspondería recuperar la 
nacionalidad española de origen, que perdió al adquirir voluntariamente la nacionalidad 
estadounidense.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007), en la que se incluye un párrafo que dice textualmente «la 
presente solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es 
hijo/a de padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
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marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en Manila (Filipinas), como española de origen, a la nacida en Manila el 1 de 
octubre de 1963 en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular se dictó auto el 7 de febrero de 2011, denegando lo 
solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al haber 
sido española de origen puesto que lo es su padre, y, en su caso, corresponderle ejercer 
la recuperación de la nacionalidad española, prevista en el artículo 26 del Código Civil 
español.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se ha aportado certificación literal española de nacimiento del 
padre de la solicitante, D. Rafael Iturralde Echenique, donde consta que nació el 21 de 
septiembre de 1934 en M., (Filipinas), hijo de ciudadano nacido en España en 1903 y 
de nacionalidad española, y según el artículo 17 del Código Civil en su redacción original 
dada por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en aquel momento, son españoles 
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«los hijos de padre o madre españoles, aunque hayan nacido fuera de España», por lo 
que el progenitor de la solicitante nació originariamente español.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
padre de la interesada ostenta la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Manila (Filipinas).

Resolución de 12 de julio de 2022 (20ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J-A. R. R., nacido el 12 de abril de 1953 en G. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y 
adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja declaratoria 
de datos, en la que manifiesta que es hijo de don G-A. R. G. y de doña C. R. S., nacidos 
en Cuba de nacionalidad cubana; certificado de nacimiento cubano y carné de identidad 
cubano del optante; certificado de nacimiento cubano del padre del interesado, donde 
consta que es hijo de doña F-J. G. L., natural de Canarias y de don A. R., nacido en Cuba; 
certificado literal de nacimiento español de doña F-J. G. L., nacida en B., (España), el 1 
de marzo de 1900; certificado expedido por la Directora del Archivo Histórico Nacional 
de la República de Cuba donde se hace constar la entrada a la isla de la abuela paterna 
del optante el 7 de febrero de 1914; documentos de inmigración y extranjería de la 
citada abuela; certificado cubano de defunción de la abuela española del solicitante 
expedido en 2011 donde consta que su estado civil era soltera y certificado cubano de 
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defunción de la citada abuela expedido en 2009 donde se hace constar que su estado 
era viuda al momento de su fallecimiento.

2. Con fecha 17 de mayo de 2016 la encargada del registro civil consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que de la documentación aportada no 
se establece que concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen del progenitor del optante.

3. Notificado el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando que realizó su solicitud no por ser hijo sino 
nieto de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado de ese registro civil consular remite el expediente a la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe favorable.

5. A la vista de las actuaciones y previo requerimiento de este centro, se incorporan al 
expediente nuevos documentos de inmigración y extranjería de certificación negativa 
de inscripción en el Registro de Ciudadanía y en el Registro de Extranjeros, así como 
certificación negativa de la inscripción de matrimonio de la citada abuela expedida por 
el encargado del Registro de Estado Civil de la Habana.

6. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que la solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de 
febrero 2012 (53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Guanabacoa (Cuba) el 12 de abril de 1953, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil se dictó auto el 17 de junio de 2016, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que la 
nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación de 
dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún 
otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser 
probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho).
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
abuela del promotor, en el momento del nacimiento de su hijo, padre del solicitante en 
1931, no hubiera contraído matrimonio con su abuelo, de nacionalidad cubana, a la 
vista de las contradicciones existentes entre la documentación aportada, lo que no 
queda desvirtuado con la certificación negativa de matrimonio expedida por el encargado 
del Registro de Estado Civil de La Habana que no permite acreditar sin ningún género 
de dudas que no se hubiera practicado tal inscripción en otro Registro Civil. Así, de 
acuerdo con lo establecido en el art.º 22 del Código Civil en su redacción originaria por 
Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la 
condición y nacionalidad de su marido», así la abuela paterna del solicitante, originaria-
mente española, hubiera perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio con ciudadano 
natural de Cuba, de nacionalidad cubana. En consecuencia, en el momento de nacer 
el padre del solicitante, el 19 de septiembre de 1931, no queda probada la nacionalidad 
española de aquella (abuela paterna) por lo que no puede entenderse cumplido uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela paterna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar 
a valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española 
de la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela del optante y que en este caso 
queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, desde el 7 de febrero 
de 1914, según la certificación aportada, y por tanto, muy anterior al periodo del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 12 de julio de 2022 (21ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª L. R. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 disposición adicional séptima. En expediente consta como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 19 de agosto de 1961 en 
G. (Cuba), hija de don F-B. R. G., de nacionalidad cubana y española; carnet de identidad 
cubano y certificado local de nacimiento de la promotora; certificado español de naci-
miento del progenitor, hijo de doña F-J. G. L., nacida en B., Santa Cruz de Tenerife 
(España), el 1 de marzo de 1900, cuya nacionalidad no consta, y de don A. R., de 
nacionalidad cubana, con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 el 28 de noviembre de 2011; certificado expedido por la Directora 
del Archivo Histórico Nacional de la República de Cuba donde se hace constar la entrada 
a la isla de la abuela paterna de la optante el 7 de febrero de 1914 y documentos de 
inmigración y extranjería de la citada abuela, entre otra documentación.

2. La encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, mediante resolución 
de fecha 3 de febrero de 2016 deniega lo solicitado por la interesada, estimando que 
la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
toda vez que el progenitor español de la solicitante optó por la nacionalidad española 
de origen según la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 28 de 
noviembre de 2011, cuando ésta era mayor de edad, por lo que no ha quedado esta-
blecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la directriz sexta de la 
instrucción de 4 de noviembre de 2008, especialmente en lo que se refiere a estar 
sujeta a la patria potestad de un español.

3. Notificada la promotora interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, alegando que realizó su solicitud, no como 
hija, sino como nieta de ciudadana española de origen.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho. La encargada del registro civil consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que la solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 10-4.ª de octubre de 2018.

II. Hay que señalar que la promotora modifica en el recurso la causa petendi respecto 
de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la opción por la nacionalidad española de 
origen en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (Anexo I), mientras que en el recurso lo que plantea es que 
optó a dicha nacionalidad por ser nieta y no hija de española de origen. La resolución 
de la cuestión basada en esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo 
del encargado del registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se 
refiere únicamente a la posibilidad de opción propuesta en la solicitud inicial de la 
interesada, el recurso interpuesto se entiende planteado contra dicho acuerdo y la 
resolución por parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si corres-
pondía declarar la opción a la nacionalidad española de origen de la promotora en virtud 
de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a valorarse tal argumentación, 
aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española de la abuela de la interesada, 
también ha quedado probado que la misma no perdió esta nacionalidad como conse-
cuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los documentos previstos en 
el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe confluir ineludiblemente 
en la persona de la abuela de la optante y que en este caso queda descartada al tener 
constancia de su residencia en Cuba, desde el 7 de febrero de 1914, según la certificación 
aportada, y por tanto, muy anterior al periodo del exilio.

Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1961, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, de 26 de diciembre conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o 
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madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

En este caso el padre de la interesada optó por la nacionalidad española en virtud del 
ejercicio del derecho de opción reconocido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, el 2 de diciembre de 2011, fecha en la que la 
recurrente era ya mayor de edad. Adicionalmente se verifica que, si bien la abuela 
paterna de la interesada nació en Santa Cruz de Tenerife (España) el 1 de marzo de 
1900, originariamente española, no se ha podido probar que mantuviera tal nacionalidad 
al momento del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, habiéndose aportado, 
entre otra documentación, certificado cubano de nacimiento de la interesada y española 
de su padre; certificado de la partida de nacimiento española de su abuela y documentos 
de inmigración y extranjería de la abuela española, en el que consta que la misma no 
se encontraba inscrita en el Registro de Ciudadanía así como tampoco en el Registro 
de Extranjeros, documentación que no permite determinar que el padre de la interesada 
hubiera nacido originariamente español toda vez que éste ejerció, como consta en la 
certificación de la inscripción de nacimiento, su derecho de opción regulado en la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 3 de febrero de 2016 denegando lo solicitado.

III. El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la interesada no reúne 
los requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no 
se acredita que su progenitor fuese originariamente español, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado primero de la 
disposición adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.
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Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
el progenitor de la recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 2011, la ahora optante, nacida el 19 
de agosto de 1961, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no podría acceder 
a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, la posibilidad 
de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su vez, a la misma 
opción del apartado 1 de la disposición adicional séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso el progenitor de la recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del pro-
genitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor 
de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del título primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del CC y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
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como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del CC el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 
para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
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española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
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antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta Disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
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entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de padre 
o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen conforme 
a esta misma Disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de dicha ley, 
según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad española a 
los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido originariamente 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 258 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma disposición 
adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, «de quienes 
perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra Civil o la 
Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz sexta de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 2, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007, como en el caso presente ya que no consta acreditada la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española del mismo como consecuencia del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (22ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don C. R. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima. En expediente consta como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 16 de junio de 1963 
en G. (Cuba), hijo de don F-B. R. G., de nacionalidad cubana y española; carnet de 
identidad cubano y certificado local de nacimiento del promotor; certificado español de 
nacimiento del progenitor, hijo de doña F-J. G. L., nacida en B., Santa Cruz de Tenerife 
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(España), el 1 de marzo de 1900, cuya nacionalidad no consta, y de don A. R., de 
nacionalidad cubana, con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 el 28 de noviembre de 2011; certificado expedido por la Directora 
del Archivo Histórico Nacional de la República de Cuba donde se hace constar la entrada 
a la isla de la abuela paterna del optante el 7 de febrero de 1914 y documentos de 
inmigración y extranjería de la citada abuela, entre otra documentación.

2. La encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, mediante resolución 
de fecha 18 de mayo de 2016 deniega lo solicitado por el interesado, estimando que 
el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
toda vez que el progenitor español del solicitante optó por la nacionalidad española de 
origen según la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 28 de noviem-
bre de 2011, cuando éste era mayor de edad, por lo que no ha quedado establecido 
que en el interesado concurran los requisitos exigidos en la directriz sexta de la instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, especialmente en lo que se refiere a estar sujeto a la patria 
potestad de un español.

3. Notificado el promotor interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, alegando que realizó su solicitud, no como 
hijo, sino como nieto de ciudadana española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho. El encargado del registro civil consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que la solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 10-4.ª de octubre de 2018.

II. Hay que señalar que el promotor modifica en el recurso la causa petendi respecto de 
la inicial, pues su solicitud se dirigía a la opción por la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
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de la Ley 52/2007 (Anexo I), mientras que en el recurso lo que plantea es que optó a 
dicha nacionalidad por ser nieto y no hijo de española de origen. La resolución de la 
cuestión basada en esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del 
encargado del registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere 
únicamente a la posibilidad de opción propuesta en la solicitud inicial del interesado, 
el recurso interpuesto se entiende planteado contra dicho acuerdo y la resolución por 
parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si correspondía declarar 
la opción a la nacionalidad española de origen del promotor en virtud de lo establecido 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Pero 
además, en el caso de que pudiera a entrar a valorarse tal argumentación, aun cuando 
se ha acreditado la nacionalidad española de la abuela del interesado, también ha 
quedado probado que la misma no perdió esta nacionalidad como consecuencia del 
exilio, en la forma y mediante aportación de los documentos previstos en el apartado V 
de la citada Instrucción, circunstancia que debe confluir ineludiblemente en la persona 
de la abuela del optante y que en este caso queda descartada al tener constancia de 
su residencia en Cuba, desde el 7 de febrero de 1914, según la certificación aportada, 
y por tanto, muy anterior al periodo del exilio.

Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana como española de origen al nacido en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio 
de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional».

En este caso el padre del interesado optó por la nacionalidad española en virtud del 
ejercicio del derecho de opción reconocido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, el 2 de diciembre de 2011, fecha en la que la 
recurrente era ya mayor de edad. Adicionalmente se verifica que, si bien la abuela 
paterna del interesado nació en Santa Cruz de Tenerife (España) el 1 de marzo de 1900, 
originariamente española, no se ha podido probar que mantuviera tal nacionalidad al 
momento del nacimiento de su hijo, padre del solicitante, habiéndose aportado, entre 
otra documentación, certificado cubano de nacimiento del interesado y español de su 
padre; certificado de la partida de nacimiento española de su abuela y documentos de 
inmigración y extranjería de la abuela española, en el que consta que la misma no se 
encontraba inscrita en el Registro de Ciudadanía así como tampoco en el Registro de 
Extranjeros, documentación que no permite determinar que el padre del interesado 
hubiera nacido originariamente español toda vez que éste ejerció, como consta en la 
certificación de la inscripción de nacimiento, su derecho de opción regulado en la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
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de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil se dictó acuerdo el 18 de mayo de 2016 denegando lo solicitado.

III. El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que el interesado no reúne 
los requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no 
se acredita que su progenitor fuese originariamente español, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado primero de la 
disposición adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
el progenitor del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, en 2011, el ahora optante, nacido el 16 de junio 
de 1963, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no podría acceder a la 
nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, la posibilidad 
de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su vez, a la misma 
opción del apartado 1 de la disposición adicional séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso el progenitor del recurrente ostentaría la nacionalidad española «de 
origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción prevista 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión 
de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por el apartado 
primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre hubiese 
sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito lo cumple 
sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del padre o 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 262 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de origen, 
aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al 
nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente que 
ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del título primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del CC y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del CC el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 
para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
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la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
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precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
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Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta Disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).
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XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma Disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 2, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007, como en el caso presente ya que no consta acreditada la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española del mismo como consecuencia del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (1ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña J. G. Q., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1964 en 
Cuba, es hija de A. G. P. nacido en Cuba en 1917, certificado de nacimiento de la pro-
motora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de E.-E. G. A., 
nacido en España, certificado de bautismo del abuelo paterno donde consta que nació 
en España en 1882 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo 
paterno.

2. Con fecha 25 de marzo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del R.R.C.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1964 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 25 de marzo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada, certificado de nacimiento de su padre, certificado de bautismo del abuelo 
paterno y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo paterno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (2ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña J.-Z. L. B., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1956 en 
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Cuba, es hija de D. L. P. nacido en Cuba en 1910, certificado de nacimiento de la pro-
motora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de L.-J. L. S., 
nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta que nació 
en España en 1874 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo 
paterno.

2. Con fecha 27 de febrero de 2017, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del R.R.C.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1956 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
diciembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 27 de febrero 
de 2017, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada, certificado de nacimiento de su padre, certificado de nacimiento del abuelo 
paterno y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del abuelo paterno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
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al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (3ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. U. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1960 en Cuba, es hijo de 
J. U. O. nacido en Cuba en 1919, certificado de nacimiento del promotor, certificado de 
nacimiento de su padre donde consta que es hijo de A. U. O., nacida en España, certificado 
de nacimiento de la abuela paterna donde consta que nació en España en 1880 y cer-
tificados negativos de extranjería y ciudadanía de la abuela paterna.

2. Con fecha 13 de marzo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que éste no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieto de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1960 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
febrero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 13 de marzo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 274 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento del 
interesado, certificado de nacimiento de su padre, certificado de nacimiento de la abuela 
paterna y certificados negativos de extranjería y ciudadanía de la abuela paterna.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español de la abuela paterna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (5ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L. T. S., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
disposición adicional séptima y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1972, 
hija de N. S. R., nacida en Cuba en 1946, certificado de nacimiento de la madre de la 
promotora donde consta que es hija de F. S. L. nacido en España, certificado de nacimiento 
del abuelo materno de la promotora donde consta que nació en España en 1896, 
documentos de inmigración y extranjería donde consta que su abuelo materno F. S. L., 
no figura inscrito en el Registro de extranjeros ni ha obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.

2. Con fecha 31 de enero de 2019 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que deniega la solicitud de la interesada.

3. Notificada la promotora, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria dictada, solicitando la revisión de su expediente y que 
se acceda a su pretensión.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que el auto 
apelado resulta conforme a derecho. La encargada del Registro Civil Consular remite el 
expediente junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 27-53.ª 
de agosto y 4-36.ª de marzo de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida en Cuba en 1972 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
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noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil se dictó auto el 31 de enero de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la madre de la promotora; certificado de la inscripción de nacimiento española del 
abuelo materno y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los 
que consta que el mismo no se encontraba inscrito ni en el Registro de Extranjeros ni 
en el Registro de Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que 
la madre de la interesada hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (6ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. V. S., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
disposición adicional séptima y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en Cuba en 
1967, hija de M.-E. S. R., nacida en Cuba en 1949, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su madre en el que consta que es hija de B. S. 
O., certificado de nacimiento de su abuelo materno, en el que consta que nació en 1907 
en España y reinscripción del citado abuelo en el Registro Civil de Bacuranao, Cuba, el 
2 de enero de 1940.

2. Con fecha 16 de abril de 2019 el encargado de ese registro civil consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada.

3. Notificada la promotora, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria dictada, solicitando la revisión de su expediente y que 
se acceda a los solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones del ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y el encargado del Registro Civil Consular remite el expediente 
a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con la emisión de un informe 
desfavorable.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 9-51.ª de 
julio de 2019, 9-53.ª y 9-30.ª de junio de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1967, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del registro 
civil se dictó auto de fecha 16 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
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civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
derecho).

Así, si bien el abuelo materno de la interesada nació en España en 1907, originariamente 
español, consta una reinscripción del mismo en el Registro Civil de Bacuranao, Cuba, 
el 2 de enero de 1940, perdiendo así la nacionalidad española, según el artículo 20 del 
Código Civil en su redacción de 1889. Por tanto, en la fecha de nacimiento de la madre 
de la interesada, que se produce en 1949, su progenitor, abuelo materno de la solicitante, 
ostentaba la nacionalidad cubana, por lo que la madre de la promotora no nació origi-
nariamente española.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (7ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de origen por la 
vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la Encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba).



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 280 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

HECHOS

1. Doña M. M. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació 
en Cuba en 1970 certificado de nacimiento de la interesada donde consta que es hija 
de E. G. S., nacida en Cuba en 1939, certificado de nacimiento de la madre de la inte-
resada que optó por la nacionalidad española al amparo de la Ley 52/07 el 14 de mayo 
de 2010 y donde consta que es hija de F.-E. G. F., de nacionalidad cubana, certificado 
de nacimiento del abuelo materno, donde consta que nació en España en 1892 y carta 
de ciudadanía cubana a favor del abuelo materno donde consta que obtuvo la naciona-
lidad cubana por naturalización en 1930.

2. Con fecha 5 de diciembre de 2018 la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto 
con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1970 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso, según informa el Encargado del Registro Civil Consular, la madre de la 
promotora optó a la nacionalidad española según la Ley 52/07, el 14 de mayo de 2010, 
cuando la promotora ya era mayor de edad, por otro lado, la interesada presenta la 
certificación de la carta de ciudadanía de su abuelo materno, donde consta que el 
mismo obtuvo la nacionalidad cubana por naturalización en el año 1930, con anterioridad 
al nacimiento de su hija, madre de la promotora, en 1939.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil se dictó auto de fecha 5 de diciembre de 2018 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar dos 
opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la 
opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a ostentar 
la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse 
en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, 
a su vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró 
en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora de la recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio de la 
opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de 14 
de mayo de 2010, la ahora optante, nacida en 1970, había alcanzado ya su mayoría de 
edad, por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. 
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Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 
puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima.

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostenta la nacionalidad española «de 
origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción prevista 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión 
de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por el apartado 
primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre hubiese 
sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito lo cumple 
sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del padre o 
madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de origen, 
aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al 
nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente que 
ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
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del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «…que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
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de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
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este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
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3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. artículo 22 n.º 2, f del Código civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2.º de la misma 
disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.
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No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 n.º 1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por 
Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que originaria-
mente hubieran sido españoles.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (8ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren solicitado la nacionalidad 
española de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en su redacción dada 
por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-T. B. Á., de nacionalidad cubana presenta escrito en el Consulado General 
de España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, donde figura que nació en Cuba en 
1954, hija de G.-P. Á. S., nacida en Cuba en 1929,certificado de nacimiento de la pro-
motora, certificado de nacimiento de su madre con marginal de opción a la nacionalidad 
española, mediante el artículo 20.1.b) de la Ley 36/2002, obtenida en 2008, y donde 
figura que es hija de B. Á. G., no constando nacionalidad del abuelo materno, certificado 
de nacimiento del abuelo materno, donde consta que nació en España en 1890 y cer-
tificados de inmigración y ciudadanía correspondientes al abuelo materno donde no 
figura que en el Registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.
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2. Con fecha 15 de marzo de 2019 la encargada de ese registro civil consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada ya que de la documentación aportada 
no ha quedado acreditado que en él concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, solicitando se revise su expediente y 
se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, 
junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 22-1.ª de 
noviembre de 2019.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1954, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
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madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en el año 2008.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil consular se dictó auto el 15 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el promotor concurren los requisitos exigidos en 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su pro-
genitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 17 
de agosto de 2009. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo tenga 
la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de 
originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.
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Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción 
de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de 
opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo materno 
de la interesada nació en España en 1890, originariamente española, no se pudo 
acreditar que, en la fecha de nacimiento de la madre de la interesada, que se produce 
en 1929 su progenitor, abuelo materno de la solicitante, mantuviese tal nacionalidad, 
tal y como se desprende de los documentos de inmigración y extranjería del abuelo 
español, en los que consta que el mismo no se encontraba inscrita ni en el Registro de 
Extranjeros ni en el Registro de Ciudadanía cubana, por lo que la madre de la promotora 
no nació originariamente española, toda vez que ejerció, como consta en la certificación 
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de la inscripción de nacimiento, su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) 
del Código Civil.

VI. Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la 
condición de español del abuelo materno de la interesada, basta decir que, al no haberse 
solicitado el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado 
incorporado al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación 
resulta ahora extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (9ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don M.-C. G. P., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
Cuba en 1960, hijo O. P. P., nacida en Cuba en 1945, certificado de nacimiento del 
interesado, certificado de nacimiento de su madre en el que consta que es hija M. P. 
M., de nacionalidad cubana y de I. P. H., nacida en España en 1900, certificado de 
matrimonio de los abuelos maternos del promotor, que contrajeron matrimonio en Cuba 
en 1924.

2. Con fecha 15 de abril de 2019 la encargada del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por el interesado.

3. Notificado el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
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contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieto de español de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable. La encargada de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución, emitiendo un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (Apartado 1 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1960, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil se dictó auto el 15 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por la interesada acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya que 
su madre, abuela del promotor, en el momento de su nacimiento, 1945, había contraído 
matrimonio con su abuelo, de nacionalidad cubana. De acuerdo con lo establecido en 
el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio 
de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad 
de su marido», así la abuela paterna de la solicitante, originariamente española, hubiera 
perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio en 1924. En consecuencia, en el 
momento de nacer la madre del interesado, en el año 1945, no está acreditada la 
nacionalidad española de aquélla (abuela materna) por lo que no puede entenderse 
cumplido uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela materna de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
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el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a 
valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española de 
la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este caso 
queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde 1924, 
fecha de su matrimonio con un ciudadano cubano, y por tanto, anterior al periodo del 
exilio. Por lo que, en este caso, la pérdida de la nacionalidad española sería consecuencia 
directa y exclusiva del matrimonio con extranjero por aplicación del Código Civil español 
en su redacción originaria, vigente en la fecha del matrimonio y no como consecuencia 
del exilio, como ha quedado acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. R. L., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
disposición adicional séptima y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en Cuba en 
1963, hija de G. R. C., nacido en Cuba en 1936, certificado de nacimiento de la promotora, 
certificado de nacimiento de su padre en el que consta que es hijo A. C. L., nacida en 
España y de J. R. P. nacido en España, certificado de nacimiento de su abuela paterna 
donde costa que nació en España en 1897 y certificado de nacimiento de su abuelo 
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donde consta que nació en España en 1886, certificados negativos de inmigración y 
ciudadanía de la abuela paterna y certificado de ciudadanía del abuelo paterno donde 
consta que J. R. P. obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización en 1909, según el 
expediente 32, con número de orden 3576, folio 184 y libro 3.

2. Con fecha 25 de octubre de 2018 la encargada de ese registro civil consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada.

3. Notificada la promotora, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria dictada, solicitando la revisión de su expediente y que 
se acceda a los solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones del ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y el encargado del Registro Civil Consular remite el expediente 
a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con la emisión de un informe 
desfavorable, en el que se indica el promotor aportó documentos: certificado de naci-
miento español de su abuela paterna A. C. L., certificados negativos de Inmigración y 
Extranjería de la citada abuela, y certificado de entrada a Cuba en 1908 a nombre de 
A. C., de nacionalidad española. De la abuela paterna se aportó también una certificación 
local de defunción donde la inscrita figura de estado conyugal soltera al momento de 
su deceso, en 1972. En el expediente de nacionalidad —cancelada— del medio hermano 
de la promotora J.-G. R. V. (N/Ref.: T-408 P-265 N-133) obra una certificación literal 
local de defunción de la abuela de la solicitante, donde consta como estado conyugal 
de la finada «viuda».

Del abuelo paterno de la solicitante, J. R. P., nacido en España, se aportó una certificación 
de Ciudadanía según la cual el abuelo se naturalizo como cubano en 1909, fecha anterior 
al nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, en 1936. Teniendo en cuenta el art. 
20 del CC en su redacción de 1889, el abuelo habría perdido su nacionalidad española 
de origen. En virtud de lo anterior, y ante las irregularidades presentes en el estado 
conyugal de la abuela, que dieron lugar a dudas legitimas a ese respecto, en fecha 
25/10/2018 se denegó el presente expediente, al no cumplir la solicitante con los 
requisitos exigidos en el apartado 1° de la D.A. de la Ley 52/07.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 9-51.ª de 
julio de 2019, 9-53.ª y 9-30.ª de junio de 2020.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil se dictó auto de fecha 25 de octubre de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que sus padres fuesen de español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro civil 
competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del Registro 
Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que la nacionalidad 
originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, 
pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento 
obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha 
nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, si bien el abuelo paterno de la interesada nació en España en 1886, originariamente 
español, obtuvo la ciudadanía cubana de acuerdo con la carta de según la cual el abuelo 
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se naturalizó como cubano en 1909, fecha anterior al nacimiento de su hijo, padre de 
la solicitante, en 1936. Teniendo en cuenta el art. 20 del CC en su redacción de 1889, 
el abuelo habría perdido su nacionalidad española de origen. Por tanto, en la fecha de 
nacimiento del padre del interesado, que se produce en 1939, su progenitor, abuelo 
paterno del solicitante, ostentaba la nacionalidad cubana, por lo que el padre de la 
promotora no nació originariamente español. Por otro lado, la interesada también aportó, 
certificado de nacimiento español de su abuela paterna A. C. L., certificados negativos 
de Inmigración y Extranjería de la citada abuela, y certificado de entrada a Cuba en 
1908 a nombre de A. C., de nacionalidad española. De la abuela paterna se aportó 
también una certificación local de defunción donde la inscrita figura de estado conyugal 
soltera al momento de su deceso, en 1972. En el expediente de nacionalidad —cance-
lada— del medio hermano de la promotora J.-G. R. V. (N/Ref.: T-408 P-265 N-133) obra 
una certificación literal local de defunción de la abuela de la solicitante, donde consta 
como estado conyugal de la finada «viuda». Por lo que existen serias dudas sobre el 
estado civil de la abuela paterna de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (11ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña M.-C. A. G., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
Cuba en 1950, hija de L.-V. G. C., nacida en Cuba en 1921, certificado de nacimiento 
de la madre de la promotora en el que consta que es hija de B. G. F., natural de Venezuela 
y de M.-C. C. M., nacida en España, certificado de nacimiento de la abuela materna, 
donde consta que nació en España en 1886 y certificado de matrimonio de los abuelos 
maternos de la promotora donde consta que contrajeron matrimonio en Canarias, 
España, el 12 de agosto de 1911.

2. Con fecha 5 de marzo de 2019 el encargado del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por la interesada.

3. Notificada la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieta de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable. El encargado de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución, emitiendo un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado 1 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1950, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de sep-
tiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil se dictó auto el 5 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por la interesada acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria del madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
Derecho).



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 300 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya 
que su madre, abuela de la promotora, en el momento de su nacimiento, 1921 había 
contraído matrimonio con su abuelo, natural de Venezuela. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de 
julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad 
de su marido», así la abuela materna de la solicitante, originariamente española, hubiera 
perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio el 12 de agosto de 1911 en España 
con ciudadano venezolano. En consecuencia, en el momento de nacer la madre de la 
interesada, en el año 1921, no está acreditada la nacionalidad española de aquélla 
(abuela materna) por lo que no puede entenderse cumplido uno de los requisitos esen-
ciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela paterna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a 
valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española de 
la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este caso 
queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde el 
nacimiento de la madre de la promotora en 1921, y por tanto, anterior al periodo del 
exilio. Por lo que, en este caso, la pérdida de la nacionalidad española sería consecuencia 
directa y exclusiva del matrimonio con extranjero por aplicación del Código Civil español 
en su redacción originaria, vigente en la fecha del matrimonio y no como consecuencia 
del exilio, como ha quedado acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (12ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-E. G. A., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
1959, hija de R.-M. G. F., nacida en Cuba en 1904, certificado de nacimiento su padre 
donde consta que es hijo de M. G. G. y M.-M. F. P., ambos nacidos en España y certificados 
negativos de extranjería y ciudadanía de cada uno de sus abuelos paternos. En interés 
de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 12/02/2015 se 
requirió a la solicitante que aportase la documentación faltante, con especial énfasis 
en documentos que acreditasen el origen español de sus abuelos (certificación española 
de nacimiento o partida española de bautismo). Dicho requerimiento no fue atendido 
por la interesada.

2. Con fecha 5 de marzo de 2019 el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que deniega la solicitud de la interesada.

3. Notificada la promotora, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria dictada, solicitando la revisión de su expediente y que 
se acceda a su pretensión.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que el auto 
apelado resulta conforme a derecho. La encargada del Registro Civil Consular remite el 
expediente junto con informe desfavorable, en el que se determina que, en el caso de 
referencia, la solicitante fundamenta su solicitud de opción a la nacionalidad española 
al amparo de la Ley 52/2007 por ser hija de español de origen, aportando para acreditar 
su derecho certificación local de nacimiento de su progenitor, don R.-M. G. F.; y certificados 
negativos de Extranjería de sus abuelos paternos, M. G. G. y M.-M. F. P. En interés de 
completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 12/02/2015 se requirió 
a la solicitante que aportase la documentación faltante, con especial énfasis en docu-
mentos que acreditasen el origen español de sus abuelos (certificación española de 
nacimiento o partida española de bautismo). Dicho requerimiento no fue atendido por 
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la interesada, por lo que existen dudas legitimas en cuanto a la filiación española de la 
misma. En consecuencia, el 05/03/2019 se denegó la presente solicitud, al no cumplir 
la solicitante con los requisitos exigidos en el apartado 1.º de la D.A.T. de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la, acreditación de su filiación española.

Revisado el recurso, aunque se anejan copias de las certificaciones españolas de 
nacimiento de ambos abuelos paternos, no obra nueva documentación de Inmigración 
y Extranjería de los mismos, ni el posible matrimonio entre ambos abuelos paternos, o 
su certificación negativa, lo que no permite acreditar el derecho de opción a la nacio-
nalidad española de origen de la recurrente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 27-53.ª 
de agosto y 4-36.ª de marzo de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida en Cuba en 1959 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil se dictó auto el 5 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que sus padres fuesen españoles de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del registro civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, la solicitante fundamenta su solicitud de opción a la nacionalidad 
española al amparo de la Ley 52/2007 por ser hija de español de origen, aportando 
para acreditar su derecho certificación local de nacimiento de su progenitor, don R.-M. 
G. F.; y certificados negativos de Extranjería de sus abuelos paternos, M. G. G. y M.-M. 
F. P.. En interés de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 
12/02/2015 se requirió a la solicitante que aportase la documentación faltante, con 
especial énfasis en documentos que acreditasen el origen español de sus abuelos 
(certificación española de nacimiento o partida española de bautismo). Dicho requeri-
miento no fue atendido por la interesada, por lo que existen dudas legitimas en cuanto 
a la filiación española de la misma. En consecuencia, el 05/03/2019 se denegó la 
presente solicitud, al no cumplir la solicitante con los requisitos exigidos en el apartado 
1.º de la D.A.T. de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la, acreditación 
de su filiación española.

Revisado el recurso, aunque se anejan copias de las certificaciones españolas de 
nacimiento de ambos abuelos paternos, no obra nueva documentación de Inmigración 
y Extranjería de los mismos, ni el posible matrimonio entre ambos abuelos paternos, o 
su certificación negativa, lo que no permite acreditar el derecho de opción a la nacio-
nalidad española de origen de la recurrente.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (13ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-E. T. M., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1964 en 
Cuba, es hija de O. T. S.-G., nacido en Cuba en 1928, y certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de J.-G. T. 
L., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta que 
nació en España en 1895 y certificados negativos de inmigración y ciudadanía del citado 
abuelo.

2. Con fecha 19 de marzo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.
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5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1964 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 19 de marzo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado de nacimiento de la 
interesada, certificado de nacimiento de su padre, certificado de nacimiento de su 
abuelo paterno, nacido en España en 1895 y certificados negativos de inmigración y 
ciudadanía del citado abuelo paterno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (14ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña M.-L. Á. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1941 en Cuba, es hija de 
M.-D. S. R., nacida en Cuba en 1915 y certificado de nacimiento de la promotora y de su 
progenitora, donde consta que es hija de M. S. M. y M.-S. R. Al no aportar más documen-
tación, con fecha 19 de junio de 2014, se requirió a la promotora a fin de requerirle que 
aportara la documentación que faltaba, especialmente certificado de nacimiento partida 
de bautismo de la abuela materna. La promotora no atendió el requerimiento.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1941 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
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cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el caso de referencia, la solicitante fundamenta su solicitud de opción a la nacionalidad 
española amparo de la Ley 52/2007 por ser hija de española de origen, aportando para 
acreditar su derecha certificación local de nacimiento de su progenitora D. S. R. En 
interés de completar su expediente de solicitud de nacionalidad, en fecha 19/06/2014 
se requirió a la solicitante que aportase la documentación faltante a su expediente. El 
requerimiento no fue atendido. Con el recurso no se aporta nueva documentación.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá 
de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 
358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por lo que 
no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español de la abuela materna de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (15ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-L. M. F., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General 
de España en La Habana (Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació en 1966 hija de E. F. R. nacida en Cuba en 1946, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de S. F., 
nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo materno, donde consta que 
nació en España en 1896 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del citado 
abuelo materno.

2. Con fecha 26 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, 
ya que estima que los documentos aportados no prueban suficientemente los hechos 
a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la promotora 
concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando como documentación nuevos certificados de extranjería y 
ciudadanía de su abuelo materno donde consta que se inscribió en el Registro de 
extranjeros con el número de expediente 251505 al ciudadano español, S. F. de 37 años 
y no consta que haya obtenido la ciudadanía española por naturalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe favorable. 
El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para su resolución junto con informe, en el que indica que, a la vista de la 
documentación presentada por la interesada, quedaría acreditada la continuidad de la 
nacionalidad española del abuelo materno de la recurrente al momento del nacimiento 
de su hija, madre de la recurrente, en 1946.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 18-4.ª de febrero de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida en Cuba en 1966 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 26 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 



M
inisterio de Justicia

◄ 311 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, pero esto no ha sido ni 
debe ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro civil 
competente para ello. En el caso que nos ocupa, la promotora presenta un certificado 
de nacimiento de su madre y de su abuelo materno donde consta que éste nació en 
España en 1896 y certificados negativos de inmigración y ciudadanía, sin embargo, con 
el recurso la promotora presenta nueva documentación, esto es certificado positivo de 
extranjería de su abuelo materno donde consta que S. F., ciudadano español, se inscribió 
en el Registro de extranjeros con el número de expediente 251505 y no ha obtenido la 
ciudadanía cubana por naturalización. A la luz de esta nueva documentación, el encargado 
del Registro Civil Consular emite un informe favorable.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostentó la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (16ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. C. L. M., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 15 de septiembre de 1958 en T., Sancti Spiritus (Cuba), 
hija de M. L. G., nacido en C. (Sancti Spiritus), el 12 de marzo de 1923 y M.-T. M. J., 
nacida en C., el 21 de mayo de 1925, certificado no literal de nacimiento de la promotora, 
inscrita en 1964, seis años después de su nacimiento y carné de identidad, certificado 
no literal de nacimiento de la madre de la promotora, hija de C.-J. M. R., natural de 
España y M.-J. J. P., nacida en C., literal de inscripción de nacimiento del Sr. M. R., nacido 
en M. el 16 de octubre de 1886, hijo de ciudadanos nacidos en C. (Cáceres) y al que se 
le impusieron los nombres de J.-C., documentos expedidos por las autoridades cubanas 
de inmigración y extranjería en el año 2011, relativos a que el Sr. C.-J. M. R. no consta 
inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificación negativa de 
jura de intención para la obtención de la ciudadanía cubana, expedida en el año 2016, 
respecto al precitado pero con fecha de nacimiento 19 de octubre de 1886, incorrecta, 
certificación negativa de ciudadanía del Sr. M. R., no consta su inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil cubano, certificado no literal de matrimonio de los abuelos maternos 
de la promotora, celebrado en 1918 y certificado no literal de defunción de la madre 
de la promotora.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 29 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de la madre de la promotora, por lo que no se 
ha acreditado que en la misma concurran los requisitos establecidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
su disconformidad con la denegación de su solicitud ya que a su juicio la documentación 
aportada ha acreditado el nacimiento de su abuelo en España, su relación de filiación 
con él y que aquél no obtuvo nunca la ciudadanía cubana, por lo que se le está privando 
del derecho a la nacionalidad, como nieto de emigrante español, según la ley 52/2007.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
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remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1958, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 29 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
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conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo consta que su progenitor era natural de España, constando inscripción de nacimiento 
de su padre, Sr. M. R., que había nacido en octubre de 1886 en M., hijo de ciudadanos 
naturales de la provincia de C., también se aportó documentación cubana relativa a 
que el precitado no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía como naturalizado cubano, por tanto no queda debidamente acreditada su 
nacionalidad en 1925, cuando nació su hija y madre de la promotora, no constando 
tampoco la fecha de llegada a Cuba del abuelo materno de la promotora y si residía allí 
en 1898 y, en caso afirmativo, si fue inscrito en el Registro de Españoles, establecido 
por el Tratado de París de 1898, para los nacidos en la península que desearan mantener 
su nacionalidad española, de no ser así se entendía su opción por la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. Debiendo significarse respecto a las alegaciones de la promotora, que el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas que sean 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio, debiendo acreditarse ambas condiciones, lo que no sucede en 
el caso de la Sra. Labrada Martín, puesto que su abuelo materno, no consta que perdiera 
su nacionalidad española por motivo del exilio, ya que no se aportó documento alguno 
al respecto de los establecidos en la norma para acreditar tales circunstancias.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (17ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la Encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. E. J. A., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 2 de diciembre de 1946 en G. (Cuba), hija de J. J. D. y B. 
A. C., ambos nacidos en G., el 11 de diciembre de 1908 y el 17 de marzo de 1913, 
respectivamente, carné de identidad cubano de la promotora, certificado literal de 
defunción de B. A. L., fallecido en Cuba el 3 de febrero de 1934, se hace constar que 
era natural de S., Santander, que tenía 44 años, es decir habría nacido en 1890, era 
soltero e hijo de A. y V. y certificado de defunción de la madre de la promotora, fallecida 
el 2 de agosto de 1968, siendo su estado civil casada e hija de B. y A.

El Registro Civil Consular requiere a la interesada, para que comparezca con fecha 23 
de mayo de 2018, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; 
certificado literal de nacimiento propio y de su padre/madre, certificado literal de 
nacimiento de su abuelo, partida de bautismo de su abuelo y certificado de inscripción 
en el Registro de Extranjeros y de Ciudadanía de los abuelos de la promotora. Según 
informa el Encargado del Registro Civil consular la interesada no cumplimentó correc-
tamente lo solicitado.

2. La Encargada del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 24 de mayo de 2018, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no ha quedado determinada la nacionalidad española de origen de 
su progenitor/a.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso, contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que ha aportado casi todos los documentos 
que se le pidieron y ha podido conseguir, no habiendo podido localizar la inscripción 
literal de nacimiento en España de su abuelo Benigno Alvear Llanillo.

Adjunta como documentación: certificado no literal de nacimiento propio, certificado 
no literal de nacimiento de su madre, inscrita en 1931, 18 años después de su nacimiento, 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 316 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

hija de B. A. L., natural de España y de A. C. G., copia del testamento otorgado por el Sr. 
A. L. en G., el 1 de enero de 1934, un mes antes de su fallecimiento, en el que declara 
que es soltero, que nació en S., que tiene 40 años, dato que no se correspondería con 
la edad que consta en su certificado literal de defunción, que es ciudadano español y 
en dicho documento reconoce a sus hijos naturales, fruto de su unión con A. C., entre 
ellos V.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1946, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil se dictó auto el 24 de mayo de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
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que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que su progenitor era natural 
de España, no habiéndose presentado inscripción de nacimiento del mismo ni tampoco 
partida de bautismo, pese al requerimiento efectuado por el Encargado del Registro 
Civil consular, siendo la única referencia a su lugar de nacimiento en España la que 
aparece en su certificado literal de defunción cubano y en su testamento, aunque no 
resulta coincidente la edad que consta en ambos documentos, en todo caso no queda 
debidamente probado el lugar de nacimiento del Sr. B. A. L., abuelo materno de la 
promotora, su nacionalidad originariamente española y que la mantuviera cuando nació 
su hija y madre de la promotora en 1913, ya que tampoco consta su inscripción en el 
Registro de Extranjeros y/o en el Registro de Ciudadanía pese a ser también requerida 
expresamente.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (18ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-E. B. A., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la que 
hace constar que nació el 12 de febrero de 1946 en M., H. (Cuba), hija de F. B. F., nacido 
el 18 de julio de 1913 en G. (H.) y P. A. F., nacida en S. (H.), casados en 1957, certificado 
no literal de nacimiento y carné de identidad cubano de la promotora, certificado no literal 
de nacimiento del padre de la promotora, nacido el 18 de julio de 1912, año no coincidente 
con lo declarado en la hoja de datos, e inscrito en 1936, hijo de C. B. V., natural de España 
y B. F. B., natural de S., partida de bautismo del abuelo paterno de la promotora, nacido 
y bautizado en V. (Tarragona) el 29 de enero de 1862, sin que conste el lugar de nacimiento 
de sus progenitores, partida de matrimonio religioso de los abuelos paternos de la pro-
motora, celebrado en Cuba el 17 de mayo de 1899, la contrayente consta como J.-B.-R. 
F. B., certificado del Ministerio del Interior, expedido en el año 2011, relativo a que el Sr. 
B. V. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros, documento con el mismo contenido 
expedido en el año 2015, certificado no literal de defunción del abuelo paterno, fallecido 
a los 65 años en 1931, dato que no se corresponde con su fecha de nacimiento en 
España, certificado no literal de matrimonio de los padres de la promotor y certificado 
no literal de defunción del padre de la promotora.

El Registro Civil Consular requiere a la interesada, para que comparezca con fecha 9 de 
junio de 2015, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; 
certificado de inscripción en el Registro de Ciudadanía del abuelo de la promotora. 
Según informa el Encargado del Registro Civil consular la interesada no cumplimentó 
correctamente lo solicitado.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 7 de marzo de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que no se ha atendido el requerimiento realizado, por lo que no ha 
quedado acreditado que se encontraba comprendida dentro del ámbito de aplicación 
del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que no ha quedado 
determinada la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso, contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que la documentación demuestra que es 
nieta de C. B. V. y que este es de origen español, nacido en T. el 31 de enero de 1867, 
dato incorrecto, añadiendo que no ha podido ser localizado en el Archivo Nacional de 
Cuba el documento relativo a la entrada en el país de su abuelo, al parecer en 1895, 
entre otras cosas por la mala conservación de los archivos.

Adjunta como documentación: certificación negativa de jura de intención de renuncia 
a la ciudadanía española del abuelo paterno de la promotora.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1946, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 7 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, puesto que no cumplió 
correctamente el requerimiento efectuado, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que su progenitor era natural 
de España, Sr. B. V., habiéndose presentado partida de bautismo en la que consta su 
nacimiento en V. (Tarragona ) en 1862, hijo de ciudadanos de los que no consta su lugar 
de nacimiento, también se aportó documento local para acreditar que el precitado no 
se inscribió en el Registro de Extranjeros, pero no se aportó pese a que fue expresamente 
requerido, documento que acreditara que tampoco consta inscrito en el Registro de 
Ciudadanía como naturalizado cubano, no quedando probado que mantuviera la nacio-
nalidad española cuando nació su hijo y padre de la promotora en 1912, además aunque 
no conste la fecha de llegada a Cuba del Sr. B. V., como reconoce la recurrente, sí que 
consta que contrajo matrimonio allí en mayo de 1899, es decir tras la entrada en vigor 
del Tratado de París de 1898 y dentro del plazo del año concedido a los españoles 
nacidos en la península, que deseaban continuar residiendo en Cuba y mantener su 
nacionalidad, para inscribirse en el Registro correspondiente, de no hacerlo se entendía 
que optaban por la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.



M
inisterio de Justicia

◄ 321 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (19ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. N.-C. H. V., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 26 de mayo de 1950 en Cuba, hija de M. H. M., nacido 
en Cuba, el 28 de junio de 1921 y M.-L. V. G., nacida en Cuba, el 7 de febrero de 1924, 
certificado no literal de nacimiento de la promotora, inscrita en 1953, tres años después 
de su nacimiento y carné de identidad, certificado no literal de nacimiento del padre de 
la promotora, inscrito en 1961, cuarenta años después de su nacimiento, hijo de F.-G.-C. 
H. M., natural de España y D. M. D., nacida en Sancti Spiritus (Cuba), literal de inscripción 
de nacimiento del Sr. H. M., nacido en G. (Santa Cruz de Tenerife), el 9 de mayo de 1888, 
hijo de ciudadanos nacidos en el mismo pueblo, documentos expedidos por las autori-
dades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2014, relativos a que el Sr. F.-G.-C. 
H. M. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificado 
no literal de defunción del padre de la promotora, fallecido a los 36 años en 1963, dato 
que no se corresponde con su fecha de nacimiento en España, certificado de soltería 
de los padres de la promotora y certificación negativa de ciudadanía, expedida en el 
año 2012 por el Registro Civil de Sancti Spiritus, del abuelo paterno de la promotora.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 20 de marzo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo paterno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento del padre de la promotora, por lo que no se ha 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 322 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

acreditado que en la misma concurran los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que fue un error alegar que era hija de M. H. M., de origen español, lo que debió alegarse 
es que es nieta de F.-G.-C. H. M, que era ciudadano español de origen.

Adjunta como documentación; certificados expedidos en el año 2018 por las autoridades 
cubanas de inmigración y extranjería, relativos a que el Sr. H. M. no consta inscrito en 
el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía como naturalizado cubano y certificado 
no literal de defunción del precitado.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006, 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1950, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
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no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que su progenitor era natural de España, constando inscripción de nacimiento 
de su padre, Sr. H. M., que había nacido en mayo de 1888 en G. (Santa Cruz de Tenerife), 
hijo de ciudadanos naturales de la misma localidad, también se aportó documentación 
cubana relativa a que el precitado no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en 
el Registro de Ciudadanía como naturalizado cubano, por tanto no queda debidamente 
acreditada su nacionalidad en 1921, cuando nació su hijo y padre de la promotora, no 
constando tampoco la fecha de llegada a Cuba del abuelo paterno de la promotora y si 
residía allí en 1898 y, en caso afirmativo, si fue inscrito en el Registro de Españoles, 
establecido por el Tratado de París de 1898, para los nacidos en la península que 
desearan mantener su nacionalidad española, de no ser así se entendía su opción por 
la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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VI. Debiendo significarse respecto a las alegaciones de la promotora, que el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas que 
sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio, debiendo acreditarse ambas condiciones, lo que no 
sucede en el caso de la Sra. H. V., puesto que su abuelo paterno, no consta que perdiera 
su nacionalidad española por motivo del exilio, ya que no se aportó documento alguno 
al respecto de los establecidos en la norma para acreditar tales circunstancias.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (20ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad 
que sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que 
(el padre o la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D. D. H., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 10 de julio de 1973 en P., S. (Cuba), hijo de J. D. F., nacido 
en P., el 10 de abril de 1951 y de D. H. M., nacida en F., Camagüey (Cuba), el 9 de 
diciembre de 1955, casados en 1972, certificado no literal de nacimiento del promotor, 
carné de identidad cubano del promotor, certificado no literal de nacimiento del padre 
del promotor, inscrito en 1972, 21 años después de su nacimiento, hijo de J.-J. D. G., 
natural de M., Canarias y C. F. M., natural de P., literal de inscripción de nacimiento 
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española del abuelo paterno del promotor, nacido en M. (Las Palmas) el 19 de junio de 
1916, hijo de ciudadanos de la misma localidad, certificado de las autoridades cubanas 
de inmigración y extranjería, expedido en 2003, relativo a que el abuelo paterno del 
promotor, consta inscrito en el Registro de Extranjeros y no consta que optara u obtuviera 
la ciudadanía cubana, documentos expedidos en el año 2011 por las mismas autoridades, 
declarando que el Sr. D. G. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de 
Ciudadanía, certificación negativa de jura de intención de adquirir la ciudadanía cubana, 
expedida por el Registro Civil de Florida (Camagüey) entre 1930 y 1982 y certificado no 
literal de defunción del precitado, certificado no literal de matrimonio de los padres del 
promotor.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 19 de marzo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendido 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo paterno del 
promotor siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
del padre del promotor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, mostrando su 
disconformidad con el mismo y manifestando que aporta nueva documentación.

Adjunta como nueva documentación; literal de inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Consular de La Habana de su progenitor, J. D. F., en la que no consta la nacionalidad 
de su progenitor, nacido en Canarias en 1916 y sí la de su progenitora, cubana, con 
marginal de opción a la nacionalidad española con base en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, con fecha 11 de abril de 2011 y pasaporte español del 
padre del promotor, expedido en el año 2015.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
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febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1973, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 11 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 19 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que su progenitor, J. D. F., era natural de M., Canarias, aportándose para 
acreditarlo inscripción registral de su nacimiento en M. (Las Palmas), en junio de 1916, 
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hijo de ciudadanos nacidos en la misma provincia, por lo que era originariamente español, 
pero no puede tenerse por determinado que mantuviera dicha nacionalidad en 1951 
cuando nació su hijo y padre del promotor, por lo que no queda establecido que éste 
fuera originariamente español, ya que la documentación cubana aportada, no es sufi-
cientemente acreditativa.

V. Además por la documentación aportada por el recurrente, se acredita que su progenitor 
optó a su vez a la nacionalidad española con base en la misma norma, por lo que la 
primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado 1 de la 
disposición adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
el progenitor del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 11 de abril de 2011, el ahora optante, 
nacido el 10 de julio de 1973, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no 
podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, 
la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su 
vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional séptima.

VI. En el presente caso el progenitor del recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del 
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progenitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en 
vigor de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha 
de atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.

VII. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VIII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
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por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

IX. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el derecho 
de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la regulación de 
la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, el caso de quien 
esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica esto ya que una 
vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola voluntad de 
los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos para que consigan 
la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido sobrevenidamente.

X. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
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del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
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en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

XI. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XII. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XIII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
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fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIV. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 1, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (21ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad 
que sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que 
(el padre o la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D. D. H., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 19 de febrero de 1975 en P., Santiago de Cuba (Cuba), 
hija de J. D. F., nacido en P., el 10 de abril de 1951 y de D. H. M., nacida en F., Camagüey 
(Cuba), el 9 de diciembre de 1955, casados en 1972, certificado no literal de nacimiento 
de la promotora, carné de identidad cubano de la promotora, certificado no literal de 
nacimiento del padre de la promotora, inscrito en 1972, 21 años después de su naci-
miento, hijo de J.-J. D. G., natural de M., Canarias y C. F. M., natural de P., literal de 
inscripción de nacimiento española del abuelo paterno de la promotora, nacido en M. 
(Las Palmas) el 19 de junio de 1916, hijo de ciudadanos de la misma localidad, certificado 
de las autoridades cubanas de inmigración y extranjería, expedido en 2003, relativo a 
que el abuelo paterno de la promotora, consta inscrito en el Registro de Extranjeros y 
no consta que optara u obtuviera la ciudadanía cubana, documentos expedidos en el 
año 2011 por las mismas autoridades, declarando que el Sr. D. G. no consta inscrito en 
el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificación negativa de jura de 
intención de adquirir la ciudadanía cubana, expedida por el Registro Civil de Florida 
(Camagüey) entre 1930 y 1982 y certificado no literal de defunción del precitado.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 19 de marzo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, ya que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo paterno de la 
promotora siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
del padre de la promotora.
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3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, mostrando su 
disconformidad con el mismo y manifestando que aporta nueva documentación.

Adjunta como nueva documentación; literal de inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Consular de La Habana de su progenitor, J. D. F., en la que no consta la nacionalidad 
de su progenitor, nacido en Canarias en 1916 y sí la de su progenitora, cubana, con 
marginal de opción a la nacionalidad española con base en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, con fecha 11 de abril de 2011 y pasaporte español del 
padre de la promotora, expedido en el año 2015.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1975, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 11 de abril 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 19 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que su progenitor, J. D. F., era natural de M., Canarias, aportándose para 
acreditarlo inscripción registral de su nacimiento en M. (Las Palmas), en junio de 1916, 
hijo de ciudadanos nacidos en la misma provincia, por lo que era originariamente español, 
pero no puede tenerse por determinado que mantuviera dicha nacionalidad en 1951 
cuando nació su hijo y padre de la promotora, por lo que no queda establecido que éste 
fuera originariamente español, ya que la documentación cubana aportada, no es sufi-
cientemente acreditativa.

V. Además por la documentación aportada por la recurrente, se acredita que su progenitor 
optó a su vez a la nacionalidad española con base en la misma norma, por lo que la 
primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado 1 de la 
disposición adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
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vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
el progenitor del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 11 de abril de 2011, la ahora optante, 
nacida el 19 de febrero de 1975, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no 
podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, 
la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su 
vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional séptima.

VI. En el presente caso el progenitor de la recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del pro-
genitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor 
de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.

VII. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
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en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VIII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
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originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

IX. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el derecho 
de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la regulación de 
la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, el caso de quien 
esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica esto ya que una 
vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola voluntad de 
los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos para que consigan 
la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido sobrevenidamente.

X. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 



M
inisterio de Justicia

◄ 339 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

XI. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
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Así resulta igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XII. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. artículo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XIII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

IV. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
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Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 1, 
f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (22ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J. P. R., ciudadano cubano, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 28 de septiembre de 1967 
en S., Villa Clara (Cuba), hijo de J.-Y. P. P., nacido en M. (Villa Clara) el 25 de enero de 
1922 y de A.-C. R. R., nacida en S., (Villa Clara), el 11 de junio de 1936, casados en 
2003, certificado no literal de nacimiento del promotor, carné de identidad cubano del 
promotor, certificado no literal de nacimiento del padre del promotor, hijo de Á.-C.-M.-N. 
P. C., nacido en B. (Santa Cruz de Tenerife) y de M. P. A., de la que no consta lugar de 
nacimiento, certificado de notas marginales, relativa a que en la de nacimiento del 
precitado se modificó por resolución del año 2000 el nombre del padre, es Á.-C.-M.-N., 
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que el segundo apellido es C. y el lugar de nacimiento B., literal de nacimiento del padre 
del promotor, inscrito en el Registro Civil consular de La Habana, hijo de Á.-C. P. C., 
natural de B. en 1883, sin que se haga constar su nacionalidad y de M. P. A., nacida en 
1896, aunque no consta el lugar, y de la que tampoco consta su nacionalidad, con 
marginal de nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil, según 
redacción dada por la Ley 36/2002 del Código Civil, con fecha 16 de febrero de 2007, 
literal de inscripción de nacimiento del Sr. Á.-C.-M.-N. P. C., documentos expedidos por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en 2009, relativos a que el precitado 
no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía y certificado del 
Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 2010, relativo a que el Sr. Á. P. H. 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros, en S. a los 56 años.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 5 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que no se ha acreditado fehacientemente que su abuelo paterno 
siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento del padre 
del promotor, por lo que en el solicitante no concurren los requisitos establecidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. especialmente 
en cuanto a la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que el certificado de inscripción de su abuelo en el Registro 
de Extranjeros refleja que su abuelo continuaba ostentando su nacionalidad española 
cuando nació su padre.

Adjunta como documentación varias inscripciones de nacimiento en el Registro Civil 
consular de La Habana, correspondientes a dos hermanos del padre del promotor, en 
las que consta su nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil y 
un primo, que la ostenta por la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, no constando si su padre, tío del promotor, también optó a la nacionalidad 
española, como si hizo el padre del promotor.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
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21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1967, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 16 de febrero de 2007 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de octubre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 5 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
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atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria 
y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consi-
deración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, 
se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado 
en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo 
momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere perso-
nalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código 
Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
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nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso, el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en enero de 1922, cuando aquél nació, puesto que según documen-
tación local no constaba inscrito en el Registro cubano de Extranjeros ni tampoco en el 
de Ciudadanía como naturalizado cubano, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
sin que pueda tenerse en cuenta el documento aportado en fase de recurso, ya que se 
refiere a la inscripción en el Registro de Extranjeros de Á. P. H., no coincidente con el 
abuelo paterno del promotor en parte del nombre y en el segundo de los apellidos, por 
lo que no puede tenerse por acreditado que corresponda a la misma personal.

Debiendo significarse respecto a la documentación aportada sobre varios familiares 
directos del promotor, que los tres hermanos de su progenitor, hijos de Á.-C. P. C., ostentan 
la nacionalidad española con base en la misma norma que el padre del ahora recurrente, 
art. 20.1. b del Código Civil, y el otro familiar, al parecer primo del promotor, la ostenta 
por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, pero no consta si su padre y 
tío del promotor, optó a la nacionalidad española como si hizo el padre del promotor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (23ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. A. P. R., ciudadano cubano, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 28 de septiembre de 1967 
en S., Villa Clara (Cuba), hijo de J.-Y. P. P., nacido en M. (Villa Clara) el 25 de enero de 
1922 y de A.-C. R. R., nacida en S. (Villa Clara), el 11 de junio de 1936, casados en 
2003, certificado no literal de nacimiento del promotor, carné de identidad cubano del 
promotor, certificado no literal de nacimiento del padre del promotor, hijo de Á.-C.-M.-N. 
P. C., nacido en B. (Santa Cruz de Tenerife) y de M. P. A., de la que no consta lugar de 
nacimiento, certificado de notas marginales, relativa a que en la de nacimiento del 
precitado se modificó por resolución del año 2000 el nombre del padre, es Á.-C.-M.-N, 
que el segundo apellido es C. y el lugar de nacimiento B., literal de nacimiento del padre 
del promotor, inscrito en el Registro Civil consular de La Habana, hijo de Á.-C.-M.-N., 
natural de B. en 1883, sin que se haga constar su nacionalidad y de M. P. A., nacida en 
1896, aunque no consta el lugar, y de la que tampoco consta su nacionalidad, con 
marginal de nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil, según 
redacción dada por la Ley 36/2002 del Código Civil, con fecha 16 de febrero de 2007, 
literal de inscripción de nacimiento del Sr. Á.-C.-M.-N. P. C., documentos expedidos por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en 2009, relativos a que el precitado 
no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía y certificado del 
Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 2010, relativo a que el Sr. Á. P. H. 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros, en Santa Clara a los 56 años.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 5 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que no se ha acreditado fehacientemente que su abuelo paterno 
siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento del padre 
del promotor, por lo que en el solicitante no concurren los requisitos establecidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. especialmente 
en cuanto a la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que el certificado de inscripción de su abuelo en el Registro 
de Extranjeros refleja que su abuelo continuaba ostentando su nacionalidad española 
cuando nació su padre.

Adjunta como documentación varias inscripciones de nacimiento en el Registro Civil 
consular de La Habana, correspondientes a dos hermanos del padre del promotor, en 
las que consta su nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil y 
un primo, que la ostenta por la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, no constando si su padre, tío del promotor, también optó a la nacionalidad 
española, como si hizo el padre del promotor.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1967, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 16 de febrero de 2007 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de octubre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 5 de abril de 2019, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso, el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en enero de 1922, cuando aquél nació, puesto que según documen-
tación local no constaba inscrito en el Registro cubano de Extranjeros ni tampoco en el 
de Ciudadanía como naturalizado cubano, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
sin que pueda tenerse en cuenta el documento aportado en fase de recurso, ya que se 
refiere a la inscripción en el Registro de Extranjeros de Á. P. H., no coincidente con el 
abuelo paterno del promotor en parte del nombre y en el segundo de los apellidos, por 
lo que no puede tenerse por acreditado que corresponda a la misma persona.

Debiendo significarse respecto a la documentación aportada sobre varios familiares 
directos del promotor, que los tres hermanos de su progenitor, hijos de Á.-C. P. C., ostentan 
la nacionalidad española con base en la misma norma que el padre del ahora recurrente, 
art. 20.1. b del Código Civil, y el otro familiar, al parecer primo del promotor, la ostenta 
por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, pero no consta si su padre y 
tío del promotor, optó a la nacionalidad española como si hizo el padre del promotor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (24ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M. P. R., ciudadana cubana, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 9 de noviembre de 1961 
en S., Villa Clara (Cuba), hija de J.-Y. P. P., nacido en M. (Villa Clara) el 25 de enero de 
1922 y de A.-C. R. R., nacida en S. (Villa Clara), el 11 de junio de 1936, casados en 
2003, certificado no literal de nacimiento de la promotora, inscrita en 1971, diez años 
después de su nacimiento, carné de identidad cubano de la promotora, certificado literal 
de nacimiento del padre de la promotora, hijo de Á. P. H., nacido en Canarias y de M. P. 
A., de la que no consta lugar de nacimiento, con marginal de resolución registral de 31 
de octubre de 2000, por la que se subsana el nombre del padre del inscrito, es Á.-C.-M.-N., 
su segundo apellido es C. y su lugar de nacimiento B., Canarias, certificado de notas 
marginales, relativa a las modificaciones precitadas, literal de nacimiento del padre del 
promotor, inscrito en el Registro Civil consular de La Habana, hijo de Á.-C. P. C., natural 
de B. en 1883, sin que se haga constar su nacionalidad y de M. P. A., nacida en 1896, 
aunque no consta el lugar, y de la que tampoco consta su nacionalidad, con marginal 
de nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil, según redacción 
dada por la Ley 36/2002 del Código Civil, con fecha 16 de febrero de 2007, literal de 
inscripción de nacimiento del Sr. Á.-C.-M.-N. P. C., documentos expedidos por las auto-
ridades cubanas de inmigración y extranjería en 2009, relativos a que el precitado no 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía y certificado del 
Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 2010, relativo a que el Sr. Á. P. H. 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros, en S. a los 56 años.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 5 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, ya que no se ha acreditado fehacientemente que su abuelo paterno 
siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento del padre 
de la promotora, por lo que en el solicitante no concurren los requisitos establecidos en 
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el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. especialmente 
en cuanto a la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que el certificado de inscripción de su abuelo en el Registro 
de Extranjeros refleja que su abuelo continuaba ostentando su nacionalidad española 
cuando nació su padre.

Adjunta como documentación varias inscripciones de nacimiento en el Registro Civil 
consular de La Habana, correspondientes a dos hermanos del padre de la promotora, 
en las que consta su nacionalidad española por la opción del art. 20.1.b del Código Civil 
y un primo, que la ostenta por la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, no constando si su padre, tío de la promotora, también optó a la nacionalidad 
española, como si hizo el padre de la promotora.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen a la nacida en Cuba en 1961, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
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su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 16 de febrero de 2007 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de octubre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 5 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria 
y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consi-
deración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, 
se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado 
en el proceso o «iter» jurídico de su atribución, la que se produce «ope legis» desde el 
mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere 
personalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro 
Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 



M
inisterio de Justicia

◄ 353 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso, el progenitor de la optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en enero de 1922, cuando aquél nació, puesto que según documen-
tación local no constaba inscrito en el Registro cubano de Extranjeros ni tampoco en el 
de Ciudadanía como naturalizado cubano, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
sin que pueda tenerse en cuenta el documento aportado en fase de recurso, ya que se 
refiere a la inscripción en el Registro de Extranjeros de Á. P. H., no coincidente con el 
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abuelo paterno de la promotora en parte del nombre y en el segundo de los apellidos, 
por lo que no puede tenerse por acreditado que corresponda a la misma persona.

Debiendo significarse respecto a la documentación aportada sobre varios familiares 
directos de la promotora, que los dos hermanos de su progenitor, hijos de Á.-C. P. C., 
ostentan la nacionalidad española con base en la misma norma que el padre de la ahora 
recurrente, art. 20.1. b del Código Civil, y el otro familiar, al parecer primo de la promotora, 
la ostenta por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, pero no consta si su 
padre y tío de la promotora, optó a la nacionalidad española como si hizo el padre de 
la promotora.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (25ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J. L. C., ciudadana cubana, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació en P., Villa Clara (Cuba), el 9 
de enero de 1965, hija de J.-A. L. R., nacido en P. (Villa Clara), el 7 de julio de 1941 y de 
C. C. D., nacida en C. (Sancti Spiritus), el 18 de marzo de 1944, certificado no literal de 
nacimiento y carné de identidad cubano de la promotora, certificado de subsanación 
de errores, declarando que por resolución n.º 80 del año 2006 se modifica en la ins-
cripción de nacimiento de la interesada el nombre de su abuelo materno, es C., y su 
lugar de nacimiento, Canarias, certificado no literal de nacimiento de la madre de la 
promotora, inscrita en 1953, nueve años después de su nacimiento, hija de C. C. Á., 
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nacido en Canarias y M. D. M., nacida en C., certificado de subsanación de errores, por 
resolución n.º 99 del año 2000, respecto al nombre de su padre, es C., y su lugar de 
nacimiento Canarias, literal de inscripción de nacimiento de C. C. Á., nacido en L. (Santa 
Cruz de Tenerife) el 7 de mayo de 1903, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, 
documentos expedidos en el año 2015 por las autoridades cubanas de inmigración y 
extranjería, relativos a que el Sr. J. C. Á. se inscribió en el Registro de Extranjeros a los 
36 años de edad, es decir en 1939 y no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía, 
certificación negativa de inscripción de nacimiento, expedida en el año 2011 por el 
Registro Civil de Cabaiguán, relativa a C. C. Á., certificación de subsanación de errores 
en la inscripción principal de matrimonio de J. C. Á. con M. D. M., el nombre del contrayente 
es C., natural de Canarias y el segundo apellido de su progenitor es M., certificado no 
literal de defunción del Sr. C. C. Á., fallecido a los 73 años en 1979, dato que no se 
corresponde con su fecha de nacimiento en España, certificado de subsanación de 
errores en la principal de defunción citada, por resolución n.º 53 del año 2000, el nombre 
del inscrito es C. y certificado de sentencia de divorcio del matrimonio de los padres de 
la promotora y certificado no literal de defunción.

2. El Encargado del Registro Civil consular, mediante resolución de fecha 1 de abril de 
2019, deniega lo solicitado por la interesada, habida cuenta que para fundamentar su 
petición presenta certificación de nacimiento propio en el que se subsanó como error 
material el nombre de su abuelo materno no es J. sino C., por resolución registral n.º 
80 de 2006, cuando ese tipo de subsanación afecta sustancialmente a la identidad del 
inscrito, por lo que debe hacerse por vía judicial, por lo que no se ha acreditado el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la citada norma y en la Instrucción de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, ya 
que no ha quedado probada la filiación española de la interesada.

3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, manifestando que con la 
documentación aportada ha quedado acreditada la relación de filiación de su madre 
con el Sr. C. C. Á., nacido en España y de nacionalidad española que cuando llegó a 
Cuba utilizó también como nombre J., motivo por el que hay diferencias en la documen-
tación que fueron subsanadas por el Registro Civil cubano, siendo ambos la misma 
persona.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión previamente adoptada, y remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución.

5. Consta a este centro directivo que la progenitora de la promotora, Sra. C. C. D., está 
inscrita en el Registro Civil consular de La Habana, hija de C. C. Á., nacido en L. (Santa 
Cruz de Tenerife) el 7 de mayo de 1903, del que no consta su estado civil ni su nacionalidad 
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y de M. D. M., nacida en C., de la que no consta fecha de nacimiento ni estado civil, siendo 
de nacionalidad cubana, con marginal de nacionalidad española por la opción de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 2 de junio de 2011. Copia 
de esta inscripción se incluye en la documentación presentada por una hermana de la 
promotora en su expediente de nacionalidad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005; 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero, 20-5.ª de junio de 2006; y 21-2.ª de febrero, 16-4.ª 
de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007; y 7-1.ª de febrero de 
2008; y 28 de abril de 2.010.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

En este caso la madre de la interesada solicitó su nacionalidad española en virtud del 
ejercicio del derecho de opción reconocido por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la citada Ley 52/2007, opción que fue documentada mediante 
solicitud. suscrita el 2 de junio de 2011, fecha en la que la recurrente era ya mayor de 
edad.

III. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de 
junio de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó acuerdo el 1 de abril de 2019 denegando lo solicitado. El acuerdo apelado 
basa en esencia su denegación en que la interesada no ha acreditado que reúne los 
requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, por divergencias 
en la identidad de su abuelo materno, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su 
informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
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General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo consta que sus progenitor, C. C. Á. era natural de Canarias, pero consta que dicha 
certificación fue corregida en cuanto al nombre del padre de la inscrita, de J. a C. y el 
lugar de nacimiento de éste, Canarias, ambos datos también fueron corregidos en otras 
inscripciones en las que aparece el precitado, defunción, matrimonio, etc, en todos los 
casos se hizo por resolución registral como subsanación de error material, cuando es 
un dato sustancial que puede modificar la identidad de la persona, siendo su nacionalidad 
española originaria en la que se basa la solicitud de nacionalidad de la promotora.

V. Además en el caso de la Sra. J. L. C., su madre había optado a la nacionalidad española 
con base en la misma norma y la primera cuestión que se plantea es si, al amparo del 
apartado 1 de la disposición Adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas 
de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija 
de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española 
de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición 
para acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora de la recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 2 de junio de 2011, la 
ahora optante, nacida el 9 de enero de 1965, había alcanzado ya su mayoría de edad, 
por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se 
plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 358 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima.

VI. En el presente caso la progenitora de la recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del pro-
genitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor 
de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.

VII. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
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párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VIII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

IX. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el derecho 
de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la regulación 
de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, el caso de 
quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica esto ya 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 360 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola 
voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos para 
que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

X. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
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declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

XI. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
«conditio iuris» o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 
3.ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
ransitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XII. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición Transitoria 
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3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XIII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIV. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición Adicional Séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 1, 
f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
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aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (29ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana.

HECHOS

1. Doña A.-E. R. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 22 de 
abril de 1965 en M., Oriente (Cuba), hija de E. R. P. y de doña J.-M. P. D., nacidos en M., 
Oriente (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento de la 
promotora; certificado local de nacimiento de la madre de la solicitante, hija de J. P. V., 
nacido en Canarias (España); partida de bautismo española del abuelo materno de la 
recurrente, natural de T., Canarias (España), nacido el 17 de mayo de 1914, hijo de M. 
V. C., natural de T. y de su esposo J. P. V., nacido en C. (Cuba) y documento de identidad 
de emigrante de la bisabuela materna de la interesada, Sra. V. C., donde consta que 
contrajo matrimonio con J. P. V. el 4 de marzo de 1912.

2. Con fecha 9 de noviembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, estimando que la progenitora española de la solicitante optó por la 
nacionalidad española de origen según la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
en fecha 14 de octubre de 2011, cuando la optante era mayor de edad por lo que no 
ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la 
directriz sexta de Instrucción de fecha 4 de noviembre de 2008, especialmente en lo 
que se refiere a estar sujeto a la patria potestad de un español.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud, alegando que su abuelo nació en España 
en 1914, y que nunca perdió su nacionalidad española. Acompaña a su escrito de 
recurso de certificación negativa de intención de renuncia a la nacionalidad española 
y opción por la cubana expedida por el encargado del Registro de Estado Civil de Sancti 
Spiritus.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil y 17, 18 y 19 del Código 
Civil en su redacción originaria, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, 
artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 23-20.ª de julio y 27-67.ª de 
agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en M., Oriente (Cuba) en 1965, en virtud del ejercicio de 
la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil se dictó auto de fecha 9 de noviembre de 2015, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el progenitor español de la misma optó por la nacionalidad española de origen según 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 13 de octubre de 2011, 
cuando la interesada era mayor de edad por lo que no ha quedado establecido que en 
la misma concurran los requisitos exigidos en la directriz sexta de Instrucción de fecha 
4 de noviembre de 2008, especialmente en lo que se refiere a estar sujeto a la patria 
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potestad de un español, posición que el ministerio fiscal comparte en su informe. Sin 
embargo, entre la documentación aportada no consta la certificación literal de la ins-
cripción de nacimiento española de la madre de la optante.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En este caso no se ha aportado al expediente documentación que acredite la filiación 
española de la solicitante, ya que su abuelo materno, nacido en Canarias, España, en 
fecha 17 de mayo de 1914, era hijo de don J. P. V., natural de Cuba, y de su esposa, M. 
V. C., natural de T., Canarias, de nacionalidad cubana, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio 
de 1889, vigente en dicha fecha, que establecía que «La mujer casada sigue la condición 
y nacionalidad de su marido», así la bisabuela de la interesada, originariamente española, 
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hubiera perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio el 4 de marzo de 1912, antes 
del nacimiento de su hijo, tal y como consta en la documentación aportada. Por ello, no 
cabe suponer que el citado abuelo pueda considerarse originariamente español, siendo 
preciso para ello que se hubiera ejercitado la opción a la nacionalidad española según 
lo establecían los artículos 17, 18 y 19 del Código Civil en su redacción originaria, lo 
que no se ha acreditado en este caso, y aunque se hubiera probado la nacionalidad 
española de origen de éste tampoco ha quedado probado el mantenimiento de dicha 
nacionalidad al nacimiento de su hija, madre de la optante ya que constan, entre otros 
documentos, certificado cubano de nacimiento de la interesada, certificado cubano de 
nacimiento de su madre, certificado de la partida de bautismo española de su abuelo 
materno y certificación negativa de la inscripción de la jura de intención de adquisición 
de la nacionalidad cubana y renuncia a la española del precitado abuelo en el Registro 
de Estado Civil de Sancti Spiritus que no permite acreditar sin ningún género de dudas 
que no se hubiera practicado tal inscripción en otro Registro Civil. Dicha documentación 
no permite determinar que la madre de la promotora hubiera nacido originariamente 
española.

Por tanto, no ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba)

Resolución de 19 de julio de 2022 (30ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana.

HECHOS

1. Doña M.-E. R. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
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52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 20 de 
octubre de 1966 en M., Oriente (Cuba), hija de E. R. P. y de doña J.-M. P. D., nacidos en 
M., Oriente (Cuba); carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento de la 
promotora; certificado local de nacimiento de la madre de la solicitante, hija de J. P. V., 
nacido en Canarias (España); partida de bautismo española del abuelo materno de la 
recurrente, natural de T., Canarias (España), nacido el 17 de mayo de 1914, hijo de M. 
V. C., natural de T. y de su esposo J. P. V., nacido en C. (Cuba) y documento de identidad 
de emigrante de la bisabuela materna de la interesada, Sra. V. C., donde consta que 
contrajo matrimonio con J. P. V. el 4 de marzo de 1912.

2. Con fecha 9 de noviembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, estimando que la progenitora española de la solicitante optó por la 
nacionalidad española de origen según la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
en fecha 14 de octubre de 2011, cuando la optante era mayor de edad por lo que no 
ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la 
directriz sexta de Instrucción de fecha 4 de noviembre de 2008, especialmente en lo 
que se refiere a estar sujeto a la patria potestad de un español.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud, alegando que su abuelo nació en España 
en 1914, y que nunca perdió su nacionalidad española. Acompaña a su escrito de 
recurso de certificación negativa de intención de renuncia a la nacionalidad española 
y opción por la cubana expedida por el encargado del Registro de Estado Civil de Sancti 
Spiritus.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil y 17, 18 y 19 del Código 
Civil en su redacción originaria, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, 
artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 23-20.ª de julio y 27-67.ª de 
agosto de 2020.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en M., Oriente (Cuba) en 1966, en virtud del ejercicio de 
la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil se dictó auto de fecha 9 de noviembre de 2015, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el progenitor español de la misma optó por la nacionalidad española de origen según 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 13 de octubre de 2011, 
cuando la interesada era mayor de edad por lo que no ha quedado establecido que en 
la misma concurran los requisitos exigidos en la directriz sexta de Instrucción de fecha 
4 de noviembre de 2008, especialmente en lo que se refiere a estar sujeto a la patria 
potestad de un español, posición que el ministerio fiscal comparte en su informe. Sin 
embargo, entre la documentación aportada no consta la certificación literal de la ins-
cripción de nacimiento española de la madre de la optante.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
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la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En este caso no se ha aportado al expediente documentación que acredite la filiación 
española de la solicitante, ya que su abuelo materno, nacido en Canarias, España, en 
fecha 17 de mayo de 1914, era hijo de don J. P. V., natural de Cuba, y de su esposa, M. 
V. C., natural de T., Canarias, de nacionalidad cubana, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio 
de 1889, vigente en dicha fecha, que establecía que «La mujer casada sigue la condición 
y nacionalidad de su marido», así la bisabuela de la interesada, originariamente española, 
hubiera perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio el 4 de marzo de 1912, antes 
del nacimiento de su hijo, tal y como consta en la documentación aportada. Por ello, no 
cabe suponer que el citado abuelo pueda considerarse originariamente español, siendo 
preciso para ello que se hubiera ejercitado la opción a la nacionalidad española según 
lo establecían los artículos 17, 18 y 19 del Código Civil en su redacción originaria, lo 
que no se ha acreditado en este caso, y aunque se hubiera probado la nacionalidad 
española de origen de éste tampoco ha quedado probado el mantenimiento de dicha 
nacionalidad al nacimiento de su hija, madre de la optante ya que constan, entre otros 
documentos, certificado cubano de nacimiento de la interesada, certificado cubano de 
nacimiento de su madre, certificado de la partida de bautismo española de su abuelo 
materno y certificación negativa de la inscripción de la jura de intención de adquisición 
de la nacionalidad cubana y renuncia a la española del precitado abuelo en el Registro 
de Estado Civil de Sancti Spiritus, que no permite acreditar sin ningún género de dudas 
que no se hubiera practicado tal inscripción en otro Registro Civil. Dicha documentación 
no permite determinar que la madre de la promotora hubiera nacido originariamente 
española.

Por tanto, no ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (50ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I. R. C., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en Cuba 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 13 de abril de 1973 en H. 
(Cuba) y es hija de don F.-F. R. G., de nacionalidad cubana y española; documento de 
identidad cubano y certificado literal de nacimiento cubano de la interesada; certificado 
literal de nacimiento cubano del padre de la interesada; certificado literal español de 
nacimiento del progenitor, con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por opción, en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil, 
en fecha 23 de mayo de 2003; certificado de nacimiento español de la abuela paterna 
de la solicitante, nacida en 1913 en P., Orense (España); documentos de inmigración y 
extranjería de la abuela paterna.

2. Con fecha 22 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que no queda establecido que en la solicitante concurran los requisitos 
previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
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su expediente, indicando que formuló su petición como nieta de abuela originariamente 
española.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.ª), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 13 de abril de 1973, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso el padre de la interesada tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 23 de mayo de 2003 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 2 de junio de 2003, fecha en la que la recurrente era ya mayor 
de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de 
septiembre de 2011en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
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del registro civil consular se dictó auto el 22 de abril de 2019, denegando lo 
solicitado.

Ill. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurran los requisitos exigidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen 
de su progenitor, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en 
su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 29 
de septiembre de 2011. Se exige, en este caso, que el progenitor de la optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 



M
inisterio de Justicia

◄ 373 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se produce después de los dieciocho años y 
en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacionalidad 
española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad española 
de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas 
que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere 
es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter 
se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 
y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n°1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía española, 
el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este centro directivo de 
4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso el progenitor de la optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Adicionalmente, en relación con la alegación realizada en el escrito de recurso relativa 
a la condición de española de la abuela paterna de la recurrente, cabe indicar que se 
han aportado documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano, en los que consta que la abuela paterna, doña A. G. C., nacida en 
España, no se encontraba inscrita en el Registro de Extranjeros y no consta en el Registro 
de Ciudadanía que haya adquirido la ciudadanía cubana por naturalización. Dicha 
documentación no permite determinar fehacientemente que la abuela de la interesada 
siguiese ostentando la nacionalidad española en fecha 28 de noviembre de 1935, 
momento del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, por lo que no queda acreditado 
que el padre de la solicitante hubiera nacido originariamente español. De lo anteriormente 
indicado, se constata que en la solicitante no concurren los requisitos exigidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de junio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (53ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-C. E. V., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 11 
de abril de 1954, en S., H. (Cuba) y es hija de don Y.-S E. C., ciudadano cubano; documento 
de identidad cubano y certificado de nacimiento local de la interesada; certificado local 
de nacimiento del padre de la solicitante; certificado español de bautismo del abuelo 
paterno de la promotora, nacido en 1866 en T., Canarias (España); documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo paterno de la solicitante; certificación de ciudadanía 
cubana del abuelo de la interesada.

2. Con fecha 23 de julio de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
considerando que el abuelo paterno de la peticionaria no declaró la conservación de 
conservar la nacionalidad española según lo establecido en el artículo IX del Tratado 
de parís de 1898 y no ostentaba la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
de su hijo, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los 
requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1954, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 23 de julio de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificados cubanos de nacimiento de la interesada 
y de su padre. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse 
acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha 
nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin 
prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio 
de prueba admitido en derecho).

La interesada aportó certificación española de bautismo de su abuelo paterno, don J.-S. 
E. D., así como documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería que certifican 
que no consta inscrito en el Registro de Extranjeros. Asimismo se ha aportado Certificación 
de Ciudadanía literal del Sr. E. D., de fecha 29 de septiembre de 2014, en la que se 
consigna declaración del citado abuelo paterno acogiéndose al derecho de naturalizarse 
cubano en virtud del inciso 4° del artículo 6 de la Constitución de la República de Cuba 
de 1901, por residir en Cuba antes del 11 de abril de 1899 y no haberse inscrito en el 
Registro general de españoles según lo regulado por el artículo IX del Tratado de París, 
renunciando a la ciudadanía española que antes tenía.

El artículo IX del Tratado de París de 1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre 
los Estados Unidos de América y el Reino de España, indicaba que «los súbditos españoles, 
naturales de la Península, residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o 
cede por el presente tratado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él…. 
En el caso de que permanezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad 
española haciendo ante una oficina de registro, dentro de un año después del cambio 
de ratificaciones de este tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha 
nacionalidad; a falta de esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha 
nacionalidad y adoptado la del territorio en el cual pueden residir».

Por tanto, dado que el abuelo de la solicitante llegó a Cuba en 1888, según consta en 
el certificado de ciudadanía, y no se inscribió en el citado Registro General de Españoles 
declarando la conservación de la nacionalidad española, en el momento de nacer su 
hijo, en fecha 4 de abril de 1912, aquel (abuelo paterno) no ostentaba la nacionalidad 
española por lo que el padre de la solicitante no es español de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (60ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña E. E. V., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 18 
de febrero de 1959, en S., H. (Cuba) y es hija de don Y.-S. E. C., ciudadano cubano; 
documento de identidad cubano y certificado de nacimiento local de la interesada; 
certificado local de nacimiento del padre de la solicitante; certificado español de bautismo 
del abuelo paterno de la promotora, nacido en 1866 en T., Canarias (España); documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo paterno de la solicitante; certificación de ciuda-
danía cubana del abuelo de la interesada.

2. Con fecha 23 de julio de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
considerando que el abuelo paterno de la peticionaria no declaró la conservación de 
conservar la nacionalidad española según lo establecido en el artículo IX del Tratado 
de parís de 1898 y no ostentaba la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
de su hijo, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los 
requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1959, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 23 de julio de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
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a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificados cubanos de nacimiento de la interesada 
y de su padre. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse 
acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha 
nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin 
prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio 
de prueba admitido en derecho).

La interesada aportó certificación española de partida de bautismo de su abuelo paterno, 
don J.-S. E. D., así como documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería que 
certifican que no consta inscrito en el Registro de Extranjeros. Asimismo se ha aportado 
Certificación de Ciudadanía literal del Sr. E. D., de fecha 29 de septiembre de 2014, en 
la que se consigna declaración del citado abuelo paterno acogiéndose al derecho de 
naturalizarse cubano en virtud del inciso 4° del artículo 6 de la Constitución de la 
República de Cuba de 1901, por residir en Cuba antes del 11 de abril de 1899 y no 
haberse inscrito en el registro de españoles según lo regulado por el Artículo IX del 
Tratado de París, renunciando a la ciudadanía española que antes tenía.

El artículo IX del Tratado de París de 1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre 
los Estados Unidos de América y el Reino de España, indicaba que «los súbditos españoles, 
naturales de la Península, residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o 
cede por el presente tratado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él…. 
En el caso de que permanezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad 
española haciendo ante una oficina de registro, dentro de un año después del cambio 
de ratificaciones de este tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha 
nacionalidad; a falta de esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha 
nacionalidad y adoptado la del territorio en el cual pueden residir».

Por tanto, dado que el abuelo de la solicitante llegó a Cuba en 1888, según consta en 
el certificado de ciudadanía, y no se inscribió en el citado Registro General de Españoles 
declarando la conservación de la nacionalidad española, en el momento de nacer su 
hijo, en fecha 4 de abril de 1912, aquel (abuelo paterno) no ostentaba la nacionalidad 
española por lo que el padre de la solicitante no es español de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 26 de julio de 2022 (1ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 
20.1.b) del Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don A-M. M. F., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en 
La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
Disposición adicional séptima, adjunta en apoyo de su pretensión como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 12 de diciembre de 1979 
en C. (Cuba), hijo de don A-E. M. C., nacido el 18 de septiembre de 1954 en C. y de doña 
C-R. F. G., nacida en C. el 23 de abril de 1956, casados en 1975, certificado no literal 
de nacimiento del promotor, carné de identidad cubano del promotor, certificado no 
literal de nacimiento de la madre del promotor, inscrita en 1960, cuatro años después 
del nacimiento, hija de don M. F. S., natural de España y de doña M-A. G. Y., natural de 
C., literal de inscripción de nacimiento de la madre del promotor en el Registro Civil 
consular de La Habana, consta que su progenitor había nacido en O. (La Coruña) en 
1897 y era soltero y de nacionalidad cubana y la madre había nacido en Cuba en 19.º 
13 y era de nacionalidad cubana, con marginal de nacionalidad por la opción del art. 
20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 3672002, con fecha 17 de julio 
de 2007, literal de inscripción de nacimiento del abuelo materno del promotor, certificado 
no literal de defunción del abuelo materno, certificado del Ministerio del Interior cubano, 
sección de Identificación y Registros, expedido en el año 2011 y declarando que el Sr. 
F. S. aparece registrado, no dice en que Registro, en Cienfuegos a los 36 años, es decir 
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en 1933, documento expedido por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería 
en el año 2015, relativos a que la Carta de Ciudadanía otorgada al Sr. F. S. consta inscrita 
el 18 de julio de 1947, siendo su estado civil soltero y su edad 50 años y certificado no 
literal de matrimonio de los padres del promotor.

2. Con fecha 2 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por el interesado ya que de la documentación aportada 
no ha quedado acreditado que en él concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora, ya que el abuelo materno del solicitante se nacionalizó cubano 
en 1947, perdiendo así la nacionalidad española según el art. 20 del Código Civil en su 
redacción de 1889.

3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión del 
expediente ya que con la misma documentación ha optado a la nacionalidad española 
su madre, que su abuelo materno mantuvo hasta su fallecimiento su condición de 
español y que también accedió a la nacionalidad española un primo suyo descendiente 
también de su abuelo.

Adjunta como documentación; certificado literal de nacimiento local propio y de su 
progenitora, documento nacional de identidad y pasaporte españoles de la precitada y 
también tarjeta sanitaria española de la misma, expedida por la Comunidad Valenciana.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo y remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución. 
Consta a este centro directivo que Manuel Santos Fraga, familiar directo del interesado, 
obtuvo la nacionalidad española por la opción de la Disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, siendo su progenitora hija de Manuel Fraga Salas, nacida en 1945, 
antes de la naturalización del precitado como ciudadano cubano en 1947, situación 
totalmente diferente de la del Sr. M. F.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1979, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 2 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación ha sido aportada pero es lo cierto que la nacio-
nalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación de 
dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya que consta que 
es hija de don M. F. S., ciudadano natural de España, lo que efectivamente se acredita 
según inscripción de nacimiento de 1897, en una localidad de la provincia de La Coruña, 
por lo que era originariamente español, pero se ha aportado también documento cubano 
que declaran que al mismo se le otorgó Carta de Ciudadanía cubana, que fue inscrita 
en el Registro correspondiente en julio de 1947, antes del nacimiento de su hija y madre 
del promotor, por lo que adquiriendo la ciudadanía cubana, de acuerdo con el artículo 
20 del Código Civil español en su redacción originaria de 1889, perdía su calidad de 
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español, lo que dio lugar a que la madre del promotor naciera ciudadana cubana, por 
tanto el promotor no es hijo de progenitora originariamente española.

V. Además, según documentación aportada, en este caso la madre del interesado tiene 
la condición de española por haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho de 
opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del Código Civil, en su redacción dada por 
la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español 
y nacido en España», opción que fue documentada en acta suscrita el 17 de julio de 
2007 e inscrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana, fecha en la que 
el recurrente era ya mayor de edad.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la 
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Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacio-
nalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre 
en los dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

VI. En el presente caso, la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, se acreditó suficientemente que no mantenía 
dicha nacionalidad en abril de 1956, cuando aquélla nació, puesto que según docu-
mentación local constaba inscrita su Carta de Ciudadanía cubana en 1947, por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Debiendo significarse respecto a la alegación del interesado sobre la nacionalidad 
española obtenida por un primo hermano, que efectivamente la ostenta por la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, pero consta que su madre y tía del promotor, nació 
en 1945, antes de la naturalización del abuelo materno como ciudadano cubano, no 
siendo el caso del ahora recurrente.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 26 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 26 de julio de 2022 (2ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.
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2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 
20.1.b) del Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M-A. M. F., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España 
en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, adjunta en apoyo de su pretensión como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 31 de marzo de 1976 en 
Cienfuegos (Cuba), hija de don A-E. M. C., nacido el 18 de septiembre de 1954 en C. y 
de doña C. R. F. G., nacida en C. el 23 de abril de 1956, casados en 1975, certificado 
no literal de nacimiento de la promotora, carné de identidad cubano de la promotora, 
certificado no literal de nacimiento de la madre de la promotora, inscrita en 1960, cuatro 
años después del nacimiento, hija de don M. F. S., natural de España y de doña M-A. G. 
Y., natural de C., literal de inscripción de nacimiento de la madre de la promotora en el 
Registro Civil consular de La Habana, consta que su progenitor había nacido en O. (La 
Coruña) en 1897 y era soltero y de nacionalidad cubana y la madre había nacido en 
Cuba en 1913 y era de nacionalidad cubana, con marginal de nacionalidad por la opción 
del art. 20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 3672002, con fecha 
17 de julio de 2007, literal de inscripción de nacimiento del abuelo materno de la pro-
motora, certificado del Ministerio del Interior cubano, sección de Identificación y Registros, 
expedido en el año 2011 y declarando que el Sr. F. S. aparece registrado, no dice en 
que Registro, en Cienfuegos a los 36 años, es decir en 1933, documento expedido por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2015, relativos a que la 
Carta de Ciudadanía otorgada al Sr. F. S. consta inscrita el 18 de julio de 1947, siendo 
su estado civil soltero y su edad 50 años, certificado no literal de matrimonio de los 
abuelos maternos de la promotora, casados en 1969, certificado no literal de defunción 
del abuelo materno y certificado no literal de matrimonio de los padres del promotor.

2. Con fecha 2 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada ya que de la documentación aportada 
no ha quedado acreditado que en ella concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora, ya que el abuelo materno de la solicitante se nacionalizó 
cubano en 1947, perdiendo así la nacionalidad española según el art. 20 del Código 
Civil en su redacción de 1889.
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3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión del 
expediente ya que con la misma documentación ha optado a la nacionalidad española 
su madre, que su abuelo materno mantuvo hasta su fallecimiento su condición de 
español y que también accedió a la nacionalidad española un primo suyo descendiente 
también de su abuelo.

Adjunta como documentación; certificado literal de nacimiento local propio y de su 
progenitora, documento nacional de identidad y pasaporte españoles de la precitada y 
también tarjeta sanitaria española de la misma, expedida por la Comunidad Valenciana.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo y remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución. 
Consta a este centro directivo que don M. S. F., familiar directo de la interesada, obtuvo 
la nacionalidad española por la opción de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, siendo su progenitora hija de don M. F. S., nacida en 1945, antes de la 
naturalización del precitado como ciudadano cubano en 1947, situación totalmente 
diferente de la de la Sra. M. F.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen a la nacida en Cuba en 1976, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 2 de abril de 2019, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación ha sido aportada pero es lo cierto que la nacio-
nalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación de 
dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya que consta que 
es hija de Manuel Fraga Salas, ciudadano natural de España, lo que efectivamente se 
acredita según inscripción de nacimiento de 1897, en una localidad de la provincia de 
La Coruña, por lo que era originariamente español, pero se ha aportado también docu-
mento cubano que declara que al mismo se le otorgó Carta de Ciudadanía cubana, que 
fue inscrita en el Registro correspondiente en julio de 1947, antes del nacimiento de su 
hija y madre de la promotora, por lo que adquiriendo la ciudadanía cubana, de acuerdo 
con el artículo 20 del Código Civil español en su redacción originaria de 1889, perdía 
su calidad de español, lo que dio lugar a que la madre de la promotora naciera ciudadana 
cubana, por tanto la promotora no es hija de progenitora originariamente española.

V. Además, según documentación aportada, en este caso la madre de la interesada 
tiene la condición de española por haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho 
de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del Código Civil, en su redacción dada 
por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho a optar por la 
nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera sido originariamente 
español y nacido en España», opción que fue documentada en acta suscrita el 17 de 
julio de 2007 e inscrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana, fecha en 
la que la recurrente era ya mayor de edad.
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Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o 
atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria 
y la nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consi-
deración de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, 
se adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado 
en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo 
momento del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere perso-
nalidad jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código 
civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
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este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacio-
nalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre 
en los dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

VI. En el presente caso, la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su 
progenitor, español de origen y nacido en España, se acreditó suficientemente que no 
mantenía dicha nacionalidad en abril de 1956, cuando aquélla nació, puesto que según 
documentación local constaba inscrita su Carta de Ciudadanía cubana en 1947, por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Debiendo significarse respecto a la alegación de la interesada sobre la nacionalidad 
española obtenida por un primo hermano, que efectivamente la ostenta por la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, pero consta que su madre y tía de la promotora, 
nació en 1945, antes de la naturalización del abuelo materno como ciudadano cubano, 
no siendo el caso de la ahora recurrente.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 26 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 26 de julio de 2022 (3ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don P. G. P., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 1 de agosto de 1956 en P., (Cuba), hijo de don L. G. C., 
nacido el 15 de enero de 1938 en P. y de doña O. P. L., nacida el 12 de enero de 1938, 
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en P., certificado literal de nacimiento del promotor, inscrito en 1977 por su propia 
declaración, 21 años después de su nacimiento y no consta el lugar de nacimiento de 
sus abuelos, consta anotación marginal de resolución registral del año 2007, rectificando 
el primera apellido de la madre y el segundo del inscrito Pena, carné de identidad cubano 
del promotor, certificado no literal de nacimiento de la madre del promotor, inscrita en 
1975, por declaración del padre y de la inscrita, 37 años después de su nacimiento, 
hija de don G. P. A., natural de F., (España) y doña D. L. I., natural de P., certificado de 
notas marginales en la de nacimiento de la precitada, recogiendo la sentencia de 13 
de diciembre de 2010, firme el día 27 del mismo mes, declarando que el padre de la 
inscrita es don G. P. A., natural de F., (España, y que se consignará que la inscripción se 
practica por declaración del padre y de la inscrita, literal de inscripción de nacimiento 
del Sr. P. A., nacido el 19 de septiembre de 1908 en L. Orense, hijo de don M. P., natural 
de la provincia de Pontevedra y doña R., natural de L., documentos expedidos por las 
autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2010, relativos a que el Sr. 
P. A. consta inscrito en el Registro de Extranjeros, habiendo formalizado su inscripción 
en Cuba, sin indicar provincia, a los 28 años, es decir en 1936, no constando inscrito 
en el Registro de Ciudadanía, certificado literal de defunción del Sr. P. A., fallecido el 14 
de septiembre de 1937, a los 24 años, dato que no se corresponde con su fecha de 
nacimiento en España, con marginal de resolución registral del año 1994 que rectificaba 
su apellido a Pena y certificado no literal de defunción de la madre del promotor.

El Registro Civil Consular requiere al interesado, para que comparezca con fecha 26 de 
octubre de 2015, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; 
concretamente la sentencia que declara la filiación de su progenitora respecto a don 
G. P. A., reconocida por la autoridad judicial española correspondiente. No consta que 
se aportara dicho documento.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 29 de marzo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, al no haber cumplido los requerimientos de documentación efectuados, 
por lo que no ha quedado acreditado que se encontraba comprendido dentro del ámbito 
de aplicación del apartado 1.º de la Disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que 
no ha quedado determinada la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso, contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que no ha alegado que su madre fuera ori-
ginariamente española, pero sí que era hija de don G. P. A., de origen español, por lo 
que su solicitud se basaba en que era nieto del precitado, añadiendo que si ha atendido 
los requerimientos aportando certificación del reconocimiento de filiación paterna de 
su madre, no siéndole posible cumplimentar el recibido el 26 de octubre de 2015.

Aporta como documentación; copia de sentencia de 13 de diciembre de 2010, dictada 
por el Tribunal Municipal Popular de Puerto Padre, declarando que don G. P. A. es el 
padre de doña O. P. L., nacida tras el fallecimiento de aquél, con base en pruebas de 
carácter testifical de personas que conocían la relación entre los padres de la precitada 
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y también la relación de ésta con su familia paterna, a tenor de lo establecido en los 
arts. 75 y 76 del Código de Familia cubano.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1956, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 29 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que su progenitor era natural 
de España, habiéndose presentado inscripción de nacimiento del mismo, nacido en 
1908 en L. (Orense), hijo de ciudadanos nacidos en Pontevedra y en L., por lo que era 
originariamente español, sin embargo lo que no queda probado de forma fehaciente 
por la documentación local aportada, es su relación de filiación con la madre del promotor, 
Sra. P. L., ya que el precitado falleció antes del nacimiento de ésta, que fue inscrita en 
el Registro Civil local 37 años después de éste hecho, pese a lo cual se hace constar 
que se inscribió por declaración del padre y de la propia inscrita, no habiendo sido 
reconocida judicialmente su filiación en Cuba hasta el año 2010, pese a lo cual en varios 
documentos locales constan resoluciones registrales modificando el primer apellido de 
la Sra. P. L. anteriores a dicha fecha, en el año 2007 e incluso en 1994 en la propia 
inscripción de defunción de su progenitor, por lo que el Encargado del Registro Civil 
consular solicitó la aportación del reconocimiento judicial español de la sentencia cubana 
para que ésta pudiera surtir efectos, de acuerdo con lo establecido en el art. 11 de la 
Ley 15/2015 de jurisdicción voluntaria, no habiéndose aportado y manifestando el 
recurrente que no le es posible su presentación.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 26 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 26 de julio de 2022 (4ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don C-M. C. F., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en 
La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de 
datos en la que hace constar que nació el 24 de septiembre de 1951 en V., Camagüey 
(Cuba), hijo de don L-R. C. M., nacido en M., Villa Clara (Cuba), el 20 de abril de 1917 y 
no hace constar los datos de su progenitora, certificado no literal de nacimiento del 
promotor, inscrito en 1954, tres años después de su nacimiento, su progenitora es E-T. 
F. P., nacida en Cuba, carné de identidad cubano del promotor, certificado no literal de 
nacimiento del padre del promotor, inscrito en 1920, tres años después de su nacimiento, 
hijo de don D-L. C. R., natural de Las Palmas de Gran Canaria y doña M. M. H., de la que 
no consta su lugar de nacimiento, certificado de subsanación material de la inscripción 
de nacimiento del Sr. C. M., con fecha 2012 por resolución se establece que el segundo 
apellido de su padre es R., certificado literal de nacimiento del abuelo paterno del 
promotor, nacido en A. (Las Palmas) el 30 de abril de 1893, hijo de ciudadanos del 
mismo municipio, certificados del Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 
2011, relativo a que el Sr. C. R. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros, certificados 
del Ministerio del Interior cubano, Dirección de identificación, inmigración y extranjería, 
expedidos en el año 2015, relativos a que el Sr. D. L. C. R no consta inscrito en el Registro 
de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificado no literal de matrimonio de los abuelos 
paternos, celebrado en Cuba en 1915 y certificado no literal de defunción del abuelo 
paterno y del padre del promotor.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 1 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
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por el interesado, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo paterno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento del padre del promotor, por lo que no se ha 
acreditado que en el mismo concurran los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que solicitó la nacionalidad española como nieto de ciudadano español por línea paterna, 
que su padre es ciudadano cubano pero consta documentalmente que su abuelo paterno, 
Daniel Leoncio Cubas Rodríguez, no está inscrito en el Registro de Extranjeros en Cuba 
ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, por lo que solicita se 
revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1951, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. La s personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que su progenitor era natural de las Islas Canarias, constando certificación 
de nacimiento del mismo, don D-L. C. R., en el Registro Civil de Artenara (Las Palmas), 
dónde había nacido en abril de 1893 e hijo de ciudadanos naturales de la misma 
localidad, también se aportó documentación cubana relativa a que el precitado no 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de Ciudadanía como 
naturalizado cubano, por tanto no queda debidamente acreditada su nacionalidad en 
1917, cuando nació su hijo y padre del promotor, no constando tampoco la fecha de 
llegada a Cuba del abuelo paterno del promotor y si residía allí en 1898 y, en caso 
afirmativo, si fue inscrito en el Registro de Españoles, establecido por el Tratado de París 
de 1898, para los nacidos en la península que desearan mantener su nacionalidad 
española, de no ser así se entendía su opción por la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
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no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 26 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 28 de julio de 2022 (4ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. B. C., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 15 
de septiembre de 1985 en M., La Habana (Cuba) y es hija de don A-H. B. V., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado de nacimiento local de la intere-
sada; certificado local de nacimiento del padre de la solicitante; certificado español de 
nacimiento del abuelo paterno de la promotora, nacido en 1901 en C., Pontevedra 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno de la solicitante, 
constando inscripción de carta de ciudadanía cubana en 1947.

2. Con fecha 1 de abril de 2019 el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, consi-
derando que el abuelo paterno de la peticionaria se nacionalizó cubano en 1947 y no 
ostentaba la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hijo, por lo 
que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos previstos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a 
la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil; artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1985, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado certificados cubanos de nacimiento de la interesada 
y de su progenitor. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse 
acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha 
nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin 
prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio 
de prueba admitido en derecho).

La interesada aportó certificación española de nacimiento de su abuelo paterno, don 
J-M. B. D., nacido en España en 1901, así como documentos de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano donde se certifica que consta 
en el Registro de Ciudadanía la inscripción de la carta de ciudadanía a favor del citado 
abuelo en fecha 11 de junio de 1947, adquiriendo en esa fecha la nacionalidad cubana 
y perdiendo así la nacionalidad española según el art. 20 del Código Civil en su redacción 
de 1889, vigente en ese momento. Por lo tanto, en el momento de nacer su hijo en 
fecha 4 de enero de 1952, aquel (abuelo paterno) no ostentaba la nacionalidad española 
por lo que el padre de la solicitante no es español de origen.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 28 de julio de 2022 (5ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo de la Encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. A. G., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en Cuba 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre otra docu-
mentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 25 de noviembre 
de 1960 en Z., Las Villas (Cuba) y es hija de D.ª A-E. G. C., de nacionalidad cubana y 
española; documento de identidad cubano y certificado de nacimiento literal cubano 
de la interesada; certificado literal cubano de la madre de la solicitante; certificado 
literal español de nacimiento de la madre de la interesada, con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española por opción, en virtud de lo establecido en el 
artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 6 de junio 2008; documentos de inmigración 
y extranjería de la abuela de la interesada, nacida en P., Canarias (España), según consta 
en la inscripción consular de nacimiento de la madre de la interesada; certificado de 
entrada en Cuba de la abuela materna.

2. Con fecha 23 de abril de 2014, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, por lo que no ha quedado establecido que en la solicitante concurran 
los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, indicando que formuló su petición como nieta de abuela española.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
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General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.ª), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 25 de noviembre de 1960, en virtud del ejercicio de 
la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue docu-
mentada en acta suscrita el 6 de junio de 2008 e inscrita en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) el 9 de julio de 2008, fecha en la que la recurrente era 
ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de diciembre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del registro civil 
consular se dictó auto el 23 de abril de 2014, denegando lo solicitado.

Ill. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurran los requisitos exigidos en 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
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en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su proge-
nitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su 
informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 4 de 
diciembre de 2009. Se exige, en este caso, que la progenitora de la optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se produce después de los dieciocho años y 
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en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacionalidad 
española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad española 
de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas 
que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere 
es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter 
se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 
y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía española, 
la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este centro directivo de 
4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Adicionalmente, en cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la condición de 
española de su abuela materna, cabe indicar que, en la documentación que obra en el 
expediente constan documentos de Inmigración y Extranjería a nombre de la abuela, 
D.ª Cándida Faustina Crespo Cabrera, natural de España, que certifican que no se 
encuentra inscrita en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de Ciudadanía 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, así como certificado del 
Archivo Nacional de Cuba donde se indica que entró en Cuba en 1896, por lo que residía 
en Cuba antes del Tratado de París de 1899, pero no consta que se haya inscrito en el 
registro de españoles regulado en el artículo IX de dicho Tratado. De dichos documentos 
no se puede determinar fehacientemente la continuidad de la nacionalidad española 
de la abuela. Por otro lado, en la certificación cubana de nacimiento de la madre de la 
interesada consta que el estado civil de la abuela era casado. Según lo establecido en 
el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio 
de 1889, vigente en dicha fecha, «la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de 
su marido», por lo que no queda acreditado que, en el momento de nacer su hija, madre 
de la interesada, la citada abuela continuase ostentando la nacionalidad española. De 
lo anteriormente indicado, se constata que en la solicitante no concurren los requisitos 
exigidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 28 de julio de 2022 (6ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª A. C. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 23 de enero de 1951 en C., Guantánamo (Cuba) y es hija de D.ª A. C. A., 
ciudadana cubana; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado literal cubano de nacimiento de la progenitora de la intere-
sada; certificado de nacimiento y partida de bautismo del abuelo materno de la solicitante, 
nacido en 1895 en C., Valencia (España); documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo materno de la interesada, certificación negativa de inscripción de ciudadanía 
cubana del abuelo materno.

2. Con fecha19 de febrero de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que de los documentos presentados no se puede 
determinar fehacientemente que el abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de su hija, no habiendo quedado establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima 
de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 404 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

expediente alegando que es nieta de ciudadano español de origen. Adjunta como nueva 
documentación literal de inscripción de nacimiento en el Registro Civil Consular de La 
Habana de su progenitora, en la que no consta la nacionalidad de su progenitor, nacido 
en Valencia en 1895 y sí la de su progenitora, cubana, con marginal de opción a la 
nacionalidad española con base en la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
con fecha 22 de junio de 2010.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª). 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 23 de enero de 1951, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 19 de febrero de 2019, 
denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitora, así como certificaciones de nacimiento y 
bautismo español de su abuelo materno. Sin embargo, la nacionalidad originaria de la 
madre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues 
de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante 
en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad 
por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano del abuelo español, don V. C. V., en los que se certifica 
que el mismo no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el 
Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. De 
estos certificados y de la restante documentación aportada al expediente no puede 
determinarse fehacientemente que el abuelo de la interesada, natural de España, 
continuase ostentando la nacionalidad española en fecha 20 de octubre de 1918, 
momento del nacimiento de su hija, madre de la solicitante, por lo que no queda acre-
ditado que ésta hubiera nacido originariamente española.

V. Además, por la documentación aportada por la recurrente, se acredita que su proge-
nitora optó a su vez a la nacionalidad española con base en la misma norma, por lo que 
la primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado 1 de la 
disposición adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
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pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, 
a su vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró 
en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora de la recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio de la 
opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de 22 
de junio de 2010, inscrita con fecha 18 de diciembre de 2014, la ahora optante, nacida 
el 23 de enero de 1951, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no podría 
acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, la 
posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su vez, 
a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional séptima.

VI. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se 
habrá de formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostenta la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del pro-
genitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor 
de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
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además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.

VII. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VIII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
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Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «…que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

IX. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el derecho 
de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la regulación de 
la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, el caso de quien 
esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica esto ya que una 
vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola voluntad de 
los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos para que consigan 
la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido sobrevenidamente.

X. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
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… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

XI. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
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hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XII. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código civil).

XIII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»

), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda condicionado 
en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el abuelo o abuela 
hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
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exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas que preten-
dían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean descendientes 
en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando la segunda 
generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición adicional 
séptima).

XIV. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2.º de la misma 
disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 n.º 1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por 
Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que originaria-
mente hubieran sido españoles.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 28 de julio de 2022 (7ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. D.ª S. S. T., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 20 de febrero de 1958 en C., Camaguey (Cuba) y es hija de don M. S. H., 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; 
partida de bautismo español del abuelo paterno, nacido en 1897 en T., Canarias (España); 
certificados negativos de Inmigración y Extranjería del abuelo de la solicitante; certificado 
de nacimiento y bautismo español de la abuela paterna de la solicitante, nacida en 
1905 en T., Canarias (España); certificado negativo en el registro de extranjeros de la 
abuela de la interesada; certificado local de matrimonio de los abuelos paternos.

2. Con fecha 8 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que de los documentos presentados no puede 
determinarse fehacientemente que los abuelos de la peticionaria continuasen ostentando 
la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hijo, padre de la promotora, 
no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos 
en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que ha presentado todos los documentos requeridos para acreditar 
su derecho.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 



M
inisterio de Justicia

◄ 413 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 20 de febrero de 1958, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
febrero de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 8 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se aportaron certificaciones de nacimiento cubano 
de la interesada y certificado de nacimiento cubano de su progenitor, donde consta que 
es hijo de padres nacidos en España. Asimismo, se aportaron certificaciones de 
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nacimiento y bautismo español de su abuela paterna, D.ª T. H. P., nacida en 1905 en 
Canarias, y certificado de bautismo, del abuelo paterno, don M-R. S. A., natural de 
Canarias, así como el certificado de matrimonio local de los citados abuelos, formalizado 
en C. en 1924. Obran en el expediente documentos de la Dirección de Inmigración y 
Extranjería del Ministerio del Interior cubano, en los que se certifica que el abuelo de la 
interesada no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro 
de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. De estos 
certificados y de la restante documentación aportada al expediente no puede determi-
narse fehacientemente que el citado abuelo siguiese ostentando la nacionalidad española 
en fecha 13 de diciembre de 1928, momento del nacimiento de su hijo, padre de la 
solicitante. A partir de la celebración del matrimonio en 1924 tampoco está acreditada 
la nacionalidad de su abuela paterna, de acuerdo con lo establecido en el art.º 22 del 
Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente 
en dicha fecha, que establece que «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad 
de su marido». En consecuencia, no se encuentra acreditada la nacionalidad española 
de origen del padre de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 28 de julio de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. D.ª A-C. C. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 5 de enero de 1959 en C., La Habana (Cuba) y es hija de don F. C. R., 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado literal cubano de 
nacimiento de la promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la 
interesada; certificado de nacimiento español del abuelo paterno de la solicitante, nacido 
en 1880 en S., Canarias (España); certificación negativa de inscripción de nacimiento 
cubano del abuelo; documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno.

2. Con fecha 1 de marzo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular dicta resolución 
por la que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada por la interesada, estimando 
que de la documentación presentada no puede determinarse la continuidad de la 
nacionalidad española del abuelo de la peticionaria en el momento del nacimiento de 
su hijo, no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª). 10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
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(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 5 de enero de 1959, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).
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Así, se han aportado documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don S. C. 
M., no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Estos certificados 
y la restante documentación aportada al expediente no permiten determinar fehacien-
temente que el abuelo de la interesada, natural de España, continuase ostentando la 
nacionalidad española en fecha 12 de febrero de 1913, momento del nacimiento de su 
hijo, por lo que no queda acreditado que el padre de la solicitante hubiera nacido origi-
nariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

III.1.3.2  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN -  
ANEXO II LEY 52/2007

Resolución de 8 de julio de 2022 (49ª)
III.1.3.2 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado segundo 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser nietos de abuelo de nacio-
nalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. B.-L. F. Z., nacida el 13 de enero de 1925 en H. (Cuba), presenta en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, solicitud a fin de optar a la nacionalidad española en 
virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta como documentación:
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Modelo de solicitud Anexo II, en el que se hace constar que la última nacionalidad de 
su abuelo es española; hoja declaratoria de datos, en la que declara que es hija de F., 
sin más datos y de B.-N. F. Z., nacida en H. el 6 de diciembre de 1906, certificado literal 
de nacimiento de la promotora, inscrita en 1930, cinco años después de su nacimiento, 
en el que consta que no tiene filiación paterna y que sus abuelos maternos, F. y M. son 
naturales de Lugo y Málaga, carné de identidad cubano de la promotora, literal de acta 
de nacimiento española de B.-N., nacida en C. (Orense) el 6 de diciembre, no se aprecia 
el año, pero puede ser 1906 ya que fue inscrita el 17, mes ilegible, de 1907, hija de F. 
F., segundo apellido casi ilegible, podría ser N., natural de Málaga y de M. Z. D., natural 
también de Málaga, certificado literal de nacimiento cubano de B.-N., inscrita el 1 de 
diciembre de 1906 en H., nacida el 6 de diciembre de 1905, hija de F. F. L., que fue el 
declarante para la inscripción y de M. Z. D., naturales de Lugo y Málaga, todos los abuelos 
naturales de España, certificado negativo de nacimiento del Registro Civil de Begonte 
(Lugo), relativo al Sr. F. F. L. entre 1834 y 1838, certificación negativa de bautismo 
española, relativa al Sr. F. F. N., no consta entre los bautizados entre 1855 y 1869, 
documento militar relativo al último citado, documentos expedidos por las autoridades 
cubanas de inmigración y extranjería en el año 2009, relativos a que el Sr. F. F. N. no 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, certificación negativa 
de nacimiento en el Registro Civil cubano del precitado, certificación negativa de bautismo 
española de la Sra. M. Z. D., certificado no literal de defunción de ésta y certificación 
cubana de soltería de B.-N. F. Z., documento que aparece rectificado en el año corres-
pondiente al libro de inscripción del nacimiento.

2. La Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, a la vista de la 
documentación aportada entiende que la petición de la Sra. M. S., optar a la nacionalidad 
española por la opción de la Ley 52/2007 como nieta de M. Z. D., que perdió la nacio-
nalidad española como consecuencia del exilio, no puede admitirse, ya que no concurren 
los requisitos, especialmente la acreditación de que su abuela perdió o tuvo que renunciar 
a la nacionalidad por razón del exilio.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, manifestando que su solicitud no la hizo como 
nieta de una exiliada, sino de una emigrante económica que llegó a Cuba mucho antes 
de 1936. Adjuntando como nueva documentación; partida de matrimonio canónico 
ilegible.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto impugnado y el Encargado del Registro Civil Consular 
de España en La Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución e informando que la promotora también presentó modelo de solicitud 
de opción a la nacionalidad del Anexo I, apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, que según la documentación tampoco le sería aplicable.
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5. Consta en el expediente, firmado por la promotora, modelo de solicitud, Anexo II, 
Apartado 2 disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, en el que textualmente se hace 
constar «que la presente solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el 
solicitante es nieto/a de abuelo/a que perdieron la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio 
de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo de 2010, 
24 de marzo de 2010, 28 de abril de 2010 (5.ª), 15 de noviembre de 2010, 1 de diciembre 
de 2010, 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17.ª), 
25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida el 13 de enero de 
1925 en La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio», la solicitud de opción fue formalizada el 27 de enero de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008. Por la Encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se dictó auto el 17 de mayo 
de 2018 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio.

IV. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
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españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieta de abuelo español se han aportado la correspondiente certificación de nacimiento 
del Registro Civil cubano de la solicitante, sólo con filiación materna, de su progenitora, 
inscrita en 1906 y nacida en diciembre de 1905 y de ésta también inscripción literal 
española de nacimiento, en la localidad de C. (Orense), en diciembre de 1906 e inscrita 
en 1907, difiriendo los datos de su progenitor y su lugar de nacimiento, en el documento 
cubano el padre es F. F. L., natural de Lugo y en el español es F. F., podría ser N., no 
resulta correctamente legible, pero en todo caso no es L., y nacido en Málaga, si coinciden 
los datos de la madre en ambos documentos M. Z. D. nacida en Málaga.

Sin embargo, no consta documento alguno que acredite debidamente el nacimiento en 
España, de alguno de sus abuelos maternos, sólo constan certificaciones negativas de 
inscripción registral de nacimiento y también certificaciones negativas de bautismo.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se pre-
sumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español 
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podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, la solicitante promovió solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud del apartado segundo de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, acreditando que es hija de B.-N. F. Z., pero del nacimiento de ésta 
y su filiación con ciudadanos españoles no consta documentación suficientemente 
acreditativa, ni respecto al lugar de nacimiento, H. (Cuba) o C. (Orense), ni a la fecha de 
nacimiento ni tampoco a la identidad de su progenitor, F. F. L. en el documento de 
nacimiento cubano o F. F. N., en el documento español y en otros documentos aportados, 
estas discrepancias no permiten tener por acreditada la relación de filiación de la pro-
motora como nieta de un/a ciudadano/a español/a que tuviera la condición de exiliado/a 
y que por ello perdiera su nacionalidad española y tampoco que saliera de España en 
el período comprendido entre 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, tal y 
como manifiesta la promotora en su recurso, reconociendo que su abuela, sobre la que 
basa su petición, llegó a Cuba mucho antes de 1936, como acredita el hecho de que 
su nieta y promotora nació en Cuba en 1925.

VII. Debiendo significarse respecto a la solicitud de opción a la nacionalidad, también 
suscrita por la promotora, Anexo I, apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 5272007, que tampoco puede admitirse ya que se ve afectada por los mismos 
problemas que ya se han expresado en el fundamento de derecho anterior, que impide 
considerar acreditado que la progenitora de la Sra. F. Z. fuera originariamente española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (53ª)
III.1.3.2 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado segundo 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser nietos de abuelo de nacio-
nalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. R. G. E., nacido el 4 de febrero de 1985 en Ciudad de La Habana (Cuba), presenta 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y 
adjunta como documentación:

Modelo de solicitud Anexo II, en el que se hace constar que la última nacionalidad de 
su abuelo era la española; hoja declaratoria de datos, en la que declara que es hijo de 
V. G. G., nacido en H. (Cuba) el 19 de julio de 1951 y de A. E. M., nacida en H. el 16 de 
marzo de 1961, carné de identidad cubano del promotor, literal española de nacimiento 
del padre del promotor, inscrito en el Registro Civil Consular de La Habana, hijo de V. G. 
C., nacido en C. (Asturias) el 26 de enero de 1892, de estado civil viudo y de nacionalidad 
cubana y de E.-N. G. F., nacida en H. el 6 de junio de 1916, de estado civil soltera y de 
nacionalidad cubana, con marginal de nacionalidad del inscrito por la opción del artículo 
20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 36/2002, con fecha 11 de abril 
de 2007 y marginal de nacionalidad por la opción de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, con fecha 27 de abril de 2009, literal de inscripción española de 
nacimiento del abuelo paterno del promotor y certificado de la Directora del Archivo 
Nacional de la República de Cuba, expedido en el año 2013, relativo a que el Sr. V. G. 
C. llegó a Cuba el 5 de marzo de 1909, a la edad de 15 años, dato que no se corresponde 
con su fecha de nacimiento en España, procedente de La Coruña.

2. Con fecha 13 de septiembre de 2018, el Encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana dicta auto, en el que se desestima la solicitud de opción a la 
nacionalidad española de origen formulada por el interesado en virtud de lo establecido 
en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, ya que, 
a los efectos del ejercicio de los derechos de opción recogidos en la normativa citada, 
se presumirá la condición de exiliado a todos los españoles que salieron de España entre 
el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, habiéndose presentado documen-
tación cubana relativa a que el abuelo paterno del promotor llegó a Cuba en 1909.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, manifestando que desconoce quién es Vicente 
Gómez Cosme, persona a la que se menciona en la resolución que ha recibido, que 
solicitó la opción de nacionalidad española por su abuelo que nunca fue un exiliado ya 
que llegó a Cuba en 1909.

Adjunta pasaporte español del padre y certificado no literal de matrimonio de los padres 
del promotor, celebrado en 1983, en dicho documento consta que el padre del contrayente 
es V. G. M., variando este segundo apellido respecto al resto de documentación 
aportada.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto impugnado y el Encargado del Registro Civil Consular 
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de España en La Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio 
de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo de 2010, 
24 de marzo de 2010, 28 de abril de 2010 (5.ª), 15 de noviembre de 2010, 1 de diciembre 
de 2010, 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17.ª), 
25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como español de origen al nacido el 4 de febrero de 1985 
en Ciudad de La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio». La solicitud de opción fue formalizada el 30 de mayo de 2011 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 y 
por el Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se dictó 
auto el 13 de septiembre de 2018 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que el solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio, ni su salida de España en el período 
legalmente establecido para considerar su condición de exiliado. En esta resolución se 
hace constar que el abuelo del solicitante en V. G. C., habiéndose producido un error en 
el primero de los apellidos, el correcto es G., tal y como pone de manifiesto el recurrente, 
no obstante, se trata de un error material que no afecta a la tramitación del expediente 
ni al sentido y contenido del auto dictado, por lo que debe entenderse subsanado 
mediante la presente resolución.

IV. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
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las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieto de abuelo español se han aportado la correspondiente certificación literal de 
nacimiento del Registro Civil español del progenitor del solicitante y de su abuelo paterno, 
no consta sin embargo certificado de nacimiento del promotor, que acredite su relación 
de filiación con el Sr. G. G., hijo del Sr. G. C., ciudadano nacido en España en 1892.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se pre-
sumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español 
podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, el interesado promovió solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud del apartado segundo de la disposición adicional séptima 
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de la Ley 52/2007, acreditando que el Sr. G. G. es hijo de don V. G. C., nacido el 26 de 
enero de 1892 en C. (Asturias), hijo de ciudadanos también nacidos en dicha localidad, 
siendo ciudadano originariamente español, no acreditándose en el expediente que el 
precitado perdiera la nacionalidad española como consecuencia del exilio, ni que saliera 
del territorio español en el período comprendido entre 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, constando certificación de las autoridades cubanas declarando 
que el precitado llegó a Cuba en 1909, dato que es corroborado por el promotor en su 
recurso, negando la condición de exiliado de su abuelo paterno.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (24ª)
III.1.3.2 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J. G. R., nacido el 6 de octubre de 1977 en G., (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana a fin de optar a 
la nacionalidad española en virtud del apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007. Consta como documentación: modelo de solicitud Anexo II; 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hijo de don J. G. R., de nacionalidad 
cubana y española y de doña L-C. R. M., de nacionalidad cubana; certificado de nacimiento 
y documento de identidad cubano del optante; certificado literal español de nacimiento 
del padre del interesado, con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 el 25 de agosto de 2009; certificado literal español de nacimiento 
de su abuela materna, M. R. A., nacida el 4 de abril de 1925 en G., (Cuba), hija de S. J. 
y de S. A., naturales de Logroño (España) con nota marginal de recuperación de la 
nacionalidad española en abril de 2009 ante el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Miami (Estados Unidos); carta de naturalización estadounidense 
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de la citada abuela de fecha 19 de diciembre de 2001; documentos de inmigración y 
extranjería de la abuela española del interesado, que, de acuerdo con el informe emitido 
por la encargada del registro civil consular, no están expedidos en el formato, cuño y 
firma habitualmente utilizado; expediente del Asilo Provincial de Logroño donde consta 
registrada la abuela paterna del optante y certificado de la Directora General del Archivo 
Histórico Nacional por la que se hace constar la entrada a Cuba de la precitada abuela 
en 1948 procedente de Navarra.

2. Con fecha 28 de enero de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta resolución por la que se desestima la solicitud de nacionalidad 
española de origen del interesado, conforme a la documentación aportada, en el supuesto 
establecido en el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, 
toda vez que, si bien la abuela del interesado se encontró en condición de exiliada, sin 
embargo, de la documentación que consta en el expediente, no existe ningún antecedente 
que haga suponer que la misma perdiera la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que su abuela perdió su nacionalidad española. Aporta, entre 
otros, certificado literal español de nacimiento de su hermana, con inscripción marginal 
de opción por la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 el 27 de octubre de 
2011.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la desestimación del recurso y la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras de 18 de mayo 
de 2012 (17.ª, 20.ª, 21.ª y 25.ª) 23 de agosto de 2012 (74.ª, 76.ª y 79.ª) 4 de octubre 
de 2012 (2.ª), 31 de octubre de 2012 (3.ª) 21 de noviembre de 2012 (48.ª, 50.ª y 53.ª) 
y 10 de diciembre de 2012 (7.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1977, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
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por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular se dictó resolución el 28 de enero de 2016 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que el solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio, posición que el órgano en funciones 
de Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieto de abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil cubano del solicitante, así como certificado español de 
nacimiento del padre del interesado, con marginal de adquisición de la nacionalidad 
española de origen, en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 y certificado español de nacimiento de la abuela 
paterna con nota marginal de recuperación de la nacionalidad española en abril de 
2009 ante el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Miami 
(Estados Unidos). Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición del solicitante 
como nieto de abuelo español, únicamente corresponde analizar si concurren los otros 
dos requisitos a los que el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que 
la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello 
hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.
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V. Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del solicitante hubiere 
perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española, ha de tenerse en cuenta 
que el mismo se cumpliría no solo cuando la abuela hubiese adquirido voluntariamente 
otra nacionalidad que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española, lo que sucede en el presente caso a la vista de la inscripción española de 
nacimiento aportada donde consta marginal de recuperación de la nacionalidad española 
de la inscrita en abril de 2009 (lo que presupone que la había perdido) sino también 
cuando dicha perdida derivase del asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera 
o la utilización exclusiva de otra nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la 
pérdida o renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha producido como 
consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/ 2007.

VI. A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente referido 
apartado 3 de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece como 
medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido beneficiario 
de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) 
Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados españoles 
y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, sindicatos 
o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debidamente reco-
nocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que 
estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por 
haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio; la de los apartados anteriores, b) 
y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los siguientes 
documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de acogida. 2. 
Certificación del Registro de Matrícula del Consulado español. 3. Certificaciones del 
Registro Civil Consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de defunción, 
entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de acogida que acredite haber 
adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época del país de acogida 
en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier 
medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción reconocidos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se presumirá la condición de 
exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España entre el 18 de julio de 
1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español podrá acreditarse 
mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior».

VII. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
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27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento—, consta que la abuela del 
promotor es española de origen, que había perdido su nacionalidad española y que 
acredita su condición de exiliada con el certificado de arribo a América, en el que se 
hace constar que la abuela paterna llegó a Cuba, procedente de Navarra, en 1948, por 
lo que pueden entenderse cumplidos en su totalidad, con arreglo a los fundamentos de 
derecho anteriores, los requisitos para el ejercicio del derecho de opción establecidos 
por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 de 26 de diciembre.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar la resolución apelada.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

III.2  CONSOLIDACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.2.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD POR CONSOLIDACIÓN 

Resolución de 8 de julio de 2022 (8ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el promotor 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor porque 
no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo de su 
nacimiento.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Tudela el 25 de octubre de 2018, 
don B. L., nacido en 1974 en L. (Sáhara Occidental) solicita la incoación de expediente 
registral para obtener la declaración, con valor de simple presunción, de la nacionalidad 
española de origen en aplicación del artículo 17 del Código Civil.

Adjunta los siguientes documentos: volante de empadronamiento en el Ayuntamiento 
de Tudela, con fecha de alta en el municipio de 24 de octubre de 2018; permiso de 
residencia de larga duración; pasaporte marroquí; extracto de acta marroquí de nacimiento 
del interesado apostillada; certificado expedido por la Unidad Central de Documentación 
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de Españoles de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil en relación con 
el documento saharaui ….., a nombre de B. B. S., nacido en 1930 en G. (Sáhara), padre 
del interesado, que en la actualidad carece de validez y copia del citado documento; 
recibo Minurso y certificado negativo de inscripción del nacimiento del interesado en 
los libros cheránicos.

2. Ratificado el interesado, efectuada la comparecencia de testigos y previo informe 
desfavorable del Ministerio Fiscal, el encargado del Registro Civil de Tudela dicta auto 
en fecha 14 de noviembre de 2018, por el que se desestima la solicitud formulada por 
el interesado de que se le declare, con valor de simple presunción, la nacionalidad 
española en aplicación del artículo 17 del Código Civil, al no concurrir los requisitos 
legales establecidos.

3. Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte resolución anulando el auto impugnado y se le declare 
la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción al reunir los requisitos 
legales establecidos.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emite informe desfavorable a su 
estimación en fecha 26 de febrero de 2019 y el encargado del Registro Civil de Tudela 
remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del 
recurso, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 
21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 
28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 
18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 
2006.

II. El promotor, mediante solicitud formulada en el Registro Civil de Tudela solicitó la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción en virtud de 
lo establecido en el artículo 17 del Código Civil. El encargado del Registro Civil de Tudela 
dictó auto denegando la petición del interesado por no reunir los requisitos legales 
establecidos, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
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simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
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que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».

VI. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el presente caso, no se considera acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, momento en el que el interesado era menor de edad, sus represen-
tantes legales estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española, 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras cir-
cunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado 
una posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, con buena fe y justo título.

Por otra parte, tampoco se encuentra acreditado que el padre del interesado fuera español 
al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 del Código 
Civil según redacción por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado, ni 
tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al artículo 17.1.c) del 
Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que haya nacido en España, 
ni puede considerarse apátrida, habiendo aportado un pasaporte marroquí.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Tudela (Navarra).
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Resolución de 12 de julio de 2022 (30ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el promotor 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2. Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor porque 
no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo de su 
nacimiento.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Tudela el 11 de junio de 2019, don 
A. A., nacido el 20 de enero de 1974 en K. (Marruecos) solicita la incoación de expediente 
registral para obtener la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española de origen en aplicación del artículo 17 del Código Civil.

Adjunta los siguientes documentos: volante de empadronamiento en el Ayuntamiento 
de Tudela, con fecha de alta en el municipio de 5 de abril de 2019; permiso de residencia 
de larga duración; pasaporte marroquí; ficha de individualidad del Reino de Marruecos, 
en la que consta que el promotor nació el 20 de enero de 1974 en K. y que es hijo de 
A. hijo de M. y de M. hija de S.; certificado marroquí de concordancia de nombres; 
certificado de lazos de parentesco, expedido por el Reino de Marruecos y página del 
libro de familia del Gobierno General del Sáhara Serie A-n.º (…..) en el que consta el 
matrimonio de A. u. E. u. S. y C. m. G. u. S., no coincidiendo el nombre y apellido de la 
titular del libro con el nombre de la madre del interesado que figura en el certificado 
marroquí de individualidad.

2. Ratificado el interesado, efectuada la comparecencia de testigos y previo informe 
desfavorable del Ministerio Fiscal, el encargado del Registro Civil de Tudela dicta auto 
en fecha 25 de junio de 2019, por el que se desestima la solicitud formulada por el 
interesado de que se le declare, con valor de simple presunción, la nacionalidad española 
en aplicación del artículo 17 del Código Civil, al no concurrir los requisitos legales 
establecidos.

3. Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte resolución anulando el auto impugnado y se le declare 
la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción al reunir los requisitos 
legales establecidos.
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4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emite informe desfavorable a su 
estimación en fecha 12 de septiembre de 2019 y el encargado del Registro Civil de 
Tudela remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del 
recurso, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 
21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 
28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 
18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 
2006.

II. El promotor, mediante solicitud formulada en el Registro Civil de Tudela solicitó la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción en virtud de 
lo establecido en el artículo 17 del Código Civil. El encargado del Registro Civil de Tudela 
dictó auto denegando la petición del interesado por no reunir los requisitos legales 
establecidos, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
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trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».
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VI. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el presente caso, no se considera acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, momento en el que el interesado era menor de edad, sus represen-
tantes legales estuviesen imposibilitados «de facto» para optar a la nacionalidad española, 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras cir-
cunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado 
una posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, con buena fe y justo título.

Por otra parte, tampoco se encuentra acreditado que el padre del interesado fuera 
español al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el art.º 17 del 
Código Civil según redacción por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado, 
ni tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al art.º 17.1.c) del 
Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que haya nacido en 
España, ni puede considerarse apátrida, habiendo aportado un pasaporte marroquí.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Tudela (Navarra).

Resolución de 19 de julio de 2022 (37ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el promotor 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2. Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor porque 
no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo de su 
nacimiento, ni tampoco se encuentra la promotora en el supuesto a que se refiere al 
artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que 
haya nacido en España.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil de Santa Coloma de 
Gramanet, Barcelona.

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet el 23 de 
febrero de 2010, don H. M. S. H., mayor de edad, nacido en B. (Sáhara) el 3 de febrero 
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de 1976, de acuerdo con la documentación aportada al expediente, solicita la declaración 
de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. Mediante auto 
de fecha 10 de marzo de 2010, la encargada del Registro Civil de Santa Coloma de 
Gramanet, acuerda declarar con valor de simple presunción que el promotor ostenta la 
nacionalidad española de origen, por haberla consolidado conforme al artículo 18 del 
Código Civil.

Aportó, entre otros, la siguiente documentación: certificado de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Santa Coloma de Gramanet, con fecha de alta en el municipio de 11 
de mayo de 2009; certificado de nacimiento expedido por la República Árabe Saharaui 
Democrática; certificado de residencia en los campamentos de refugiados saharauis 
desde 1975 hasta 2007, expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; 
documento de identidad bilingüe ….. a nombre de F. M. B., nacida en 1951 en A.; 
documento de identidad número ….. del interesado, expedido por la República Árabe 
Saharaui Democrática; pasaporte argelino del interesado; recibo Minurso del promotor; 
certificado expedido por la Embajada de Argelia en Madrid en el que se indica que el 
interesado no es de nacionalidad argelina.

2. Instruido expediente en el Registro Civil de San Sebastián de la Gomera para la 
conversión de la anotación soporte en inscripción de nacimiento del interesado, se 
remiten las actuaciones al Registro Civil Central.

3. Solicitado informe al Ministerio Fiscal se emite en fecha 3 de abril de 2014, indicando 
que, en el presente supuesto, no resultan de aplicación los artículos 17.1.c) y d) y 18 
del Código Civil, ni el interesado reúne las condiciones exigidas por la sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, ni resulta acreditada la filiación del promotor, 
interesando, además de no proceder la inscripción de nacimiento solicitada, que se 
inicie expediente de cancelación de la anotación referente a la declaración de la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción del interesado.

Por auto de fecha 14 de junio de 2017 dictado por el encargado del Registro Civil Central 
se acuerda denegar la conversión en inscripción de la anotación soporte de nacimiento 
del interesado, dando traslado al Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet y al 
representante del Ministerio Fiscal adscrito a dicho registro, a fin de incoar el corres-
pondiente expediente de declaración con valor de simple presunción que al interesado 
no le corresponde la nacionalidad española.

4. Incoado en el Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet a instancias del Ministerio 
Fiscal expediente para declarar que al promotor no le corresponde la nacionalidad 
española con valor de simple presunción y dejar sin efecto el auto dictado en fecha 10 
de marzo de 2010, se notifica al interesado para que alegue lo que a su derecho con-
venga, formulándose escrito de alegaciones por el promotor en el que solicita que se 
inadmita el expediente incoado por el Ministerio Fiscal.

5. Por auto de fecha 24 de abril de 2019, dictado por la encargada del Registro Civil de 
Santa Coloma de Gramanet, se estima la petición realizada a instancias del Ministerio 
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Fiscal, y se deja sin efecto el auto dictado en fecha 10 de marzo de 2010, desestimando 
la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española del promotor, 
debiéndose proceder en su caso a la cancelación de los asientos practicados.

6. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se deje sin efecto el auto apelado y se dicte nueva resolución 
por la que se acuerde que el promotor ostenta la nacionalidad española de origen por 
haberla consolidado conforme al artículo 18 del Código Civil o subsidiariamente conforme 
al artículo 17 del Código Civil.

7. Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la confirmación del auto recurrido y el encargado 
del Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet remitió el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre otras, de 21-1.ª de enero, 3-1.ª; 
4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4.ª y 
27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 18 y 21-4.ª de marzo, 
14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 2006.

II. El promotor, nacido el 3 de febrero de 1976 en B. (Sáhara Occidental), solicitó la 
declaración de su nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. La 
encargada del Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet dictó auto acordando declarar 
con valor de simple presunción que el promotor ostenta la nacionalidad española de 
origen, por haberla consolidado conforme al artículo 18 del Código Civil. Incoado por el 
Ministerio Fiscal expediente para declarar que al promotor no le corresponde la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción, dicho expediente concluye por auto 
de 24 de abril de 2019, dictado por la encargada Registro Civil de Santa Coloma de 
Gramanet, estimando la petición realizada a instancia del Ministerio Fiscal, y declarando 
que el interesado no ostenta la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Frente a dicho auto se interpone recurso por el promotor, que es el objeto del presente 
expediente.

III. En primer lugar, se indica que en el ámbito del Registro Civil no rige el principio de 
autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de lograr 
la concordancia entre el Registro Civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es factible reiterar 
un expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre que la nueva 
petición se base en hechos o circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en 
cuenta al tomar la primera decisión, circunstancia que concurre en el caso que nos 
ocupa.
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IV. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

VI. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
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por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como carta magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».

VII. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el caso presente, el interesado nacido el 3 de febrero de 1976 en B. (Sáhara 
Occidental) no acredita que, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus represen-
tantes legales, por ser el solicitante menor de edad, estuviesen imposibilitados «de 
facto» para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden una posible 
consolidación de la nacionalidad española, dado que el interesado no ha ostentado 
nunca documentación española, por lo que no se acreditan los requisitos establecidos 
en el artículo 18 del Código Civil para una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no está probada la posesión de la nacionalidad durante 10 años, con 
buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil.

Por otra parte, no se encuentra acreditado que el padre del interesado fuera español 
al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 del Código 
Civil según redacción establecida por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso 
examinado y tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al artículo 
17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que haya nacido 
en España.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet, Barcelona.

Resolución de 19 de julio de 2022 (41ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el promotor 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor porque 
no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo de su 
nacimiento, ni tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al 
artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que 
haya nacido en España.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el Ministerio Fiscal, contra el auto del encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Tudela (Navarra) en fecha 10 de julio 
de 2012, don A. H., nacido el 12 de junio de 1967 en T. (Sáhara Occidental), solicita la 
declaración de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. 
Mediante auto de fecha 16 de abril de 2013, el encargado del Registro Civil de Tudela 
(Navarra), acuerda declarar con valor de simple presunción la nacionalidad española 
de origen iure soli del interesado, por aplicación retroactiva del artículo 17. 3.º del Código 
Civil, según redacción de la Ley 51/1982 de 13 de julio.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: volante de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Tudela, con fecha de alta en el municipio de 9 de julio de 2012; permiso 
de residencia temporal; certificados expedidos por la Delegación Saharaui para Navarra: 
de parentesco, de residencia en el territorio ocupado por Marruecos desde 1975, de 
nacionalidad saharaui y certificado de parentesco expedido por el Reino de Marruecos.

2. Por escrito de fecha 2 de noviembre de 2016, el Ministerio Fiscal insta al Registro 
Civil de Tudela a fin de que inicie nuevo expediente de solicitud de declaración con valor 
de simple presunción, de que al interesado no le corresponde la nacionalidad española, 
toda vez que el auto dictado por el encargado del Registro Civil de Tudela procede a la 
aplicación de los artículos 17 y 18 del Código Civil, cuando los mismos no resultan 
aplicables, ya que el artículo 18 exige para la consolidación de la nacionalidad española, 
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su posesión y utilización durante 10 años, con buena fe y basada en un título inscrito 
en el Registro Civil, requisitos que no están presentes en el expediente y, por otra parte, 
el artículo 17 establece que son españoles de origen los nacidos en España de padres 
extranjeros, si ambos careciesen de nacionalidad o si la nacionalidad de ninguno de 
ellos atribuye al hijo una nacionalidad, no acreditando el interesado ni que sus padres 
ostentasen la nacionalidad española en el momento de su nacimiento ni que es apátrida, 
dado que acreditó la posesión de documentación marroquí.

3. Iniciado expediente en el Registro Civil de Tudela y notificado el interesado, consta que 
no ha sido posible su localización, ni en el domicilio aportado en su día a dicho registro 
civil, ni en el número de teléfono ni por otras medidas de averiguación de paradero.

Por auto de fecha 24 de febrero de 2017 dictado por el encargado del Registro Civil de 
Tudela se desestima la petición realizada a instancia del Ministerio Fiscal de que se 
declare con valor de simple presunción que al interesado no le corresponde la nacio-
nalidad española, reafirmándose en lo mencionado en el auto de 16 de abril de 2013.

4. Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que la resolución recurrida acuerda desestimar la petición 
basándose en una concepción política y no jurídica en la concesión de la nacionalidad 
española, haciendo referencia a un planteamiento equivocado respecto a los nacidos 
en el Sáhara y su situación antes y después de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
toda vez que los nacidos en el Sáhara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacio-
nalidad española, resultando que el promotor nació el 12 de junio de 1967 en T., según 
consta en el expediente tramitado al efecto, lo que implica que no resulta aplicable ni 
el artículo 17, ni tan siquiera lo dispuesto en el artículo 18 ambos del Código Civil, que 
exige la posesión y utilización continuada de la nacionalidad española durante 10 años 
con buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil, ni está probado que sus 
progenitores hayan ostentado en el momento la nacionalidad española cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, ni con anterioridad a dicha fecha, ni consta que no haya 
podido optar a la nacionalidad española por encontrarse en un campo de refugiados o 
similar que le haya impedido comparecer ante las autoridades pertinentes al ejercicio 
de dicha opción.

5. Notificado el interesado, formula alegaciones oponiéndose al recurso interpuesto por 
el Ministerio Fiscal y el encargado del Registro Civil de Tudela remitió el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y de 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, 
de 21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de 
abril, 28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de 
febrero, 18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de sep-
tiembre de 2006.

II. El promotor, nacido el 12 de junio de 1967 en T. (Sáhara Occidental), solicitó la 
declaración de su nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. El 
encargado del Registro Civil de Tudela dictó auto acordando declarar con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de origen iure soli al interesado. Incoado por el 
Ministerio Fiscal expediente para declarar que al interesado no le corresponde la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción, dicho expediente concluye por auto 
desestimatorio dictado por el encargado Registro Civil de Tudela, reafirmándose en su 
anterior resolución. Frente a dicho auto se interpone recurso por el Ministerio Fiscal, 
que es el objeto del presente expediente.

III. En primer lugar, se indica que en el ámbito del Registro Civil no rige el principio de 
autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de lograr 
la concordancia entre el Registro Civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es factible reiterar 
un expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre que la nueva 
petición se base en hechos o circunstancias que no pudieron ser tenidos en cuenta al 
tomar la primera decisión, circunstancia que concurre en el caso que nos ocupa.

IV. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

VI. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
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con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como carta magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».
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VII. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el caso presente, no se considera acreditado que los padres del interesado, 
por ser este menor de edad cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviesen 
imposibilitados «de facto» para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido 
en los territorios ocupados. Aparte de ello, el promotor no ha ostentado nunca docu-
mentación española, por lo que no se acreditan los requisitos establecidos en el artículo 
18 del Código Civil para una posible consolidación de la nacionalidad española, pues 
no está probada la posesión de la nacionalidad durante 10 años, con buena fe y basada 
en un título inscrito en el Registro Civil.

Por otra parte, no se encuentra acreditado que el padre del interesado fuera español 
al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 del Código 
Civil según redacción establecida por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso 
examinado y tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al artículo 
17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que haya nacido 
en España, ostentando documentación marroquí.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal y revocar el auto apelado, declarando que al promotor 
no le corresponde la nacionalidad española con valor de simple presunción.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Tudela, Navarra.

Resolución de 19 de julio de 2022 (42ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la promotora 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen de la promotora 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo 
de su nacimiento.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1. Con fecha 9 de abril de 2019, doña F. M. L. S., nacida el 31 de diciembre de 1964 
en A. (Sáhara Occidental), de acuerdo con el certificado de nacimiento expedido por la 
República Árabe Saharaui Democrática, solicita en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz la 
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incoación de expediente registral para obtener la declaración de la nacionalidad española 
de origen con valor de simple presunción, por ser hija de españoles y haber nacido en 
territorio español, en virtud de lo establecido en el artículo 17 del Código Civil.

Adjunta, entre otros, los siguientes documentos: volante de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz, con fecha de alta en el municipio de 1 de octubre de 
2018; certificado de familia Serie B n.º ….. de la Oficina de Aaiún del Registro Civil; título 
incompleto de familia numerosa; página de libro español de familia en el que consta el 
matrimonio de los titulares, parcialmente ilegible; certificados expedidos por la República 
Árabe Saharaui Democrática, de nacimiento, de nacionalidad, de residencia en los 
campamentos de refugiados saharauis desde 1975, de paternidad y negativo de ante-
cedentes penales; y pasaporte argelino de la interesada.

2. Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 17 de julio de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz 
se desestima la solicitud de nacionalidad española con valor de simple presunción 
formulada por la interesada, al no concurrir los requisitos legales exigibles.

3. Notificada la resolución, la interesada presentó recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte resolución anulando el auto impugnado y se le declare 
la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emite informe desfavorable a su 
estimación en fecha 12 de septiembre de 2019 y la encargada del Registro Civil de 
Vitoria-Gasteiz remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución 
del recurso, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 
21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 
28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 
18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 
2006.

II. La promotora, mediante solicitud formulada en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción en 
virtud de lo establecido en el artículo 17 del Código Civil. La encargada del Registro Civil 
de Vitoria-Gasteiz dictó auto desestimando la petición de la interesada por no reunir los 
requisitos legales establecidos, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.
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III. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
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por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron 
al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferen-
ciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que 
el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con 
analogías al provincial y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio 
nacional».

VI. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el caso presente, no se considera acreditado que los representantes legales 
de la interesada, por ser esta menor de edad cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
estuviesen imposibilitados «de facto» para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias 
que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible 
consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión de la 
nacionalidad durante 10 años.

Por otra parte, tampoco se encuentra acreditado que el padre de la interesada fuera 
español al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 
del Código Civil según redacción por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso 
examinado, ni tampoco se encuentra la promotora en el supuesto a que se refiere al 
artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que 
haya nacido en España.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 19 de julio de 2022 (43ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que la promotora 
hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen de la promotora 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo 
de su nacimiento.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada, actuando a través de representación, contra el auto del encargado 
del Registro Civil de Tudela (Navarra).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Tudela el 1 de abril de 2019, S. A. S., 
nacida el 19 de mayo de 1952 H. (Sáhara Occidental) solicita la incoación de expediente 
registral para obtener la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción.

Adjunta los siguientes documentos: volante de empadronamiento en el Ayuntamiento 
de Tudela, con fecha de alta en el municipio de 20 de marzo de 2019; permiso de 
residencia de larga duración; pasaporte marroquí; extracto de acta marroquí de nacimiento 
de la interesada y su traducción apostillada; certificado de concordancia de nombres y 
su traducción apostillado, expedido por el Reino de Marruecos e inscripción de nacimiento 
de la interesada en los libros cheránicos.

2. Ratificada la interesada, efectuada la comparecencia de testigos y previo informe 
desfavorable del Ministerio Fiscal, el encargado del Registro Civil de Tudela dicta auto 
en fecha 11 de abril de 2019, por el que se desestima la solicitud formulada por la 
promotora de declaración, con valor de simple presunción, de la nacionalidad española 
en aplicación del artículo 17 del Código Civil, al no concurrir los requisitos legales 
establecidos.

3. Notificada la resolución, la interesada, actuando a través de representación, interpone 
recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
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General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se dicte resolución anulando el 
auto impugnado y se le declare la nacionalidad española de origen con valor de simple 
presunción al reunir los requisitos legales establecidos.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emite informe desfavorable a su 
estimación en fecha 19 de septiembre de 2019 y el encargado del Registro Civil de 
Tudela remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del 
recurso, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 
21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 
28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 
18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 
2006.

II. La promotora, nacida el 19 de mayo de 1952 H. (Sáhara Occidental), mediante solicitud 
formulada en el Registro Civil de Tudela solicitó la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción en virtud de lo establecido en el artículo 17 del Código 
Civil. El encargado del Registro Civil de Tudela dictó auto denegando la petición de la 
interesada por no reunir los requisitos legales establecidos, siendo dicho auto el que 
constituye el objeto del presente recurso.

III. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
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legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sáhara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sáhara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África Ecuatorial y Occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sáhara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sáhara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sáhara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
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sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».

VI. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sáhara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el presente caso, no se considera acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, la promotora estuviese imposibilitada «de facto» para optar a la 
nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de 
ello concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código 
Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad española, pues no 
está probada la posesión de la nacionalidad durante 10 años, con buena fe y justo título.

Por otra parte, tampoco se encuentra acreditado que el padre de la interesada fuera 
español al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 
del Código Civil según redacción original por Real Decreto de 24 de julio de 1889, 
aplicable al caso examinado, ni tampoco se encuentra la promotora en el supuesto a 
que se refiere al artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder 
concluirse que haya nacido en España, ni puede considerarse apátrida, habiendo aportado 
documentación marroquí.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Tudela (Navarra).

Resolución de 19 de julio de 2022 (44ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el promotor 
hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor porque 
no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo de su 
nacimiento, ni tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al 
artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que 
haya nacido en España.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil de Lliria (Valencia).
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HECHOS

1. Mediante solicitud formulada en el Registro Civil de Lliria (Valencia), don S. H., nacido 
el 21 de marzo de 1968 en T. (Sáhara Occidental), de acuerdo con el certificado de 
nacimiento expedido por la República Árabe Saharaui Democrática o en 1968 en O., 
Tindouf (Argelia), de acuerdo con pasaporte argelino, solicita la declaración de la nacio-
nalidad española de origen con valor de simple presunción. Mediante auto de fecha 4 
de mayo de 2010 dictado por la encargada del Registro Civil de Lliria (Valencia), se 
declara con valor de simple presunción la nacionalidad española de origen del interesado, 
por aplicación retroactiva del artículo 17. 3.º del Código Civil, según redacción de la Ley 
51/1982 de 13 de julio.

2. Por escrito de fecha 5 de julio de 2012, el Ministerio Fiscal insta al Registro Civil de 
Lliria a fin de que inicie nuevo expediente de solicitud de declaración con valor de simple 
presunción, de que al interesado no le corresponde la nacionalidad española, toda vez 
que el promotor, según su pasaporte, nació en 1968 en Tindouf (Argelia), por lo que no 
le resultan de aplicación los artículos 17.1.c) y d) y 18 del Código Civil, ni el interesado 
reúne las condiciones exigidas por la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre 
de 1998, ya que ni ha estado residiendo en el Sáhara al tiempo en que entró en vigor 
el Real Decreto 2258/76, ni documentado como español, ni ha nacido en territorio 
español, ni es apátrida pues aportó pasaporte argelino.

3. Iniciado expediente en el Registro Civil de Lliria, se notifica al interesado para que 
alegue lo que a su derecho convenga, no constando que se hayan efectuado alegaciones 
por el solicitante en el plazo establecido al efecto.

Por auto de fecha 7 de septiembre de 2018, dictado por la encargada del Registro Civil 
de Lliria, se estima la petición realizada a instancia del Ministerio Fiscal, y se declara 
con valor de simple presunción que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, al no cumplir los requisitos fijados en los artículos 17 y 18 del Código Civil, y 
que se deje sin efecto el auto de 4 de mayo de 2010.

4. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública solicitando se revoque la resolución apelada y se acuerde la inscripción de 
su nacimiento en el Registro Civil español.

Aporta la siguiente documentación: documento nacional de identidad y libro español 
de familia; documento de identidad expedido por la República Árabe Saharaui Democrática 
y certificado de nacimiento expedido por la República Árabe Saharaui Democrática.

5. Notificado el Ministerio Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Lliria remitió el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 454 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre otras, de 21-1.ª de enero, 3-1.ª; 
4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4.ª y 
27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 18 y 21-4.ª de marzo, 
14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 2006.

II. El promotor, nacido el 21 de marzo de 1968 en T. (Sáhara Occidental), de acuerdo con 
el certificado de nacimiento expedido por la República Árabe Saharaui Democrática o en 
1968 en O., Tindouf (Argelia), solicitó la declaración de la nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción. La encargada del Registro Civil de Lliria dictó auto acordando 
declarar con valor de simple presunción la nacionalidad española de origen iure soli al 
interesado. Incoado por el Ministerio Fiscal expediente para declarar que al promotor no 
le corresponde la nacionalidad española con valor de simple presunción, dicho expediente 
concluye por auto dictado por la encargada Registro Civil de Lliria, estimando la petición 
realizada a instancia del Ministerio Fiscal, y declarando que el interesado no ostenta la 
nacionalidad española con valor de simple presunción. Frente a dicho auto se interpone 
recurso por el promotor, que es el objeto del presente expediente.

III. En primer lugar, se indica que en el ámbito del Registro Civil no rige el principio de 
autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de lograr 
la concordancia entre el Registro Civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es factible reiterar 
un expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre que la nueva 
petición se base en hechos o circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en 
cuenta al tomar la primera decisión, circunstancia que concurre en el caso que nos ocupa.

IV. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V. En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.
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VI. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sáhara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sáhara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África Ecuatorial y Occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sáhara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sáhara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
provincia del Sáhara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como carta magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
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diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por 
la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara cuyo preámbulo expresa 
«que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años 
ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar 
con analogías al provincial y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio 
nacional».

VII. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sáhara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el caso presente, no queda acreditado que los representantes legales del 
interesado, nacido en 1968 y que era menor de edad cuando estuvo en vigor el Decreto 
de 1976, estuviesen imposibilitados «de facto» para optar a la nacionalidad española, 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras cir-
cunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado 
una posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, con buena fe y basada en un título inscrito en el 
Registro Civil.

Por otra parte, no se encuentra acreditado que el padre del interesado fuera español 
al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 del Código 
Civil según redacción establecida por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso 
examinado y tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al artículo 
17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que haya nacido 
en España.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Lliria (Valencia).

Resolución de 19 de julio de 2022 (46ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que la promotora 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen de la promotora 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo 
de su nacimiento.
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil de Elda, Alicante.

HECHOS

1. Con fecha 8 de marzo de 2019, doña A. S., nacida el 15 de febrero de 1941 en D. 
(Sáhara Occidental), solicita en el Registro Civil de Elda, la incoación de expediente 
registral para obtener la declaración de la nacionalidad española de origen en virtud de 
la consolidación establecida en el artículo 18 del Código Civil.

Adjunta, entre otros, los siguientes documentos: volante de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Elda; certificado de concordancia de nombres expedido por el Reino 
de Marruecos; copia literal de acta marroquí de nacimiento de la interesada, traducida 
y apostillada; pasaporte marroquí; título de familia numerosa; certificado de familia; 
recibo Minurso; certificado en extracto de inscripción de matrimonio expedido por la 
Oficina del Registro Civil de Villa Cisneros; cartilla de afiliación al INP y certificado expedido 
por la Unidad Central de Documentación de Españoles de la Dirección General de la 
Policía y de la Guardia Civil en relación con el documento saharaui ….. a nombre de C. 
E. M. A. A., esposo de la interesada, que en la actualidad carece de validez.

2. Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 6 de junio de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil de Elda, se 
deniega la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción de 
la interesada, al no reunir los requisitos legales establecidos.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte resolución por la que se le otorgue la nacionalidad 
española con valor de simple presunción en base a las alegaciones expresadas en el 
escrito de recurso.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a su estimación 
y la encargada del Registro Civil de Elda remitió el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para la resolución del recurso, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 
21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 
28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 
18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 
2006.
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II. La promotora, nacida el 15 de febrero de 1941 en D. (Sáhara Occidental), mediante 
solicitud formulada en el Registro Civil de Elda solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción. La encargada del Registro Civil de Elda dictó 
auto denegando la petición de la interesada por no reunir los requisitos legales esta-
blecidos, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África Ecuatorial y Occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
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su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».

VI. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el presente caso, no se considera acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, momento en el que la interesada era mayor de edad, estuviese 
imposibilitada «de facto» para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido 
en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden 
por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible consolidación 
de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, con buena fe y justo título.

Por otra parte, tampoco se encuentra acreditado que el padre de la interesada fuera 
español al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 
del Código Civil según redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, 
aplicable al caso examinado, ni tampoco se encuentra la promotora en el supuesto a 
que se refiere al artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder 
concluirse que haya nacido en España, aportando documentación marroquí.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Elda, Alicante.

Resolución de 19 de julio de 2022 (48ª)
III.2.1 Declaración de la nacionalidad española

1. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que la promotora 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2. Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen de la promotora 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo 
de su nacimiento.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil de Santa Coloma de 
Gramanet, Barcelona.

HECHOS

1. Mediante solicitud de fecha 17 de diciembre de 2018 en el Registro Civil de Santa 
Coloma de Gramanet, doña A. M. B., nacida el 25 de abril de 1965 en A. (Sáhara 
Occidental) solicita la incoación de expediente registral para obtener la declaración de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción en virtud del artículo 17.1.c) 
del Código Civil.

Adjunta, entre otros, los siguientes documentos: volante de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Santa Coloma de Gramanet; permiso de residencia; resolución de 
concesión del estatuto de apátrida de fecha 17 de diciembre de 2015 y pasaporte de 
estatuto de apátrida de la interesada; certificado de nacimiento expedido por la República 
Árabe Saharaui Democrática; libro de familia del Gobierno General del Sáhara, en el 
que la promotora consta como hija 2.ª nacida el 5 de enero de 1965 en D.; recibo 
Minurso y certificados de la Unidad de Documentación de Españoles y Archivo de la 
Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil, en relación con los documentos 
saharauis ….. y ….., a nombres de M. B. S., nacido en Z. (Sáhara) en 1939 y E. M. A. M. 
S., nacida en 1941 en U. (Sáhara), que en la actualidad carecen de validez.

2. Ratificada la interesada y previo informe favorable del Ministerio Fiscal, por auto de 
fecha 6 de mayo de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil de Santa Coloma 
de Granamet se desestima la solicitud formulada por la promotora de declaración, con 
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valor de simple presunción, de la nacionalidad española al no concurrir los requisitos 
legales establecidos.

3. Notificada la resolución, la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte resolución anulando el auto impugnado y se le declare 
la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción en virtud del artículo 
17.1.c) o por cualquiera de las vías establecidas en el Código Civil, indicando que, 
habiendo obtenido el estatuto de apátrida en fecha 17 de diciembre de 2015, y habiendo 
solicitado la nacionalidad por escrito de 18 de diciembre de 2015, han transcurrido tres 
años de residencia legal y continuada, habiendo quedado probado que nació en territorio 
nacional, por lo que sería aplicable el artículo 22.2 del Código Civil.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emite informe favorable a su estimación 
en fecha 7 de mayo de 2020 y la encargada del Registro Civil de Santa Coloma de 
Gramanet remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para la resolución del recurso, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 21-1.ª de 
enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de 
mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 18 y 
21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 2006.

II. La promotora, nacida el 25 de abril de 1965 en A. (Sáhara Occidental), mediante 
solicitud formulada en el Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet solicitó la decla-
ración de la nacionalidad española con valor de simple presunción en virtud de lo 
establecido en el artículo 17.1.c) del Código Civil. La encargada del Registro Civil de 
Santa Coloma de Gramanet dictó auto denegando la petición de la interesada por no 
reunir los requisitos legales establecidos, siendo dicho auto el que constituye el objeto 
del presente recurso.

III. En primer lugar, en relación con la solicitud de adquisición de la nacionalidad española 
por residencia en virtud del artículo 22.2 del Código Civil, se indica que, la resolución 
de la cuestión basada en esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo 
sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere a la posibilidad de 
adquisición de la nacionalidad española por la consolidación establecida en el artículo 
18 del Código Civil o con valor de simple presunción, propuesta esta última en la solicitud 
inicial de la interesada, el recurso interpuesto se entiende planteado contra dicho 
acuerdo y la resolución por parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar 
si corresponde declarar la nacionalidad española de la promotora con valor de simple 
presunción o por la consolidación establecida en el artículo 18 del Código Civil.
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IV. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

VI. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África Ecuatorial y Occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
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por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución de 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 
de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron 
al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferen-
ciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que 
el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con 
analogías al provincial y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio 
nacional».

VII. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el presente caso, no se considera acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, los representantes legales de la promotora, menor de edad en dicha 
fecha, estuviesen imposibilitados «de facto» para optar a la nacionalidad española, por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circuns-
tancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, con buena fe y justo título.

Por otra parte, tampoco se encuentra acreditado que el padre de la interesada fuera 
español al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 
del Código Civil según redacción por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso 
examinado, ni tampoco se encuentra la promotora en el supuesto a que se refiere al 
artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, pues si bien tiene reconocido 
el estatuto de apátrida, no puede concluirse que haya nacido en España.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet, Barcelona.

III.3  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR OPCIÓN

III.3.1  OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA 
POR PATRIA POTESTAD-ART 20-1A CC

Resolución de 8 de julio de 2022 (1ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

Se estima por razón de patria potestad la opción formulada por los padres de la menor 
de catorce años, nacida en 2010 en D. (Gambia), porque que está suficientemente 
acreditada su filiación española y cumple los requisitos exigidos por el artículo 20.1.a) 
del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, padre de la menor, 
actuando a través de representación, contra el auto de la encargada del Registro Civil 
de Zaragoza.

HECHOS

1. Con fecha 16 de marzo de 2021, don K. S. T., de nacionalidad española adquirida 
por residencia y doña F. N., de nacionalidad gambiana, solicitan en el Registro Civil de 
Zaragoza autorización judicial para optar a la nacionalidad española en nombre y 
representación de su hija menor de catorce años, F. S., nacida el 10 de diciembre de 
2010 en D. (Gambia), en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código 
Civil.

Aportan como documentación: certificado colectivo de empadronamiento en el Ayunta
miento de Zaragoza; permiso de residencia de larga duración y certificado gambiano 
de nacimiento de la menor optante; documento nacional de identidad y certificado literal 
español de nacimiento del progenitor, inscrito en el Registro Civil de Zaragoza, en el que 
consta que nació el 10 de julio de 1980 en D. (Gambia), con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 25 de noviembre 
de 2020 y permiso de residencia de larga duración de la progenitora.

2. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto de fecha 6 de abril de 2021 
dictado por la encargada del Registro Civil de Zaragoza, se acuerda no autorizar la opción 
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a la nacionalidad española formulada por los promotores en nombre y representación 
de su hija, menor de edad, al no encontrarse acreditada la filiación paterna, toda vez 
que el presunto padre no citó la existencia de hijos menores de edad en su solicitud de 
nacionalidad española por residencia y dado que en el certificado gambiano de nacimiento 
de la menor solo consta como padre K. S., sin ningún otro dato de identificación, que 
permita determinar efectivamente la filiación del promotor como padre de la menor 
optante.

3. Notificada la resolución, el promotor, padre de la menor, actuando a través de repre-
sentación, interpone recurso de apelación ante la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte resolución por la que se le conceda a la menor optante 
la opción a la nacionalidad española, alegando que, si bien se pudo cometer un error al 
rellenar la plantilla para la presentación telemática del expediente, en la solicitud pro-
piamente dicha firmada por el Sr. S. T., no solo se indica que tiene hijos menores de edad, 
sino que se enumeran con sus nombres y apellidos, lugar y fechas de nacimiento, entre 
los que se encuentra la menor optante, habiéndose aportado su certificado de nacimiento 
y que, por otra parte, el 25 de noviembre de 2020 en el acta de juramento o promesa 
de la nacionalidad española, el promotor vuelve a enumerar sus hijos menores de edad, 
entre los que se encuentra la interesada. Aporta como documentación: solicitud de 
nacionalidad por residencia firmada por el promotor en expediente R 612761/2016, 
certificado de nacimiento de la menor y su traducción, aportado con la solicitud de 
nacionalidad por residencia y acta de juramento o promesa.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe favorable a la estimación del recurso 
en fecha 12 de enero de 2022, indicando que, atendiendo al contenido íntegro de la 
solicitud de nacionalidad española por residencia del promotor presentada ante el 
Ministerio de Justicia el 27 de septiembre de 2016, se constata que aparecen mencio-
nados sus hijos menores de edad, entre los que se cita a la interesada y que dicha 
circunstancia, junto a la inscripción de nacimiento aportada del país de origen, Gambia, 
conduce a afirmar que existe base suficiente para acreditar la filiación paterna de la 
optante. La encargada del Registro Civil de Zaragoza remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las reso-
luciones, entre otras, 26-3.ª de marzo de 2007, 4-3.ª de julio de 2008, 1-10.ª de sep-
tiembre de 2009, 28-111.ª de octubre y 26-67.ª de diciembre de 2014; 6-70.ª de febrero 
de 2015; 21-36.ª de octubre de 2016; 13-17.ª de octubre y 1-5.ª de diciembre de 2017.

II. Se pretende por los promotores, progenitores de la menor, nacida el 10 de diciembre 
de 2010 en D. (Gambia), de nacionalidad gambiana, solicitar autorización para optar en 
nombre de su hija a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 
20.2.a) del Código Civil. La encargada del Registro Civil de Zaragoza dicta auto por el que 
desestima la solicitud de los promotores, al no encontrarse acreditada la filiación paterna 
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de la menor con progenitor de nacionalidad española, toda vez que éste no la citó en su 
expediente de nacionalidad española por residencia, como estaba obligado.

Frente a dicho auto se interpone recurso por el promotor, actuando a través de repre-
sentación, alegando que, en la solicitud de nacionalidad firmada de forma manuscrita 
por el progenitor, se mencionaban los hijos menores de edad a su cargo, lugar y fechas 
de nacimiento, entre los que se incluye a la menor optante, habiéndose aportado su 
certificado de nacimiento y que, en el acto de juramento o promesa de la nacionalidad 
se volvieron a enumerar su hijos menores de edad, entre los que se encontraba la 
optante. El Ministerio Fiscal emite informe favorable a la estimación del recurso.

III. De acuerdo con el artículo 20.1.a) del Código Civil, redacción establecida por Ley 
36/2002, de 8 de octubre, de modificación del Código Civil en materia de nacionalidad, 
tienen derecho a optar por la nacionalidad española «las personas que estén o hayan 
estado sujetas a la patria potestad de un español», indicando el apartado 2.a) del Código 
Civil, vigente en la fecha en que se efectúa la solicitud, que la declaración de opción se 
formulará «por el representante legal del optante menor de catorce años o incapacitado. 
En este caso, la opción requiere autorización del encargado del Registro Civil del domicilio 
del declarante, previo dictamen del Ministerio Fiscal. Dicha autorización se concederá 
en interés del menor o incapaz».

El artículo 2.4 de la Ley 8/2021, de 2 de junio, modificó el apartado 2 del artículo 20 
del Código Civil, con efectos de 3 de septiembre de 2021, en el sentido de que, la 
declaración de opción se formulará «por el representante legal del optante menor de 
catorce años. En caso de discrepancia entre los representantes legales del menor de 
catorce años sobre la tramitación de la declaración de opción, se tramitará el expediente 
de jurisdicción voluntaria previsto al efecto».

Por tanto, dado que en la actualidad no se exige el requisito de la autorización del 
encargado del Registro Civil para formular la solicitud de opción a la nacionalidad española 
de los menores de catorce años, procede determinar si se encuentra acreditada la filiación 
paterna de la menor optante respecto de progenitor de nacionalidad española.

IV. En el presente expediente, se desestimó la solicitud de autorización para optar a la 
nacionalidad española en representación de la menor, al no quedar debidamente 
acreditada la filiación paterna, indicándose que el progenitor no mencionó a su hija en 
su expediente de nacionalidad española por residencia.

Sin embargo, a la vista de la documentación aportada al expediente, en particular, 
solicitud de nacionalidad española por residencia fechada el 22 de septiembre de 2016 
y firmada de forma manuscrita por el promotor, Sr. S. T., en la que declaró que su estado 
civil era casado con doña F. N., de nacionalidad gambiana y que tenía a su cargo tres 
hijos menores de edad, de nombres, F. S., nacida el 10 de diciembre de 2010 en D. 
(Gambia); M. S., nacido el 29 de enero de 2014 en D. (Gambia) y S. S., nacido el 15 de 
abril de 2016 en Z., aportándose el certificado de nacimiento de los mismos, así como 
acta de juramento o promesa ante la encargada del Registro Civil de Zaragoza en fecha 
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25 de noviembre de 2020, en la que volvió a citar a los hijos menores de edad a su 
cargo, entre los que se encontraba la interesada, junto a la inscripción de nacimiento 
aportada del país de origen de la menor, Gambia, conduce a declarar que existe base 
suficiente para acreditar la filiación paterna de la optante y por tanto, el cumplimiento 
de los requisitos establecidos en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil para la opción 
a la nacionalidad española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado, procediendo se inscriba el nacimiento de la optante con 
marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Zaragoza.

Resolución de 08 de julio de 2022 (2ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

Se estima por razón de patria potestad la opción formulada por los padres del menor 
de catorce años, nacido en 2014 en D. (Gambia), porque que está suficientemente 
acreditada su filiación española y cumple los requisitos exigidos por el artículo 20.1.a) 
del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, padre de la menor, 
actuando a través de representación, contra el auto de la encargada del Registro Civil 
de Zaragoza.

HECHOS

1. Con fecha 16 de marzo de 2021, don K. S. T., de nacionalidad española adquirida 
por residencia y doña F. N., de nacionalidad gambiana, solicitan en el Registro Civil de 
Zaragoza autorización judicial para optar a la nacionalidad española en nombre y 
representación de su hijo menor de catorce años, M. S., nacido el 29 de enero de 2014 
en D. (Gambia), en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil.

Aportan como documentación: certificado colectivo de empadronamiento en el Ayunta
miento de Zaragoza; permiso de residencia de larga duración y certificado gambiano 
de nacimiento del menor optante; documento nacional de identidad y certificado literal 
español de nacimiento del progenitor, inscrito en el Registro Civil de Zaragoza, en el que 
consta que nació el 10 de julio de 1980 en D. (Gambia), con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 25 de noviembre 
de 2020 y permiso de residencia de larga duración de la progenitora.

2. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto de fecha 6 de abril de 2021 
dictado por la encargada del Registro Civil de Zaragoza, se acuerda no autorizar la opción 
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a la nacionalidad española formulada por los promotores en nombre y representación de 
su hijo, menor de edad, al no encontrarse acreditada la filiación paterna, toda vez que el 
presunto padre no citó la existencia de hijos menores de edad en su solicitud de nacio-
nalidad española por residencia y dado que en el certificado gambiano de nacimiento del 
menor solo consta como padre K. S., sin ningún otro dato de identificación, que permita 
determinar efectivamente la filiación del promotor como padre del menor optante.

3. Notificada la resolución, el promotor, padre del menor, actuando a través de repre-
sentación, interpone recurso de apelación ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se dicte resolución por la que se le conceda al menor 
optante la opción a la nacionalidad española, alegando que, si bien se pudo cometer 
un error al rellenar la plantilla para la presentación telemática del expediente, en la 
solicitud propiamente dicha firmada por el Sr. S. T. no solo se indica que tiene hijos 
menores de edad, sino que se enumeran con sus nombres y apellidos, lugar y fechas 
de nacimiento, entre los que se encuentra el menor optante, habiéndose aportado su 
certificado de nacimiento y que, por otra parte, el 25 de noviembre de 2020 en el acta 
de juramento o promesa de la nacionalidad española, el promotor vuelve a enumerar 
sus hijos menores de edad, entre los que se encuentra el interesado. Aporta como 
documentación: solicitud de nacionalidad por residencia firmada por el promotor en 
expediente R 612761/2016, certificado de nacimiento del menor y su traducción, 
aportado con la solicitud de nacionalidad por residencia y acta de juramento o 
promesa.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe favorable a la estimación del recurso 
en fecha 12 de enero de 2022, indicando que, atendiendo al contenido íntegro de la 
solicitud de nacionalidad española por residencia del promotor presentada ante el 
Ministerio de Justicia el 27 de septiembre de 2016, se constata que aparecen mencio-
nados sus hijos menores de edad, entre los que se cita al interesado y que dicha cir-
cunstancia, junto a la inscripción de nacimiento aportada del país de origen, Gambia, 
conduce a afirmar que existe base suficiente para acreditar la filiación paterna del 
optante. La encargada del Registro Civil de Zaragoza remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las reso-
luciones, entre otras, 26-3.ª de marzo de 2007, 4-3.ª de julio de 2008, 1-10.ª de sep-
tiembre de 2009, 28-111.ª de octubre y 26-67.ª de diciembre de 2014; 6-70.ª de febrero 
de 2015; 21-36.ª de octubre de 2016; 13-17.ª de octubre y 1-5.ª de diciembre de 2017.

II. Se pretende por los promotores, progenitores del menor, nacido el 29 de enero de 
2014 en D. (Gambia), de nacionalidad gambiana, solicitar autorización para optar en 
nombre de su hijo a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 
20.2.a) del Código Civil. La encargada del Registro Civil de Zaragoza dicta auto por el 
que desestima la solicitud de los promotores, al no encontrarse acreditada la filiación 
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paterna del menor con progenitor de nacionalidad española, toda vez que éste no le 
citó en su expediente de nacionalidad española por residencia, como estaba 
obligado.

Frente a dicho auto se interpone recurso por el promotor, actuando a través de repre-
sentación, alegando que, en la solicitud de nacionalidad firmada de forma manuscrita 
por el progenitor, se mencionaban los hijos menores de edad a su cargo, lugar y fechas 
de nacimiento, entre los que se incluye al menor optante, habiéndose aportado su 
certificado de nacimiento y que, en el acto de juramento o promesa de la nacionalidad 
se volvieron a enumerar su hijos menores de edad, entre los que se encontraba el 
optante. El Ministerio Fiscal emite informe favorable a la estimación del recurso.

III. De acuerdo con el artículo 20.1.a) del Código Civil, redacción establecida por Ley 
36/2002, de 8 de octubre, de modificación del Código Civil en materia de nacionalidad, 
tienen derecho a optar por la nacionalidad española «las personas que estén o hayan 
estado sujetas a la patria potestad de un español», indicando el apartado 2.a) del Código 
Civil, vigente en la fecha en que se efectúa la solicitud, que la declaración de opción se 
formulará «por el representante legal del optante menor de catorce años o incapacitado. 
En este caso, la opción requiere autorización del encargado del Registro Civil del domicilio 
del declarante, previo dictamen del Ministerio Fiscal. Dicha autorización se concederá 
en interés del menor o incapaz».

El artículo 2.4 de la Ley 8/2021, de 2 de junio, modificó el apartado 2 del artículo 20 
del Código Civil, con efectos de 3 de septiembre de 2021, en el sentido de que, la 
declaración de opción se formulará «por el representante legal del optante menor de 
catorce años. En caso de discrepancia entre los representantes legales del menor de 
catorce años sobre la tramitación de la declaración de opción, se tramitará el expediente 
de jurisdicción voluntaria previsto al efecto».

Por tanto, dado que en la actualidad no se exige el requisito de la autorización del 
encargado del Registro Civil para formular la solicitud de opción a la nacionalidad española 
de los menores de catorce años, procede determinar si se encuentra acreditada la 
filiación paterna del menor optante respecto de progenitor de nacionalidad española.

IV. En el presente expediente, se desestimó la solicitud de autorización para optar a la 
nacionalidad española en representación del menor, al no quedar debidamente acreditada 
la filiación paterna, indicándose que el progenitor no mencionó a su hijo en su expediente 
de nacionalidad española por residencia.

Sin embargo, a la vista de la documentación aportada al expediente, en particular, 
solicitud de nacionalidad española por residencia fechada el 22 de septiembre de 2016 
y firmada de forma manuscrita por el promotor, Sr. S. T., en la que declaró que su estado 
civil era casado con doña F. N., de nacionalidad gambiana y que tenía a su cargo tres 
hijos menores de edad, de nombres, F. S., nacida el 10 de diciembre de 2010 en D. 
(Gambia); M. S., nacido el 29 de enero de 2014 en D. (Gambia) y S. S., nacido el 15 de 
abril de 2016 en Z. (España), aportándose el certificado de nacimiento de los mismos, 
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así como acta de juramento o promesa ante la encargada del Registro Civil de Zaragoza 
en fecha 25 de noviembre de 2020, en la que volvió a citar a los hijos menores de edad 
a su cargo, entre los que se encontraba el interesado, junto a la inscripción de nacimiento 
aportada del país de origen del menor, Gambia, conduce a declarar que existe base 
suficiente para acreditar la filiación paterna del optante y por tanto, el cumplimiento de 
los requisitos establecidos en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil para la opción a 
la nacionalidad española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado, procediendo se inscriba el nacimiento del optante con marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por opción.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Zaragoza.

Resolución de 8 de julio de 2022 (3ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción dado que el interesado no acredita el requisito de estar sujeto 
a la patria potestad de un español establecido en el artículo 20.1a) del Código Civil.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 14 de diciembre de 2010 se levanta en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana, acta de opción a la nacionalidad española, por la que don A.-M. R. V., 
nacido el 29 de marzo de 1994 en C., H. (Cuba), de nacionalidad cubana, asistido por 
su madre, M.-C. V. C., nacida el 17 de julio de 1964 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana 
y española, opta a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 
20.2.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa de fidelidad a S.M. El Rey y de 
obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, no renunciando a su anterior 
nacionalidad cubana. Aporta acta de consentimiento de su progenitor, don O. R. R., de 
nacionalidad cubana, por la que no se opone a que el nacimiento de su hijo se inscriba 
en el Registro Civil español.

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad cubano y 
certificado literal cubano de nacimiento del interesado; pasaporte español y certificado 
literal español de nacimiento de la progenitora, con inscripción marginal de opción por 
la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 1 de junio de 2009 y certificados locales de 
nacimiento del progenitor y de matrimonio de los padres del solicitante.
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Consta en el expediente que, por auto de fecha 2 de octubre de 2015, el encargado del 
Registro Civil Consular de España en La Habana, declara que procede la cancelación 
de la opción a la nacionalidad española de origen de la madre del solicitante, doña M.-C. 
V. C., por haberse practicado basándose en «título manifiestamente ilegal», toda vez que 
su progenitora (abuela materna del interesado) originariamente española, declaró haber 
contraído matrimonio en el año 1927 con ciudadano natural de Matanzas (Cuba) por 
lo cual, a partir de ese momento adquirió la nacionalidad cubana, según lo expresado 
en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de 
julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad 
de su marido». Dicho auto fue confirmado por resolución de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública de fecha 19 de julio de 2021.

2. Por auto de fecha 2 de agosto de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana desestima la solicitud de opción a la nacionalidad española 
formulada por el interesado, al no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 
20.1.a) del Código Civil, ya que no ha estado sujeto a la patria potestad de un 
español.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto recurrido al ser conforme a derecho, y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso junto con informe por el que se 
ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 20 y 22 del Código civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones de 2-3.ª de febrero, 14-1.ª de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª 
de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 
11-3.ª de octubre de 2005; 19-3.ª de enero, 11-2.ª de marzo y 17-3.ª de julio de 2006; 
18-8.ª de septiembre y 25-9.ª de octubre de 2007.

II. El interesado, nacido el 29 de marzo de 1994 en C., H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
ha intentado optar a la nacionalidad española por razón de patria potestad, alegando 
que su progenitora optó por la nacionalidad española de origen, en virtud de lo establecido 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 1 de junio de 2009.

Consta en el expediente que, por auto de la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, confirmado en vía de recurso por resolución de la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, se declaró la cancelación de la opción a la 
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nacionalidad española de origen de la madre del solicitante, por haberse practicado 
basándose en «título manifiestamente ilegal».

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española: «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y el apartado 2.b) del artículo 20 CC, establece que, la declaración de 
opción se formulará «Por el propio interesado, asistido por su representante legal, cuando 
aquél sea mayor de catorce años».

IV. En el presente caso, de la documental obrante en el expediente, se constata que el 
interesado no ha estado sujeto a la patria potestad de un español, toda vez que la 
declaración de opción a la nacionalidad española de origen de su progenitora fue 
cancelada por auto dictado por la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana, y confirmado en vía de recurso, por resolución de la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, por lo que no es posible la opción a la 
nacionalidad española del solicitante en virtud del artículo 20.1.a) del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (4ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción dado que el interesado no acredita el requisito de estar sujeto 
a la patria potestad de un español establecido en el artículo 20.1a) del Código Civil.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
progenitora, madre del menor interesado, contra el auto de la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-C. V. C., nacida el 17 de julio de 1964 en H. (Cuba), solicita en el Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana, opta a la nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil, en nombre y 
representación de su hijo menor de catorce años, A. S. V., nacido el 2 de junio de 2002 
en P., H. (Cuba). Consta en el expediente acta de consentimiento del padre del menor, 
don H. S. B., de nacionalidad cubana, por la que no se opone a que su hijo adquiera la 
nacionalidad española.

Aporta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; tarjeta de menor cubana 
y certificado literal cubano de nacimiento del interesado; pasaporte español y certificado 
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literal español de nacimiento de la progenitora, con inscripción marginal de opción por 
la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 1 de junio de 2009 y certificado cubano de naci-
miento del progenitor.

2. Previo informe favorable del Ministerio Fiscal, por auto de fecha 14 de diciembre de 
2010, el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
concedió a la representante legal del menor, autorización para optar a la nacionalidad 
española en su nombre y representación. El acta de opción a la nacionalidad española 
se levanta en dicha fecha en las dependencias del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana.

Consta en el expediente que, por auto de fecha 2 de octubre de 2015, el encargado del 
Registro Civil Consular de España en La Habana, declara que procede la cancelación 
de la opción a la nacionalidad española de origen de la madre del solicitante, doña M.-C. 
V. C, por haberse practicado basándose en «título manifiestamente ilegal», toda vez que 
su progenitora (abuela materna del interesado) originariamente española, declaró haber 
contraído matrimonio en el año 1927 con ciudadano natural de M. (Cuba) por lo cual, 
a partir de ese momento adquirió la nacionalidad cubana, según lo expresado en el 
artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 
1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad de 
su marido». Dicho auto fue confirmado por resolución de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública de fecha 19 de julio de 2021.

3. Por auto de fecha 2 de agosto de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana desestima la solicitud de opción a la nacionalidad española del 
interesado, al no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 20.1.a) del Código 
Civil, ya que no ha estado sujeto a la patria potestad de un español.

4. Notificada la resolución, la progenitora, en nombre y representación del interesado, 
menor de edad, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y 
del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando 
se revise su expediente.

5. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto recurrido al ser conforme a derecho, y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso junto con informe por el que se 
ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 20 y 22 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones de 2-3.ª de febrero, 14-1.ª de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª 
de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 
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11-3.ª de octubre de 2005; 19-3.ª de enero, 11-2.ª de marzo y 17-3.ª de julio de 2006; 
18-8.ª de septiembre y 25-9.ª de octubre de 2007.

II. La progenitora del interesado, nacido el 2 de junio de 2002 en Plaza de la Revolución, 
La Habana (Cuba), ha intentado optar a la nacionalidad española por razón de patria 
potestad en su nombre y representación, alegando que adquirió la nacionalidad española 
de origen, en virtud de la opción establecida en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 en fecha 1 de junio de 2009.

Consta en el expediente que, por auto de la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, confirmado en vía de recurso por resolución de la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, se declaró la cancelación de la opción a la 
nacionalidad española de origen de la madre del menor interesado, por haberse prac-
ticado basándose en «título manifiestamente ilegal».

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española: «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y el apartado 2.a) del artículo 20 CC, según redacción vigente en la 
fecha en que se inicia el expediente, establece que, la declaración de opción se formulará 
“Por el representante legal del optante, menor de catorce años o incapacitado. En este 
caso, la opción requiere autorización del encargado del Registro Civil del domicilio del 
declarante, previo dictamen del Ministerio Fiscal. Dicha autorización se concederá en 
interés del menor o incapaz.

IV. En el presente caso, de la documental obrante en el expediente, se constata que el 
interesado no ha estado sujeto a la patria potestad de un español, toda vez que la 
declaración de opción a la nacionalidad española de origen de su progenitora fue cancelada 
por auto dictado por la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en 
La Habana, y confirmado en vía de recurso, por resolución de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, por lo que no es posible la opción a la nacionalidad 
española del menor interesado en virtud del artículo 20.1.a) del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (6ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre optó a la 
nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la Ley 52/2007 en 2010, 
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por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación cubana acom-
pañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 16 de febrero de 2015, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, por la que doña 
L.-C. F. A., nacida el 17 de febrero de 1995 en A., Matanzas (Cuba), de nacionalidad 
cubana, opta por la nacionalidad española de su padre don J.-Á. F. C., en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil, prestando juramento o promesa de 
fidelidad a S.M. El Rey y de obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, no 
renunciando a su nacionalidad anterior.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: documento de identidad cubano y 
certificado local en extracto de nacimiento de la interesada; certificado literal español 
de nacimiento del presunto progenitor de la solicitante, Sr. F. C., en el que consta ins-
cripción marginal de opción por la nacionalidad española de origen, en virtud de lo 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en fecha 21 de mayo de 2010; certificado local de nacimiento de la progenitora y cer-
tificado de divorcio del matrimonio formalizado por la progenitora en fecha 15 de octubre 
de 1991 con don R. B. R., que quedó disuelto por sentencia de fecha 24 de junio de 
1994 dictada por el Tribunal Popular de Calimete, firme desde el 4 de julio de 1994.

2. Con fecha 13 de octubre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción de nacionalidad de la optante, toda vez que no ha quedado establecido que en 
la interesada concurran los requisitos exigidos en el artículo 20 del Código Civil, espe-
cialmente en lo que se refiere a la filiación paterna.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se estime la opción a la nacionalidad 
española. Aporta, entre otros, certificado español de nacimiento de su presunta abuela 
paterna, doña F. C. A., con inscripción marginal de recuperación de la nacionalidad 
española y certificado español de bautismo del padre de la misma.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado 
General de España en La Habana, interesa la desestimación del mismo y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con informe desfavorable a 
su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 113 y 116 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 13-1.ª de junio de 2005; 
3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 23-2.ª de 
mayo y 7-4.ª de noviembre de 2007; 21-1.ª de mayo, 16-7.ª de julio, 14-3.ª de octubre 
y 13-1.ª de noviembre de 2008; 27-7.ª de enero, 11-3.ª de marzo y 8-1.ª de abril de 
2009.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre optó por la nacionalidad española de origen, de 
acuerdo con lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 21 de mayo de 2010 y pretende la promotora, asistida por ello, inscribir su naci-
miento por medio de una certificación cubana, en la cual se hace constar que nació el 
17 de febrero de 1995 en A., Matanzas (Cuba).

IV. La inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil español requiere 
que antes prospere la opción ejercitada, basada en el artículo 20.1.a) CC, lo que le 
atribuiría la condición de española. Sin embargo, surge un problema previo, cual es que 
no resulta suficientemente acreditada su filiación paterna respecto de un ciudadano 
español, puesto que, según la legislación española, se presumen hijos del marido los 
nacidos después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días 
siguientes a su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges. De manera 
que, para desvirtuar la eficacia probatoria de la presunción de filiación matrimonial (art. 
116 CC), presunción iuris tantum que, en consecuencia, admite prueba en contrario, 
es necesario acreditar la existencia de separación legal o de hecho de los cónyuges al 
menos trescientos días antes del nacimiento. En este caso, la hija nació en el periodo 
de los trescientos días posteriores al divorcio de la madre del matrimonio formalizado 
con persona distinta del presunto progenitor, por lo que la mera declaración de los 
interesados no puede considerarse como prueba con fuerza suficiente la filiación paterna 
pretendida no puede quedar determinada en este momento por la vía del expediente 
gubernativo, pues, dada la fuerza probatoria (artículo 113 CC) de la mencionada pre-
sunción, no se considera probado, por ahora, que la optante a la nacionalidad española 
haya estado sujeta a la patria potestad de un español.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (7ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando la nacionalidad española del 
progenitor, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación cubana 
acompañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor, presunto progenitor, contra el auto de la encargada del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. G. B., nacido el 8 de agosto de 1963 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana y 
española, adquirida esta última en virtud de la opción establecida en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, solicita en el Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 
20.1.a) y 2.a) del Código Civil, en nombre y representación de su hijo menor de catorce 
años, B.-A. G. F., nacido el 11 de enero de 2003 en B., H. (Cuba). Consta en el expediente 
acta de consentimiento de la madre del menor, doña R.-M. F. P., de nacionalidad cubana, 
por la que no se opone a que su hijo adquiera la nacionalidad española.

Aporta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; tarjeta de menor cubana 
y certificado local en extracto de nacimiento del menor; pasaporte español y certificado 
literal español de nacimiento del presunto progenitor, inscrito en el Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana; documento de identidad cubano y certi-
ficado local en extracto de nacimiento de la madre; certificado local de matrimonio de 
la madre con el presunto progenitor, formalizado en C., H., el 2 de julio de 2010 y cer-
tificado de divorcio del matrimonio de la madre con don E. H. J. formalizado el día 23 
de julio de 1992, que fue disuelto por sentencia dictada por el Tribunal Municipal Popular 
de Cotorro de fecha 28 de abril de 2010, firme desde el 2 de mayo de 2010.

2. Previo informe favorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto de 
fecha 11 de agosto de 2014, la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana concedió al representante legal del menor, autorización para 
optar a la nacionalidad española en su nombre y representación. El acta de opción a la 
nacionalidad española se levanta en dicha fecha en las dependencias del Registro Civil 
del Consulado General de España en La Habana.
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3. Con fecha 7 de abril de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la opción 
de nacionalidad del optante, toda vez que no ha quedado establecido que en el interesado 
concurran los requisitos exigidos en el artículo 20 del Código Civil, especialmente en lo 
que se refiere a la filiación paterna.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se inscriba el nacimiento de 
su hijo en el Registro Civil español con opción a la nacionalidad española.

5. Trasladado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado 
General de España en La Habana, éste interesa la desestimación del mismo y el encar-
gado del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con informe por el 
que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 113 y 116 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 13-1.ª de junio de 2005; 
3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 23-2.ª de 
mayo y 7-4.ª de noviembre de 2007; 21-1.ª de mayo, 16-7.ª de julio, 14-3.ª de octubre 
y 13-1.ª de noviembre de 2008; 27-7.ª de enero, 11-3.ª de marzo y 8-1.ª de abril de 
2009.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre ostenta la nacionalidad española y pretende el pro-
motor, asistido por ello, inscribir el nacimiento del optante por medio de una certificación 
cubana, en cual se hace constar que el interesado nació el 11 de enero de 2003 en B., 
H. (Cuba).

IV. La inscripción de nacimiento del optante en el Registro Civil español requiere que 
antes prospere la opción ejercitada, basada en el artículo 20.1.a) CC, lo que le atribuiría 
la condición de español. Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta 
suficientemente acreditada su filiación paterna respecto de un ciudadano español, 
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puesto que, según la legislación española, se presumen hijos del marido los nacidos 
después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días siguientes a 
su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges. De manera que, para 
desvirtuar la eficacia probatoria de la presunción de filiación matrimonial (art. 116 CC), 
presunción iuris tantum que, en consecuencia, admite prueba en contrario, es necesario 
acreditar la existencia de separación legal o de hecho de los cónyuges al menos tres-
cientos días antes del nacimiento. En este caso, el hijo nació bajo la vigencia del 
matrimonio de la progenitora con don E. H. J., formalizado el 23 de julio de 1992, que 
quedó disuelto en fecha 2 de mayo de 2010, por lo que la mera declaración de los 
interesados no puede considerarse como prueba con fuerza suficiente la filiación paterna 
pretendida no puede quedar determinada en este momento por la vía del expediente 
gubernativo, pues, dada la fuerza probatoria (art. 113 CC) de la mencionada presunción, 
no se considera probado, por ahora, que el optante a la nacionalidad española haya 
estado sujeto a la patria potestad de un español.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (39ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2016, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar (República de Senegal)

HECHOS

1. Con fecha 13 de diciembre de 2018, don M. D. D., solicita en el Registro Civil del 
Consulado General de España en Dakar la inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española de su hija M. P. D., nacida el 22 de septiembre de 2010 en T. 
(República de Senegal), de nacionalidad senegalesa, en virtud de lo establecido en el 
artículo 20.1.a) del Código Civil. El presunto padre de la interesada, nacido el 2 de mayo 
de 1972 en G. (República de Senegal), adquirió la nacionalidad española por residencia 
con efectos de 31 de mayo de 2016. Se acompaña al expediente certificado local de 
nacimiento de la optante.
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Consta en las actuaciones que, en la solicitud de nacionalidad española por residencia 
del presunto progenitor de fecha 7 de abril de 2011, éste declaró que su estado civil 
era casado con doña A. B., de nacionalidad senegalesa y que tenía dos hijos menores 
de edad a su cargo nacidos en 2003 y 2011, no citando en ningún momento a la 
interesada que era menor de edad en dicha fecha.

2. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 20 de mayo de 2019 el encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Dakar deniega la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
de la interesada, toda vez que el padre de la misma, en su expediente de nacionalidad 
española por residencia tramitado en el Registro Civil de Lleida, manifestó tener dos 
hijos menores entre los que no se encontraba la ahora optante, que en aquel momento 
era menor de edad, siendo obligatoria tal declaración, toda vez que el art. 220 del RRC 
establece que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad española por residencia 
se indicará especialmente: “ ... su estado civil; menciones de identidad y lugar y fecha 
de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria potestad.

3. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se estime la inscripción de nacimiento de la misma en 
el Registro Civil español, alegando que la interesada es hija biológica del recurrente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal emite informe desfavorable y 
el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
31 de mayo de 2016 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento de 
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la menor interesada por medio de una certificación local de nacimiento, en la que consta 
que ésta nació el 22 de septiembre de 2010 en T. (República de Senegal), constatándose 
que, en la solicitud de nacionalidad española por residencia, dirigida al Registro de Civil 
de Lleida en fecha 7 de abril de 2011, el presunto progenitor declaró que su estado civil 
era casado, y que tenía dos hijos menores de edad a su cargo nacidos en 2003 y 2011, 
no citando en modo alguno a la interesada que, en aquel momento, era menor de edad, 
como venía obligado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 220 del RRC, que establece 
que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad española por residencia se indicará 
especialmente : «… 2.º Su estado civil; menciones de identidad y lugar y fecha de 
nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, al no haber mencionado el 
presunto padre del interesado la existencia de éste en el expediente de nacionalidad 
por residencia, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de 
su legalidad conforme a la ley española (artículo 23, II, LRC). Por lo mismo no puede 
considerarse acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad española haya 
estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 8 de julio de 2022 (40ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2018, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este centro directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar (República de Senegal)

HECHOS

1. Con fecha 4 de abril de 2019, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil de Palma de Mallorca, por la que A. N., nacida el 24 de septiembre 
de 2002 en G. (República de Senegal), de nacionalidad senegalesa, asistida por su 
representante legal, don S. N. C., de nacionalidad senegalesa y española, opta a la 
nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código 
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Civil, prestando juramento de fidelidad a S.M. el Rey y obediencia a la Constitución y a 
las leyes españolas, no renunciando a su nacionalidad anterior.

Aporta como documentación: certificado senegalés de nacimiento de la menor optante, 
traducido y legalizado, donde consta que nació el 24 de septiembre de 2002 y que fue 
inscrita en el Registro Civil local en julio de 2010; documento nacional de identidad y 
certificado literal español de nacimiento del presunto progenitor de la optante, S. N. C., 
nacido el 15 de agosto de 1975 en M. (República de Senegal), con inscripción marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 20 de agosto 
de 2018 y tarjeta de residencia de la madre de la optante.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil del Consulado General de España en Dakar 
por ser competente para conocer y resolver la práctica del acta de opción a la nacionalidad 
española solicitada, se requirió testimonio del expediente de nacionalidad del progenitor 
español. De la información remitida se constata que el presunto padre manifestó en su 
solicitud de 16 de mayo de 2012, que no estaba casado y que no tenía hijos menores 
s a su cargo.

3. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, por auto de fecha 30 de septiembre 
de 2019 el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar 
deniega la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de la interesada, 
toda vez que el padre de la misma, en su expediente de nacionalidad española por 
residencia tramitado en el Registro Civil de Palma de Mallorca, manifestó no estar casado 
ni tener hijos menores a cargo, no citando en modo alguno a la ahora optante, que en 
aquel momento era menor de edad, siendo obligatoria tal declaración, toda vez que el 
artículo 220 del RRC establece que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad 
española por residencia se indicará especialmente: “ ... su estado civil; menciones de 
identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria 
potestad.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se estime la inscripción de nacimiento de la misma en 
el Registro Civil español, alegando que la interesada es hija biológica del recurrente.

5. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal emite informe desfavorable y 
el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.
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II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
20 de agosto de 2018 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento 
de la interesada por medio de una certificación senegalesa de nacimiento, en la cual 
se hace constar que ésta nació el 24 de septiembre de 2002, si bien la inscripción en 
el Registro Civil local se realizó en julio de 2010, ocho años después de producido el 
hecho inscribible y con posterioridad a la solicitud de la nacionalidad española por 
residencia del promotor.

Por otra parte, se constata que, en el expediente de nacionalidad española por residencia 
formulada por el presunto padre de la interesada en fecha 16 de mayo de 2012 ante 
el encargado del Registro Civil de Palma de Mallorca, no declaró la existencia de hijos 
menores de edad a su cargo, no citando en modo alguno a la interesada que, en aquel 
momento, era menor de edad, como venía obligado, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 220 del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad 
española por residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado civil; menciones 
de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria 
potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre de la interesada 
la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que la optante a la nacionalidad española haya estado sujeta a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).
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Resolución de 8 de julio de 2022 (51ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad si los interesados, cuando el padre adquiere 
la nacionalidad española, ya eran mayores de edad según su estatuto personal.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el progenitor de los interesados, 
contra el auto de la Encargada del Registro Civil Consular de la Embajada de España 
en Islamabad (República Islámica de Pakistán).

HECHOS

1. Con fecha 14 de octubre de 2014, don T.-M. A. A., nacido en Pakistán el 13 de julio 
de 1950 y de nacionalidad española, obtenida por residencia con fecha 5 de julio de 
2013, presenta en el Registro Civil Consular de la Embajada de España en Islamabad, 
solicitud de inscripción de nacimiento y opción por la nacionalidad española de sus hijos 
M. W., nacido el 28 de septiembre de 1991 y M. A., nacido el 9 de abril de 1994, ambos 
en Pakistán, por haber estado sujetos a la patria potestad de un ciudadano español, al 
amparo de lo establecido en el artículo 20.1.a) del Código Civil.

Se aporta al expediente la siguiente documentación: pasaporte español del Sr. A. A., 
expedido el 8 de enero de 2014, documento nacional de identidad español del precitado 
y literal de su inscripción de nacimiento en el Registro Civil de Barcelona, con marginal 
de nacionalidad por residencia con efectos de 5 de julio de 2013, fe de vida y estado 
del Sr. A. A., en la que este manifiesta que es soltero, pasaporte pakistaní de la madre 
de los interesados, A. S., nacida el 18 de octubre de 1966 en Pakistán y de nacionalidad 
pakistaní, certificado de nacimiento de la madre, sin traducir ni legalizar, certificado de 
su matrimonio en 1982 con el Sr. M. T., sin traducir ni legalizar y en el que no se 
corresponden las edades de los contrayentes con sus fechas de nacimiento, certificado 
local de nacimiento de M. W., sin traducir y sin legalizar, certificado local de nacimiento 
de M. A., sin traducir y sin legalizar, informe sobre los documentos pakistaníes aportados, 
sin traducir.

2. Por autos de fecha 4 de octubre de 2017, dictados por la Encargada del Registro Civil 
Consular de la Embajada de España en Islamabad, se desestima la práctica de la ins-
cripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de los interesados, M. W. y 
M. A., toda vez que en la fecha en que su padre adquiere la nacionalidad española por 
residencia, los interesados tenía ya 18 años y eran, por tanto, mayores de edad según 
las legislaciones española y pakistaní, por lo que en este caso no concurren los requisitos 
a que se refiere el artículo 20.1.a) del Código Civil vigente, al no haberse encontrado 
nunca bajo la patria potestad de un español.

3. Notificada la resolución, el Sr. interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando se revise su expediente, alegando que presentó la solicitud de para la 



M
inisterio de Justicia

◄ 485 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

expedición del pasaporte español de su hija e hijo en el Registro Civil de Barcelona en 
2011, cuando eran menores de edad y que se ha demorado por razones que no han 
dependido de él.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, la Encargada del Registro Civil 
Consular de la Embajada de España en Islamabad remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con informe en el que pone 
de manifiesto la dificultad para identificar correctamente los documentos locales y evitar 
los que resultan fraudulentos.

5. Posteriormente este centro directivo solicitó la actuación del Registro Civil consular 
español en Islamabad, así los interesados eran mayores de edad en 2014 cuando se 
iniciaron los procedimientos sin que constara su intervención en ellos, ya que todas las 
actuaciones incluida la presentación del recurso fueron realizadas por su progenitor sin 
que conste que ostentara la representación de los mismos, además toda la documen-
tación local ha sido presentada sin traducción al español y sin legalizar, por lo que se 
ruega la presentación de la documentación en la forma legalmente prevista y que se 
requiera la comparecencia de los interesados, M. W. y M. A., para que formulen por sí 
mismos, si así lo desean, la declaración de opción a la nacionalidad española.

El Registro Civil consular remite la documentación ya presentada y como nueva aportación 
hoja declaratoria de datos presentada y suscrita por el Sr. M. A., añadiendo que el Sr. 
M. W. ya no reside en la demarcación de la Embajada española en Islamabad.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 20 y 22 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones de 2-3.ª de febrero, 14-1.ª de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª 
de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 
11-3.ª de octubre de 2005; 19-3.ª de enero, 11-2.ª de marzo y 17-3.ª de julio de 2006; 
18-8.ª de septiembre y 25-9.ª de octubre de 2007.

II. El promotor, nacido en Pakistán y de nacionalidad española con efectos de 5 de julio 
de 2013, ha intentado optar a la nacionalidad española por razón de patria potestad 
en nombre de sus hijos, nacidos en 1991 y 1994.

III. El artículo 20.1 del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española: «a) las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español» y el apartado 2.c del mismo artículo dispone que la declaración de opción 
se formulará por el interesado, por sí sólo, si está emancipado o es mayor de 18 años, 
circunstancia que no ha concurrido en el caso ahora examinado, salvo por uno de los 
interesados y tras requerimiento expreso de esta Dirección General.

IV. En relación con la mayoría de edad en Pakistán se indica que, de acuerdo con informe 
de fecha 21 de febrero de 2018, de la Embajada de España en Islamabad, se informa 
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que, según la sección 3.ª del Acta de Mayoría de Edad de 1875, un pakistaní llega a la 
mayoría de edad a los 18 años, salvo que un menor o su propiedad haya sido puesto 
bajo la custodia de un juez o guardia, en cuyo caso la persona llegaría a la mayoría de 
edad a los 21 años, hecho este último que se produce en los casos de huérfanos de 
ambos padres, no encontrándose los interesados en dicho supuesto.

V. Los interesados no cumplen los requisitos establecidos en el artículo 20 del Código 
Civil para optar a la nacionalidad española. Así, nunca han estado sujetos a la patria 
potestad de un español, toda vez que a su progenitor se le declara la nacionalidad 
española por residencia por resolución de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de fecha 14 de enero de 2013, cumpliendo los requisitos establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil el 5 de julio siguiente, fecha en que se producen los efectos 
de la adquisición de la nacionalidad española, momento en el que los interesados 
nacidos el 28 de septiembre de 1991 y 9 de abril de 1994, ya eran mayores de edad, 
según lo establecido en las legislaciones pakistaní y española.

Debiendo significarse además que los datos y circunstancias concurrentes en los inte
resados no han sido debidamente acreditados, puesto que la documentación aportada 
no lo ha sido con los requisitos legalmente establecidos.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Islamabad (República 
Islámica de Pakistán).

Resolución de 27 de junio de 2022 (1ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad si el interesado ejercita el derecho fuera de 
plazo.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Ciudad de México 
(México).

HECHOS

1. Don J. Á. R. C., de nacionalidad mexicana, adquiere la nacionalidad española por el 
ejercicio de la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud 
de acta de 16 de noviembre de 2011, inscrita con fecha 28 de octubre de 2015. Con 
posterioridad, el Sr. Álvarez de la Reguera instó que su hija, D.ª P. Á. R., nacida el 5 de 
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octubre de 1994 en N. (México), de nacionalidad mexicana, optara a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil.

2. Esta petición no fue admitida por el Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en Ciudad de México dado que la interesada ya tenía veinte años cumplidos. 
Ante esa decisión, con fecha 26 de julio de 2016, el progenitor presenta escrito, ratificado 
por la interesada, en el que expone la imposibilidad de optar por la nacionalidad española 
de su hija, por tener ya veinte años en la fecha de la inscripción de su nacionalidad por 
la Ley 52/2007, y su inconformidad por el tiempo tardado en la tramitación de dicha 
inscripción que impidió presentar la solicitud de su hija con anterioridad.

Aporta como documentación: certificado local de nacimiento y pasaporte mexicano de 
la interesada; pasaporte español y certificado literal español de nacimiento del progenitor, 
con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española de origen en virtud de 
lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 16 de 
noviembre de 2011.

3 Por acuerdo de fecha 6 de noviembre 2018, el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Ciudad de México, desestima la solicitud formulada por la intere-
sada, toda vez que al optar tenía ya cumplidos veinte años, por lo que el derecho de 
opción se ha ejercitado una vez que el plazo para hacerlo había caducado.

4. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando la revisión de su expediente y la estimación de su solicitud de 
inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española, alegando que cuando se 
inició el expediente de nacionalidad española de su padre en 2011, la interesada era 
menor de edad y que la tramitación de la inscripción se retrasó hasta el 28 de octubre 
de 2015, no habiendo podido presentar la solicitud de opción con anterioridad.

5. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
en fecha 16 de octubre de 2019 y el Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en México remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros 
y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 21 y 22 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y 
las resoluciones de 22 de octubre y 3-6.ª de noviembre de 2001; 2-3.ª de febrero, 14-1.ª 
de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª 
de septiembre de 2004; y 20-3.ª de enero 13-1.ª de junio de 2005; 4-2.ª de julio de 
2006; y 16-5.ª de marzo de 2007.

II. Ha pretendido optar a la nacionalidad española una ciudadana nacida el 21 de mayo 
de 1994 en N. (México), alegando la nacionalidad española de su padre, adquirida por 
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opción en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007 
en fecha 16 de noviembre de 2011 e inscrita el 28 de octubre de 2015. El Encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en México dictó acuerdo por el que 
se denegó la opción pretendida ya que la interesada ejercita el derecho fuera del plazo 
legalmente establecido. Frente a dicho acuerdo se interpone recurso por la interesada, 
que es el objeto del presente expediente.

III. Examinada la documentación integrante del expediente, si bien la interesada estuvo 
bajo la patria potestad de un español durante su minoría de edad, toda vez que su 
progenitor optó por la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 16 de noviembre de 2011, 
habiendo nacido la solicitante el 5 de octubre de 1994, ejerció el derecho con poste-
rioridad al 28 de octubre de 2015, por lo que al optar tenía ya cumplidos veinte años, 
no cumpliéndose lo establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil que dispone que 
la declaración de opción ha de formularse por el interesado, por sí solo, si es mayor de 
dieciocho años y que la opción caduca a los veinte años de edad, salvo que el optante 
no estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, lo que 
aquí no sucede. Consecuentemente, el derecho de optar se ha ejercitado una vez que 
el plazo para hacerlo había caducado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 27 de junio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en México (México).

Resolución de 12 de julio de 2022 (3ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2013, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 24 de mayo de 2021, D.ª F. J., nacida el 15 de marzo de 1975 en D-K. 
(Gambia), de nacionalidad gambiana, en nombre de don Y. J. F., presenta en el Registro 
Civil del Consulado General de España en Dakar (República de Senegal) solicitud de 
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opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) del 
Código Civil, para su hijo don M. J., nacido el 15 de junio de 2016 en D-K (Gambia), 
presunto hijo de la promotora y de don J. J. F., nacido el 2 de junio de 1972 en D-K. 
(Gambia), de nacionalidad española adquirida por residencia.

Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de acta 
de nacimiento del menor, inscrito en el Registro Civil gambiano el 19 de febrero de 2021; 
certificado de nacimiento expedido por el centro hospitalario en el que se produce el 
alumbramiento; documento nacional de Identidad, pasaporte español y certificado literal 
español de nacimiento del presunto progenitor, practicada en el Registro Civil de Santa 
Coloma de Farners (Girona), con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia con efectos de 18 de junio de 2013; pasaporte gambiano y 
acta de nacimiento gambiano de la madre; poder notarial otorgado por don J. J. a favor 
de la madre para que lleve a cabo las actuaciones necesarias para la adquisición de la 
nacionalidad española del menor.

2. Examinado el expediente de nacionalidad, por el Encargado del registro civil Consular 
se comprueba que se solicita la inscripción del nacimiento 5 años después de haberse 
producido, fecha cercana a la presentación de la solicitud de opción del menor, y por 
persona declarante que no es ninguno de los presuntos progenitores. Se comprueba 
también que no existe matrimonio en el Registro Civil español.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 27 de mayo de 2021 dictado por el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción del menor, 
estimando que existen discordancias en la documentación aportada, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y por tanto sobre la verdadera 
filiación del solicitante.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor, interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se 
estime la opción a la nacionalidad española del menor, alegando que con las normas 
gambianas no es necesaria la inscripción del nacimiento y que en ningún caso su 
actuación es fraudulenta, presentando documentos que demuestran su vinculación con 
España y solicitando que se acuerde la realización de la prueba de paternidad entre el 
interesado solicitante y su progenitor.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 
20 de diciembre de 2021, el Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
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de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
18 de junio de 2013 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento del 
interesado, don M. J., por medio de una certificación gambiana, en la cual se hace 
constar que éste nació el 15 de junio de 2016 en D-K. (Gambia), inscrito en el Registro 
Civil gambiano el 19 de febrero de 2021. Se comprueba que se solicita la inscripción 
del nacimiento cinco años después de haberse producido, fecha cercana a la presentación 
de la solicitud de opción de la nacionalidad española para el menor, y por persona que 
no es ni la madre o el padre del interesado, sin que la documentación tenga las suficientes 
garantías, circunstancias que generan dudas suficientes respecto al hecho a inscribir. 
Además, no existe presunción matrimonial (artículo 108 C.c.) en ese nacimiento al no 
tener matrimonio inscrito en el Registro civil español.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse a cabo en el 
momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del plazo previsto por los 
artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su Reglamento, pero también puede 
tener lugar «mediante declaración del padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante 
el Encargado del Registro Civil» (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto 
la Resolución de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la decla-
ración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, sino que, por el 
contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad deberá ser denegada cuando 
este reconocimiento resulte ambiguo o cuando por cualquier otro motivo puede deducirse 
fundadamente (cfr. art. 28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico 
del menor.

Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el Código civil español 
se inspira en el principio de la veracidad biológica (principio reforzado por las Sentencias 
del Tribunal Constitucional 138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de 
octubre de 2005 que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 
del CC, respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia de la 
paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser inscrito cuando haya 
en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los que se deduzca que tal 
reconocimiento no se ajusta a la realidad.
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V. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no 
puede considerarse acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad española 
haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de 
Senegal).

Resolución de 12 de julio de 2022 (4ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2013, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 24 de mayo de 2021, D.ª F. J., nacida el 15 de marzo de 1975 en D-K. 
(Gambia), de nacionalidad gambiana, en nombre de don Y. J. F., presenta en el Registro 
Civil del Consulado General de España en Dakar (República de Senegal) solicitud de 
opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) del 
Código Civil, para su hijo don S. J., nacido el 15 de junio de 2016 en D-K. (Gambia), 
presunto hijo de la promotora y de don J. J. F., nacido el 2 de junio de 1972 en D-K. 
(Gambia), de nacionalidad española adquirida por residencia.

Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de acta 
de nacimiento del menor, inscrito en el Registro Civil gambiano el 19 de febrero de 2021; 
certificado de nacimiento expedido por el centro hospitalario en el que se produce el 
alumbramiento; documento nacional de Identidad, pasaporte español y certificado literal 
español de nacimiento del presunto progenitor, practicada en el Registro Civil de Santa 
Coloma de Farners (Girona), con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia con efectos de 18 de junio de 2013; pasaporte gambiano y 
acta de nacimiento gambiano de la madre; poder notarial otorgado por don J. J. a favor 
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de la madre para que lleve a cabo las actuaciones necesarias para la adquisición de la 
nacionalidad española del menor.

2. Examinado el expediente de nacionalidad, por el Encargado del registro civil Consular 
se comprueba que se solicita la inscripción del nacimiento 5 años después de haberse 
producido, fecha cercana a la presentación de la solicitud de opción del menor, y por 
persona declarante que no es ninguno de los presuntos progenitores. Se comprueba 
también que no existe matrimonio en el Registro Civil español.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 27 de mayo de 2021 dictado por el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción del menor, 
estimando que existen discordancias en la documentación aportada, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y por tanto sobre la verdadera 
filiación del solicitante.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor, interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se 
estime la opción a la nacionalidad española del menor, alegando que con las normas 
gambianas no es necesaria la inscripción del nacimiento y que en ningún caso su 
actuación es fraudulenta, presentando documentos que demuestran su vinculación con 
España y solicitando que se acuerde la realización de la prueba de paternidad entre el 
interesado solicitante y su progenitor.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 
20 de diciembre de 2021, el Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).
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III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
18 de junio de 2013 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento del 
interesado, don S. J., por medio de una certificación gambiana, en la cual se hace constar 
que éste nació el 15 de junio de 2016 en D-K. (Gambia), inscrito en el Registro Civil 
gambiano el 19 de febrero de 2021. Se comprueba que se solicita la inscripción del 
nacimiento cinco años después de haberse producido, fecha cercana a la presentación 
de la solicitud de opción de la nacionalidad española para el menor, y por persona que 
no es ni la madre o el padre del interesado, sin que la documentación tenga las suficientes 
garantías, circunstancias que generan dudas suficientes respecto al hecho a inscribir. 
Además, no existe presunción matrimonial (artículo 108 CC) en ese nacimiento al no 
tener matrimonio inscrito en el Registro civil español.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse a cabo en el 
momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del plazo previsto por los 
artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su Reglamento, pero también puede 
tener lugar «mediante declaración del padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante 
el Encargado del Registro Civil» (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto 
la Resolución de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la decla-
ración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, sino que, por el 
contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad deberá ser denegada cuando 
este reconocimiento resulte ambiguo o cuando por cualquier otro motivo puede deducirse 
fundadamente (cfr. art. 28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico 
del menor.

Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el Código civil español 
se inspira en el principio de la veracidad biológica (principio reforzado por las Sentencias 
del Tribunal Constitucional 138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de 
octubre de 2005 que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 
del CC, respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia de la 
paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser inscrito cuando haya 
en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los que se deduzca que tal 
reconocimiento no se ajusta a la realidad.

V. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no 
puede considerarse acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad española 
haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).
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Resolución de 12 de julio de 2022 (5ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2013, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 24 de mayo de 2021, D.ª F. J., nacida el 15 de marzo de 1975 en D-K. 
(Gambia), de nacionalidad gambiana, en nombre de don Y. J. F., presenta en el Registro 
Civil del Consulado General de España en Dakar (República de Senegal) solicitud de 
opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) del 
Código Civil, para su hijo B. J., nacido el 22 de junio de 2019 en D-K. (Gambia), presunto 
hijo de la promotora y de don J. J. F., nacido el 2 de junio de 1972 en D-K. (Gambia), de 
nacionalidad española adquirida por residencia.

Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de acta 
de nacimiento del menor, inscrito en el Registro Civil gambiano el 19 de febrero de 2021; 
certificado de nacimiento expedido por el centro hospitalario en el que se produce el 
alumbramiento; documento nacional de Identidad, pasaporte español y certificado literal 
español de nacimiento del presunto progenitor, practicada en el Registro Civil de Santa 
Coloma de Farners (Girona), con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia con efectos de 18 de junio de 2013; pasaporte gambiano y 
acta de nacimiento gambiano de la madre; poder notarial otorgado por don J. J. a favor 
de la madre para que lleve a cabo las actuaciones necesarias para la adquisición de la 
nacionalidad española del menor.

2. Examinado el expediente de nacionalidad, por el Encargado del registro civil Consular 
se comprueba que se solicita la inscripción del nacimiento 2 años después de haberse 
producido, fecha cercana a la presentación de la solicitud de opción del menor, y por 
persona declarante que no es ninguno de los presuntos progenitores. Se comprueba 
también que no existe matrimonio en el Registro Civil español.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 27 de mayo de 2021 dictado por el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción del menor, 
estimando que existen discordancias en la documentación aportada, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y por tanto sobre la verdadera 
filiación del solicitante.
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4. Notificada la resolución, el presunto progenitor, interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se 
estime la opción a la nacionalidad española del menor, alegando que con las normas 
gambianas no es necesaria la inscripción del nacimiento y que en ningún caso su 
actuación es fraudulenta, presentando documentos que demuestran su vinculación con 
España y solicitando que se acuerde la realización de la prueba de paternidad entre el 
interesado solicitante y su progenitor.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 
20 de diciembre de 2021, el Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
18 de junio de 2013 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento del 
interesado, B. J., por medio de una certificación gambiana, en la cual se hace constar 
que éste nació el 22 de junio de 2019 en D-K. (Gambia), inscrito en el Registro Civil 
gambiano el 19 de febrero de 2021. Se comprueba que se solicita la inscripción del 
nacimiento dos años después de haberse producido, fecha cercana a la presentación 
de la solicitud de opción de la nacionalidad española para el menor, y por persona que 
no es ni la madre o el padre del interesado, sin que la documentación tenga las suficientes 
garantías, circunstancias que generan dudas suficientes respecto al hecho a inscribir. 
Además, no existe presunción matrimonial (artículo 108 CC) en ese nacimiento al no 
tener matrimonio inscrito en el Registro civil español.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse a cabo en el 
momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del plazo previsto por los 
artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su Reglamento, pero también puede 
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tener lugar «mediante declaración del padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante 
el Encargado del Registro Civil» (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto 
la Resolución de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la decla-
ración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, sino que, por el 
contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad deberá ser denegada cuando 
este reconocimiento resulte ambiguo o cuando por cualquier otro motivo puede deducirse 
fundadamente (cfr. art. 28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico 
del menor.

Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el Código civil español 
se inspira en el principio de la veracidad biológica (principio reforzado por las Sentencias 
del Tribunal Constitucional 138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de 
octubre de 2005 que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 
del CC, respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia de la 
paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser inscrito cuando haya 
en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los que se deduzca que tal 
reconocimiento no se ajusta a la realidad.

V. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no 
puede considerarse acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad española 
haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 12 de julio de 2022 (27ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2010, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del encargado del Registro Civil Central.
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HECHOS

1. Con fecha 17 de octubre de 2014, don A-H. T. B., nacido el 1 de enero de 1956 en 
B. (Gambia), de nacionalidad española adquirida por residencia, solicita en el Registro 
Civil de A. (Lleida) autorización de opción a la nacionalidad española en nombre y 
representación de su hija menor de catorce años, B-T., nacida el 15 de junio de 2001 
en B. (Gambia), al amparo de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil. 
Acompaña acta de consentimiento de la madre de la menor, D.ª H. J., de nacionalidad 
gambiana, por la que no se opone a que su hija viaje a España para reunirse con su 
padre.

Aporta como documentación: certificado de empadronamiento del presunto progenitor 
en el Ayuntamiento de Alfarràs; certificado gambiano de nacimiento de la menor, número 
(…..), en el que consta que nació el 15 de junio de 2001 en B-K. (Gambia), inscripción 
efectuada el 21 de julio de 2014 por declaración de un tercero; documento nacional de 
identidad y certificado literal español de nacimiento del presunto padre, con inscripción 
marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 26 
de febrero de 2010; pasaporte gambiano de la menor y certificado expedido por el 
Consulado de Gambia en Madrid, en los que consta que la fecha de su nacimiento es 
15 de junio de 2010.

2. Previo informe favorable del Ministerio Fiscal, por auto de fecha 13 de abril de 2015, 
dictado por la encargada del Registro Civil de Balaguer (Lleida), se autoriza al promotor, 
con autorización de la madre de la menor, a ejercer el derecho de opción a la nacionalidad 
española en su nombre y representación. El acta de opción a la nacionalidad española 
se levanta en el Registro Civil de Balaguer el 29 de abril de 2015.

3. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central por ser competente para conocer 
y resolver la práctica del acta de opción a la nacionalidad española solicitada, se dicta 
providencia por la que se requiere del registro civil correspondiente se aporte testimonio 
del expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, en los 
particulares que hacen alusión a su estado civil e hijos habidos.

Recibida la documentación solicitada, se constata que el presunto padre declaró en 
fecha 21 de septiembre de 2006, en comparecencia ante la encargada del Registro 
Civil de Balaguer, que su estado civil era casado en segundas nupcias con D.ª K. T., de 
nacionalidad gambiana, y que tenían tres hijos en común: H., nacido en Barcelona el 4 
de febrero de 1988; M., nacido en Mataró el 16 de junio de 1989 y S. T., nacido en P. 
de Mar el 2 de noviembre de 1993. Asimismo, manifestó que, de su primer matrimonio, 
celebrado también en Gambia, tenía cuatro descendientes, nacidos y residentes en 
Gambia: O., de 18 años; I., de 9 años, S., de 3 años y G. de 1 año.

4. Por acuerdo de fecha 17 de septiembre de 2015 dictado por el encargado del Registro 
Civil Central se deniega la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
de la interesada, sin perjuicio de que acreditada su filiación biológica con padre español 
surta los efectos que corresponda, toda vez que el presunto progenitor no le mencionó 
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en su expediente de nacionalidad española por residencia, como venía obligado, ya que 
a la fecha de la declaración efectuada por el padre, la interesada era menor de edad.

5. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se inscriba el nacimiento de 
la menor con opción a la nacionalidad española, alegando que existe un error en la 
fecha de nacimiento de su hija, constando que nació el 15 de junio de 2001, cuando 
lo cierto es que la fecha correcta de su nacimiento fue el 15 de junio de 2010, aportando 
pasaporte gambiano de la menor en el que consta que su nacimiento se produce en el 
año 2010.

6. El Ministerio Fiscal emite informe desfavorable a la estimación del recurso en fecha 
2 de febrero de 2018 y el encargado del Registro Civil Central remite el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

7. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita que se requiera al 
promotor a fin de que aporte nuevo certificado local de nacimiento de la menor, traducido 
y legalizado, en el que conste la subsanación en relación a la fecha de nacimiento de 
ésta y pasaporte del presunto progenitor en el período comprendido entre junio y 
diciembre de 2009, con las entradas y salidas de Gambia.

Atendiendo lo solicitado, se aporta un nuevo certificado gambiano de nacimiento, n.º 
(…..), en el que consta que la fecha de nacimiento de la menor es el 15 de junio de 2010 
en Baja K. (Gambia) y que el nacimiento se registró el 20 de noviembre de 2020 por 
declaración de un tercero, no haciendo referencia al motivo por el que se subsana el 
certificado de nacimiento anteriormente emitido. No se acompaña el pasaporte del 
presunto progenitor con las entradas y salidas de Gambia que se había solicitado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).



M
inisterio de Justicia

◄ 499 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
26 de febrero de 2010 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento 
de la interesada por medio de una certificación gambiana, en la cual se hace constar 
que ésta nació el 15 de junio de 2001 en B. K. (Gambia), inscripción efectuada el 21 de 
julio de 2014 por declaración de un tercero. Por acuerdo dictado por el encargado del 
Registro Civil Central, se desestimó la solicitud formulada por el promotor, en nombre y 
representación de la menor, toda vez que éste no la citó en su expediente de nacionalidad 
española por residencia, como estaba obligado, dado que en dicha fecha la optante era 
menor de edad. Frente a dicho acuerdo se interpone recurso por el presunto progenitor 
alegando que se había producido un error en la fecha de nacimiento de su hija.

IV. En el presente expediente, constan dos certificados gambianos de nacimiento de la 
menor optante que resultan contradictorios. Así, junto con la solicitud de opción a la 
nacionalidad española, se aportó un certificado gambiano de nacimiento de la menor, 
número (…..), en el que consta que nació el 15 de junio de 2001 en B. K. (Gambia), 
inscripción efectuada el 21 de julio de 2014 por declaración de un tercero.

Posteriormente, se requirió al promotor a fin de que aportara nueva documentación, 
dado que éste alegó que se había producido un error en cuanto a la fecha de nacimiento 
de su hija y que el año correcto de su nacimiento era 2010. Atendiendo a lo solicitado, 
se aporta un nuevo certificado gambiano de nacimiento de la menor optante, n.º (…..), 
en el que consta que la fecha de nacimiento de la menor es el 15 de junio de 2010 en 
B. K. (Gambia) y que el nacimiento se registró el 20 de noviembre de 2020 por declaración 
de un tercero, que resulta contradictorio con el anteriormente emitido y no hace referencia 
a la causa de subsanación del año de nacimiento de la inscrita.

No se aporta al expediente el pasaporte del presunto progenitor con las entradas y 
salidas de Gambia, en el período comprendido entre junio y diciembre de 2009, docu-
mentación que se había solicitado a fin de acreditar las alegaciones del promotor en 
relación a la fecha de nacimiento de su hija, lo que, unido a las contradicciones en los 
documentos gambianos de nacimiento de la menor, genera dudas sobre la realidad del 
hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española.

V. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no 
puede considerarse acreditado por ahora que la optante a la nacionalidad española 
haya estado sujeta a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.
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Resolución de 12 de julio de 2022 (31ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad si la interesada, cuando el padre adquiere 
la nacionalidad española, ya era mayor de edad según su estatuto personal.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Casablanca (Marruecos).

HECHOS

1. Con fecha 23 de abril de 2015, D.ª L. K., nacida el día 16 de octubre de 1993 en L. 
B. (Marruecos), hija de don A. K. M., nacido en Marruecos, de nacionalidad española 
adquirida por residencia y de D.ª A. M. K., nacida en Marruecos, de nacionalidad marroquí, 
formuló solicitud de opción a la nacionalidad española en el Consulado General de 
España en Casablanca en virtud del artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil.

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; certificado de residencia en 
B. y copia literal de partida de nacimiento de la interesada expedida por el Reino de 
Marruecos; confirmación de acta de matrimonio de los progenitores de la solicitante, 
expedida por el Reino de Marruecos; copia literal de partida marroquí de nacimiento de 
la progenitora y su traducción; certificado del Consulado General de España en 
Casablanca, en el que consta que el progenitor está inscrito en el registro de matrícula 
consular como residente; certificado de residencia en B. (Marruecos) de la progenitora; 
documento nacional de identidad y pasaporte español del progenitor y carnet de identidad 
marroquí de la progenitora.

Consta en las actuaciones que el padre de la interesada, nacido el 1 de enero de 1955 
en O-F. O. B. (Marruecos), adquirió la nacionalidad española por residencia con efectos 
de 10 de diciembre de 2013.

2. Por auto de fecha 20 de mayo de 2015, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en Casablanca desestima la solicitud de opción a la nacionalidad española 
formulada por la interesada, al no haber estado sujeta a la patria potestad de un español, 
toda vez que cuando su padre adquirió la nacionalidad española, la solicitante ya era 
mayor de edad y, por otra parte, la interesada formuló su solicitud de opción fuera del 
plazo establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente, alegando que se encontraba sujeta a 
la patria potestad de su padre al optar por la nacionalidad española, ya que dependía 
económica y familiarmente del mismo, no se encontraba casada y seguía residiendo en 
la vivienda familiar.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto recurrido al ser conforme a derecho en fecha 30 
de abril de 2021, y el encargado del Registro Civil Consular remitió el expediente a la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso 
junto con informe por el que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 20 y 22 del Código civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones de 2-3.ª de febrero, 14-1.ª de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª 
de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 
11-3.ª de octubre de 2005; 19-3.ª de enero, 11-2.ª de marzo y 17-3.ª de julio de 2006; 
18-8.ª de septiembre y 25-9.ª de octubre de 2007.

II. La interesada, nacida el 16 de octubre de 1993 en L. B., (Marruecos), de nacionalidad 
marroquí, ha intentado optar a la nacionalidad española por razón de patria potestad, 
alegando que su progenitor adquirió la nacionalidad española por residencia con efectos 
de 10 de diciembre de 2013.

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española: «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y el apartado 2.c) del art.º 20 CC, establece que, la declaración de 
opción se formulará «por el interesado, por sí solo, si está emancipado o es mayor de 
dieciocho años. La opción caducará a los veinte años de edad, pero si el optante no 
estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para 
optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación».

IV. La interesada no cumple los requisitos establecidos en el artículo 20 del Código Civil 
para optar a la nacionalidad española. Así, nunca ha estado sujeta a la patria potestad 
de un español, toda vez que a su progenitor se le declara la nacionalidad española por 
residencia con efectos de 10 de diciembre de 2013, momento en el que la optante 
nacida el 16 de octubre de 1993 ya era mayor de edad, según lo establecido en las 
legislaciones marroquí y española. Por otro lado, la solicitud de opción se formula cuando 
la interesada ya había cumplido los 20 años de edad, por lo que, el derecho de opción 
se ha ejercitado una vez que el plazo para hacerlo había caducado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Casablanca (Marruecos).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (33ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando la nacionalidad española del 
progenitor, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación cubana 
acompañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
promotor, presunto progenitor, contra el auto de la encargada del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R. G. B., nacido el 8 de agosto de 1963 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana y 
española, adquirida esta última en virtud de la opción establecida en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, solicita en el Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana, optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido 
en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil, en nombre y representación de su hijo menor 
de catorce años, B.-A. G. F., nacido el 7 de agosto de 2001 en A., H. (Cuba). Consta en el 
expediente acta de consentimiento de la madre del menor, doña R.-M. F. P., de nacionalidad 
cubana, por la que no se opone a que su hijo adquiera la nacionalidad española.

Aporta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; tarjeta de menor cubana 
y certificado local en extracto de nacimiento del menor; pasaporte español y certificado 
literal español de nacimiento del presunto progenitor, inscrito en el Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana; documento de identidad cubano y certi-
ficado local en extracto de nacimiento de la madre; certificado local de matrimonio de 
la madre con el presunto progenitor, formalizado en C., H., el 2 de julio de 2010 y cer-
tificado de divorcio del matrimonio de la madre con don E. H. J. formalizado el día 23 
de julio de 1992, que fue disuelto por sentencia dictada por el Tribunal Municipal Popular 
de Cotorro de fecha 28 de abril de 2010, firme desde el 2 de mayo de 2010.

2. Previo informe favorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto de 
fecha 11 de agosto de 2014, la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana concedió al representante legal del menor, autorización para 
optar a la nacionalidad española en su nombre y representación. El acta de opción a la 
nacionalidad española se levanta en dicha fecha en las dependencias del Registro Civil 
del Consulado General de España en La Habana.

3. Con fecha 7 de abril de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la opción 
de nacionalidad del optante, toda vez que no ha quedado establecido que en el interesado 
concurran los requisitos exigidos en el artículo 20 del Código Civil, especialmente en lo 
que se refiere a la filiación paterna.
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4. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se inscriba el nacimiento de 
su hijo en el Registro Civil español con opción a la nacionalidad española.

5. Trasladado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado 
General de España en La Habana, éste interesa la desestimación del mismo y el encar-
gado del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con informe por el 
que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 113 y 116 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 13-1.ª de junio de 2005; 
3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 23-2.ª de 
mayo y 7-4.ª de noviembre de 2007; 21-1.ª de mayo, 16-7.ª de julio, 14-3.ª de octubre 
y 13-1.ª de noviembre de 2008; 27-7.ª de enero, 11-3.ª de marzo y 8-1.ª de abril de 
2009.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre ostenta la nacionalidad española y pretende el pro-
motor, asistido por ello, inscribir el nacimiento del optante por medio de una certificación 
cubana, en cual se hace constar que el interesado nació el 7 de agosto de 2001 en A., 
H. (Cuba).

IV. La inscripción de nacimiento del optante en el Registro Civil español requiere que 
antes prospere la opción ejercitada, basada en el artículo 20.1.a) CC, lo que le atribuiría 
la condición de español. Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta 
suficientemente acreditada su filiación paterna respecto de un ciudadano español, 
puesto que, según la legislación española, se presumen hijos del marido los nacidos 
después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días siguientes a 
su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges. De manera que, para 
desvirtuar la eficacia probatoria de la presunción de filiación matrimonial (art. 116 CC), 
presunción iuris tantum que, en consecuencia, admite prueba en contrario, es necesario 
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acreditar la existencia de separación legal o de hecho de los cónyuges al menos tres-
cientos días antes del nacimiento. En este caso, el hijo nació bajo la vigencia del 
matrimonio de la progenitora con don E. H. J., formalizado el 23 de julio de 1992, que 
quedó disuelto en fecha 2 de mayo de 2010, por lo que la mera declaración de los 
interesados no puede considerarse como prueba con fuerza suficiente-, la filiación 
paterna pretendida no puede quedar determinada en este momento por la vía del 
expediente gubernativo, pues, dada la fuerza probatoria (art. 113 CC) de la mencionada 
presunción, no se considera probado, por ahora, que el optante a la nacionalidad española 
haya estado sujeto a la patria potestad de un español.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (38ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

Se estima por razón de patria potestad la opción formulada por el interesado, al cumplir 
los requisitos establecidos en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 6 de junio de 2014, en el Registro Civil Consular de España en La Habana, 
se levanta acta de opción a la nacionalidad española, por la que don A.-D. V. G., nacido 
el 19 de septiembre de 1996 en D., H. (Cuba), de nacionalidad cubana, asistido por su 
progenitor y representante legal, don S. V. D., nacido el 19 de julio de 1972 en G., H. 
(Cuba), de nacionalidad cubana y española, adquirida esta última en virtud de la opción 
establecida en la Ley 52/2007, opta por la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa 
de fidelidad a S.M. El Rey y de obediencia a la Constitución ya las leyes españolas, sin 
renunciar a su anterior nacionalidad. Se acompaña acta de consentimiento de la madre 
del optante, doña A.-M. G. D., de nacionalidad cubana, por la que no se opone a que su 
hijo adquiera la nacionalidad española.

Adjunta como documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad cubano 
y certificado cubano de nacimiento del interesado; pasaporte español y certificado literal 
español de nacimiento del progenitor, con inscripción marginal de opción por la 
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nacionalidad española de origen en virtud de lo dispuesto en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 15 de septiembre de 2010; carnet de identidad 
cubano y certificado local de nacimiento de la madre del interesado y certificado cubano 
de matrimonio de los progenitores.

2. Con fecha 29 de mayo de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la opción 
de nacionalidad del optante, al no haber quedado establecido que en el interesado con-
curran los requisitos exigidos en el artículo 20 del Código Civil, ya que nunca estuvo bajo 
la patria potestad de un español, toda vez que con fecha 13 de marzo de 2015 se procedió 
a la cancelación de la certificación de nacimiento española de su progenitor dado que 
tuvo acceso al Registro Civil consular en virtud de «título manifiestamente ilegal».

Consta en el expediente que, por resolución de la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado de fecha 5 (3.ª) de mayo de 2017 se estimó el recurso de 
apelación interpuesto por el padre del interesado, dejando sin efecto el auto de fecha 
13 de marzo de 2015, instando al encargado del registro civil consular para que se 
proceda a la inscripción de nacimiento del recurrente con la marginal de la nacionalidad 
española por opción correspondiente.

3. Notificada la resolución, el interesado y su progenitor interponen recurso ante la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente y se estime la opción 
a la nacionalidad española del optante, alegando que el optante siempre estuvo bajo 
la patria potestad de un español.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba), emite informe favorable a su estimación, considerando 
probada la filiación paterna y estimando que el recurrente reúne los requisitos exigidos 
en el artículo 20 del Código Civil y el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y 
del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso, junto con informe favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y en el apartado 2.b) del citado artículo, de acuerdo con la redacción 
vigente en la fecha de la solicitud, se indica que la declaración de opción se formulará 
«b) por el propio interesado, asistido por su representante legal, cuando aquél sea mayor 
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de catorce años o cuando, aun estando incapacitado, así lo permita la sentencia de 
incapacitación».

El artículo 23 del Código Civil establece que, son requisitos comunes para la validez de 
la adquisición de la nacionalidad española por opción, carta de naturaleza o residencia 
«a) Que el mayor de catorce años y capaz para prestar una declaración por sí jure o 
prometa fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las leyes; b) Que la misma 
persona declare que renuncia a su anterior nacionalidad. Quedan a salvo de este requisito 
los naturales de países mencionados en el apartado 1 del artículo 24 y los sefardíes 
originarios de España».

III. El interesado, asistido por sus progenitor y representante legal, con acta de consen-
timiento de su progenitora, solicitó en el Registro Civil Consular de España en La Habana, 
la inscripción de su nacimiento y opción a la nacionalidad española, en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil, levantándose la correspondiente 
acta de opción.

La encargada del registro civil consular dictó auto denegando la inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción a la nacionalidad española del interesado, considerando 
que no se encontraba sujeto a la patria potestad de un español, toda vez que, con fecha 
13 de marzo de 2015 se procedió a la cancelación de la certificación de nacimiento 
española del padre del solicitante, dado que tuvo acceso al Registro Civil consular en 
virtud de «título manifiestamente ilegal». Consta en el expediente que, por resolución 
de la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 5 (3.ª) de mayo 
de 2017 se estimó el recurso de apelación interpuesto por el padre del interesado, 
dejando sin efecto el auto de fecha 13 de marzo de 2015, instando al encargado del 
registro civil consular para que se proceda a la inscripción de nacimiento del recurrente 
con la marginal de la nacionalidad española por opción correspondiente.

IV. En el caso que nos ocupa, el progenitor opta por la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 15 de septiembre de 2010, por lo que el interesado, nacido el 19 de septiembre 
de 1996 en D., H. (Cuba), ha estado sujeto a la patria potestad de un español y, por otra 
parte, la declaración de opción se formuló por el interesado, asistida por su progenitor 
como representante legal, en fecha 6 de junio de 2014 en el Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana, cumpliéndose los requisitos establecidos en el artículo 
23 del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado, procediendo se inscriba el nacimiento del optante con marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por opción.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (47ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que la presunta madre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2013, por no resultar acreditada la filiación 
materna y porque la certificación dominicana acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora, presunta progenitora, 
contra el acuerdo de la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 20 de febrero de 2019 se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil Único de Madrid, por la que doña E. M. R., nacida el 3 de agosto de 
1984 en P. (República Dominicana), de nacionalidad dominicana y española, adquirida 
esta última por residencia, con poder de autorización del presunto progenitor, don E. F. 
R., de nacionalidad dominicana, opta a la nacionalidad española en nombre y repre-
sentación de su hija menor de catorce años E.-I. F. M., nacida el 5 de noviembre de 2005 
en S. (República Dominicana) en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) 
del Código Civil, alegando que han obtenido autorización judicial para ejercer el derecho 
de opción a la nacionalidad española.

Adjuntan como documentación: acta inextensa de nacimiento de la menor apostillada, 
expedida por la Junta Central Electoral de la República Dominicana; documento nacional 
de identidad y certificado literal español de nacimiento de la presunta progenitora, con 
inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con 
efectos de 18 de diciembre de 2013 y certificado de nacionalidad dominicana de la 
menor, expedido por el Consulado General de la República Dominicana en Madrid.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, por resultar competente para 
conocer y resolver la práctica del acta de opción a la nacionalidad española solicitada, 
se requiere testimonio del expediente de nacionalidad española por residencia de la 
presunta progenitora, en los particulares que hacen alusión a su estado civil e hijos 
habidos. Recibida la documentación solicitada, se constata que la presunta madre, en 
su solicitud de nacionalidad española por residencia formulada ante el Registro Civil de 
Collado Villalba, indicó que su estado civil era soltera y que tenía una hija menor de 
edad a su cargo, E.-I. F. M., nacida el 5 de julio de 2005 en M., de la que aportó su 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Único de Madrid.

3. Con fecha 27 de mayo de 2019, la encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo 
por el que se deniega la inscripción de nacimiento y opción por la nacionalidad de la 
menor, toda vez que la promotora declaró en su expediente de nacionalidad española 
por residencia que tenía una hija menor de edad a su cargo, nacida con filiación materna 
en Madrid el 5 de julio de 2005, aportando su certificación española de nacimiento, 
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hecho incompatible con la documentación y declaración efectuada por la promotora en 
el presente expediente, en el que solicita la opción a la nacionalidad española de una 
supuesta hija nacida el 5 de noviembre de 2005 en S. (República Dominicana) con 
filiación materna y paterna.

4. Notificada la resolución, la promotora interpone recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando se revise el expediente, alegando que envió a su hija a República Dominicana 
tras haber sido inscrita en España y que una vez allí, su padre biológico la reconoció.

5. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a su estimación 
con fecha 5 de marzo de 2020 y la encargada del Registro Civil Central remitió el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso la presunta madre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
18 de diciembre de 2013 y pretende la promotora, asistida por ello, inscribir el nacimiento 
de la interesada por medio de una certificación dominicana, en la cual se hace constar 
que E.-I. F. M. nació el 5 de noviembre de 2005 en S. (República Dominicana), consta-
tándose que en la solicitud de nacionalidad española por residencia de la presunta 
madre formulada ante el Registro Civil de Collado Villalba, Madrid, indicó que su estado 
civil era soltera y que tenía una hija menor de edad a su cargo, E.-I. F. M., nacida el 5 
de julio de 2005 en Madrid, con filiación materna de la que aportó su inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil Único de Madrid.

Por tanto, el certificado de nacimiento de la menor, aportado en el expediente de opción 
a la nacionalidad española, no se corresponde con el que fue aportado por la presunta 
progenitora en el expediente de nacionalidad española por residencia, anomalía que impide 
la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de la interesada.
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IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, al haberse aportado dos certi-
ficados contradictorios de nacimiento de la menor, lo que genera dudas fundadas sobre 
la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, 
L.R.C.). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora que la optante a la 
nacionalidad española haya estado sujeta a la patria potestad de un español (cfr. art. 
20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 19 de abril de 2022 (49ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

Se estima por razón de patria potestad la opción formulada por la interesada, ya que 
cuando el progenitor adquiere la nacionalidad española por residencia, no había alcan-
zado todavía la mayoría de edad y formula la solicitud dentro del plazo establecido en 
el artículo 20.2.c) del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española, remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el acuerdo del 
Encargado del Registro Civil Consular de España en Nouakchott (República Islámica de 
Mauritania).

HECHOS

1. Con fecha 22 de noviembre de 2016, doña S. A. E., nacida el 8 de mayo de 1998 en 
R. (Marruecos), de nacionalidad mauritana, hija de don A. A. E. M., nacido el 22 de julio 
de 1961 en N. (República Islámica de Mauritania), de nacionalidad española adquirida 
por residencia y de doña K. S. nacida el 28 de septiembre de 1975 en K. (República 
Islámica de Mauritania), de nacionalidad mauritana, presenta en el Registro Civil Consular 
de España en N., solicitud de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido 
en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil, declarando la promotora su voluntad de 
optar por la nacionalidad española, prestando juramento de fidelidad a S.M. el Rey y 
obediencia a la Constitución y demás leyes españolas, renunciando a su nacionalidad 
anterior.

Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; pasaporte mauritano 
y certificado local de nacimiento legalizado de la interesada; certificación de nacimiento 
mauritano del padre de la solicitante; documento nacional de identidad y certificado 
literal español de nacimiento del padre de la solicitante, con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española por residencia, con efectos de 8 de julio de 
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2013; certificado de nacimiento y pasaporte mauritano de la madre de la solicitante; 
certificados de matrimonio y de divorcio de los padres.

2. Con fecha 5 de julio de 2018 se dicta acuerdo por el Encargado del Registro Civil 
Consular de España en Nouakchott (República Islámica de Mauritania), por el que se 
desestima la solicitud de opción a la nacionalidad española de la interesada, al existir 
discrepancias entre la certificación de nacimiento del padre, con nombre A., y en la de 
la declarante, con nombre del padre A. A., no quedando debidamente acreditada la 
filiación entre el padre y la menor.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se estime la inscripción de su nacimiento y opción por la 
nacionalidad española, alegando que su padre, con nombre A. A., cuando optó por la 
nacionalidad española pidió conservar solo la primera parte de su nombre, aportando 
como pruebas el certificado de concordancia del nombre de su padre, emitido por la 
Dirección General de la Policía Nacional, e inscripción de nacimiento español de su 
hermano nacido en España en 2010, con el nombre del padre A. A.

4. Previo informe favorable del Ministerio Fiscal de fecha 12 de marzo de 2020 por el 
que se adhiere al recurso interpuesto por la interesada, la Encargada del Registro Civil 
Consular remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 23, 315 y 330 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones, entre otras, de 13-3.ª de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de sep-
tiembre de 2004; y 20-3.ª de enero y 11-3.ª de octubre de 2005; 3-5.ª de mayo, 23-6.ª 
de junio, 17-3.ª de julio, 2-2.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 16-6.ª de mayo y 
28-5.ª de noviembre de 2007; 27-2.ª de mayo, 28-7.ª de noviembre y 4-6.ª de diciembre 
de 2008; 25-10.ª de febrero, 11-4.ª de marzo y 22-4.ª de octubre de 2009.

II. La interesada, nacida el 8 de mayo de 1998 en R. (Marruecos), inscrita en el registro 
civil mauritano, y solicitó la inscripción de su nacimiento en el Registro Civil español 
previa opción a la nacionalidad española por razón de patria potestad, alegando la 
nacionalidad española de su padre, adquirida por residencia en fecha 8 de julio de 
2013. La solicitud de la interesada se desestimó por acuerdo del Encargado del Registro 
Civil Consular de Nouakchott (República Islámica de Mauritania) por la falta de concor-
dancia entre el nombre de su padre en su partida de nacimiento mauritana y el que 
figura en la partida de nacimiento española del mismo. Frente a dicho acuerdo se 
interpone recurso por la interesada, que es el objeto del presente expediente.

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y en el apartado 2.c) del citado artículo se indica que la declaración de 
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opción se formulará «por el interesado, por sí solo, si está emancipado o es mayor de 
dieciocho años. La opción caducará a los veinte años de edad, pero si el optante no 
estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para 
optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación».

IV. De los documentos aportados ha quedado acreditado el vínculo paternofilial de la 
interesada doña S. A. E. con don A. E. M., español y mayor de edad, vecino de P. Entre 
la documentación aportada con el recurso se encuentra el certificado de la Comisaría 
Provincial de San Sebastián acreditando que en la base de datos de la Dirección General 
de la Policía consta que el Sr. A. A. E. M. había cambiado de nombre al adquirir la 
nacionalidad española habiendo usado anteriormente el nombre A. A. O. E., por lo que 
no persisten dudas sobre la identidad del padre de la interesada.

En relación con los requisitos establecidos en el artículo 20 del Código Civil, se indica 
que la optante, nacida el 8 de mayo de 1998, es menor de edad en la fecha en que su 
progenitor adquiere la nacionalidad española por residencia, con efectos en fecha 8 de 
julio de 2013, tal como consta en el certificado literal español de nacimiento del padre 
aportado al expediente, por lo que la promotora ha estado sujeta a la patria potestad 
de un español durante su minoría de edad y, por otra parte, la interesada opta a la 
nacionalidad española el 22 de noviembre de 2016, fecha en que se levanta el acta de 
opción en el Registro Civil Consular de España en Nouakchott (Mauritania), dentro del 
plazo legalmente establecido, cumpliéndose los requisitos para el ejercicio de la opción 
formulados en el artículo 20.2.c) del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el acuerdo apelado, procediendo la inscripción del nacimiento de 
la optante con marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Nouckchott (República 
Islámica de Mauritania).

Resolución de 19 de julio de 2022 (51ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad si el interesado ejercita el derecho fuera de 
plazo.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Dakar (República de 
Senegal).
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HECHOS

1. Con fecha 29 de julio de 2018, doña B. T., nacida el 12 de julio de 1998 en F. (República 
de Senegal), de nacionalidad senegalesa, solicita opción a la nacionalidad española en 
virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil y con fecha 25 de 
abril de 2019. en el Registro Civil del Consulado General de España en Dakar (República 
de Senegal).

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; tarjeta de identidad senegalesa 
y certificado local de nacimiento de la interesada, con inscripción en fecha 25 de agosto 
de 1998; certificado de nacimiento expedido por el centro hospitalario en el que se 
produce el alumbramiento; documento de identidad español, pasaporte español y 
certificado literal español de nacimiento de su padre, don C. T. N., nacido el 22 de junio 
de 1958 en F. (Senegal), practicada en el Registro Civil de Avilés (Asturias) con inscripción 
marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos en fecha 
23 de febrero de 2016; volante de empadronamiento en A. (Asturias), del padre de la 
interesada; certificado senegalés de nacimiento de la madre de la interesada, doña C. 
D., de nacionalidad senegalesa.

2. Por acuerdo de fecha 21 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en Dakar, desestima la solicitud formulada por la intere-
sada, toda vez que al optar tenía ya cumplidos veinte años, por lo que el derecho de 
opción se ha ejercitado una vez que el plazo para hacerlo había caducado.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando la revisión de su expediente y la estimación de su solicitud de 
inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española, alegando que se ha 
tenido en consideración una fecha de nacimiento de la solicitante errónea y que en el 
certificado de inscripción de nacimiento consta que la fecha correcta es 25 de agosto 
de 1998, por lo que en la fecha de la solicitud no tenía aún 20 años.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
en fecha 4 de septiembre de 2020 y el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 21 y 22 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y 
las resoluciones de 22 de octubre y 3-6.ª de noviembre de 2001; 2-3.ª de febrero, 14-1.ª 
de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª 
de septiembre de 2004; y 20-3.ª de enero 13-1.ª de junio de 2005; 4-2.ª de julio de 
2006; y 16-5.ª de marzo de 2007.
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II. Ha pretendido optar a la nacionalidad española una ciudadana nacida el 12 de julio 
de 1998 en F. (República de Senegal), alegando la nacionalidad española de su padre, 
adquirida por residencia con efectos en fecha 23 de febrero de 2016. El Encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en Dakar dictó acuerdo por el que se 
denegó la opción pretendida ya que la interesada ejercita el derecho fuera del plazo 
legalmente establecido. Frente a dicho acuerdo se interpone recurso por la interesada, 
que es el objeto del presente expediente.

III. Examinada la documentación integrante del expediente, si bien la interesada estuvo 
bajo la patria potestad de un español durante su minoría de edad, toda vez que su 
progenitor optó por la nacionalidad española por residencia con efectos en fecha 23 de 
febrero de 2016, habiendo nacido la solicitante el 12 de julio de 1998, ejerció el derecho 
el 29 de julio de 2018, por lo que al optar tenía ya cumplidos veinte años, no cumpliéndose 
lo establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil que dispone que la declaración de 
opción ha de formularse por el interesado, por sí solo, si es mayor de dieciocho años y 
que la opción caduca a los veinte años de edad, salvo que el optante no estuviera 
emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, lo que aquí no sucede. 
En relación con la alegación que hace la interesada en el escrito de recurso sobre su 
fecha de nacimiento, en el certificado de nacimiento senegalés que se aporta se indica 
que doña B. T. nació el día 12 de julio de 1998 y fue registrada el día 25 de agosto de 
1998. Asimismo, en la carta de identidad senegalesa presentada consta como su fecha 
de nacimiento el día 12 de julio de 1998. Consecuentemente, el derecho de optar se 
ha ejercitado una vez que el plazo para hacerlo había caducado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 19 de julio de 2022 (54ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2013, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación de Gambia acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Central.
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HECHOS

1. Con fecha 26 de junio de 2018, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil de Olot, por la que I. W. W., mayor de edad, nacido el 1 de febrero de 
2000 en G. (Gambia), de nacionalidad gambiana, hijo de don M. W. W., nacido el 4 de 
febrero de 1957 en G. (Gambia), de nacionalidad española adquirida por residencia, y 
de doña M. W., de nacionalidad gambiana, opta a la nacionalidad española en virtud 
de lo establecido en los artículos 20.1.a) y 2.c) del Código Civil, prestando juramento 
de fidelidad a S.M. el Rey, obediencia a la Constitución y demás leyes españolas, renun-
ciando a su nacionalidad anterior.

Se aportó, entre otros, la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; pasaporte 
de Gambia, tarjeta de régimen comunitario como familiar de miembro de la Unión y 
certificado local de nacimiento del optante en el que consta que la inscripción en el 
Registro Civil de Gambia se produce el 20 de diciembre de 2016; documento nacional 
de identidad y certificado literal español de nacimiento del presunto progenitor, con 
inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con 
efectos de 28 de noviembre de 2013; tarjeta de identidad gambiana y declaración jurada 
de consentimiento de la madre del solicitante; certificado de matrimonio de los proge-
nitores del solicitante, certificado de empadronamiento del progenitor y del interesado 
en el Ayuntamiento de Olot (Girona).

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central por ser competente para conocer y 
resolver la práctica del acta de opción a la nacionalidad española solicitada, se requiere 
testimonio del expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, y 
se constata que el presunto progenitor indicó en su solicitud de nacionalidad española 
por residencia dirigida al Registro Civil de Olot en fecha 4 de febrero de 2011, que su 
estado civil era casado y que tenía a su cargo dos hijos menores de edad, nacidos en 
Gambia, B. W. D., nacido el 2 de febrero de 2004 y B. W. D., nacido el 24 de abril de 1999.

3. Por acuerdo de 9 de mayo de 2019 dictado por el Encargado del Registro Civil Central, 
se deniega la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española del intere-
sado, sin perjuicio de que acreditada su filiación biológica con padre español surta los 
efectos que corresponda, toda vez que el presunto progenitor no le mencionó en su 
expediente de nacionalidad española por residencia, como venía obligado, ya que a la 
fecha de la declaración efectuada por el padre, el interesado era menor de edad.

4. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando la revisión del expediente y que se declare la opción a la 
nacionalidad española, alegando que se reúnen todos los requisitos exigidos por las 
normas sustantivas para la inscripción de nacimiento y solicitando que le sean admitidas 
las pruebas de paternidad que presenta.
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5. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal de fecha 16 de junio de 2020, la 
Encargada del Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
28 de noviembre de 2013 y pretende el interesado, asistido por ello, inscribir su naci-
miento por medio de una certificación de Gambia, en la cual se hace constar que nació 
el 11 de febrero de 2000 en G. (Gambia), si bien la inscripción en el Registro Civil local 
se realizó el 20 de diciembre de 2016, casi diecisiete años después de producido el 
hecho inscribible, y con posterioridad a la declaración de la nacionalidad española por 
residencia del presunto progenitor, y por persona que no es ni el padre o la madre del 
interesado.

Por otra parte, se constata que, en el expediente de nacionalidad española por residencia 
del presunto padre, dirigida al Registro Civil de Olot en fecha 4 de febrero de 2011, 
indicó que su estado civil era casado y que tenía a su cargo dos hijos menores de edad, 
nacidos en Gambia, B. W. D., nacido el 2 de febrero de 2004 y B. W. D., nacido el 24 de 
abril de 1999, no mencionando en modo alguno al optante, que, en aquel momento, 
era menor de edad, como venía obligado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 220 
del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad española 
por residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado civil; menciones de identidad 
y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria potestad».

Asimismo, en relación con las pruebas biológicas de ADN presentadas por el recurrente 
a fin de acreditar la filiación paterna, se indica que la determinación de la paternidad 
en nuestro ordenamiento jurídico requiere que las pruebas biológicas se practiquen en 
el marco de un procedimiento judicial, en el cual deben ser propuestas y valoradas.
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IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre del interesado 
la existencia de éste en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que el optante a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 19 de julio de 2022 (55ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad si el interesado, cuando el padre adquiere 
la nacionalidad española, ya era mayor de edad según su estatuto personal.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 22 de enero de 2019 se levanta en el Registro Civil de Blanes (Girona), 
acta de opción a la nacionalidad española, por la que doña E. T., mayor de edad, nacido 
el 28 de febrero de 2000 en S. (Gambia), de nacionalidad gambiana, opta a la nacio-
nalidad española de su padre, don H. W. T. T., nacido el 18 de marzo de 1974 en S. 
(Gambia), prestando juramento o promesa de fidelidad a S.M. El Rey y de obediencia a 
la Constitución y a las leyes españolas y renunciando a su anterior nacionalidad.

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; pasaporte gambiano, permiso 
de residencia y documento de identidad de extranjeros-régimen comunitario del intere-
sado; certificado local de nacimiento del interesado, en el que consta que se practicó 
la inscripción el 6 de septiembre de 2018; certificado de empadronamiento del progenitor 
y del solicitante en el Ayuntamiento de Blanes; documento nacional de identidad y 
certificado literal español de nacimiento del progenitor, con inscripción marginal de 
adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 25 de junio de 
2018; registro de matrimonio local de los progenitores del interesado.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central por ser competente para calificar 
la procedencia de la opción a la nacionalidad española solicitada, por acuerdo de fecha 
20 de mayo de 2019 dictado por el Encargado, se desestima la solicitud de opción a la 
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nacionalidad española formulada por el interesado, al no haber estado sujeto a la patria 
potestad de un español, toda vez que cuando su padre prestó juramento y se hizo 
efectiva su adquisición de nacionalidad española por residencia, el solicitante ya era 
mayor de edad, sin perjuicio de que pueda solicitar la nacionalidad española por 
residencia.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente, alegando que los documentos presen-
tados reúnen los requisitos exigidos, por lo que considera que debe estimarse su 
solicitud.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desestimatorio 
con fecha 20 de octubre de 2020 interesando la confirmación del acuerdo recurrido al 
ser conforme a derecho, y el Encargado del Registro Civil Central remitió el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso 
junto con informe por el que se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 20 y 22 del Código civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones de 2-3.ª de febrero, 14-1.ª de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª 
de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 
11-3.ª de octubre de 2005; 19-3.ª de enero, 11-2.ª de marzo y 17-3.ª de julio de 2006; 
18-8.ª de septiembre y 25-9.ª de octubre de 2007.

II. El interesado, nacido el 28 de febrero de 2000 en S. (Gambia), de nacionalidad 
gambiana, ha intentado optar a la nacionalidad española por razón de patria potestad, 
alegando que su progenitor adquirió la nacionalidad española por residencia con efectos 
de 25 de junio de 2018.

III. El artículo 20.1 del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española: «a) las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español».

IV. El interesado no cumple los requisitos establecidos en el artículo 20 del Código Civil 
para optar a la nacionalidad española. Así, nunca ha estado sujeto a la patria potestad 
de un español, toda vez que a su progenitor se le declara la nacionalidad española por 
residencia por resolución de la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, de fecha 16 de abril de 
2018, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 23 del Código Civil el 25 de 
junio de 2018, fecha en la que se producen los efectos de la adquisición de la nacionalidad 
española, momento en el que el optante, nacido el 28 de febrero de 2000, ya era mayor 
de edad según lo establecido en las legislaciones gambiana y española.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 518 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 19 de julio de 2022 (56ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2018, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 16 de mayo de 2019, doña H. C., nacida el 12 de diciembre de 1982 en 
D. (Gambia), de nacionalidad gambiana, en nombre de don H. C. K., presenta en el 
Registro Civil del Consulado General de España en Dakar (República de Senegal) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) 
del Código Civil, para su hijo O. C., nacido el 16 de septiembre de 2006 en D. (Gambia), 
presunto hijo de la promotora y de don H. C. K., nacido el 10 de febrero de 1974 en D. 
(Gambia), de nacionalidad española adquirida por residencia.

Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de acta 
de nacimiento del menor, inscrita en el Registro Civil gambiano; certificado de nacimiento 
expedido por el centro hospitalario en el que se produce el alumbramiento; documento 
nacional de Identidad, pasaporte español y certificado literal español de nacimiento del 
presunto progenitor, practicada en el registro Civil de Girona, con inscripción marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 27 de abril 
de 2018; tarjeta de identidad y acta de nacimiento gambiana de la madre; poder notarial 
otorgado por don H. C. K. a favor de la madre para que lleve a cabo las actuaciones 
necesarias para la adquisición de la nacionalidad española del menor.

2. Solicitado expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, 
se comprueba que, en la solicitud dirigida al Registro Civil de Girona en fecha 1 de julio 
de 2013, manifiesta que tiene una hija menor a su cargo, M. C., nacida en S. el 29 de 
enero de 2012, no mencionando al optante.
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3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 26 de agosto de 2019, dictado por el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción del menor, 
toda vez que el presunto progenitor no le mencionó en su expediente de nacionalidad 
española por residencia, como venía obligado, ya que a la fecha de la declaración 
efectuada por el padre, el interesado era menor de edad, lo que genera dudas fundadas 
sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor, actuando mediante representación, 
interpone recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el 
expediente y se estime la opción a la nacionalidad española del menor, ya que está bajo 
su potestad, alegando que no declaró su existencia en la solicitud de nacionalidad por 
residencia porque no tenía el certificado de nacimiento de éste en ese momento y solicita 
que se autorice realizar pruebas de ADN y así aclarar la relación paterno filial.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 
26 de agosto de 2020, el Encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro Civil 
español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. y 66 
RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo 
cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, «siempre 
que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y auténtico, 
de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
27 de abril de 2018 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento del 
interesado por medio de una certificación gambiana, en la cual se hace constar que 
éste nació el 16 de septiembre de 2006 en D. (Gambia) si bien la inscripción en el 
Registro Civil local se realizó el 8 de marzo de 2016, años después de producido el 
hecho inscribible.

Se constata que, en el expediente de nacionalidad española por residencia del presunto 
padre, en la solicitud dirigida al Registro Civil de Girona, manifestó que tenía una hija 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 520 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

menor a su cargo, M. C., nacida en S. el 29 de enero de 2012, no mencionando al 
interesado que en dicha fecha era menor de edad, como venía obligado, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 220 del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión 
de la nacionalidad española por residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado 
civil; menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos 
sujetos a la patria potestad».

Asimismo, en relación con las pruebas biológicas de ADN solicitadas por el recurrente 
a fin de acreditar la filiación paterna, se indica que la determinación de la paternidad 
en nuestro ordenamiento jurídico requiere que las pruebas biológicas se practiquen en 
el marco de un procedimiento judicial, en el cual deben ser propuestas y valoradas.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre del interesado 
la existencia de éste en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que el optante a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 19 de julio de 2022 (57ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2018, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación gambiana acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 16 de mayo de 2019, doña H. C., nacida el 12 de diciembre de 1982 en 
D. (Gambia), de nacionalidad gambiana, en nombre de don H. C. K., presenta en el 
Registro Civil del Consulado General de España en Dakar (República de Senegal) solicitud 
de opción a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) 
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del Código Civil, para su hija A. C., nacida el 12 de abril de 2009 en D. (Gambia), presunta 
hija de la promotora y de don H. C. K., nacido el 10 de febrero de 1974 en D. (Gambia), 
de nacionalidad española adquirida por residencia.

Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de acta 
de nacimiento de la menor, inscrita en el Registro Civil gambiano; certificado de naci-
miento expedido por el centro hospitalario en el que se produce el alumbramiento; 
documento nacional de Identidad, pasaporte español y certificado literal español de 
nacimiento del presunto progenitor, practicada en el registro Civil de Girona, con ins-
cripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos 
de 27 de abril de 2018; tarjeta de identidad y acta de nacimiento gambiana de la madre; 
poder notarial otorgado por don H. C. K. a favor de la madre para que lleve a cabo las 
actuaciones necesarias para la adquisición de la nacionalidad española de la menor.

2. Solicitado expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, 
se comprueba que, en la solicitud dirigida al Registro Civil de Girona en fecha 1 de julio 
de 2013, manifiesta que tiene una hija menor a su cargo, M. C., nacida en S. el 29 de 
enero de 2012, no mencionando a la optante.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 26 de agosto de 2019, dictado por el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción de la 
menor, toda vez que el presunto progenitor no la mencionó en su expediente de nacio-
nalidad española por residencia, como venía obligado, ya que a la fecha de la declaración 
efectuada por el padre, la interesada era menor de edad, lo que genera dudas fundadas 
sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor, actuando mediante representación, 
interpone recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el 
expediente y se estime la opción a la nacionalidad española de la menor, ya que está 
bajo su potestad, alegando que no declaró su existencia en la solicitud de nacionalidad 
por residencia porque no tenía el certificado de nacimiento de ésta en ese momento y 
solicita que se autorice realizar pruebas de ADN y así aclarar la relación paterno filial.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 
26 de agosto de 2020, el Encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.
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II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 27 
de abril de 2018 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento de la 
interesada por medio de una certificación gambiana, en la cual se hace constar que ésta 
nació el 2 de abril de 2009 en D. (Gambia) si bien la inscripción en el Registro Civil local 
se realizó el 8 de marzo de 2016, años después de producido el hecho inscribible.

Se constata que, en el expediente de nacionalidad española por residencia del presunto 
padre, en la solicitud dirigida al Registro Civil de Girona, manifestó que tenía una hija 
menor a su cargo, M. C., nacida en S. el 29 de enero de 2012, no mencionando a la 
interesada que en dicha fecha era menor de edad, como venía obligado, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 220 del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión 
de la nacionalidad española por residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado 
civil; menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos 
sujetos a la patria potestad».

Asimismo, en relación con las pruebas biológicas de ADN solicitadas por el recurrente 
a fin de acreditar la filiación paterna, se indica que la determinación de la paternidad 
en nuestro ordenamiento jurídico requiere que las pruebas biológicas se practiquen en 
el marco de un procedimiento judicial, en el cual deben ser propuestas y valoradas.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre de la interesada 
la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que la optante a la nacionalidad española haya estado sujeta a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).



M
inisterio de Justicia

◄ 523 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

Resolución de 19 de julio de 2022 (58ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2013, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 23 de mayo de 2016, don S. D. S., nacido el 6 de julio de 1980 en L. 
(Senegal), de nacionalidad española adquirida por residencia, comparece ante el 
Encargado del Registro Civil del Consulado de Londres, solicitando autorización para 
optar a la nacionalidad española, en nombre y representación de su hija menor de 
catorce años: A. D. N., nacida el 18 de mayo de 2010 en L. (República de Senegal), al 
amparo de lo establecido en el artículo 20.2.a) del Código Civil. Se aporta acta de 
consentimiento de la madre de la menor, doña F. G. N., nacida el 4 de julio de 1982, de 
nacionalidad senegalesa, para que su hija adquiera la nacionalidad española.

Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; pasaporte senegalés 
y copia literal de acta de nacimiento de la menor, inscrita en el Registro Civil senegalés; 
pasaporte español y certificado literal español de nacimiento del presunto progenitor, 
practicada en el Registro Civil de Arona (Tenerife), con inscripción marginal de adquisición 
de la nacionalidad española por residencia con efectos de 8 de marzo de 2013; docu-
mento de identidad senegalés y acta de nacimiento en registro civil senegalés de la 
madre de la optante.

2. Por auto de fecha 21 de diciembre de 2016 dictado por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en Londres, se autoriza al promotor, presunto progenitor, con 
acta de consentimiento de la madre de la menor, a optar en su nombre a la nacionalidad 
española, en virtud de lo establecido en el artículo 20.2.a) del Código Civil. El acta de 
opción a la nacionalidad española se levanta en el Registro Civil de Londres en esa 
misma fecha.

3. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Consular de España en Dakar (Senegal) 
por ser competente para conocer y resolver la práctica del acta de opción a la nacionalidad 
española solicitada, se solicita expediente de nacionalidad española por residencia del 
presunto padre y se comprueba que, en la solicitud dirigida al Registro Civil de Arona 
en fecha 10 de octubre de 2011, manifiesta que tiene una hija menor a su cargo, F. D., 
nacida el 7 de diciembre de 2006 en L. (Senegal).
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4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 30 de septiembre de 2019, dictado por el Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción 
de la menor, toda vez que el presunto progenitor no la mencionó en su expediente de 
nacionalidad española por residencia, como venía obligado, ya que a la fecha de la 
declaración efectuada por el padre, la interesada era menor de edad, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española.

5. Notificada la resolución, el presunto progenitor interpone recurso, actuando mediante 
representación, ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el expediente 
y se estime la opción a la nacionalidad española de la menor, alegando que ha presentado 
todos los documentos exigidos por las normas.

6. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 
26 de agosto de 2020, el Encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
8 de marzo de 2013 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento de 
la interesada por medio de una certificación senegalesa, en la cual se hace constar que 
ésta nació el 18 de mayo de 2010 en L. (República de Senegal). Se constata que, en el 
expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, en la solicitud 
dirigida al Registro Civil de Arona, manifestó que tiene una hija menor a su cargo, F. D., 
nacida el 7 de diciembre de 2006 en L. (Senegal), no declarando a la interesada que, 
en aquel momento, era menor de edad, como venía obligado, en virtud de lo dispuesto 



M
inisterio de Justicia

◄ 525 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

en el artículo 220 del RRC del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión de 
la nacionalidad española por residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado 
civil; menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos 
sujetos a la patria potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre de la interesada 
la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que la optante a la nacionalidad española haya estado sujeta a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 19 de julio de 2022 (59ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2017, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación senegalesa acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
Dakar (República de Senegal).

HECHOS

1. Con fecha 11 de junio de 2019, tiene entrada en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar (República de Senegal), solicitud de opción a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en los artículos 20.1.a) y 2.b) del Código Civil, de 
M. D. S., nacido el 3 de marzo de 2003 en M. (República de Senegal), asistido de su 
presunto progenitor y representante legal, don D. D. D., nacido el 1 de agosto de 1967 
en M. (República de Senegal), de nacionalidad española adquirida por residencia y de 
la madre del optante, doña Y. S., de nacionalidad senegalesa, prestando juramento de 
fidelidad a S.M. el Rey, obediencia a la Constitución y demás leyes españolas, renunciando 
a su anterior nacionalidad senegalesa.
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Se aportó la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de acta 
de nacimiento del menor en el Registro Civil senegalés, inscrito en fecha 6 de junio de 
2017; certificado de nacimiento expedido por el centro hospitalario donde se produjo 
el alumbramiento; documento nacional de Identidad, pasaporte español y certificado 
literal español de nacimiento del presunto progenitor, practicada en el registro Civil de 
Granada, con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por 
residencia con efectos de 1 de febrero de 2017; tarjeta de identidad, pasaporte senegalés 
y certificado de nacimiento senegalés de la madre del optante; poder notarial otorgado 
por don D. D. a favor de la madre para que lleve a cabo las actuaciones necesarias para 
la adquisición de la nacionalidad española del menor; acta de consentimiento de la 
madre para que su hijo adquiera la nacionalidad española.

2. Solicitado expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, 
se comprueba que, en la solicitud dirigida al Registro Civil de Granada en fecha 5 de 
febrero de 2009, manifiesta que no tiene hijos menores a su cargo y en el acta de 
audiencia ante el Juez del Registro Civil el 15 de febrero de 2009, manifestó estar casado 
y tener dos hijos, sin que indicara nombres, fechas y lugar de nacimiento de éstos ni 
donde residen.

3. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 26 de agosto de 2019, dictado por el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Dakar se deniega la nacionalidad española por opción del menor, 
toda vez que el presunto progenitor no le mencionó en su expediente de nacionalidad 
española por residencia, como venía obligado, ya que a la fecha de la declaración 
efectuada por el padre, el interesado era menor de edad, lo que genera dudas fundadas 
sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española.

4. Notificada la resolución, el presunto progenitor, actuando mediante representación, 
interpone recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el 
expediente y se estime la opción a la nacionalidad española del menor, alegando que 
en la fecha de la solicitud de nacionalidad por residencia no se le requirió los nombres 
de sus hijos y de haber dudas se le deberían haber requerido pruebas de paternidad 
que solicita presentar. Mediante ampliación del recurso aporta pruebas de ADN para 
probar la relación paterno filial.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 27 
de agosto de 2019, el Encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en Dakar remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
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de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
1 de febrero de 2017 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento 
del interesado por medio de una certificación senegalesa, en la cual se hace constar 
que éste nació el 3 de marzo de 2003 en M. (República de Senegal) si bien la inscripción 
en el Registro Civil local se realizó el 6 de junio de 2017, años después de producido el 
hecho inscribible y con posterioridad a la adquisición de la nacionalidad española por 
residencia del presunto progenitor.

Se constata que, en el expediente de nacionalidad española por residencia del presunto 
padre, en la tramitación, no se hizo mención de la existencia de un supuesto hijo, M. 
D., que en dicha fecha era menor de edad, como venía obligado, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 220 del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión de la nacio-
nalidad española por residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado civil; 
menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos 
a la patria potestad».

Asimismo, y en relación con las pruebas biológicas de ADN aportadas por el recurrente, 
se indica que la determinación de la paternidad en nuestro ordenamiento jurídico requiere 
que las pruebas biológicas se practiquen en el marco de un procedimiento judicial, en 
el cual deben ser propuestas y valoradas.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre del interesado 
la existencia de éste en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que el optante a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Dakar (República de Senegal).

Resolución de 28 de julio de 2022 (8ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2015, por no resultar acreditada la filiación 
paterna.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto de la 
Encargada del Registro Civil Consular de España en Conakry (República de Guinea).

HECHOS

1. Con fecha 23 de abril de 2019, D.ª A. T., nacida el 9 de septiembre de 1999 en C. 
(República de Guinea), de nacionalidad guineana, solicita ante el Registro Civil Consular 
de la Embajada de España en Conakry optar a nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil.

Aporta al expediente la siguiente documentación: carnet de identidad guineano y certi-
ficado de nacimiento de la interesada, en el que consta que es hija de don O. T. C. y de 
D.ª M. C.; certificado literal español de nacimiento del presunto progenitor, don O. T. C., 
nacido el 1 de noviembre de 1965 en T. (República de Guinea), con inscripción marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 1 de junio de 
1915; documento nacional de identidad y pasaporte español del presunto progenitor; 
certificado de nacimiento de la progenitora, D.ª M. C., nacida el 21 de junio de 1976 en 
Conakry (República de Guinea) y carnet de identidad guineano de la progenitora.

2. Requerida copia de la solicitud de nacionalidad española por residencia del presunto 
progenitor, se constata que en solicitud de fecha 19 de junio de 2013 ante el Registro 
Civil de Madrid, éste declaró que su estado civil era casado y que tenía tres hijos menores 
de edad a su cargo, citando entre ellos a A. T., nacida el 9 de septiembre de 1999 en A. 
(Guinea).

3. El órgano en funciones de Ministerio Fiscal emite informe desfavorable en fecha 11 
de septiembre de 2019, indicando que se constatan irregularidades e incoherencias en 
los distintos documentos aportados, en concreto en el acta de nacimiento de la interesada 
y la solicitud de nacionalidad española por residencia del padre de la declarante.
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4. La Encargada del Registro Civil Consular de España en Conakry dicta auto en fecha 
11 de septiembre de 2019, por el que se desestima la inscripción de nacimiento de la 
interesada, por la existencia de dudas fundadas sobre la autenticidad de la documen-
tación aportada y, por tanto, sobre la verdadera identidad de la solicitante y el vínculo 
filial que permitiría optar a la nacionalidad española.

5. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando le sea concedida la nacionalidad española por opción, alegando 
que el cambio del nombre del padre, de Faya por Ousmane, está justificado, pues consta 
en nota marginal del certificado de nacionalidad por residencia del padre, y que Almamya 
es un barrio de Conakry, por lo que no existen contradicciones en los documentos y se 
cumple con todos los requisitos legales para que le sea estimada la opción por la nacio-
nalidad española.

6. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil 
Consular de España en Conakry remite el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desestimatorio por el que 
se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, L.R.C.) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
1 de junio de 2015 y pretende la interesada, asistida por ello, inscribir su nacimiento 
por medio de una certificación guineana, en la cual se hace constar que nació el 9 de 
septiembre de 1999 en Conakry (República de Guinea). Se constatan incoherencias y 
contradicciones en los documentos aportados: En el certificado literal de nacimiento 
del padre de la declarante consta la inscripción de la adquisición de la nacionalidad 
española por residencia por resolución de la DGRN de fecha 16 de febrero de 2015, 
con el nombre de F. T. C. y en el mismo certificado consta también inscripción del cambio 
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de nombre del padre de la declarante, por resolución de la DGRN de fecha 16 de octubre 
de 2015, a O. En el acta de nacimiento de la declarante con fecha 23 de septiembre 
de 1999, consta como fecha de nacimiento el 9 de septiembre de 1999 y Conakry 
(Republica de Guinea) como lugar de nacimiento, y el padre de la declarante consta con 
el nombre de O. En la solicitud de nacionalidad por residencia de 19 de junio de 2013 
el padre de la solicitante, que en aquella fecha consta como F. T., declara a su hija A. T. 
nacida el 9 de septiembre de 1999, en A. (República de Guinea) como lugar de naci-
miento, lo que difiere de lo establecido en el acta de nacimiento de la declarante.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente dadas la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no 
puede considerarse acreditada por ahora la relación de filiación de la interesada respecto 
de progenitor de nacionalidad española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Conakry (República de 
Guinea).

Resolución de 28 de julio de 2022 (9ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2015, por no resultar acreditada la filiación 
paterna.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto de la 
Encargada del Registro Civil Consular de España en Conakry (República de Guinea).

HECHOS

1. Con fecha 23 de abril de 2019, don I. S. T., nacido el 4 de abril de 2001 en Conakry 
(República de Guinea), de nacionalidad guineana, solicita ante el Registro Civil Consular 
de la Embajada de España en Conakry optar a nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil.

Aporta al expediente la siguiente documentación: carnet de identidad guineano y certi-
ficado de nacimiento del interesado, en el que consta que es hijo de don O. T. C. y de 
D.ª M. C.; certificado literal español de nacimiento del presunto progenitor, don O. T. C., 
nacido el 1 de noviembre de 1965 en T. (República de Guinea), con inscripción marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 1 de junio de 
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1915; documento nacional de identidad y pasaporte español del presunto progenitor; 
certificado de nacimiento de la progenitora, D.ª M. C., nacida el 21 de junio de 1976 en 
Conakry (República de Guinea) y carnet de identidad guineano de la progenitora.

2. Requerida copia de la solicitud de nacionalidad española por residencia del presunto 
progenitor, se constata que en solicitud de fecha 19 de junio de 2013 ante el Registro 
Civil de Madrid, éste declaró que su estado civil era casado y que tenía tres hijos menores 
de edad a su cargo, citando entre ellos a don I. S. T., nacido el 4 de abril de 2001 en A. 
(Guinea).

3. El órgano en funciones de Ministerio Fiscal emite informe desfavorable en fecha 11 
de septiembre de 2019, indicando que se constatan irregularidades e incoherencias en 
los distintos documentos aportados, en concreto en el acta de nacimiento del interesado 
y la solicitud de nacionalidad española por residencia del padre del declarante.

4. La Encargada del Registro Civil Consular de España en Conakry dicta auto en fecha 
11 de septiembre de 2019, por el que se desestima la inscripción de nacimiento del 
interesado, por la existencia de dudas fundadas sobre la autenticidad de la documen-
tación aportada y, por tanto, sobre la verdadera identidad del solicitante y el vínculo 
filial que permitiría optar a la nacionalidad española.

5. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando le sea concedida la nacionalidad española por opción, alegando 
que el cambio del nombre del padre, de F. por O., está justificado, pues consta en nota 
marginal del certificado de nacionalidad por residencia del padre, y que Almamya es un 
barrio de Conakry, por lo que no existen contradicciones en los documentos y se cumple 
con todos los requisitos legales para que le sea estimada la opción por la nacionalidad 
española.

6. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil 
Consular de España en Conakry remite el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desestimatorio por el que 
se ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
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«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
1 de junio de 2015 y pretende el interesado, asistido por ello, inscribir su nacimiento 
por medio de una certificación guineana, en la cual se hace constar que nació el 4 de 
abril de 2001 en Conakry (República de Guinea). Se constatan incoherencias y contra-
dicciones en los documentos aportados: En el certificado literal de nacimiento del padre 
del declarante consta la inscripción de la adquisición de la nacionalidad española por 
residencia por resolución de la DGRN de fecha 16 de febrero de 2015, con el nombre 
de F. T. C. y en el mismo certificado consta también inscripción del cambio de nombre 
del padre del declarante, por resolución de la D.G.R.N. de fecha 16 de octubre de 2015, 
a O. En el acta de nacimiento del declarante con fecha 17 de abril de 2001, consta como 
fecha de nacimiento el 4 de abril de 2001 y Conakry (República de Guinea) como lugar 
de nacimiento, y el padre del declarante consta con el nombre de O. En la solicitud de 
nacionalidad por residencia de 19 de junio de 2013, el padre del solicitante, que en 
aquella fecha consta como F. T., declara a su hijo I. S. T. nacido el 4 de abril de 2001, 
en A. (República de Guinea) como lugar de nacimiento, lo que difiere de lo establecido 
en el acta de nacimiento del declarante.

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente dadas la falta de garantías de la 
certificación local aportada, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no 
puede considerarse acreditada por ahora la relación de filiación del interesado respecto 
de progenitor de nacionalidad española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Conakry (República de 
Guinea).
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III.5  CONSERVACIÓN/PÉRDIDA/RENUNCIA A LA NACIONALIDAD 

III.5.1  CONSERVACIÓN/PÉRDIDA/RENUNCIA A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 19 de julio de 2022 (26ª)
III.5.1 Pérdida de la nacionalidad española

Procede la declaración de pérdida de la nacionalidad española cuando la interesada 
alcanzó la mayoría de edad después de la entrada en vigor de la Ley 36/2002, de 8 de 
octubre, y no formuló la declaración de conservarla en los tres años siguientes a haberla 
alcanzado.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el auto 
de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de España en Bruselas (Bélgica)

HECHOS

1. Con fecha 9 de enero de 2018, el Canciller del Consulado General de España en 
Bruselas en funciones de Ministerio Fiscal, promueve expediente para la declaración 
de pérdida de la nacionalidad española de doña S. F. G., nacida el 23 de diciembre de 
1993 en E. (Bélgica), hija de B. F., nacido en Francia y de nacionalidad marroquí y de 
doña M.-V. G. A., nacida en E. y de nacionalidad española, toda vez que la interesada 
no prestó en plazo la declaración de conservación de la nacionalidad española exigida 
por el artículo 24.3 del Código Civil y, en consecuencia, perdió la nacionalidad española 
el día en el que se cumplieron tres años desde su mayoría de edad.

Por providencia de fecha 10 de enero de 2018 dictada por la Encargada del Registro 
Civil Consular de España en Bruselas, se declara que procede instruir expediente de 
pérdida de la nacionalidad española a la interesada en aplicación de lo establecido en 
el artículo 24.3 del Código Civil.

Consta como documentación, pasaporte español de la interesada, expedido el 2 de 
noviembre de 2007 y con validez hasta el 1 de noviembre de 2012, documento de 
identidad belga, expedido el 25 de noviembre de 2015, acta de nacimiento local de la 
interesada, sin traducir, en la que consta que su madre es M.-V. G. D., correo electrónico 
de la madre de la interesada, de fecha 28 de abril de 2017, solicitando cita para tramitar 
el pasaporte de ésta e historial de los trámites realizados por la interesada ante el 
Consulado de España en Bruselas, el 24 de noviembre de 2007 le fue entregado pasa-
porte, válido por cinco años, no realizando nuevo trámite hasta la solicitud de cita para 
tramitar la renovación del mismo, el 28 de abril de 2017.

2. Con fecha 15 de enero de 2018, la interesada comparece ante la Encargada del 
Registro Civil Consular de España en Bruselas, siendo informada de la incoación del 
expediente de pérdida de su nacionalidad española, en virtud de lo establecido en el 
artículo 24.3 del Código Civil, no constando que la interesada formulara alegaciones al 
inicio de dicho expediente.
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3. Con fecha 18 de enero de 2018, el Canciller en funciones de Ministerio Fiscal, emite 
informe en el que indica que, examinada la documentación integrante del expediente, 
resulta comprobado que ésta incurrió en causa de pérdida de la nacionalidad española de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, por lo que procede practicar 
la inscripción marginal declarativa de la pérdida en dicho registro civil consular.

4. Con fecha 22 de enero de 2018, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en Bruselas dicta auto por el que se declara la pérdida de la nacionalidad española de 
la interesada en virtud de lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, toda vez 
que se han cumplido las condiciones en él recogidas, resolviendo que por anotación 
marginal se inscriba dicha pérdida en el acta de nacimiento de la promotora que consta 
en el tomo 156, página 579.

5. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando se revise su expediente y se le conceda la conservación de su nacionalidad 
española, alegando que su madre es de nacionalidad española; que desde el momento 
de su inscripción consular siempre ha tenido pasaporte español que renovaba en el 
momento de su caducidad; que anualmente viaja a España, que su ambiente socio-
cultural es español y habla y escribe correctamente el castellano; no siendo informada 
de la posible pérdida de la nacionalidad española si no declaraba ante el encargado 
del registro civil su deseo de conservar la nacionalidad española.

6. Notificado el recurso al Canciller del Consulado General de España en Bruselas, en 
funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a las pretensiones de la 
recurrente y la Encargada del Registro Civil Consular de España en Bruselas remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe conforme 
a la resolución adoptada.

7. Recibidas las actuaciones en este centro directivo se solicita del Consulado General de 
España en Bruselas nos informen ya que se aprecia discrepancia entre la documentación 
española y la belga, respecto al segundo apellido de la madre de la interesada. El Registro 
Civil consular remite copia de la inscripción literal de nacimiento de la madre de la inte-
resada, Sra. M.-V. G. A., con marginal de rectificación por auto del Encargado de fecha 15 
de septiembre de 2010, respecto al segundo apellido de la inscrita que es A. no A. y la 
fecha de nacimiento es 9 de julio y no 10 de julio, también se incorpora certificado consular 
de diversidad de apellidos, estableciendo que M.-V. G. A., nacida el 9 de julio de 1965 y 
de nacionalidad española en su documentación belga es M.-V. G. D.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre; y las resoluciones de 8-3.ª de enero de 2009; 12-51.ª 



M
inisterio de Justicia

◄ 535 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

de septiembre de 2013, 15-56.ª de noviembre de 2013; 20-12.ª de mayo de 2014, 5-1.ª 
de diciembre de 2014.

II. Se pretende por la interesada, nacida el 23 de diciembre de 1993 en E. (Bélgica), 
que se deje sin efecto la declaración de pérdida de su nacionalidad española en virtud 
de lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, alegando falta de información y 
sus vínculos personales y familiares con España. La Encargada del Registro Civil Consular 
de España en Bruselas dictó auto en fecha 22 de enero de 2018 por el que se resolvió 
se inscribiera al margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, la pérdida de 
la nacionalidad española. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III. Dispone el artículo 24.3 CC que «Los que habiendo nacido y residiendo en el extranjero 
ostenten la nacionalidad española por ser hijos de padre o madre españoles, también 
nacidos en el extranjero, cuando las leyes del país donde residan les atribuyan la nacio-
nalidad del mismo, perderán, en todo caso, la nacionalidad española si no declaran su 
voluntad de conservarla ante el encargado del Registro Civil en el plazo de tres años, a 
contar desde su mayoría de edad o emancipación».

IV. Examinados los datos de la interesada resulta que ésta nació y reside en el extranjero 
(Bélgica) y su madre, de nacionalidad española, también nació en el extranjero (Bélgica) 
y alcanzó la mayoría de edad el 23 de diciembre de 2011, o sea, después de que entrase 
en vigor el precepto transcrito (cfr. disposición adicional segunda de la Ley 36/2002) 
por lo que le es aplicable la causa de pérdida de la nacionalidad por éste establecida 
y, finalmente, se inscribe en el Registro Civil español el 15 de marzo de 1994, por 
declaración de su madre cuando era menor de edad, por lo que la pérdida de la nacio-
nalidad española se habría producido en la fecha en que la interesada cumplió veintiún 
años, toda vez que con posterioridad a haber alcanzado la mayoría de edad, habría 
dejado transcurrir tres años sin formular declaración de conservación de la nacionalidad 
española.

V. De acuerdo con la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo n.º 696/2019 
de fecha 19 de diciembre de 2019, para la adquisición de la nacionalidad por opción, 
carta de naturaleza o residencia, la ley exige la inscripción en el Registro Civil previa 
declaración de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución 
y las leyes y, en su caso renuncia a la anterior nacionalidad (art. 23 CC). Para la recu-
peración de la nacionalidad también se exige la inscripción en el Registro Civil.

Respecto de la pérdida de la nacionalidad conforme al art. 24.3 CC, sin embargo, y a 
diferencia de lo que sucedía en su precedente de 1954, no se exige que la declaración 
de querer conservar la nacionalidad se realice «expresamente». Legalmente, por tanto, 
la declaración de conservar no está sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la 
teoría general de las declaraciones de voluntad, en ausencia de norma que imponga 
determinada solemnidad, no se ve inconveniente para admitir que la voluntad se mani-
fieste de manera indirecta a través de un comportamiento concluyente.
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En el caso que da lugar a este recurso, la interesada solicitó y se le expidió, con fecha 
2 de noviembre de 2007, pasaporte español en el Consulado de Bruselas, cuyo venci-
miento se producía el 1 de noviembre de 2012, dentro del plazo de tres años previsto 
en el art. 24.3 CC, pero dicho plazo concluía el 23 de diciembre de 2014, y durante los 
más de dos años transcurridos entre el vencimiento del pasaporte y la última fecha 
citada la interesada no solicitó trámite alguno relacionado con su documentación española 
ni formuló su declaración de voluntad de conservar dicha nacionalidad ante el Encargado 
del Registro Civil consular, no siendo hasta el 28 de abril de 2017 cuando solicitó cita 
para tramitar la renovación de dicho documento, por tanto cabe considerar que ni de 
manera directa ni indirecta, manifestó su voluntad de conservar la nacionalidad española 
dentro del plazo legalmente establecido, por lo que procede mantener la pérdida de 
nacionalidad inscrita, pese a lo manifestado en su recurso respecto a que renovaba su 
documentación en el momento de producirse su caducidad.

Por otra parte, le indicamos que de acuerdo con el artículo 26 del Código Civil, quien 
haya perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes 
requisitos: ser residente legal en España; declarar ante el Encargado del Registro Civil 
su voluntad de recuperar la nacionalidad española e inscribir la recuperación en el 
Registro Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Bruselas (Bélgica).

Resolución de 28 de julio de 2022 (11ª)
III.5.1 Pérdida de la nacionalidad española

Procede la declaración de pérdida de la nacionalidad española cuando el interesado 
alcanzó la mayoría de edad después de la entrada en vigor de la Ley 36/2002, de 8 de 
octubre, y no formuló la declaración de conservarla en los tres años siguientes a haberla 
alcanzado.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto 
del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Nueva York (Estados 
Unidos).

HECHOS

1. Con fecha 10 de febrero de 2021, el Encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Nueva York, promueve expediente para la declaración de pérdida 
de la nacionalidad española de don J-J. M. P., nacido el 24 de septiembre de 1999 en 
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Q., Nueva York (Estados Unidos), hijo de don J-F. M. H., nacido en Guayaquil (Ecuador) 
y de nacionalidad estadounidense y de D.ª A. P. N., nacida en P. (Colombia) y de nacio-
nalidad española, toda vez que el interesado no prestó en plazo la declaración de 
conservación de la nacionalidad española exigida por el artículo 24.3 del Código Civil 
y, en consecuencia, perdió la nacionalidad española el día en el que se cumplieron tres 
años desde su mayoría de edad.

Consta en el expediente la siguiente documentación: certificado literal español de 
nacimiento del interesado, inscrito en el Registro Civil del Consulado General de España 
en Nueva York; pasaporte español válido hasta el 23 de abril de 2012; certificado literal 
español de nacimiento de la madre del interesado, inscrito en el Registro Civil del 
Consulado General de España en Bogotá (Colombia); libro de familia de los padres del 
interesado.

2. El interesado es informado de la incoación del expediente de pérdida de su nacionalidad 
española, en virtud de lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, otorgándole 
un plazo de diez días naturales para que formule las alegaciones que tenga por conve-
nientes. El interesado formula alegaciones dentro del plazo establecido al efecto, 
manifestando su deseo de conservar su nacionalidad española, aunque no lo haya 
manifestado expresamente, pues no había sido informado que tenía que declararlo.

3. Con fecha 1 de marzo de 2021, la Canciller en funciones de Ministerio Fiscal, emite 
informe en el que indica que, examinada la documentación integrante del expediente, 
resulta comprobado que éste incurrió en causa de pérdida de la nacionalidad española 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, por lo que procede 
practicar la inscripción marginal declarativa de la pérdida en dicho registro civil 
consular.

4. Con fecha 1 de marzo de 2021, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en Nueva York dicta auto por el que se declara la pérdida de la nacionalidad española 
del interesado en virtud de lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, toda vez 
que éste no formuló declaración de conservación de la nacionalidad española en el 
plazo legalmente establecido, resolviendo que por anotación marginal se inscriba dicha 
pérdida en el acta de nacimiento del promotor.

5. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando se revise su expediente y declarando su voluntad de conservar la nacionalidad 
española y su deseo de continuar siendo español, manifestando que siempre se ha 
comportado como ciudadano español, teniendo expedido pasaporte en 2007 y estando 
inscrito en el censo de españoles que viven en el extranjero.

6. Notificado el recurso al Canciller del Consulado General de España en Nueva York, 
en funciones de Ministerio Fiscal, sin que formule alegaciones, el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en Nueva York remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre; y las resoluciones de 8-3.ª de enero de 2009; 12-51.ª 
de septiembre de 2013, 15-56.ª de noviembre de 2013; 20-12.ª de mayo de 2014, 5-1.ª 
de diciembre de 2014.

II. Se pretende por el interesado, nacido el 24 de septiembre de 1999 en Nueva York 
(Estados Unidos), que se deje sin efecto la declaración de pérdida de su nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el art.º 24.3 del Código Civil, alegando su deseo 
de conservar la nacionalidad española por ser su madre y sus abuelos españoles de 
origen. El Encargado del Registro Civil Consular de España en Nueva York emitió auto 
en fecha 1 de marzo de 2021 por el que se resolvió se inscribiera al margen de la ins-
cripción de nacimiento del promotor, la pérdida de la nacionalidad española. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso.

III. Dispone el artículo 24.3 CC que «Los que habiendo nacido y residiendo en el extranjero 
ostenten la nacionalidad española por ser hijos de padre o madre españoles, también 
nacidos en el extranjero, cuando las leyes del país donde residan les atribuyan la nacio-
nalidad del mismo, perderán, en todo caso, la nacionalidad española si no declaran su 
voluntad de conservarla ante el encargado del Registro Civil en el plazo de tres años, a 
contar desde su mayoría de edad o emancipación».

IV. Examinados los datos del interesado resulta que éste nació y reside en el extranjero 
(Estados Unidos) y su madre, de nacionalidad española, también nació en el extranjero 
(Colombia), y alcanzó la mayoría de edad el 24 de septiembre de 2017, o sea, después 
de que entrase en vigor el precepto transcrito (cfr. disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002) por lo que le es aplicable la causa de pérdida de la nacionalidad por éste 
establecida y, finalmente, se inscribe en el Registro Civil español el 9 de diciembre de 
2005, por declaración de su madre, cuando todavía era menor de edad, por lo que la 
pérdida de la nacionalidad española se habría producido en la fecha en que el interesado 
cumplió veintiún años, toda vez que con posterioridad a haber alcanzado la mayoría de 
edad, ha dejado transcurrir tres años sin formular declaración de conservación de la 
nacionalidad española, concurriendo todas las circunstancias que establece el artículo 
24.3 del Código Civil como condicionantes de la pérdida de la nacionalidad española.

V. De acuerdo con la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo n.º 696/2019 
de fecha 19 de diciembre de 2019, respecto de la pérdida de la nacionalidad conforme 
al art. 24.3 CC, no se exige que la declaración de querer conservar la nacionalidad se 
realice «expresamente». Legalmente, por tanto, la declaración de conservar no está 
sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la teoría general de las declaraciones de 
voluntad, en ausencia de norma que imponga determinada solemnidad, no se ve 
inconveniente para admitir que la voluntad se manifieste de manera indirecta a través 
de un comportamiento concluyente.
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Por ello, aunque formalmente la posesión o solicitud del pasaporte no implique una 
declaración de manera expresa y directa de su voluntad de conservar la nacionalidad 
española, hay que reconocer que la tenencia del pasaporte en vigor o la solicitud de 
renovación del mismo debe ser tenida como tal, en atención a lo que significa habitual 
y socialmente en este ámbito la tenencia del pasaporte. Solo los españoles tienen 
derecho a que se les expida un pasaporte y, por cuanto que se trata del documento que 
acredita la nacionalidad de los españoles fuera de España (art. 11 de la Ley Orgánica 
4/2015, de 30 de marzo, de seguridad ciudadana; antes, arts. 1 y 2 del RD 896/2003, 
de 11 de julio, por el que se regula la expedición del pasaporte ordinario), no puede 
negarse a su petición el valor de querer conservar la nacionalidad.

Sin embargo, la declaración de conservación de la nacionalidad española que establece 
el art.º 24.3 del Código Civil, ha de ser realizada en tiempo y forma, es decir, se exige 
que se realice dentro del plazo indicado de los tres años desde la mayoría de edad o 
emancipación ante el encargado del Registro Civil. En el caso que da lugar a este recurso, 
consta en el expediente pasaporte español XD097781, expedido el 24 de abril de 2007 
y válido hasta el 23 de abril de 2012, no habiendo indicios de renovación del mismo 
dentro del plazo de tres años establecido en el artículo 24.3 del Código Civil.

Por otra parte, le indicamos que de acuerdo con el artículo 26 del Código Civil, quien 
haya perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes 
requisitos: ser residente legal en España; declarar ante el Encargado del Registro Civil 
su voluntad de recuperar la nacionalidad española e inscribir la recuperación en el 
Registro Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Nueva York (Estados 
Unidos).

Resolución de 28 de julio de 2022 (12ª)
III.5.1 Pérdida de la nacionalidad española

Procede la declaración de pérdida de la nacionalidad española cuando la interesada 
alcanzó la mayoría de edad después de la entrada en vigor de la Ley 36/2002, de 8 de 
octubre, y no formuló la declaración de conservarla en los tres años siguientes a haberla 
alcanzado.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el auto 
del Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Nueva York (Estados 
Unidos).
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HECHOS

1. Con fecha 9 de febrero de 2021, el Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en Nueva York, promueve expediente para la declaración de pérdida de la 
nacionalidad española de D.ª F-I. M. P., nacida el 28 de agosto de 1998 en Queens, 
Nueva York (Estados Unidos), hija de don J-F. M. H., nacido en Guayaquil (Ecuador) y de 
nacionalidad estadounidense y de D.ª A. P. N., nacida en P. (Colombia) y de nacionalidad 
española, toda vez que la interesada no prestó en plazo la declaración de conservación 
de la nacionalidad española exigida por el artículo 24.3 del Código Civil y, en consecuencia, 
perdió la nacionalidad española el día en el que se cumplieron tres años desde su 
mayoría de edad.

Consta en el expediente la siguiente documentación: certificado literal español de naci-
miento de la interesada, inscrito en el Registro Civil del Consulado General de España 
en Nueva York; pasaporte español válido hasta el 23 de abril de 2012; pasaporte esta-
dounidense expedido el 1 de noviembre de 2017 con vigencia hasta 31 de octubre de 
2027; certificado literal español de nacimiento de la madre de la interesada, inscrito en 
el Registro Civil del Consulado General de España en Bogotá (Colombia); libro de 
familia.

2. La interesada es informada de la incoación del expediente de pérdida de su nacionalidad 
española, en virtud de lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, otorgándole un 
plazo de diez días naturales para que formule las alegaciones que tenga por convenientes. 
La interesada formula alegaciones dentro del plazo establecido al efecto, manifestando 
su deseo de conservar su nacionalidad española, aunque no lo haya manifestado expre-
samente, pues no había sido informada que tenía que declararlo.

3. Con fecha 1 de marzo de 2021, la Canciller en funciones de Ministerio Fiscal, emite 
informe en el que indica que, examinada la documentación integrante del expediente, 
resulta comprobado que ésta incurrió en causa de pérdida de la nacionalidad española 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, por lo que procede 
practicar la inscripción marginal declarativa de la pérdida en dicho registro civil 
consular.

4. Con fecha 1 de marzo de 2021, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en Nueva York dicta auto por el que se declara la pérdida de la nacionalidad española 
de la interesada en virtud de lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, toda vez 
que ésta no formuló declaración de conservación de la nacionalidad española en el 
plazo legalmente establecido, resolviendo que por anotación marginal se inscriba dicha 
pérdida en el acta de nacimiento de la promotora.

5. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando se revise su expediente y declarando su voluntad de conservar la nacionalidad 
española y su deseo de continuar siendo española, manifestando que siempre se ha 
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comportado como ciudadana española, teniendo expedido pasaporte en 2007 y estando 
inscrita en el censo de españoles que viven en el extranjero.

6. Notificado el recurso al Canciller del Consulado General de España en Nueva York, 
en funciones de Ministerio Fiscal, sin que formule alegaciones, el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en Nueva York remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre; y las resoluciones de 8-3.ª de enero de 2009; 12-51.ª 
de septiembre de 2013, 15-56.ª de noviembre de 2013; 20-12.ª de mayo de 2014, 5-1.ª 
de diciembre de 2014.

II. Se pretende por la interesada, nacida el 28 de agosto de 1998 en Nueva York (Estados 
Unidos), que se deje sin efecto la declaración de pérdida de su nacionalidad española 
en virtud de lo establecido en el art.º 24.3 del Código Civil, alegando su deseo de con-
servar la nacionalidad española por ser su madre y sus abuelos españoles de origen. 
El Encargado del Registro Civil Consular de España en Nueva York emitió auto en fecha 
1 de marzo de 2021 por el que se resolvió se inscribiera al margen de la inscripción de 
nacimiento de la promotora, la pérdida de la nacionalidad española. Este auto constituye 
el objeto del presente recurso.

III. Dispone el artículo 24.3 CC que «Los que habiendo nacido y residiendo en el extranjero 
ostenten la nacionalidad española por ser hijos de padre o madre españoles, también 
nacidos en el extranjero, cuando las leyes del país donde residan les atribuyan la nacio-
nalidad del mismo, perderán, en todo caso, la nacionalidad española si no declaran su 
voluntad de conservarla ante el encargado del Registro Civil en el plazo de tres años, a 
contar desde su mayoría de edad o emancipación».

IV. Examinados los datos de la interesada resulta que ésta nació y reside en el extranjero 
(Estados Unidos) y su madre, de nacionalidad española, también nació en el extranjero 
(Colombia), y alcanzó la mayoría de edad el 28 de agosto de 2016, o sea, después de 
que entrase en vigor el precepto transcrito (cfr. disposición adicional segunda de la Ley 
36/2002) por lo que le es aplicable la causa de pérdida de la nacionalidad por éste 
establecida y, finalmente, se inscribe en el Registro Civil español el 9 de diciembre de 
1998, por declaración de su madre, cuando todavía era menor de edad, por lo que la 
pérdida de la nacionalidad española se habría producido en la fecha en que la interesada 
cumplió veintiún años, toda vez que con posterioridad a haber alcanzado la mayoría de 
edad, ha dejado transcurrir tres años sin formular declaración de conservación de la 
nacionalidad española, concurriendo todas las circunstancias que establece el artículo 
24.3 del Código Civil como condicionantes de la pérdida de la nacionalidad española.

V. De acuerdo con la sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo n.º 696/2019 
de fecha 19 de diciembre de 2019, respecto de la pérdida de la nacionalidad conforme 
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al art. 24.3 CC, no se exige que la declaración de querer conservar la nacionalidad se 
realice «expresamente». Legalmente, por tanto, la declaración de conservar no está 
sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la teoría general de las declaraciones de 
voluntad, en ausencia de norma que imponga determinada solemnidad, no se ve 
inconveniente para admitir que la voluntad se manifieste de manera indirecta a través 
de un comportamiento concluyente.

Por ello, aunque formalmente la posesión o solicitud del pasaporte no implique una 
declaración de manera expresa y directa de su voluntad de conservar la nacionalidad 
española, hay que reconocer que la tenencia del pasaporte en vigor o la solicitud de 
renovación del mismo debe ser tenida como tal, en atención a lo que significa habitual 
y socialmente en este ámbito la tenencia del pasaporte. Solo los españoles tienen 
derecho a que se les expida un pasaporte y, por cuanto que se trata del documento que 
acredita la nacionalidad de los españoles fuera de España (art. 11 de la Ley Orgánica 
4/2015, de 30 de marzo, de seguridad ciudadana; antes, arts. 1 y 2 del RD 896/2003, 
de 11 de julio, por el que se regula la expedición del pasaporte ordinario), no puede 
negarse a su petición el valor de querer conservar la nacionalidad.

Sin embargo, la declaración de conservación de la nacionalidad española que establece 
el art.º 24.3 del Código Civil, ha de ser realizada en tiempo y forma, es decir, se exige 
que se realice dentro del plazo indicado de los tres años desde la mayoría de edad o 
emancipación ante el encargado del Registro Civil. En el caso que da lugar a este recurso, 
consta en el expediente pasaporte español (…..), expedido el 24 de abril de 2007 y válido 
hasta el 23 de abril de 2012, no habiendo indicios de renovación del mismo dentro del 
plazo de tres años establecido en el artículo 24.3 del Código Civil.

Por otra parte, le indicamos que de acuerdo con el artículo 26 del Código Civil, quien 
haya perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes 
requisitos: ser residente legal en España; declarar ante el Encargado del Registro Civil 
su voluntad de recuperar la nacionalidad española e inscribir la recuperación en el 
Registro Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Nueva York (Estados Unidos).
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III.6  RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD

III.6.1  RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 19 de julio de 2022 (39ª)
III.6.1 Inscripción de nacimiento y recuperación a la nacionalidad española

No es posible inscribir el nacimiento del nacido en Cuba en 1989 por recuperación de 
la nacionalidad española, al no haber ostentado nunca la nacionalidad española.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 27 de marzo de 2015 se levanta acta de recuperación de la nacionalidad 
española en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), por la que don 
D. R. A., de nacionalidad cubana, nacido el 14 de junio de 1989 en P., Matanzas (Cuba), 
declara ser hijo de don I. R. O., quien ostentaba su nacionalidad española al momento 
del nacimiento del solicitante y que es su voluntad recuperar la nacionalidad española 
no renunciando a su anterior nacionalidad, al amparo de lo establecido en el artículo 
26 del Código Civil.

Aportaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad 
cubano y certificado cubano de nacimiento del interesado; certificado local de nacimiento 
del progenitor, en el que consta que nació el 5 de marzo de 1961 en P., Matanzas (Cuba) 
y que es hijo de don P.-F. R. C. y de doña A.-T.-V. O. S., naturales de B. (Cuba) y certificado 
local de matrimonio de los progenitores.

2. Con fecha 4 de abril de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba), dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento marginal de recuperación de la nacionalidad española del 
interesado, toda vez que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que 
se refiere su declaración, ya que no ha quedado establecido que el solicitante haya 
ostentado la nacionalidad española desde su nacimiento, condición indispensable para 
haberla perdido y premisa esta última exigida por el artículo 26 del Código Civil para su 
recuperación.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca su derecho a recuperar 
la nacionalidad española en virtud del artículo 26 del Código Civil, alegando que es 
bisnieto de ciudadano español nacido el 24 de febrero de 1821 en I., Las Palmas de 
Gran Canaria, no aportando documentación justificativa de su pretensión.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, 
éste emite informe desfavorable y el encargado del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe des-
favorable a la estimación del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, en su redacción originaria y 26 del Código Civil; 2, 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil, y 
las resoluciones, entre otras, de 4-2.ª, 21-4.ª y 27-2.ª y 3.ª de enero, 4-1.ª de febrero, 
1-1.ª, 18-3.ª y 5.ª de marzo, 4-3.ª, 15-1.ª y 2.ª y 19-2.ª de abril, 10-1.ª de mayo, 17-1.ª 
de junio de 2003; 21-1.ª de abril de 2004; 24-1.ª de mayo de 2005; y 9-2.ª de febrero 
de 2006.

II. El interesado, nacido el 14 de junio de 1989 en P., Matanzas (Cuba), solicitó mediante 
acta firmada el 27 de marzo de 2015 ante la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, la recuperación de la nacionalidad española por ser hijo de padre 
que ostentaba su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento del soli-
citante. Por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó 
auto el 4 de abril de 2015 denegando la solicitud en base a que el promotor no había 
ostentado nunca la nacionalidad española, por lo que no cabía su recuperación.

III. De acuerdo con lo establecido en el artículo 26 del vigente Código Civil, quien haya 
perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: 
«Ser residente legal en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni 
a los hijos de emigrantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el Ministro de 
Justicia cuando concurran circunstancias excepcionales».

IV. En el presente expediente, no ha quedado demostrado que el interesado haya 
ostentado nunca la nacionalidad española, condición indispensable para haberla perdido 
y premisa exigida en el artículo 26 del Código Civil para su recuperación, dado que tanto 
su padre como sus abuelos paternos son naturales de Cuba.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 19 de julio de 2022 (40ª)
III.6.1 Inscripción de nacimiento y recuperación a la nacionalidad española

El promotor puede recuperar porque acredita que adquirió iure sanguinis al nacer la 
nacionalidad española, conforme al artículo 17. 2 del Código Civil en su redacción original 
conforme a la Real Orden de 24 de julio de 1889.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 27 de abril de 2009 se levanta acta de recuperación de la nacionalidad 
española en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), por la que don 
R. R. N., nacido el 12 de abril de 1943 en F., Las Villas (Cuba), de nacionalidad cubana, 
declara ser hijo de don M. R. P., nacido el 7 de marzo de 1892 en V., Lugo (España), 
originariamente español, quien ostentaba su nacionalidad española al momento del 
nacimiento del solicitante y que es su voluntad recuperar la nacionalidad española no 
renunciando a su anterior nacionalidad, al amparo de lo establecido en el artículo 26 
del Código Civil.

Aportaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad 
cubano y certificado literal cubano de nacimiento del interesado; certificado literal 
español de nacimiento del progenitor; certificado de nacionalidad española n.º ….., en 
el que consta la inscripción del padre del solicitante en el Registro de matrícula de 
españoles del Consulado General de España en La Habana en fecha 12 de abril de 
1948. Requerido el promotor, aporta documentos de inmigración y extranjería de su 
progenitor, que no se encuentran expedidos con la firma habitualmente utilizada por la 
funcionaria que los expide; certificado local de defunción y certificado negativo de 
inscripción en el Registro del Estado Civil de Boyeros del progenitor.

2. Con fecha 2 de diciembre de 2014, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento marginal de recuperación de la nacionalidad española del 
interesado, toda vez que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que 
se refiere su declaración, ya que no ha quedado establecido que el solicitante haya 
ostentado la nacionalidad española desde su nacimiento, condición indispensable para 
haberla perdido y premisa esta última exigida por el artículo 26 del Código Civil para su 
recuperación, toda vez que los documentos aportados por el solicitante presentan ciertas 
irregularidades que no permiten acceder a su solicitud.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca su derecho a recuperar 
la nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, 
éste emite informe favorable a la estimación del recurso y el Encargado del Registro 
Civil Consular remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución 
junto con informe favorable a la estimación del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17 del Código Civil en su redacción original por Real Orden de 24 
de julio de 1889, 26 del Código Civil en su redacción actual; 46 y 64 de la Ley del Registro 
Civil; 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones de 22 de marzo 
de 2001; 6-1.ª de marzo de 2002; 21-3.ª de abril de 2004; 12-1.ª y 16 de julio de 2005; 
12-1.ª de noviembre de 2008.

II. El interesado, nacido el 12 de abril de 1943 en F., Las Villas (Cuba), solicitó mediante 
acta firmada el 27 de abril de 2009 ante la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, la recuperación de la nacionalidad española por ser hijo de padre 
que ostentaba su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento del 
solicitante. Por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana se 
dictó auto el 2 de diciembre de 2014 denegando la solicitud en base a que el promotor 
no había acreditado que hubiera ostentado la nacionalidad española, condición indis-
pensable para haberla perdido y premisa exigida para su recuperación, dadas las irre-
gularidades observadas en los documentos aportados por el solicitante.

III. De acuerdo con lo establecido en el artículo 26 del vigente Código Civil, quien haya 
perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: 
«Ser residente legal en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni 
a los hijos de emigrantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el Ministro de 
Justicia cuando concurran circunstancias excepcionales».

IV. En el presente expediente se desestimó la recuperación de la nacionalidad española 
del interesado porque aportó al expediente documentos de inmigración y extranjería de 
su padre que no se encontraban expedidos con la firma habitualmente utilizada por las 
autoridades que los expedían. No se tuvo en cuenta que el promotor había aportado al 
expediente certificado de nacionalidad española n.º ….., en el que constaba la inscripción 
del padre del solicitante en el Registro de matrícula de españoles del Consulado General 
de España en La Habana en fecha 12 de abril de 1948, anterior al nacimiento del 
interesado, hecho que se produce el 12 de abril de 1943. De este modo, resulta acre-
ditado que el progenitor del interesado ostentaba la nacionalidad española en el momento 
del nacimiento de su hijo, por lo que el promotor adquirió al nacer la nacionalidad 
española que posteriormente perdió.

V. Procede determinar en el presente caso si al interesado le es exigible la residencia 
legal en España o, por el contrario, está exceptuada de dicho requisito como hijo de 
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emigrante. A este respecto conviene recordar que, a los efectos de la recuperación de 
la nacionalidad española, es emigrante el nacido en España que ha adquirido la nacio-
nalidad española, trasladado su domicilio al extranjero y adquirido otra nacionalidad, 
sin necesidad de investigar los motivos de la emigración ni los de la adquisición de la 
nacionalidad extranjera. Este concepto amplio, pero literal, de la expresión «emigración» 
es el que prevaleció oficialmente en la interpretación de las Leyes 51/1982, de 13 de 
julio y 18/1990, de 17 de diciembre, en materia de nacionalidad (cfr. respectivamente 
las Instrucciones de 16 de mayo de 1983 y de 20 de marzo de 1991) y no hay ningún 
motivo para cambiar de criterio en su interpretación de la redacción dada por Ley 
36/2002, de 8 de octubre.

VI. Por tanto, en este caso, la prueba de que el interesado es hijo de emigrante se impone 
por sí misma con evidencia, ya que el padre del promotor nació el 7 de marzo de 1892 
en V., Lugo, trasladándose posteriormente a Cuba, de acuerdo con la documentación 
incorporada al expediente, sin que haya razón alguna para investigar cuáles son los 
motivos que hayan llevado a esta emigración. De este modo, el solicitante acredita los 
requisitos establecidos en el artículo 26 del Código Civil para recuperar la nacionalidad 
española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 26 de julio de 2022 (5ª)
III.6.1 Inscripción de nacimiento y recuperación a la nacionalidad española

No es posible inscribir el nacimiento de la nacida en Cuba en 1969 por recuperación 
de la nacionalidad española, al no haber quedado acreditado que la hubiera 
ostentado.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el auto 
de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 25 de marzo de 2015 se levanta acta de recuperación de la nacionalidad 
española en el Registro Civil Consular de La Habana, por la que la Sra. C-R. A. A., nacida 
el 21 de agosto de 1969 en P., La Habana (Cuba), de nacionalidad cubana, declara ser 
hija de don Z. A. M., nacido en B., Artemisa (Cuba) sin que se haga constar el año de su 
nacimiento y de D.ª R-L. A. C., nacida el 19 de abril de 1938 en B., se hace constar que 
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ambos progenitores eran cubanos en el momento del nacimiento de la promotora y la 
Sra. A. C., es española en el momento de la solicitud.

Aportaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos, en la que no se hace 
constar matrimonio de los padres, aunque sí que eran casados en la fecha de nacimiento 
de la declarante; certificado no literal de nacimiento de ésta, carnet de identidad cubano 
y certificado literal español de nacimiento de la progenitora de la promotora, inscrita en 
el Registro Civil Consular de La Habana, hija de ciudadano español y ciudadana cubana, 
con marginal de recuperación de la nacionalidad española la nacionalidad española 
con fecha 27 de noviembre de 2009.

2. Con fecha 27 de marzo de 2015, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento marginal de recuperación de la nacionalidad española de la 
interesada, toda vez que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que 
se refiere su declaración, ya que no ha quedado establecido que la solicitante haya 
ostentado la nacionalidad española desde su nacimiento, condición indispensable para 
haberla perdido y premisa esta última exigida por el artículo 26 del Código Civil para su 
recuperación.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que es nieta de ciudadano español 
e hija de una ciudadana española nacida en Cuba, añadiendo que varios de sus familiares 
directos son ciudadanos españoles, sin aportar más datos ni documentación.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, 
éste emite informe desfavorable y el Encargado del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe des-
favorable a la estimación del recurso.

5. Posteriormente este centro directivo, solicitó de la interesada, a través del Encargado 
del Registro Civil consular, nueva documentación, concretamente certificado literal de 
nacimiento propio y certificado literal de matrimonio de los padres de la promotora o 
certificación negativa en caso de que no existiese dicho matrimonio o, certificados no 
literales acompañados de certificados de notas marginales.

La interesada ha aportado, certificado no literal de nacimiento, expedido el 15 de 
noviembre de 2021, certificado no literal de matrimonio de los padres de la promotora, 
celebrado en Cuba el 4 de julio de 1965 y certificado de sentencia de divorcio del 
matrimonio de la promotora.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, en su redacción originaria y 26 del Código Civil; 2, 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil, y 
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las resoluciones, entre otras, de 4-2.ª, 21-4.ª y 27-2.ª y 3.ª de enero, 4-1.ª de febrero, 
1-1.ª, 18-3.ª y 5.ª de marzo, 4-3.ª, 15-1.ª y 2.ª y 19-2.ª de abril, 10-1.ª de mayo, 17-1.ª 
de junio de 2003; 21-1.ª de abril de 2004; 24-1.ª de mayo de 2005; y 9-2.ª de febrero 
de 2006.

II. La interesada, nacida el 21 de agosto de 1969 en Cuba, solicitó mediante acta firmada 
el 25 de marzo de 2015 ante la Encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, la recuperación de la nacionalidad española por ser hija de madre que ostentaba 
su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento de la solicitante. Por la 
Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de 
marzo de 2015 denegando la solicitud en base a que la promotora no había ostentado 
nunca la nacionalidad española, por lo que no cabía su recuperación.

III. De acuerdo con lo establecido en el art.º 26 del vigente Código Civil, quien haya 
perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: 
«Ser residente legal en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni 
a los hijos de emigrantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el ministro de 
Justicia cuando concurran circunstancias excepcionales».

IV. En el presente expediente no se acredita que la promotora hubiese ostentado la 
nacionalidad española, condición indispensable para haberla perdido y premisa exigida 
en el artículo 26 del Código Civil para su recuperación, ya que la madre nacida en Cuba 
en 1938, hija de ciudadano español, que contrajo matrimonio en su país de origen en 
1965 con un ciudadano cubano, cuatro años antes del nacimiento de la promotora, que 
declaró que sus progenitores eran cubanos en aquél momento, 1969, de hecho su 
progenitora, Sra. A. C., recuperó su nacionalidad española de origen en el año 2009, 
es decir no queda acreditado que la mantuviera cuando nació su hija.

V. Asimismo, y en relación con las alegaciones de la interesada en su escrito de recurso, 
se indica que el plazo para formalizar las declaraciones de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
estableció en dos años desde la entrada en vigor de la citada disposición, sin perjuicio 
de la posibilidad de prórroga de dicho plazo por un año más, mediante Acuerdo del 
Consejo de ministros. Efectivamente se produjo dicha prórroga, siendo la fecha de 
caducidad de este derecho de opción el 27 de diciembre de 2011, por lo que su petición 
es totalmente extemporánea.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 26 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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III.8  COMPETENCIA EN EXP NACIONALIDAD

III.8.3  EXP. DE NACIONALIDAD-ALCANCE DE LA CALIFICACIÓN-ART 27 LRC

Resolución de 11 de julio de 2022 (13ª)
III.8.3 Alcance de la calificación del Encargado del Registro Civil. Art. 2 LRC

1.º La competencia del Encargado del Registro Civil donde deba inscribirse el nacimiento 
para calificar una resolución de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción dictada por el Encargado del Registro Civil del domicilio está limitada 
por el art. 27 LRC.

2.º No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los requisitos necesarios para 
practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto de la 
Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante escrito dirigido al Encargado del Registro Civil Central el día 10 de junio de 
2013, el Sr. E.-M. B. L., nacido el 17 de diciembre de 1968 en A. (Sáhara Occidental), 
residente en Málaga y declarado con valor de simple presunción de nacionalidad española 
de origen por auto de la Encargada del Registro Civil de Córdoba, de fecha 14 de mayo 
de 2008, solicita su inscripción de nacimiento en el Registro Civil español.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: documento nacional de identidad 
español, válido hasta agosto del año 2018, copia del auto por el que se declaró su 
nacionalidad española, copia de la inscripción del nacimiento del promotor en el Registro 
del Juzgado Cheránico de Aaiún, como M. u. K. M., nacido el 17 de diciembre de 1968, 
hijo de K. M. B. y F. M. L., ambos nacidos en el Sáhara Occidental en 1910 y 1930 
respectivamente, copia de la inscripción en el Registro Civil Central, con fecha 11 de 
febrero de 2011, del matrimonio del promotor con C. M., de nacionalidad marroquí, 
celebrado en A. el 6 de enero de 2001, copia de la inscripción de nacimiento del promotor 
en el Registro Civil de Córdoba, con fecha 22 de mayo de 2008, en cuyo apartado de 
observaciones se hace constar que por auto de fecha 14 de mayo el inscrito goza de la 
nacionalidad española de origen y con marginal de resolución de la Encargada del mismo 
registro, de fecha 27 de junio de 2008, que declara que el inscrito es la misma persona 
que E.-M. B., certificación de familia expedida por el Registro Civil del Aaiún en 1970 
incompleta, no aparece el reverso, y no consta mencionado el interesado, volante de 
empadronamiento de éste en M. desde el año 2011.

2. Con fecha 30 de noviembre de 2013, se presenta nuevo escrito del interesado reite-
rando su petición ya que había sido cancelada su inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil de Córdoba. Con fecha 26 de marzo de 2014, el Registro Civil Central solicita del 
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de Córdoba testimonio íntegro del expediente tramitado para la declaración de nacio-
nalidad con valor de simple presunción del Sr. B. L.

Remitida la documentación, consta que el auto de fecha 14 de mayo de 2008 y la 
inscripción de nacimiento practicada por la Encargada del Registro Civil de Córdoba fue 
impugnado por el representante del Ministerio Fiscal, poniendo de manifiesto que la 
citada inscripción era competencia del Registro Civil Central y no del que la había rea-
lizado, mientras que la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción 
debía, en todo caso, aparecer como marginal de la de nacimiento. El recurso junto las 
alegaciones formuladas al mismo por el interesado, fue remitido para su resolución a 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, con informe desestimatorio de la Encargada del 
Registro Civil de Córdoba.

Con fecha 11 de junio de 2014, se dictó resolución sobre el recurso interpuesto, en el 
sentido de estimarlo, dejando sin efecto el auto apelado, ya que tanto en la inscripción 
de nacimiento del interesado como en la propia declaración de nacionalidad con valor 
de simple presunción se había infringido la norma de competencia, en la declaración 
porque no estaba acreditado de forma suficiente el domicilio del interesado en Córdoba, 
siendo esta circunstancia la que determina la competencia en esa materia al Registro 
Civil correspondiente y respecto de la inscripción de nacimiento, porque al residir el 
interesado en España correspondía al Registro Civil Central. Constando además que, 
con fecha 24 de noviembre de 2010 se canceló la inscripción principal de nacimiento 
del interesado por resolución registral.

3. Con fecha 11 de mayo de 2017, el Encargado del Registro Civil Central informe al 
Ministerio Fiscal, se emite en fecha 11 de julio siguiente, en el que se pone de manifiesto 
que tras la resolución de fecha 11 de junio de 2014, no procede la inscripción de 
nacimiento solicitada por el Sr. B. L., al no haber ocurrido el hecho en España ni afectar 
a ningún ciudadano español.

4. Con fecha 25 de septiembre de 2017 se dicta providencia por el Encargado del 
Registro Civil Central, para que comparezca el interesado en el Registro Civil de su 
domicilio y aclare el precepto en el fundamenta su solicitud, así como que, ya que ha 
quedado sin efecto la declaración de nacionalidad acordada por el Registro Civil de 
Córdoba, puede solicitar en el Registro Civil de su domicilio una nueva declaración de 
nacionalidad española. El Sr. B. L. fue notificado con fecha 6 de octubre de 2017.

5. La Encargada del Registro Civil Central dicta auto de fecha 13 de diciembre de 2017, 
en el que, de acuerdo con lo expuesto por el Ministerio Fiscal, declara que tras la 
resolución de 11 de junio de 2014 de la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
no existe título suficiente del cual se desprenda la nacionalidad española del solicitante, 
por lo que no es posible que pueda inscribirse su nacimiento como español, al no haber 
nacido en España ni afectar el hecho a un español.
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6. Notificada la resolución, la representación legal del promotor interpone recurso ante 
la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, presentado en el Registro Civil de Granada, alegando 
que su derecho a la inscripción de nacimiento solicitada se basa en el auto dictado por 
la Encargada del Registro Civil de Córdoba en el año 2008, que entendía que era firme 
ya que el interesado no ha recibido ninguna notificación relacionada con su anulación, 
por lo que se debe retrotraer el procedimiento para darle la oportunidad de defender 
sus legítimos derechos.

7. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó su 
desestimación por informe de 31 de mayo de 2019 y el Encargado del Registro Civil 
Central se ratifica en el auto dictado y remitió el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para la resolución del recurso interpuesto.

8. Posteriormente este centro directivo requirió, a través del Encargado del Registro Civil 
Central, que se acreditara la notificación al interesado de la resolución de la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, de fecha 11 de junio de 2014, y de no constar la misma se procediera a su 
notificación concediéndole nuevo plazo para formular las alegaciones que estime perti-
nentes. Con fecha 26 de julio de 2021, se recibe copia de la diligencia de entrega por 
parte del Registro Civil de Córdoba al Sr. E.-M. B., con fecha 7 de agosto de 2015, de copia 
de la precitada resolución, firmando el interesado en prueba de que la ha recibido.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento del Registro Civil (RCC); 
la Circular de 29 de octubre de 1980, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de 
octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª de septiembre de 2002; 24 de sep-
tiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de 
mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª de octubre y 11-8.ª de noviembre 
de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril de 2012.

II. El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de Córdoba, solicitó 
la nacionalidad española con valor de simple presunción, nacionalidad que fue declarada 
por dicho Registro Civil por auto de 14 de mayo de 2008. Por auto de 13 de diciembre 
de 2017, la Encargada del Registro Civil Central acordó desestimar la inscripción de 
nacimiento solicitada por el promotor, toda vez que la resolución que declaró la nacio-
nalidad fue dejada sin efecto por resolución de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado de fecha 11 de junio de 2014, dictada como consecuencia del recurso 
interpuesto por el representante del Ministerio Fiscal, por lo que el hecho que se pretendía 
inscribir no afectaba a un español ni había ocurrido en España. Contra este auto se 
interpuso el recurso ahora examinado.
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III. La competencia para decidir en primera instancia el expediente de declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho expe-
diente, la resolución firme del encargado —que da lugar a una anotación al margen de 
la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado 
del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica 
de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra limitada por el 
artículo 27 LRC a la evaluación de «(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, 
formalidades intrínsecas de los documentos presentados y asientos del propio Registro», 
no estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera 
que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del Ministerio Fiscal con la declaración presuntiva de nacionalidad 
acordada por el registro civil del domicilio, de la necesidad de continuar el procedimiento 
iniciado para declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad española y 
proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos practicados. Al mismo tiempo, 
deberá anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en curso 
que puede afectar al contenido del asiento (art. 38. 1.º LRC).

IV. En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, cabe señalar 
que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos dentro del 
territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC); siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5.º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en 
los artículos 311 a 316 del reglamento.

En este caso la inscripción interesada afecta a un ciudadano, E.-M. B. L., que nació en 
A. el 17 de diciembre de 1968, cuya nacionalidad española fue declarada con valor de 
simple presunción por la Encargada del Registro Civil de Córdoba, por auto de fecha 14 
de mayo de 2008, que también procedió a su inscripción en el mismo Registro, vulnerando 
con ello las reglas de competencia, ya que se trataba de un hecho, el nacimiento, 
acaecido en el extranjero por lo que aquella correspondía al Registro Civil Central, pero 
además tampoco quedaba acreditado debidamente la realidad del domicilio del intere-
sado en la demarcación del Registro Civil de Córdoba, que supusiera la competencia de 
este para la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción.

Como consecuencia de lo expuesto, dicho auto fue dejado sin efecto y cancelada la 
inscripción de nacimiento por resolución de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 11 de junio de 2014, que, pese a lo manifestado por el recurrente, fue 
notificada debidamente el 7 de agosto de 2015 en el propio Registro Civil de Córdoba, 
y supone que no existe base para proceder a la inscripción de nacimiento ahora exami-
nada, de acuerdo con lo establecido en el art. 15 de la Ley del Registro Civil citado en 
el comienzo de este fundamento de derecho.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 11 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 12 de julio de 2022 (33ª)
III.8.3 Alcance de la calificación del encargado del Registro Civil. Art. 2 LRC

1.º La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento 
para calificar una resolución de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción dictada por el encargado del registro civil del domicilio está limitada 
por el art. 27 LRC.

2.º No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos necesarios para 
practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, contra el auto de la encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria, don 
B- A. M. S., nacido el 31 de julio de 1972 en V. (Sáhara Occidental), solicita la declaración 
de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. Previo informe 
desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto de fecha 11 de julio de 2013, la encargada 
del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria se estima la solicitud del promotor de 
reconocimiento y adquisición de la nacionalidad española de origen a los efectos del 
artículo 17.1.a) del Código Civil, disponiendo que en la inscripción de nacimiento del 
promotor deberá constar como nombre B., primer apellido A. y segundo apellido M. S., 
que nació en V. C. (Sáhara) el 31 de julio de 1972.

Con fecha 9 de junio de 2014 se practicó en el tomo 51424, página 349, sección 1.ª 
del Registro Civil Central, anotación de nacimiento soporte para la práctica de la ins-
cripción de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción del 
interesado.

2. Con fecha 24 de marzo de 2015, el interesado solicita en el Registro Civil de Las 
Palmas de Gran Canaria se incoe expediente de cancelación de la anotación soporte 
de su nacimiento y su conversión en inscripción de nacimiento fuera de plazo. Tramitado 
el expediente en el Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria, se remiten las actua-
ciones al Registro Civil Central.
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3. Notificado el Ministerio Fiscal, con fecha 10 de enero de 2018 emite informe desfa-
vorable, indicando que, en el presente caso, no consta que el promotor haya nacido de 
padre o madre españoles pues, aun habiendo aportado DNI saharaui de sus supuestos 
padres, esto no les convierte en nacionales españoles, pues ninguno de ellos tiene 
inscrito su nacimiento en el Registro Civil español y que, por otro lado, existen dudas 
respecto a la filiación del solicitante, ya que tan solo aporta extracto de acta de nacimiento 
cheránico con el nombre de B. B. A., como nacido en Villa Cisneros y certificado de 
nacimiento marroquí con el nombre de B. T., como nacido en D. y como hijo de padre y 
madre de nacionalidad marroquí, por lo que la documentación saharaui no coincide con 
los datos ofrecidos en su actual documentación. Por tanto, al no haber ocurrido el 
nacimiento en España ni afectar a ningún ciudadano español, no procede la inscripción 
pretendida, interesando se inicie expediente para la cancelación de la anotación referente 
a la nacionalidad española del interesado y que se anote la iniciación del expediente 
de cancelación.

4. La encargada del Registro Civil Central dicta auto de fecha 22 de enero de 2018, por 
el que se deniega la conversión en inscripción de la anotación soporte de nacimiento 
del promotor, al no estimar acreditados diversos aspectos esenciales del hecho inscribible, 
tales como identidad del solicitante y lugar y fecha de su nacimiento, interesando la 
incoación de expediente de cancelación de la anotación soporte del interesado a instancia 
del Ministerio Fiscal.

5. Notificada la resolución, el promotor interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte resolución por la que se revoque el auto dictado por el 
Registro Civil Central, reconociendo el auto dictado por el Registro Civil de Las Palmas 
de Gran Canaria de fecha 11 de julio de 2013, por el que se concedió la nacionalidad 
española de origen al interesado y la consiguiente inscripción de su nacimiento en el 
Registro Civil Central.

6. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó su 
desestimación por informe de 8 de mayo de 2019 y la encargada del Registro Civil 
Central se ratifica en el auto dictado y remitió el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento del Registro Civil (RCC); 
la Circular de 29 de octubre de 1980, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de 
octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª de septiembre de 2002; 24 de sep-
tiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de 
mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª de octubre y 11-8.ª de noviembre 
de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril de 2012.
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II. El promotor, mediante comparecencia en el Registro Civil de Las Palmas de Gran 
Canaria, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, nacionalidad 
que fue declarada por dicho registro civil por auto de 11 de julio de 2013. Por auto de 
22 de enero de 2018, la encargada del Registro Civil Central acordó desestimar la 
inscripción de nacimiento solicitada por el promotor, toda vez que no resultan acreditados 
diversos aspectos del hecho inscribible. Contra este auto se interpuso el recurso ahora 
examinado.

III. La competencia para decidir en primera instancia el expediente de declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho expe-
diente, la resolución firme del encargado —que da lugar a una anotación al margen de 
la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado 
del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica 
de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra limitada por el 
artículo 27 LRC a la evaluación de «(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, 
formalidades intrínsecas de los documentos presentados y asientos del propio Registro», 
no estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera 
que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de nacionalidad 
acordada por el registro civil del domicilio, de la necesidad de continuar el procedimiento 
iniciado para declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad española y 
proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos practicados. Al mismo tiempo, 
deberá anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en curso 
que puede afectar al contenido del asiento (art. 38. 1.º LRC).

IV. En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, cabe señalar 
que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos dentro del 
territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC); siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5.º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en 
los artículos 311 a 316 del reglamento.

En este caso, de la documentación aportada al expediente, no resultan acreditados 
diversos aspectos esenciales del hecho inscribible, existiendo dudas respecto de la 
identidad de la solicitante, así como el lugar y fecha de su nacimiento. Así, se ha aportado 
un extracto de acta de nacimiento cheránico de la Oficina del Registro Civil de Villa 
Cisneros, en el que consta que B-U. B-U. A., nació el 31 de julio de 1972 en V., hijo de 
B. y de M. y partida de nacimiento expedida por el Reino de Marruecos, en la que se 
identifica al promotor como B. T., nacido en D. el 31 de julio de 1972, hijo de B. hijo de 
A. y de M. hija de M. S., ambos de nacionalidad marroquí.

Por otro lado, el informe médico forense fechado el 31 de octubre de 2017, no aclara 
la identidad del promotor, ya que concluye indicado que no se dispone de pruebas 
complementarias necesarias para estimar la edad del interesado con un margen de 
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error de 18 meses y que, en función de los resultados obtenidos, la edad más probable 
del interesado se situaría entre los 45 y 55 años de edad cronológica,

Por ello, el documento aportado en prueba del nacimiento no acredita las circunstancias 
esenciales que deben constar en la inscripción y que, en su defecto, deberán demostrarse 
por otros medios supletorios de los que se mencionan en los artículos correspondientes 
al procedimiento de inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la 
Circular de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción de 
unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están suficiente-
mente acreditados.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Central.

III.9  OTRAS CUESTIONES EN EXPEDIENTES NACIONALIDAD

III.9.1  EXP.NACIONALIDAD DE MENORES-AUTORIZACIÓN 
PREVIA Y OTRAS PECULIARIDADES

Resolución de 12 de julio de 2022 (28ª)
III.9.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2019, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación marroquí acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, presunto progenitor, 
contra el auto de la encargada del Registro Civil Único de Madrid.

HECHOS

1. Con fecha 20 de mayo de 2019, don F. Z. S., nacido el 25 de julio de 1970 en L.-T. 
(Marruecos), de nacionalidad española adquirida por residencia y D.ª E. A., nacida en 
Marruecos, de nacionalidad marroquí, solicitan autorización judicial para optar a la 
nacionalidad española en nombre de su hija menor de catorce años, R. Z., nacida el 6 
de diciembre de 2014 en M., (Marruecos) en virtud de lo establecido en el artículo 
20.1.a) y 2.a) del Código Civil.
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Aporta como documentación: certificado colectivo de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Madrid de la menor y de los promotores; copia literal de partida de 
nacimiento de la menor, traducida y apostillada, expedida por el Reino de Marruecos, 
en la que consta que la inscripción se practicó en fecha 18 de diciembre de 2014 por 
declaración del abuelo materno de la menor; certificado de nacionalidad marroquí de 
la menor, expedido por el Consulado General de Marruecos en Madrid; documento 
nacional de identidad y certificado literal español de nacimiento del presunto progenitor, 
en el que consta inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por 
residencia con efectos de 21 de marzo de 2019 y permisos de residencia temporal por 
reagrupación familiar de la menor y de la promotora.

2. Consta en el expediente copia de la solicitud de nacionalidad española por residencia 
del presunto padre de la optante, formulada en fecha 6 de octubre de 2015 ante el 
Registro Civil, en la que indica que su estado civil era divorciado, mencionando dos hijos 
menores de edad a su cargo, nacidos en Mequinez (Marruecos), de nombres: M. R. Z., 
nacido el 9 de noviembre de 2010 y F. Z., nacido el 1 de octubre de 2002.

Citado el interesado a fin de que manifestara los motivos de la falta de declaración de 
la interesada en su solicitud de nacionalidad española por residencia, indica que en el 
momento de presentar la citada solicitud no tenía el certificado de nacimiento de su 
hija y pensó que no era obligatorio.

3. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, la encargada del Registro Civil Único 
de Madrid dicta auto con fecha 8 de julio de 2019, por el que desestima la solicitud de 
opción a la nacionalidad española de la menor formulada por los promotores, al no acre-
ditarse la concurrencia de los requisitos establecidos en el artículo 20 del Código Civil, 
concretamente la relación de filiación respecto de progenitor nacionalizado español.

4. Notificada la resolución, el promotor interpone recurso de apelación ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se dicte resolución por la que se conceda la nacionalidad 
española por opción a favor de su hija, alegando que no la citó en su expediente de 
nacionalidad española por residencia debido a una causa puramente formal, al no 
disponer en ese momento de su certificado de nacimiento y que ha aportado la docu-
mentación necesaria para acreditar la filiación paterna con su hija. Aporta libro marroquí 
de familia apostillado y su traducción jurada en el que consta inscrita la menor en la 
página 6, como hija de los promotores, siendo la fecha de declaración del nacimiento 
de 18 de diciembre de 2014.

5. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a las pretensiones del 
promotor y la encargada del Registro Civil Único de Madrid remite el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, dando por reproducidos 
los razonamientos y argumentos del auto impugnado.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
21 de marzo de 2019 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento 
de la menor, que se produce el 6 de diciembre de 2014 en M., (Marruecos), constatándose 
que, en la solicitud de nacionalidad española por residencia formulada en fecha 6 de 
octubre de 2015 ante el Registro Civil, el presunto progenitor indicó que su estado civil 
era divorciado, mencionando dos hijos menores de edad a su cargo, nacidos en Mequinez 
(Marruecos), de nombres: M. R. Z., nacido el 9 de noviembre de 2010 y F. Z., nacido el 
1 de octubre de 2002, no citando en modo alguno a la interesada que, en aquel momento, 
era menor de edad, como venía obligado, en virtud de lo dispuesto en el art.º 220 del 
RRC, que establece que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad española por 
residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado civil; menciones de identidad y 
lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, al no haber mencionado el 
presunto padre de la interesada la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad 
por residencia, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de 
su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC.). Por lo mismo no puede con-
siderarse acreditado por ahora que la optante a la nacionalidad española haya estado 
sujeta a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Madrid.
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Resolución de 19 de julio de 2022 (36ª)
III.9.1 Autorización opción a la nacionalidad española

No procede la autorización de la opción a la nacionalidad española solicitada por el 
padre y representante legal del menor de acuerdo con lo establecido en el artículo 
20.2.a) del Código Civil, al no estimarse acreditada la filiación del menor con la persona 
que otorga el consentimiento como padre.

En el expediente sobre autorización de opción a la nacionalidad española remitido a 
este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores, 
contra el auto de la encargada del Registro Civil Único de Madrid.

HECHOS

1. Con fecha 1 de marzo de 2019, don D. G. G., nacido el 7 de julio de 1975 en A. 
(República Dominicana), de nacionalidad dominicana y española adquirida esta última 
por residencia, y doña M. B., nacida el 2 de agosto de 1979 en A., de nacionalidad 
dominicana, solicitan en el Registro Civil Único de Madrid, autorización judicial para 
optar a la nacionalidad española en nombre de su hijo menor de catorce años, D. G. B., 
nacido el 19 de febrero de 2006 en A. (República Dominicana), en virtud de lo establecido 
en el artículo 20.2.a) del Código Civil.

Aporta como documentación: certificado de empadronamiento colectivo del menor y de 
los promotores en el Ayuntamiento de Madrid; pasaporte dominicano y acta inextensa 
de nacimiento del menor, inscrito en la Dirección Nacional de Registro del Estado Civil 
dominicano en fecha 12 de mayo de 2009 apostillada; documento nacional de identidad 
y certificado literal español de nacimiento del presunto padre, con inscripción marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 11 de octubre 
de 2011; documento de identidad de extranjeros-régimen comunitario de la progenitora 
y certificado de nacionalidad dominicana del menor, expedido por el Consulado General 
de la República Dominicana en Madrid.

2. Consta en el expediente copia de la solicitud de nacionalidad española por residencia 
del presunto padre del optante, en la que indicó que su estado civil era casado con doña 
S.-J. P. L., de nacionalidad española y que tenía una hija menor de edad a su cargo, de 
nombre D. B. G., nacida el 27 de octubre de 2002 en A.

Consta en las actuaciones diligencia de fecha 8 de abril de 2019 de la letrada de la 
Administración de Justicia del Registro Civil Único de Madrid, en la que se hace constar 
que, puestos en contacto telefónico con quien dice ser la madre del interesado, comunica 
que D. B. G. nacida en A. el día 27 de octubre de 2002 es otra hija distinta a D. G. B., 
nacido en A. el 19 de febrero de 2006.

3. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, la encargada del Registro Civil Único 
de Madrid dicta auto con fecha 30 de mayo de 2019, por el que desestima la petición 
formulada en el expediente por la parte promotora del mismo, desestimando la solicitud 
de opción a la nacionalidad española del menor formulada por los presuntos progenitores, 
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al no acreditarse la concurrencia de los requisitos establecidos en el artículo 20 del 
Código Civil, concretamente la relación de filiación respecto de progenitor nacionalizado 
español.

4. Notificada la resolución, los promotores interponen recurso de apelación ante la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se dicte resolución por la que se conceda 
la nacionalidad española por opción a favor de su hijo. Aportan un certificado de decla-
ración de nacimiento del menor expedido por la Oficina del Estado Civil de Azúa en fecha 
29 de mayo de 2009, sin legalizar, en el que consta que la inscripción del nacimiento 
en el Registro Civil local se realizó por declaración del presunto progenitor en fecha 12 
de mayo de 2009.

5. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a las pretensiones del 
promotor en fecha 28 de agosto de 2019 y la encargada del Registro Civil Único de Madrid 
remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, 
dando por reproducidos los razonamientos y argumentos del auto impugnado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las reso-
luciones, entre otras, de 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero 
y 11-3.ª de octubre de 2005; 3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio, 2-2.ª de julio 
y 20-2.ª de noviembre de 2006; 16-6.ª de mayo y 28-5.ª de noviembre de 2007; 27-2.ª 
de mayo, 28-7.ª de noviembre y 4-6.ª de diciembre de 2008; 25-10.ª de febrero y 9-2.ª 
de marzo de 2009; 19-17.ª de noviembre de 2010 y 13-28.ª de diciembre de 2013.

II. Se pretende por los promotores, presuntos progenitores y representantes legales del 
menor nacido el 19 de febrero de 2006 en A. (República Dominicana), solicitar autori-
zación para optar en nombre de su hijo a la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.2.a) del Código Civil. La encargada del Registro Civil Único 
de Madrid dicta auto por el que desestima la solicitud del promotor, al no estimarse 
debidamente acreditada la filiación del menor con la persona que otorga el consentimiento 
como padre y representante legal del mismo. Frente a dicho auto se interpone recurso 
por los promotores, que es el objeto del presente expediente.

III. De acuerdo con el artículo 20.1.a) del Código Civil tienen derecho a optar por la 
nacionalidad española «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria 
potestad de un español», indicando el apartado 2.a) del Código Civil, según la redacción 
vigente en la fecha de la solicitud, que la declaración de opción se formulará «por el 
representante legal del optante menor de catorce años o incapacitado. En este caso, 
la opción requiere autorización del encargado del Registro Civil del domicilio del decla-
rante, previo dictamen del Ministerio Fiscal. Dicha autorización se concederá en interés 
del menor o incapaz».
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IV. En el presente expediente, se ha solicitado autorización para optar a la nacionalidad 
española en nombre y representación del menor nacido el 19 de febrero de 2006 en 
A. (República Dominicana), encontrándose inscrito su nacimiento en el Registro Civil 
dominicano en fecha 12 de mayo de 2009, tres años después de producido el hecho 
inscribible. Por otra parte, se constata que el presunto padre no mencionó en su expe-
diente de nacionalidad española por residencia al optante, toda vez que, en su solicitud 
ante el Registro Civil indicó que su estado civil era casado con doña S.-J. P. L., de 
nacionalidad española y que tenía una hija menor de edad a su cargo, de nombre D. B. 
G., nacida el 27 de octubre de 2002 en A., sin citar al que ahora opta, que en dicho 
momento era menor de edad, como estaba obligado, toda vez que el artículo 220 del 
RRC, establece que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad española por resi-
dencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado civil; menciones de identidad y lugar 
y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria potestad».

V. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado el presunto padre del interesado 
la existencia del optante en la solicitud de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditada por ahora 
la relación de filiación del menor respecto de progenitor de nacionalidad española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Único de Madrid.
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IV  MATRIMONIO

IV.3  IMPEDIMENTO DE LIGAMEN

IV.3.2  IMPEDIMENTO DE LIGAMEN EN INSCRIPCIÓN DE MATRIMONIO

Resolución de 6 de julio de 2022 (1ª)
IV.3.2 Matrimonio celebrado en el extranjero

No es inscribible el matrimonio poligámico celebrado en Senegal, por un senegalés 
nacionalizado español.

En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra el auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Don E.-H. F. D., nacido en Senegal y de nacionalidad española, obtenida por residencia 
en el año 2012, presentó en el Registro Civil, impreso de declaración de datos para la 
inscripción del matrimonio que había celebrado en Senegal el 1 de marzo de 1997 (inscrito 
el 31 de diciembre de 2003) con doña A. D. nacida en Senegal y de nacionalidad sene-
galesa. Acompañaba como documentación acreditativa de su solicitud: acta de matrimonio 
local; certificado de nacimiento del interesado y acta de nacimiento de la interesada.

2.Ratificados los interesados, se practican las audiencias reservadas a los promotores. 
el Encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo con fecha 16 de febrero de 2021, 
denegando la práctica de la inscripción.

3. Notificada la resolución a los interesados, el interesado interpuso recurso ante la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, volviendo a solicitar la inscripción de su matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que emite un informe 
desfavorable. El Encargado del Registro Civil Central ordenó la remisión del expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 8, 9, 12, 46, 65 y 73 del Código Civil (CC); 15, 16, 23, 35 y 73 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 256, 257, 258 y 342 del Reglamento del Registro 
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Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, 14-2.ª de mayo de 2001, 23-3.ª de noviembre 
y 4-7.ª de diciembre de 2002; 10-3.ª de septiembre de 2003; 15-1.ª de enero, 15-1.ª 
de abril y 22-1.ª de octubre de 2004 y 19-3.ª de marzo de 2008.

II. Los hechos que afectan a españoles, aunque hayan acaecido antes de adquirir la 
condición de tales, son inscribibles en el registro civil español competente (cfr. arts. 15 
LRC y 66 RRC), siempre, claro es, que se cumplan los requisitos en cada caso exigidos.

III. En el presente caso, el promotor, de nacionalidad española adquirida por residencia 
en el año 2012 solicita que se inscriba en el Registro Civil español el matrimonio que 
celebró en Senegal el 1 de marzo de 1997 (inscrito el 31 de diciembre de 2003), ins-
cripción que es denegada por el Registro Civil Central, a quien corresponde la competencia 
por estar el interesado domiciliado en España (cfr. art. 68,II, RRC), ya que si bien el 
interesado aporta un certificado local de matrimonio, en el que opta por la monogamia, 
de la audiencia reservada practicada al promotor se deduce que se trata de un matrimonio 
poligámico, ya que el interesado dice que con la promotora tiene tres hijos pero tiene 
además siete hijos con cuatro mujeres distintas con las que, según sus propias mani-
festaciones, convive cuando va a Senegal.

IV. Aunque el matrimonio sea válido para el ordenamiento senegalés, y, en principio, 
haya que aplicar el estatuto personal de los contrayentes, es claro que en este punto la 
ley extranjera ha de quedar excluida y ha de aplicarse la norma de conflicto, por virtud 
de la excepción de orden público internacional (cfr. art. 12-3 CC) que impide la inscripción 
de un matrimonio contrario a la concepción española de la institución matrimonial.

V. Para que un matrimonio pueda inscribirse en el Registro Civil español, es necesario 
que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 de la L.R.C. de 1957 y 66 del 
RRC.), «siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad 
conforme a la ley española (art. 23, II, LRC de 1957) y siempre que el Registro extranjero 
sea regular y auténtico, de modo que el asiento que se certifica, en cuanto a los hechos 
de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española» (art. 85,I, RRC). De la audiencia reservada practicada al promotor, se deduce, 
que, si bien en el certificado de matrimonio aportado, consta que éste optó por la 
monogamia, lo cierto es que el contrayente tiene siete hijos con cuatro mujeres diferentes, 
lo que genera dudas fundadas sobre la opción por la monogamia del mismo, que consta 
en el citado certificado local de matrimonio, y, por tanto, sobre la legalidad conforme a 
la ley española.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 6 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.
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VII  RECTIFICACION, CANCELACIÓN Y TRASLADO DE  INSCRIPCIONES

VII.1  RECTIFICACIÓN DE ERRORES

VII.1.1  RECTIFICACIÓN DE ERRORES ART 93 Y 94 LRC

Resolución de 6 de julio de 2022 (2ª)
VII.1.1 Rectificación de error en inscripción de nacimiento

No prospera el expediente para rectificar el dato relativo a la nacionalidad de los padres 
de la inscrita en su inscripción de nacimiento.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitido a 
este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores, 
contra el auto del encargado del Registro Civil de Castellón.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 25 de septiembre de 2020 en el Registro Civil de 
Castellón, doña D. H. N., mayor de edad y con domicilio en la misma localidad, solicitaba 
la rectificación en la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español de su hija 
menor de edad M. M. H., nacida el 24 de octubre de 2019 en Castellón, del dato 
correspondiente a la nacionalidad de los progenitores, que según la promotora es saharaui 
y no argelina como por error consta.

Se adjuntaba como documentación acreditativa de la pretensión: volante de empadro-
namiento de la menor y la promotora en el Ayuntamiento de Castellón; certificado literal 
español de nacimiento de la menor, en el que consta que es hija de L. M. S. y de D. H. 
N., de nacionalidad «Argelia»; resolución de fecha 13 de junio de 2019 del Ministerio 
del Interior, de concesión del estatuto de apátrida a la progenitora y diligencia de noti-
ficación de la resolución de fecha 5 de agosto de 2019; certificado expedido por la 
República Árabe Saharaui Democrática, de residencia del padre de la menor, don L. M. 
S. en los campamentos de refugiados desde 1975; permiso de residencia de la proge-
nitora en virtud del Estatuto de apátrida y hoja del libro de familia en el que consta 
inscrita la menor.

2. Ratificada la promotora, el ministerio fiscal emite informe desfavorable, indicando 
que no procede acceder a lo interesado por no quedar acreditado el error manifestado 
en cuanto a la nacionalidad saharaui de los progenitores de la interesada. La encargada 
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del Registro Civil de Castellón dicta auto en fecha 10 de febrero de 2021 desestimando 
la rectificación de la inscripción de nacimiento de la menor, toda vez que, del contenido 
del legajo que dio lugar a la inscripción cuya rectificación se solicita, se desprende que 
en el momento del nacimiento de la interesada, los progenitores hicieron constar de su 
puño y letra y firmado por ambos, en el cuestionario para la declaración de nacimiento, 
que ambos eran de nacionalidad argelina, así como constaba en el NIE del progenitor 
y por exhibición del pasaporte argelino de la progenitora.

3. Notificada la resolución, la promotora interpone recurso ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando que para poder inscribir a la menor la obligaron 
a indicar que su nacionalidad era argelina, cuando en su permiso de residencia consta 
que su nacionalidad es apátrida y en el permiso de residencia del progenitor, consta 
que su nacionalidad es saharaui y que hasta que se subsane dicho error no puede 
solicitar la nacionalidad española de sus hijos.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso a su 
estimación. La encargada del Registro Civil se ratificó en su decisión y remitió el expe-
diente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del 
mismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre otras, 16-2.ª de febrero de 
2002; 21 de marzo, 10 de julio y 5-1.ª de diciembre de 2003; 14-4.ª de mayo de 2004; 
18-4.ª y 24-6.ª de octubre de 2005; 18-4.ª y 24-6.ª de octubre de 2005; 13-1.ª y 28-2.ª 
de marzo y 3-4.ª de abril de 2006; 24-2.ª de abril, 28-2.ª de diciembre de 2007; 3-3.ª 
de enero, 18-3.ª de junio 22-6.ª de octubre y 25-8.ª de noviembre de 2008 y 9-5.ª de 
marzo de 2009.

II. Pretende la promotora la rectificación en la inscripción de nacimiento de su hija menor 
de edad en el Registro Civil español del dato correspondiente a la nacionalidad de los 
padres alegando que la correcta es la saharaui y no la argelina, como se ha hecho 
constar. La encargada del Registro Civil de Castellón dictó auto denegando la rectificación 
solicitada por no resultar acreditado el error denunciado. Dicho auto constituye el objeto 
del presente recurso.

III. En materia de errores registrales la regla general es que su rectificación ha de obtenerse 
a través de la vía judicial ordinaria (cfr. art. 92 LRC de 1957) y, en todo caso, para que 
pueda rectificarse por expediente un error del Registro, sería necesario que quedara 
acreditada su existencia. El artículo 94 LRC de 1957 admite la rectificación, con dictamen 
favorable del ministerio fiscal, de «aquellos errores cuya evidencia resulte de la confron-
tación con los documentos en cuya sola virtud se practicó la inscripción», circunstancia 
que no concurre en el presente caso, puesto que en la declaración de datos para la 
inscripción se consignó la nacionalidad argelina de los padres y, en cualquier caso, la 
pretendida saharaui no constituye una nacionalidad internacionalmente reconocida. No 
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obstante, sin necesidad de entrar en la valoración de este último extremo, el artículo 94. 
1.º de la Ley del Registro Civil exige, como se ha dicho, informe favorable del ministerio 
fiscal para poder efectuar la rectificación mediante expediente gubernativo y, en este 
caso, el emitido tras la presentación del recurso es desfavorable a su estimación.

Por otra parte, el principio de concordancia entre el Registro y la realidad (cfr. arts. 26 
LRC y 94 RRC) exige la rectificación, no solo de los errores en las inscripciones que 
puedan alegar los interesados si quedan debidamente acreditados, sino también de 
aquellos que se comprueben de oficio en las actuaciones y, en el presente caso, consta 
en el expediente que la madre de la menor tiene reconocido el estatuto de apátrida por 
resolución de fecha 13 de junio de 2019 del Ministerio del Interior, circunstancia que 
debiera constar en la inscripción de nacimiento de la menor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado, sin perjuicio de que por el Registro Civil 
se inicien actuaciones de oficio a fin de hacer constar en la inscripción de nacimiento 
de la menor que su progenitora tiene reconocido el estatuto de apátrida.

Madrid, 6 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Castellón.

Resolución de 19 de julio de 2022 (34ª)
VII.1.1 Rectificación de error en inscripción de nacimiento

Procede la rectificación de error practicada en la inscripción de nacimiento del interesado, 
por la que se hace constar que la nacionalidad del padre del inscrito es cubana.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitido a 
este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 30 de abril de 2007 se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, por la que don O. 
R. D., nacido el 30 de septiembre de 1963 en C. (Cuba), de nacionalidad cubana, hijo 
de don N.-M. R. P., nacido el 25 de febrero de 1919 en I., Tenerife, originariamente 
español, que recuperó la nacionalidad española el 9 de diciembre de 2004 y de doña 
D. D. G., natural de Cuba y de nacionalidad cubana, opta a la nacionalidad española en 
virtud de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil. Por auto de fecha 30 de 
abril de 2007 dictado por el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana se estima la opción a la nacionalidad española solicitada por el promotor.
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Aportaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad 
cubano y certificado literal cubano de nacimiento del interesado; certificado literal 
español de nacimiento del progenitor y certificado expedido por la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano en el que se indica que no consta la 
inscripción del progenitor en el Registro de Ciudadanía cubano.

2. Con fecha 14 de enero de 2013, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana inicia expediente de rectificación de error en la inscripción de nacimiento 
del interesado, que consta en el tomo 207, página 403, número 202 de dicho registro 
civil consular, dado que no consta consignada la nacionalidad del padre del inscrito, 
siendo lo correcto «cubana». Se aporta al expediente certificación de la Registradora 
del Registro del Estado Civil de Vertientes, Camagüey (Cuba), en la que se indica que, 
por sentencia de fecha 18 de diciembre de 2001 del Tribunal Municipal Popular de 
Vertientes, de la que consta copia en el expediente, fue subsanado el nombre y la 
naturalidad del padre del interesado, inscrito el día 7 de octubre de 1955 en el folio 
335, tomo 34 en el Registro del Estado Civil de Vertientes, Camagüey (Cuba).

3. Previo informe favorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 15 de 
enero de 2013, por el que se estima que procede la subsanación solicitada, por auto 
de fecha 16 de enero de 2013 dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana, se ordena se efectúe nota marginal en la inscripción 
de nacimiento del interesado, que consta en el tomo 207, página 403, número 202, de 
dicho registro civil consular, donde se haga constar correctamente que la nacionalidad 
del padre del inscrito es «cubana», y no como por error se consignó.

4. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que se le debió conceder la recuperación y no el derecho a optar 
a la nacionalidad española, ya que uno de sus hermanos, nacido el 31 de octubre de 
1954 en P., Las Villas (Cuba), recuperó la nacionalidad.

5. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, 
éste emite informe desfavorable y el encargado del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe des-
favorable a la estimación del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, en su redacción originaria y 26 del Código Civil; 2, 15, 16, 23, 
41, 67 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil de 1957; 12, 66, 68, 85, 232 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 4-2.ª, 21-4.ª y 27-2.ª y 
3.ª de enero, 4-1.ª de febrero, 1-1.ª, 18-3.ª y 5.ª de marzo, 4-3.ª, 15-1.ª y 2.ª y 19-2.ª de 
abril, 10-1.ª de mayo, 17-1.ª de junio de 2003; 21-1.ª de abril de 2004; 24-1.ª de mayo 
de 2005; y 9-2.ª de febrero de 2006.
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II. El interesado, nacido el 30 de septiembre de 1963 en C. (Cuba), solicitó mediante 
acta firmada el 30 de abril de 2007 ante el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en 
el artículo 20.1.b) del Código Civil, por ser hijo de padre originariamente español, nacido 
el 25 de febrero de 1919 en I., Tenerife. Por el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana se dictó auto el 30 de abril de 2007 por el que se estimó la opción 
a la nacionalidad española solicitada por el promotor.

Dado que el nacimiento del padre del interesado se reinscribió en el Registro Civil cubano 
en fecha 7 de octubre de 1955, en el Registro Civil Consular de España en La Habana 
se inicia de oficio expediente de rectificación de error en la nacionalidad del padre del 
solicitante, que no consta en su inscripción española de nacimiento, toda vez que debe 
ser cubana, dictándose auto de fecha 16 de enero de 2013 por el encargado del citado 
registro por el que se ordena se efectúe nota marginal en la inscripción de nacimiento 
del interesado donde se haga constar correctamente que la nacionalidad del padre del 
inscrito es «cubana», y no como por error se consignó. El interesado interpone recurso 
alegando que tiene derecho a recuperar la nacionalidad española.

III. En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en el recurso la causa 
petendi respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la opción a la nacionalidad 
española en virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil, tal como consta en el acta de 
opción levantada en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
de fecha 30 de abril de 2007 firmada por el promotor, mientras que en el recurso lo 
que plantea es la recuperación de la nacionalidad española. La resolución de la cuestión 
basada en esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado 
del registro sobre ese punto.

No obstante, se indica que, en el presente expediente, el padre del inscrito adquirió la 
nacionalidad cubana en fecha 07 de octubre de 1955 al reinscribir su nacimiento en 
un Registro Civil local, por lo que el solicitante nace el 30 de septiembre de 1963 cuando 
su padre ostentaba la nacionalidad cubana. De este modo, no ha quedado demostrado 
que el interesado haya ostentado nunca la nacionalidad española, condición indispen-
sable para haberla perdido y premisa exigida en el artículo 26 del Código Civil para su 
recuperación.

Asimismo, en relación con la recuperación de la nacionalidad española por un hermano 
del promotor nacido en Cuba el 31 de octubre de 1954, le indicamos que, en este caso, 
el nacimiento de su hermano se produce con anterioridad a la fecha en que su padre 
adquiere la nacionalidad cubana por reinscripción en el Registro Civil cubano, hecho 
que se produce el 7 de octubre de 1955, por lo que éste adquirió al nacer la nacionalidad 
española de su progenitor.

IV. En relación con la rectificación practicada de oficio de la nacionalidad de su progenitor 
que consta en su inscripción española de nacimiento, se indica que en materia de 
errores registrales la regla general es que su rectificación ha de obtenerse a través de 
la vía judicial ordinaria (cfr. art. 92 LRC de 1957) y, en todo caso, para que pueda 
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rectificarse por expediente un error del Registro, sería necesario que quedara acreditada 
su existencia. El artículo 94 LRC de 1957 admite la rectificación, con dictamen favorable 
del Ministerio Fiscal, de «aquellos errores cuya evidencia resulte de la confrontación con 
los documentos en cuya sola virtud se practicó la inscripción» y, por otra parte, el principio 
de concordancia entre el Registro y la realidad (cfr. arts. 26 LRC y 94 RRC) exige la 
rectificación, no solo de los errores en las inscripciones que puedan alegar los interesados 
si quedan debidamente acreditados, sino también de aquellos que se comprueben de 
oficio en las actuaciones, circunstancia que concurre en el presente caso, a la vista de 
la documentación incorporada al expediente, en particular, la reinscripción en el Registro 
Civil cubano del padre del interesado en fecha 7 de octubre de 1955 en el folio 335, 
tomo 34 en el Registro del Estado Civil de Vertientes, Camagüey (Cuba), por lo que se 
considera que el progenitor adquirió la nacionalidad cubana en dicha fecha.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (2ª)
VII.1.1 Rectificación de error en inscripción de defunción

No prospera el recurso para rectificar el nombre y apellidos atribuidos en la inscripción 
de defunción a una mujer ghanesa fallecida en España al no resultar suficientemente 
acreditado el error invocado.

En las actuaciones sobre rectificación del nombre y apellidos atribuidos a una mujer 
ghanesa en su inscripción de defunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor contra la resolución de la encargada del Registro 
Civil de Zaragoza.

HECHOS

1. Mediante formulario presentado el 15 de mayo de 2017 en el Registro Civil de Zaragoza, 
don F. E. A., de nacionalidad española y con domicilio en la misma ciudad, solicitaba 
que se rectificara la inscripción de defunción de la Sra. E. Y. N., fallecida en Zaragoza, 
para hacer constar que el nombre de la difunta es doña E.-Y. y su único apellido N. y no 
el nombre y dos apellidos que figuran consignados. Aportaba la siguiente documentación: 
DNI del promotor; tarjeta de residencia en España de doña E. Y. N.; pasaporte ghanés 
de E.-Y. (nombre) N. (apellido); inscripción de defunción de E. (nombre) Y. N. (apellidos), 
nacida en Ghana el 22 de octubre de 1964, hija de J. y de E., y fallecida en Zaragoza el 
1 de abril de 2016; licencia de enterramiento; diligencias policiales, e inscripción de 
nacimiento de E. E. (cuerpo principal de la inscripción), nacida en L. el 11 de octubre 
de 1999, hija de F. E. y de E-Y. N., con marginal de 2008 para hacer constar que el 
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apellido de la inscrita es O. E. y segunda marginal de adquisición de la nacionalidad 
española del padre de la inscrita el 5 de noviembre de 2015, pasando a ser sus apellidos 
E. A.

2. Emitido informe favorable por el ministerio fiscal, la encargada del registro dictó auto 
el 15 de junio de 2017 denegando la rectificación solicitada por no considerar acreditado 
el error invocado, ya que la persona fallecida en Zaragoza había nacido 1964, mientras 
que la fecha de nacimiento que figura en el pasaporte aportado es 1954, lo que suscita 
dudas sobre la identidad de la persona inscrita.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
insistiendo en la petición de rectificación.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que, modificando 
su criterio anterior, interesó la desestimación. La encargada del Registro Civil de Zaragoza 
se ratificó en su decisión y remitió las actuaciones a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado (actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública) para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 41, 81 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil de 1957 (LRC); 44.2 
de la Ley 20/2011, de 21 de julio; 12 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y 
las resoluciones, entre otras, 16-2.ª de febrero de 2002; 21 de marzo, 10 de julio y 5-1.ª 
de diciembre de 2003; 14-4.ª de mayo de 2004; 18-4.ª y 24-6.ª de octubre de 2005; 
18-4.ª y 24-6.ª de octubre de 2005; 13-1.ª y 28-2.ª de marzo y 3-4.ª de abril de 2006; 
24-2.ª de abril, 28-2.ª de diciembre de 2007; 3-3.ª de enero, 18-3.ª de junio 22-6.ª de 
octubre y 25-8.ª de noviembre de 2008; 9-5.ª de marzo de 2009; 3-17.ª de septiembre 
de 2010; 1-2.ª de diciembre de 2011; 23-1.ª de febrero y 13-2.ª y 4.ª de marzo de 2012; 
19-8.ª de abril de 2013; 10-42.ª y 46.ª de enero, 3-106.ª de septiembre y 29-8.ª de 
diciembre de 2014; 17-55.ª de abril, 12-52.ª de junio y 28-14.ª de agosto de 2015; 
19-22.ª de febrero, 8-26.ª de abril, 17-12.ª de junio y 29-142.ª de agosto de 2016, y 
1-100.ª de septiembre de 2017.

II. Se pretende la rectificación del nombre y apellidos de una mujer ghanesa fallecida 
en su inscripción de defunción practicada en Zaragoza alegando que los datos correctos 
son E.-Y. (nombre) N. (apellido) y no, como se hizo constar, E. (nombre) Y. N. (apellidos). 
La encargada del registro denegó la rectificación solicitada por considerar que existían 
dudas sobre la identidad de la persona fallecida, ya que la persona a la que se refiere 
la inscripción de defunción en Zaragoza había nacido 1964, mientras que la fecha de 
nacimiento que figura en el pasaporte aportado es 1954.

III. En materia de errores registrales la regla general es que su rectificación ha de 
obtenerse a través de la vía judicial ordinaria (art. 92 LRC). No obstante, la propia ley 
prevé supuestos en los que la rectificación también es posible por la vía del expediente 
gubernativo con apoyo en los artículos 93 y 94 LRC, siempre que se demuestre la 
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realidad del error. Concretamente, el artículo 93. 3.º prevé la rectificación del error cuya 
evidencia resulte de la confrontación con otra inscripción que haga fe del hecho corres-
pondiente. El error denunciado en este caso recae sobre el nombre y apellidos de la 
fallecida, por lo que, a la vista de la documentación contradictoria que figuraba en el 
expediente, antes de resolver, esta dirección general requirió al promotor la aportación 
de una certificación literal ghanesa de nacimiento de la fallecida traducida y debidamente 
legalizada. Transcurridos tres meses desde que el registro notificó el requerimiento sin 
haberse producido comparecencia posterior alguna del promotor, la encargada devolvió 
las actuaciones a esta unidad.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto recurrido.

Madrid, 28 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Zaragoza.

VII.1.2  RECTIFICACIÓN DE ERRORES ART 95 LRC

Resolución de 8 de julio de 2022 (41ª)
VII.1.2 Integración de datos en inscripción de nacimiento

1.º Una vez probada la realidad de los hechos omitidos, es posible completar inscripciones 
firmadas con circunstancias no conocidas en la fecha en que se practicaron (artículo 
95. 1.º LRC).

2.º El cambio posterior del apellido de la madre según su ley extranjera debe hacerse 
constar en la inscripción de nacimiento del hijo mediante una nota marginal porque es 
un hecho que afecta mediatamente al inscrito (art. 155 RRC).

En las actuaciones sobre ampliación de datos en una inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra 
auto dictado por la encargada del Registro Civil de Castellón.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 21 de marzo de 2019 en el Registro Civil de Castellón, 
la Sra. R. M. P., de nacionalidad rumana, solicitaba que se hiciera constar mediante nota 
marginal y no en el campo de observaciones, como se practicó, que su apellido en la 
inscripción de nacimiento de su hijo, D. G. L., es «Pietrosanu» (apellido de soltera) y no 
«Petac», como figura actualmente. Aportaba la siguiente documentación: certificación 
literal de nacimiento de D. G. L., nacido en Castellón de la Plana el 15 de diciembre de 
2017, hijo de F. M. L. y de R. M. P., ambos de nacionalidad rumana; certificación rumana 
de nacimiento de la madre del menor, R. M. P. con nota marginal para hacer constar el 
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matrimonio de la inscrita con F. P. contraído en Rumanía en 2005, pasando a ser el apellido 
de la esposa después del matrimonio P., con mención posterior de disolución del matrimonio 
por sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Castellón reconocida por el Tribunal 
de Arad (Rumanía) el 18 de julio de 2017, e inscrita en el Registro Civil local el 29 de 
diciembre de 2017, pasando a ser el apellido de la inscrita «Pietrosanu», y documento de 
identidad rumano expedido en marzo de 2018 correspondiente a R. M. P.

2. Ratificada la promotora, previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada 
del registro dictó auto el 13 de junio de 2019 denegando lo solicitado porque en la 
inscripción de nacimiento del menor se consignaron como nombres y apellido de la 
progenitora, los que aparecían en su documento de identidad rumano, con el que fue 
identificada por el facultativo que asistió al parto, añadiéndose en el apartado de 
observaciones que «el apellido de soltera de la madre es Pietrosanu», de modo que el 
apellido que consta en la inscripción de nacimiento es el que correspondía consignar 
cuando se practicó la inscripción.

3. Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública insistiendo la recurrente en su pretensión de que se inscriba 
marginalmente en la inscripción de nacimiento de su hijo el cambio de su apellido, 
alegando que es de nacionalidad rumana y que, conforme a su ley personal, si bien 
adquirió el apellido de su esposo cuando se casó, una vez disuelto el matrimonio recuperó 
su apellido de soltera, que es el que tiene atribuido actualmente.

4. La interposición del recurso se trasladó al ministerio fiscal, que interesó su desestimación. 
La encargada del Registro Civil de Castellón se ratificó en su decisión y remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 26 y 95.1 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12, 137, 152, 296, 
342 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y la resolución, entre otras, 16-30.ª 
de enero de 2017.

II. Pretende la interesada que se complete la inscripción de nacimiento de su hijo, nacido 
en España de padres rumanos, haciendo constar marginalmente, que el apellido materno 
es «Pietrosanu», alegando que el que actualmente figura consignado es el que la pro-
motora tenía atribuido en Rumanía tras su primer matrimonio, pero que, una vez divor
ciada, ha recuperado su apellido de soltera. El encargado del registro denegó su pre-
tensión por entender que no hay error alguno en la inscripción, dado que el apellido 
consignado es el que la recurrente tenía atribuido legalmente cuando su hijo nació, y 
que el apellido de soltera se ha consignado en el campo de observaciones de la inscripción 
de nacimiento de su hijo.

III. Los artículos 95. 1.º LRC y 296 RRC permiten completar inscripciones firmadas con 
circunstancias no conocidas en la fecha en que se practicaron. En el presente caso no 
se cometió error alguno en el apellido de la madre, de nacionalidad rumana, al practicar 
la inscripción de nacimiento de su hijo, también extranjero, nacido en España, tal como 
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se argumenta en la resolución recurrida, toda vez que cuando el hijo nació, el apellido 
de la madre era el que se hizo constar en el asiento.

IV. No obstante, resulta acreditado, efectivamente, que la promotora recuperó su apellido 
de soltera conforme a su ley personal (cfr. art. 219 RRC) una vez divorciada de su primer 
matrimonio mediante sentencia dictada 12 de junio de 2013 por el Juzgado de Primera 
Instancia n.º 7 de Castellón, reconocida en Rumanía el 18 de julio de 2017, por lo que, 
de acuerdo con el principio de concordancia del registro con la realidad (artículo 26 
LRC) procede completar la inscripción de este con ese dato debiendo hacerse constar 
marginalmente mediante la correspondiente nota.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y que se complete la inscripción de nacimiento del menor practicándose una nota 
marginal en la inscripción de nacimiento del hijo para hacer constar el cambio de apellido 
de la madre conforme a su ley personal.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Castellón.

VII.2  CANCELACIÓN

VII.2.1  CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO

Resolución de 8 de julio de 2022 (5ª)
VII.2.1 Cancelación de inscripción de recuperación nacionalidad española

Procede la cancelación de la inscripción marginal de recuperación nacionalidad española 
de origen de la interesada, una vez acreditado que no se cumplían los presupuestos 
establecidos en el artículo 26 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de recuperación de la nacionalidad 
española remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 12 de septiembre de 2003, dictado por la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba) se reconoció la recuperación 
de la nacionalidad española a doña M.-C. B. G., nacida el 10 de noviembre de 1951 en 
H. (Cuba), hija de doña M. G. R., natural de España y originariamente española, en virtud 
de lo establecido en el artículo 26 del Código Civil.



M
inisterio de Justicia

◄ 575 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

Se aportó al expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet 
de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento de la interesada, en el 
que consta que es hija de don F. B. R. y de doña M. G. R., naturales de España; certificados 
literales españoles de nacimiento de los progenitores de la solicitante; certificado expedido 
por la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano en el que 
consta la inscripción en el Registro de Ciudadanía con fecha 14 de junio de 1957 de la 
carta de ciudadanía expedida a la madre de la interesada con 51 años de edad; acta 
literal cubana de matrimonio de los progenitores, formalizado en La Habana el 26 de 
abril de 1947 y certificado local de defunción de la progenitora.

Posteriormente, se incorporó al expediente certificación de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano en la que se indica que consta la inscripción 
en el Registro de Ciudadanía en fecha 19 de abril de 1951 de la carta de ciudadanía 
expedida al padre de la interesada con 49 años de edad.

2. Por providencia dictada el 3 de agosto de 2016 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de recupe-
ración en la certificación de nacimiento de la interesada, ya que ha tenido acceso al 
Registro Civil Consular en virtud de título «manifiestamente ilegal», dado que consta una 
partida de matrimonio de los padres de la interesada, naturales de España, en fecha 
26 de abril de 1947 y el progenitor se nacionalizó ciudadano cubano el 19 de abril de 
1951, según carta de ciudadanía, emitida por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior y la inscrita nace el 10 de noviembre de 1951.

3. Dado que la interesada no compareció a su cita en el Registro Civil Consular, se fijó 
en el tablón de anuncios con fecha 20 de septiembre de 2016, el edicto correspondiente 
a la cancelación, dando por finalizado el plazo de publicación del citado edicto en fecha 
7 de octubre de 2016. No consta en el expediente que la promotora formulara alegaciones 
al inicio del expediente de cancelación.

4. Con fecha 19 de octubre de 2016, el canciller del Consulado General de España en 
La Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 155, página 31, 
número 16 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil, se estima 
que procede la cancelación solicitada.

5. Por auto de fecha 20 de octubre de 2016, la encargada del Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) acuerda que, por inscripción marginal, procede se 
cancele la nacionalidad española de los padres de la inscrita, consignándose «cubana» 
y la inscripción marginal de recuperación, que figura en el tomo 155, página 31, número 
16 de dicho registro civil consular, por haberse practicado basándose en «título mani-
fiestamente ilegal», y que dicha inscripción deberá ser cancelada mediante una cruz de 
distinto color que figurará en dicha inscripción.
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6. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando consolidar la nacionalidad española en virtud de lo establecido 
en el artículo 18 del Código Civil al haberla ostentado durante trece años.

7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, el encargado del Registro Civil Consular 
se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC) y la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95. 2.º de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 
297.3.º del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª 
de septiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de 
septiembre de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de noviembre de 2008 y 14 de febrero de 
2009.

II. Se pretende por la promotora, nacida el 10 de noviembre de 1951 en H. (Cuba), la 
consolidación de la nacionalidad española en virtud del artículo 18 del Código Civil, al 
haberle sido cancelada la inscripción marginal de recuperación de la nacionalidad 
española de origen en el Registro Civil español, al no concurrir los requisitos establecidos 
en el artículo 26 del Código Civil. La declaración de recuperación de la nacionalidad 
española fue efectuada por auto dictado por el Consulado General de España en La 
Habana (Cuba). Posteriormente, por providencia dictada por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya 
de oficio expediente gubernativo para proceder a la cancelación de la inscripción marginal 
de recuperación de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que tuvo 
acceso al registro civil en virtud de título “manifiestamente ilegal, dado que el progenitor 
de la solicitante se nacionalizó ciudadano cubano el 19 de abril de 1951, según carta 
de ciudadanía, emitida por la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior, con anterioridad al nacimiento de la promotora. Dicho expediente finalizó por 
auto por el que se acordó la cancelación de la inscripción de recuperación de la nacio-
nalidad española de origen de la interesada.

III. En primer lugar, hay que señalar que la promotora modifica en el recurso la causa 
petendi respecto de la inicial, pues el expediente que motiva el recurso se refiere a la 
cancelación de la inscripción marginal de recuperación de la nacionalidad española de 
la interesada, mientras que en el recurso lo que plantea es la consolidación de la 
nacionalidad española en virtud del artículo 18 del Código Civil. La resolución de la 
cuestión basada en esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del 
encargado del registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el auto emitido se refiere 
a la cancelación de la inscripción marginal de recuperación de la nacionalidad española 
de la interesada, el recurso interpuesto se entiende planteado contra dicho auto y la 
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resolución por parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si corres-
ponde la recuperación de la nacionalidad española de la promotora.

IV. El artículo 26 del Código Civil establece que “quien haya perdido la nacionalidad 
española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: a) ser residente legal 
en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni a los hijos de emi-
grantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el Ministro de Justicia cuando 
concurran circunstancias excepcionales; b) declarar ante el encargado del Registro Civil 
su voluntad de recuperar la nacionalidad española y c) inscribir la recuperación en el 
Registro Civil.

En este caso, se ha aportado al expediente certificación de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería del Ministerio del Interior cubano en la que se indica que consta la inscripción 
en el Registro de Ciudadanía en fecha 19 de abril de 1951 de la carta de ciudadanía 
expedida al padre de la interesada con 49 años de edad. Por tanto, dado que los padres 
de la solicitante contrajeron matrimonio en La Habana el 26 de abril de 1947 y, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria 
por Real Orden de 24 de julio de 1899, vigente en dicha fecha, «la mujer casada sigue 
la condición y nacionalidad de su marido», la madre de la solicitante adquiere la nacio-
nalidad cubana y pierde la española en abril de 1951, anterior al nacimiento de la 
interesada, que se produce el 10 de noviembre de 1951.

De este modo, no resulta acreditado que la interesada ostentara la nacionalidad española 
desde su nacimiento, condición indispensable para haberla perdido y premisa establecida 
en el artículo 26 del Código Civil para su recuperación.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (42ª)
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad

No procede la cancelación del asiento marginal de opción a la nacionalidad española 
por opción en virtud del artículo 20.1 b) CC en la inscripción de nacimiento del interesado, 
por no existir incompatibilidad con la inscripción marginal posterior de declaración de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción en virtud del artículo 17. 3.º 
del Código Civil, redactado por la Ley de 15 de julio de 1954.

En el expediente sobre cancelación de nacionalidad española remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Único de Madrid.
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HECHOS

1. Por auto de fecha 3 de septiembre de 2018, dictado por la encargada del Registro 
Civil de Málaga se acuerda declarar con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de origen iure soli, por aplicación retroactiva del artículo 17. 3.º del Código 
Civil, según redacción de la Ley 51/1982 de 13 de julio a don I. Z. U., nacido en M. el 3 
de noviembre de 1956, hijo de don E.-J. Z. natural de Filipinas y de nacionalidad filipina 
y de doña R. U., nacida en M., disponiendo que procede la cancelación del asiento de 
opción que figura en la inscripción de nacimiento del promotor.

Consta en el expediente certificado literal español de nacimiento del interesado con 
con nota marginal de opción por la nacionalidad española del inscrito en virtud de la 
opción prevista en el artículo 20.1 b) del Código Civil el 7 de marzo de 2005 ante el 
encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Manila (Filipinas).

2. Remitido el expediente mediante exhorto del Registro Civil de Málaga, la encargada 
del Registro Civil Único de Madrid acordó la práctica de la anotación de la declaración 
con valor de simple presunción de la nacionalidad española del interesado en virtud del 
artículo 17. 3.º del Código Civil, y previo informe desfavorable del ministerio fiscal, dictó 
auto en fecha 20 de diciembre de 2018 disponiendo que no procede la cancelación de 
la inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción en virtud 
del artículo 20.1b) CC dado que la declaración con valor de simple presunción de que el 
interesado es español de origen por nacimiento solo produce efectos desde la fecha de 
la resolución dictada el 3 septiembre 2018, por lo que la cancelación de la inscripción 
de la opción supondría privar de la nacionalidad española a todos los actos jurídicos en 
los que el interesado haya podido intervenir como nacional español desde el 7 marzo 
2005, fecha en que formuló su declaración de opción por la nacionalidad española.

3. Notificada la resolución, el interesado presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, se acuerde declarar que procede la cancelación de la inscripción marginal 
de adquisición de la nacionalidad española por opción ejercitada el 7 de marzo de 2005 
ante el encargado del Registro Civil del Consulado de España en Manila, por ser incom-
patible con la posterior anotación marginal de la declaración con valor de simple pre-
sunción de la nacionalidad española de origen del interesado en virtud del artículo 17. 
3.º del Código Civil.

4. Trasladado el recurso al ministerio fiscal, emite informe desfavorable a su estimación 
en fecha 5 de agosto de 2019 y la encargada del Registro Civil Único de Madrid remite 
el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 95. 2.º de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 297.3.º del Reglamento del Registro Civil (RRC).
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II. Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que establece que no 
procede la cancelación de la anotación marginal de nacionalidad española por opción 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1 b) del Código Civil el 7 de marzo de 2005, 
ante el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Manila (Filipinas), 
en la inscripción de nacimiento del interesado al no ser incompatible con la declaración 
con valor de simple presunción de la nacionalidad española del mismo por aplicación 
retroactiva del artículo 17. 3.º del Código Civil, según redacción de la Ley 51/1982 de 
13 de julio a, ya que ésta solo produce efectos desde la fecha de la resolución dictada 
el 3 septiembre 2018.

III. El artículo 20.1b) del Código Civil dispone que tienen derecho a optar a la nacionalidad 
española «aquellas (personas) cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español 
y nacido en España» condiciones que concurren en este caso, en cuanto a la progenitora 
del interesado, practicándose marginal de opción por la nacionalidad española en la 
inscripción de nacimiento del recurrente en virtud de la opción prevista en el artículo 
20.1 b) del Código Civil, el 7 de marzo de 2005 ante el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en Manila (Filipinas)

IV. Adicionalmente el artículo 17.3 del Código Civil, en su redacción establecida por la 
Ley de 15 de julio de 1954, vigente en la fecha de nacimiento del interesado establece 
que, son españoles «Los nacidos en España de padres extranjeros, si éstos hubieran 
nacido en España y en ella estuviesen domiciliados al tiempo del nacimiento. Exceptuase 
los, hijos de extranjeros adscritos al servicio diplomático».

V. Conforme a la doctrina oficial y reiterada de este centro directivo, el artículo 17.3 del 
Código Civil, redactado por la Ley de 15 de julio de 1954, consideraba españoles a los 
nacidos en España de padres también nacidos en España y en ella domiciliados al 
tiempo del nacimiento del hijo. Dicha doctrina viene entendiendo que esta atribución 
iure soli de la nacionalidad española comprende no sólo el supuesto literal establecido, 
sino también cuando esa doble condición de nacimiento y domicilio en España se da 
en uno solo de los progenitores y, por lo tanto, también cuando es la madre, española 
o extranjera, la que ha nacido como el hijo en España y aquí estaba domiciliada en el 
momento del nacimiento de éste (R. 26-1.ª junio que insiste en una doctrina consolidada 
a partir de la R. 25 abril 1988). Pero la norma del artículo 17. 3.º del Código Civil según 
redacción de 1954, no tiene efectos retroactivos y no beneficia a los nacidos en España 
de progenitor también nacido en España, si el nacimiento del hijo ha ocurrido antes de 
la entrada en vigor de la Ley de 1954 (Res. 9 abril, 25-2.ª mayo y 26-3.ª junio).

VI. En el presente caso el interesado, nacido en M. (España) el 3 de noviembre de 1956, 
hijo de padre filipino y madre española de origen y nacida en España, ostentó la nacio-
nalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por haber ejercitado 
su derecho de opción por la nacionalidad española ante el encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en Manila (Filipinas) en virtud del artículo 20.1 b) del 
Código Civil, con efectos el 7 de marzo de 2005.
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Adicionalmente el interesado fue declarado español de origen con valor de simple pre-
sunción, por ser, nacido en España e hijo de madre, española de origen, también nacida 
en España y allí domiciliada al tiempo del nacimiento del hijo, mediante auto de la 
encargada del Registro Civil de Málaga de fecha 3 de septiembre de 2018, momento a 
partir del cual la nacionalidad declarada surte efectos (cfr. art. 64, párrafo tercero, LRC). 
De este modo la cancelación de la inscripción marginal de la opción pretendida supondría 
privar de la nacionalidad española a todos los actos jurídicos en los que el interesado 
haya podido intervenir como español desde el 7 marzo 2005 hasta la declaración de la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción del mismo por auto de 
3 de septiembre de 2018, momento hasta el cual no se producen sus efectos.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil del Único de Madrid.

Resolución de 12 de julio de 2022 (18ª)
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad

Procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española de origen por 
opción en la inscripción de la interesada, una vez acreditado que no se cumplían los 
presupuestos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto dictado por 
la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Por auto de fecha 27 de septiembre de 2011, dictado por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se reconoció la nacionalidad española 
de origen, en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 a D.ª J. T. R., nacida el 30 de octubre de 1966 en H. (Cuba), 
hija de doña M- C. R. F., nacida el 24 de abril de 1947 en H. (Cuba), de nacionalidad 
cubana y española adquirida esta última, en virtud de la opción establecida en el art 
20.1 b) CC con fecha 9 de marzo de 2007 y posterior opción de la nacionalidad española 
de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 
de junio de 2010 y de don M. T. S., nacido el 18 de mayo de 1944 en S., de nacionalidad 
cubana.

Consta en el expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos de la 
solicitante; carnet de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento de la 
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interesada; certificado literal español de nacimiento de la madre de la solicitante, hija 
de don J. R. A. nacido en Orense el 12 de mayo de 1896 cuya nacionalidad no consta 
y de doña V. F. I. nacida el 26 de febrero de 1915 en Banes, de nacionalidad cubana, 
con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española de origen, en virtud 
de la opción establecida en el art 20.1 b) CC con fecha 9 de marzo de 2007 y posterior 
opción de la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en fecha 29 de junio de 2010; certificación española de 
nacimiento del abuelo materno de la interesada y fotocopia de los documentos de 
inmigración y extranjería del citado abuelo, de certificación negativa de inscripción en 
el Registro de Ciudadanía cubana y de inscripción en el Registro de Extranjeros, provincia 
de H con n.º de expediente (…..).

2.- Por providencia dictada el 18 de marzo de 2015 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de origen en la inscripción de nacimiento de la interesada, 
ya que ha tenido acceso al citado registro civil consular en virtud de «título manifiesta-
mente ilegal», dado que para acreditar la nacionalidad española del abuelo materno de 
la promotora, se aportaron certificaciones de las secciones de Extranjería y Ciudadanía 
de la Dirección de Inmigración y Extranjería cubanas, con dudas de autenticidad en el 
formato y la firma, de lo que se deduce que los documentos aportados son presuntamente 
falsos, no quedando establecido que la madre de la inscrita haya sido originariamente 
español y, por tanto, no cumple con los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3.- De acuerdo con informe de la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) de fecha 18 de marzo de 2015, y dado que la interesada no compareció 
por residir en España, se fijó en el Tablón de Anuncios del citado Registro Civil Consular 
con fecha 25 de febrero de 2015, el edicto correspondiente a la cancelación de la 
inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen en la inscripción 
de nacimiento española de la promotora, practicada incorrectamente. Con fecha 18 de 
marzo de 2015, la encargada del citado Registro Civil Consular dio por finalizado el plazo 
de publicación del citado Edicto.

4.- Con fecha 19 de marzo de 2015, el canciller de la Embajada de España en La Habana 
(Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe por el que considera que, 
examinados los documentos que obran en el legajo del Tomo 534, Página 335, N.º 168 
de la Sección de Nacimientos que se lleva en dicho registro civil consular, se estima que 
procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos establecidos en 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

5.- Con fecha 20 de marzo de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto, por el que se acuerda que se proceda a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de la inscripción de 
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nacimiento de la interesada, que obra en el Tomo 534, Página 335, N.º 168, por haberse 
practicado basándose en título manifiestamente ilegal.

6.- Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública alegando que su abuelo materno era español y solicitando se anule la 
cancelación de la inscripción de nacimiento practicada. Acompaña nuevos documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo español con el mismo contenido de los previamente 
aportados.

7.- Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, la encargada del Registro Civil Consular 
se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica que, dado que los docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo no están expedidos en el formato, cuño 
y firma habitualmente utilizada por la funcionaria que los expide, se aprecia que los 
mismos presentan ciertas irregularidades que hacen presumir falsedad documental, 
por lo que se procedió a la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacio-
nalidad española de origen en la inscripción de nacimiento española de la interesada 
por haber accedido al Registro Civil en virtud de título manifiestamente ilegal, al no 
haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos exigidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su pro-
genitora. Se informa que, revisado el recurso interpuesto, la promotora aporta nuevos 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo que no contradicen el contenido de 
los aportados inicialmente y de los que, sin embargo, no es posible certificar la auten-
ticidad del formato ni calidad del firmante por no disponerse de muestra que permita 
su validación.

8. A la vista de las actuaciones y previo requerimiento de este centro, en que se solicitaba 
del registro civil consular nos indicasen, dado el tiempo transcurrido, si en el momento 
actual disponen de los elementos suficientes para acreditar la autenticidad de dichos 
certificados, la recurrente aporta nuevos documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo español expedidos el 26 de agosto de 2021 sin la debida legalización.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código civil (CC) y la Disposición Adicional 7.ª de 
la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95.2 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 297.3.º 
del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª de sep-
tiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de septiembre 
de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de noviembre de 2008 y 14 de febrero de 2009.

II.- Se pretende por la promotora, que se deje sin efecto el auto que establece la cance-
lación de la anotación marginal de nacionalidad española de origen por opción en virtud 
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de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por el Consulado 
General de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, por providencia dictada por 
la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), se establece 
que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para proceder a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen en la inscripción 
de nacimiento de la interesada, dado que para acreditar la nacionalidad española del 
abuelo materno de la promotora, se aportaron certificaciones de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería cubanas, con dudas de autenticidad en el formato, cuño y la 
firma de la funcionaria que rubricó dichos documentos, no quedando establecido que 
la madre de la inscrita haya sido originariamente española, constando en su inscripción 
española de nacimiento que no consta la nacionalidad del padre de la misma. En 
consecuencia, al no acreditarse la nacionalidad española originaria de la madre de la 
recurrente, figurando en nota al margen de su inscripción española de nacimiento que 
ésta adquirió la nacionalidad española en virtud de la opción prevista en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 el día 29 de junio de 
2010, y no cumpliéndose los requisitos establecidos en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 se procedió a dictar auto por el que se 
acordó la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española 
en la certificación de nacimiento de la interesada.

III.- El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

En el presente caso la solicitante no puede ejercer la opción del apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
madre fuese española de origen, ya que la progenitora de la interesada optó a la nacio-
nalidad española, en primer lugar en virtud artículo 20.1.b) del Código Civil, Ley 36/2002 
en fecha 9 de marzo de 2007, y posteriormente por opción a la nacionalidad española 
de origen, en virtud de lo dispuesto en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 el día 29 de julio de 2010, en ambos casos, cuando la 
solicitante ya era mayor de edad por lo que no queda establecido que en la interesada 
concurran los requisitos establecidos en la directriz sexta de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 en especial en lo que se refiere a estar sujeto a la patria potestad 
de un español.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar dos opciones 
consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción 
por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la 
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nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse 
en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, 
a su vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró 
en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora de la recurrente adquiere la nacionalidad española tanto por el ejercicio 
de la opción en virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil, Ley 36/2002 en fecha 9 de 
marzo de 2007, y posteriormente según lo dispuesto en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 el día 29 de junio de 2010, la ahora 
optante, nacida el 30 de octubre de 1966, había alcanzado ya su mayoría de edad, por 
lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, 
sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos de abuelo o abuela originaria-
mente español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de 
la disposición adicional séptima.

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostenta la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del pro-
genitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor 
de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
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atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».
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Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «…que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el derecho 
de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la regulación de 
la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, el caso de quien 
esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica esto ya que una 
vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola voluntad de 
los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos para que consigan 
la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo.
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Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.
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X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles», beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
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abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2.º de la misma 
disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 n.º 2, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por 
Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que originaria-
mente hubieran sido españoles.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba)

Resolución de 12 de julio de 2022 (19ª)
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad

Procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española de origen por 
opción en la inscripción del interesado, una vez acreditado que no se cumplían los 
presupuestos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.
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En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto dictado por 
el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Por auto de fecha 27 de septiembre de 2011, dictado por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se reconoció la nacionalidad española 
de origen, en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 a don M-M. T. R., nacido el 14 de enero de 1969 en H. 
(Cuba), hijo de doña M-C. R. F., nacida el 24 de abril de 1947 en Holguín (Cuba), de 
nacionalidad cubana y española adquirida esta última, en virtud de la opción establecida 
en el art 20.1 b) CC con fecha 9 de marzo de 2007 y posterior opción de la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 29 de junio de 2010 y de son M. M. T. S., nacido el 18 de mayo de 1944 en 
Santiago de Cuba, de nacionalidad cubana.

Consta en el expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos del 
solicitante; carnet de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento del 
interesado; certificado literal español de nacimiento de la madre del solicitante, hija de 
don J. R. A. nacido en Orense el 12 de mayo de 1896 cuya nacionalidad no consta y de 
doña V. F. I. nacida el 26 de febrero de 1915 en B., de nacionalidad cubana, con ins-
cripción marginal de adquisición de la nacionalidad española de origen, en virtud de la 
opción establecida en el art 20.1 b) CC con fecha 9 de marzo de 2007 y posterior opción 
de la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 en fecha 29 de junio de 2010; certificación española de nacimiento del 
abuelo materno del interesado y fotocopia de los documentos de inmigración y extranjería 
del citado abuelo, de certificación negativa de inscripción en el Registro de Ciudadanía 
cubana y de inscripción en el Registro de Extranjeros, provincia de H. con n.º de expediente 
(…..).

2.- Por providencia dictada el 18 de marzo de 2015 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de origen en la inscripción de nacimiento del interesado, ya 
que ha tenido acceso al citado registro civil consular en virtud de «título manifiestamente 
ilegal», dado que para acreditar la nacionalidad española del abuelo materno del promotor, 
se aportaron certificaciones de las secciones de Extranjería y Ciudadanía de la Dirección 
de Inmigración y Extranjería cubanas, con dudas de autenticidad en el formato y la firma, 
de lo que se deduce que los documentos aportados son presuntamente falsos, no 
quedando establecido que la madre del inscrito haya sido originariamente española y, 
por tanto, no cumple con los requisitos establecidos en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3.- De acuerdo con informe de la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) de fecha 18 de marzo de 2015, y dado que el interesado no compareció 
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por residir en España, se fijó en el Tablón de Anuncios del citado Registro Civil Consular 
con fecha 25 de febrero de 2015, el edicto correspondiente a la cancelación de la 
inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen en la inscripción 
de nacimiento española del promotor, practicada incorrectamente. Con fecha 18 de 
marzo de 2015, la encargada del citado Registro Civil Consular dio por finalizado el plazo 
de publicación del citado Edicto.

4.- Con fecha 19 de marzo de 2015, el canciller de la Embajada de España en La Habana 
(Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe por el que considera que, 
examinados los documentos que obran en el legajo del Tomo 534, Pagina 337, Número 
169 de la Sección de Nacimientos que se lleva en dicho registro civil consular, se estima 
que procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos establecidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

5.- Con fecha 20 de marzo de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto, por el que se acuerda que se proceda a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de la inscripción de 
nacimiento del interesado, que obra en el Tomo 534, Pagina 337, Número 169, por 
haberse practicado basándose en título manifiestamente ilegal.

6.- Notificada la resolución, el interesado presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública alegando que su abuelo materno era español y solicitando se anule la 
cancelación de la inscripción de nacimiento practicada. Acompaña nuevos documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo español con el mismo contenido a los previamente 
aportados.

7.- Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, la encargada del Registro Civil Consular 
se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica que, dado que los docu-
mentos de inmigración y extranjería del abuelo no están expedidos en el formato, cuño 
y firma habitualmente utilizada por la funcionaria que los expide, se aprecia que los 
mismos presentan ciertas irregularidades que hacen presumir falsedad documental, 
por lo que se procedió a la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacio-
nalidad española de origen en la inscripción de nacimiento española del interesado por 
haber accedido al Registro Civil en virtud de título manifiestamente ilegal, al no haber 
quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos exigidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo 
que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora. 
Se informa que, revisado el recurso interpuesto, el promotor aporta nuevos documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo que no contradicen el contenido de los aportados 
inicialmente y de los que, sin embargo, no es posible certificar la autenticidad del formato 
ni calidad del firmante por no disponerse de muestra que permita su validación.
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8. A la vista de las actuaciones y previo requerimiento de este centro, en que se solicitaba 
del registro civil consular nos indicasen, dado el tiempo transcurrido, si en el momento 
actual disponen de los elementos suficientes para acreditar la autenticidad de dichos 
certificados, el recurrente aporta nuevos documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo español expedidos el 26 de agosto de 2021 sin la debida legalización.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código civil (CC) y la Disposición Adicional 7.ª de 
la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95.2 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 297.3.º 
del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª de sep-
tiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de septiembre 
de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de noviembre de 2008 y 14 de febrero de 2009.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que establece la cancelación 
de la anotación marginal de nacionalidad española de origen por opción en virtud de 
lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por el Consulado 
General de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, por providencia dictada por 
la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), se establece 
que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para proceder a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen en la inscripción 
de nacimiento del interesado, dado que para acreditar la nacionalidad española del 
abuelo materno del promotor, se aportaron certificaciones de la Dirección de Inmigración 
y Extranjería cubanas, con dudas de autenticidad en el formato, cuño y la firma de la 
funcionaria que rubricó dichos documentos, no quedando establecido que la madre del 
inscrito haya sido originariamente española, constando en su inscripción española de 
nacimiento que no consta la nacionalidad del padre de la inscrita. En consecuencia, al 
no acreditarse la nacionalidad española originaria de la madre del recurrente, figurando 
en nota al margen de su inscripción española de nacimiento que ésta adquirió la nacio-
nalidad española en virtud de la opción prevista en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 el día 29 de junio de 2010, y no cumpliéndose los 
requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 se procedió a dictar auto por el que se acordó la cancelación de la 
inscripción marginal de opción a la nacionalidad española en la certificación de naci-
miento del interesado.

III.- El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

En el presente caso el solicitante no puede ejercer la opción del apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
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madre fuese española de origen, ya que la progenitora del interesado optó a la nacio-
nalidad española, en primer lugar en virtud artículo 20.1.b) del Código Civil, Ley 36/2002 
en fecha 9 de marzo de 2007, y posteriormente por opción a la nacionalidad española 
de origen, en virtud de lo dispuesto en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 el día 29 de julio de 2010, en ambos casos, cuando el 
solicitante ya era mayor de edad por lo que no queda establecido que en el interesado 
concurran los requisitos establecidos en la directriz sexta de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 en especial en lo que se refiere a estar sujeto a la patria potestad 
de un español.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar dos opciones 
consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción 
por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la 
nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse 
en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, 
a su vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró 
en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente adquiere la nacionalidad española tanto por el ejercicio 
de la opción en virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil, Ley 36/2002 en fecha 9 de 
marzo de 2007, y posteriormente según lo dispuesto en el apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 el día 29 de junio de 2010, el ahora 
optante, nacido el 14 de enero de 1969, había alcanzado ya su mayoría de edad, por 
lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, 
sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos de abuelo o abuela originaria-
mente español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado primero de 
la disposición adicional séptima.

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad española «de 
origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción prevista 
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en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión 
de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por el apartado 
primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre hubiese 
sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito lo cumple 
sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del padre o 
madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de origen, 
aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al 
nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente que 
ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma intro-
ducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción como 
vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, en 
supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la patria 
potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido fuera de 
España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa en dicha 
reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario para la 
adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 del artículo 
22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar que la Ley 
51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la 
doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española «de origen» 
adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. Esto fue lo que 
hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero menor de dieciocho 
años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando 
cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo para especificar 
que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento del adoptado, 
éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
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ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «…que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.
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IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción- con efectos de nacionalidad 
de origen-, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».
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Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles», beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).
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Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2.º de la misma 
disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 n.º 2, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por 
Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que originaria-
mente hubieran sido españoles.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (32ª)
VII.2.1 Cancelación de inscripción

Procede la cancelación de la inscripción española de nacimiento de la interesada, una 
vez acreditado que no se cumplían los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre cancelación total de la inscripción española de nacimiento 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 21 de septiembre de 2011, dictado por el encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba) se reconoció la opción por 
la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 a D.ª O-C. P. C., nacida el 16 de 
julio de 1960 en M., H. (Cuba), hija de don V-R. P. M. y de D.ª N-M. C. V., naturales de 
Cuba.

Se aportó al expediente, entre otros, la siguiente documentación: hoja declaratoria de 
datos; certificado literal cubano de nacimiento de la interesada; certificado literal y en 
extracto de nacimiento de la abuela paterna de la solicitante, doña M-C. M. G., nacida 
el 15 de abril de 1907 en C., Málaga; certificado local de nacimiento de la progenitora; 
certificado local de nacimiento del progenitor, en el que consta que nació el 24 de 
octubre de 1932 en M., Las Villas (Cuba) y certificado local de matrimonio de los pro-
genitores. Consta en las actuaciones que el padre de la interesada recuperó la nacio-
nalidad española con efectos de 7 de noviembre de 2001.

2. Por providencia dictada el 18 de mayo de 2012 por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación total de la inscripción de nacimiento 
de la interesada, ya que ha tenido acceso al Registro Civil Consular en virtud de «título 
manifiestamente ilegal», dado que no ha quedado establecido que el padre de la inscrita 
haya sido originariamente español y, por tanto, no cumple con los requisitos establecidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, toda vez 
que, en la certificación consular de nacimiento de una tía paterna de la solicitante, 
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consta el matrimonio de los padres de ésta, abuelos paternos de la interesada, forma-
lizado en 1927. De este modo, al tratarse de un matrimonio de una ciudadana española 
con un ciudadano cubano, la abuela paterna de la interesada habría perdido la nacio-
nalidad española de origen por aplicación del artículo 22 del Código Civil en su redacción 
de 1889.

3. Dado que la interesada se encontraba de baja en el registro de matrícula consular 
por residencia en Estados Unidos, se fijó en el Tablón de Anuncios con fecha 22 de mayo 
de 2012, el Edicto correspondiente a la cancelación, dando por finalizado el plazo de 
publicación del citado Edicto en fecha 6 de junio de 2012. No consta en el expediente 
que la promotora formulara alegaciones al inicio del expediente de cancelación.

4. Con fecha 8 de junio de 2012, el canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 499, página 147, 
número 74 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil, se estima 
que procede la cancelación solicitada.

5. Por auto de fecha 11 de junio de 2012, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) acuerda que, por inscripción marginal procede se cancele 
totalmente la inscripción de nacimiento de la interesada que figura en el tomo 499, 
página 147, número 74 de dicho Registro Civil Consular, por haberse practicado basán-
dose en «título manifiestamente ilegal», y que dicha inscripción deberá ser cancelada 
mediante una cruz de distinto color que figurará en la inscripción.

6. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente, alegando que formuló su solicitud de 
opción a la nacionalidad española como nieta de abuela originariamente española y no 
por la vía de su progenitor. Aporta, entre otros, un acta de conservación de la nacionalidad 
española, levantada en el Registro Civil Consular de España en Miami, Florida, Estados 
de Unidos de América, de fecha 5 de marzo de 2018, al haber adquirido la nacionalidad 
estadounidense el 19 de junio de 2015 por motivos de emigración.

7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, el encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC) y la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95. 2.º de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 
297.3.º del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª 
de septiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de 
septiembre de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de noviembre de 2008 y 14 de febrero de 
2009.
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II. Se pretende por la promotora, nacida el 16 de julio de 1960 en Marianao, La Habana 
(Cuba), que se deje sin efecto el auto que establece la cancelación total de la inscripción 
española de su nacimiento, al no quedar acreditado que el padre de la inscrita haya 
sido originariamente español y concurrir los requisitos establecidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. La declaración de 
nacionalidad fue efectuada por auto dictado por el Consulado General de España en 
La Habana (Cuba). Posteriormente, por providencia dictada por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya 
de oficio expediente gubernativo para proceder a la cancelación total de la inscripción 
de nacimiento de la interesada, ya que ha tenido acceso al Registro Civil Consular en 
virtud de «título manifiestamente ilegal», dado que no ha quedado establecido que el 
padre de la inscrita haya sido originariamente español y, por tanto, no cumple con los 
requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, toda vez que, en la certificación consular de nacimiento de una tía 
paterna de la solicitante, consta el matrimonio de los padres de ésta, abuelos paternos 
de la interesada, formalizado en 1927, por lo que, al tratarse de un matrimonio de una 
ciudadana española con un ciudadano cubano, la abuela paterna de la interesada, 
habría perdido la nacionalidad española de origen por aplicación del artículo 22 del 
Código Civil en su redacción de 1889.

Dicho expediente finalizó por auto por el que se acordó la cancelación total de la ins-
cripción de nacimiento española de la interesada. Frente a dicho auto se interpone 
recurso por la promotora, que es el objeto del presente expediente.

III. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente expediente, consta una certificación consular de nacimiento de una tía 
paterna de la solicitante, hermana de su progenitor, en la que se hace constar que los 
padres de la inscrita (abuelos paternos de la interesada), formalizaron matrimonio en 
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1927. De este modo, de acuerdo con lo establecido en el art.º 22 del Código Civil en su 
redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1899, vigente en dicha fecha, «la 
mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido», por lo que la abuela 
paterna de la solicitante adquiere la nacionalidad cubana y pierde la española en 1927, 
fecha en la que contrae matrimonio con ciudadano natural de Cuba. Por tanto, su hijo, 
progenitor de la interesada, nacido el 24 de octubre de 1932 en Manicaragua, Las Villas 
(Cuba), no es originariamente español.

De acuerdo con el informe emitido por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana, con fecha 5 de septiembre de 2012 se canceló la nota 
marginal de recuperación de la nacionalidad española del progenitor de la interesada.

IV. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que su padre fuera originariamente 
español, por lo que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, para optar a la nacionalidad 
española de origen, por lo que procede la cancelación total de la inscripción de nacimiento 
española de la interesada.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 12 de julio de 2022 (34ª)
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad

Resulta procedente la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española con 
valor de simple presunción en la inscripción de la nacida en España en 1975, hija de 
padre de nacionalidad dominicana y nacido en República Dominicana y de madre de 
nacionalidad española y nacida en Barcelona, una vez acreditado que no se cumplían 
los presupuestos para la aplicación del artículo 17.2 y 17.3 del Código Civil según 
redacción por ley de 16 de julio de 1954.

En el expediente sobre cancelación de anotación marginal de la declaración de nacio-
nalidad española con valor de simple presunción, remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en Santo Domingo (República 
Dominicana).
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HECHOS

1. Por providencia de fecha 29 de octubre de 2018 dictada por el encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en Santo Domingo (República Dominicana), se 
declara que procede instruir expediente gubernativo para la cancelación de la anotación 
marginal de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción, amparo 
del artículo 17 del Código Civil, en la inscripción española de nacimiento de D.ª E. M. 
B., nacida el 8 de abril de 1975 en Barcelona, hija de don E-M. M. M., nacido en República 
Dominicana, de nacionalidad dominicana y de D.ª R-M. B. S., nacida en Barcelona, de 
nacionalidad española, por cuanto que, desde su nacimiento la interesada tiene atribuida 
la nacionalidad dominicana del padre, de conformidad con la legislación dominicana 
vigente (artículo 11 de la Constitución dominicana de 1966) y la española de su madre, 
según el art.º 17.3 CC, redacción por ley de 15 de julio de 1954.

Los padres de la interesada, solteros en la fecha del nacimiento de la promotora, con-
trajeron matrimonio el 15 de noviembre de 1975, encontrándose inscrito el mismo en 
el Registro Civil de Barcelona.

2. La interesada comparece el 29 de octubre de 2018 en el Consulado de España en 
Santo Domingo y firma un escrito por el que se ratifica en su solicitud de que sea can-
celada la anotación marginal de nacionalidad española de origen con valor de simple 
presunción al amparo de lo dispuesto en el artículo 17.3 del Código Civil, que consta en 
su inscripción española de nacimiento y el órgano en funciones de Ministerio Fiscal 
emite informe en dicha fecha, declarando que procede acceder a la solicitud de la 
interesada.

3. Por auto de fecha 29 de octubre de 2018 dictado por el encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en Santo Domingo, se acuerda que por inscripción 
marginal procede acceder a lo solicitado por la interesada y cancelar la anotación 
marginal de nacionalidad española de origen con valor de simple presunción al amparo 
del artículo 17 CC que consta en la inscripción de nacimiento de la promotora, dado 
que desde el momento de su nacimiento tenía atribuida la nacionalidad dominicana de 
su padre y la española de origen por su madre, en este caso, al cumplir los requisitos 
establecidos en el artículo 17.3 CC en su redacción de 1954.

Remitidas las actuaciones al Registro Civil de Barcelona, en el que consta inscrito el 
nacimiento de la interesada, por auto de fecha 1 de agosto de 2019 dictado por el 
encargado, se acuerda la práctica de una nueva inscripción de nacimiento de la intere-
sada, como consecuencia de que, al solicitar la certificación literal de la inscripción 
practicada en el tomo 1537, página 455, aparecen datos de una persona distinta a la 
interesada, procediéndose a cancelar el folio registral obrante en el tomo 1537, página 
455 de forma manual, ya que no resultaba posible por el sistema Inforeg y acordando 
se practique nueva inscripción con los datos que constan en la inscripción principal, la 
nota marginal referente al matrimonio y la inscripción marginal de modificación del 
nombre del padre de la inscrita, y que no procede la inscripción marginal c) que hubiere 
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de cancelarse posteriormente por el motivo de que la interesada ostentaba la nacionalidad 
española de origen.

En la inscripción marginal c) constaba que «por auto de fecha 5 de marzo de 1985, de 
este Registro Civil, dictado en expediente 954/84 se aprueba dicho expediente de 
declaración con valor de simple presunción respecto de la nacionalidad española de la 
inscrita, R-E. M. y B., expediente promovido por los padres de la misma, con fundamento 
de que las leyes dominicanas aplicables al padre de la inscrita, no concede a los hijos 
la nacionalidad de éste».

4. Notificado el auto dictado por el encargado del Registro Civil Consular de España en 
Santo Domingo, la interesada interpone recurso, actuando a través de representación, 
ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, indicando que la resolución impugnada 
adolece de múltiples contradicciones, dado que se indica que la interesada tenía atribuida 
la nacionalidad española de origen y cumplía los requisitos del artículo 17.3 CC, que se 
refiere al caso en que ambos progenitores son extranjeros, cuando su madre es española, 
de acuerdo con el certificado de nacimiento que se aporta y, por otra parte, tampoco 
es cierto que la interesada tuviera atribuida la nacionalidad dominicana desde su 
nacimiento, dado que la adquirió por opción cuando accedió a la mayoría de edad en 
1996, aportándose el documento relativo a dicha adquisición. Por otra parte, alega que 
en el auto se indica que el expediente se inició a instancias de la interesada, cuando lo 
cierto es que fue el personal del Registro Civil consular quién instó de oficio la apertura 
del expediente, por lo que solicita la anulación del auto apelado.

5. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a 
las pretensiones de la interesada en fecha 11 de febrero de 2020, y el encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en Santo Domingo se ratifica en la 
decisión acordada y remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos el artículo 17 del Código Civil, redacción por Ley de 16 de julio de 1954; 96 de 
la Ley del Registro Civil; 66, 335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; 7 de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño; Instrucción de 28 de 
marzo de 2007, sobre competencia de los registros civiles municipales y demás reglas 
relativas los expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, Anexo 2, letra e); la Circular de 16 de Diciembre de 2008, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, y las resoluciones, entre otras, de 17-2.ª de 
noviembre de 2001 y 5-4.ª de febrero, 17-2.ª de abril, 20-5.ª de mayo, 10-4.ª y 5.ª de 
junio y 16-7.ª de septiembre de 2002; 30-3.ª de noviembre de 2004; 16-1.ª de marzo, 
27-3.ª de mayo y 23-2.ª de diciembre de 2005; 18-2.ª de abril, 5-2.ª y 19-1.ª de octubre 
y 8-5.ª de noviembre de 2006; 11-2.ª y 14-4.ª de enero de 2007; 3-6.ª de Marzo de 
2008.
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II. Se pretende por la promotora, nacida en 1975 en Barcelona, hija de madre de nacio-
nalidad española y de padre de nacionalidad dominicana, que se deje sin efecto el auto 
dictado por el encargado del Registro Civil Consular de España en Santo Domingo que 
establece que procede cancelar la anotación marginal de nacionalidad española de 
origen con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC que consta en su 
inscripción de nacimiento de la interesada considerando que desde el momento de su 
nacimiento tenía atribuida la nacionalidad dominicana de su padre y la española de 
origen por su madre, en este caso, al cumplir los requisitos establecidos en el artículo 
17.3 CC en su redacción de 1954. Frente a dicho auto se interpone recurso por la pro-
motora que es el objeto del presente expediente.

III. En primer lugar, en relación con la alegación de la promotora en su escrito de recurso, 
en el que indica que indica que no es cierto que el expediente se iniciara a instancia 
suya, sino de oficio por el Registro Civil Consular, se indica que, si bien no consta en el 
expediente solicitud formulada por la interesada, con fecha 29 de octubre de 2018 la 
recurrente comparece ante el Cónsul Adjunto del Registro Civil del Consulado General 
de España en Santo Domingo y se «ratifica en su solicitud de que sea cancelada la 
anotación marginal de nacionalidad española de origen con valor de simple presunción, 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 17.3 del Código Civil, en su inscripción de 
nacimiento, obrante en la sección 1.ª del Registro Civil de Barcelona, al tomo 01537, 
página 455, por cuanto desde el momento de su nacimiento tiene atribuida la naciona-
lidad dominicana de su padre».

IV. De acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Código Civil, según la redacción 
establecida por ley de 16 de julio de 1954, vigente en la fecha de nacimiento de la 
interesada, son españoles «2. Los hijos de madre española, aunque el padre sea 
extranjero, cuando no sigan la nacionalidad del padre» y «3. Los nacidos en España de 
padres extranjeros, si éstos hubieran nacido en España y en ella estuviesen domiciliados 
al tiempo del nacimiento».

V. Dado que la madre de la interesada, nacida en Cádiz el 22 de noviembre de 1937, 
ostentaba la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hija, no procede 
la aplicación a la promotora del artículo 17.3 del Código Civil según redacción por ley 
de 16 de julio de 1954, que se encuentra referido al supuesto de padres extranjeros, 
que hubieran nacido en España y se encontrasen allí domiciliados en el momento del 
nacimiento.

VI. Para determinar si la interesada adquirió la nacionalidad española de origen en virtud 
del artículo 17.2 del Código Civil, de acuerdo con la redacción establecida por ley de 16 
de julio de 1954, procede analizar la legislación dominicana en materia de nacionalidad 
en dicha fecha. Así, de acuerdo con el artículo 11.3 de la Constitución Política de la 
República Dominicana de 1966, son dominicanos «todas las personas nacidas en el 
extranjero de padre o madre dominicanos, siempre que, de acuerdo con las leyes del 
país de su nacimiento, no hubieren adquirido una nacionalidad extraña, o que, en caso 
de haberla adquirido, manifiesten, por acto ante un oficial público remitido al Poder 
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Ejecutivo, después de alcanzar la edad de diez y ocho años, su voluntad de optar por 
la nacionalidad dominicana».

De este modo, dado el carácter subsidiario de la atribución iure soli de la nacionalidad 
española y la preferencia para el legislador español del ius sanguinis sobre el iure soli, 
hay que concluir que la interesada adquirió al nacer la nacionalidad dominicana y que 
no adquirió la nacionalidad española en virtud del art.º 17.2 del Código Civil según 
redacción establecida por ley de 16 de julio de 1954.

VII. De lo anteriormente indicado se desprende que la promotora no ostentó la nacio-
nalidad española de origen en virtud del artículo 17.2 del Código Civil, ni tampoco 
resultaba procedente la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción en virtud del artículo 17.3 del Código Civil, que le fue reconocida por auto 
de fecha 5 de marzo de 1985 dictado por el Registro Civil de Barcelona. Por tanto, es 
acorde a derecho la cancelación de la anotación marginal de nacionalidad española de 
origen con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC que consta en la 
inscripción de su nacimiento, quedando a salvo que pueda inscribirse el nacimiento de 
la recurrente en el Registro Civil español, por afectar el hecho al estado civil, a la relación 
materno-filial respecto de un español, pero en tal caso habría de hacerse constar 
expresamente en el asiento que no está acreditada conforme a Ley la nacionalidad 
española de la nacida (cfr. art. 66 «fine» RRC).

Por último, se indica que la promotora podrá, si a su derecho conviene, adquirir la 
nacionalidad española de acuerdo con las formas establecidas en el Código Civil, bien 
por la consolidación de dicha nacionalidad española, en caso de reunir los requisitos 
establecidos en el artículo 18 del Código Civil; optar por la nacionalidad española en 
virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil como hija de madre originariamente española 
y nacida en España o adquirir la nacionalidad española por residencia en el plazo 
abreviado de un año establecido para los nacidos en España en el artículo 22.2.a) del 
Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto por la promotora y confirmar el auto apelado en el sentido de que 
a la interesada no le corresponde la nacionalidad española con valor de simple presunción 
en virtud del artículo 17.3 del Código Civil, según la redacción establecida por ley de 16 
de julio de 1954, ni tampoco en virtud del artículo 17.2 de dicho texto legal, resultando 
procedente la cancelación de la anotación marginal de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 del Código Civil que consta en 
la inscripción de nacimiento de la interesada, quedando a salvo la inscripción del 
nacimiento de la recurrente en el Registro Civil español, por afectar el hecho al estado 
civil, a la relación materno-filial respecto de un español, pero en tal caso habría de 
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hacerse constar expresamente en el asiento que no está acreditada conforme a Ley la 
nacionalidad española de la nacida.

Madrid, 12 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Santo Domingo (República 
Dominicana).

Resolución de 19 de julio de 2022 (27ª)
VII.2.1 Cancelación de anotación marginal de nacionalidad

Procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española de origen por 
opción en la inscripción de la interesada, una vez acreditado que no se cumplían los 
presupuestos establecidos en el apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007.

En el expediente sobre cancelación de la inscripción marginal de nacionalidad remitido 
a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada 
contra auto de la Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 24 de abril de 2009, dictado por la Encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba) se declaró la nacionalidad española de origen, 
en virtud de lo establecido en el apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007 a doña E. B. L., nacida el 22 de noviembre de 1946, en C., Matanzas (Cuba), 
hija de J. B. L. y de F.-E. L. V., nacidos en Cuba.

Se aportó al expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos, en la 
que manifiesta que sus progenitores nacieron en Cuba en 1917, el padre y 1922, la 
madre, casados en 1943, carné de identidad cubano y certificado literal cubano de 
nacimiento de la interesada, inscrita en 1964, 17 años después de su nacimiento, se 
hace constar que su abuelo materno es natural de España, literal de inscripción de 
nacimiento española de la madre de la interesada, Sra. L. V., inscrita en el Registro Civil 
consular de La Habana, hija de M. L. G., nacido en V. (Lugo) en 1895, de estado civil 
casado y nacionalidad española y de Silvia María Valdovinos Suárez, nacida en M. 
(Matanzas) en 1903, de estado civil casada y de nacionalidad cubana, casados en 1919 
en C. (Cuba), con marginal de recuperación de la nacionalidad española con fecha 28 
de febrero de 2007, certificado no literal de matrimonio de los padres de la promotora 
y documento expedido por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en 
2007, relativo a que el Sr. L. G. estaba inscrito en el Registro de Extranjeros en Cárdenas 
a los 40 años, es decir 1935, y de estado civil soltero, dato que no se corresponde con 
su matrimonio en Cuba en 1919.

El Registro Civil consular tuvo conocimiento, por la tramitación de un expediente de 
nacionalidad de un familiar directo de la interesada, que, en la inscripción literal de 
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nacimiento española del abuelo materno, Sr. M. L. G., constaba una inscripción marginal 
de declaración de fallecimiento del mismo, por auto del Juzgado de Primera Instancia 
de Viveiro de 19 de julio de 1957, que establecía que debía tenerse por fallecido al 
inscrito desde enero de 1931. Consta copia del documento en el expediente.

2. Por providencia dictada el 29 de octubre de 2015 por la Encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que en aplicación del principio 
de concordancia entre el Registro Civil y la realidad extrarregistral procede se instruya 
de oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de la Sra. B. L., ya que ha tenido acceso al citado Registro 
Civil Consular en virtud de «título manifiestamente ilegal», dado que no ha quedado 
establecido que la padre de la inscrita haya sido originariamente española, habida 
cuenta que los documentos aportados por la interesada para acreditar la nacionalidad 
española de su abuelo cuando nació su hija y madre de la interesada, establecían que 
constaba inscrito como extranjero en Cuba en 1935, cuando constaba fallecido en 
España en 1931, según inscripción marginal en al principal de su nacimiento en la 
provincia de Lugo.

3. Se citó a la interesada para que compareciera el día 8 de febrero de 2016, habiéndose 
personado la Sra. B. L., según diligencia que consta en el expediente, por lo que se 
practicó la correspondiente comunicación del inicio del expediente de cancelación de 
la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen, formulando la 
interesada escrito de alegaciones, aportando documentos que fueron tenidos en cuenta 
en la tramitación del expediente de recuperación de la nacionalidad de su progenitora, 
manifestando que su abuelo materno llegó a Cuba en 1911 y presenta certificado no 
literal de defunción del precitado, fallecido en Cuba en 1988, documento de las auto-
ridades cubanas de inmigración y extranjería, relativo a la inscripción en el Registro de 
Ciudadanía de la Carta que se la otorgaba al Sr. L. G. el 26 de marzo de 1947, certificación 
literal de ciudadanía del precitado, certificado no literal de matrimonio de los abuelos 
maternos, certificado literal de nacimiento de la madre de la interesada, inscrita por su 
padre en 1930.

4. Consta también literal de inscripción de nacimiento en el Registro Civil consular de 
la madre de la interesada, Sra. L. V., con marginal de que por auto de fecha 27 de 
noviembre de 2015 se modifica el dato de la nacionalidad del padre de la inscrita, no 
es española, sino que debe señalarse que no consta y, por tanto, se cancela la inscripción 
marginal de recuperación porque no cumple los requisitos del art. 26 el Código Civil.

5. Con fecha 14 de marzo de 2016, la Canciller de la Embajada de España en La Habana 
(Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe por el que considera que, 
examinados los documentos que obran en el legajo del Tomo 275, Página 33, N.º 17 
de la Sección de Nacimientos que se lleva en dicho Registro Civil Consular, se estima 
que procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos establecidos 
en el apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007.
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6. Con fecha 15 de marzo de 2016, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta Auto, por el que se acuerda que se proceda a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de doña E. B. L., habién-
dose practicado incorrectamente por basarse en título manifiestamente ilegal, ya que 
consta que el abuelo de la inscrita, Sr. L. G., fue declarado legalmente fallecido en 
España en 1957 con efectos de 1931, fecha anterior a la inscripción de éste en el 
Registro de Extranjeros cubano, 1935, aportada para acreditar que mantenía su nacio-
nalidad española de origen, por lo que no ha quedado demostrado que su progenitora, 
Sra. L. V., haya sido originariamente española y por tanto no se cumple con los requisitos 
establecidos en el apartado 1.º de la disposición adicional 7.º de la Ley 52/07.

7. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que todos los documentos presentados son legítimos y 
perfectamente comprobables, que lo que no es correcta ni debe ser tenida en cuenta 
es la anotación de la fecha de fallecimiento en España de su abuelo materno, ya que 
en 1931 éste llevaba en Cuba veinte años, se había casado en 1919 y ya había nacido 
su hija y madre de la interesada, por lo que solicita que se anule esa declaración de 
fallecimiento y se revoque la cancelación de su nacionalidad.

8. Previo informe desfavorable del Canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
se ratifica en la decisión acordada y remite el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para su resolución, junto con el preceptivo informe en el sentido de que hay una 
contradicción entre el Registro Civil español y el cubano respecto al fallecimiento del 
abuelo materno de la interesada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se pretende por la interesada, que se deje sin efecto el auto que establece la cance-
lación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen en su 
inscripción de nacimiento española, al no cumplir los requisitos establecidos en el 
apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007. La declaración de nacio-
nalidad fue efectuada por auto dictado por el Registro Civil consular de España en La 
Habana (Cuba). Posteriormente, por providencia dictada por la Encargada del citado 
Registro Civil, se establece que procede se instruya de oficio expediente gubernativo 
para la cancelación de la inscripción española de nacimiento de la interesada, dado 
que no ha quedado establecido que la madre de la inscrita haya sido originariamente 
española, al constar que el padre de la misma y abuelo de la recurrente fue declarado 
fallecido por autoridad judicial española con efectos de enero de 1931, por lo que no 
puede estimarse debidamente acreditada la relación de filiación y la nacionalidad 
española de origen de la madre de la interesada, por lo que no se cumplen los requisitos 
establecidos en el apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007. Dicho 
expediente finalizó por Auto por el que se acordó la cancelación de la inscripción marginal 
de opción a la nacionalidad española de origen en la inscripción de nacimiento española 
de la interesada.

III. La resolución apelada basa la cancelación practicada, en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, por no haber quedado establecido que en la misma concurran los requisitos 
exigidos en el apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, especial-
mente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitora, posición que el órgano en funciones del Ministerio Fiscal comparte en 
su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de opción a 
la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español». Se exige, en este caso, que el progenitor de la optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria ya que 
su padre y abuelo materno de la interesada, fue declarado legalmente fallecido con 
anterioridad a su inscripción en el Registro cubano de extranjeros, producida en 1935, 
documento que se aportó para acreditar que mantenía la nacionalidad española en 
1922 cuando nació su hija y madre de la promotora, por ello en la inscripción española 
de nacimiento de ésta se llevó a cabo inscripción marginal de cancelación de la recu-
peración de la nacionalidad española inscrita por auto de 27 de noviembre de 2015 y 
de corrección de datos de la inscripción principal de nacimiento en cuanto a la nacio-
nalidad del padre, que no consta acreditada; por lo que no puede entenderse cumplido 
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uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (32ª)
VII.2.1 Cancelación de inscripción

Procede la cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española 
de origen de la interesada, una vez acreditado que no se cumplían los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre cancelación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad 
española de origen de la interesada por la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto de la 
encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 17 de noviembre de 2009, dictado por la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba) se reconoció la opción por 
la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 a doña T.-J. C. G., nacida el 15 
de febrero de 1948 en D., H. (Cuba), hija de don A. C. V. y de doña S. G. M., nacidos en 
Cuba y de nacionalidad cubana.

Se aportó al expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet 
de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento de la interesada; certificado 
literal cubano de nacimiento de la progenitora, en el que consta que nació el 19 de junio 
de 1916 en H. y que es hija de don M. G. M., natural de España; certificado español de 
bautismo de M.-J. G. M., en el que consta que nació el 14 de noviembre de 1869 en M.; 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno, en los que consta que no 
se encuentra inscrito en el registro de extranjeros y que, consta en el registro de ciuda-
danía, la inscripción en fecha 16 de agosto de 1916, orden 2162, folio 275, libro 4, de 
la carta de ciudadanía otorgada al abuelo materno natural de España, a tenor de lo 
establecido en el inciso 4.º, artículo 6 de la Constitución de la República de Cuba, vigente 
cuando se ejecutó el acto y certificado literal cubano de defunción de la madre de la 
interesada.

Consta en el expediente otro documento aportado por familiares de la solicitante, en el 
que se certifica la inscripción en fecha 16 de marzo de 1911 de la carta de ciudadanía 
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otorgada al abuelo materno de la interesada, orden 2162, folio 275, libro 4, natural de 
España, con 40 años en la fecha de expedición, a tenor de lo establecido en el inciso 
4.º, artículo 6 de la Constitución de la República de Cuba, vigente cuando se ejecutó el 
acto.

2. Por providencia dictada el 5 de febrero de 2018 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de origen en la partida de nacimiento de la interesada, ya 
que ha tenido acceso al Registro Civil Consular en virtud de título manifiestamente ilegal, 
dado que consta un certificado del registro de ciudadanía expedido por la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del MININT, donde se consigna que el abuelo materno optó 
por la ciudadanía cubana en 1916, en virtud del inciso 4, artículo 6.º de la Constitución 
de la República de Cuba vigente cuando se ejecutó dicho acto, por lo que no se encontraba 
inscrito en el Registro General de Españoles y, adicionalmente, consta en otro certificado, 
en el que se indica que el citado abuelo materno optó por la ciudadanía cubana en el 
año 1911, anterior al nacimiento de su hija y madre de la interesada. De lo anteriormente 
indicado, no ha quedado demostrado que la madre de la solicitante haya sido origina-
riamente española y, por tanto, no cumple los requisitos establecidos en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Citada la interesada, comparece en fecha 20 de abril de 2018 en las dependencias 
del registro civil consular y se le informa del inicio del expediente de cancelación de la 
inscripción marginal de opción a la nacionalidad española en su inscripción de nacimiento. 
No consta en el expediente que la promotora formulara alegaciones al inicio del expediente 
de cancelación.

4. Con fecha 23 de abril de 2018, el canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 308, página 427, 
número 214 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil, se estima 
que procede la cancelación solicitada.

5. Por auto de fecha 24 de abril de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) acuerda que procede la cancelación de la inscripción 
marginal de opción a la nacionalidad española de origen de la interesada, por haberse 
practicado basándose en «título manifiestamente ilegal», y que dicha inscripción deberá 
ser cancelada mediante una cruz de distinto color que figurará en dicha inscripción.

6. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente. Aporta, entre otros, certificado expedido 
por la Directora General del Archivo Nacional de la República de Cuba, en el que se hace 
constar, a la vista del Fondo Lista de Pasajeros de la Capitanía del Puerto, la entrada al 
país de J. G. en fecha 31 de mayo de 1905.
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7. Previo informe desfavorable del canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de Ministerio Fiscal, el encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto 
con informe desfavorable a su estimación.

8. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita se requiera a la intere-
sada, a fin de que aporte nueva documentación legalizada, en particular, carta de ciu-
dadanía cubana otorgada a su abuelo materno y/o documentos de inmigración y 
extranjería del mismo, en los que se acredite la fecha de inscripción en el Registro de 
Ciudadanía de la carta de ciudadanía cubana del abuelo.

Atendiendo a lo solicitado, se aporta un certificado de fecha 9 de noviembre de 2021, 
expedido por la Dirección de Identificación, Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano, en el que se indica que, el ciudadano español M.-J.-M. G. M., no consta 
inscrito en el registro de ciudadanía.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC) y la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95. 2.º de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 
297.3.º del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1.ª 
de septiembre de 2001; 5-2.ª de octubre de 2004; 9-6.ª y 22-1.ª de mayo y 21-4.ª de 
septiembre de 2007; 6-7.ª de mayo y 27-5.ª de noviembre de 2008 y 14 de febrero de 
2009.

II. Se pretende por la promotora, nacida el 15 de febrero de 1948 en D., H. (Cuba), que 
se deje sin efecto el auto que establece la cancelación de la inscripción marginal de 
opción a la nacionalidad española de origen en el Registro Civil español, al no concurrir 
los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por 
el Consulado General de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, por providencia 
dictada por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), 
se establece que procede se instruya de oficio expediente gubernativo para proceder a 
la cancelación de la inscripción marginal de nacionalidad española de origen de la 
interesada, ya que tuvo acceso al registro civil en virtud de título «manifiestamente 
ilegal», no quedando establecido que la madre de la inscrita haya sido originariamente 
española y, por tanto, no se cumplen los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Dicho expediente finalizó por 
auto por el que se acordó la cancelación de la inscripción marginal de nacionalidad 
española de origen de la interesada. Frente a dicho auto se interpone recurso por la 
promotora, que es el objeto del presente expediente.

III. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En este caso, la interesada aportó junto con su solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen, documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno, en 
los que consta en el Registro de Ciudadanía, la inscripción en fecha 16 de agosto de 
1916, orden 2162, folio 275, libro 4, de la carta de ciudadanía otorgada al abuelo 
materno natural de España, a tenor de lo establecido en el inciso 4.º, artículo 6 de la 
Constitución de la República de Cuba, vigente cuando se ejecutó el acto. De acuerdo 
con este documento, la adquisición de la nacionalidad cubana por el abuelo materno 
se produce con posterioridad al nacimiento de su hija, madre de la interesada, hecho 
que se produce el 19 de junio de 1916.

Por otra parte, consta en las actuaciones, otro documento aportado por familiares de 
la solicitante, en el que se certifica la inscripción en fecha 16 de marzo de 1911 de la 
carta de ciudadanía otorgada al abuelo materno de la interesada, orden 2162, folio 
275, libro 4, natural de España, con 40 años en la fecha de expedición, a tenor de lo 
establecido en el inciso 4.º, artículo 6 de la Constitución de la República de Cuba, vigente 
cuando se ejecutó el acto. De acuerdo con este documento, el abuelo materno adquirió 
la nacionalidad cubana en 1911, con anterioridad al nacimiento de su hija, madre de 
la interesada, hecho que se produce el 19 de junio de 1916.

Requerida la interesada en vía de recurso, a fin de que aporte nueva documentación 
que permita aclarar las contradicciones existentes en los documentos de inmigración 
y extranjería de su abuelo materno, se aporta un certificado de fecha 9 de noviembre 
de 2021, expedido por la Dirección de Identificación, Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano, en el que se indica que el abuelo materno no consta 
inscrito en el registro de ciudadanía, documentación que no aclara las contradicciones 
que constan en el expediente.

IV. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la progenitora de la optante 
ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
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los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, para optar a la nacionalidad española de origen, por lo que procede la 
cancelación de la inscripción marginal de nacionalidad española del promotor.

Asimismo, se informa a la interesada que el artículo 22.2.d) del Código Civil establece 
que, para la concesión de la nacionalidad española por residencia, bastará el tiempo 
de residencia de un año, para el que al tiempo de la solicitud llevare un año casado con 
español o española y no estuviere separado legalmente o de hecho.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 616 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

VIII  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES 

VIII  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES 

VIII.3  ARCHIVO DEL EXPEDIENTE

VIII.3.1  CADUCIDAD POR INACTIVIDAD DEL PROMOTOR. ART. 354 RRC

Resolución de 8 de julio de 2022 (33ª)
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 35 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don J.-J. D. D., ciudadano cubano, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta en apoyo de su solicitud como 
documentación: Anexo I de fecha 14 de noviembre de 2011; hoja declaratoria de datos 
en la que manifiesta que es hijo de don J. D. G., nacido en Cuba en 1914. Se hizo al 
interesado un primer requerimiento para que aportara la documentación que faltaba, 
sin embargo, el interesado no atendió al requerimiento.

2. Con fecha 5 de octubre de 2018, se notifica al interesado un segundo requerimiento 
de la documentación necesaria para completar su expediente, en particular, certificados 
literales de nacimiento del promotor y del progenitor debidamente legalizados, certificado 
de nacimiento o bautismo del abuelo del interesado, documentos de inmigración y extran-
jería del abuelo paterno.

3. Con fecha 21 de junio de 2019, la Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 
354 RRC la caducidad del expediente, previa citación al promotor, dado que habiendo 
transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento de 5 de 
octubre de 2018, el interesado no ha aportado ninguno de los documentos requeridos.

4. Por providencia de fecha 26 de junio de 2019 del Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
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declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar al promotor 
para notificarle el inicio de la caducidad de su expediente.

El interesado comparece en las dependencias del registro civil consular en fecha 28 de 
junio de 2019 y se le notifica la providencia de inicio del expediente de caducidad, 
informándole que contra la citada providencia cabía la interposición de recurso de 
reposición ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de cinco días hábiles, 
en virtud de los artículos 451 y 452 LEC. Consta en las actuaciones la interposición de 
recurso de reposición por el promotor.

5. Por auto de fecha 8 de julio de 2019 dictado por el Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del expediente 
seguido a instancia del interesado, por haber transcurrido más de tres meses desde la 
práctica del requerimiento notificado al promotor.

6. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que no disponía de la documentación necesaria al tener que 
subsanar errores en los documentos, aportando con el recurso certificado de nacimiento 
del recurrente, partida de bautismo del progenitor y certificación local de destrucción del 
asiento registral donde obraba la inscripción de nacimiento del progenitor y certificaciones 
positiva de extranjería y negativa de ciudadanía de su abuelo paterno J.-M. D. D.

7. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación, ya que los documentos 
aportados no están debidamente legalizados.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 
de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011; 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 17-42.ª de febrero y 
26-57.ª de diciembre de 2014; 31-32.ª de julio, 11-29.ª y 25-20.ª de septiembre de 
2015; 13-41.ª y 43.ª de mayo de 2016; 24-12.ª de enero, 21-40.ª y 41.ª de abril y 13-29.º 
de octubre de 2017, y 9-18.ª de febrero de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1947 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
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o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, acompañándose 
como documentación solamente el carnet de identidad cubano del solicitante.

Requerido el promotor, una primera vez, a fin de que aportase la documentación necesaria 
para completar su expediente, el requerimiento no es atendido, por lo que se hizo un 
segundo requerimiento, que tampoco fue atendido, en el plazo de tres meses, por lo 
que el Canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones de 
Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 354 RRC la caducidad 
del expediente, previa citación al promotor.

Instruido el expediente de caducidad y notificado al interesado el inicio de éste, se 
interpone recurso de reposición en el plazo de cinco días.

Por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, se declara la caducidad del expediente seguido a instancia del interesado, 
por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento notificado 
al promotor. Frente a dicho auto se interpone recurso de apelación por el interesado, 
aportando como documentación certificado de nacimiento del recurrente, partida de 
bautismo del progenitor y certificación local de destrucción del asiento registral donde 
obraba la inscripción de nacimiento del progenitor y certificaciones positiva de extranjería 
y negativa de ciudadanía de su abuelo paterno J.-M. D. D.

III. Revisada la documentación aportada por el promotor en vía de recurso, se constata 
que ésta no está debidamente legalizada y falta documentación que acredite el origen 
español del abuelo como la certificación española de nacimiento o partida española de 
bautismo.

Por otra parte, los documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería aportados 
certifican que el abuelo paterno consta inscrito en el Registro de Extranjeros ….., pero 
no consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización, documentos que no permiten determinar que el citado abuelo siguiese 
ostentando la nacionalidad española en 1914, fecha de nacimiento del padre del 
recurrente. De este modo, a la vista de la documentación aportada en vía de recurso, 
no se considera fehacientemente acreditada la nacionalidad española de origen del 
padre del interesado.

IV. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el Ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(art. 354, párrafo tercero RRC).
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Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad se notificó al promotor la 
providencia del inicio del expediente de caducidad, y a la vista del recurso y que no se 
presenta por el interesado la totalidad de la documentación requerida, se dicta auto 
por el Encargado del Registro Civil por el que se declaró la caducidad del expediente. 
Frente a dicho auto se interpuso recurso por el interesado, alegando que hasta el 
momento no disponía de la documentación necesaria por razones ajenas a su voluntad, 
sin aportar la totalidad de la documentación exigida para acreditar el derecho de opción 
de la nacionalidad española de origen y la que aporta no está debidamente legalizada. 
Por tanto, no se consideran admisibles las alegaciones del recurrente, por lo que, 
acreditado el transcurso de más de tres meses desde la notificación del requerimiento 
de documentación a la promotora, con la consecuente paralización del procedimiento 
por causa de su inactividad, debe confirmarse en este caso el auto apelado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 8 de julio de 2022 (36ª)
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 35 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña J.-M. N. F., ciudadana cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta en apoyo de su solicitud como 
documentación: Anexo I de fecha 16 de noviembre de 2011; hoja declaratoria de datos 
en la que manifiesta que nació en 1964 y que es hija de don R.-J. N. H., nacido en Cuba 
en 1927, aporta certificaciones positiva de extranjería y negativa de ciudadanía del 
abuelo paterno M. N. R.. Se hizo a la interesada un primer requerimiento para que aportara 
la documentación que faltaba, sin embargo, el interesado no atendió al requerimiento.

2. Con fecha 8 de octubre de 2018, se notifica a la interesada un segundo requerimiento 
de la documentación necesaria para completar su expediente, en particular, certificados 
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literales de nacimiento de la promotora y del progenitor debidamente legalizados, cer-
tificado de nacimiento o bautismo del abuelo de la interesada, etc.

3. Con fecha 20 de junio de 2019, la Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 
354 RRC la caducidad del expediente, previa citación al promotor, dado que habiendo 
transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento de 8 de 
octubre de 2018, el interesado no ha aportado ninguno de los documentos requeridos.

4. Por providencia de fecha 25 de junio de 2019 del Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora 
para notificarle el inicio de la caducidad de su expediente.

La interesada comparece en las dependencias del registro civil consular en fecha 27 
de junio de 2019 y se le notifica la providencia de inicio del expediente de caducidad, 
informándole que contra la citada providencia cabía la interposición de recurso de 
reposición ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de cinco días hábiles, 
en virtud de los artículos 451 y 452 LEC. Consta en las actuaciones la interposición de 
recurso de reposición por el promotor.

5. Por auto de fecha 5 de julio de 2019 dictado por el Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del expediente 
seguido a instancia de la interesada, por haber transcurrido más de tres meses desde 
la práctica del requerimiento notificado a la promotora.

6. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública.

7. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación, ya que no ha aportado los 
documentos requeridos.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 
de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011; 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 17-42.ª de febrero y 
26-57.ª de diciembre de 2014; 31-32.ª de julio, 11-29.ª y 25-20.ª de septiembre de 
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2015; 13-41.ª y 43.ª de mayo de 2016; 24-12.ª de enero, 21-40.ª y 41.ª de abril y 13-29.º 
de octubre de 2017, y 9-18.ª de febrero de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1964 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, acompañándose 
como documentación solamente el carnet de identidad cubano de la solicitante.

Requerida la promotora, una primera vez, a fin de que aportase la documentación 
necesaria para completar su expediente, el requerimiento no es atendido, por lo que se 
hizo un segundo requerimiento, que tampoco fue atendido, en el plazo de tres meses, 
por lo que el Canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones 
de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 354 RRC la 
caducidad del expediente, previa citación a la promotora.

Instruido el expediente de caducidad y notificado al interesado el inicio de éste, se 
interpone recurso de reposición en el plazo de cinco días.

Por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, se declara la caducidad del expediente seguido a instancia de la intere-
sada, por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento 
notificado al promotor. Frente a dicho auto se interpone recurso de apelación por la 
interesada, no aportando nueva documentación.

III. Revisada la documentación aportada por la promotora en vía de recurso, se constata 
que ésta no ha aportado nueva documentación.

Por otra parte, los documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería aportados 
certifican que el abuelo paterno consta inscrito en el Registro de Extranjeros 297058, 
pero no consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana 
por naturalización, documentos que no permiten determinar que el citado abuelo siguiese 
ostentando la nacionalidad española en 1927, fecha de nacimiento del padre de la 
recurrente.

IV. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el Ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(artículo 354, párrafo tercero RRC).
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Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad se notificó al promotor la 
providencia del inicio del expediente de caducidad, y a la vista del recurso y que no se 
presenta por el interesado la totalidad de la documentación requerida, se dicta auto 
por el Encargado del Registro Civil por el que se declaró la caducidad del expediente. 
Frente a dicho auto se interpuso recurso por el interesado, alegando que hasta el 
momento no disponía de la documentación necesaria por razones ajenas a su voluntad, 
sin aportar la totalidad de la documentación exigida para acreditar el derecho de opción 
de la nacionalidad española de origen y la que aporta no está debidamente legalizada. 
Por tanto, no se consideran admisibles las alegaciones del recurrente, por lo que, 
acreditado el transcurso de más de tres meses desde la notificación del requerimiento 
de documentación a la promotora, con la consecuente paralización del procedimiento 
por causa de su inactividad, debe confirmarse en este caso el auto apelado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 8 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (4ª)
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 35 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L. M. M., ciudadana cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta en apoyo de su solicitud como 
documentación: Anexo I de fecha 7 de octubre de 2011; hoja declaratoria de datos en 
la que manifiesta que nació en 1965 y que es hija de don L.-D. M. L., nacido en Cuba 
en 1924, certificado de nacimiento del padre en el que consta que es hijo de J. M. V., 
nacido en España, certificado positivo de extranjería y de ciudadanía donde consta que 
el abuelo paterno obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización en 1961, sin embargo, 
en este documento se observan irregularidades ya que se cita al Ministerio de Estado 
cuando éste fue extinguido y sustituido por el actual Ministerio de Relaciones Exteriores 
desde el 23 de diciembre de 1959. Se hizo a la interesada un primer requerimiento 
para que aportara la documentación que faltaba, sin embargo, la interesada no atendió 
al requerimiento.
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2. Con fecha 5 de octubre de 2018, se notifica a la interesada un segundo requerimiento 
de la documentación necesaria para completar su expediente, en particular, certificado 
de nacimiento de su abuelo, partida de bautismo de éste y certificación negativa de su 
abuelo.

3. Con fecha 19 de junio de 2019, la Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del 
artículo 354 RRC la caducidad del expediente, previa citación al promotor, dado que 
habiendo transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento 
de 5 de octubre de 2018, la interesada no ha aportado ninguno de los documentos 
requeridos.

4. Por providencia de fecha 21 de junio de 2019 del Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora 
para notificarle el inicio de la caducidad de su expediente.

La interesada comparece en las dependencias del registro civil consular en fecha 26 
de junio de 2019 y se le notifica la providencia de inicio del expediente de caducidad, 
informándole que contra la citada providencia cabía la interposición de recurso de 
reposición ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de cinco días hábiles, 
en virtud de los artículos 451 y 452 LEC. Consta en las actuaciones la interposición de 
recurso de reposición por el promotor.

5. Por auto de fecha 4 de julio de 2019 dictado por el Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del expediente 
seguido a instancia de la interesada, por haber transcurrido más de tres meses desde 
la práctica del requerimiento notificado a la promotora.

6. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública.

7. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación, ya que no ha aportado los 
documentos requeridos.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 
de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
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marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011; 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 17-42.ª de febrero y 
26-57.ª de diciembre de 2014; 31-32.ª de julio, 11-29.ª y 25-20.ª de septiembre de 
2015; 13-41.ª y 43.ª de mayo de 2016; 24-12.ª de enero, 21-40.ª y 41.ª de abril y 13-29.º 
de octubre de 2017, y 9-18.ª de febrero de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1965 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, acompañándose como docu-
mentación solamente el carnet de identidad cubano de la solicitante, certificado de 
nacimiento de su padre y certificados positivos de extranjería y ciudadanía del abuelo 
paterno J. M. V., donde consta que éste obtuvo la nacionalidad cubana en 1961, sin 
embargo, en este documento se observan irregularidades ya que se cita al Ministerio 
de Estado cuando éste fue extinguido y sustituido por el actual Ministerio de Relaciones 
Exteriores desde el 23 de diciembre de 1959.

Requerida la promotora, una primera vez, a fin de que aportase la documentación 
necesaria para completar su expediente, el requerimiento no es atendido, por lo que se 
hizo un segundo requerimiento, que tampoco fue atendido, en el plazo de tres meses, 
por lo que el Canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones 
de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 354 RRC la 
caducidad del expediente, previa citación a la promotora.

Instruido el expediente de caducidad y notificado a la interesada el inicio de éste, se 
interpone recurso de reposición en el plazo de cinco días.

Por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
La Habana, se declara la caducidad del expediente seguido a instancia de la interesada, 
por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento notificado 
al promotor. Frente a dicho auto se interpone recurso de apelación por la interesada.

III. Revisada la documentación aportada por la promotora en vía de recurso, se constata 
que ésta no ha aportado nueva documentación.

Por otra parte, en los certificados positivos de extranjería y ciudadanía del abuelo paterno 
J. M. V., consta que éste obtuvo la nacionalidad cubana en 1961, sin embargo, en este 
documento se observan irregularidades ya que se cita al Ministerio de Estado cuando 
éste fue extinguido y sustituido por el actual Ministerio de Relaciones Exteriores desde 
el 23 de diciembre de 1959.
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IV. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el Ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(art. 354, párrafo tercero RRC).

Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad se notificó al promotor la 
providencia del inicio del expediente de caducidad, y a la vista del recurso y que no se 
presenta por el interesado la totalidad de la documentación requerida, se dicta auto 
por el Encargado del Registro Civil por el que se declaró la caducidad del expediente. 
Frente a dicho auto se interpuso recurso por la interesada, alegando que hasta el 
momento no disponía de la documentación necesaria por razones ajenas a su voluntad, 
sin aportar la totalidad de la documentación exigida para acreditar el derecho de opción 
de la nacionalidad española de origen. Por tanto, no se consideran admisibles las ale-
gaciones del recurrente, por lo que, acreditado el transcurso de más de tres meses 
desde la notificación del requerimiento de documentación a la promotora, con la con-
secuente paralización del procedimiento por causa de su inactividad, debe confirmarse 
en este caso el auto apelado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 19 de julio de 2022 (52ª)
VIII.3.1 Caducidad por inactividad del promotor. Art. 35 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I.-C. H. S., nacida el 19 de agosto de 1967 en C., Matanzas (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta en apoyo de su solicitud como documentación: Anexo I de fecha 6 de 
agosto de 2010; hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de doña E.-I. 
S. R., de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano de la solicitante.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 626 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

VIII  PROCEDIMIENTO Y OTRAS CUESTIONES 

2. Con fecha 16 de mayo de 2018, se notifica a la interesada el requerimiento de la 
documentación necesaria para completar su expediente, en particular, certificados 
literales de nacimiento de la promotora y de la progenitora debidamente legalizados, 
certificado de nacimiento o bautismo del abuelo materno de la interesada, documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo materno.

3. Con fecha 10 de julio de 2019, la Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del 
artículo 354 RRC la caducidad del expediente, previa citación a la promotora, dado que 
habiendo transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento 
de 16 de mayo de 2018, la interesada no ha aportado ninguno de los documentos 
requeridos.

4. Por providencia de fecha 12 de julio de 2019 del Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora 
para notificarle el inicio de la caducidad de su expediente.

La interesada comparece en las dependencias del registro civil consular en fecha 26 
de agosto de 2019 y se le notifica la providencia de inicio del expediente de caducidad, 
informándole que contra la citada providencia cabía la interposición de recurso de 
reposición ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de cinco días hábiles, 
en virtud de los artículos 451 y 452 LEC, no constando en las actuaciones la interposición 
de recurso de reposición por la promotora.

5. Por auto de fecha 24 de julio de 2019 dictado por el Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del expediente 
seguido a instancia de la interesada, por haber transcurrido más de tres meses desde 
la práctica del requerimiento notificado a la promotora.

6. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que no presentó la documentación requerida por razones per-
sonales y de salud, ajenas a su voluntad, no aportando ninguna documentación.

7. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 



M
inisterio de Justicia

◄ 627 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011; 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 17-42.ª de febrero y 
26-57.ª de diciembre de 2014; 31-32.ª de julio, 11-29.ª y 25-20.ª de septiembre de 
2015; 13-41.ª y 43.ª de mayo de 2016; 24-12.ª de enero, 21-40.ª y 41.ª de abril y 13-29.º 
de octubre de 2017, y 9-18.ª de febrero de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 19 de agosto de 1967 
en C. (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, acompañándose como docu-
mentación solamente el carnet de identidad cubano de la solicitante.

Requerida la promotora a fin de que aportase la documentación necesaria para completar 
su expediente, el requerimiento no es atendido en el plazo de tres meses, por lo que el 
Canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones de Ministerio 
Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 354 RRC la caducidad del 
expediente, previa citación a la promotora.

Instruido el expediente de caducidad y notificado a la interesada el inicio de éste, no 
consta en las actuaciones la interposición de recurso de reposición por la promotora.

Por auto de fecha 24 de julio de 2019 dictado por el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del expediente 
seguido a instancia de la interesada, por haber transcurrido más de tres meses desde 
la práctica del requerimiento notificado a la promotora. Frente a dicho auto se interpone 
recurso por la interesada, alegando que no presentó la documentación necesaria por 
razones personales y de salud, sin presentar ninguna documentación para acreditar su 
derecho.

III. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el Ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(art. 354, párrafo tercero RRC).

Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad se notificó a la promotora 
la providencia del inicio del expediente de caducidad, y a la vista de que no se formuló 
recurso y que no se presenta la documentación requerida por la interesada, se dicta 
auto por el encargado del Registro Civil por el que se declaró la caducidad del expediente. 
Frente a dicho auto se interpuso recurso por la interesada, el 12 de septiembre de 2019, 
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sin aportar la documentación exigida para acreditar el derecho de opción de la nacio-
nalidad española de origen de la recurrente.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 19 de julio de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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VIII.4.4	 Procedimiento y otras cuestiones............................................... 	 s/r

IX	 PUBLICIDAD	 ........................................................................................................	 s/r

IX.1	 Publicidad formal-acceso de los interesados al contenido del RC......... 	 s/r

IX.1.1	 Publicidad formal-expedición de certificaciones y consulta 
libros del registro.......................................................................... 	 s/r

IX.1.2	 Publicidad formal-libro de familia................................................ 	 s/r

IX.2	 Publicidad material-efectos de la publicidad registral............................. 	 s/r

IX.2.1	 Publicidad material....................................................................... 	 s/r

X	 ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO.....................................................................	 s/r

X.1.1	 Organización y funcionamiento en el registro civil..................... 	 s/r
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XI.1.1	 Otras cuestiones no incluidas en los apArt.ados anteriores..... 	 s/r

*s/r: Sin resolución este mes
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I  NACIMIENTO FILIACIÓN ADOPCIÓN

I.1  NACIMIENTO

I.1.2  RECTIFICACIÓN REGISTRAL DEL SEXO-LEY 3/2007

Resolución de 10 de agosto de 2022 (29ª)
I.1.2. Rectificación registral de la mención relativa al sexo

Una vez declarada la inconstitucionalidad, en determinados casos, de la limitación por 
razón de edad para efectuar la rectificación de la mención registral relativa al sexo, es 
posible su autorización para un menor de edad, pero solo cuando el interesado tenga 
suficiente madurez y se encuentre en una situación estable de transexualidad (STC 
99/2019, de 18 de julio en relación con el art. 1.1 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo).

En las actuaciones sobre rectificación de la mención relativa al sexo remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores contra auto 
del encargado del Registro Civil de Murcia.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado el 27 de agosto de 2021 en el Registro Civil de Murcia, 
doña M.-J. C. R. y don E. B. C., con domicilio en A., solicitaron la rectificación de la mención 
relativa al sexo en la inscripción de nacimiento de su hija Daniela, menor de edad, quien 
también firmó el escrito de solicitud, para hacer constar que se trata de una mujer, que 
es lo que corresponde a su verdadera identidad, y no de un varón, como actualmente 
consta. Figura en el expediente la siguiente documentación: certificación literal de 
nacimiento de Daniela B. C., nacida en M. el 14 de julio de 2009, hija de los promotores; 
auto de 2 de enero de 2019 de cambio de nombre del inscrito, Daniel B. C. por Daniela; 
certificado de empadronamiento y DNI de la menor y de los promotores.

2. El encargado del registro dictó providencia el 29 de septiembre de 2021 denegando la 
pretensión por considerar que no se cumplen los requisitos de los artículos 1 a 4 de la Ley 
3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la mención relativa al sexo de las personas.

3. Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, alegando los recurrentes que el mismo encargado del registro sí 
consideró suficientemente madura a la menor para cambiar su nombre. Añaden que 
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debe autorizarse la rectificación de la mención relativa al sexo para dar coherencia al 
contenido de la inscripción y seguridad jurídica a la inscrito.

4. El ministerio fiscal se opone a la estimación del recurso y el encargado del Registro 
Civil de Murcia remitió las actuaciones a la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 1 y 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación 
registral de la mención relativa al sexo de las personas; 9.1 de la Ley Orgánica 1/1996, 
de 15 enero, de protección jurídica del menor; 16 y 91.2 de la Ley 20/2011, del Registro 
Civil (LRC 2011); 294 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 23 de 
octubre de 2018 de la Dirección General de los Registros y del Notariado sobre cambio 
de nombre en el Registro Civil de las personas transexuales, la sentencia del Tribunal 
Constitucional (STC) 99/2019, de 18 de julio, y la resolución, entre otras de 21-32.ª de 
febrero de 2022.

II. Pretenden los promotores la rectificación registral de la mención relativa al sexo 
masculino en la inscripción de nacimiento de su hija (hijo según la inscripción) aún 
menor de edad, alegando que se trata de una persona transexual y que el sexo sentido 
es el femenino. El encargado del registro denegó la modificación del sexo inscrito por 
considerar, sin tener en cuenta la sentencia del Tribunal Constitucional (STC) 99/2019, 
de 18 de julio, que, no se cumplían los requisitos de los artículos 1 a 4 de la Ley 3/2007, 
de 15 de marzo, reguladora de la mención relativa al sexo de las personas. No consta 
en el expediente acta de ratificación de los promotores ni de audiencia a la menor.

III. La Ley 3/2007 tiene por objeto regular los requisitos necesarios para acceder al 
cambio de la inscripción del nacimiento en el Registro Civil en el apartado relativo al 
sexo de una persona cuando dicha inscripción no se corresponde con su verdadera 
identidad sexual. El objeto de la ley, según explica su exposición de motivos, es que la 
rectificación registral del sexo y el cambio del nombre constaten como un hecho cierto 
el cambio ya producido de la identidad de género. Para ello, el cambio de identidad 
habrá de acreditarse debidamente y la rectificación registral se llevará a cabo de acuerdo 
con la regulación de los expedientes gubernativos del Registro Civil.

IV. En los términos en que figura redactada la vigente ley, se entiende que solo están 
legitimados para solicitar tal rectificación los propios interesados mayores de edad y 
con capacidad suficiente. Sin embargo, el Tribunal Supremo planteó en 2016 una cuestión 
de constitucionalidad acerca de este asunto que fue resuelta por sentencia del Tribunal 
Constitucional de 18 de julio de 2019 en el sentido de declarar inconstitucional el 
artículo 1.1 de la Ley 3/2007, si bien únicamente en la medida en que incluye en el 
ámbito subjetivo de la prohibición a los menores de edad con suficiente madurez y que 
se encuentren en una situación estable de transexualidad. De manera que, antes de 
entrar a analizar la concurrencia de otros requisitos, siguiendo las directrices establecidas 
por el Tribunal Constitucional y atendiendo siempre al interés superior del menor, es 
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preciso valorar su grado de madurez, entendida esta como la capacidad de comprender 
y evaluar las consecuencias de un asunto determinado, por lo que debe tomarse en 
consideración […] la capacidad de un niño para expresar sus opiniones sobre las 
cuestiones de forma razonable e independiente. A partir de ahí, la propia STC indica 
expresamente que el hecho de que un menor no lleve dos años de tratamiento médico 
para acomodar sus características físicas al sexo reclamado no es obstáculo, aislada-
mente considerado, para acceder a la rectificación, en tanto que el propio artículo 4 de 
la Ley 3/2007 prevé que no puede exigirse tal requisito cuando razones de edad lo 
imposibiliten, lo que sucede, de modo evidente, en una persona que tenía diez años 
cuando se inició el expediente.

V. El encargado del registro en este caso no ha tenido en cuenta la mencionada sentencia 
del Tribunal Constitucional al emitir su resolución, por lo que, si bien para el cambio 
previo de nombre sí se practicó audiencia a la persona interesada, la decisión respecto 
a la rectificación de la mención relativa al sexo se ha basado únicamente en que no se 
cumplen los requisitos de los artículos 1 a 4 de la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora 
de la mención relativa al sexo de las personas, sin practicarse tal audiencia.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado revocar el auto 
dictado y retrotraer las actuaciones para que, en comparecencia personal ante el 
encargado del registro, se valore el grado de madurez de la persona inscrita y, en función 
del resultado, se dicte una nueva resolución.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Murcia.
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III  NACIONALIDAD

III.1  ADQUISICIÓN ORIGINARIA DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.1.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD DE ORIGEN IURE SOLI

Resolución de 16 de agosto de 2022 (1ª)
III.1.1 Adquisición nacionalidad de origen iure soli

No es español iure soli el nacido en España hijo de padres nacidos en El Salvador y de 
nacionalidad salvadoreña

En el expediente sobre nacionalidad española con valor de simple presunción remitido 
a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores, 
padres del menor, contra el auto dictado por la encargada del Registro Civil de Tarragona.

HECHOS

1. Don J-R. O. A. y D.ª A-L. M. G., nacidos en El Salvador y de nacionalidad salvadoreña, 
presentan en el Registro Civil de Tarragona, solicitud de declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción para su hijo don R-A. O. M., nacido el 11 de abril de 
2020 en Tarragona, al amparo de lo establecido en el artículo 17.1.c) del Código Civil.

Aportaban como documentos probatorios de la pretensión: volante de empadronamiento 
colectivo del menor y de sus padres, expedido por el Ayuntamiento de Tarragona; certi-
ficado literal español de nacimiento del menor, inscrito en el Registro Civil de Tarragona; 
pasaportes salvadoreños y tarjetas de residencia de los progenitores otorgadas como 
solicitantes de protección internacional.

Constan en el expediente resoluciones dictadas por la Comisión Interministerial de Asilo 
y Refugio del Ministerio del Interior en fechas 25, 26 y 27 de enero de 2021 por las que 
se deniega el derecho de asilo así como la protección subsidiaria a los progenitores y 
al menor, toda vez no haber quedado establecida una persecución susceptible de 
protección conforme a lo prevenido en la Convención de Ginebra de 1951, por lo que 
se considera de forma desfavorable la concesión del estatuto de refugiado.

2. Ratificados los promotores y previo informe favorable del Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 31 de mayo de 2021 dictado por la encargada del Registro Civil de Tarragona 
se acuerda no declarar la nacionalidad española con valor de simple presunción del 
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menor, toda vez que los hijos de ciudadanos salvadoreños siguen la nacionalidad de 
sus progenitores.

3. Notificada la resolución, los progenitores interponen recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, indicando que la resolución impugnada no ha tenido 
en cuenta su situación como solicitantes de protección internacional y que, si bien la 
Constitución de El Salvador reconoce la transmisión de la nacionalidad por ius soli y ius 
sanguinis, debido a su situación de persecución no han podido inscribir a su hijo en el 
Consulado salvadoreño, por lo que solicitan se declare la nulidad de la resolución 
impugnada y la nacionalidad española con valor de simple presunción del menor.

4. Notificado al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable en fecha 19 de enero de 
2022 y la encargada del Registro Civil de Tarragona remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe por el 
que se ratifica en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de la 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, y las resoluciones de 10 de diciembre 
de 1996, 11-3.ª de abril, 22-1.ª de mayo y 13 y 27-1.ª de diciembre de 2001 y 2-4.ª de 
febrero, y 8-2.ª de mayo de 2002 y 19-3.ª de marzo de 2004 y 10-1.ª de abril del 2004.

II. La cuestión que plantea este recurso es si puede declararse con valor de simple pre-
sunción que tiene la nacionalidad española de origen el nacido en España en fecha 11 
de abril de 2020, hijo de padres nacidos en El Salvador y de nacionalidad salvadoreña.

III. El artículo 17.1.c del Código Civil establece que son españoles de origen «los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad», por lo cual resulta necesario 
precisar el alcance de la ley de El Salvador respecto de la atribución de la nacionalidad 
salvadoreña a los nacidos fuera de El Salvador.

IV. De acuerdo con el conocimiento adquirido por este Centro Directivo, el artículo 90.2 
de la Constitución de la República de El Salvador establece que «son salvadoreños por 
nacimiento: (…) 2.º Los hijos de padre o madre salvadoreños nacidos en el extranjero». 
Así pues, en este caso primaría el ius sanguinis, sin que el recién nacido pueda caer en 
situación de apatridia. Esta interpretación viene reforzada por el artículo 91 que establece 
que «la calidad de salvadoreño por nacimiento solo se pierde por renuncia expresa ante 
autoridad competente».

Consiguientemente, como la finalidad del artículo 17.1.c del Código Civil es evitar situa-
ciones de apatridia originaria, que aquí no se producen, no es posible declarar que el 
nacido en España ostenta la nacionalidad española con valor de simple presunción.

Asimismo, se indica que la solicitud de nacionalidad española con valor de simple 
presunción del menor se fundamentaba en la solicitud de protección internacional 
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formulada por los promotores. Sin embargo, constan en el expediente resoluciones 
dictadas por la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio del Ministerio del Interior en 
fechas 25, 26 y 27 de enero de 2021 por las que se deniega el derecho de asilo así 
como la protección subsidiaria a los progenitores y al menor, toda vez no haber quedado 
establecida una persecución susceptible de protección conforme a lo prevenido en la 
Convención de Ginebra de 1951, por lo que se considera de forma desfavorable la 
concesión del estatuto de refugiado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Tarragona.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (25ª)
III.1.1. Declaración sobre nacionalidad

Es español iure soli el nacido en España en 2019 hijo de padres colombianos nacidos 
en Colombia.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
los promotores contra auto de la Encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera 
(Cádiz).

HECHOS

1. Mediante comparecencia ante el Registro Civil de Jerez, con fecha 24 de noviembre 
de 2020, correspondiente a su domicilio, los ciudadanos colombianos y nacidos en 
Colombia, Á.-D. C. Á. y H.-J. R. G., nacidos en Colombia en 1991 y 1984 respectivamente, 
solicitaban la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
para su hijo N.-D. C. R., nacido en M. el 20 de junio de 2019.

Adjuntaban la siguiente documentación: inscripción literal española de nacimiento del 
menor, inscrito en el Registro Civil de Madrid, hijo de los promotores, ambos solteros, 
nacidos en Colombia y de nacionalidad colombiana, documento del Consulado General 
de Colombia en Sevilla, de fecha 24 de septiembre de 2020, declarando que el menor 
no está inscrito en el libro de registro de ciudadanos colombianos que se lleva en dicha 
oficina consular, añadiendo respecto a la legislación colombiana en materia de atribución 
de la nacionalidad, que la Constitución política de Colombia en su capítulo I, art. 96.b 
establece lo siguiente: «son nacionales colombianos los que hubieran nacido en tierra 
extranjera y luego se domiciliaren en territorio colombiano o registraren en una oficina 
consular de la República», documento consular relativo a que los progenitores del menor 
están inscritos en el libro de Registro de Colombianos, certificado consular relativo a 
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que el menor no está inscrito, certificado de empadronamiento en Jerez, los progenitores 
desde el 11 de septiembre de 2020 y pasaportes colombianos de los progenitores del 
menor, expedido en el año 2015 y 2016.

2. Ratificadas las partes en el expediente, con fecha 19 de marzo de 2021 el represen-
tante del Ministerio Fiscal informó desfavorablemente a la solicitud formulada por los 
promotores, ya que según la legislación colombiana, país de nacionalidad de los proge-
nitores, basta la inscripción en una oficina consular para que los nacidos en el extranjero 
hijos de ciudadanos colombianos nacidos en Colombia tengan dicha nacionalidad, 
siendo que en este caso los progenitores del menor no han realizado dicha inscripción 
sin causa que lo justifique, evitando así que su hijo obtenga la nacionalidad colombiana 
y creando la situación para intentar obtener la nacionalidad española.

3. Con fecha 19 de abril de 2021, la Encargada del Registro Civil dictó auto denegando 
lo solicitado, por los mismos fundamentos del informe fiscal. Notificada la resolución, los 
promotores presentaron recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, poniendo de manifiesto que la normativa vigente no exige que los progenitores 
del menor le inscriban en la oficina consular, añadiendo que en el año 2018 tuvieron una 
hija a la que ya se le ha concedido la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
adjuntando copia de su documento nacional de identidad, por último, ponen de manifiesto 
que en el auto notificado se hace mención a otra persona que no es su hijo.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe interesando la desestimación 
del recurso en consonancia con lo manifestado en su informe anterior y la Encargada 
del Registro Civil remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y 
del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso.

5. Consta en el expediente copia del auto dictado con fecha 19 de abril de 2021, en el 
que en su fundamento de derecho tercero se incluye por error la mención a otro menor, 
que no es sujeto de este expediente, también nacido en Jerez de la Frontera en 2020 e 
hijo de ciudadanos de nacionalidad colombiana, siendo el cuarto y último fundamento 
del auto el que se refiere al menor, N.-D. C. R. y contiene la motivación de la resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de Noviembre de 1989; y las 
resoluciones, entre otras, 11-2.ª de abril de 2002, 13-5.ª, 14-1.ª, 26-5.ª y 27-1.ª y 2.ª 
de enero, 13-3.ª y 4.ª y 16-4.ª de febrero y 10-3.ª, 13-1.ª de marzo, 7-2.ª y 19-3.ª de 
abril, 17-1.ª, 28-3.ª de mayo y 23-1.ª de julio de 2004; 22-2.ª de marzo y 7-2.ª de 
diciembre de 2005; 29-2.ª de mayo y 20-1.ª de junio de 2006; 17-4.ª de enero, 16-1.ª 
de abril y 10-5.ª de diciembre de 2007; 11-7.ª de junio y 10-6.ª y 7.ª de julio de 2008; 
27-4.ª de enero de 2009; 16-4.ª de septiembre y 18-3.ª de noviembre de 2010; 26-20.ª 
de septiembre de 2011 y 3-98.ª de enero de 2014.
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II.- Se pretende por medio de este expediente la declaración con valor de simple pre-
sunción de la nacionalidad española de origen de un menor nacido en España en junio 
de 2019, hijo de padres colombianos. La petición se funda en la forma de atribución 
iure soli de la nacionalidad española establecida a favor de los nacidos en España de 
padres extranjeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacio-
nalidad (artículo 17.1c del Código Civil).

III.- Reiteradamente tiene establecido esta Dirección General, de acuerdo con el cono-
cimiento adquirido de la legislación colombiana, que los hijos de colombianos nacidos 
en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho del nacimiento la 
nacionalidad de sus padres, la cual solo puede adquirirse por un acto posterior, cual es 
la domiciliación en la República o se registraren en una oficina consular de la República 
(cfr. art. 96 de la Constitución Política de la República de Colombia). Se da, por tanto, 
una situación de apatridia originaria en la cual la atribución de la nacionalidad española 
iure soli se impone. No ha de importar que el nacido pueda adquirir más tarde iure 
sanguinis la nacionalidad de sus progenitores porque este solo hecho no puede llevar 
consigo la pérdida de nacionalidad atribuida ex lege en el momento del nacimiento.

IV.- Tal conclusión se ve reforzada por la aplicación del artículo 7 de la Convención de 
los Derechos del Niño en cuanto establece que el niño tendrá desde su nacimiento 
derecho a adquirir una nacionalidad y que los Estados parte velarán por la aplicación 
de este derecho, «sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida». Debiendo 
significarse respecto al hecho de que la resolución impugnada contenga la mención a 
datos de otro menor que no es el hijo de los Sres. C. Á. y R. G., que se trata de un error 
material que no ha afectado al sentido y fundamentación de la resolución y que debe 
tenerse por subsanado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (26ª)
III.1.1. Declaración sobre nacionalidad

Es española iure soli la nacida en España en 2020, hija de padres cubanos y nacidos 
en Cuba.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
los promotores, padres de la menor, contra el auto de la Encargada del Registro Civil de 
Jerez de la Frontera (Cádiz).
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HECHOS

1. Por comparecencia en el Registro Civil de Las Palmas el 30 de noviembre de 2020, 
los ciudadanos cubanos y nacidos en Cuba, Sres. R. A. R. y D. M. U., solicitaban la 
declaración de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción para 
su hija A. A. M., nacida el 26 de septiembre de 2020 en J. (Cádiz).

Adjuntaban la siguiente documentación: solicitud en la que se hace constar que el Sr. 
A. R., nació en M. (Cuba) el 12 de diciembre de 1982 y es de nacionalidad cubana y la 
Sra. M. U., nació en V. (Cuba) el 9 de diciembre de 1985 y es de nacionalidad cubana, 
literal de inscripción de nacimiento de la menor, certificado del Consulado General de 
la República de Cuba en Sevilla, expedido el 28 de octubre de 2020, haciendo referencia 
a la legislación cubana en materia de atribución de la nacionalidad, así «son ciudadanos 
cubanos por nacimiento los nacidos en el extranjero de padre o madre cubanos, previo 
el cumplimiento de las formalidades establecidas por las leyes», según el art. 29 de la 
Constitución cubana, que no consta la menor inscrita en el Registro del citado Consulado, 
así como que por voluntad de los padres no se ha iniciado el proceso de solicitud de 
ciudadanía cubana de la menor, certificado no literal de nacimiento de los promotores, 
documentos expedidos por la Dirección General de la Policía, relativos a que a los 
precitados se les ha asignado número de identificación de extranjero y documento de 
empadronamiento en Jerez.

2. Ratificadas las partes en el expediente, y emitido informe previo favorable del Ministerio 
Fiscal, ya que entiende acreditado que la menor no tiene nacionalidad cubana, porque 
según su legislación los hijos de cubanos nacidos fuera de Cuba no adquieren por ese 
hecho la nacionalidad de sus progenitores, esto sólo ocurre en virtud de un acto posterior, 
por lo que se da una situación de apatridia originaria. La Encargada del Registro Civil 
dicta providencia, con fecha 12 de enero de 2021, requiriendo a los interesados que el 
Consulado General de la República de Cuba en Sevilla aclare las circunstancias que 
condicionan la atribución de la nacionalidad cubana, según su legislación.

Con fecha 12 de marzo de 2021, el Consulado cubano emite informe en relación con 
los requisitos, procedimiento y documentación necesaria para tramitar la nacionalidad 
cubana del nacido en el extranjero, según el Decreto Ley n.º 352, haciendo constar que 
concluido el proceso la solicitud de nacionalidad puede ser denegada.

3. El Ministerio Fiscal emite nuevo informe en el mismo sentido del anterior y la Encargada 
del Registro Civil, con fecha 7 de mayo de 2021, dicta auto denegando la solicitud de 
nacionalidad con valor de simple presunción para la menor, A. A. M., ya que visto el 
documento consular consta que los progenitores de la misma no han iniciado procedi-
miento alguno de solicitud de nacionalidad para ella ante las autoridades consulares 
cubanas por su propia voluntad, siendo esta inactividad de los mismos los que causan 
la situación de apatridia de la menor, al omitir su inscripción en el Registro Civil consular 
de Cuba en España, no habiendo por tanto dado lugar a que se denegara la nacionalidad, 
en cuyo podría aplicarse el artículo 17.1.c del Código Civil.
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4. Notificada la resolución, los promotores interponen recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, reiterando su solicitud, alegando que la adquisición 
de la nacionalidad cubana para los nacidos en el exterior no es automática y que, en 
caso de solicitarse, está sujeta a aprobación de la administración cubana, que pude 
denegarla o devolver la solicitud, añadiendo que la legislación cubana no implica la 
automática ni expresa atribución de la nacionalidad.

5. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a la estimación del recurso, 
mostrando su acuerdo con el contenido del auto impugnado y la Encargada del Registro 
remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 338 
y 340 del Reglamento del Registro Civil, 7 de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, y las resoluciones de 18-2.ª 
de enero,1-3.ª,4-2.ª, 3.ª y 4.ª, 8-1.ª,13-4.ª y 21-3.ª de febrero y 4-1.ª y 26-2.ª de marzo 
de 2003; 17-6.ª de mayo de 2007; 7 de junio y 10-5.ª de noviembre de 2008.

II. La petición de los promotores de que se reconozca la nacionalidad española a su 
hija, nacida en J. (Cádiz), se fundamenta en la atribución iure soli de la nacionalidad 
española, establecida a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando 
la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. artículo 17.1.c) 
del Código Civil) y tiene como vía registral el expediente para declaración de la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC) que 
decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 
RRC).

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación cubana en la materia 
(Decreto-Ley n.º 352 publicado en la Gaceta Oficial de la República de Cuba el 30 de 
diciembre de 2017), los hijos de cubanos nacidos fuera de Cuba no tienen por el único 
hecho del nacimiento, cualquiera que sea la actitud de los progenitores, la nacionalidad 
cubana ya que, si bien con fecha 30 de diciembre de 2017 la República de Cuba promulgó 
un Decreto-Ley, n.º 352 «Sobre la adquisición de la ciudadanía cubana por nacimiento 
de los nacidos en el extranjero de padre o madre cubanos», la adquisición de la ciudadanía 
cubana no es automática, ya que en su articulado se recoge la autoridad competente 
para conceder esa ciudadanía y el procedimiento a seguir, que a diferencia de la normativa 
anterior puede iniciarse en el correspondiente consulado cubano en el país extranjero, 
pero cuya conclusión puede demorarse dependiendo de los plazos contemplados para 
los diferentes trámites y se resuelve por el órgano competente bien admitiendo o dene-
gando la solicitud o devolviendo el expediente. Siendo esto así los menores sufren una 
situación de «apatridia», que haría aplicable el artículo 17.1.c de nuestro Código Civil.
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IV. Esta conclusión se ve reforzada por la aplicación del artículo 7 de la Convención de los 
Derechos del Niño, en cuanto establece que el niño tendrá desde que nace derecho a 
adquirir una nacionalidad y que los Estados Parte velarán por la aplicación de este derecho, 
«sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida». Por lo tanto, procede acceder 
a la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española de la menor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando con valor de simple presunción que la 
menor es española de origen; la declaración se anotará al margen de la inscripción de 
su nacimiento.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (27ª)
III.1.1. Declaración sobre nacionalidad

Es española iure soli la nacida en España en 2020, hija de padres cubanos y nacidos 
en Cuba.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
los promotores, padres de la menor, contra el auto de la Encargada del Registro Civil de 
Jerez de la Frontera (Cádiz).

HECHOS

1. Por comparecencia en el Registro Civil de Las Palmas el 30 de noviembre de 2020, 
los ciudadanos cubanos y nacidos en Cuba, Sres. R. A. R. y D. M. U., solicitaban la 
declaración de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción para 
su hija R. A. M., nacida el 26 de septiembre de 2020 en J. (Cádiz).

Adjuntaban la siguiente documentación: solicitud en la que se hace constar que el Sr. 
A. R., nació en M. (Cuba) el 12 de diciembre de 1982 y es de nacionalidad cubana y la 
Sra. M. U., nació en V. (Cuba) el 9 de diciembre de 1985 y es de nacionalidad cubana, 
literal de inscripción de nacimiento de la menor, certificado del Consulado General de 
la República de Cuba en Sevilla, expedido el 28 de octubre de 2020, haciendo referencia 
a la legislación cubana en materia de atribución de la nacionalidad, así «son ciudadanos 
cubanos por nacimiento los nacidos en el extranjero de padre o madre cubanos, previo 
el cumplimiento de las formalidades establecidas por las leyes», según el artículo 29 
de la Constitución cubana, que no consta la menor inscrita en el Registro del citado 
Consulado, así como que por voluntad de los padres no se ha iniciado el proceso de 
solicitud de ciudadanía cubana de la menor, certificado no literal de nacimiento de los 
promotores, documentos expedidos por la Dirección General de la Policía, relativos a 
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que a los precitados se les ha asignado número de identificación de extranjero y docu-
mento de empadronamiento en Jerez.

2. Ratificadas las partes en el expediente, y emitido informe previo favorable del Ministerio 
Fiscal, ya que entiende acreditado que la menor no tiene nacionalidad cubana, porque 
según su legislación los hijos de cubanos nacidos fuera de Cuba no adquieren por ese 
hecho la nacionalidad de sus progenitores, esto sólo ocurre en virtud de un acto posterior, 
por lo que se da una situación de apatridia originaria. La Encargada del Registro Civil 
dicta providencia, con fecha 12 de enero de 2021, requiriendo a los interesados que el 
Consulado General de la República de Cuba en Sevilla aclare las circunstancias que 
condicionan la atribución de la nacionalidad cubana, según su legislación.

Con fecha 12 de marzo de 2021, el Consulado cubano emite informe en relación con 
los requisitos, procedimiento y documentación necesaria para tramitar la nacionalidad 
cubana del nacido en el extranjero, según el Decreto Ley n.º 352, haciendo constar que 
concluido el proceso la solicitud de nacionalidad puede ser denegada.

3. El Ministerio Fiscal emite nuevo informe en el mismo sentido del anterior y la Encargada 
del Registro Civil, con fecha 7 de mayo de 2021, dicta auto denegando la solicitud de 
nacionalidad con valor de simple presunción para la menor, R. A. M., ya que visto el 
documento consular consta que los progenitores de la misma no han iniciado procedi-
miento alguno de solicitud de nacionalidad para ella ante las autoridades consulares 
cubanas por su propia voluntad, siendo esta inactividad de los mismos los que causan 
la situación de apatridia de la menor, al omitir su inscripción en el Registro Civil consular 
de Cuba en España, no habiendo por tanto dado lugar a que se denegara la nacionalidad, 
en cuyo podría aplicarse el art. 17.1.c del Código Civil.

4. Notificada la resolución, los promotores interponen recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, reiterando su solicitud, alegando que la adquisición 
de la nacionalidad cubana para los nacidos en el exterior no es automática y que, en 
caso de solicitarse, está sujeta a aprobación de la administración cubana, que pude 
denegarla o devolver la solicitud, añadiendo que la legislación cubana no implica la 
automática ni expresa atribución de la nacionalidad.

5. Notificado el Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a la estimación del recurso, 
mostrando su acuerdo con el contenido del auto impugnado y la Encargada del Registro 
remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 338 
y 340 del Reglamento del Registro Civil, 7 de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, y las resoluciones de 18-2.ª 
de enero,1-3.ª,4-2.ª, 3.ª y 4.ª, 8-1.ª,13-4.ª y 21-3.ª de febrero y 4-1.ª y 26-2.ª de marzo 
de 2003; 17-6.ª de mayo de 2007; 7 de junio y 10-5.ª de noviembre de 2008.
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II. La petición de los promotores de que se reconozca la nacionalidad española a su 
hija, nacida en Jerez de La Frontera (Cádiz), se fundamenta en la atribución iure soli de 
la nacionalidad española, establecida a favor de los nacidos en España de padres 
extranjeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido una nacionalidad 
(cfr. artículo 17.1.c) del Código Civil) y tiene como vía registral el expediente para decla-
ración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC 
y 338 RRC) que decide en primera instancia el Encargado del Registro Civil del domicilio 
(cfr. art. 335 RRC).

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación cubana en la materia 
(Decreto-Ley n.º 352 publicado en la Gaceta Oficial de la República de Cuba el 30 de 
diciembre de 2017), los hijos de cubanos nacidos fuera de Cuba no tienen por el único 
hecho del nacimiento, cualquiera que sea la actitud de los progenitores, la nacionalidad 
cubana ya que, si bien con fecha 30 de diciembre de 2017 la República de Cuba promulgó 
un Decreto-Ley, n.º 352 «Sobre la adquisición de la ciudadanía cubana por nacimiento 
de los nacidos en el extranjero de padre o madre cubanos», la adquisición de la ciudadanía 
cubana no es automática, ya que en su articulado se recoge la autoridad competente 
para conceder esa ciudadanía y el procedimiento a seguir, que a diferencia de la normativa 
anterior puede iniciarse en el correspondiente consulado cubano en el país extranjero, 
pero cuya conclusión puede demorarse dependiendo de los plazos contemplados para 
los diferentes trámites y se resuelve por el órgano competente bien admitiendo o dene-
gando la solicitud o devolviendo el expediente. Siendo esto así los menores sufren una 
situación de «apatridia», que haría aplicable el artículo 17.1.c de nuestro Código Civil.

IV. Esta conclusión se ve reforzada por la aplicación del artículo 7 de la Convención de 
los Derechos del Niño, en cuanto establece que el niño tendrá desde que nace derecho 
a adquirir una nacionalidad y que los Estados Parte velarán por la aplicación de este 
derecho, «sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida». Por lo tanto, 
procede acceder a la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española de la menor.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando con valor de simple presunción que 
la menor es española de origen; la declaración se anotará al margen de la inscripción 
de su nacimiento.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (29ª)
III.1.1. Declaración sobre nacionalidad

Es española iure soli el nacido en España en 2021, de padres brasileños y nacidos en 
Brasil.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los interesados, padres del menor, contra el auto del Encargado del Registro Civil 
de Lleida.

HECHOS

1. Mediante solicitud formulada ante el Registro Civil de Lleida, los ciudadanos brasileños 
y nacidos en Brasil, R. L. N. y R. M. P., solicitaban la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción para su hijo M. L. P., nacido en L. el 12 de 
mayo de 2021.

Adjuntaban la siguiente documentación: inscripción literal de nacimiento del menor, 
inscrita en el Registro Civil de Lleida, hijo de los promotores, nacidos en R. (Brasil) en 
1987 y 1990, casados en Brasil en el año 2018 y de nacionalidad brasileña, declaración 
consular, expedida el 21 de junio de 2021, por el Consulado General de Brasil en 
Barcelona, en relación con la legislación brasileña de atribución de la nacionalidad y 
certificando que el menor no está inscrito en ese Registro Consular de ciudadanos 
brasileños, certificado de empadronamiento en L., del menor desde su nacimiento y de 
sus progenitores, pasaportes brasileños de éstos, expedidos el 9 de noviembre de 2018 
y libro de familia español.

2. El Encargado del Registro Civil de Lleida dictó auto el 20 de agosto de 2021, denegando 
la solicitud de declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
del menor, al considerar que éste no ha sido inscrito en el Consulado de Brasil por un 
acto de voluntad de los padres, siendo ésta la única condición para obtener la naciona-
lidad brasileña, añadiendo que la aplicación del art. 17.1.c del Código Civil no es posible 
cuando la apatridia es consecuencia de una decisión voluntaria, sino que debe serlo 
de la normativa vigente.

3. Notificada la resolución, los promotores presentaron recurso ante la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, reiterando su solicitud de nacionalidad española de 
origen con valor de simple presunción para su hijo, alegando que la legislación brasileña 
no otorga automáticamente dicha nacionalidad a los nacidos en el extranjero de padres 
brasileños.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a la estimación 
del recurso, compartiendo los motivos del autor impugnado. El Encargado del Registro 
Civil remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para la resolución del recurso.



M
inisterio de Justicia

◄ 23 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989; y las 
resoluciones de 16-2.ª de octubre y 7-4.ª y 5.ª de noviembre de 2002; 28-4.ª de junio 
y 4-1.ª de julio de 2003; 28-3.ª de mayo y 23-1.ª de julio de 2004; 30-4.ª de noviembre 
y 7-2.ª de diciembre de 2005; 14-3.ª de febrero y 20-1.ª de junio de 2006; 17-4.ª de 
enero de 2007, 10-5.ª de diciembre de 2007; 11-7.ª de junio y 10-6.ª y 7.ª de julio de 
2008; y 27-4.ª de enero de 2009.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen un niño 
nacido en España el 12 de mayo de 2021, hijo de padres brasileños nacidos en Brasil. 
La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad española establecida 
a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando la legislación de ninguno 
de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) CC). Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto denegando la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso.

III. De acuerdo con el conocimiento adquirido de la legislación brasileña, los hijos de 
brasileños nacidos en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho 
del nacimiento la nacionalidad brasileña, la cual solo puede adquirirse por un acto 
posterior (cfr. art. 12.1.c) de la Constitución Brasileña de 1988, modificado por Enmienda 
Constitucional de 20 de septiembre de 2007). Se da, por lo tanto, una situación de 
apatridia originaria en la cual la atribución de la nacionalidad española iure soli se 
impone. No ha de importar por otro lado que el nacido pueda adquirir más tarde iure 
sanguinis la nacionalidad de sus progenitores porque este solo hecho no puede llevar 
consigo la pérdida de nacionalidad atribuida ex lege en el momento del nacimiento.

IV. Tal conclusión, como también se ha dicho reiteradamente, se ve reforzada por la 
aplicación del artículo 7 de la Convención de los Derechos del Niño, en cuanto que 
establece que el niño tendrá desde su nacimiento derecho a adquirir una nacionalidad 
y que los Estados parte velarán por la aplicación de este derecho, «sobre todo cuando 
el niño resultara de otro modo apátrida».

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Lleida.
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (33ª)
III.1.1. Declaración sobre nacionalidad

Es español iure soli el nacido en España en 2019 hijo de padres colombianos nacidos 
en Colombia.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
los promotores contra auto de la Encargada del Registro Civil de Arona (Santa Cruz de 
Tenerife).

HECHOS

1. Mediante comparecencia ante el Registro Civil de Arona con fecha 29 de octubre de 
2019, los ciudadanos colombianos y nacidos en Colombia, B.-S. Z. D. y J. R. O., nacidos 
en Colombia en 1990 y 1991 respectivamente, solicitaban la declaración de la nacio-
nalidad española con valor de simple presunción para su hijo D.-M. Z. R., nacido en A. 
el 29 de agosto de 2019.

Adjuntaban la siguiente documentación: inscripción literal española de nacimiento del 
menor, inscrito en el Registro Civil de Arona (Santa Cruz de Tenerife), hijo de los promo-
tores, ambos solteros, nacidos en Colombia y de nacionalidad colombiana, documento 
del Consulado General de Colombia en Las Palmas de Gran Canaria (Las Palmas), de 
fecha 17 de octubre de 2019, declarando que el menor no está inscrito en el libro de 
registro de ciudadanos colombianos que se lleva en dicha oficina consular, añadiendo 
respecto a la legislación colombiana en materia de atribución de la nacionalidad, que 
la Constitución política de Colombia en su capítulo I, art. 96.b establece lo siguiente: 
«son nacionales colombianos los que hubieran nacido en tierra extranjera y luego se 
domiciliaren en territorio colombiano o registraren en una oficina consular de la 
República», certificado de empadronamiento en Arona, el progenitor desde el 26 de 
septiembre de 2019, la progenitora desde el 17 de febrero de 2017 y el menor desde 
su nacimiento, pasaporte colombiano del padre del menor, expedido en el año 2015 y 
permiso de residencia en España de la promotora, como familiar de ciudadano de la 
Unión Europea.

2. Ratificadas las partes en el expediente, con fecha 12 de noviembre de 2019 el 
representante del Ministerio Fiscal informó favorablemente a la solicitud formulada por 
los promotores, ya que considera que ha quedado acreditado que el menor no tiene la 
nacionalidad colombiana, por lo que habiendo nacido en España se cumplen los requisitos 
del art. 17 del Código Civil. La Encargada del Registro Civil de Arona dictó auto el 25 de 
noviembre de 2019, denegando la solicitud de declaración con valor de simple presunción 
de la nacionalidad española del menor, al considerar que la legislación colombiana, 
atribuye al menor dicha nacionalidad sólo con inscribirlo en el registro correspondiente 
del Consulado colombiano en España, por lo que el caso examinado no se encuadra en 
ninguno de los supuestos del art. 17.1.c del Código Civil, ya que la legislación de los 
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progenitores sí reconoce la nacionalidad colombiana al menor con el requisito mínimo 
de inscribirlo en la oficina consular correspondiente.

3. Notificada la resolución, los promotores presentaron recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, poniendo de manifiesto que debe dejarse sin efecto el auto porque los 
hijos de colombianos nacidos en España no tienen reconocida automáticamente la 
nacionalidad colombiana de sus padres y, por tanto, se da una situación de apatridia y 
así se ha reconocido en otros casos.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe interesando la estimación 
del recurso en consonancia con lo manifestado en su informe anterior y la Encargada 
del Registro Civil remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y 
del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 7 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de Noviembre de 1989; y las 
resoluciones, entre otras, 11-2.ª de abril de 2002, 13-5.ª, 14-1.ª, 26-5.ª y 27-1.ª y 2.ª 
de enero, 13-3.ª y 4.ª y 16-4.ª de febrero y 10-3.ª, 13-1.ª de marzo, 7-2.ª y 19-3.ª de 
abril, 17-1.ª, 28-3.ª de mayo y 23-1.ª de julio de 2004; 22-2.ª de marzo y 7-2.ª de 
diciembre de 2005; 29-2.ª de mayo y 20-1.ª de junio de 2006; 17-4.ª de enero, 16-1.ª 
de abril y 10-5.ª de diciembre de 2007; 11-7.ª de junio y 10-6.ª y 7.ª de julio de 2008; 
27-4.ª de enero de 2009; 16-4.ª de septiembre y 18-3.ª de noviembre de 2010; 26-20.ª 
de septiembre de 2011 y 3-98.ª de enero de 2014.

II.- Se pretende por medio de este expediente la declaración con valor de simple pre-
sunción de la nacionalidad española de origen de un menor nacido en España en agosto 
de 2019, hijo de padres colombianos. La petición se funda en la forma de atribución 
iure soli de la nacionalidad española establecida a favor de los nacidos en España de 
padres extranjeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacio-
nalidad (art. 17.1c del Código civil).

III.- Reiteradamente tiene establecido esta Dirección General, de acuerdo con el cono-
cimiento adquirido de la legislación colombiana, que los hijos de colombianos nacidos 
en el extranjero no adquieren automáticamente por el solo hecho del nacimiento la 
nacionalidad de sus padres, la cual solo puede adquirirse por un acto posterior, cual es 
la domiciliación en la República o se registraren en una oficina consular de la República 
(cfr. art. 96 de la Constitución Política de la República de Colombia). Se da, por tanto, 
una situación de apatridia originaria en la cual la atribución de la nacionalidad española 
iure soli se impone. No ha de importar que el nacido pueda adquirir más tarde iure 
sanguinis la nacionalidad de sus progenitores porque este solo hecho no puede llevar 
consigo la pérdida de nacionalidad atribuida ex lege en el momento del nacimiento.
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IV.- Tal conclusión se ve reforzada por la aplicación del artículo 7 de la Convención de 
los Derechos del Niño en cuanto establece que el niño tendrá desde su nacimiento 
derecho a adquirir una nacionalidad y que los Estados parte velarán por la aplicación 
de este derecho, «sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida».

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 28 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Arona (Santa Cruz de Tenerife).

III.1.3  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD DE ORIGEN 
POR LEY 52/2007 DE MEMORIA HISTORICA

III.1.3.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN -  
ANEXO I LEY 52/2007

Resolución de 1 de agosto de 2022 (4ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. L. S., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos donde consta que nació en Cuba en 
1957,y es hija de don O. L. A., nacido en Cuba en 1921, y carta de ciudadanía del abuelo 
paterno de la promotora don A. L. M. donde consta que obtuvo la ciudadanía cubana 
por naturalización en 1947. En interés de continuar la tramitación de su expediente de 
nacionalidad, se citó a la solicitante para el 09/05/2018, a fin de requerirle la docu-
mentación faltante. La interesada no compareció.

2. Con fecha 10 de mayo de 2018, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, ya 
que no ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos 
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en la disposición adicional por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante 
concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando nueva documentación como es, certificado local de nacimiento 
de la interesada y de su progenitor, Don O. L. A., nacido en M., Cuba, el 04/09/1921; 
certificación española de nacimiento de Don A. L. M., abuelo paterno, nacido en Lugo, 
el 13/06/1899; certificación positiva de Extranjería del mismo, expedida en 2013 así 
como certificado de Registro de Entrada al país ante las autoridades cubanas, en fecha 
03/02/1911, a nombre de A. L.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el Ministerio Fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen del abuelo en el momento del nacimiento de su hijo por lo que se estima que el 
recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y de nuevo el expediente, quedaría 
acreditada la condición de español de origen del progenitor de la solicitante, por lo que 
no se ratifica la resolución adoptada en fecha 10 de mayo de 2018 al cumplir, en 
principio, la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1957 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
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su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 10 de mayo de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó una carta de ciudadanía cubana a favor 
del abuelo paterno don A. L. M., constando que este obtuvo la ciudadanía cubana por 
naturalización en 1947. En interés de continuar la tramitación de su expediente de 
nacionalidad, se citó a la solicitante para el 09/05/2018, a fin de requerirle la docu-
mentación faltante. La interesada no compareció. Con el recurso la interesada aporta 
nueva documentación como es, certificado local de nacimiento de la interesada y de 
su progenitor, Don O. L. A., nacido en Matanzas, Cuba, el 04/09/1921; certificación 
española de nacimiento de Don A. L. M., abuelo paterno, nacido en Lugo, el 13/06/1899; 
certificación positiva de Extranjería del mismo, expedida en 2013 así como certificado 
de Registro de Entrada al país ante las autoridades cubanas, en fecha 03/02/1911, a 
nombre de A. L.

A la luz de dichos certificados y de la restante documentación presentada, se acreditaría 
la continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo al momento del naci-
miento de su hijo, padre de la recurrente, ocurrido en 1921 y por tanto queda establecida 
la condición de español de origen del progenitor de la solicitante.
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V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 1 de agosto de 2022 (5ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D. ª O. S. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1963 en 
Cuba, es hija de don R. S. V. nacido en Cuba en 1939. Aporta como documentación: 
certificado de nacimiento de la promotora, nacimiento del abuelo paterno de la promotora 
donde consta que nació en España en 1909. En interés de continuar la tramitación de 
su expediente de nacionalidad, se citó a la solicitante para el día 27/06/2018, a fin de 
requerirle la documentación faltante.

2. Con fecha 29 de junio de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que éste no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, aportando como documentación: las 
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certificaciones locales de nacimiento de la recurrente y de su progenitor; y certificado 
de entrada al país a nombre de A. S., de nacionalidad española y 11 años de edad en 
1920.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable en el que 
se hace constar lo siguiente: aunque ese certificado podría ser del abuelo al coincidir 
la edad del inscrito con el año de nacimiento de éste (1909), no queda acreditado dicho 
extremos por tratarse de un nombre y un apellido muy comunes. Aun si se asumiera 
que la entrada al país pertenece al abuelo paterno, no se aportó certificación de ciuda-
danía en interés de demostrar que el citado abuelo seguía ostentando su nacionalidad 
española al momento del nacimiento de su hijo, padre de la recurrente, en 1939.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la dis-
posición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de 
la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, 
de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1963 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de marzo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 29 de junio de 2018, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
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especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, la promotora aporta como documentación: certificado de nacimiento 
de la promotora, nacimiento del abuelo paterno de la promotora donde consta que nació 
en España en 1909. En interés de continuar la tramitación de su expediente de nacio-
nalidad, se citó a la solicitante para el día 27/06/2018, a fin de requerirle la documen-
tación faltante. Con el recurso la interesada aporta como documentación: las certifica-
ciones locales de nacimiento de la recurrente y de su progenitor; y certificado de entrada 
al país a nombre de A. S., de nacionalidad española y 11 años de edad en 1920. Sin 
embargo, aunque ese certificado podría ser del abuelo al coincidir la edad del inscrito 
con el año de nacimiento de éste (1909), no queda acreditado dicho extremo por tratarse 
de un nombre y un apellido muy comunes. Aun si se asumiera que la entrada al país 
pertenece al abuelo paterno, no se aportó certificación de ciudadanía en interés de 
demostrar que el citado abuelo seguía ostentando su nacionalidad española al momento 
del nacimiento de su hijo, padre de la recurrente, en 1939.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá 
de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 
358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por lo que 
no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos establecidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
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al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 1 de agosto de 2022 (6ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. R. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1943 en 
Cuba, es hija de doña J. E. H. M., nacida en Cuba en 1922 y certificado de nacimiento 
de la promotora y de su progenitora, donde consta que es hija de don F. H. M., nacido 
en España, certificado de nacimiento del abuelo materno, donde consta que nació en 
España en 1894 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del citado abuelo 
materno.

2. Con fecha 25 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
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expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1943 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 25 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 34 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el caso de referencia, la solicitante aporta como documentación, certificado de 
nacimiento de la promotora, certificado de nacimiento de su madre donde consta que 
es hija de F. H. M., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo materno, 
donde consta que nació en España en 1894 y certificados negativos de extranjería y 
ciudadanía del abuelo materno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por 
lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materna de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el recurso 
y confirmar el auto apelado.

Madrid,1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 1 de agosto de 2022 (7ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M-V. C. A., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1952 en 
Cuba, es hija de don V. C. R. nacido en Cuba en 1917 y certificado de nacimiento de la 
promotora y de su progenitor, donde consta que es hijo de don J. C. F., nacido en España, 
certificado de nacimiento del abuelo paterno, donde consta que nació en España en 
1887 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del citado abuelo paterno.

2. Con fecha 25 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1952 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 25 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el caso de referencia, la solicitante aporta como documentación, certificado de 
nacimiento de la promotora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que 
es hijo de don J. C. F., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno, 
donde consta que nació en España en 1887 y certificados negativos de extranjería y 
ciudadanía del abuelo paterno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
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Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 1 de agosto de 2022 (8ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M-V. S. M., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en Cuba en 
1955, hija de doña M-M. M. M., nacida en Cuba en 1933, certificado de nacimiento de 
la madre de la promotora en el que consta que es hija de don M. M. P. y M-L. M. G., 
ambos nacidos en España, certificado de nacimiento de la abuela materna, donde 
consta que nació en España en 1912, certificado de nacimiento del abuelo materno 
donde consta que nació en España en 1900 y certificado de matrimonio de los abuelos 
maternos de la promotora donde consta que contrajeron matrimonio en Cuba el 30 de 
abril de 1930.
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2. Con fecha 18 de marzo de 2019 el encargado del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por la interesada.

3. Notificada la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieta de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable. El encargado de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución, emitiendo un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (Apartado 1 de la Disposición Adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª)24 de 
marzo de 2010 (5.ª),28 de abril de 2010 (5.ª),6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviem-
bre de 2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª),7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo 
de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 
(53.ª) 6 de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 
de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1955, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de junio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil se dictó auto el 18 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por la interesada acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que la 
nacionalidad originaria del madre no puede entenderse acreditada por la aportación de 
dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún 
otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser 
probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya 
que su madre, abuela de la promotora, en el momento de su nacimiento, 1933 había 
contraído matrimonio con su abuelo, natural de España, pero de la documentación 
aportada no se puede determinar que el citado abuelo materno ostentase la nacionalidad 
española al momento del nacimiento de la madre de la promotora en 1933. De acuerdo 
con lo establecido en el art.º 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real 
Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición 
y nacionalidad de su marido», así la abuela materna de la solicitante, originariamente 
española, hubiera perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio el en 1930 en Cuba 
con su abuelo, que aunque nacido en España no se puede deducir que siguiera 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 40 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

ostentando dicha nacionalidad al momento del nacimiento de su hija, madre de la 
interesada. En consecuencia, en el momento de nacer la madre de la interesada, en el 
año 1933, no está acreditada la nacionalidad española de aquélla (abuela materna) 
por lo que no puede entenderse cumplido uno de los requisitos esenciales del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela paterna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a 
valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española de 
la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este caso 
queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde la 
celebración de su matrimonio en Cuba en 1930, y por tanto, anterior al periodo del 
exilio. Por lo que, en este caso, la pérdida de la nacionalidad española sería consecuencia 
directa y exclusiva del matrimonio con extranjero por aplicación del Código Civil español 
en su redacción originaria, vigente en la fecha del matrimonio y no como consecuencia 
del exilio, como ha quedado acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 1 de agosto de 2022 (9ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. D.ª M. H. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1965 en Cuba, es hija de 
doña J. C. G. nacida en Cuba en 1939 y certificado de nacimiento de la promotora y de 
su progenitora, donde consta que es hija de don R. C. C., nacido en España, certificado 
de nacimiento del abuelo materno, donde consta que nació en España en 1889 y cer-
tificados negativos de extranjería y ciudadanía del citado abuelo materno.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfavorable 
y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el expediente 
a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable, la promotora aporta 
con el recurso un certificado positivo de extranjería a nombre de don A. C. C., documento 
que no se corresponde con el abuelo materno de la recurrente don R. C. C.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1965 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
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séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el caso de referencia, la solicitante aporta como documentación, certificado de 
nacimiento de la promotora, certificado de nacimiento de su madre donde consta que 
es hija de don R. C. C., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo materno, 
donde consta que nació en España en 1889 y certificados negativos de extranjería y 
ciudadanía del abuelo materno. la promotora aporta con el recurso un certificado positivo 
de extranjería a nombre de don A. C. C., documento que no se corresponde con el abuelo 
materno del recurrente don R. C. C.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
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por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 1 de agosto de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. P. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1967 en Cuba, es hija de 
don E. P. P. nacido en Cuba en 1942 y certificado de nacimiento de la promotora y de 
su progenitor, donde consta que es hijo de don A. P. P., nacido en España, certificado 
de nacimiento del abuelo paterno, donde consta que nació en España en 1905 y certi-
ficados negativos de extranjería y ciudadanía del citado abuelo paterno.

2. Con fecha 20 de marzo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1967 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 20 de marzo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
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personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el caso de referencia, la solicitante aporta como documentación, certificado de 
nacimiento de la promotora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que 
es hijo de don E. P. P., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno, 
donde consta que nació en España en 1905 y certificados negativos de extranjería y 
ciudadanía del abuelo paterno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 1 de agosto de 2022 (11ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don M-M. S. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1939 en 
Cuba, es hijo de doña L-D. S. M. nacida en Cuba en 1910 y certificado de nacimiento 
del promotor y de su progenitora, donde consta que es hija de doña Á. S. N., nacido en 
España, certificado de nacimiento del abuelo materno, donde consta que nació en 
España en 1878 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del citado abuelo 
materno.

2. Con fecha 20 de noviembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que 
éste no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no 
quedando establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo 
establecido en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1939 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de marzo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 20 de noviembre de 
2015, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el caso de referencia, el solicitante aporta como documentación, certificado de 
nacimiento del promotor, certificado de nacimiento de su madre donde consta que es 
hija de Ángel Santana Navarro nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo 
materno, donde consta que nació en España en 1878 y certificados negativos de 
extranjería y ciudadanía del abuelo materno.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por 
lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al 
Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 9 de agosto de 2022 (1ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 
20.1.b) del Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002, no obstante, vista la 
documentación aportada con el recurso se estima procedente dejar sin efecto el auto 
impugnado, retrotrayendo las actuaciones a fin de que el Encargado del Registro Civil 
previas las diligencias que estime oportunas dicte nueva resolución sobre la solicitud 
de nacionalidad de la promotora.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Y.-Y. C. T., ciudadana cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta en apoyo de su pretensión como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 15 de marzo de 1965 en Z., R., 
Villa Clara (Cuba), hija de A. C. R. y L.-Y. T. C., ambos nacidos en Z., el 12 de julio, sin 
mencionar año y el 8 de agosto de 1940, respectivamente, casados en 1964, certificado 
no literal de nacimiento de la promotora, carné de identidad cubano de la promotora, 
certificado no literal de nacimiento de la madre de la promotora, hija de D. T. G. y de J. 
C. M., ambos naturales de Canarias, certificado de bautismo del primero de los citados, 
nacido en G. (Santa Cruz de Tenerife) el 9 de marzo de 1892 y bautizado el día siguiente, 
hijo de ciudadanos de los que no consta su lugar de nacimiento, certificado del Ministerio 
del Interior cubano, expedido en el año 2013, relativo a que el Sr. T. G., consta inscrito 
en el Registro de Extranjeros, en Zulueta, a la edad de 40 años, es decir en 1932 y 
certificación negativa del Registro Civil de Zulueta respecto a que el precitado jurara su 
intención de renunciar a la ciudadanía española y optara por la cubana, entre 1908 y 
1976, la fecha que se hace constar como de nacimiento del interesado, 10 de marzo 
de 1892, no es la correcta, añadiendo que llegó a Cuba en 1918.

El Registro Civil Consular requiere a la interesada, para que comparezca con fecha 4 de 
julio de 2019, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; cer-
tificado de nacimiento del abuelo materno de la promotora, Sr. T. G. o certificación 
negativa en caso de no existir inscripción, en este caso se le requiere certificado de 
bautismo y certificados actualizados de inscripción del precitado en el Registro cubano 
de Extranjeros y/o de Ciudadanía. Según informa el Encargado del Registro Civil consular 
la interesada no cumplimentó correctamente lo solicitado.

2. Con fecha 23 de noviembre de 2020, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada ya que no se ha atendido el requeri-
miento realizado, por lo que no ha quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/2007, puesto que no ha quedado determinada la nacionalidad española de origen 
de su progenitora.

3. Notificada la interesada, su representante legal interpone recurso ante la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada, alegando que sus abuelos maternos nacieron en España, que su 
abuelo mantenía su nacionalidad española de origen cuando nació su hija y madre de 
la recurrente, Sra. T. C., que también es española por la opción del art. 20.1.b del Código 
Civil y para obtener la nacionalidad ya acreditó la relación de filiación con el Sr. T. G., 
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nacido en España y ciudadano español, añadiendo la recurrente que esta relación 
también le da derecho a ella a obtener la nacionalidad española, considerando que el 
requerimiento de documentación que se le hizo y que ha sido fundamental para denegarle 
la nacionalidad era innecesario para justificar su petición.

Adjunta como nueva documentación; pasaporte cubano de la recurrente y certificado 
literal de nacimiento, certificado literal cubano de nacimiento de su progenitora, certi-
ficado literal de nacimiento de su abuelo materno, Sr. D. T. G., nacido en G. el 9 de marzo 
de 1892, hijo de ciudadanos de la misma localidad e inscrito el 20 de junio de 1936, 
tras expediente tramitado y aprobado por el Juez Municipal de Güimar, certificación de 
bautismo de la abuela materna de la promotora, como S.-J.-C. C. M., nacida en G. el 30 
de diciembre de 1904, literal de la inscripción de nacimiento de la madre de la promotora 
en el Registro Civil consular de La Habana, nacida el 8 de agosto de 1940 en Cuba, hija 
de D. T. G., nacido el 10 de marzo de 1892 en G., existe error en el día de nacimiento y 
de S.-J. C. M., nacida el 30 de diciembre de 1904 en la misma localidad, ambos casados 
civilmente en 1931 en Cuba y de los que no se hace constar su nacionalidad, con 
marginal de nacionalidad española de la inscrita con base en la opción del art. 20.1.b 
del Código Civil, según redacción dada por la Ley 36/2002, con fecha 23 de enero de 
2007, certificado del Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 2019, relativo 
a la inscripción en el Registro de Extranjeros del Sr. T. G., con los mismos datos del 
anterior, y ahora también consta que está inscrita su Carta de Ciudadanía en el corres-
pondiente registro, con fecha 26 de julio de 1948, a los 56 años y certificado no literal 
de defunción del abuelo materno de la promotora, fallecido en Cuba en 1971.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo, en el sentido de que 
la nueva documentación local de extranjería y ciudadanía del abuelo materno de la pro-
motora, en principio acreditarían el derecho pretendido, pero al tratarse de copias y no 
documentos originales se ratifica en la denegación en su día acordada y remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción 
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prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de marzo 
de 2011 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 23 de noviembre de 2020, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, ya que no cumplió el 
requerimiento de documentación que se formuló, posición que el Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación ha sido aportada, aunque no cuando fue requerida 
sino con la interposición del recurso que ahora se examina, pero es lo cierto que la 
nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya que consta 
que es hija de ciudadanos naturales de Canarias, lo que efectivamente se acredita, 
también en vía de recurso, con la inscripción de nacimiento de su progenitor, nacido en 
1892, por lo que era originariamente español, no así de su progenitora de la que sólo 
se aporta certificación de bautismo, nacida en 1904, pero se ha aportado también 
documento que declara que el mismo se encontraba inscrito en el Registro cubano de 
extranjeros en 1932 y ahora en fase de recurso, no en la de tramitación del expediente, 
también documento cubano que declara que se le otorgó Carta de Ciudadanía cubana, 
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que fue inscrita en el Registro correspondiente en julio de 1948, después del nacimiento 
de su hija y madre de la promotora.

V. Sin embargo, según documentación aportada, en este caso la madre de la interesada 
obtuvo la condición de española por haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho 
de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del Código Civil, en su redacción dada 
por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho a optar por la 
nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera sido originariamente 
español y nacido en España», opción que fue documentada en acta suscrita el 23 de 
enero de 2007 e inscrita en el Registro Civil Consular de España en La Habana, fecha 
en la que la recurrente era ya mayor de edad.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

VI. En el presente caso, la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó en su momento suficientemente 
que mantenía dicha nacionalidad en agosto de 1940, cuando aquélla nació, no obstante 
en el actual momento procedimental consta documentación cubana, si bien no en forma 
original sino copias, que podrían acreditar que el abuelo materno de la promotora si era 
español cuando nació su hija y, por tanto ésta era española de origen, circunstancia 
que ha de ser examinada por el Encargado del Registro Civil Consular de La Habana 
que, si así lo estima y a instancia del órgano en funciones de ministerio fiscal, podría 
mediante el correspondiente auto cumplimentar el dato de la nacionalidad española 
de sus progenitores en la de nacimiento de la madre de la promotora, Sra. T. C., que 
ahora no consta y, en consecuencia modificar la inscripción marginal que actualmente 
consta de opción a la nacionalidad española por el art. 20.1.b del Código Civil, según 
redacción dada por la Ley 36/2002, por la de recuperación de la nacionalidad, a fin de 
procurar que el Registro Civil concuerde con la realidad extrarregistral, principio básico 
de la legislación registral civil (arts. 24 y 26 de la Ley del Registro Civil y 94 del Reglamento 
del Registro Civil) y, teniendo en cuenta que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no juega en el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa 
juzgada, por ello se estima procedente dejar sin efecto el auto impugnado y retrotraer 
las actuaciones para que el Encargado del Registro Civil examine la documentación 
ahora aportada, cualquier otra que considere necesaria y previas las diligencias que 
estime oportunas, dicte nueva resolución en relación con la solicitud de nacionalidad 
española de la Sra. Cárdenas Torres.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y dejar sin efecto el acuerdo apelado, retrotrayendo las actuaciones para que el Encargado 
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del Registro Civil, a la vista de la nueva documentación y previas las diligencias que 
estime oportunas, dicte nueva resolución en relación con la solicitud de nacionalidad 
española de la Sra. C. T.

Madrid, 9 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (17ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. C. V., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos donde consta que nació en Cuba en 
1959,y es hija de don M.-J. C. V., nacido en Cuba en 1940, certificado de nacimiento 
local de la interesada; certificado de nacimiento local de su padre donde consta que es 
hijo de M. C. F., nacido en España; certificado de nacimiento español del abuelo paterno 
de la promotora, nacido en 1908 en España; documentos negativos de inmigración y 
extranjería del abuelo paterno de la solicitante.

2. Con fecha 21 de marzo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
estimando que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo paterno siguiese 
ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hijo, padre 
de la solicitante, no habiendo quedado establecido que en el interesado concurran los 
requisitos exigidos en la disposición adicional por lo que no ha quedado establecido 
que en el solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen 
de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando nueva documentación de su abuelo paterno donde consta 
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que éste se inscribió en el Registro de extranjeros con el número de expediente 352365 
y que obtuvo la ciudadanía cubana en 1945 según el expediente 5063, con número de 
orden 560, folio 113 y libro 29.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el Ministerio Fiscal considera probada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen del abuelo en el momento del nacimiento de su hijo por lo que se estima que el 
recurrente reúne los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y de nuevo el expediente, quedaría 
acreditada la condición de español de origen del progenitor de la solicitante, por lo que 
no se ratifica la resolución adoptada en fecha 21 de marzo de 2019 al cumplir, en 
principio, el promotor con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1959 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de julio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 21 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.
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IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó certificado literal cubano de nacimiento 
de su progenitor y certificado de nacimiento español de su abuelo paterno, certificados 
negativos de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo 
de la solicitante. Sin embargo, la interesada presenta con el recurso nueva documentación 
donde consta que su abuelo paterno se inscribió en el Registro de extranjeros con el 
número de expediente 352365 y que obtuvo la nacionalidad cubaba por naturalización 
en 1945, cinco años después del nacimiento del padre de la promotora nacido en 1940. 
A la luz de dichos certificados y de la restante documentación presentada, se acreditaría 
la continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo al momento del naci-
miento de su hijo, padre de la recurrente, ocurrido en 1940 y por tanto queda establecida 
la condición de español de origen del progenitor de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 10 de agosto de 2022 (18ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-M. R. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1954 en 
Cuba, es hija de J.-E. H. M., nacida en Cuba en 1922, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de F. H. M., 
nacido en España, certificado de nacimiento de su abuelo materno donde consta que 
nació en España en 1894 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía relativos 
al abuelo materno de la promotora.

2. Con fecha 3 de mayo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del R.R.C.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen a la nacida en Cuba en 1954 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 3 de mayo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada, certificado de nacimiento de su madre, certificado de nacimiento español 
de su abuelo materno y certificados negativos de extranjería y ciudadanía, del citado 
abuelo, que no permiten establecer la filiación española de la interesada.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (19ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo del encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña D. M. P. ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1975, 
hija de L. M. C., nacido en Cuba en 1940, certificado de nacimiento de la promotora, 
certificado de nacimiento de su padre don L. M. C. con marginal de opción a la nacio-
nalidad española, en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
2011, y en la que consta que es hijo de F. M. G., nacido en España en 1898, no constando 
la nacionalidad del mismo, certificados de inmigración y ciudadanía del abuelo paterno 
donde consta que el citado abuelo paterno no figura inscrito en el Registro de extranjeros 
ni consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

2. Con fecha 6 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el 
solicitante concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, especialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 27-47.ª de agosto de 2020 
y 9-57.ª de junio de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1975, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
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de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

En este caso el padre de la interesada optó por la nacionalidad española de origen en 
virtud del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
2011, habiendo ya alcanzado la recurrente la mayoría de edad en dicha fecha. No consta 
en el certificado de nacimiento paterno, la nacionalidad del abuelo paterno del 
interesado.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó acuerdo el 6 de mayo de 2019 denegando lo solicitado.

III. El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la interesada no reúne 
los requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no 
se acredita que su progenitor fuese originariamente español, posición que el órgano en 
funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado 1 de la disposición 
adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas por el 
mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma 
(primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, 
a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para acceder a 
la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la opción 
prevista en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en 2011, la ahora optante, nacido en 1975, había alcanzado ya su mayoría de edad, 
por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se 
plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 
puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
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formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso el progenitor de la recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por el 
apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre 
hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del 
padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de 
origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del título primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del CC y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del CC el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 



M
inisterio de Justicia

◄ 63 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
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sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 



M
inisterio de Justicia

◄ 65 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta Disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
«conditio iuris» o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 
3.ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
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de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma Disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 2, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
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Ley 52/2007, como en el caso presente ya que no consta acreditada la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española del mismo como consecuencia del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (20ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-Á. R. S., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
Cuba en 1957, hija de M.-A. S. C., nacida en Cuba en 1923, certificado de nacimiento 
de la interesada, certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de 
C. C. P. y M. S. P., ambos naturales de España, certificado literal español de nacimiento 
de la abuela materna de la interesada, nacida en 1901 en España; documentos negativos 
de inmigración y extranjería, correspondientes a ambos abuelos españoles y certificación 
certificado matrimonio de los abuelos maternos, celebrado en Cuba, el 22 de junio de 
1922.

2. Con fecha 25 de enero de 2018 la encargada del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que de la documentación aportada no 
se establece que concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de la progenitora de la optante.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieta de españoles de origen.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 68 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
La encargada de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (Apartado 1 de la Disposición Adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1957, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil se dictó auto el 25 de enero de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya 
que su madre, abuela de la promotora, en el momento de su nacimiento, 1923, había 
contraído matrimonio (en 1922) con su abuelo, que aunque nacido en España, no puede 
determinarse fehacientemente que éste ostentara la nacionalidad española al momento 
del nacimiento de su hija, madre de la promotora en 1923. De acuerdo con lo establecido 
en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de 
julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad 
de su marido», así la abuela materna del solicitante, originariamente española, hubiera 
perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio en 1922. En consecuencia, en el 
momento de nacer la madre de la interesada, en 1923, no está acreditada la nacionalidad 
española de aquélla (abuela materna) por lo que no puede entenderse cumplido uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.
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VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela materna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar 
a valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española 
de la abuela de la interesada, también ha quedado probado que la misma no perdió 
esta nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de 
los documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que 
debe confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este 
caso queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde 
el año 1922, fecha de su matrimonio celebrado en Cuba, y por tanto, anterior al periodo 
del exilio. Por lo que, en este caso, la pérdida de la nacionalidad española sería conse-
cuencia directa y exclusiva del matrimonio con extranjero por aplicación del Código Civil 
español en su redacción originaria, vigente en la fecha del matrimonio y no como con-
secuencia del exilio, como ha quedado acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (21ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-M. M. A., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
Cuba en 1953, hija de I. A. H., nacida en Cuba en 1920, certificado de nacimiento de 
la interesada, certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de S.-C. 
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H., nacida en España y de N. A. D., nacido en Cuba, certificado literal español de naci-
miento de la abuela materna de la interesada, nacida en 1895 en España; documentos 
negativos de inmigración y extranjería, correspondientes a la abuela materna y certifi-
cación certificado matrimonio de los abuelos maternos, celebrado en Cuba, en 1915.

2. Con fecha 19 de marzo de 2019 la encargada del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que de la documentación aportada no 
se establece que concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de la progenitora de la optante.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieta de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
La encargada de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable, en el que consta que 
revisado el recurso, se constata en la certificación literal local de matrimonio de los 
abuelos que el abuelo materno, don N. A. D., es nacido en la entonces provincia española 
de Cuba, hijo de un ciudadano natural de Canarias, por lo que en principio seria español 
de origen. Sin embargo, no obra documentación que acredite que nacionalidad ostentaba 
este al momento del nacimiento de la madre de la recurrente, en 1920, siendo lo más 
presumible que se haya acogido al pabellón cubano, que es el de su tierra de nacimiento 
y cuya nacionalidad asintió voluntariamente al llegar a la mayoría de edad.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado 1 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
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marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1953, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de julio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil se dictó auto el 19 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
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de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya 
que su madre, abuela de la promotora, en el momento de su nacimiento, 1920, había 
contraído matrimonio (en 1915) con su abuelo, nacido en Cuba. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden 
de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue la condición y 
nacionalidad de su marido», así la abuela materna del solicitante, originariamente 
española, hubiera perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio en 1915. En con-
secuencia, en el momento de nacer la madre de la interesada, en 1920, no está 
acreditada la nacionalidad española de aquélla (abuela materna) por lo que no puede 
entenderse cumplido uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela materna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar 
a valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española 
de la abuela de la interesada, también ha quedado probado que la misma no perdió 
esta nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de 
los documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que 
debe confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este 
caso queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde 
el año 1915, fecha de su matrimonio celebrado en Cuba, y por tanto, anterior al periodo 
del exilio. Por lo que, en este caso, la pérdida de la nacionalidad española sería conse-
cuencia directa y exclusiva del matrimonio con extranjero por aplicación del Código Civil 
español en su redacción originaria, vigente en la fecha del matrimonio y no como con-
secuencia del exilio, como ha quedado acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 10 de agosto de 2022 (22ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en la Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don M.-.O. S. P., ciudadano cubano, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que 
nació en Cuba en 1963, que es hijo de don I.-P. S. R., nacido en Cuba en 1926, certificado 
local de nacimiento del promotor; certificado cubano de nacimiento de su padre donde 
consta que es hijo de J. S. S., nacido en España, certificación de partida de bautismo 
de abuelo paterno donde consta que nació en España en 1869; certificados negativos 
de extranjería y ciudadanía cubana del abuelo paterno y un certificado en el que consta 
que el citado abuelo paterno entró en la isla el 8 de septiembre de 1888 no constando 
que se inscribiera en el Registro de Españoles al entrar en vigor el Tratado de París.

2. Con fecha 18 de abril de 2018, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que éste no prueba suficientemente los hechos 
a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado establecido que en el interesado 
concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, como nieto de abuelo originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y la Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe en el que indica que de dicha certificación se desprende 
que el abuelo residía en Cuba antes del 11/04/1899, fecha de entrada en vigor del 
Tratado de Paris. Al no constar en el expediente que el abuelo paterno se haya inscrito 
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en el registro general de españoles, según lo regulado por el Artículo IX del citado Tratado, 
no quedo acreditada documentalmente la continuidad en la nacionalidad española de 
origen de este, al momento del nacimiento del progenitor del solicitante, en 1926. Por 
tanto, en fecha 18/04/2018se denegó la presente solicitud, por no cumplir el interesado 
con los requisitos exigidos en el apartado 1° de la disposición adicional 7.ª de la Ley 
52/07, en concreto acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1963 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 18 de abril 
de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, el abuelo paterno del promotor, nacido en España en 1869 nació, 
originariamente español, pero según el certificado aportado por el promotor, éste residía 
en la Isla de Cuba antes del 11 de abril de 1899 y no se inscribió en el Registro General 
de Españoles, establecido por el Tratado de París. De este modo, el artículo IX del Tratado 
de París de 1898, por el que se firmó el Tratado de Paz entre los Estados Unidos de 
América y el Reino de España, que indicaba que «los súbditos españoles, naturales de 
la Península, residentes en el territorio cuya soberanía España renuncia o cede por el 
presente tratado, podrán permanecer en el territorio o marcharse de él…. En el caso de 
que permanezcan en el territorio, podrán conservar su nacionalidad española haciendo 
ante una oficina de registro, dentro de un año después del cambio de ratificaciones de 
este tratado, una declaración de su propósito de conservar dicha nacionalidad; a falta 
de esta declaración, se considerará que han renunciado a dicha nacionalidad y adoptado 
la del territorio en el cual pueden residir». Por tanto, tal como consta en el certificado 
aportado el abuelo paterno entró en Cuba el 8 de septiembre de 1888, y no se inscribió 
en el Registro de españoles, con quedando acreditado documentalmente la continuidad 
de la nacionalidad española del citado abuelo. Por tanto, no ha quedado acreditado que 
el padre del solicitante, nacido en 1926 sea originariamente español, por lo que el 
promotor no acredita el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para optar a la naciona-
lidad española de origen.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (23ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-C. G. M., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1960 en 
Cuba, es hija de R. M. P., nacida en Cuba en 1937, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su madre en el que consta que es hija de J.-M. 
M. G. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta 
que nació en España en 1882 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes 
al abuelo materno de la interesada donde se hace constar que el mismo no figura inscrito 
en el registro de extranjeros y no figura inscrito en el registro de ciudadanía, no constando 
que haya obtenido la ciudadanía cubana, por naturalización.

2. Con fecha 14 de septiembre de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del R.R.C.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1960 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 14 de septiembre de 
2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que el 
mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, espe-
cialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su madre; certificado de nacimiento español del abuelo materno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo no se encontraba inscrito ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que la madre de la 
interesada hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por 
lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (24ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. M. P., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos donde consta que nació en Cuba en 
1965, y es hija de don Á.-L.-T. M. C., nacido en Cuba en 1937, certificado de nacimiento 
local de la interesada; certificado de nacimiento local de su padre donde consta que es 
hijo de Á. M. A., nacido en España; certificado de nacimiento español del abuelo paterno 
de la promotora, nacido en 1911 en España; documentos negativos de inmigración y 
extranjería del abuelo paterno de la solicitante.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, estimando 
que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo paterno siguiese ostentando 
la nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hijo, padre de la solicitante, 
no habiendo quedado establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos 
en la disposición adicional por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante 
concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando nueva documentación de su abuelo paterno.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite un informe favorable. 
El Encargado del Registro Civil Consular, emite un informe favorable, en el que se hace 
consta que, revisado el recurso, y nuevamente el expediente, consta en este último una 
certificación local de notas marginales, según la cual por la sentencia local 1037/2004 
de Tribunal Municipal de Plaza de la Revolución, se declaró nulo un asiento registral 
donde obraba el nacimiento del abuelo paterno, reinscrito el 20/01/1938, fecha en la 
que el abuelo habría perdido su nacionalidad española de origen por aplicación del art. 
20 del CC en su redacción de 1889. Al escrito de apelación se aporta una copia de la 
citada sentencia, donde se corrobora la reinscripción del nacimiento del abuelo paterno. 
Visto lo anterior, el citado abuelo seguía ostentando su nacionalidad española de origen 
al momento del nacimiento de su hijo, padre de la recurrente, en 1937.

A la luz de la citada documentación, que acreditaría la condición de español de origen 
del progenitor de la solicitante, este Encargado no puede ratificar la resolución adoptada 
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en fecha 01/04/2019 al cumplir, en principio, la promotora con los requisitos exigidos 
en el apartado 1° de la D.A. de la Ley 52/07.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1965 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó certificado literal cubano de nacimiento 
de su progenitor y certificado de nacimiento español de su abuelo paterno, certificados 
negativos de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del citado abuelo 
de la solicitante. Sin embargo, la interesada presenta con el recurso nueva documentación 
donde consta una certificación local de notas marginales, según la cual por la sentencia 
local 1037/2004 de Tribunal Municipal de Plaza de la Revolución, se declaró nulo un 
asiento registral donde obraba el nacimiento del abuelo paterno, reinscrito el 20/01/1938, 
fecha en la que el abuelo habría perdido su nacionalidad española de origen por aplicación 
del art. 20 del CC en su redacción de 1889. Al escrito de apelación se aporta una copia 
de la citada sentencia, donde se corrobora la reinscripción del nacimiento del abuelo 
paterno. Visto lo anterior, el citado abuelo seguía ostentando su nacionalidad española 
de origen al momento del nacimiento de su hijo, padre de la recurrente, en 1937. A la 
luz de dichos certificados y de la restante documentación presentada, se acreditaría la 
continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo al momento del nacimiento 
de su hijo, padre de la recurrente, ocurrido en 1937 y por tanto queda establecida la 
condición de español de origen del progenitor de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (25ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña M. M. Q., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1958 en 
Cuba, es hija de R.-P. M. C., nacido en Francia en 1929, certificado de nacimiento del 
promotor, certificado de nacimiento de su padre en el que consta que es hijo de R. M. 
A. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta que 
nació en España en 1893 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes al 
abuelo paterno de la interesada donde se hace constar que el mismo no figura inscrito 
en el registro de extranjeros y no figura inscrito en el registro de ciudadanía, no constando 
que haya obtenido la ciudadanía cubana, por naturalización. Al haber nacido el padre 
de la interesada en Francia, se requirió a la promotora, el 30 de enero de 2012, para 
que aportara la certificación literal de nacimiento de su padre y su traducción por el 
servicio de traducción oficial en Cuba, debidamente legalizada. La interesada no aportó 
lo solicitado.

2. Con fecha 11 de diciembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
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67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1958 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 11 de diciembre de 2015, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su padre; certificado de nacimiento español del abuelo paterno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo no se encontraba inscrito ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
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Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que el padre del inte-
resado hubiera nacido originariamente español. Al haber nacido el padre de la promotora 
en Francia en 1929, se requirió a la promotora para que aportara certificado de su padre 
debidamente traducida y legalizada. La interesada no aportó lo requerido.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (26ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-T. R. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1947 en 
Cuba, es hija de J.-E. H. M., nacida en Cuba en 1922, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su madre en el que consta que es hija de F. H. 
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M. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo materno donde consta que 
nació en España en 1894 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes al 
abuelo materno de la interesada donde se hace constar que el mismo no figura inscrito 
en el registro de extranjeros y no figura inscrito en el registro de ciudadanía, no constando 
que haya obtenido la ciudadanía cubana, por naturalización.

2. Con fecha 25 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1947 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 25 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su madre; certificado de nacimiento español del abuelo materno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo no se encontraba inscrito ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que la madre de la 
interesada hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por 
lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
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la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (27ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M.-C. P. T., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1947 en 
Cuba, es hija de Á. P. R., nacido en Cuba en 1910, certificado de nacimiento de la pro-
motora, certificado de nacimiento de su padre en el que consta que es hijo de R.-J. P. 
L. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta que 
nació en España en 1885 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes al 
abuelo paterno de la interesada donde se hace constar que el mismo no figura inscrito 
en el registro de extranjeros y no figura inscrito en el registro de ciudadanía, no constando 
que haya obtenido la ciudadanía cubana, por naturalización.

2. Con fecha 19 de febrero de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
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ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1947 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de julio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 19 de febrero de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su padre; certificado de nacimiento español del abuelo paterno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo no se encontraba inscrito ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que el padre de la 
interesada hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por 
lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II R.R.C.).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 10 de agosto de 2022 (28ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. A. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1952 en 
Cuba, es hija de Á.-A. P. B., nacida en Cuba en 1923, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento del abuelo materno J.-M.-A. P. B. donde consta 
que nació en España en 1882 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes 
al abuelo paterno de la interesada donde se hace constar que el mismo figura inscrito 
en el registro de extranjeros con el número de expediente 266442 y no figura inscrito 
en el registro de ciudadanía, no constando que haya obtenido la ciudadanía cubana, 
por naturalización. En interés de completar su expediente, con fecha 14 de enero de 
2016, se requirió a la solicitante que aportase la documentación faltante, en concreto 
la certificación local de su progenitora. Dicho requerimiento no fue atendido.

2. Con fecha 22 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable, en el 
que hace constar que aunque la interesada aporta, con el recurso varias certificaciones 
de tías maternas de la recurrente, que han recuperado la nacionalidad española, al 
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haberse aportado una copia no legalizada de la certificación local de nacimiento de la 
progenitora, no queda acreditado documentalmente, que la recurrente cumpla los 
requisitos exigidos en el apartado 1.º de la D.A. 7.ª de la Ley 52/07 para acceder a la 
nacionalidad española.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1952 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de sep-
tiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 22 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada, certificado de nacimiento español del abuelo materno y documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el mismo se encon-
traba inscrito ni en el Registro de Extranjeros con el número de expediente 266442 pero 
no en el Registro de Ciudadanía cubana. En interés de completar su expediente, con 
fecha 14 de enero de 2016, se requirió a la solicitante que aportase la documentación 
faltante, en concreto la certificación local de su progenitora. Dicho requerimiento no fue 
atendido. Con el recurso varias certificaciones de tías maternas de la recurrente, que 
han recuperado la nacionalidad española, y aportó una copia no legalizada de la certi-
ficación local de nacimiento de la progenitora.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 10 de agosto de 2022 (33ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J.-C. P. V., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 8 de septiembre de 1950 en S., Santiago de Cuba (Cuba), 
hijo de D. P. L., nacido en S. (Santiago de Cuba), el 17 de marzo de 1918 y de C. V. F., 
nacida en S. el 8 de marzo de 1931, casados en 1971, certificado no literal de nacimiento 
del promotor, carné de identidad cubano del promotor, certificado no literal de nacimiento 
de la madre del promotor, inscrita en 1961, treinta años después de su nacimiento, hija 
de J. V. C. y F. F. L., ambos naturales de las Islas Canarias, certificado literal de nacimiento 
del abuelo materno del promotor, nacido en S. (Las Palmas) el 19 de julio de 1898, hijo 
de ciudadanos del mismo municipio y documentos de las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería, expedidos en el año 2015, relativos a que el abuelo materno 
del promotor no está inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 19 de febrero de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de la madre del promotor, por lo que no se ha 
acreditado que en el mismo concurran los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que su madre obtuvo la nacionalidad española con la misma documentación que él ha 
presentado de su abuelo materno.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
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remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1950, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de sep-
tiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 19 de febrero de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
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conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que sus progenitores eran naturales de las Islas Canarias, constando cer-
tificación de nacimiento del padre, J. V. C., en el Registro Civil de Santa María de Guía 
(Las Palmas), dónde había nacido en julio de 1898 e hijo de ciudadanos naturales de 
la misma localidad, también se aportó documentación cubana relativa a que el precitado 
no constaba inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de Ciudadanía como 
naturalizado cubano, por tanto no queda debidamente acreditada su nacionalidad en 
1931, cuando nació su hija y madre del promotor.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba)

Resolución de 10 de agosto de 2022 (34ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

1.º Habiendo sido advertido el promotor del plazo de caducidad de tres meses antes 
de iniciarse el procedimiento, procede declarar la caducidad del procedimiento.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. J.-L. B. P., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 26 de septiembre de 1944 en Y., Sancti Spiritus (Cuba), 
hijo de L. B. C., nacido el 21 de julio de 1912 en Y. (Sancti Spiritus) y de A. P. A., nacida 
el 27 de enero de 1911, sin que se haga constar su lugar de nacimiento y carné de 
identidad cubano del promotor.

El Registro Civil Consular requiere al interesado, para que comparezca con fecha 3 de 
mayo de 2018, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; con-
cretamente certificado literal de nacimiento propio y de su progenitor, certificado literal 
de nacimiento del abuelo paterno o materno, según corresponda o certificación negativa 
en su caso, certificados del Registro de Extranjería y de Ciudadanía cubanos. El interesado 
comparece en la fecha y es notificado del requerimiento, en el mismo se hace constar 
que dispone de un plazo de tres meses para presentar la documentación.

2. Con fecha 18 de julio de 2019, el órgano en funciones de Ministerio Fiscal mediante 
escrito insta del Encargado del Registro Civil consular que se declare la caducidad del 
expediente, al haber estado paralizado por causa imputable al promotor, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RCC). Con fecha 
22 del mismo mes el Encargado del Registro Civil dicta providencia acordando iniciar 
el procedimiento para declarar la caducidad del expediente siendo notificado su promotor 
con fecha 23 de julio, otorgándosele un plazo de cinco días para interponer recurso de 
reposición ante el propio Encargado del Registro Civil, siendo también en el mismo acto 
citado para comparecer el día 3 de septiembre de 2019.

El interesado presenta escrito con fecha 29 de julio de 2019, justificando la demora en 
la presentación de los documentos que le fueron requeridos en problemas importantes 
de salud, que le imposibilitaban para tramitar personalmente la obtención de los docu-
mentos, por lo que necesitó de la intervención de otras personas.

3. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 27 de agosto de 2019, por 
el que se acuerda declarar la caducidad del expediente seguido a instancia del Sr. J.-L. B. 
P. por haber transcurrido más de tres meses desde que se le notificó el requerimiento de 
documentación que debía aportar, sin que se hubiere cumplimentado, habiendo estado 
paralizado el expediente por causa imputable al promotor, de acuerdo con lo establecido 
en el art. 354 del RCC, sin que puedan estimarse favorablemente sus alegaciones.

4. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso, contra el acuerdo manifes-
tando que esperó a entregar los documentos cuando los tuviera todos, pensando que 
no podía entregarlos por separado, añadiendo que todavía le quedan documentos que 
han sido solicitados en España y de los que todavía no tiene respuesta, reiterando los 
motivos de salud que han producido la demora en la entrega.
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Aporta como documentación; certificado no literal de nacimiento del promotor, certificado 
no literal de nacimiento de su progenitora, inscrita en 1949, 38 años después de su 
nacimiento, hija de ciudadanos nacidos en Canarias, certificación negativa de inscripción 
de nacimiento en el Registro Civil cubano del abuelo materno del promotor, Sr. A. P. Y., 
entre 1885 y 1890 y documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería en el año 2018, relativos a que el precitado no consta inscrito en el Registro 
de Extranjeros ni en el de Ciudadanía.

5. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1944, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 27 de agosto de 2019, declarando la caducidad del expediente 
iniciado.

III. El auto apelado basa su motivación en que el expediente permaneció paralizado 
durante más de tres meses por causa imputable al interesado, que no cumplimentó el 
requerimiento de documentación en el plazo concedido.

IV. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
Ministerio Fiscal y las demás partes, podrán pedir que se declare su caducidad previa 
citación al interesado (artículo 354, párrafo tercero RRC). La notificación del requerimiento 
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de documentación se practicó mediante comparecencia del promotor en el Registro 
Civil consular de La Habana el 3 de mayo de 2018, constando que debía presentar la 
documentación requerida en el plazo máximo de tres meses, no constando que durante 
ese plazo el interesado acudiera en algún momento al Registro o presentara alegación 
alguna solicitando una prórroga, si como alega en su recurso no podía presentar la 
documentación que había solicitado porque no se la habían expedido, hay que concluir 
que la declaración de caducidad en este caso se ajustó a lo establecido en el artículo 
354 RRC, una vez constatado que habían transcurrido más de tres meses desde que 
el expediente se paralizó por causa imputable al promotor, fue notificado del inicio del 
procedimiento de caducidad, formuló alegaciones al respecto y posteriormente se declaró 
caducado el expediente, por lo que debe confirmarse el auto apelado.

V. El interesado aporta con el recurso ahora examinado parte de la documentación 
requerida, pero la misma no acredita la nacionalidad originariamente española de su 
progenitora, ya que sólo consta que era hija de ciudadanos nacidos en Canarias, no 
constando documento de nacimiento de ninguno de ellos, por lo que no puede tenerse 
por acreditado el hecho, lugar y fecha de su nacimiento ni tampoco su nacionalidad 
española de origen, por lo que no se ha acreditado que la progenitora del optante 
ostentara la nacionalidad española de forma originaria, no cumpliéndose uno de los 
requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, que concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (35ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
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entablado por el interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J.-M. C. M., ciudadano cubano, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 19 de julio de 1969 en R., 
H. (Cuba), hijo de M. C. D., nacido en S., Artemisa (Cuba) el 9 de marzo de 1945 y de 
A.-N. M. A., nacida en P., Santiago de Cuba (Cuba), el 10 de diciembre de 1942, casados 
en 1968, certificado no literal de nacimiento del promotor, carné de identidad cubano 
del promotor, certificado no literal de nacimiento de la madre del promotor, hija de J.-M. 
M. M., nacido en G., Gran Canaria (España) y de N. A. G., nacida en J., Granma (Cuba), 
certificación negativa de inscripción de nacimiento del Sr. M. M. en el Registro Civil de 
Gáldar entre 1912 y 1914, certificado de partida de bautismo del precitado en Gáldar, 
dónde había nacido el 29 de septiembre de 1913, de padres naturales del mismo 
municipio, documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería 
en 2016, relativos a que el Sr. M. M. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni 
en el de Ciudadanía, certificado no literal de defunción del abuelo materno del promotor, 
fallecido a los 62 años en 1978, dato que no se corresponde con su fecha de nacimiento 
en España y certificado no literal de matrimonio de los padres.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 1 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que no se ha acreditado fehacientemente que su abuelo materno 
siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento de la madre 
del promotor, por lo que en el solicitante no concurren los requisitos establecidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. especialmente 
en cuanto a la nacionalidad española originaria de su progenitora.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que hay un error al considerar que su solicitud de nacionalidad 
se hizo por su madre ya que lo correcto es que la hizo por su abuelo, añadiendo que su 
madre es ciudadana española desde el año 2016.

Adjunta como documentación; pasaporte español de la madre del promotor y literal de 
su inscripción de nacimiento en el Registro Civil consular de La Habana, en la que no 
se hace constar la nacionalidad de su progenitor, Sr. J.-M. M. M., y consta marginal de 
nacionalidad por la opción del artículo 20.1.b del Código Civil con fecha 30 de julio de 
2012, inscrita el 20 de enero de 2016.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
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con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1969, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 30 de julio de 2012 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así 
resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a 
que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a las 
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personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que 
se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este 
carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 
52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía 
española la madre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este Centro 
Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado 
en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso, la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que, de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en diciembre de 1942, cuando aquélla nació, puesto que según 
documentación local no constaba inscrito en el Registro cubano de Extranjeros ni tampoco 
en el de Ciudadanía como naturalizado cubano, por lo que no se cumple uno de los 
requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (36ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. J.-A. S. Q., ciudadano cubano, presenta solicitud ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 2 de febrero de 1963 en 
C. (Cuba), hijo de A.-F. S. C., nacido en H. (Cuba) el 4 de octubre de 1925 y de B.-Y. Q. 
E., nacida en C. (Cuba), el 4 de diciembre de 1927, casados en 1949, certificado literal 
de nacimiento del promotor, consta que sus abuelos paternos eran naturales de España, 
carné de identidad cubano del promotor, certificado literal de nacimiento del padre del 
promotor, inscrito en el Registro Civil consular español de La Habana, hijo de B. S. A., 
nacido en B. (León) en 1897 y de R. C. B., nacida en L. (B.) en 1903, no se hace constar 
la nacionalidad de ninguno de ellos, con marginal de nacionalidad por la opción del 
artículo 20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 36/2002, con fecha 
20 de julio de 2005, documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración 
y extranjería en 2009, relativos a que el Sr. S. A. no consta inscrito en el Registro de 
Extranjeros ni en el de Ciudadanía y certificación negativa de ciudadanía expedida por 
el Registro Civil de Cienfuegos, relativa a que el precitado no consta inscrito entre 1924 
y 1934.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 7 de marzo de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que no se ha acreditado fehacientemente que su abuelo paterno 
siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento del padre 
del promotor, por lo que en el solicitante no concurren los requisitos establecidos en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. especialmente 
en cuanto a la nacionalidad española originaria de su progenitor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que se presentaron todos los documentos exigidos, se 
acredito el nacimiento de su abuelo en España y que durante el tiempo que vivió en 
Cuba no perdió su nacionalidad española, que su abuelo volvió a España en 1932 y 
falleció allí en 1983, por último manifiesta que esos mismos documentos fueron sufi-
cientes para que a su padre le concedieran la nacionalidad española.

Adjunta como documentación; copia incompleta de la inscripción literal de nacimiento 
en España del abuelo paterno, documento notarial cubano recogiendo la declaración 
del padre del promotor, corroborada por dos testigos, en relación con su progenitor, que 
llegó a Cuba en 1923, vivió primero en Ciudad de La Habana y desde 1927 en Cienfuegos, 
regresando a España en 1934 o 1935, copia de escritura otorgada por el abuelo del 
promotor ante el Cónsul español en Cienfuegos, en funciones notariales, para autorizar 
el viaje a España de su esposa, Sra. C. B., se modifica el segundo apellido, con su hijo 
G. de 5 años, en el documento se declara que el otorgante es ciudadano español y tiene 
certificado de nacionalidad del propio Consulado, literal de inscripción de nacimiento 
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en España del abuelo paterno del promotor con marginal de defunción, en I. (Asturias) 
en 1983 y documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería 
en el año 2019, relativos a que el precitado no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía 
ni en el de Extranjeros.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día, y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso el padre del interesado tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 20 de julio de 2005 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 7 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
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nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso, el progenitor del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil, ya que, de su progenitor, 
español de origen y nacido en España, no se acreditó suficientemente que mantenía 
dicha nacionalidad en octubre de 1925, cuando aquél nació, puesto que según docu-
mentación local no constaba inscrito en el Registro Cubano de Extranjeros ni tampoco 
en el de Ciudadanía como naturalizado cubano, por lo que no se cumple uno de los 
requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (37ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 108 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

adquirido anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 
20.1.b) del Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad 
que sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que 
(el padre o la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. C.-M. A. O., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud del Apartado I de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació en 
H. (Cuba) el 5 de septiembre de 1967, hijo de B.-C. A. P., nacido en H. el 30 de octubre 
de 1936 y de M.-T. O. B., nacida en H., el 7 de noviembre de 1937, casados en 1959, 
carné de identidad cubano del promotor y certificado literal de nacimiento, en el que 
consta que sus abuelos eran naturales de España, certificado literal de nacimiento 
español de la madre del promotor, inscrita en el Registro Civil Consular de La Habana, 
hija de R. O. C., nacido en España el 14 de febrero de 1909, casado y sin que conste 
su nacionalidad y de H. B. A., nacida en R. (Orense) el 19 de marzo de 1909, casada y 
sin que conste su nacionalidad, con marginal de opción a la nacionalidad española con 
fecha 4 de abril de 2007, en virtud del artículo 20.1.b del Código Civil, según redacción 
de la Ley 36/2002, certificado del Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 
2011, relativo a que el Sr. O. C., consta inscrito en el Registro de Extranjeros con n.º ….. 
en La Habana, a los 23 años, es decir en 1932, de acuerdo con su fecha de nacimiento 
en España y documento expedido por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería 
en el año 2015, con los mismos datos del anterior.

Posteriormente el Encargado del Registro Civil consular cita al promotor para una 
comparecencia el 22 de enero de 2015, a fin de solicitarle nueva documentación, 
concretamente documento expedido por las autoridades cubanas respecto a la inscripción 
del abuelo materno en el Registro de Ciudadanía. No se aporta la documentación.

2. El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 15 de marzo 
de 2019 deniega lo solicitado por el interesado ya que no se ha acreditado que concurran 
los requisitos previstos en la Ley 52/2007, puesto que no se ha cumplimentado debi-
damente el requerimiento de documentación efectuado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
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contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, manifestando que sí 
presentó la documentación solicitada, lo hizo presencialmente en el Consulado 
español.

Adjunta nueva documentación; literal de inscripción de nacimiento de la madre del 
promotor en el Registro Civil consular, con una nueva marginal de nacionalidad por la 
opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 14 de julio de 
2009 y literal de inscripción de nacimiento de la abuela materna del promotor, nacida 
en R. en 1909, hija de ciudadanos también nacidos en la misma localidad.

4. Notificado el órgano encargado de las funciones de Ministerio Fiscal emite informe 
en el sentido de que en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones 
legales y por tanto el auto apelado es conforme a derecho. El Encargado del Registro 
Civil Consular emite su informe preceptivo y remite el expediente a esta Dirección General 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1967, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla adquirido 
primero en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 
1, b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
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documentada en acta suscrita el 4 de abril de 2007 e inscrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad y, poste-
riormente por haber optado para sí misma a la nacionalidad española con base en la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 14 de julio de 2009.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 11 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 15 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
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nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado 1 de la disposición 
adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas por el 
mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma 
(primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, 
a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para acceder a 
la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 14 de julio de 2009, el ahora 
optante, nacido el 5 de mayo de 1967, había alcanzado ya su mayoría de edad., por lo 
que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin 
embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, 
a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional séptima.
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V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora del recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por el 
apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre 
hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del 
padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de 
origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
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Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 114 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres 
Disposiciones Transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
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la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.
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XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de Derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición Adicional Séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (38ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 
20.1.b) del Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad 
que sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que 
(el padre o la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular 
en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L.-N. F. C., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud del Apartado I de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació en 
H. (Cuba) el 24 de diciembre de 1968, hija de S. F. M., nacido en H. el 11 de junio de 
1938 y de H.-B. C. L., nacida en S. (Cuba) el 17 de septiembre de 1939, carné de 
identidad cubano de la promotora y certificado no literal de nacimiento, certificado literal 
de nacimiento español de la madre de la promotora, inscrita en el Registro Civil Consular 
de La Habana, hija de J. C. M., nacido en P. (Baleares) el 7 de octubre de 1888, casado 
y sin que conste su nacionalidad y de S. L., nacida en S. el 6 de enero de 1906, soltera 
y nacionalidad cubana, con marginal de opción a la nacionalidad española con fecha 9 
de abril de 2003, en virtud del artículo 20.1.b del Código Civil, según redacción de la 
Ley 36/2002 y posteriormente por la opción de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, con fecha 26 de enero de 2010 y certificado del Ministerio del Interior 
cubano, expedido en el año 2011, relativo a que el Sr. C. M., consta inscrito en el Registro 
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de Extranjeros con n.º ….. en Santiago de Cuba, a los 42 años, es decir en 1930, de 
acuerdo con su fecha de nacimiento en España.

Posteriormente el Encargado del Registro Civil consular cita a la promotora para una 
comparecencia el 30 de enero de 2014, a fin de solicitarle nueva documentación, 
concretamente documento expedido por las autoridades cubanas respecto a la inscripción 
del abuelo materno en el Registro de Ciudadanía. La interesada aporta nuevo documento 
del Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 2014, con el mismo contenido del 
anterior que ya estaba en el expediente.

2. El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 1 de abril de 
2019 deniega lo solicitado por la interesada ya que no se ha acreditado que concurran 
los requisitos previstos en la Ley 52/2007, puesto que no se ha cumplimentado debi-
damente el requerimiento de documentación efectuado.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, manifestando que ya en 
su primera entrevista para tramitar su nacionalidad entregó los documentos acreditativos 
de que su abuelo era natural de España, habiendo aportado todos los documentos que 
le solicitaron.

Adjunta nueva documentación; literal de inscripción de nacimiento en P. (Baleares) en 
1888 del Sr. J. C. M., abuelo materno de la promotora.

4. Notificado el órgano encargado de las funciones de Ministerio Fiscal emite informe 
en el sentido de que en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones 
legales y por tanto el auto apelado es conforme a derecho. El Encargado del Registro 
Civil Consular emite su informe preceptivo y remite el expediente a esta Dirección General 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1968, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido primero en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 
20 n.º 1, b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo 
padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que 
fue documentada en acta suscrita el 9 de abril de 2003 e inscrito en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad 
y, posteriormente por haber optado para sí mismo a la nacionalidad española con base 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 26 de enero de 2010.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 1 de diciembre de 2019, denegando lo solicitado.

III. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
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países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado 1 de la disposición 
adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas por el 
mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma 
(primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, 
a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para acceder a 
la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
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séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora de la recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 26 de enero de 2010, la 
ahora optante, nacida el 24 de diciembre de 1968, había alcanzado ya su mayoría de 
edad., por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. 
Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 
puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del pro-
genitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor 
de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
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que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado 
por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española 
«de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. Esto 
fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 
para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
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la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
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Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
«conditio iuris» o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 
3.ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
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(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas 

«cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», respecto 
del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 3.ª de la 
Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema de plazos 
preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 15/1993 
y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había suprimido 
esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de Derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. artículo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).
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XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición Adicional Séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (2ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D. P. F., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en M., Florida 
(Estados Unidos de América), correspondiente a su domicilio, a fin de optar a la nacio-
nalidad española en virtud de la Ley 52/2007, Disposición adicional séptima, adjunta 
especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos 
en la que manifiesta que nació el 30 de septiembre de 1963 en Santiago de Cuba 
(Cuba), hija de don D. P. A., nacido en S., (Cuba), el 1 de septiembre 1931 y doña N-C. 
F. M., nacida en Santiago de Cuba, el 9 de junio de 1935, casados en 1963, certificado 
no literal de nacimiento de la promotora, licencia de conducir del estado de Florida y 
pasaporte estadounidense de la promotora, certificado no literal de nacimiento de la 
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madre de la promotora, inscrita en 1938, tres años después de su nacimiento, hija de 
don A. F. M., natural de Asturias (España) y de doña L. M. V., natural de Cuba, literal de 
inscripción de nacimiento de la madre de la promotora en el Registro Civil consular de 
La Habana, consta que el padre y abuelo de la promotora nació en P. (Asturias) el 9 de 
diciembre de 1891, sin que se mencione su estado civil ni su nacionalidad, la madre 
consta que es ciudadana cubana, no su estado civil ni su fecha de nacimiento, literal 
de inscripción de nacimiento del abuelo materno de la promotora, documentos de las 
autoridades cubanas de inmigración y extranjería, expedidos en el año 2018, relativos 
al Sr. F. M., que no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía 
y certificado de divorcio del matrimonio de los padres de la promotora.

2. El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 30 de enero 
de 2019, deniega lo solicitado por la interesada, habida cuenta que consta que su 
progenitora optó a la nacionalidad española también por la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007 y en ese momento la interesada ya era mayor de edad, por lo que 
no podía ejercer a su vez la opción a la nacionalidad.

3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, alegando que su declaración 
de opción a la nacionalidad española la hizo como nieta del Sr. A. F. M., natural de 
Asturias, España y que los dos hijos de éste, la madre y tío materno de la promotora, 
obtuvieron la nacionalidad española como hijos de aquél, que además nunca se naturalizó 
cubano y siempre mantuvo su nacionalidad española, con consta en los documentos 
de inmigración y extranjería.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión previamente adoptada, y remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución, informando que la solicitud 
de nacionalidad de la madre de la interesada, con base en la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, fue estimada favorablemente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005; 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero, 20-5.ª de junio de 2006; y 21-2.ª de febrero, 16-4.ª 
de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007; y 7-1.ª de febrero de 
2008; y 28 de abril de 2.010.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

En este caso la madre de la interesada solicitó su nacionalidad española en virtud del 
ejercicio del derecho de opción reconocido por el apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la citada Ley 52/2007, opción que fue documentada mediante 
solicitud. suscrita el 12 de agosto de 2010, fecha en la que la recurrente era ya mayor 
de edad.

III. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 30 de enero de 2019 denegando lo solicitado. El 
acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la interesada no reúne los 
requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no queda 
acreditado que su progenitora fuera originariamente española, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado 1 de 
la Disposición Adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las 
previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que 
habla la norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de 
origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición 
para acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora de la recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 12 de agosto de 2010, 
la ahora optante, nacida el 30 de septiembre de 1963, había alcanzado ya su mayoría 
de edad, por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta 
vía. Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo 
español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición 
adicional séptima.
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V. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora de la recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por el 
apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre 
hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del 
padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de 
origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma intro-
ducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción como 
vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, en 
supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la patria 
potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido fuera de 
España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa en dicha 
reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario para la 
adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 del artículo 
22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar que la Ley 
51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la 
doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española «de origen» 
adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. Esto fue lo que 
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hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero menor de dieciocho 
años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando 
cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo para especificar 
que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento del adoptado, 
éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
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regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción — con efectos de nacionalidad 
de origen —, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
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española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada Disposición Transitoria 
3.ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la Disposición Transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la Disposición 
Transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabi-
lidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida 
la madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
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personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la Disposición Transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la Disposición 
Adicional Séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma Disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma 
Disposición Adicional Séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 1, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
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precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la Disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid,1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (3ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad 
que sean hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que 
(el padre o la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de 
origen por la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. L. Á. M. V., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 10 de mayo de 1966 en 
G., Camagüey (Cuba), hijo de O. F. M. R., nacido en G. (Camagüey), el 6 de junio 1933 
y L. V. P., nacida en G., el 17 de junio de 1939, certificado no literal de nacimiento del 
promotor, carné de identidad cubano del promotor, certificado no literal de nacimiento 
del padre del promotor, inscrito en 1955, 22 años después de su nacimiento, hijo de 
G. P. P. M. T., nacido en España y de E. R. G., nacida en P., Las Tunas (Cuba), certificado 
de bautismo del abuelo paterno del promotor, nacido en C. (Albacete) el 19 de octubre 
de 1866, hijo de ciudadanos naturales de la misma provincia, documentos de las 
autoridades cubanas de inmigración y extranjería, expedidos en el año 2012, relativos 
al Sr. M. T., que no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía, 
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certificación negativa de jura de intención de adquirir la ciudadanía cubana entre 1905 
y 1947, fecha de su fallecimiento y certificado de soltería de la madre del promotor.

2. Con fecha 21 de marzo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por el interesado ya que de la documentación aportada 
no ha quedado acreditado que en él concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, alegando que se ha 
acreditado la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de su padre, 
adjuntando documentación del mismo y también se acredita la nacionalidad española 
de su abuelo, que no perdió hasta su fallecimiento.

Adjunta como nueva documentación; pasaporte español del padre del promotor, expedido 
en el año 2015 y literal de inscripción de nacimiento del padre del promotor en el Registro 
Civil consular de La Habana, en la que no consta la nacionalidad del padre, abuelo del 
promotor, y si la nacionalidad cubana de su madre, con marginal de nacionalidad por 
la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 con fecha 2 de julio de 
2010.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión previamente adoptada, y remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución, informando que la solicitud 
de nacionalidad del padre del interesado, con base en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, fue estimada favorablemente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005; 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero, 20-5.ª de junio de 2006; y 21-2.ª de febrero, 16-4.ª 
de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007; y 7-1.ª de febrero de 
2008; y 28 de abril de 2.010.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1966, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
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originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de julio 
de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 21 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación ha sido aportada en fase de recurso, pero es lo 
cierto que la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada por la 
aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ya 
que consta que es hijo de G. P. M. T., ciudadano natural de España, cuyo nacimiento en 
1866 ya se había acreditado en el expediente por certificado de bautismo, en una 
localidad de la provincia de Albacete, por lo que era originariamente español, también 
se aportaron documentos relativos a la no inscripción del Sr. M. T. en el Registro cubano 
de extranjeros ni en el de Ciudadanía, por lo que no quedaba debidamente acreditado 
que mantuviera su nacionalidad de origen en 1933, cuando nació su hijo y padre del 
promotor, por tanto éste no es hijo de progenitora originariamente español.

V. En este caso el padre del interesado solicitó su nacionalidad española en virtud del 
ejercicio del derecho de opción reconocido por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la citada Ley 52/2007, opción que fue documentada mediante 
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solicitud. suscrita el 2 de julio de 2010, fecha en la que el recurrente era ya mayor de 
edad.

VI. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado 1 de 
la disposición Adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas 
por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la 
norma (primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, 
pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
el progenitor del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, solicitada el 2 de julio de 2010, el ahora optante, 
nacido el 10 de mayo de 1966, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no 
podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, 
la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su 
vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional séptima.

VII. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso el progenitor del recurrente ostentaría la nacionalidad española «de 
origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción prevista 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión 
de determinar si se cumple respecto del recurrente el requisito exigido por el apartado 
primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre hubiese 
sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito lo cumple 
sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del padre o 
madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de origen, 
aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al 
nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, — de forma que sea suficiente que 
ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción —, o es necesario 
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que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VIII. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma intro-
ducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción como 
vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, en 
supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la patria 
potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido fuera de 
España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa en dicha 
reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario para la 
adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 del artículo 
22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar que la Ley 
51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la 
doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española «de origen» 
adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. Esto fue lo que 
hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero menor de dieciocho 
años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando 
cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo para especificar 
que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento del adoptado, 
éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

IX. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código civil (versión dada 
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por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

X. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el derecho 
de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la regulación 
de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, el caso de 
quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica esto ya 
que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola 
voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos para 
que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

XI. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
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del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 



M
inisterio de Justicia

◄ 141 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

XII. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
«conditio iuris» o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición Transitoria 
3.ª. En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición Transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
Transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabi-
lidad, tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida 
la madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XIII. Nuevamente se modifica el Código civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición Transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código civil).

XIV. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
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fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio» 

(en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas que pretendían 
el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean descendientes en 
primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando la segunda 
generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición Adicional 
Séptima).

XV. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos de 
dicha Ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición Adicional Séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 1, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 15 de agosto de 2022 (4ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M.-J. A. P., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 14 de marzo de 1957 en S., Villa Clara (Cuba), hijo de J. 
A. H., nacido el 2 de junio de 1916 en C. (Villa Clara) y N. A. P. S., nacida en S. el 30 de 
septiembre de 1925, casados en 1994, certificado no literal de nacimiento y carné de 
identidad cubano del promotor, certificado no literal de nacimiento del padre del promotor, 
hijo de V. A. S. y D. H. G., ambos naturales de Canarias, literal de inscripción de nacimiento 
del abuelo paterno del promotor, nacido en L. (Santa Cruz de Tenerife) el 23 de diciembre 
de 1874, hijo de ciudadanos naturales de la misma localidad y al que se le impusieron 
los nombres de V. D. consta marginal de su defunción el 18 de marzo de 1958 en Cuba, 
certificado del Ministerio del Interior, expedido en el año 2010, relativo a que el Sr. V A. 
S. no consta inscrito en el Registro de Extranjeros, documento con el mismo contenido 
expedido en el año 2011, en el que consta como primer apellido A., certificado no literal 
de defunción del abuelo paterno, certificado no literal de matrimonio de los padres del 
promotor y certificado no literal de defunción del padre del promotor.

El Registro Civil Consular requiere al interesado, para que comparezca con fecha 1 de 
marzo de 2015, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; 
certificado de inscripción en el Registro de Ciudadanía del abuelo del promotor. Se 
aportó certificado literal de defunción del abuelo paterno del promotor y certificado del 
Archivo Histórico Provincial de Santiago de Cuba, expedido en el año 2015, relativo a 
que los abuelos paternos del promotor llegaron a Cuba el 10 de diciembre de 1915.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 19 de mayo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que no se ha atendido el requerimiento realizado, por lo que no ha 
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quedado acreditado que se encontraba comprendido dentro del ámbito de aplicación 
del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que no ha quedado 
determinada la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso, contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que la documentación demuestra que sus 
dos abuelos eran españoles y solicita la revisión de la misma.

Adjunta como nueva documentación: documentos expedidos por las autoridades cubanas 
de inmigración y extranjería, expedidos en el año 2019, relativos a que el Sr. D. A. S., 
consta inscrito en el Registro de Extranjeros, formalizado en San Juan del Valle a los 50 
años, es decir en 1924 y que no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1957, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de sep-
tiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 19 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor fuese español de origen, puesto que no cumplió 
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correctamente el requerimiento de documentación efectuado, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que sus progenitores eran 
naturales de Canarias, habiéndose presentado respecto del padre, V. A. S., inscripción 
de nacimiento en L. (Santa Cruz de Tenerife) en 1874, como V. D., hijo de ciudadanos 
de la misma localidad, también se aportó documento local relativo a que el precitado 
no se inscribió en el Registro de Extranjeros, si bien los documentos expedidos en años 
diferentes no coincidían en el primer apellido del interesado, pero no se aportó pese a 
que fue expresamente requerido, documento que acreditara que tampoco constaba 
inscrito en el Registro de Ciudadanía como naturalizado cubano, no quedando probado 
que mantuviera la nacionalidad española cuando nació su hijo y padre del promotor en 
1916, posteriormente en fase de recurso se ha presentado nueva documentación relativa 
a que el Sr. D. A. S., consta inscrito en el Registro de Extranjeros en 1924 y no en el 
Registro de Ciudadanía, en este caso difiere la documentación tanto en el nombre como 
en el primer apellido, estas discrepancias y variaciones en el contenido de la documen-
tación, no permiten tener por debidamente acreditado que el Sr. V. D. A. S., nacido en 
España en 1874 y originariamente español, mantuviera dicha nacionalidad en 1916 
cuando nació en Cuba el padre del promotor.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
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progenitor del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (5ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don M-C. F. C., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en 
La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, dis-
posición adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos 
en la que hace constar que nació el 6 de noviembre de 1941 en La Habana, hija de don 
Á. F. F., nacido en La Habana, el 16 de noviembre de 1916 y de doña B-N. C. G., nacida 
en La Habana, el 20 de agosto de 1916, casados en 1943, certificado literal de nacimiento 
de la promotora, inscrita en 1944, tres años después de su nacimiento, como doña M-C. 
L., la madre consta como N., sin otro nombre, carné de identidad cubano de la promotora, 
certificado literal de nacimiento del padre de la promotora, inscrito en 1938, 22 años 
después de su nacimiento, hijo de don C. F. V. y doña E. F. M., nacidos en España, literal 
de inscripción de nacimiento de la abuelo paterno de la promotora, nacido en N. (Asturias) 
en 1875, documentos expedidos por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería 
en el año 2012, declarando que la abuela paterna de la promotora consta inscrita en 
el Registro de Extranjeros en La Habana a la edad de 62 años y, también, que consta 
inscrita en el Registro correspondiente su Carta de Ciudadanía con fecha 6 de mayo de 
1948, a la edad de 60, las edades resultan incongruentes, documentos expedidos por 
las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2015, relativos al abuelo 
paterno de la promotora, que no consta inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el 
de Ciudadanía.
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Posteriormente el Encargado del Registro Civil consular requiere de la interesada su 
comparecencia en fecha 10 de noviembre de 2015, para comunicarle que debe aportar 
nueva documentación, certificado del Registro de Extranjeros del abuelo y certificado 
literal de matrimonio de los abuelos. Se presenta certificado no literal de matrimonio 
de los padres de la promotora, certificado no literal de defunción de la abuela paterna 
de la promotora, fallecida en 1983, a los 80 años y siendo viuda, certificado no literal 
de defunción del abuelo paterno de la promotora, fallecido en 1918 siendo su estado 
civil casado y certificado no literal de defunción del padre de la promotora, fallecido en 
1954 a los 35 años, dato que no se corresponde con su fecha de nacimiento.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 11 de julio de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber quedado acreditado que se encontraba comprendida 
dentro del ámbito de aplicación del apartado 1.º de la Disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007, ya que no ha quedado determinado fehacientemente que su abuelo 
paterno siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
del padre de la interesada, por lo que no se acredita la nacionalidad española originaria 
de aquella.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
que la documentación aportada acredita la nacionalidad española de sus abuelos 
paternos y por tanto su descendencia española.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1941, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
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26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 11 de julio de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española del inscrito, 
sólo consta que sus progenitores, don C. F. V. y doña E. F. M., eran naturales de España, 
estando acreditado en el caso del primero su nacimiento en Asturias en 1875, por lo 
que era originariamente español, no así de la segunda de la que no se ha aportado 
documento de nacimiento, también consta por referencia que el abuelo paterno de la 
promotora falleció en 1918, siendo casado y la abuela paterna falleció en 1963 siendo 
viuda, no habiéndose aportado el certificado literal de matrimonio pese a ser requerido 
expresamente a la promotora, el hecho del matrimonio afectaba a la nacionalidad de 
la esposa, ya que de acuerdo con el Código Civil entonces vigente, art. 22, esta seguía 
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la nacionalidad del marido y, no ha quedado plenamente acreditado, por la documentación 
local aportada, que el Sr. Fernández Vallina mantuviera su nacionalidad española en 
1916 cuando nació su hijo y padre de la promotora, no constando además la fecha de 
su llegada a Cuba y si residía allí en 1898, en cuyo caso debería acreditarse que se 
inscribió en el Registro establecido en el Tratado de París de 1898 para los españoles 
nacidos en la península que desearan mantener su nacionalidad española, en caso 
contrario se entendía su opción por la ciudadanía cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (6ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra la resolución de la Encargada del Registro Civil 
Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M-J. P. R., ciudadana cubana, presenta solicitud ante el Consulado de España 
en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su petición como 
documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació en S., (Cuba), 
el 24 de junio de 1965, hija de don J-Y. P. P., nacido en M., el 21 de enero de 1922 y de 
doña A. R. R., nacida en S, el 11 de junio de 1936, casados en 2003, certificado no 
literal de nacimiento de la promotora, inscrita en 1971, seis años después de su 
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nacimiento y carné de identidad cubano, certificado literal de nacimiento español del 
padre de la promotora, inscrito en el Registro Civil consular, hijo de don Á. C. P. C., nacido 
en B., el 4 de septiembre de 1883, casado y sin que conste su nacionalidad y de doña 
M. P. A. nacida el 19 de mayo de 1896, aunque no consta su lugar de nacimiento, casada 
y sin que tampoco conste su nacionalidad, con marginal de opción a la nacionalidad 
por el art. 20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 36/2002, con fecha 
16 de febrero de 2007 y certificado literal de nacimiento cubano del padre de la pro-
motora, consta como progenitor don Á. P. H., no consta el lugar de nacimiento de éste 
ni de sus abuelos, consta marginal de resolución del año 2000, por la que se subsana 
el nombre del padre del inscrito, don Á. C. M. y el segundo apellido es Concepción, nacido 
en B., Canarias.

Con fecha 1 de marzo de 2012, se requiere de la promotora que aporte copia de la 
resolución del año 2000 por la que se subsanó el segundo apellido del abuelo paterno 
de la promotora. Se adjunta literal de nacimiento del abuelo paterno de la promotora, 
certificado del Ministerio del Interior cubano, expedido en el año 2010, relativo a que 
el Sr. Á. P. H. consta inscrito en el Registro de Extranjeros en S. a los 56 años, es decir 
en 1939 y documentos expedidos en el año 2009 por las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería, relativos a que el Sr. Á. C. N. P. Concepción no consta inscrito 
en el Registro de Extranjeros ni en el de Ciudadanía.

2. El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 8 de abril de 
2019, deniega lo solicitado por la interesada, según lo establecido en su Instrucción de 
4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia, ya que no se han acreditado los 
requisitos exigidos, especialmente la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que solicitó su ciudadanía por su abuelo paterno, don Á-C. M-N. 
P. C., que entregó diversa documentación en varios requerimientos, que demuestra que 
su abuelo ostentaba la nacionalidad española cuando nació su hijo y padre de la recu-
rrente, añadiendo que varios familiares suyos han obtenido la nacionalidad española 
por su abuelo paterno.

Adjunta como nueva documentación: inscripción literal de nacimiento en el Registro 
Civil consular de varios tíos paternos, con marginal de nacionalidad por la opción del 
art. 20.1.b del Código Civil y también la de un primo, español por la opción de la dispo-
sición adicional séptima de la Ley 52/007.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo de 
2010 (5.ª),28 de abril de 2010 (5.ª),6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre de 
2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª),7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011 
(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011 
(4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 (53.ª) 6 
de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 de enero 
2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1965, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso el padre de la interesada tiene la condición de español por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 16 de febrero de 2007 e inscrita en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de octubre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 8 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha quedado acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
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formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11 n.º 2 de la Constitución y 25 del Código civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas que 
en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere es 
el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter se 
cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y 
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la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil, por la que accedió a la ciudadanía española 
el padre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este Centro Directivo de 
4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso el progenitor de la optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, ya que su progenitor, nacido 
en España era en principio español de origen, pero no consta debidamente acreditado 
que mantenía dicha nacionalidad en enero de 1922, cuando nació su hijo, por lo que, 
en el caso de la promotora, no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (7ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don M-J. T. B., ciudadano cubano, presenta solicitud en el Consulado de España en 
La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
Disposición adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de 
datos en la que hace constar que nació el 29 de mayo de 1963 en H., (Cuba), hijo de 
don S-M. T., nacido en H., el 9 de septiembre de 1932 y de doña R-A. B. F., nacida en 
H., el 30 de noviembre de 1922, casados en 1959, certificado no literal de nacimiento 
del promotor, carné de identidad cubano del promotor, certificado no literal de nacimiento 
de la madre del promotor, hija de don I. B. G., nacido en V., Ávila, (España) y doña A. F. 
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P., nacida en H., certificado literal de nacimiento del abuelo materno del promotor, nacido 
en V. en enero de 1883, hijo de ciudadanos del mismo municipio, documentos de las 
autoridades cubanas de inmigración y extranjería, expedidos en el año 2013, relativos 
a que el abuelo materno del promotor no está inscrito en el Registro de Extranjeros ni 
en el de Ciudadanía, certificado no literal de matrimonio de los padres, casados en 
1960, no en 1959 como se declaraba en la hoja de datos, consta en el documento que 
la diferencia de edad de los cónyuges es cuatro años, también difiere de lo consignado 
por el promotor en la hoja de datos, diez años y certificado no literal de defunción de la 
madre del promotor.

2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 21 de mayo de 2019, 
por el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por el interesado, ya que en virtud de la documentación presentada, no puede deter-
minarse fehacientemente que su abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad 
española en el momento del nacimiento de la madre del promotor, por lo que no se ha 
acreditado que en el mismo concurran los requisitos establecidos en el apartado primero 
de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, contra el acuerdo denegatorio de su solicitud antes citada, manifestando 
su disconformidad con el mismo.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
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declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
febrero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 21 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
de ésta tampoco se desprende indubitadamente la nacionalidad española de la inscrita, 
sólo consta que su progenitor, B. G., era natural de una localidad de la provincia de Ávila, 
constando certificación de nacimiento en enero de 1883 e hijo de ciudadanos naturales 
de la misma localidad, también se aportó documentación cubana relativa a que el 
precitado no constaba inscrito en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de Ciudadanía 
como naturalizado cubano, tampoco consta la fecha de su llegada a Cuba y si residía 
allí en 1898, en cuyo caso debía constar su inscripción en el Registro de Españoles, 
establecido por el Tratado de París de 1898, para los nacidos en la península que 
desearan mantener su nacionalidad española, de no ser así se entendía su opción por 
la ciudadanía cubana, por tanto no queda debidamente acreditada su nacionalidad en 
1922, cuando nació su hija y madre del promotor.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

1.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español.

2.º No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 
20.1.b) del Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña B-D. R. D., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España 
en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
Disposición adicional séptima, adjunta en apoyo de su pretensión como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 8 de noviembre de 1972 
en G., (Cuba), hija de don J. R. D., nacido el 18 de enero de 1943 en M. y de doña A-M. 
D. D., nacida en M. el 9 de junio de 1945, casados en 1967, certificado no literal de 
nacimiento de la promotora, carné de identidad cubano de la promotora, certificado no 
literal de nacimiento de la madre de la promotora, hija de doña F. D. C., natural de 
Cáceres, España y de doña L-E. D. C., natural de N., literal de inscripción de nacimiento 
del abuelo materno de la promotora, nacido en C. Cáceres, el 13 de septiembre de 
1904, hijo de ciudadanos nacidos en la misma localidad, documentos expedidos por 
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las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2008, relativos a que el 
Sr. F. D. C. estaba inscrito en el Registro de Extranjeros, en La Habana a los 30 años de 
edad, es decir en 1934 y también que en el Registro de Ciudadanía consta inscrita, con 
fecha 6 de febrero de 1940, la Carta de Ciudadanía otorgada a don F. D. C., a la edad 
de 34 años, según expediente formalizado en 1938.

2. Con fecha 22 de marzo de 2011, el Encargado del Registro Civil Consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada ya que de la documentación aportada 
no ha quedado acreditado que en ella concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la extinta Dirección General de 
los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión del 
expediente ya que entiende que se ha producido un error, puesto que ella no solicitó la 
nacionalidad española por su madre sino por su abuelo materno.

Adjunta como nueva documentación; literal de inscripción de nacimiento de la madre 
de la promotora, Sra. D. D., en el Registro Civil consular de La Habana, en ella no se 
hace constar la nacionalidad del progenitor Sr. D. C. ni tampoco la fecha de nacimiento 
de su progenitora, sí que contrajeron matrimonio en 1944, con marginal de nacionalidad 
por la opción del art. 20.1.b del Código Civil, según redacción dada por la Ley 3672002, 
con fecha 13 de abril de 2018, pasaporte español de la progenitora de la recurrente y 
pasaporte cubano de la promotora.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo y remite 
el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1943, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
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26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 22 de marzo de 2011, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación ha sido aportada en fase de recurso, pero es lo 
cierto que la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por 
la aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, 
ya que consta que es hija de don F. D. C., ciudadano natural de España, lo que efecti-
vamente ya se había acreditado en el expediente por inscripción de nacimiento de 1904, 
en una localidad de la provincia de Cáceres, por lo que era originariamente español, 
también se aportaron documentos relativos a la inscripción del Sr. F. D. C. en el Registro 
cubano de extranjeros en 1934 y en el de Ciudadanía en 1940, no coincidiendo el 
nombre de ésta persona con el del abuelo materno de la promotora, por lo que podrían 
existir dudas respecto a si corresponden a la misma persona, aun suponiendo que sea 
así, consta que al mismo se le otorgó Carta de Ciudadanía cubana, que fue inscrita en 
el Registro correspondiente en febrero de 1940, antes del nacimiento de su hija y madre 
de la promotora, por lo que adquiriendo la ciudadanía cubana, de acuerdo con el artículo 
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20 del Código Civil español en su redacción originaria de 1889, perdía su calidad de 
español, lo que dio lugar a que la madre de la promotora naciera ciudadana cubana, 
por tanto la promotora no es hija de progenitora originariamente española.

V. Además, según documentación aportada, en este caso la madre de la interesada 
tiene la condición de española por haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho 
de opción reconocido por el artículo 20 n.º 1, b) del Código Civil, en su redacción dada 
por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho a optar por la 
nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera sido originariamente 
español y nacido en España», opción que fue documentada en acta suscrita el 13 de 
abril de 2018 e inscrita en el Registro Civil Consular de España en La Habana, fecha en 
la que la recurrente era ya mayor de edad.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19.n.º 2 del Código civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
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nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacio-
nalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre 
en los dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

VI. En el presente caso, la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.n.º 1.b) del Código Civil, ya que de su 
progenitor, español de origen y nacido en España, se acreditó suficientemente que no 
mantenía dicha nacionalidad en junio de 1945, cuando aquélla nació, puesto que según 
documentación local constaba inscrita su Carta de Ciudadanía cubana en 1940, por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (18ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. D.ª M-J. A. Á., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en La 
Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre 
otra documentación: hoja declaratoria de datos donde consta que nació en Cuba en 
1962,y es hija de don R. A. H. nacido en Cuba en 1927, certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de don V. 
A. G., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo paterno donde consta 
que nació en España en 1896 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del 
citado abuelo paterno.

2. Con fecha 18 de septiembre de 2018, el Encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, 
ya que no ha quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos 
en la disposición adicional por lo que no ha quedado establecido que en el solicitante 
concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
especialmente en lo referido a la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando nueva documentación como es la copia compulsada del 
certificado de inscripción del abuelo paterno en el registro de matrícula del Consulado 
de España de 1952.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho. Analizada la documentación del recurso y el expediente, 
el Ministerio Fiscal con un informe favorable en el que se dice que, revisado el recurso, 
se aporta copia no compulsada del certificado de inscripción del abuelo paterno en el 
registro de matrícula de este Consulado de 1952, que acreditaría la continuidad en la 
nacionalidad española del abuelo en el momento del nacimiento de su hijo padre de la 
recurrente.

El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el que indica 
que, habiéndose examinado el recurso presentado y de nuevo el expediente, quedaría 
acreditada la condición de español de origen del progenitor de la solicitante, por lo que 
no se ratifica la resolución adoptada en fecha 18 de septiembre de 2018 al cumplir, en 
principio, la promotora con los requisitos exigidos en la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
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29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 2005, 
5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de 
marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 7-1.ª de 
febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1962 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de 
octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 18 de septiembre de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la interesada se aportó, con el recurso una copia compulsada 
del certificado de inscripción del abuelo paterno en el registro de matrícula del Consulado 
de España de 1952.
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A la luz de dichos certificados y de la restante documentación presentada, se acreditaría 
la continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo al momento del naci-
miento de su hijo, padre de la recurrente, ocurrido en 1927 y por tanto queda establecida 
la condición de español de origen del progenitor de la solicitante.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el padre de la interesada ostenta 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (19ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª M. V. B., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1963 en Cuba, es hija de 
don S. V. M. nacido en Cuba en 1915, certificado de nacimiento de la promotora, certificado 
de nacimiento de su padre en el que consta que es hijo de don R-M. A. V. nacido en 
España, certificado de bautismo del abuelo paterno donde consta que nació en España 
en 1862 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes al abuelo paterno de 
la interesada donde se hace constar que el mismo no figura inscrita en el registro de 
extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana, por naturalización.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
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que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1963 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
diciembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, especialmente 
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en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su padre; certificado de bautismo español del abuelo paterno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo no se encontraba inscrita ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que el padre de la 
interesada hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (20ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren solicitado la nacionalidad 
española de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en su redacción dada 
por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo de la Encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª N. C. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació en Cuba en 1971, hija de doña R. G. G., nacida en 1930 en Cuba certificado 
de nacimiento de la promotora, certificado de nacimiento de su madre, que optó por la 
nacionalidad española, al amparo del artículo 20.1b) de la Ley 36/2002 el 13 de marzo 
de 2007, y donde consta que es hija de don J. G. G., nacido en España en 1899, no 
constando la nacionalidad del mismo, documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo materno, donde consta que no figura inscrito en el Registro de extranjeros y 
tampoco consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la promotora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este emite un informe desfa-
vorable, y el Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe 
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desfavorable, en el que se dice que, revisado el recurso, se aporta entre otros documentos, 
certificado de entrada al país en fecha 04/10/1920 a nombre de Don J. G., nacionalidad 
española. Dicho certificado permitiría acreditar la continuidad en la nacionalidad española 
de origen del abuelo materno de la interesada, sin embargo, al tratarse de una copia, 
no legalizada por las autoridades competentes, y no constando nombre completo del 
referido abuelo u otros datos que permitan identificar si en efecto se trata de la misma 
persona, por lo que se ratifica en la denegación dictada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo de 
2010 (5.ª),28 de abril de 2010 (5.ª),6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre de 
2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª),7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011 
(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011 
(4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 (53.ª) 6 
de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 de enero 
2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1971, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002 de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 13 de marzo de 2007.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 27 de febrero de 2019, denegando lo solicitado.
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III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el mismo concurren los requisitos exigidos en el 
apartado primero de dicha disposición adicional, especialmente en lo que se refiere a 
la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora, posición que 
el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el Anexo 
I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 12 de agosto 
de 2009. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad 
española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
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del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre del recurrente. Como señala la Instrucción de este 
centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo materno 
de la interesada nació en España, originariamente español, no se pudo acreditar que, 
en la fecha de nacimiento de la madre de la interesada, que se produce en 1930 su 
progenitor, abuelo materno de la solicitante, mantuviese tal nacionalidad, tal y como se 
desprende de los documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los 
que consta que no se encontraba inscrito ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro 
de Ciudadanía cubana, por lo que la madre del promotor no nació originariamente 
español, toda vez que ejerció, como consta en la certificación de la inscripción de 
nacimiento, su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la solicitante, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid,15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (21ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don O-R. G. P. de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1965 en 
Cuba, es hijo de doña O-Z. P. R. nacida en Cuba en 1943, certificado de nacimiento del 
promotor, certificado de nacimiento de su madre en el que consta que es hija de don 
T. P. C. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo materno donde consta 
que nació en España en 1901 y documentos de inmigración y extranjería pertenecientes 
al abuelo materno del interesado donde se hace constar que el mismo no figura inscrita 
en el registro de extranjeros y no consta que haya obtenido la ciudadanía cubana, por 
naturalización.

2. Con fecha 4 de julio de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en el interesado concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieto de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1965 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 4 de julio de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, especialmente 
en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su 
progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento del 
interesado y de su madre; certificado de nacimiento español del abuelo materno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo no se encontraba inscrita ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, documentación que no permite determinar que la madre del inte-
resado hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, por 
lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (22ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
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la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el acuerdo del encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don P-A. Q. M., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
1956, hijo de doña A. M., de nacimiento de su madre D.ª A. M. C. con marginal de opción 
a la nacionalidad española, en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en fecha 25 de noviembre de 2011, y en la que consta que es hija de don 
P-F. M. P., nacido en España en 1900, no constando la nacionalidad del mismo, certifi-
cados de inmigración y ciudadanía del abuelo materno donde consta que no figura 
inscrito en el Registro de extranjeros ni consta que haya obtenido la ciudadanía cubana 
por naturalización.

2. Con fecha 28 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 27-47.ª de agosto de 2020 
y 9-57.ª de junio de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1956, en virtud 
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del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

En este caso la madre del interesado optó por la nacionalidad española de origen en 
virtud del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
el año 2011, habiendo ya alcanzado el recurrente la mayoría de edad en dicha fecha. 
No consta en el certificado de nacimiento materno, la nacionalidad del abuelo materno 
del interesado.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 28 de mayo de 2019 denegando lo solicitado.

III. El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la interesada no reúne 
los requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no 
se acredita que su progenitora fuese originariamente española, posición que el órgano 
en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado 1 de la disposición 
adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas por el 
mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma 
(primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, 
a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para acceder a 
la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la opción 
prevista en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en el año 2011, el ahora optante, nacido en 1956, había alcanzado ya su mayoría de 
edad, por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. 
Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 
puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima.
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V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora del recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por el 
apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre 
hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del 
padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de 
origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del título primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del CC y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
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Esto fue lo que hizo el artículo 18 del CC el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 
para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: «En la 
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regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
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española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta Disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
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personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tampoco 
incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la fórmula tradi-
cional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español»), 
aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda condicionado 
en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el abuelo o abuela 
hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos de quienes perdieron 
o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio» (en la 
tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas que pretendían el recono-
cimiento del derecho de opción a las «personas que sean descendientes en primer o 
segundo grado de un español o española de origen», pasando la segunda generación de 
descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma Disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 2, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
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aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007, como en el caso presente ya que no consta acreditada la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española del mismo como consecuencia del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (23ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el acuerdo del encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don R-J. Q. M., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1965, 
hijo de don A. M., certificado de nacimiento de su madre D.ª A. M. C. con marginal de 
opción a la nacionalidad española, en virtud de la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, en fecha 25 de noviembre de 2011, y en la que consta que es hija de 
don P-F. M. P., nacido en España en 1900, no constando la nacionalidad del mismo, 
certificados de inmigración y ciudadanía del abuelo materno donde consta que no figura 
inscrito en el Registro de extranjeros ni consta que haya obtenido la ciudadanía cubana 
por naturalización.

2. Con fecha 28 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se revise su expediente.
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4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 27-47.ª de agosto de 2020 
y 9-57.ª de junio de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1965, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

En este caso la madre del interesado optó por la nacionalidad española de origen en 
virtud del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
el año 2011, habiendo ya alcanzado el recurrente la mayoría de edad en dicha fecha. 
No consta en el certificado de nacimiento materno, la nacionalidad del abuelo materno 
del interesado.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 28 de mayo de 2019 denegando lo solicitado.

III. El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la interesada no reúne 
los requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no 
se acredita que su progenitora fuese originariamente española, posición que el órgano 
en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado 1 de la disposición 
adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas por el 
mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma 
(primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, 
a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para acceder a 
la nacionalidad española (segundo optante).
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Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la opción 
prevista en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en el año 2011, el ahora optante, nacido en 1965, había alcanzado ya su mayoría de 
edad, por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. 
Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 
puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora del recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea 
la cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por 
el apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o 
madre hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este 
requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» 
(del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español 
de origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es 
necesario que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del pro-
genitor, bien desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor 
de la norma que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, 
además de a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación 
parlamentaria.
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VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del título primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del CC y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del CC el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 
para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
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modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos 
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disposiciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los 
hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta Disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
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tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 



M
inisterio de Justicia

◄ 187 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma Disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 2, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007, como en el caso presente ya que no consta acreditada la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española del mismo como consecuencia del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (24)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren optado anteriormente por la nacionalidad española de origen por 
la vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo del encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana (Cuba).
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HECHOS

1. D.ª B-M. Q. M., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de España 
en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1958, 
hija de Argelia Mérida, certificado de nacimiento de su madre D.ª A. M. C. con marginal 
de opción a la nacionalidad española, en virtud de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, en fecha 25 de noviembre de 2011, y en la que consta que es hija de 
don P-F. M. P., nacido en España en 1900, no constando la nacionalidad del mismo, 
certificados de inmigración y ciudadanía del abuelo materno donde consta que no figura 
inscrito en el Registro de extranjeros ni consta que haya obtenido la ciudadanía cubana 
por naturalización.

2. Con fecha 28 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su pretensión, solicitando se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado conforme 
a derecho, y la encargada del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre; la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 27-47.ª de agosto de 2020 
y 9-57.ª de junio de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1958, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».
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En este caso la madre de la interesada optó por la nacionalidad española de origen en 
virtud del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
el año 2011, habiendo ya alcanzado el recurrente la mayoría de edad en dicha fecha. 
No consta en el certificado de nacimiento materno, la nacionalidad del abuelo materno 
de la interesada.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 28 de mayo de 2019 denegando lo solicitado.

III. El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la interesada no reúne 
los requisitos necesarios para admitir su opción de nacionalidad española, ya que no 
se acredita que su progenitora fuese originariamente española, posición que el órgano 
en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. La primera cuestión que se plantea es si, al amparo del apartado 1 de la disposición 
adicional, es o no posible realizar dos opciones consecutivas de las previstas por el 
mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma 
(primer optante), el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, 
a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma disposición para acceder a 
la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este centro directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su 
vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente opta por la nacionalidad española en ejercicio de la opción 
prevista en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en el año 2011, la ahora optante, nacida en 1958, había alcanzado ya su mayoría de 
edad, por lo que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. 
Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, 
puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de la disposición adicional 
séptima.

V. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
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el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora del recurrente ostentaría la nacionalidad española 
«de origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción 
prevista en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la 
cuestión de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por el 
apartado primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre 
hubiese sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del 
padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de 
origen, aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo 
al nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que 
el progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente 
que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del título primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del CC y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del CC el cual, tras establecer que «El extranjero menor 
de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacionalidad 
española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo párrafo 
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para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del nacimiento 
del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código Civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «… que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
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sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la disposición 
transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
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española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta Disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
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de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
Resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. articulo 22 n.º 2, f del Código Civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma Disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2 de la misma dis-
posición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta dirección general.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, conforme al artículo 22 n.º 2, 
f) del Código civil, que tras la reforma llevada a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho 
precepto a los nietos de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado 2 de la disposición adicional 7.ª de la 
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Ley 52/2007, como en el caso presente ya que no consta acreditada la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española del mismo como consecuencia del exilio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (25ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren solicitado la nacionalidad 
española de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en su redacción dada 
por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el acuerdo de la Encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don I. C. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació en Cuba en 1968, hijo de doña R. G. G., nacida en 1930 en Cuba certificado 
de nacimiento del promotor, certificado de nacimiento de su madre, que optó por la 
nacionalidad española, al amparo del artículo 20.1b) de la Ley 36/2002 el 13 de marzo 
de 2007, y donde consta que es hija de don J. G. G., nacido en España en 1899, no 
constando la nacionalidad del mismo, documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo materno, donde consta que no figura inscrito en el Registro de extranjeros y 
tampoco consta que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

2. Con fecha 2 de abril de 2019, la Encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por el promotor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este emite un informe desfa-
vorable, y el Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe des-
favorable, en el que se dice que, revisado el recurso, se aporta entre otros documentos, 
certificado de entrada al país en fecha 04/10/1920 a nombre de Don J. G., de nacio-
nalidad española. Dicho certificado permitiría acreditar la continuidad en la nacionalidad 
española de origen del abuelo materno del interesado, sin embargo, al tratarse de una 
copia, no legalizada por las autoridades competentes, y no constando nombre completo 
del referido abuelo u otros datos que permitan identificar si en efecto se trata de la 
misma persona, por lo que se ratifica en la denegación dictada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo de 
2010 (5.ª),28 de abril de 2010 (5.ª),6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre de 
2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª),7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011 
(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011 
(4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 (53.ª) 6 
de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 de enero 
2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1968, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002 de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 
sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 13 de marzo de 2007.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de agosto 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
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2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 2 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el mismo concurren los requisitos exigidos en el 
apartado primero de dicha disposición adicional, especialmente en lo que se refiere a 
la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora, posición que 
el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 12 
de agosto de 2009. Se exige, en este caso, que el progenitor del optante no sólo tenga 
la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de 
originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código civil.
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Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, el padre del recurrente. Como señala la Instrucción de este 
centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. Adicionalmente se constata que, si bien el abuelo materno de la 
interesada nació en España, originariamente español, no se pudo acreditar que, en la 
fecha de nacimiento de la madre del interesado, que se produce en 1930 su progenitor, 
abuelo materno del solicitante, mantuviese tal nacionalidad, tal y como se desprende 
de los documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta 
que no se encontraba inscrito ni en el Registro de Extranjeros ni en el Registro de 
Ciudadanía cubana, por lo que la madre del promotor no nació originariamente español, 
toda vez que ejerció, como consta en la certificación de la inscripción de nacimiento, 
su derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno del solicitante, basta decir que, al no haberse solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (2ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª D-Y. D. R., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana 
(Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como 
documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 21 de 
enero de 1950 en F., (Cuba), hija de don L-D. D. H. y de D.ª Á. R. L., naturales de Cuba 
y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la interesada; certificado cubano de nacimiento de su padre, nacido el 29 de diciembre 
de 1924 en Y., Las Villas (Cuba), en el que consta que es hijo de D.ª C. H. F., natural de 
Canarias y nieto por línea materna de J. y S.; certificado literal español de nacimiento 
de la abuela paterna del solicitante, Sra. Herrera Fragosa, nacida el 13 de julio de 1897 
en H.; documentos de inmigración y extranjería de la abuela paterna, en los que consta 
que no se encuentra inscrita en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía 
cubana y certificado local de defunción de la abuela paterna, en el que se hace constar 
que su estado conyugal es viuda y que es hija de J. y M.

2. Por auto de fecha 27 de mayo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, no quedando establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitor, toda vez que la solicitante aporta 
documentos que presentan incongruencias que ofrecen dudas legítimas sobre el ver-
dadero estado civil de la abuela paterna.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como 
nieta de abuela española. Aporta, entre otros, como documentación: certificado local 
de defunción de la abuela paterna, en el que consta que su estado conyugal es soltera 
y que es hija de Juan y María; certificado local de defunción del abuelo paterno, en el 
que consta que su estado conyugal es soltero; certificación negativa de matrimonio de 
los abuelos paternos, expedida por el Registro de Estado Civil de Florencia, Ciego de 
Ávila; certificación expedida por la Directora General del Archivo Nacional de la República 
de Cuba, donde se hace constar la entrada al país de la abuela paterna en 1908 con 
once años de edad, procedente de Cádiz y certificado literal de inscripción española de 
nacimiento de la abuela paterna, en la que consta que es hija de don J. H. C. y de D.ª 
M. F. S.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 21 de enero de 
1950 en Florencia, Guadalupe, Camagüey (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
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Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 27 de mayo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo paterno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre; certificado español de nacimiento de la abuela paterna 
y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior 
cubano de la abuela española, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción 
en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.

En vía de recurso se aportan nuevas certificaciones de defunción de los abuelos paternos, 
donde consta subsanado el estado conyugal de ambos como «solteros», así como una 
certificación expedida por la directora general del Archivo Nacional de la República de 
Cuba, donde se hace constar la entrada al país de la abuela paterna en 1908 con once 
años de edad, procedente de Cádiz, que se encuentra sin legalizar. Por otro lado, subsisten 
discrepancias en la documentación aportada; así en el certificado local de nacimiento 
del padre de la interesada, se indica que es nieto por línea materna de Juan y de Silveria, 
mientras que, en el certificado literal de inscripción española de nacimiento de la abuela 
paterna, consta que es hija de don J. H. C. y de D.ª M. F. S.
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V. En el presente expediente, y a la vista de las discrepancias en los documentos pre-
sentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso —cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no 
se ha acreditado que el padre de la interesada ostentara la nacionalidad española de 
forma originaria por lo que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (3ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don D-F. P. H. presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 12 de febrero de 
1959 en H., (Cuba), hijo de don L.-O. P. H. y de D.ª L-A. H. L., nacidos en Cuba y de 
nacionalidad cubana; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
del interesado; certificado local de nacimiento de la progenitora, en el que consta que 
nació el 10 de septiembre de 1922 en H., (Cuba) y que es hija de don L-M. H. G., natural 
de Canarias; certificado literal español de nacimiento del abuelo materno, en el que 
consta que nació el 19 de agosto de 1887 en B. y documentos de inmigración y extranjería 
del abuelo materno, en los que consta que no se encuentra inscrito en el registro de 
extranjeros ni en el registro de ciudadanía cubana.

2. Con fecha 2 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y 
el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se 
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refiere su declaración, no quedando establecido de acuerdo con los documentos apor-
tados, que en el solicitante concurran los requisitos exigidos, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, aportando, entre otros, certificado expedido por la Directora del Archivo 
Histórico Provincial de Santiago de Cuba, en el que se hace constar la entrada al país 
del abuelo materno en fecha 2 de mayo de 1907 procedente de Islas Canarias.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe favorable a la 
estimación del recurso a la vista de la nueva documentación aportada, considerando 
probada la continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo en el momento 
del nacimiento de su hija y madre del interesado, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación a la vista de la nueva documentación aportada por el interesado en vía de 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 12 de febrero de 
1959 en H., (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitora. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
del interesado y de su madre, constando en este último que la progenitora es hija de 
padre natural de Canarias; certificado literal español de nacimiento del abuelo materno 
y documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que 
éste no se encuentra inscrito en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía 
cubana. En vía de recurso se aporta, entre otros, certificado expedido por la Directora 
del Archivo Histórico Provincial de Santiago de Cuba, en el que se hace constar la entrada 
al país del abuelo materno en fecha 2 de mayo de 1907 procedente de Islas Canarias 
y con nacionalidad española, lo que unido al certificado negativo de ciudadanía cubana 
de éste, acreditarían que el abuelo materno ostentaba la nacionalidad española en el 
momento del nacimiento de su hija y madre del solicitante, hecho que se produce el 10 
de septiembre de 1922.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
abuelo materno del solicitante ostentaba la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hija, madre del solicitante, por lo que la progenitora del interesado 
adquirió al nacer la nacionalidad española de origen, cumpliéndose con el requisito 
esencial del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando el derecho del interesado a la opción 
a la nacionalidad española de origen, conforme al apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución 
o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (4ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª D-R. G. A., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana 
(Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como 
documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 16 de 
marzo de 1965 en Marianao, La Habana (Cuba), hija de don P-P. G. M. y de D.ª A. A. P., 
naturales de Cuba y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado 
cubano en extracto de nacimiento de la interesada en el que consta que nació el 16 de 
marzo de 1975 en M., La Habana y que su nacimiento se encuentra inscrito el 14 de 
septiembre de 1970 en el Registro Civil cubano, lo que resulta contradictorio; certificado 
literal cubano de nacimiento de la progenitora, en el que consta que nació el 22 de junio 
de 1935 en C., La Habana y que es hija de don A. A. A., natural de España; acta española 
de nacimiento de don A-F. A. A., nacido el 13 de agosto de 1903 en V., Málaga y certificado 
expedido por la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, 
en el que se indica que el abuelo materno no se encuentra inscrito en el registro de 
ciudadanía cubana.

Requerida la interesada a fin de aportar la documentación necesaria para completar la 
documentación de su expediente, entre otros, certificado literal de su nacimiento sub-
sanado y certificado del registro de extranjería de la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del MININT de su abuelo, dicho requerimiento no fue atendido por la promotora.
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2. Por auto de fecha 2 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, al no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional 
séptima de la ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen 
de su progenitora, toda vez que los requerimientos realizados no fueron atendidos por 
la solicitante.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, como 
nieta de abuelo materno originariamente español. No aporta nueva documentación 
justificativa de su pretensión.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 16 de marzo de 
1965 en Marianao, La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
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noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 2 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por la interesada solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo materno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su madre; acta española de nacimiento del abuelo materno y 
certificado de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del abuelo español, en el que consta que éste no se encuentra inscrito en el registro de 
ciudadanía cubana. Requerida la promotora a fin de que aporte documentación adicional 
que justifique su pretensión, en particular, certificado de su nacimiento subsanado y 
certificación de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
relativa a la inscripción de su abuelo materno en el registro de extranjeros cubano, dicha 
documentación no se aporta por la solicitante.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, el abuelo 
materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, la documentación aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento 
de la nacionalidad española por el abuelo materno de la solicitante en la fecha de 
nacimiento de su hija y progenitora de la interesada.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
madre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (5ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª D. M. V., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 7 de junio de 
1966 en G., La Habana (Cuba), hija de don G. M. G. y de D.ª Z. V. S., naturales de Cuba 
y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano de la interesada y certificado de 
partida española de bautismo del abuelo materno de la solicitante, don M-R. V. S., nacido 
el 10 de octubre de 1900 en S., Las Palmas.

Requerida la promotora, aporta como documentación: certificado local de nacimiento 
de la interesada; certificado local de nacimiento de su progenitora, nacida el 19 de julio 
de 1935 en C., Las Villas (Cuba); certificado literal español de nacimiento de su abuelo 
materno y documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno, en los que se 
indica que no consta su inscripción en el registro de extranjeros ni en el registro de 
ciudadanía cubana.

2. Por auto de fecha 16 de agosto de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
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registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, no quedando establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como 
nieta de abuelo español. Aporta, entre otros, certificado local de defunción de su pro-
genitora y documentos de inmigración y extranjería de su abuelo materno en los que se 
indica que no consta la inscripción del mismo en el registro de extranjeros ni en el 
registro de ciudadanía cubana.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 7 de junio de 
1966 en Guanabacoa, La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
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del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 16 de agosto de 
2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo materno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su madre; certificado español de nacimiento del abuelo materno y 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el 
registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, nacida 
el 19 de julio de 1935 en C., Las Villas (Cuba), el abuelo materno de la interesada 
siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, la documentación 
aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento de la nacionalidad 
española por el abuelo materno de la solicitante en la fecha de nacimiento de su hija y 
progenitora de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
madre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
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que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (6ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E. C. M., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 29 de abril de 1964 en La 
Habana (Cuba), hija de don A. C. G. y de D.ª G. M. Á., nacidos en Cuba y de nacionalidad 
cubana; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la 
interesada; certificado cubano de nacimiento del progenitor, nacido el 7 de diciembre 
de 1922 en La Habana (Cuba), en el que consta que es hijo de don M. C. L. y de D.ª M. 
C. G. Fernández, naturales de España; acta española de nacimiento de la abuela materna, 
Sra. G. F., nacida en N. (Lugo) el 12 de mayo de 1884; documentos de inmigración y 
extranjería de la abuela materna, en los que consta su inscripción en el registro de 
extranjeros cubano y que no se encuentra inscrita en el registro de ciudadanía cubana; 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno, Sr. C. L., en los que consta 
que no se encuentra inscrito en el registro de extranjeros cubano ni en el registro de 
ciudadanía cubana; certificados locales de defunción del progenitor y de la abuela 
paterna, constando en este último que su estado civil es viuda.

2. Con fecha 8 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, al 
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no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que solicitó optar por la nacionalidad española de origen como 
nieta de abuela paterna originariamente española y que aportó al expediente toda la 
documentación que le fue requerida. Aporta, entre otros, una certificación negativa de 
matrimonio de sus abuelos paternos en el Registro Civil Provincial de Ciudad de La 
Habana, sin legalizar.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 29 de abril de 1964 en 
La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a 
la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 8 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha resolución 
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se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de sus abuelos paternos. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos en extracto 
de nacimiento de la interesada y de su padre; certificado literal español de nacimiento 
de la abuela paterna; certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano de la abuela española, en los cuales consta su inscripción 
en el registro de extranjeros y que no ha obtenido la ciudadanía cubana por naturalización 
y certificados de inmigración y extranjería del abuelo paterno, en los que consta que no 
se encuentra inscrito en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía cubana.

Asimismo, se aporta al expediente un certificado negativo de matrimonio de los abuelos 
paternos en el Registro Civil Provincial de Ciudad de La Habana sin legalizar y un certi-
ficado literal cubano legalizado de defunción de la abuela paterna en el que se hace 
constar como estado civil «viuda».

A la vista de la documentación integrante del expediente, no puede acreditarse la 
continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo paterno al momento del 
nacimiento del padre de la solicitante, hecho acecido el 7 de diciembre de 1922 en La 
Habana y, por aplicación del artículo 22 del Código Civil en su redacción de 1889, en 
el que se indica que «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido», 
tampoco de la abuela paterna.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
padre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
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que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (7ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E. M. R., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 14 de junio de 
1943 en Camagüey (Cuba), hija de don J-N. M. G. y de D.ª B-A. R. R., naturales de Cuba 
y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la interesada; certificado cubano de nacimiento de su madre, en el que consta que 
nació el 29 de julio de 1920 en C., (Cuba); acta española de nacimiento del abuelo 
materno de la solicitante, don V. M. R. H., nacido el 15 de junio de 1891 en A., Las 
Palmas; documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta 
que no se encuentra inscrito en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía 
cubano y certificado local de defunción de la madre de la solicitante.

2. Por auto de fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, al no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional 
séptima de la ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen 
de su progenitora.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen en 
virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, como nieta 
de abuelos maternos originariamente españoles. Aporta como documentación: certificado 
expedido por la Dirección de Identificación, Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano, en el que se indica que la abuela materna de la interesada, D.ª Ú-D. R. R. 
no consta inscrita en el registro de ciudadanía cubana; certificado local de nacimiento de 
la progenitora y certificado local de matrimonio de los abuelos maternos.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 14 de junio de 1943 en 
Camagüey (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos 
años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
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acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por la interesada solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo materno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su madre; acta española de nacimiento del abuelo materno; 
certificado local de matrimonio de los abuelos maternos y certificados de la Dirección 
de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano del abuelo español, en 
los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el registro de extranjeros ni 
que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, el abuelo 
materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, la documentación aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento 
de la nacionalidad española por el abuelo materno de la solicitante en la fecha de 
nacimiento de su hija y progenitora de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
madre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (8ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E-A. M. B., nacida el 4 de julio de 1962 en V., La Habana (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta, entre otros, especialmente en apoyo de su solicitud como documen-
tación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don N-F. M. G., de 
nacionalidad cubana y de D.ª M. B. C., de nacionalidad cubana y española, adquirida 
esta última por opción; documento de identidad cubano y certificado cubano de naci-
miento de la promotora; certificado literal español de nacimiento de la madre de la 
interesada, nacida el 28 de enero de 1930 en M., La Habana (Cuba), con inscripción 
marginal de opción por la nacionalidad española no de origen en virtud de lo establecido 
en el artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 2 de junio de 2008 y documentos de 
inmigración y extranjería del abuelo materno, don M. B. S., en los que consta que no se 
encuentra inscrito en el registro de extranjeros y que consta en el registro de ciudadanía 
la inscripción de la carta de ciudadanía que le fue expedida el 14 de marzo de 1913 
cuando contaba 23 años de edad.

2. Con fecha 7 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la 
solicitante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo 
que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora, 
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toda vez que el abuelo materno de la solicitante se nacionalizó cubano en 1913, perdiendo 
de esta forma la nacionalidad española de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 
del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 1899.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente, 
alegando que formuló su solicitud como nieta de abuelo materno nacido el 21 de junio 
de 1896 en S., Santander. Aporta, entre otros: certificado literal cubano de su nacimiento 
y certificados literales españoles de nacimiento de su abuelo materno y de su madre; 
certificado de partida de matrimonio canónico de los abuelos maternos, expedida por 
la Arquidiócesis de La Habana y documentos de inmigración y extranjería del abuelo 
español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª)24 de marzo de 
2010 (5.ª),28 de abril de 2010 (5.ª),6 de octubre de 2010 (10.ª) 15 de noviembre de 
2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª),7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011 
(3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011 
(4.ª).10 de febrero 2012 (42.ª) 17 de febrero 2012 (30.ª) 22 de febrero 2012 (53.ª) 6 
de julio 2012 (5.º) 6 de julio 2012 (16.ª) 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 30 de enero 
2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana como española de origen a la nacida el 4 de julio de 1962 en Vedado, La 
Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».
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En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 2 de junio de 2008 e inscrita en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba) el 13 de noviembre de 2008, fecha en la que 
la recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 7 de marzo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) el 16 
de diciembre de 2011. Se exige, en este caso, que la progenitora de la optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
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disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción 
de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de 
opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Adicionalmente se indica que el abuelo materno de la solicitante adquiere la nacionalidad 
cubana en 1913, perdiendo la española en virtud de lo establecido en el artículo 20 
del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, por 
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lo que su hija, madre de la interesada, nacida el 28 de enero de 1930 no adquiere al 
nacer la nacionalidad española, sino la cubana.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (9ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E. C. F., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 1 de marzo de 
1948 en Vertientes, Camagüey (Cuba), hija de don L-R. C. M. y de D.ª E-T. F. P., naturales 
de Cuba y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado cubano de 
nacimiento de la interesada; certificado cubano de nacimiento de su padre, nacido el 
20 de abril de 1917 en M., Las Villas (Cuba), en el que consta que es hijo de don D-L. 
C., natural de A., y certificado de subsanación en cuanto a que el segundo apellido de 
su padre (abuelo de la solicitante) es Rodríguez; certificado literal de inscripción de 
nacimiento del abuelo paterno en el registro Civil de Artenara, Las Palmas, en el que 
consta que nació el 30 de abril de 1893 en dicha localidad; documentos de inmigración 
y extranjería del abuelo paterno, en los que no consta su inscripción en el registro de 
extranjeros ni en el registro de ciudadanía cubana; certificado local de matrimonio de 
los abuelos paternos y certificados locales de defunción del padre y del abuelo paterno 
de la solicitante.

2. Por auto de fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 222 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

su declaración, no quedando establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como 
nieta de abuelo español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 1 de marzo de 
1948 en Vertientes, Camagüey (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha resolución 
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se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo paterno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre; certificado español de nacimiento del abuelo paterno y 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el 
registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, nacido el 
20 de abril de 1917 en Manicaragua, Las Villas (Cuba), el abuelo paterno de la interesada 
siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, la documentación 
aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento de la nacionalidad 
española por el abuelo paterno de la solicitante en la fecha de nacimiento de su hijo y 
progenitor de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
padre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (10ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E- M. M. C., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana 
(Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como 
documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 17 de 
octubre de 1948 en S., Las Villas (Cuba), hija de don A. M. S. y de D.ª M-C. C. G., naturales 
de Cuba y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado cubano de 
nacimiento de la interesada; certificado cubano de nacimiento de su padre, nacido el 
25 de octubre de 1919 en S., Las Villas (Cuba), en el que consta que es hijo de don A. 
M. S. natural de Las Palmas de Gran Canaria; certificado de partida española de bautismo 
del abuelo paterno de la solicitante, Sr. M. S., en el que consta que nació el 4 de sep-
tiembre de 1892 en T., Las Palmas; inscripción en el Registro Civil de Telde del matrimonio 
canónico del abuelo paterno con D.ª N. M., celebrado en Telde el 4 de febrero de 1942; 
certificado expedido por la Sección de Identificación y Registros de Cienfuegos en la 
que se indica que no consta la inscripción de don A. M. S. en el registro de extranjeros 
cubano; certificado de defunción del abuelo paterno, inscrito en el Registro Civil de 
Telde, acaecida en T. el 20 de junio de 1972; certificación de partida de bautismo del 
progenitor, expedida por la Diócesis de Cienfuegos; certificado local de matrimonio de 
los padres de la solicitante y certificado local de defunción del progenitor.

2. Por auto de fecha 28 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, no quedando establecido que en la interesada concurran los requisitos 
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exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como 
nieta de abuelo español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 17 de octubre 
de 1948 en Santa Isabel de Las Lajas, Las Villas (Cuba), en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de octubre 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expediente en base a la 
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nacionalidad española de origen de su abuelo paterno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre; certificado español de bautismo del abuelo paterno y 
certificado expedido por la Sección de Identificación y Registros de Cienfuegos en la 
que se indica que no consta la inscripción del abuelo paterno en el registro de extranjeros 
cubano.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, nacido el 
25 de octubre de 1919 en S., Las Villas (Cuba), el abuelo paterno de la interesada 
siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, la documentación 
aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento de la nacionalidad 
española por el abuelo paterno de la solicitante en la fecha de nacimiento de su hijo y 
progenitor de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
padre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (11ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don E-F. L. V., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 —disposición adicional 
séptima—, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 26 de octubre de 1939 en 
Matanzas (Cuba), hijo de don F. L. R. y de D.ª F. V. E., nacidos en Cuba y de nacionalidad 
cubana; documento de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento del 
interesado; certificado literal cubano de nacimiento del progenitor, nacido el 16 de 
agosto de 1903 en I., (Cuba) en el que consta que es hijo de don J. L. M., natural de 
Albacete, España; certificado español de bautismo del abuelo paterno, don J-C. L. M., 
nacido el 4 de septiembre de 1865 en P., Albacete; documentos de inmigración y 
extranjería del abuelo paterno, en los que consta que no se encuentra inscrito en el 
registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía cubana; certificado literal cubano 
de matrimonio de los progenitores y certificados literales cubanos de defunción de los 
padres y del abuelo paterno del interesado.

2. Con fecha 19 de febrero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
al no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, como nieto de abuelo paterno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 26 de octubre de 1939 en 
Matanzas (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 19 de febrero de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo paterno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados literales cubanos 
de nacimiento del interesado y de su padre; certificado español de bautismo del abuelo 
paterno y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del 
Interior cubano del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su 
inscripción en el registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento del padre del solicitante, nacido el 16 
de agosto de 1903 en Ingenio Tartesio, Rancho Veloz (Cuba), el abuelo paterno del 
interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, la 
documentación aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento de la 
nacionalidad española por el abuelo paterno del solicitante en la fecha de nacimiento 
de su hijo y progenitor del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
padre del interesado ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 16 de agosto de 2022 (12ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª E. G. L. presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 3 de mayo de 1964 en 
Guantánamo, Oriente (Cuba), hija de don A. G. R. y de D.ª C-D. L. A., nacidos en Cuba y 
de nacionalidad cubana; certificado local de nacimiento y carnet de identidad cubano 
de la interesada; certificado local de nacimiento del progenitor, en el que consta que 
nació el 6 de agosto de 1931 en Y., Oriente (Cuba) y que es hijo de don V. G. F. y de D.ª 
O-R. R., naturales de Canarias; certificado literal español de nacimiento del abuelo 
paterno, Sr. García Felipe, nacido el 3 de noviembre de 1896 en Guía, Las Palmas 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo, en los que consta que 
no se encuentra inscrito en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía 
cubanos; certificado local de soltería de la madre y certificado cubano de defunción del 
progenitor.

2. Con fecha 15 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, 
toda vez que no puede determinarse fehacientemente que el abuelo paterno de la 
solicitante siguiera ostentando la nacionalidad española en el momento del nacimiento 
de su hijo y padre de la promotora, por lo que no concurren los requisitos establecidos 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se 
refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente como nieta de abuelo originariamente español, alegando que a su hermana 
menor le fue otorgada la ciudadanía española. Se acompaña al expediente un certificado 
legalizado expedido por la Dirección de Identificación, Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano que fue aportado por la hermana de la solicitante a la que 
se reconoció la opción a la nacionalidad española de origen, en el que se indica que 
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consta en el registro de extranjeros con número de expediente 356971, la inscripción 
formalizada en Guantánamo del abuelo paterno, natural de España, con 47 años en el 
acto de asentamiento de su inscripción.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe favorable a la 
estimación del recurso, a la vista de la documentación del expediente, considerando 
probada la continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo en el momento 
del nacimiento de su hijo y padre de la interesada, y el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a su 
estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 3 de mayo de 
1964 en Guantánamo, Oriente (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por 
el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de enero 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 15 de marzo de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no 
encontrarse acreditada la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a 
dicha resolución se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expe-
diente, aportando nueva documentación justificativa de su pretensión. Dicho recurso 
constituye el objeto del presente expediente.
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IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se aportaron al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre; certificado español de nacimiento del abuelo paterno y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que constaba que 
no se encontraba inscrito en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía 
cubana. De este modo, se desestimó la solicitud de la interesada al no quedar feha-
cientemente acreditada la continuidad en la nacionalidad española de origen del abuelo 
paterno en la fecha de nacimiento de su hijo y padre de la interesada.

Posteriormente, en vía de recurso, se aporta un certificado legalizado expedido por la 
Dirección de Identificación, Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
que constaba en el expediente de la hermana de la solicitante, a la que se reconoció la 
opción a la nacionalidad española de origen y cuyo nacimiento se encuentra inscrito en 
el Registro Civil Consular de La Habana, en el que se indica que consta en el registro 
de extranjeros con número de expediente 356971, la inscripción formalizada en 
Guantánamo del abuelo paterno, natural de España, con 47 años en el acto de asen-
tamiento de su inscripción. De este modo, dicho certificado y el certificado negativo de 
inscripción en el registro de ciudadanía cubana acreditan que el abuelo paterno mantenía 
su nacionalidad española en la fecha del nacimiento de su hijo y padre de la interesada, 
hecho que se produce el 6 de agosto de 1931 en Y., Oriente (Cuba).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
padre de la interesada ostentó la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado, declarando el derecho de la interesada a la opción 
a la nacionalidad española de origen, conforme al apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución 
o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid,16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (13ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don F-J. L. S., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007-disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: hoja 
declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 15 de diciembre de 1969 en 
P., La Habana (Cuba), hijo de don J. A. L. A. y de D.ª S-C. S. C., nacidos en Cuba y de 
nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento del 
interesado; certificado local de nacimiento de la progenitora, en el que consta que nació 
el 9 de marzo de 1943 en A., La Habana (Cuba) y que es hija de don C-J. S. P., natural 
de España; acta española de nacimiento del abuelo materno, nacido el 28 de febrero 
de 1921 en la Coruña; documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno, en 
los que se indica que éste no se encuentra inscrito en el Registro de Extranjeros ni en 
el Registro de Ciudadanía cubana; certificado local de defunción del abuelo materno y 
certificado local de matrimonio de los progenitores.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y 
el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
ya que estima que el peticionario no prueba suficientemente los hechos a los que se 
refiere su declaración, no quedando establecido que en el interesado concurran los 
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requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que formuló su solicitud como nieto de abuelo español, que nunca 
perdió su nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 15 de diciembre de 
1969 en Playa, La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por el interesado, solicitando se revise su expediente en base a la 
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nacionalidad española de origen de su abuelo materno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente, entre otros, los certificados literales 
cubanos de nacimiento del interesado y de su madre; acta española de nacimiento del 
abuelo materno y certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su 
inscripción en el Registro de Extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por 
naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre del solicitante, nacida el 
9 de marzo de 1943 en Arroyo Naranjo, La Habana (Cuba), el abuelo materno del 
interesado siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por lo que, la 
documentación aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento de la 
nacionalidad española por el abuelo materno del solicitante en la fecha de nacimiento 
de su hija y progenitora del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
madre del interesado ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 16 de agosto de 2022 (14ª)
III.1.3.1 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. D.ª F. G. M., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 5 de febrero de 
1955 en La Habana (Cuba), hija de D. D-A. G. Á. y de D.ª M. M. R., naturales de Cuba y 
de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la interesada; certificado cubano de nacimiento de su padre, nacido el 20 de diciembre 
de 1927 en P., (Cuba), en el que consta que es hijo de don A-J. G. M. y de D.ª G. Á. F., 
naturales de España; certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno, Sr. 
G. M., nacido el 16 de octubre de 1894 en V., Asturias; documentos de inmigración y 
extranjería del abuelo paterno, en los que consta que no se encuentra inscrito en el 
registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía cubana y certificados cubanos de 
defunción del padre y del abuelo paterno de la interesada.

2. Por auto de fecha 1 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, no quedando establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
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contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 como 
nieta de abuelo español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 5 de febrero de 1955 en 
La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a 
la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de marzo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo paterno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
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habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. Arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su padre; certificado español de nacimiento del abuelo paterno y 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el 
registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse fehacien-
temente que, en el momento del nacimiento del padre de la solicitante, nacido el 20 de 
diciembre de 1927 en P., (Cuba), el abuelo paterno de la interesada siguiera ostentando 
su nacionalidad española de origen, por lo que, la documentación aportada al expediente 
no permite determinar el mantenimiento de la nacionalidad española por el abuelo paterno 
de la solicitante en la fecha de nacimiento de su hijo y progenitor de la interesada.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que el 
padre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 16 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (7ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don A.-M. R. O., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General 
de España en La Habana (Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que, 
nació en 1979 y es hijo de A. O. S., nacida en Cuba en 1961, certificado de nacimiento 
del promotor, certificado de nacimiento de su madre donde consta, que optó a la nacio-
nalidad española en virtud del artículo 20.1.b del C.C., en el año 2007 y que es hija de 
M. O. S. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo español donde consta 
que nació en España en 1893 y documentos de inmigración y extranjería donde consta 
que el abuelo paterno no se inscribió en el Registro de extranjeros ni obtuvo la nacio-
nalidad cubana por naturalización.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando nueva documentación relativa a su abuelo materno, en concreto 
certificados de registro ante las autoridades cubanas de su entrada en Cuba en 1912 
procedente de Nueva York de 18 años de edad, y de nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que la interesada 
reúne los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. El encargado de ese registro civil 
consular remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe favorable, en el que indica que revisado nuevamente el expediente 
se constata que, a la progenitora del recurrente, se le hizo constar al margen de su 
inscripción española de nacimiento, su condición de española de origen al amparo del 
artículo 17 del CC por lo que quedaría acreditado en el legajo de nacionalidad de ésta, 
que su padre, abuelo del recurrente, seguía ostentando la nacionalidad española de 
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origen al momento del nacimiento de su hija, madre del recurrente, en 1961. Por lo que, 
a la luz de la nueva documentación, quedaría acreditada la condición de española de 
origen de la progenitora del solicitante.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 18-4.ª de febrero de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido en Cuba en 1979 en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de julio 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 1 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, pero esto no ha sido ni 
debe ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro Civil 
competente para ello. En este caso, la certificación del progenitor presentada procede 
del Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, en quien basa 
su opción a la nacionalidad, concretamente de la madre del interesado.

V. Con el recurso el interesado aporta nueva documentación relativa a su abuelo materno, 
en concreto certificados de registro ante las autoridades cubanas de su entrada en 
Cuba en 1912 procedente de Nueva York de 18 años de edad, y de nacionalidad española. 
Además, revisado nuevamente el expediente se constata que, a la progenitora del 
recurrente, se le hizo constar al margen de su inscripción española de nacimiento, su 
condición de española de origen al amparo del artículo 17 del CC por lo que quedaría 
acreditado en el legajo de nacionalidad de ésta, que su padre, abuelo del recurrente, 
seguía ostentando la nacionalidad española de origen al momento del nacimiento de 
su hija, madre del recurrente, en 1961. Por lo que, a la luz de la nueva documentación, 
quedaría acreditada la condición de española de origen de la progenitora del 
solicitante.

VII. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. Arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la 
madre del optante ostentaba la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (8ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A. B. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en Cuba en 
1972, hija de don R. B. C. nacido en Cuba en 1942; certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su padre en la que consta que es hijo de E. B. 
O. nacido en España, copia del certificado de nacimiento del abuelo paterno de la 
interesada nacido en 1902 en España y documentos de inmigración y extranjería del 
abuelo paterno, en los que consta que éste se inscribió en el Registro de Extranjeros 
con el número ….. pero no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía. En interés de 
completar su expediente se requirió a la solicitante en fechas 16 de septiembre de 2011 
y 1 de junio de 2015 que aportase la documentación faltante, en concreto el original 
de la certificación española de nacimiento de su abuelo paterno. Dicho requerimiento 
no fue atendido por la interesada.

2. Con fecha 22 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, 
junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1972 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 22 de abril 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
la misma no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su padre; copia del certificado de nacimiento de su abuelo paterno, 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo español, en los que consta que el 
mismo se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros con el número ….. pero no 
en el Registro de Ciudadanía cubana. En interés de completar su expediente se requirió 
a la solicitante en fechas 16 de septiembre de 2011 y 1 de junio de 2015 que aportase 
la documentación faltante, en concreto el original de la certificación española de naci-
miento de su abuelo paterno. Dicho requerimiento no fue atendido por la interesada. 
Con el recurso la interesada no aporta más documentación.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española de la optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (9ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña A. I. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en Cuba en 
1959, hija de doña J. P. B. nacida en Cuba en 1924; certificado de nacimiento de la 
promotora, certificado de nacimiento de su madre en la que consta que es hija de J.-G. 
P. H. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo materno de la interesada 
nacido en 1877 en España y documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno, 
en los que consta que no se inscribió en el registro de extranjeros ni obtuvo la ciudadanía 
cubana por naturalización.

2. Con fecha 1 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no prueba 
suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido en los 
artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado. Aporta un certificado positivo de extranjería de G. P. H.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y la encargada del Registro Civil Consular de España en La 
Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, 
junto con informe desfavorable en el que se dice que revisado el recurso, se adjunta 
certificado positivo de extranjería y negativo de ciudadanía de G. P. H., sin embargo, en 
los certificados no coinciden completamente ambos nombres del abuelo materno, ya 
que el segundo certificado positivo de extranjería está formalizado en la provincia Sancti 
Spiritus, no quedando acreditado que fuera su lugar de asentamiento y que los citados 
documentos no están debidamente legalizados por las autoridades cubanas 
competentes.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1959 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 3 de sep-
tiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 1 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
la misma no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, entre otros, certificado cubano de nacimiento de 
la interesada y de su madre; copia del certificado de nacimiento de su abuelo materno, 
documentos negativos de inmigración y extranjería del abuelo español. Revisado el 
recurso, se adjunta certificado positivo de extranjería y negativo de ciudadanía de 
Gregorio Pérez Hernández, sin embargo, en los certificados no coinciden completamente 
ambos nombres del abuelo materno, ya que el segundo certificado positivo de extranjería 
está formalizado en la provincia Sancti Spiritus, no quedando acreditado que fuera su 
lugar de asentamiento y que los citados documentos no están debidamente legalizados 
por las autoridades cubanas competentes.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española de la optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por el interesado de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (10ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución de la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña B. R. Á., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació en 1968 y es hija de don H. R. C., ciudadano cubano, certificado cubano de 
nacimiento de la promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la 
interesada H. R. C., quien recuperó la nacionalidad española en 1999; certificado de 
nacimiento español de la abuela paterna de la solicitante, nacida en 1914 en España.

2. Con fecha 19 de noviembre de 2013, la Encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de 
nacimiento solicitada por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba sufi-
cientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición 
adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación 
de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación en el que indica que al 
haberse concedido la recuperación de la nacionalidad española al padre de la promotora 
incorrectamente, pues la madre del progenitor, abuela de la solicitante, contrajo matri-
monio con ciudadano cubano en 1940, perdiendo así la nacionalidad española, al haber 
nacido el padre de la promotora en 1943, éste nunca ostentó la nacionalidad española 
por nacer hijo de nacional cubana por lo que se procedió a la cancelación de la nota 
marginal de recuperación en la inscripción española del nacimiento del padre de la 
interesada, por auto de fecha 21 de mayo de 2012.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
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marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª),10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en 1968, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 16 de 
noviembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 19 de 
noviembre de 2013, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor. Sin embargo, la nacionalidad originaria del 
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padre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues 
de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante 
en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad 
por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, la promotora aporta un certificado de nacimiento de su padre quien recuperó la 
nacionalidad española en 1999, sin embargo, al haberse concedido la recuperación de 
la nacionalidad española al padre de la promotora incorrectamente, pues la madre del 
progenitor, abuela de la solicitante, contrajo matrimonio con ciudadano cubano en 1940, 
perdiendo así la nacionalidad española, al haber nacido el padre de la promotora en 
1943, éste nunca ostentó la nacionalidad española por nacer hijo de nacional cubana 
por lo que se procedió a la cancelación de la nota marginal de recuperación en la ins-
cripción española del nacimiento del padre de la interesada, por auto de fecha 21 de 
mayo de 2012.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (11ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña C. F. O., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
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Cuba en 1963, hija de C.-M. O. Q., nacida en Cuba en 1940, certificado de nacimiento 
de la promotora, certificado de nacimiento de su madre en el que consta que es hija de 
R.-F.-E. O. E. nacido en España, certificado de nacimiento de su abuelo materno, en el 
que consta que nació en 1900 en España y certificado de Inmigración y Extranjería en 
el que se observa en el Registro de Ciudadanía, la inscripción de la carta de ciudadanía 
cubana expedida a favor de R.-F.-E. O. E. en 1936.

2. Con fecha 12 de marzo de 2019 la encargada de ese registro civil consular, mediante 
resolución, deniega lo solicitado por la interesada.

3. Notificada la promotora, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria dictada, solicitando la revisión de su expediente y que 
se acceda a los solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones del ministerio fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y el auto recurrido resulta 
dictado conforme a derecho y el encargado del Registro Civil Consular remite el expediente 
a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con la emisión de un informe 
desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 9-51.ª de 
julio de 2019, 9-53.ª y 9-30.ª de junio de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1963, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de agosto 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del registro 
civil se dictó auto de fecha 12 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.
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III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro civil 
competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del Registro 
Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que la nacionalidad 
originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha certi-
ficación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro 
documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada 
dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, si bien el abuelo materno de la interesada nació en España en 1900, originariamente 
español, obtuvo la ciudadanía cubana de acuerdo con la carta de naturalización expedida 
a favor de don R.-F.-E. O. E. en 1936. Por tanto, en la fecha de nacimiento de la madre 
de la interesada, que se produce en 1940, su progenitor, abuelo materno de la solicitante, 
ostentaba la nacionalidad cubana, por lo que la madre de la promotora no nació origi-
nariamente española.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (12ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don C.-M. C. R., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General 
de España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
1950, hijo de J. R. C. nacida en Cuba en 1918, certificado de nacimiento del promotor, 
certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de M. R. J. y de D. C. 
P., ambos nacidos en España, certificado de nacimiento de la abuela materna donde 
consta que nació en España en 1896, certificado de matrimonio de los abuelos maternos 
de la promotora que contrajeron matrimonio en España en 1908 y certificados negativos 
de extranjería y ciudadanía del abuelo materno del promotor.

2. Con fecha 22 de mayo de 2019 el encargado del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que de la documentación aportada no 
se establece que concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de la progenitora del optante.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieto de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta Dirección 
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General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (Apartado 1 de la Disposición Adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1950 en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de julio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 22 de mayo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
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que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya que 
su madre, abuela del promotor, en el momento de su nacimiento, 1918, había contraído 
matrimonio con su abuelo, que aunque nacido en España no está acreditada la nacio-
nalidad española de éste último, ya que no se ha aportado la documentación probatoria 
que lo constate. De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 del Código Civil en su 
redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La 
mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido», así la abuela materna 
del solicitante, originariamente española, hubiera perdido esta nacionalidad al contraer 
matrimonio en España en 1908. En consecuencia, en el momento de nacer la madre 
del interesado, en 1918, no está acreditada la nacionalidad española de aquélla (abuela 
materna) por lo que no puede entenderse cumplido uno de los requisitos esenciales del 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela materna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
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extemporánea (cfr. art. 358-II RRC.). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a 
valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española de 
la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este caso queda 
descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde 1918, fecha 
de nacimiento de su hija, madre del promotor. Por lo que, en este caso, la pérdida de la 
nacionalidad española sería consecuencia directa y exclusiva del matrimonio con extranjero 
por aplicación del Código Civil español en su redacción originaria, vigente en la fecha del 
matrimonio y no como consecuencia del exilio, como ha quedado acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (13ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don C.-M. P. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General 
de España en La Habana (Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que 
nació en 1953, hijo de L.-A. H. L., nacida en Cuba en 1922, certificado de nacimiento 
del promotor, certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de L.-M. 
H. G., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo materno donde consta 
que nació en España en 1887 y certificados negativos de extranjería y ciudadanía del 
abuelo materno del interesado.

2. Con fecha 10 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento 
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y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen del interesado, 
ya que estima que los documentos aportados no prueban suficientemente los hechos 
a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la promotora 
concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando como documentación certificado de entrada de su abuelo 
materno en 1907, procedente de Canarias y con nacionalidad española.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe favorable. 
El encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para su resolución junto con informe, en el que indica que, a la vista de la 
documentación presentada por el interesado, quedaría acreditada la continuidad de la 
nacionalidad española del abuelo materno del recurrente al momento del nacimiento 
de su hija, madre del recurrente, en 1922.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 18-4.ª de febrero de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido en Cuba en 1953 en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de mayo 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 10 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, pero esto no ha sido ni 
debe ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro civil 
competente para ello. El interesado aporta una certificación de entrada al país del 
abuelo materno en 1907, procedente de Canarias y con nacionalidad española, además 
no consta que el abuelo materno hubiera obtenido la nacionalidad cubana por natura-
lización. A la luz de esta nueva documentación, el Encargado del Registro Civil Consular, 
emite un informe favorable.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentó la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba)
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (14ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña C.-M. A. V., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
1958, hija de C.-T. V. F. nacida en Cuba en 1915, certificado de nacimiento de la pro-
motora, certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de P. V. G. y 
de M. F. P., ambos nacidos en España, certificado de nacimiento de la abuela materna 
donde consta que nació en España en 1877, certificado de matrimonio de los abuelos 
maternos de la promotora que contrajeron matrimonio en España en 1910 y certificados 
negativos de extranjería y ciudadanía de ambos abuelos maternos de la promotora.

2. Con fecha 21 de febrero de 2019 el encargado del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que de la documentación aportada no 
se establece que concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de la progenitora de la optante.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieta de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (Apartado 1 de la Disposición Adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1958 en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 21 de febrero de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de 
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nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que 
la nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en 
Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya 
que su madre, abuela de la promotora, en el momento de su nacimiento, 1915, había 
contraído matrimonio con su abuelo, que aunque nacido en España no está acreditada 
la nacionalidad española de éste último, ya que no se ha aportado la documentación 
probatoria que lo constate. De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 del Código 
Civil en su redacción originaria por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha 
fecha, «La mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido», así la abuela 
materna de la solicitante, originariamente española, hubiera perdido esta nacionalidad 
al contraer matrimonio en España en 1910. En consecuencia, en el momento de nacer 
la madre de la interesada, en 1915, no está acreditada la nacionalidad española de 
aquélla (abuela materna) por lo que no puede entenderse cumplido uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela materna de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC.). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar 
a valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española 
de la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este caso 
queda descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde 1915, 
fecha de nacimiento de su hija, madre de la promotora. Por lo que, en este caso, la 
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pérdida de la nacionalidad española sería consecuencia directa y exclusiva del matrimonio 
con extranjero por aplicación del Código Civil español en su redacción originaria, vigente 
en la fecha del matrimonio y no como consecuencia del exilio, como ha quedado 
acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (16ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña E. A. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 31 de diciembre de 1952 en G., H. (Cuba) y es hija de don J.-O. A. G., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la pro-
motora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; certificado de 
nacimiento español del abuelo paterno de la solicitante, nacido en 1887 en T., Asturias 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo de la interesada.

2. Con fecha 28 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por la interesada, estimando que de la documentación presentada no puede 
determinarse la continuidad de la nacionalidad española del abuelo de la peticionaria 
en el momento del nacimiento de su hijo, no habiendo quedado establecido que en la 
interesada concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima de la 
ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de su progenitor.
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3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente, alegando que solicitó la nacionalidad española como nieta de abuelo español 
de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 31 de diciembre de 1952, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 28 de mayo 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.
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IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don E. A. F., 
no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Dicha docu-
mentación no permite determinar fehacientemente que el abuelo de la interesada, 
natural de España, continuase ostentando la nacionalidad española en fecha 5 de julio 
de 1921, momento del nacimiento de su hijo, por lo que no queda acreditado que el 
padre de la solicitante hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (17ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don F. C. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 17 de septiembre de 1943 en C., H. (Cuba) y es hijo de don F. C. R., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado literal cubano de nacimiento del 
promotor; certificado cubano de nacimiento del progenitor del interesado; certificado 
de nacimiento español del abuelo paterno del solicitante, nacido en 1880 en S., Canarias 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo del interesado.

2. Con fecha 20 de febrero de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta resolución por la que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que de la documentación presentada no puede 
determinarse fehacientemente que el abuelo del interesado siguiese ostentando la 
nacionalidad española en el momento del nacimiento de su hijo, padre del solicitante, 
no habiendo quedado establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos 
en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª),10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 17 de septiembre de 1943, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 15 de junio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 20 de febrero de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
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pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por el solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano del interesado y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos de la Dirección de Inmigración y Extranjería del 
Ministerio del Interior cubano, en los que se certifica que el abuelo paterno del interesado, 
don S. C. M. no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el 
Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. De 
estos certificados y de la restante documentación aportada al expediente no puede 
determinarse fehacientemente que el abuelo del interesado, natural de España, siguiese 
ostentando la nacionalidad española en fecha 12 de febrero de 1913, momento del 
nacimiento de su hijo, padre del solicitante, por lo que no queda acreditado que éste 
hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (18ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña J. S. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 22 de octubre de 1957 en B., V. (Cuba) y es hija de don J. S. G., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la 
promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; certificado 
de nacimiento español del abuelo paterno de la solicitante, nacido en 1899 en I., Canarias 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno.

2. Con fecha 18 de junio de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular dicta resolución 
por la que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada por la interesada, estimando 
que de la documentación presentada no puede determinarse la continuidad de la 
nacionalidad española del abuelo de la peticionaria en el momento del nacimiento de 
su hijo, no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
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artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 22 de octubre de 1957, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 18 de junio de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don J.-C.-R. 
S. G., no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro de 
Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Revisado el 
recurso, no consta nueva documentación. Estos certificados y la restante documentación 
aportada al expediente no permiten determinar fehacientemente que el abuelo de la 
interesada, natural de España, continuase ostentando la nacionalidad española en 
fecha 24 de junio de 1928, momento del nacimiento de su hijo, por lo que no queda 
acreditado que el padre de la solicitante hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (21ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Doña M.-E. G. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 9 de noviembre de 1961 en La Habana (Cuba) y es hija de don V.-E. G. A., 
ciudadano cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento 
de la promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; 
certificado de nacimiento español del abuelo paterno de la solicitante, nacido en 1886 
en V., Lugo (España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno.

2. Con fecha 21 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular dicta resolución 
por la que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada por la interesada, estimando 
que de la documentación presentada no puede determinarse la continuidad de la 
nacionalidad española del abuelo de la peticionaria en el momento del nacimiento de 
su hijo, no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª),23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
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(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 9 de noviembre de 1961, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 21 de mayo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).
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Así, se han aportado documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don A.-M. 
G. H., no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro 
de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Revisado el 
recurso, no consta nueva documentación. Dichos certificados y la restante documentación 
aportada al expediente no permiten determinar fehacientemente que el abuelo de la 
interesada, natural de España, continuase ostentando la nacionalidad española en 
fecha 14 de agosto de 1926, momento del nacimiento de su hijo, por lo que no queda 
acreditado que el padre de la solicitante hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (22ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I. S. S., ciudadana cubana, presenta escrito en el Consulado de España en Cuba 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud entre otra docu-
mentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació el 5 de abril de 
1972 en La Habana (Cuba) y es hija de doña G. S. D., de nacionalidad cubana y española; 
documento de identidad cubano y certificado de nacimiento cubano de la interesada; 
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certificado de nacimiento cubano de la madre de la solicitante; certificado literal español 
de nacimiento de la madre de la interesada, con inscripción marginal de adquisición de 
la nacionalidad española por opción, en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.b) 
del Código Civil en fecha 23 de febrero de 2007; certificado de partida de bautismo 
español del abuelo materno de la interesada, nacido en 1891 en C., Zaragoza (España); 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo de la interesada.

2. Con fecha 4 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega lo solicitado por la interesada, estimando 
que de los documentos presentados no se puede determinar fehacientemente que el 
abuelo materno siguiese ostentando la nacionalidad española en el momento del 
nacimiento de su hija, no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran 
los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especial-
mente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de 
su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, indicando que formuló su petición como nieta de abuelo español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe des-
favorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.ª), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
española de origen a la nacida el 5 de abril de 1972, en virtud del ejercicio de la opción 
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prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si 
formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 23 de febrero de 2007 e inscrita en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba) el 9 de abril de 2007, fecha en la que la 
recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del registro 
civil consular se dictó auto el 4 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la promotora concurran los requisitos exigidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, espe-
cialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen 
de su progenitora, posición que el órgano en funciones de ministerio fiscal comparte 
en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 10 
de marzo de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora de la optante no sólo tenga 
la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de 
originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
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del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se produce después de los dieciocho años y 
en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacionalidad 
española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad española 
de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se refiere 
su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a las personas 
que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» a que se refiere 
es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente en este carácter 
se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 
y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España en la letra 
b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a la ciudadanía española, 
la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de este centro directivo de 
4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción regulado en el artículo 
20.1.b) del Código civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, 
no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
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cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Adicionalmente, en cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la condición de 
español de su abuelo materno, cabe indicar que, en la documentación que obra en el 
expediente constan documentos de Inmigración y Extranjería a nombre del abuelo, don 
M. S. L., natural de España, que certifican que no se encuentra inscrito en el Registro 
de Extranjeros ni consta en el Registro de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía 
cubana por naturalización, documentos que no acreditan fehacientemente que en el 
momento de nacer su hija, madre de la interesada, el citado abuelo continuase ostentando 
la nacionalidad española. De lo anteriormente indicado, se constata que en la solicitante 
no concurren los requisitos exigidos en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la 
nacionalidad española de origen de su progenitora.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (23ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña V. G. S., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, y adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud entre otra documentación: hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 2 de septiembre de 1968 en H. (Cuba) y es hija de don V.-E. G. A., ciudadano 
cubano; documento de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento de la 
promotora; certificado cubano de nacimiento del progenitor de la interesada; certificado 
de nacimiento español del abuelo paterno de la solicitante, nacido en 1886 en V., Lugo 
(España); documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno.
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2. Con fecha 21 de mayo de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular dicta resolución 
por la que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada por la interesada, estimando 
que de la documentación presentada no puede determinarse la continuidad de la 
nacionalidad española del abuelo de la peticionaria en el momento del nacimiento de 
su hijo, no habiendo quedado establecido que en la interesada concurran los requisitos 
exigidos en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 2 de septiembre de 1968, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 18 de agosto 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
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2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 21 de mayo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor de la optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, por la solicitante se han aportado certificaciones de nacimiento 
cubano de la interesada y de su progenitor, así como certificación de nacimiento español 
de su abuelo paterno. Sin embargo, la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no 
resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente 
(y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier 
otro medio de prueba admitido en derecho).

Así, se han aportado documentos emitidos por la Dirección de Inmigración y Extranjería 
del Ministerio del Interior cubano, donde se certifica que el abuelo paterno, don A.-M. 
G. H., no se encontraba inscrito en el Registro de Extranjeros ni consta en el Registro 
de Ciudadanía que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización. Revisado el 
recurso, no consta nueva documentación. Dichos certificados y la restante documentación 
aportada al expediente no permiten determinar fehacientemente que el abuelo de la 
interesada, natural de España, continuase ostentando la nacionalidad española en 
fecha 14 de agosto de 1926, momento del nacimiento de su hijo, por lo que no queda 
acreditado que el padre de la solicitante hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
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Civil y 358 de su reglamento— no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (30ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos de padre o madre que 
no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido 
anteriormente la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por aplicación de 
la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra la resolución de la Encargada del Registro Civil 
Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. R.-M. A. O., ciudadana cubana, presenta escrito ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació el 30 de agosto de 1964 en 
H. (Cuba), hija de B.-C. A. P. y M.-T. O. B., ambos nacidos en H., en 1936 y 1937, respec-
tivamente, casados en 1959, certificado literal de nacimiento de la promotora, consta 
que los abuelos son naturales de España y carné de identidad cubano de la promotora, 
inscripción literal de nacimiento en el Registro Civil Consular de La Habana de la madre 
de la promotora, hija de R. O. C., nacido en España el 14 de febrero de 1909, casado y 
sin que se haga constar su nacionalidad y de H. B. A., nacida en R. (Orense) el 19 de 
marzo de 1909, casada y de la que tampoco consta su nacionalidad, con marginal de 
nacionalidad española de la inscrita por la opción del artículo 20.1.b del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002, con fecha 4 de abril de 2007, certificado del 
Ministerio del Interior, expedido en el año 2011, del abuelo materno de la promotora, 
que consta inscrito en el Registro de Extranjeros con n.º ….. en La Habana a los 23 años, 
es decir en 1932, documentos expedidos en el año 2015 por las autoridades cubanas 
de inmigración y extranjería relativos al Sr. O. C., declarando que consta inscrito en el 
Registro de Extranjeros, con los mismos datos ya mencionados.
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Posteriormente el Encargado del Registro Civil consular requirió a la interesada para 
que compareciera con fecha 22 de enero de 2015, a fin de que aportar nueva docu-
mentación, concretamente documento de las autoridades cubanas de inmigración y 
extranjería relativos a la inscripción o no del abuelo de la promotora en el Registro de 
Ciudadanía.

2. El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 15 de marzo 
de 2019 deniega lo solicitado por la interesada, según lo establecido en su Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia, ya que no se han acreditado los 
requisitos exigidos, especialmente la nacionalidad española de origen de su progenitora, 
ya que no se han cumplido los requerimientos efectuados.

3. Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que, tras el requerimiento de enero de 2015, entregó los 
documentos solicitados de su abuelo en agosto de 2015 personalmente en el Consulado 
español en La Habana.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme 
a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular emite su informe preceptivo conforme 
con la decisión adoptada en su día y remite lo actuado a la extinta Dirección General 
de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1964, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
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originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 4 de abril de 2007 e inscrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 15 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
su madre no fue española de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su 
informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento del 
nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11. n.º 2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
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países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11. n.º 3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles «de origen») de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17. n.º 2 y 
19. n.º 2 del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación 
respecto de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la 
nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la dis-
posición adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de 
«nacionalidad española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. 
Así resulta del apartado 1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles 
a que se refiere su aparatado 2 al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20. n.º 1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (31ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra la resolución del Encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. M. G. A., ciudadana cubana, presenta solicitud en el Consulado de España en La 
Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, disposición 
adicional séptima. Se adjunta como documentación; hoja declaratoria de datos en la 
que hace constar que nació el 21 de septiembre de 1961 en M., H. (Cuba), hija de P.-P. 
G. M., nacido en G., Pinar del Río (Cuba) el 22 de noviembre de 1935 y A. A. P., nacida 
en C. (La Habana), el 22 de junio de 1935, casados en 1967, certificado no literal de 
nacimiento de la promotora, inscrita en 1965, cuatro años después de su nacimiento, 
carné de identidad cubano de la promotora, certificado literal de nacimiento de la madre 
de la promotora, inscrita en 1944, nueve años después de su nacimiento, hija de A. A. 
A., natural de España y M. P. P., natural de C., consta que los abuelos paternos son 
naturales de España, literal de inscripción de nacimiento del abuelo materno de la 
promotora, estando inscrito en el Registro Civil de Vélez Málaga (Málaga) como A. F., 
nacido el 13 de agosto de 1903, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, documento 
expedido por las autoridades cubanas de inmigración y extranjería en el año 2009, 
relativo a que el precitado no consta inscrito en el Registro de Ciudadanía y certificado 
literal de matrimonio de los padres de la promotora.

El Registro Civil Consular requiere a la interesada, para que comparezca con fecha 26 
de abril de 2010, en relación con la necesidad de que aporte nueva documentación; 
certificado literal de nacimiento propio, subsanado respecto de alguno de los datos, y 
certificado de inscripción en el Registro de Extranjeros del abuelo materno de la promo-
tora. Según informa el Encargado del Registro Civil consular la interesada no cumplimentó 
correctamente lo solicitado.
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2. El Encargado del Registro Civil Consular dicta auto en fecha 2 de abril de 2019, por 
el que se acuerda denegar la solicitud de opción a la nacionalidad española formulada 
por la interesada, al no haber cumplido los requerimientos de documentación efectuados, 
por lo que no ha quedado acreditado que se encontraba comprendida dentro del ámbito 
de aplicación del apartado 1.º de la disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, ya que 
no ha quedado determinada la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso, contra el acuerdo denegatorio 
de su solicitud antes citada, manifestando que aportó la documentación en el año 2015, 
no habiendo sido citada posteriormente, añadiendo que su abuelo materno llegó a Cuba 
en 1909, solicitando que se revise su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe indicando que 
en la tramitación del expediente se han guardado las prescripciones legales y, en con-
secuencia, el auto es conforme a derecho. El Encargado del Registro Civil Consular 
remite el expediente a este Centro Directivo para la resolución del recurso junto con 
informe en el sentido de mantener la denegación de lo solicitado ya acordada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
española de origen a la nacida en Cuba en 1961, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de 
diciembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 2 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora fuese española de origen, posición que el Ministerio 
Fiscal comparte en su informe.
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IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro 
Civil competente para ello que la certificación de la progenitora presentada proceda del 
Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, lo cierto es que 
ésta tampoco acredita dicho extremo ya que sólo consta que su progenitor era natural 
de España, habiéndose presentado inscripción de nacimiento del mismo en la localidad 
de V. (Málaga) en 1903, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, por lo que era 
originariamente español, pero lo que no queda probado de forma fehaciente por la 
documentación local aportada, es que mantuviera su nacionalidad española cuando 
nació su hija y madre de la promotora en 1935, ya que no consta su inscripción en el 
Registro de Extranjeros, pese a ser requerida expresamente, sólo que no consta en el 
Registro de Ciudadanía, según las autoridades cubanas en la materia.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora de la optante ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (37ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don O. T. P., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España en 
H. (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, dispo-
sición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como documentación: hoja 
declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1947 en Cuba, es hijo de I.-D. 
P. G., nacida en Cuba en 1918. Al no aportar más documentación, con fecha 30 de abril 
2018, se citó al interesado a fin de requerirle la documentación faltante. El interesado 
no compareció a la cita.

2. Con fecha 7 de mayo de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieto de abuela originariamente española, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado. Aporta como documentación: certificado de nacimiento de 
su madre, donde consta que es hija de P.-C. G. C., nacida en España, certificado de 
bautismo de la abuela materna donde consta que nació en España en 1892 y certificados 
negativos de extranjería y ciudadanía de la citada abuela.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1947 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 17 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 7 de mayo de 2018, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
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actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, con el recurso, entre otros, certificado cubano 
de nacimiento del interesado y de su madre; certificado de nacimiento español de la 
abuela materna y documentos negativos de inmigración y extranjería de la abuela 
española. Dicha documentación no permite determinar que la madre del interesado 
hubiera nacido originariamente española.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español de la abuela materna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (38ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don Ó.-M. S. G., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
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52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1969 en 
Cuba, es hijo de C. S. N., nacido en Cuba en 1938. Adjunta como documentación: cer-
tificado de nacimiento del promotor, certificado de nacimiento de su padre, donde consta 
que es hijo de D. S. N., nacido en España, certificado de bautismo del abuelo paterno, 
donde consta que nació en España en 1910 y documentos negativos de extranjería y 
ciudadanía del citado abuelo paterno.

2. Con fecha 18 de abril de 2018, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieto de abuela originariamente española, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado, aportando una carta de ciudadanía del abuelo paterno D. 
S. N., expedida en 2015, donde figura la naturalización de éste como ciudadano cubano 
en 1959.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable, en el 
que se dice que a pesar de que la documentación aportada acreditaría la ciudadanía 
española del padre del recurrente, sin embargo, a falta de una certificación de ciudadanía 
española, actual y legalizada, se ratifica en la denegación dictada en su día.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1969 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 18 de abril 
de 2018, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, con el recurso, entre otros, certificado cubano 
de nacimiento del interesado y de su padre; certificado de bautismo del abuelo paterno 
y documentos negativos de inmigración y extranjería del abuelo español. Con el recurso 
el promotor aporta una carta de ciudadanía del abuelo paterno donde consta que éste 
obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización en 1959, lo que, en principio, acreditaría 
la nacionalidad española del padre del promotor, sin embargo, la falta de una certificación 
de ciudadanía expedida en fecha actual y legalizada no permite determinar que el padre 
del interesado hubiera nacido originariamente español.
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V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (39ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don O. M. B., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, 
disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como documentación: 
hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1963 en Cuba, es hijo de 
L. M. M., nacido en Cuba en 1931. Adjunta como documentación: certificado de nacimiento 
de su padre, donde consta que es hijo de M. M. R., nacido en España, certificado de 
nacimiento del abuelo paterno, donde consta que nació en España en 1897 y documentos 
negativos de extranjería y ciudadanía del citado abuelo paterno.

2. Con fecha 27 de febrero de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
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prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieto de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido en Cuba en 1963 en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 1 de 
diciembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 27 de febrero 
de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
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el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, con el recurso, entre otros, certificado cubano 
de nacimiento del interesado y de su padre; certificado de nacimiento español del abuelo 
paterno y documentos negativos de inmigración y extranjería del abuelo español. Dicha 
documentación no permite determinar que el padre del interesado hubiera nacido ori-
ginariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo paterno del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (40ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña V. G. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1944 en 
Cuba, es hija de S.-E. G. M., nacido en Cuba en 1916. Adjunta como documentación: 
certificado de nacimiento de la promotora, certificado de nacimiento de su padre, donde 
consta que es hijo de C. M. P., nacida en España, certificado de nacimiento de la abuela 
paterna, donde consta que nació en España en 1889 y documentos negativos de 
extranjería y ciudadanía de la citada abuela paterna.

2. Con fecha 22 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuela originariamente española, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
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expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1944 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de octubre 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 22 de abril de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitor.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, con el recurso, entre otros, certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y de su padre; certificado de nacimiento español de la 
abuela paterna y documentos negativos de inmigración y extranjería de la abuela 
española. Dicha documentación no permite determinar que el padre de la interesada 
hubiera nacido originariamente español.

V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español de la abuela paterna de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (41ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña Y.-M. F. H., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado de España 
en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007, disposición adicional séptima, y adjunta, en apoyo de su solicitud como 
documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 1959 en 
Cuba, es hija de E. H. S., nacida en Cuba en 1941. Adjunta como documentación: cer-
tificado de nacimiento de la promotora, certificado de nacimiento de su madre, donde 
consta que es hija de J. H. O., nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo 
materno, donde consta que nació en España en 1900 y documentos negativos de 
extranjería y ciudadanía del citado abuelo materno.

2. Con fecha 20 de mayo de 2019, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana, mediante auto, deniega lo solicitado por la interesada ya que ésta no 
prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos, según lo establecido 
en los artículos 226 y 227 del RRC.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de antes citada, alegando que realizó su solicitud por 
ser nieta de abuelo originariamente español, por lo que solicita se revise su expediente 
y se acceda a lo solicitado.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, éste emite un informe desfa-
vorable y la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, junto con un informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por la interesada, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente 
solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de 
padre o madre originariamente español».

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 
67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro 
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Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y la resolución, entre otras, de 6-10.ª 
de agosto de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida en Cuba en 1959 en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de abril 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto de fecha 20 de mayo de 2019, 
denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
el mismo no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su declaración, 
especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española de 
origen de su progenitora.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado, con el recurso, entre otros, certificado cubano 
de nacimiento de la interesada y de su madre; certificado de nacimiento español del 
abuelo materno y documentos negativos de inmigración y extranjería del abuelo español. 
Dicha documentación no permite determinar que la madre de la interesada hubiera 
nacido originariamente española.
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V. A la vista de los documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente 
habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro 
Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado la filiación española del optante, 
por lo que no se puede determinar el cumplimiento por la interesada de los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
español del abuelo materno de la recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (42ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser hijos de padre o madre que 
hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra la resolución del encargado del Registro Civil del Consulado General 
de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don D.-B. R. G., ciudadano cubano, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: hoja declaratoria de datos, en la que manifiesta que nació en 
1960, hijo de O. G. R., nacida en Cuba en 1932, certificado de nacimiento del promotor, 
certificado de nacimiento de su madre donde consta que es hija de B. G. G. y de M. R. 
B., ambos nacidos en España, certificado de nacimiento de la abuela materna del 
promotor donde consta que nació en España en 1899, certificado de matrimonio de los 
abuelos maternos de la promotora que contrajeron matrimonio en Cuba el 5 de mayo 
de 1923 y certificado de inmigración de la abuela materna donde consta que ésta se 
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inscribió en el Registro de extranjeros con el número ….., pero no consta que obtuviera 
la ciudadanía cubana por naturalización y certificados negativos de extranjería y ciuda-
danía del abuelo materno del promotor.

2. Con fecha 17 de noviembre de 2017 el encargado del Registro Civil Consular, mediante 
auto, deniega lo solicitado por el interesado ya que de la documentación aportada no 
se establece que concurran los requisitos previstos en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad 
española de origen de la progenitora del optante.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la resolución denegatoria antes citada, con la que se muestra disconforme y 
solicita se revise su expediente, alegando su condición nieto de española de origen.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que se han guardado 
en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta conforme a derecho. 
El encargado de ese registro civil consular remite el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable.

5. Consta en el expediente solicitud, firmada por el interesado, en modelo oficial, Anexo 
I, de nacionalidad española por opción (Apartado 1 de la Disposición Adicional 7.ª de la 
Ley 52/2007). Se incluye un párrafo que dice textualmente «la presente solicitud de 
nacionalidad española se fundamenta en que el solicitante es hijo/a de padre o madre 
originariamente español»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código civil, artículos 15, 
16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª),23 de marzo 2010 (6.ª), 24 
de marzo de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de 
noviembre de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de 
marzo de 2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de 
diciembre de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de 
febrero 2012 (53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 
2012 (32.ª) y 30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el registro civil consular como 
español de origen al nacido en Cuba en 1960 en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
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originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de mayo 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 17 de noviembre de 2017, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando no haya sido 
ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el registro 
civil competente para ello que la certificación del progenitor presentada proceda del 
registro civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, es lo cierto que la 
nacionalidad originaria de la madre no puede entenderse acreditada por la aportación 
de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de 
ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar 
a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho).

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
progenitora del optante ostentase la nacionalidad española de forma originaria, ya que 
su madre, abuela del promotor, en el momento de su nacimiento, 1932, había contraído 
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matrimonio con su abuelo, sin que esté acreditada la nacionalidad española de éste 
último, ya que no se ha aportado la documentación probatoria que lo constate. De 
acuerdo con lo establecido en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria 
por Real Orden de 24 de julio de 1889, vigente en dicha fecha, «La mujer casada sigue 
la condición y nacionalidad de su marido», así la abuela paterna de la solicitante, origi-
nariamente española, hubiera perdido esta nacionalidad al contraer matrimonio el 5 
de mayo de 1923. En consecuencia, en el momento de nacer la madre del interesado, 
en 1932, no está acreditada la nacionalidad española de aquélla (abuela materna) por 
lo que no puede entenderse cumplido uno de los requisitos esenciales del apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI. En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a la condición de 
española de la abuela materna del recurrente, basta decir que, al no haberse solicitado 
el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado 
al Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Pero además, en el caso de que pudiera a entrar a 
valorarse tal argumentación, aun cuando se ha acreditado la nacionalidad española de 
la abuela del interesado, también ha quedado probado que la misma no perdió esta 
nacionalidad como consecuencia del exilio, en la forma y mediante aportación de los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, circunstancia que debe 
confluir ineludiblemente en la persona de la abuela de la optante y que en este caso queda 
descartada al tener constancia de su residencia en Cuba, al menos desde 1923, fecha 
de su matrimonio con el abuelo del promotor. Por lo que, en este caso, la pérdida de la 
nacionalidad española sería consecuencia directa y exclusiva del matrimonio con extranjero 
por aplicación del Código Civil español en su redacción originaria, vigente en la fecha del 
matrimonio y no como consecuencia del exilio, como ha quedado acreditado.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (43ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña C. L. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana (Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que, 
nació en 1961 y es hija de A. L. L. nacido en Cuba en 1935, certificado de nacimiento 
de la promotora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de J. 
L. G. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo español donde consta que 
nació en España en 1905 y documentos de inmigración y extranjería donde consta que 
el abuelo paterno no se inscribió en el Registro de extranjeros ni obtuvo la nacionalidad 
cubana por naturalización.

2. Con fecha 11 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, alegando que dos tías paternas y una prima de la recurrente ostentan 
la nacionalidad española, aportando documentación.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que la interesada 
reúne los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. El encargado de ese registro civil 
consular remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe favorable, en el que indica que revisada la certificación consular de 
nacimiento de una de las tías, doña M. L. L., se constata que la misma, nacida en 1937, 
recuperó la nacionalidad española en fecha 8 de julio de 2002, al amparo del artículo 
26 del CC. Visto lo anterior, al momento del nacimiento del progenitor de la solicitante, 
en 1935, el citado abuelo paterno, seguía ostentando la nacionalidad española de 
origen, por lo que no me ratifico en la denegación dictada en su día.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 18-4.ª de febrero de 2020.
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II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida en Cuba en 1958 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de julio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 11 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, pero esto no ha sido ni 
debe ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro Civil 
competente para ello. En este caso, la certificación del progenitor presentada procede 
del Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, en quien basa 
su opción a la nacionalidad, concretamente del padre del interesado.

V. Con el recurso la interesada presenta documentación relativa a dos tías paternas y 
una prima, que ostentan la nacionalidad española. Revisada la certificación consular 
de nacimiento de una de las tías, doña Milagro Lavado Ledo, se constata que la misma, 
nacida en 1937, recuperó la nacionalidad española en fecha 8 de julio de 2002, al 
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amparo del artículo 26 del CC. Visto lo anterior, al momento del nacimiento del progenitor 
de la solicitante, en 1935, el citado abuelo paterno, seguía ostentando la nacionalidad 
española de origen.

VII. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
padre de la optante ostentaba la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (44ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña C. M. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General de 
España en La Habana (Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que, 
nació en 1954 y es hija de J. C. D., nacida en Cuba en 1924, certificado de nacimiento 
de la promotora, certificado de nacimiento de su madre donde consta, que optó a la 
nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.b del CC, el 22 de enero de 2007 y 
que es hija de J.-R. C. D. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo español 
donde consta que nació en España en 1877 y documentos de inmigración y extranjería 
donde consta que el abuelo paterno no se inscribió en el Registro de extranjeros ni 
obtuvo la nacionalidad cubana por naturalización.
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2. Con fecha 20 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 
su expediente, aportando nueva documentación relativa a su abuelo materno, en concreto 
certificados de inmigración y extranjería, expedidos en 2018, en los que consta la ins-
cripción de éste en el registro de extranjeros con el número ….., formalizada por éste a 
la edad de 65 años y que no obtuvo la ciudadanía cubana por naturalización.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que la interesada 
reúne los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. El encargado de ese registro civil 
consular remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe favorable, en el que indica que revisado el recurso se anejan certificados 
de inmigración y extranjería a favor de J.-R. C. D., expedidos en 2018, en los que consta 
la inscripción en el registro de extranjeros, formalizada por éste, a la edad de 65 años, 
y que no obtuvo la nacionalidad cubana por naturalización. Asimismo, se constata que 
uno de los hermanos de la solicitante, al realizar su trámite de solicitud de nacionalidad, 
iniciado el 10 de febrero de 2010, aportó certificado positivo de extranjería y negativo 
de ciudadanía, quedando acreditada la continuidad en la nacionalidad española de 
origen del referido abuelo materno, dando lugar a la subsanación de error de fecha 6 
de julio de 2017, en la inscripción de nacimiento de J. C. D., madre de la promotora, 
donde se hace constar que la nacionalidad del padre de la inscrita es «española». Por 
lo que, a la luz de la nueva documentación, quedaría acreditada la condición de española 
de origen de la progenitora de la solicitante.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 18-4.ª de febrero de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida en Cuba en 1954 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de diciembre 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro Civil 
Consular se dictó auto el 20 de marzo de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su madre fuese española de origen, posición que el ministerio 
fiscal comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, pero esto no ha sido ni 
debe ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro Civil 
competente para ello. En este caso, la certificación del progenitor presentada procede 
del Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, en quien basa 
su opción a la nacionalidad, concretamente del padre del interesado.

V. Con el recurso la interesada aporta certificados de inmigración y extranjería a favor 
de J.-R. C. D., expedidos en 2018, en los que consta la inscripción en el registro de 
extranjeros, formalizada por éste, a la edad de 65 años, y que no obtuvo la nacionalidad 
cubana por naturalización. Asimismo, se constata que uno de los hermanos de la soli-
citante, al realizar su trámite de solicitud de nacionalidad, iniciado el 10 de febrero de 
2010, aportó certificado positivo de extranjería y negativo de ciudadanía, quedando 
acreditada la continuidad en la nacionalidad española de origen del referido abuelo 
materno, dando lugar a la subsanación de error de fecha 6 de julio de 2017, en la ins-
cripción de nacimiento de J. C. D., madre de la promotora, donde se hace constar que 
la nacionalidad del padre de la inscrita es «española». Por lo que, a la luz de la nueva 
documentación, quedaría acreditada la condición de española de origen de la progenitora 
de la solicitante.
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VII. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
padre de la optante ostentaba la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (45ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este centro directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña A.-G. L. C., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Consulado General 
de España en La Habana (Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que, 
nació en 1958 y es hija de A. L. L. nacido en Cuba en 1935, certificado de nacimiento 
de la promotora, certificado de nacimiento de su padre donde consta que es hijo de J. 
L. G. nacido en España, certificado de nacimiento del abuelo español donde consta que 
nació en España en 1905 y documentos de inmigración y extranjería donde consta que 
el abuelo paterno no se inscribió en el Registro de extranjeros ni obtuvo la nacionalidad 
cubana por naturalización.

2. Con fecha 22 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana dicta auto por el que se deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando la revisión de 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 310 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

su expediente, alegando que dos tías paternas y una prima de la recurrente ostentan 
la nacionalidad española, aportando documentación.

4. Notificado el órgano en funciones de ministerio fiscal, este informa que la interesada 
reúne los requisitos establecidos en la Ley 52/2007. El encargado de ese registro civil 
consular remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, 
junto con informe favorable, en el que indica que revisada la certificación consular de 
nacimiento de una de las tías, doña M. L. L., se constata que la misma, nacida en 1937, 
recuperó la nacionalidad española en fecha 8 de julio de 2002, al amparo del artículo 
26 del CC. Visto lo anterior, al momento del nacimiento del progenitor de la solicitante, 
en 1935, el citado abuelo paterno, seguía ostentando la nacionalidad española de 
origen, por lo que no me ratifico en la denegación dictada en su día.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resolución, entre otras, de 18-4.ª de febrero de 2020.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida en Cuba en 1958 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de julio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la encargada del Registro 
Civil Consular se dictó auto el 22 de abril de 2019, denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su padre fuese español de origen, posición que el ministerio fiscal 
comparte en su informe.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.
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A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un registro civil español, ya sea consular o municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, pero esto no ha sido ni 
debe ser obstáculo para la presentación y tramitación de la solicitud por el Registro Civil 
competente para ello. En este caso, la certificación del progenitor presentada procede 
del Registro Civil extranjero correspondiente al lugar de nacimiento, Cuba, en quien basa 
su opción a la nacionalidad, concretamente del padre del interesado.

V. Con el recurso la interesada presenta documentación relativa a dos tías paternas y 
una prima, que ostentan la nacionalidad española. Revisada la certificación consular 
de nacimiento de una de las tías, doña Milagro Lavado Ledo, se constata que la misma, 
nacida en 1937, recuperó la nacionalidad española en fecha 8 de julio de 2002, al 
amparo del artículo 26 del CC. Visto lo anterior, al momento del nacimiento del progenitor 
de la solicitante, en 1935, el citado abuelo paterno, seguía ostentando la nacionalidad 
española de origen.

VII. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que el 
padre de la optante ostentaba la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (53ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
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la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de origen por la 
vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don F. J. F., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta, entre otros, especialmente en 
apoyo de su solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que nació el 16 de noviembre de 1958 en T., Las Villas (Cuba), hijo de don J. J. A. y de 
doña B.-V. F. O., nacidos en Cuba y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano 
y certificado literal cubano de nacimiento del interesado; certificado literal cubano de 
nacimiento de la progenitora, en el que consta que es hija de don G. F. A., natural de 
España; certificado literal español de nacimiento del abuelo materno de la solicitante, 
Sr. F. A., nacido el 29 de enero de 1904 en V., H., Santa Cruz de Tenerife; documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo materno, en los que consta que no se encuentra 
inscrito en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía cubana; certificados 
cubanos de matrimonio de los padres y de los abuelos maternos y certificado cubano 
de defunción del abuelo materno de la interesada.

2. Con fecha 21 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no habiendo quedado fehacientemente 
acreditado el mantenimiento de la nacionalidad española por el abuelo materno en la 
fecha de nacimiento de su hija y madre del interesado.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su expediente y se 
declare su derecho a optar por la nacionalidad española de origen en virtud de lo 
establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, alegando que a su 
madre se le ha reconocido la nacionalidad española de origen en virtud de la Ley 
52/2007, constando inscrito su nacimiento en el Registro Civil Consular de España en 
La Habana y adjuntando, entre otros, copia de dicha inscripción.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido el 16 de noviembre de 1958 en T., Las Villas (Cuba), en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada 
en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada en el Consulado 
General de España en La Habana en fecha 30 de noviembre de 2009, en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana se dictó auto de fecha 21 de marzo de 2019 denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitora sea originariamente española. Consta en el expe-
diente que la madre del interesado optó a la nacionalidad española de origen en virtud 
de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 con efectos de 30 de noviembre de 2009.

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar dos 
opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la 
opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a ostentar 
la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse 
en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo optante).



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 314 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, 
a su vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró 
en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
la progenitora del recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio de la 
opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de fecha 
30 de noviembre de 2009, el ahora optante, nacido el 16 de noviembre de 1958, había 
alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no podría acceder a la nacionalidad española 
de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, 
nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 
primero de la disposición adicional séptima.

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad española «de 
origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción prevista 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión 
de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por el apartado 
primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre hubiese 
sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito lo cumple 
sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del padre o 
madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de origen, 
aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al 
nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente que 
ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.
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VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
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letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «…que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
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pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
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ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. artículo 22 n.º 2, f del Código civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
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la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2.º de la misma 
disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 n.º 1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por 
Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que originaria-
mente hubieran sido españoles.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (54ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los mayores de edad que sean 
hijos de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o 
la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española de origen por la 
vía de dicha disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don G. M. V., de nacionalidad cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de 
la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que nació 
el 28 de marzo de G., Camagüey (Cuba), hijo de don O.-F. M. R. y de doña L. V. P., nacidos 
en Cuba y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado local de 
nacimiento del interesado; certificado local de nacimiento del progenitor, nacido el 6 
de junio de 1903 en G., Camagüey (Cuba); certificado español de bautismo del abuelo 
paterno del solicitante, don G.-P.-P. M. T., nacido el 19 de octubre de 1866 en C., Albacete 
y documentos de inmigración y extranjería del abuelo paterno, en los que consta que 
no se encuentra inscrito en el registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía 
cubana.

2. Con fecha 21 de marzo de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el inte-
resado concurran los requisitos exigidos en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen de su progenitor.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando se revise su expediente, 
alegando que a su padre se le ha reconocido el derecho de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, encontrándose inscrito su nacimiento en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana. Aporta, entre otros, pasaporte español e inscripción española 
de nacimiento del progenitor del interesado, con inscripción marginal de opción por la 
nacionalidad española en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 2 de julio de 2010, inscripción efectuada 
el 29 de junio de 2015 en el Registro Civil Consular de España en La Habana.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a 
la estimación del recurso y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
para la resolución del recurso junto con informe por el que se ratifica en la decisión 
adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
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21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular como 
español de origen al nacido el 28 de marzo de G., Camagüey (Cuba), en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad española 
de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor 
de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 2 de julio 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil se dictó auto de fecha 21 de marzo de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que 
no ha acreditado que su progenitor sea originariamente español. Consta en el expediente 
que el padre del solicitante opta por la nacionalidad española de origen en virtud de lo 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
en fecha 2 de julio de 2010.

IV. La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, es o no posible realizar dos 
opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada con éxito la 
opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), el cual pasa a ostentar 
la nacionalidad española de origen, pueden, a su vez, sus propios hijos o hijas ampararse 
en la misma disposición para acceder a la nacionalidad española (segundo optante).

Esta cuestión fue abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre 
de 2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del primer 
optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el hijo/a de padre o madre 
originariamente español que ejercita la opción del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 tenga hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, 
a su vez, la opción de la letra a) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró 
en su directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.
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Por el contrario, la opción del artículo 20 n.º 1 a) del Código Civil no está disponible para 
el caso de que los hijos del optante sean mayores de edad. En el presente caso cuando 
el progenitor del recurrente adquiere la nacionalidad española por el ejercicio de la 
opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de fecha 
2 de julio de 2010, inscrita con fecha 29 de junio de 2015, el ahora optante, nacido el 
28 de marzo de 1957, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no podría 
acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se plantea, sin embargo, la 
posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo español, puedan acogerse, a su vez, 
a la misma opción del apartado primero de la disposición adicional séptima.

V. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas personas 
«cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que se habrá de 
formalizar en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, que 
el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que hubiera 
ostentado dicha nacionalidad originariamente.

En el presente caso el progenitor del recurrente ostenta la nacionalidad española «de 
origen» pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la opción prevista 
en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión 
de determinar si se cumple respecto de la recurrente el requisito exigido por el apartado 
primero de la misma disposición adicional consistente en que su «padre o madre hubiese 
sido originariamente español». Es decir, se trata de determinar si este requisito lo cumple 
sólo el hijo de padre o madre español de origen «desde su nacimiento» (del padre o 
madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea de padre o madre español de origen, 
aunque el título de su adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al 
nacimiento), sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, —de forma que sea suficiente que 
ostente dicha nacionalidad en el momento en que se ejercita la opción—, o es necesario 
que lo haya sido en un momento anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien 
desde el nacimiento del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma 
que atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de atenderse a los 
precedentes históricos de la regulación actual contenida en la reiterada disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y al espíritu y finalidad que la inspiran, además de 
a los términos en que aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI. En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, de reforma 
del Título Primero del Código Civil, denominado «De los españoles y extranjeros», por la 
que se da nueva redacción al artículo 18 del Código y amplía la facultad de adquirir la 
nacionalidad española por opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho 
que habilitan para el ejercicio de la opción el relativo a «los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles».

El artículo 18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita la opción 
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como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso de «los extranjeros que, 
en supuestos distintos de los previstos en los artículos anteriores, queden sujetos a la 
patria potestad o a la tutela de un español» (cfr. artículo 19). El supuesto del «nacido 
fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido españoles» pasa 
en dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo necesario 
para la adquisición de la nacionalidad española por residencia a un año (cfr. número 2 
del artículo 22). A los efectos de la resolución del presente recurso tiene interés destacar 
que la Ley 51/1982 introdujo por primera vez en nuestra legislación un supuesto, 
calificado por la doctrina del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad 
española «de origen» adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al nacimiento. 
Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras establecer que «El extranjero 
menor de dieciocho años adoptado en forma plena adquirirá por este hecho la nacio-
nalidad española cuando cualquiera de los adoptantes fuera español», añade un segundo 
párrafo para especificar que «Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de español de 
origen».

Ello supone que, por expresa prescripción legal, se admitía que la condición de español 
de origen se pudiera ostentar no desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien 
ello sólo se admitía cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los 
adoptantes era español.

VII. Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida sobrevenidamente 
(que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a medio camino entre la atribución 
originaria —artículo 17— y las adquisiciones derivativas —artículos 19 a 22—), planteaba 
la cuestión de decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, podían, a su 
vez, adquirir la nacionalidad española por residencia acogiéndose al plazo abreviado 
de un año previsto en el artículo 22, párrafo 3.º, regla 2.ª del Código civil (versión dada 
por Ley 51/1982) a favor de «el nacido fuera de España de padre o madre que origina-
riamente hubieran sido españoles».

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, la importancia 
de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. 
Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a «El nacido 
fuera de España de padre que sea o haya sido español» (cfr. artículo 22, párrafo 3.º, 
letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente 
modo: «El nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran sido 
españoles». Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, 
párrafo primero, n.º 2 del Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un 
supuesto de naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). Descartada 
la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la 
doctrina, que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni que 
lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. Era necesario que 
uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si 
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tal expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido español o 
española «de origen desde el nacimiento» o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española «de origen desde la adopción». La misma 
doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza la expresión «…que 
originariamente hubieran sido españoles», y no «que sean o hayan sido españoles de 
origen»), en el carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española 
de origen «desde la adopción», se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII. La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones en el 
derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo de la Ley: «En la 
regulación de la opción se mantiene, como uno de los presupuestos para su ejercicio, 
el caso de quien esté o haya estado sujeto a la patria potestad de un español». Se explica 
esto ya que una vez suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la 
sola voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos plazos 
para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la hayan adquirido 
sobrevenidamente.

IX. En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía también la facultad 
de optar a «aquellos cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español (y nacido 
en España)», supuesto que en el texto definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición 
Transitoria 3.ª.

Es importante destacar el dato de que una de las carencias principales, comúnmente 
señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil de 1954, 1975 y 1982 fue 
precisamente la de no incorporar un régimen transitorio que facilitase la transición entre 
la regulación anterior y la posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó 
graves problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres dis-
posiciones transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la primera se parte 
del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. artículo 2 n.º 3 del Código Civil), 
que como regla general había aplicado ya la doctrina de este centro directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el preámbulo de la Ley 18/1990, «queda 
matizado en las dos disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer 
la adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con anterioridad 
… los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero esas dos dispo-
siciones transitorias avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles».

El alcance de ambas disposiciones transitorias (2.ª y 3.ª) han de ser analizados conjun-
tamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este 
centro directivo de 20 de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a 
estudiar al tiempo ambas disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, 
que la adquisición de la nacionalidad española por opción —con efectos de nacionalidad 
de origen—, contenida en la disposición transitoria segunda, tiene aplicación en diversos 
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supuestos, que la Instrucción identifica del siguiente modo: «Adoptados en forma plena 
antes de la Ley 51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de 
julio de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la entrada en vigor 
de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera seguir, según la legislación 
entonces vigente, la nacionalidad extranjera del padre» (hoy hay que entender rectificado 
este extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de 
española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según 
la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia «a personas que han 
nacido después del momento en que su progenitor hubiera perdido la nacionalidad 
española. Entonces, si el padre o la madre originariamente español hubiere nacido en 
España, pueden optar por la nacionalidad española». En consonancia con ello, la decla-
ración decimotercera de la Instrucción afirmaba que «La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado no fuera español 
al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la nacionalidad española originaria 
su progenitor nacido en España».

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un supuesto 
de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de origen (categoría a la que 
la Ley 18/1990 suma otros casos), y por consiguiente existían casos de hijos de padre 
o madre españoles de origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la 
fórmula utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la Ley de 
15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre «que originariamente hubiera sido español», 
conduce a la interpretación incorporada a la declaración decimotercera de la transcrita 
Instrucción. Esta misma interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración 
sexta de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, conforme 
a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 no pueden ejercer la 
opción del apartado 1 de esta disposición.

X. Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el progenitor 
del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la vía de la disposición 
transitoria 3.ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido previamente la nacionalidad española 
que ostentaba originariamente constituye un elemento caracterizador del supuesto de 
hecho tipo o paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como integrante de una verdadera 
conditio iuris o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición transitoria 3.ª. 
En efecto, una cosa es que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad 
al nacimiento del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la disposición transitoria 2.ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa de pérdida 
y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el supuesto a la disposición 
transitoria 3.ª, esta última imponga la pérdida como requisito sustantivo para su viabilidad, 
tesis que no se puede mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la 
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madre española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la madre que 
conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el hijo de madre que sí perdió 
por seguir la nacionalidad del marido (aclaración que es también extensible a la inter-
pretación del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007). 
Así resulta igualmente del preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3.ª «beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no eran espa-
ñoles»: beneficiar, sobre todo, no quiere decir beneficiar exclusivamente.

XI. Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a través de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de nuevo el supuesto de las 
personas «cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», 
respecto del que arbitra un derecho de opción, similar al de la disposición transitoria 
3.ª de la Ley 18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema 
de plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 18/1990, 
15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España del optante que había 
suprimido esta última (cfr. artículo 20 n.º 1, b).

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de derecho de esta 
resolución se desprenden del estudio de la tramitación parlamentaria de la Ley 36/2002, 
durante la que fueron rechazadas varias enmiendas tendentes a incluir entre los bene-
ficiarios de la opción a «b) Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles», frente a la fórmula finalmente aprobada que permitía a 
tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través de la opción, sino mediante 
la residencia legal de un año en España (cfr. artículo 22 n.º 2, f del Código civil).

XII. La redacción incorporada a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer apartado (que mantiene la 
fórmula tradicional de «las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español»), aunque sí en el apartado segundo, si bien el ejercicio de la opción queda 
condicionado en este caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el 
abuelo o abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a «los nietos 
de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como conse-
cuencia del exilio» (en la tramitación parlamentaria no fueron aprobadas las enmiendas 
que pretendían el reconocimiento del derecho de opción a las «personas que sean 
descendientes en primer o segundo grado de un español o española de origen», pasando 
la segunda generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la disposición 
adicional séptima).

XIII. De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que requiere criterios 
de interpretación estricta, resulta que no están comprendidos en el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de 
padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen 
conforme a esta misma disposición. Así resulta también de la exposición de motivos de 
dicha ley, según la cual ésta «amplía la posibilidad de adquisición de la nacionalidad 
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española a los descendientes hasta el primer grado de quienes hubiesen sido origina-
riamente españoles», sin perjuicio de incluir, a través del apartado 2.º de la misma 
disposición adicional séptima, a otros descendientes más allá del primer grado —nietos—, 
«de quienes perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura», y así lo confirma la interpretación oficial recogida en la directriz 
sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta Dirección General.

No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad española a favor de los nietos 
nacidos fuera de España de abuelo o abuela que originariamente hubieran sido españoles, 
aun cuando no resulte de aplicación el apartado segundo de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 n.º 1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada a cabo por 
Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o abuela que originaria-
mente hubieran sido españoles.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (55ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, los que no 
acrediten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I.-B. M. P., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana 
(Cuba), a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como 
documentación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 4 de 
diciembre de 1962 en B., Oriente (Cuba), hija de don A. M. F. y de doña M.-A. P. P., 
naturales de Cuba y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y certificado 
cubano de nacimiento de la interesada; certificado cubano de nacimiento de la proge-
nitora, en el que consta que nació el 15 de agosto de 1920 en G., Sancti Spiritus (Cuba); 
acta española de nacimiento del abuelo materno de la solicitante, don M. P. R., nacido 
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el 5 de febrero de 1887 en G., Santa Cruz de Tenerife; documentos de inmigración y 
extranjería del abuelo español, en los que consta que no se encuentra inscrito en el 
registro de extranjeros ni en el registro de ciudadanía cubano; certificados locales de 
defunción de la madre y del abuelo materno y certificado de matrimonio de los padres 
de la interesada.

2. Por auto de fecha 1 de febrero de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana deniega la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento 
registral de la opción de la nacionalidad española de origen de la interesada, ya que 
estima que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere 
su declaración, al no cumplir con los requisitos establecidos en la disposición adicional 
séptima de la ley 52/2007, en concreto, acreditar la nacionalidad española de origen 
de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada, solicitando se revise su 
expediente y se le reconozca el derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, como 
nieta de abuelo materno originariamente español.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, estima que en la tramitación 
del expediente se han guardado las prescripciones legales y que el auto que se recurre 
resulta conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la 
Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, de 7-2.ª de octubre de 
2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de febrero, 
16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por último, 
7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 4 de diciembre 
de 1962 en Barrio Filipinas, Oriente (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
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su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente dispo-
sición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de julio 
de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 1 de febrero de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede ejercer la opción 
del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, al no haber 
acreditado la nacionalidad española de origen de su progenitora. Frente a dicha resolución 
se interpone recurso por la interesada, solicitando se revise su expediente en base a la 
nacionalidad española de origen de su abuelo materno. Dicho recurso constituye el 
objeto del presente expediente.

IV. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente los certificados cubanos de nacimiento 
de la interesada y de su madre; acta española de nacimiento del abuelo materno y 
certificados de la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano 
del abuelo español, en los cuales no consta que haya realizado su inscripción en el 
registro de extranjeros ni que haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización.

De este modo, a la vista de la documentación aportada, no puede determinarse feha-
cientemente que, en el momento del nacimiento de la madre de la solicitante, el abuelo 
materno de la interesada siguiera ostentando su nacionalidad española de origen, por 
lo que, la documentación aportada al expediente no permite determinar el mantenimiento 
de la nacionalidad española por el abuelo materno de la solicitante en la fecha de 
nacimiento de su hija y progenitora de la interesada.
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V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— no se ha acreditado que la 
madre de la interesada ostentara la nacionalidad española de forma originaria por lo 
que no se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (56ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña I. S. S., nacida el 28 de mayo de 1965 en P., La Habana (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta, entre otros, especialmente en apoyo de su solicitud como documen-
tación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de don J.-P. S. F., de 
nacionalidad cubana y de doña G. S. D., de nacionalidad cubana y española, adquirida 
esta última por opción; documento de identidad cubano, partida cubana de bautismo 
y certificado cubano de nacimiento de la promotora; certificado literal español de 
nacimiento de la madre de la interesada, nacida el 22 de enero de 1940 en H. (Cuba), 
en el que consta que es hija de don M. S. L., nacido el 2 de junio de 1891 en C., Zaragoza, 
con inscripción marginal de opción por la nacionalidad española no de origen en virtud 
de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil en fecha 23 de febrero de 2007; 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno y certificado local de 
matrimonio de los progenitores.

2. Con fecha 4 de abril de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada 
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por la interesada, estimando que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos 
a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en la solicitante 
concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere 
a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente 
como nieta de abuelo materno originariamente español. Acompaña como documentación: 
certificado cubano y español de nacimiento de la progenitora, inscrito este último en el 
Consulado General de España en La Habana; partida española de bautismo del abuelo 
materno y certificado expedido por la Dirección de Inmigración y Extranjería del Ministerio 
del Interior cubano, en el que se indica que el abuelo materno no consta inscrito en el 
registro de ciudadanía cubano.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª), 1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana como española de origen a la nacida el 28 de mayo de 1965 en Playa, La 
Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».
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En este caso la madre de la interesada tiene la condición de española por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) 
del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme 
al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o 
madre hubiera sido originariamente español y nacido en España», opción que fue 
documentada en acta suscrita el 23 de febrero de 2007 e inscrita en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba) el 9 de abril de 2007, fecha en la que la 
recurrente era ya mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 10 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 4 de abril de 2019, denegando 
lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que la interesada no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en la solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por la interesada en el Anexo 
I presentado en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) el 10 de marzo 
de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora de la optante no sólo tenga la nacio-
nalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
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nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.

Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, la madre de la ahora recurrente. Como señala la Instrucción 
de este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de 
opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la 
nacionalidad derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí 
ocurre en los dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007».

V. En el presente caso la progenitora de la optante ostenta la nacionalidad española 
con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se 
cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (57ª)
III.1.3.1. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado primero 
de la disposición adicional séptima los hijos de padre o madre que no hubiere sido 
originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente 
la nacionalidad española no de origen por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil en 
su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto del encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don I. M. G., nacido el 15 de mayo de 1971 en G., La Habana (Cuba), de nacionalidad 
cubana, presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta, entre otros, especialmente en apoyo de su solicitud como documen-
tación hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hijo de don I.-C. M. M., de 
nacionalidad cubana y de doña E.-J. G. N., de nacionalidad cubana y española, adquirida 
esta última por opción; documento de identidad cubano y certificado literal cubano de 
nacimiento del promotor; certificado literal español de nacimiento de la madre del 
interesado, en el que consta que nació el 16 de febrero de 1948 en R., La Habana 
(Cuba), hija de don E. G. G., natural de L., Pontevedra, con inscripción marginal de opción 
por la nacionalidad española no de origen en virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil 
en fecha 13 de agosto de 2008; documentos de inmigración y extranjería del abuelo 
materno y certificado local de matrimonio de los progenitores.

2. Con fecha 28 de septiembre de 2011, el encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) dicta auto por el que se deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada por el interesado, estimando que el peticionario no prueba suficientemente 
los hechos a los que se refiere su declaración, no quedando establecido que en el soli-
citante concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, especialmente en lo que se 
refiere a la acreditación de la nacionalidad española de origen de su progenitora.
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3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
contra la resolución denegatoria antes citada, solicitando la revisión de su expediente, 
alegando que solicitó optar por la nacionalidad española de origen como nieto de abuelo 
originariamente español. Aporta como documentación: certificado español de nacimiento 
de su abuelo materno; certificado español de nacimiento de su madre y documentos 
de inmigración y extranjería de su abuelo materno, sin legalizar, en los que consta la 
inscripción en el registro de extranjeros con 24 años de edad y que no consta que éste 
haya adquirido la ciudadanía cubana por naturalización.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, este informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, las 
disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el 
artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 
21 de julio de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de 
marzo de 2010 (4.ª), 23 de marzo de 2010 (5.ª), 23 de marzo 2010 (6.ª), 24 de marzo 
de 2010 (5.ª), 28 de abril de 2010 (5.ª), 6 de octubre de 2010 (10.ª), 15 de noviembre 
de 2010 (5.ª),1 de diciembre de 2010 (4.ª), 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 
2011 (3.ª), 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre 
de 2011 (4.ª), 10 de febrero 2012 (42.ª), 17 de febrero 2012 (30.ª), 22 de febrero 2012 
(53.ª), 6 de julio 2012 (5.º), 6 de julio 2012 (16.ª), 14 de septiembre de 2012 (32.ª) y 
30 de enero 2013 (28.ª).

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como español de origen al nacido el 15 de mayo de 1971 en 
Guanabacoa, La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por haberla adquirido 
en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española «b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 336 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

sido originariamente español y nacido en España», opción que fue documentada en 
acta suscrita el 13 de agosto de 2008 e inscrita en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) el 29 de agosto de 2008, fecha en la que el recurrente era ya 
mayor de edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 13 de 
diciembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 28 de septiembre 
de 2011, denegando lo solicitado.

III. La resolución apelada basa su denegación en que el interesado no puede ejercer la 
opción del apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, por 
no haber quedado establecido que en el solicitante concurran los requisitos legales 
exigidos, especialmente en lo que se refiere a la acreditación de la nacionalidad española 
de origen de su progenitora, posición que el órgano en funciones de Ministerio Fiscal 
comparte en su informe.

IV. El presente recurso se ha de solventar a la luz del apartado primero de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, que concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas «cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español», derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia disposición, y conforme a lo solicitado por el interesado en el 
Anexo I presentado en el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba) el 13 
de diciembre de 2010. Se exige, en este caso, que la progenitora del optante no sólo 
tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad 
de originaria.

Hay que recordar que nuestro ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos moda-
lidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su adquisición o atribución 
y, parcialmente, en cuanto a los efectos que produce: la nacionalidad originaria y la 
nacionalidad derivativa o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración 
de que la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se adquiría 
de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del interesado en el proceso 
o iter jurídico de su atribución, la que se produce ope legis desde el mismo momento 
del nacimiento o, por ser más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad 
jurídica de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos modalidades o categorías 
de nacionalidad, en función de su respectivo título de adquisición y generadora de ciertos 
efectos jurídicos diferenciados. Así los españoles de origen no pueden ser privados de 
la nacionalidad española (artículos 11.2 de la Constitución y 25 del Código Civil), dis-
poniendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad de aquellos 
países especialmente vinculados con España, según resulta de lo establecido en el 
artículo 11.3 de la Constitución española y 24 del Código Civil.
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Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria 
y la no originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el régimen 
legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla supuestos en los que la 
nacionalidad española originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria 
una expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, así como 
el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición 
sea válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos casos (aunque se 
trate de casos de españoles de origen) de modo automático, ni desde la fecha del 
nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en los casos previstos en los artículos 17.2 y 19.2 
del Código Civil, esto es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto 
de un español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho años 
y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. Igualmente, la nacio-
nalidad española a que da lugar el ejercicio de las opciones previstas por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 responde a esta última modalidad de «nacionalidad 
española de origen» pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del 
apartado primero, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que 
se refiere su apartado segundo al prever que «este derecho también se reconocerá» a 
las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse que el «derecho» 
a que se refiere es el del optar por la «nacionalidad española de origen». Precisamente 
en este carácter se cifra una de las principales diferencias entre las citadas opciones 
de la Ley 52/2007 y la que se contempla para los hijos de español de origen y nacido 
en España en la letra b) del n.º 1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española, la madre del ahora recurrente. Como señala la Instrucción de 
este centro directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I «el derecho de opción 
regulado en el artículo 20.1.b) del Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad 
derivativa, es decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007».

V. En el presente caso la progenitora del optante ostenta la nacionalidad española con 
carácter derivativo y no de forma originaria por haberla adquirido en virtud del ejercicio 
de la opción prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Adicionalmente se indica que, el interesado aportó al expediente un certificado fechado 
el 30 de septiembre de 2008, expedido por la Jefe de Grupo de Ciudadanía de la Dirección 
de Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, en el que se indica que 
no consta que el abuelo materno haya obtenido la ciudadanía cubana por naturalización, 
constando en el expediente de opción a la nacionalidad española de su progenitora, 
otro certificado expedido por la misma Jefe de Grupo de Ciudadanía de la Dirección de 
Inmigración y Extranjería del Ministerio del Interior cubano, fechado el 18 de enero de 
2008, en el que se indica que consta en el registro de ciudadanía con el n.º de orden 
2368, folio 490, libro 25, la inscripción de la carta de ciudadanía expedida por el Ministro 
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de Estado a favor del abuelo materno en fecha 4 de febrero de 1944, anterior al naci-
miento de la madre del interesado, lo que resulta contradictorio.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba)

III.1.3.2  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA DE ORIGEN -  
ANEXO II LEY 52/2007

Resolución de 10 de agosto de 2022 (32ª)
III.1.3.2 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, los que no acrediten ser nietos 
de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacio-
nalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. J.-L. L. V., nacido el 27 de septiembre de 1968 en H. (Cuba), presenta en el Registro 
Civil Consular de España en La Habana, solicitud a fin de optar a la nacionalidad española 
en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta como documen-
tación: modelo de solicitud Anexo II, en el que se hace constar que la última nacionalidad 
de su abuelo era la española; hoja declaratoria de datos, en la que declara que es hijo 
de J.-A. L. R., nacido en T., Guantánamo (Cuba) el 3 de enero de 1943 y de D.-A. V. S., 
nacida en P., Las Tunas (Cuba) el 25 de octubre de 1943, casados en 1967, certificado 
no literal de nacimiento del promotor y carné de identidad cubano, certificado literal de 
nacimiento de la madre de la promotora, inscrita en el Registro Civil Consular de La 
Habana, hija de J. V. F., nacido en C. (Orense) el 21 de octubre de 1894 y de I. S. C., 
nacida en P. (Las Tunas) el 9 de abril de 1915, con marginal de nacionalidad de la inscrita 
por la opción de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, con fecha 11 de 
febrero de 2009, literal de inscripción española de nacimiento del abuelo materno del 
promotor, carta de naturalización del precitado como ciudadano cubano, expedida el 4 
de mayo de 1937, en la que no corresponde el lugar de nacimiento, certificado de la 
Directora del Archivo Nacional de la República de Cuba, expedido en el año 2016, relativo 
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a que en los listados de pasajeros que llegaron a Cuba en 1915, no consta registrado 
el Sr. J. V. F., añadiendo que dicha documentación está incompleta y en mal estado de 
conservación y certificado no literal de matrimonio de los padres del promotor.

2. Con fecha 22 de abril de 2019, el Encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana dicta auto, en el que se desestima la solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen formulada por el interesado en virtud de lo establecido en el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, ya que, a los efectos 
del ejercicio de los derechos de opción recogidos en la normativa citada, se presumirá 
la condición de exiliado a todos los españoles que salieron de España entre el 18 de 
julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, habiéndose presentado documentación 
cubana relativa a que se ha buscado la entrada al país del abuelo materno del promotor 
en el año 1915.

3. Notificado el interesado, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
mostrando su disconformidad con la denegación de su petición y solicitando la revisión 
de su expediente.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto impugnado y el Encargado del Registro Civil Consular 
de España en La Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio 
de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo de 2010,24 
de marzo de 2010, 28 de abril de 2010 (5.ª), 15 de noviembre de 2010, 1 de diciembre 
de 2010, de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17.ª), 25 
de octubre de 2011 (3.ª), 2 de diciembre de 2011.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como español de origen al nacido el 27 de septiembre de 
1968 en La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio». La solicitud de opción fue formalizada el 5 de septiembre de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 y por el 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 340 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se dictó auto el 
22 de abril de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que el solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio, ni su salida de España en el período 
legalmente establecido para considerar su condición de exiliado.

IV. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieto de abuelo español se han aportado certificado no literal de nacimiento cubano 
del promotor y certificación literal de nacimiento del Registro Civil español de la proge-
nitora del solicitante y de su abuelo materno, no consta sin embargo certificado de 
nacimiento del promotor, que acredite su relación de filiación con ciudadano nacido en 
España en 1894.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
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siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se pre-
sumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español 
podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, el interesado promovió solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud del apartado segundo de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, acreditando que su progenitora, Sra. V. S. es hija de don J. V. F., 
nacido el 21 de octubre de 1894 en C. (Orense), hijo de ciudadanos también nacidos 
en dicha localidad, siendo ciudadano originariamente español, no acreditándose en el 
expediente que el precitado perdiera la nacionalidad española, obteniendo la ciudadanía 
cubana en 1937, como consecuencia del exilio, ni que saliera del territorio español en 
el período comprendido entre 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, 
constando certificación de las autoridades cubanas declarando que se ha buscado el 
registro de su entrada Cuba en el año 1915, aunque no se ha localizado por lo incompleto 
y mala conservación de la documentación, en todo caso con mucha anterioridad a las 
fechas anteriormente citadas.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (8ª)
III.1.3.2 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado segundo 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser nietos de abuelo de nacio-
nalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. M. Y., nacida el 12 de febrero de 1973 en La Habana (Cuba), presenta en 
el Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud a fin de optar a la nacio-
nalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta 
como documentación:

Modelo de solicitud Anexo II, en el que se hace constar que la última nacionalidad de 
su abuelo es cubana; hoja declaratoria de datos, en la que declara que es hija de don 
J-G. M. Y., nacido en S., Camagüey (Cuba) el 1 de febrero de 1940 y de doña M. E-Y. F., 
nacida en S., La Habana (Cuba), el 4 de septiembre de 1946, casadas en 1977, certificado 
no literal de nacimiento de la promotora y carné de identidad cubano, certificado no 
literal de nacimiento de la madre de la promotora, hija de don M. Y. F., natural de 
Pontevedra, España y de doña E. F. D., nacida en L., España, literal de inscripción de 
nacimiento del abuelo materno de la promotora, nacido en E. (Pontevedra) el 5 de 
septiembre de 1900, hijo de ciudadanos de la misma naturaleza, Carta de Naturalización 
como ciudadano cubano del precitado a los 36 años, con fecha 18 de mayo de 1937 y 
certificado del Archivo Nacional de la República de Cuba, expedido en el año 2015, 
sobre el registro de entrada en Cuba del Sr. M. Y., sin segundo apellido, el 17 de febrero 
de 1917, procedente de Gijón.

2. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana, a la vista de la 
documentación aportada entiende que la petición de la Sra. M. Y. no puede admitirse, 
ya que no concurren los requisitos, especialmente la acreditación de que su abuelo perdió 
o tuvo que renunciar a la nacionalidad por razón del exilio, ya que el abuelo materno de 
la promotora llegó a Cuba en 1917 y no consta que regresara a España y volviera a salir.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, reconociendo que su abuelo materno llegó a 
Cuba antes del periodo del exilio establecido en la norma, 1936 a 1955.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto impugnado y el Encargado del Registro Civil Consular 
de España en La Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

5. Consta en el expediente, firmado por la promotora, modelo de solicitud, Anexo II, 
Apartado 2 Disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, en el que textualmente se hace 
constar «que la presente solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el 
solicitante es nieto/a de abuelo/a que perdieron la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio»
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio 
de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo de 2010,24 
de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5.ª), 15 de noviembre de 2010,1 de diciembre 
de 2010,7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 
de octubre de 2011 (3.ª),2 de diciembre de 2011.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida el 12 de febrero de 
1973 en La Habana (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio», la solicitud de opción fue formalizada el 15 de septiembre de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008. Por la 
Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se dictó auto el 
28 de febrero de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio.

IV. El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieta de abuelo español se han aportado la correspondiente certificación de nacimiento 
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del Registro Civil cubano de la solicitante y de su progenitora y certificado literal español 
de nacimiento del abuelo materno de la interesada.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se pre-
sumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español 
podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, la solicitante promovió solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud del apartado segundo de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, acreditando que su madre es hija de don M. Y. F., nacido el 5 de 
septiembre de 1900 en Pontevedra, hijo de ciudadanos también nacidos en dicha 
provincia, originariamente español, que según documentación aportada llegó a Cuba 
en 1917, obteniendo Carta de Naturalización en 1937, sin embargo no se acredita en 
el expediente que el abuelo materno de la solicitante perdiera la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio, ni que saliera del territorio español por ese motivo en el 
período comprendido entre 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, periodo 
establecido por la normativa precitada.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (9ª)
III.1.3.2 Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado segundo 
de la Disposición adicional séptima los que no acrediten ser nietos de abuelo de nacio-
nalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Don K-A. I. L., nacida el 28 de febrero de 1984 en B., Holguín (Cuba), presenta en el 
Registro Civil Consular de España en La Habana, solicitud a fin de optar a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta como 
documentación:

Modelo de solicitud Anexo II, en el que se hace constar que la última nacionalidad de 
su abuelo es española; hoja declaratoria de datos, en la que declara que es hija de don 
S. I. R. B., nacido en B. Holguín el 28 de marzo de 1941 y de doña J-E. L. M., nacida en 
Banes el 9 de mayo de 1951, certificado no literal de nacimiento de la promotora y carné 
de identidad cubano, certificado no literal de nacimiento del padre de la promotora, 
inscrito en 1955, 14 años después de su nacimiento, hijo de don A. I. F., natural de 
España y de doña P. R. B., nacida en B., literal de inscripción de nacimiento del abuelo 
paterno de la promotora, nacido en C., Zamora el 18 de febrero de 1913, hijo de ciuda-
danos de la misma naturaleza, certificado del Archivo Nacional de la República de Cuba 
en Santiago de Cuba sobre el registro de entrada en Cuba del Sr. E F., con su esposa, 
bisabuelos paternos de la promotora con su hijo menor de edad A., el 25 de marzo de 
1919, procedentes de Vigo y documento expedido por las autoridades cubanas de 
inmigración y extranjería en 2012, relativo a que el abuelo paterno de la promotora no 
consta inscrito en el Registro de Ciudadanía.

2. El Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana, a la vista de la 
documentación aportada entiende que la petición de la Sra. M. S. no puede admitirse, 
ya que no concurren los requisitos, especialmente la acreditación de que su abuelo 
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perdió o tuvo que renunciar a la nacionalidad por razón del exilio, ya que el abuelo 
paterno de la promotora llegó a Cuba en 1919 y no consta que regresara a España.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, manifestando que no comprende los motivos 
de la denegación de su nacionalidad, ya que otros familiares con la misma documentación 
han obtenido la nacionalidad española por su abuelo.

Adjunta como nueva documentación, certificados de nacionalidad de los bisabuelos 
paternos de la promotora, expedidos en el año 1973 por el Consulado español en 
Santiago de Cuba, certificado en extracto del matrimonio de los precitados, celebrado 
en España en 1910 y documentos españoles de identidad de varios familiares, entre 
ellos tres tías paternas.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto impugnado y el Encargado del Registro Civil Consular 
de España en La Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

5. Consta en el expediente, firmado por la promotora, modelo de solicitud, Anexo II, 
Apartado 2 Disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, en el que textualmente se hace 
constar «que la presente solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el 
solicitante es nieto/a de abuelo/a que perdieron la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio 
de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo de 2010,24 
de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5.ª), 15 de noviembre de 2010,1 de diciembre 
de 2010,7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17.ª),25 
de octubre de 2011 (3.ª),2 de diciembre de 2011.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida el 28 de febrero de 
1984 en Banes (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio», la solicitud de opción fue formalizada el 14 de noviembre de 2011 en el 
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modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008. Por la 
Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se dictó auto el 
22 de enero de 2019 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio.

IV. El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieta de abuelo español se han aportado la correspondiente certificación de nacimiento 
del Registro Civil cubano de la solicitante y de su progenitora y certificado literal español 
de nacimiento del abuelo paterno de la interesada.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
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del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se pre-
sumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español 
podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, la solicitante promovió solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud del apartado segundo de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, acreditando que su padre es hijo de don A. I. F., nacido el 18 de febrero 
de 1913 en Zamora, hijo de ciudadanos también nacidos en dicha provincia, originariamente 
español, que según documentación aportada llegó a Cuba con sus progenitores en 1919, 
sin embargo no se acredita en el expediente que el abuelo materno de la solicitante 
perdiera la nacionalidad española como consecuencia del exilio, ni que saliera del territorio 
español por ese motivo en el período comprendido entre 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, periodo establecido por la normativa precitada.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (28ª)
III.1.3.2. Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado segundo 
de la disposición adicional séptima los que no acrediten ser nietos de abuelo de nacio-
nalidad española que perdiera o tuviera que renunciar a su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra el auto de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. N. B. G., nacida el 2 de noviembre de 1959 en H. (Cuba), presenta en el Registro Civil 
Consular de España en La Habana, solicitud a fin de optar a la nacionalidad española en 
virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional séptima, y adjunta como documentación:

Modelo de solicitud Anexo II, en el que se hace constar que la última nacionalidad de 
su abuelo es española; hoja declaratoria de datos, en la que declara que es hija de M. 
B. V., nacido en H., el 28 de diciembre de 1937 y de E. G. M., nacida en H., el 8 de febrero 
de 1942, casados en 1970, certificado no literal de nacimiento de la promotora, inscrita 
en 1962, tres años después de su nacimiento y carné de identidad cubano, certificado 
literal de nacimiento español del padre de la promotora, inscrito en el Registro Civil 
consular de La Habana, hijo de J. B. R., natural de Z. (La Coruña), nacido el 21 de marzo 
de 1892, casado y de nacionalidad española y de A. V. R., nacida en H., el 27 de noviembre 
de 1898, casada y de nacionalidad cubana, con marginal de recuperación de la nacio-
nalidad española con fecha 15 de noviembre de 2012, certificado no literal de nacimiento 
cubano del padre de la promotora, inscrito en 1947, diez años después de su nacimiento, 
literal de inscripción de nacimiento del abuelo paterno de la promotora, inscrito en 1913, 
21 años después de su nacimiento, tras expediente registral, hijo de ciudadanos de la 
misma localidad de Z. (La Coruña), documentos expedidos por las autoridades cubanas 
de inmigración y extranjería en el año 2012, relativos a que el abuelo paterno de la 
promotora consta inscrito en el Registro de Extranjeros, en La Habana a los 38 años, 
es decir en 1930, según su fecha de nacimiento y que no consta inscrito en el Registro 
de Ciudadanía.

2. La Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana, mediante auto de 
30 de junio de 2016, y a la vista de la documentación aportada entiende que la petición 
de la Sra. B. G. no puede admitirse, ya que no concurren los requisitos, especialmente la 
acreditación de que su abuelo perdió o tuvo que renunciar a la nacionalidad por razón del 
exilio.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, puesto que los documentos aportados acreditan, 
a su juicio, la nacionalidad española de su abuelo.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto impugnado y el Encargado del Registro Civil Consular 
de España en La Habana, remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución.

5. Consta en el expediente, firmado por la promotora, modelo de solicitud, Anexo II, 
Apartado 2 disposición adicional 7.ª de la Ley 52/2007, en el que textualmente se hace 
constar «que la presente solicitud de nacionalidad española se fundamenta en que el 
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solicitante es nieto/a de abuelo/a que perdieron la nacionalidad española como con-
secuencia del exilio»

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, la 
disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único 
de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición transitoria primera de la Ley 
29/1995,de 2 de noviembre; la disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio 
de Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras de 23 de marzo de 2010, 
24 de marzo de 2010, 28 de abril de 2010 (5.ª), 15 de noviembre de 2010, 1 de diciembre 
de 2010, 7 de marzo de 2011 (4.ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17.ª), 
25 de octubre de 2011 (3.ª) y 2 de diciembre de 2011.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba) como española de origen a la nacida el 2 de noviembre 
de 1959 en H. (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio», la solicitud de opción fue formalizada el 15 de septiembre de 2010 en el 
modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008. Por la 
Encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se dictó auto el 
30 de junio de 2016 denegando lo solicitado.

III. El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante no puede ejercer 
la opción del apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que no ha acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio.

IV. El apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas que sean nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija 
las reglas de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la documentación 
que ha de aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : «…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre —el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles— del solicitante;… b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela 
español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el apartado 3 —de dicha 
regla V— sobre la condición de exiliado del abuelo o abuela … ».
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En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de 
nieta de abuelo español se han aportado la correspondiente certificación de nacimiento 
del Registro Civil cubano de la solicitante y certificado literal español de nacimiento de 
su progenitor y del abuelo paterno de la interesada.

V. Por otra parte, a fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado tres de la regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 establece 
como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación que acredite haber sido 
beneficiario de las pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; 
b) Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de 
las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, 
sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, debida-
mente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por trabajar 
actualmente en la reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar 
de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el 
apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de 
acogida. 2. Certificación del registro de matrícula del consulado español. 3. Certificaciones 
del registro civil consular que acrediten la residencia en el país de acogida, tales como 
inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del registro civil local del país de acogida que 
acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época 
del país de acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos 
de opción reconocidos en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, se pre-
sumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que salieron de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. La salida del territorio español 
podrá acreditarse mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior».

VI. En el presente expediente, la solicitante promovió solicitud de opción a la nacionalidad 
española de origen en virtud del apartado segundo de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, acreditando que su padre es hijo de J. B. R., nacido el 21 de marzo 
de 1892 en La Coruña, hijo de ciudadanos también nacidos en dicha provincia, origi-
nariamente español, que no consta la fecha de su llegada a Cuba, según documentación 
aportada se inscribió en el Registro de Extranjeros en 1930, sin embargo no se acredita 
en el expediente que el abuelo materno de la solicitante perdiera la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio, ni que saliera del territorio español por ese motivo en el 
período comprendido entre 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, periodo 
establecido por la normativa precitada.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 28 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

III.2  CONSOLIDACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.2.1  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD POR CONSOLIDACIÓN 

Resolución de 10 de agosto de 2022 (9ª)
III.2.1. Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que la promotora 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen de la promotora 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo 
de su nacimiento.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por la interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil de Puerto del Rosario, 
Las Palmas.

HECHOS

1. Con fecha 14 de marzo de 2018, doña S. Y. A., solicita en el Registro Civil de Puerto 
del Rosario la incoación de expediente registral para obtener la declaración de la nacio-
nalidad española de origen con valor de simple presunción.

Adjunta, entre otros, los siguientes documentos: certificado de empadronamiento; 
pasaporte argelino, en el que consta que nació el 20 de febrero de 1963 en A. y que su 
nacionalidad es argelina; permiso de residencia de larga duración; certificado de naci-
miento expedido por la República Árabe Saharaui Democrática, en el que consta que 
S., hija de Y. A. y de L. M.-F. L. nació en E. el 20 de febrero de 1963; documentación de 
la pagaduría de pensionistas del Ministerio de Defensa correspondiente a I. A. A.; cer-
tificación de servicios prestados por don I. A. u. A. como personal indígena de la Policía 
Territorial del Sáhara y certificados expedidos por la Unidad Central de Documentación 
de Españoles de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil en relación con 
los documentos saharauis ….. y ….. a nombre de M. I. A. A. y de L. M. F. L., que en la 
actualidad carecen de validez.
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2. Ratificada la interesada, efectuada la comparecencia de testigos y previo informe 
desfavorable del Ministerio Fiscal, por auto de 11 de junio de 2019 dictado por la 
encargada del Registro Civil de Puerto del Rosario, se acuerda denegar la petición de 
reconocimiento de la nacionalidad española con valor de simple presunción de la 
interesada, al no cumplir los requisitos legales exigidos.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se dicte nueva resolución por la que se revoque el auto impugnado 
y se le reconozca la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción, 
por los motivos alegados en el escrito de recurso.

4. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a su estimación 
en fecha 7 de febrero de 2020 y la encargada del Registro Civil de Puerto del Rosario 
remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, de 
21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de abril, 
28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de febrero, 
18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de septiembre de 
2006.

II. La promotora, nacida el 20 de febrero de 1963 en A., de acuerdo con el pasaporte 
argelino, o en E., de acuerdo con el certificado de nacimiento expedido por la República 
Árabe Saharaui Democrática, mediante solicitud formulada en el Registro Civil de Puerto 
del Rosario, solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción en virtud de lo establecido en los artículos 17 y 18 del Código Civil. La 
encargada del Registro Civil de Puerto del Rosario dictó auto denegando la petición de 
la interesada por no reunir los requisitos legales establecidos, siendo dicho auto el que 
constituye el objeto del presente recurso.

III. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
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a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).
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No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido 
en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial 
y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio nacional».

VI. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el presente caso, no se considera acreditado que los representantes legales 
de la interesada, menor de edad cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviesen 
imposibilitados «de facto» para optar en su nombre a la nacionalidad española, por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circuns-
tancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, con buena fe y justo título.

Asimismo, tampoco se encuentra acreditado que el padre de la interesada fuera español 
al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 del Código 
Civil según redacción por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado, ni 
tampoco se encuentra la promotora en el supuesto a que se refiere al artículo 17.1.c) 
del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que haya nacido en 
España.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Puerto del Rosario (Las Palmas). 

Resolución de 29 de agosto de 2022 (32ª)
III.2.1. Declaración de la nacionalidad española

1.º No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el promotor 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.º Tampoco es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor porque 
no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo de su 
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nacimiento, ni tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al 
artículo 17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que 
haya nacido en España.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por el Ministerio Fiscal, contra el auto del Encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra).

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Tudela el día 2 de noviembre de 2012, 
el Sr. A. O. C. A./C. A., nacido el 16 de junio de 1973 en G. (Sáhara Occidental), solicita 
la declaración de la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. 
Mediante auto de fecha 17 de enero de 2013, declarado firme el 20 de febrero siguiente, 
el Encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra), acuerda declarar con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de origen del interesado, por aplicación retroactiva 
del artículo 17. 3.º del Código Civil, según redacción de la Ley 51/1982 de 13 de julio.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: permiso de residencia en España, en 
el que consta nacido en G. (Mauritania) y con domicilio en P. (Las Palmas), pasaporte 
mauritano del promotor, expedido en 2007 y renovado en 2010 en el Consulado mauritano 
en Las Palmas, documento de empadronamiento en A. (Navarra), expedido el 10 de 
abril de 2012 y sin que conste desde cuando reside en el municipio, certificado expedido 
por los representantes de la República Árabe Saharaui Democrático (RASD) en Navarra 
relativo a que el la familia del interesado se encontraban en los campamentos de 
refugiados desde 1975, no pudiendo optar en el plazo otorgado por el Real Decreto 
2258/1976, certificado de parentesco RASD, el promotor es hijo de C. A. S. A. y F. B. S., 
certificado de nacionalidad RASD, el promotor es de origen saharaui y portador de 
pasaporte mauritano, certificado de individualidad mauritano y de concordancia de 
nombres, realizado en base al testimonio de dos personas, documento nacional de 
identidad del Sáhara, casi ilegible, correspondiente al padre del promotor e informe de 
la Unidad de Documentación de la Dirección General de la Policía española sobre el 
documento precitado, expedido en 1970 y que actualmente carece de validez.

2. Por escrito de fecha 11 de mayo de 2016, el Ministerio Fiscal insta al Registro Civil de 
Tudela a fin de que inicie nuevo expediente para declarar con valor de simple presunción 
que al interesado no le corresponde la nacionalidad española, toda vez que el auto dictado 
por el Encargado del Registro Civil de Tudela procede a su juicio indebidamente a la 
aplicación de los artículos 17 y 18 del Código Civil, cuando no correspondería a la situación 
del Sr. A. O. C. A., ya que el artículo 18 exige para la consolidación de la nacionalidad 
española, su posesión y utilización durante 10 años, con buena fe y basada en un título 
inscrito en el Registro Civil, requisitos que no están presentes en el expediente y, por otra 
parte, para la aplicación del artículo 17, españoles de origen, no ha acreditado el interesado 
su filiación, ni que sus padres ostentasen la nacionalidad española en el momento de 
su nacimiento, ni que es apátrida, dado que acreditó la posesión de documentación 
argelina.
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3. Iniciado expediente en el Registro Civil de Tudela, con fecha 24 de mayo de 2016, 
consta que el Encargado dispone que se cite al interesado para su notificación. Con 
fecha 11 de agosto siguiente el intento resulta infructuoso por resultar incorrecta la 
dirección utilizada para el envío. Consta diligencia del Registro Civil de Tudela declarando 
que no ha sido posible la localización del interesado. Posteriormente por auto de fecha 
14 de octubre de 2016, dictado por el Encargado del Registro Civil de Tudela éste, recoge 
la imposibilidad de notificación y averiguación del paradero del interesado y resuelve 
desestimar la petición realizada a instancia del Ministerio Fiscal de que se declare con 
valor de simple presunción que al Sr. A. O. C. A. no le corresponde la nacionalidad 
española, reafirmándose en la argumentación jurídica del auto de 17 de enero de 2013.

4. Con fecha 21 de octubre de 2016, es notificado el Ministerio Fiscal que interpone 
recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, alegando que se ha desestimado su petición 
en base a una concepción política y no jurídica de la concesión de la nacionalidad, 
obviando lo establecido en la Ley de 19 de noviembre de 1975 y el Decreto de 1976 y 
las resoluciones de la Dirección General de los Registros sobre el asunto, añadiendo 
que el interesado nacido en 1973 no cumple los requisitos para la aplicación del artículo 
18 del Código Civil, para empezar porque por la fecha de su nacimiento no podía haber 
utilizado la nacionalidad española durante 10 años, antes de la salida de España del 
territorio del Sáhara y tampoco el artículo 17, ya que no se ha probado que sus proge-
nitores ostentaran la nacionalidad española en el momento de su nacimiento.

5. Con fecha 15 y 27 de octubre de 2016, a través del Registro Civil de Arguedas, se 
dirige notificación al interesado incluyendo el auto dictado y el recurso interpuesto por 
el Ministerio Fiscal, siendo la respuesta en ambos casos que examinado el padrón 
municipal el interesado ya no se encuentra en él desde el 28 de junio de 2013, siendo 
su destino la ciudad de P. (Las Palmas). Con fecha 24 de diciembre de 2016 el Encargado 
del Registro Civil de Tudela acuerda la publicación de edictos en el tablón de anuncios, 
finalizando la exposición con fecha 25 de enero de 2017. El Encargado del Registro Civil 
de Tudela remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del 
Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución 
del recurso.

6. Posteriormente este centro directivo solicitó del Registro Civil de Tudela que se pro-
cediera a averiguar el domicilio del interesado, y se proceda a notificar el auto dictado 
por el Encargado de ese Registro con fecha 14 de octubre de 2016 y el escrito de 
interposición de recurso por parte del representante del Ministerio Fiscal. Con fecha 2 
de junio de 2021 el funcionario correspondiente personado en el domicilio de P. que 
consta como del interesado, comprueba que no estaba allí y, según manifestó la persona 
residente en dicho domicilio el Sr. A. O. C. A. vive allí, por lo que se procede a la publicación 
de edictos en el tablón de anuncios del Registro Civil de Las Palmas, desde el 4 de junio 
al 6 de julio de 2021.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998 y de 29 de mayo de 2020, y las resoluciones, entre otras, 
de 21-1.ª de enero, 3-1.ª; 4-4.ª de febrero, 2-4.ª, 4-3.ª, 5 y 14-3.ª de marzo, 15-3-º de 
abril, 28 de mayo, 1-4.ª y 27-3.ª de septiembre, 3-1.ª de octubre de 2005; 28-4.ª de 
febrero, 18 y 21-4.ª de marzo, 14-5.ª y 17-1.ª de julio, 1-1.ª, 6-3.ª, 7-2.ª y 9-1.ª de sep-
tiembre de 2006.

II. El promotor, nacido en 1973 en G. (Mauritania), según documentación de dicho país 
aportada o en G. (Sáhara Occidental), según su manifestación y documentos expedidos 
por el RASD, solicitó la declaración de su nacionalidad española de origen con valor de 
simple presunción. El Encargado del Registro Civil de Tudela dictó auto concediendo al 
interesado lo solicitado. Incoado posteriormente a instancia del Ministerio Fiscal expe-
diente para declarar con valor de simple presunción que al interesado no le corresponde 
la nacionalidad española, dicho expediente concluye por auto desestimatorio dictado 
por el Encargado Registro Civil de Tudela, reafirmándose en su anterior resolución. 
Frente a dicho auto se interpone recurso por el Ministerio Fiscal, que es el objeto del 
presente expediente.

III. En primer lugar, debe indicarse que en el ámbito del Registro Civil no rige el principio 
de autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de 
lograr la concordancia entre el Registro Civil y la realidad (cfr. art. 26 LRC), es factible 
reiterar un expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre que 
la nueva petición se base en hechos o circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos 
en cuenta al tomar la primera decisión, circunstancia que concurre en el caso que nos 
ocupa.

IV. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta con-
solidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2.º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se bene-
ficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la salida de España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado 
es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año 
a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.



M
inisterio de Justicia

◄ 359 ►

Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública (Registro Civil)

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

VI. En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas relacionadas 
con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con el reconocimiento de 
su eventual nacionalidad española se encuentra en las confusiones creadas por la 
legislación interna promulgada para la antigua colonia del llamado Sahara español en 
el período histórico precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación 
con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha 
planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español».

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión 
es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general 
del Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es 
frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de 
la política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones inter-
nacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación que 
sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta 
su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni 
y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de equiparar aquel 
territorio del Sahara, no obstante, sus peculiaridades, con una «provincia» española, y, 
por ello, se llegó a considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equi-
paración que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada 
a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como carta magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
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diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por 
la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa 
«que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años 
ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar 
con analogías al provincial y que nunca —recalcaba— ha formado parte del territorio 
nacional».

VII. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
S.T.S. de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. En el caso presente, no se da dicha circunstancia ya que nació sólo dos años 
antes del momento de la salida de España de aquel territorio. Aparte de ello, el promotor 
no ha ostentado nunca documentación española, por lo que no se acreditan los requisitos 
establecidos en el artículo 18 del Código Civil para una posible consolidación de la 
nacionalidad española, pues no está probada la posesión de la nacionalidad durante 
10 años, con buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil.

Por otra parte, no se encuentra acreditado que el padre del interesado fuera español 
al tiempo de su nacimiento, por lo que no resulta de aplicación el artículo 17 del Código 
Civil según redacción establecida por Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso 
examinado y tampoco se encuentra el promotor en el supuesto a que se refiere al artículo 
17.1.c) del Código Civil, según la redacción actual, al no poder concluirse que haya nacido 
en España, habiendo aportado documentación mauritana, cuya renovación tramitó ya 
en España y que, salvo prueba en contrario, le acredita como poseedor de dicha 
nacionalidad.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal y revocar el auto apelado, declarando que al promotor 
no le corresponde la nacionalidad española con valor de simple presunción.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Tudela (Navarra).
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III.3  ADQUISICIÓN NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR OPCIÓN

III.3.1  OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA 
POR PATRIA POTESTAD-ART 20-1A CC

Resolución de 10 de agosto de 2022 (3ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción dado que la interesada no acredita el requisito de estar sujeta 
a la patria potestad de un español establecido en el artículo 20.1.a) del Código Civil.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 18 de marzo de 2015 se levanta en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana, acta de opción a la nacionalidad española, por la que doña R. P. Á., nacida 
el 23 de marzo de 1995 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, declara que es hija de 
doña E. Á. G., de nacionalidad española y que es su voluntad optar a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil, prestando 
juramento o promesa de fidelidad a S.M. El Rey y de obediencia a la Constitución y a 
las leyes españolas, no renunciando a su anterior nacionalidad cubana. Aporta como 
documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad cubano y certificado 
literal cubano de nacimiento de la interesada,

Consta en el expediente auto de fecha 11 de marzo de 2015 dictado por la encargada 
del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana por el que se desestimó 
la solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007 a la 
madre de la solicitante, al no concurrir los requisitos legales establecidos.

2. Por auto de fecha 20 de julio de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana desestima la solicitud de opción a la nacionalidad española for-
mulada por la interesada, al no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 20.1.a) 
del Código Civil, ya que no ha estado sujeta a la patria potestad de un español.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente. Aporta como documentación: certificado 
español de nacimiento de su abuelo materno, don D. Á. P., natural de Cuba, en el que 
consta inscripción marginal de opción por la nacionalidad española en virtud del artículo 
20.1.b) del Código Civil y certificación negativa de obtención de la ciudadanía cubana 
de su bisabuelo.
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4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto recurrido al ser conforme a derecho, y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso junto con informe por el que se 
ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 20 y 22 del Código civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones de 2-3.ª de febrero, 14-1.ª de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª 
de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 
11-3.ª de octubre de 2005; 19-3.ª de enero, 11-2.ª de marzo y 17-3.ª de julio de 2006; 
18-8.ª de septiembre y 25-9.ª de octubre de 2007.

II. La interesada, nacida el 23 de marzo de 1995 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
ha intentado optar a la nacionalidad española por razón de patria potestad, alegando 
que su progenitora ostentaba la nacionalidad española.

Consta en el expediente que, por auto de fecha 11 de marzo de 2015 dictado por la 
encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana se desestimó 
la solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de origen 
en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la ley 52/2007 a la 
madre de la solicitante, al no concurrir los requisitos legales establecidos.

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española: «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y el apartado 2.c) del artículo 20 CC, establece que, la declaración de 
opción se formulará «Por el interesado, por sí solo, si está emancipado o es mayor de 
dieciocho años. La opción caducará a los veinte años de edad, pero si el optante no 
estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para 
optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación».

IV. En el presente caso, de la documental obrante en el expediente, se constata que la 
interesada nunca ha estado sujeta a la patria potestad de un español, por lo que no es 
posible la opción a la nacionalidad española de la solicitante en virtud del artículo 20.1.a) 
del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 10 de agosto de 2022 (6ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

Es posible inscribir a la nacida en República Dominicana en 2000 que ejercita la opción 
a la nacionalidad española prevista en el artículo 20 del Código Civil, porque está 
acreditada la filiación respecto de un español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el acuerdo de 
la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 30 de octubre de 2017 se levanta en el Registro Civil de Arrecife, Las 
Palmas, acta de opción a la nacionalidad española por la que F.-Y. S. P., nacida el 4 de 
octubre de 2000 en B. (República Dominicana), de nacionalidad dominicana, asistida 
por su padre y representante legal, don F.-A. S. P., de nacionalidad dominicana y española, 
adquirida esta última por residencia, opta a la nacionalidad española al amparo de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa 
de fidelidad a S.M. El Rey, obediencia a la Constitución y las leyes españolas, no renun-
ciando a su anterior nacionalidad.

Se aportó, entre otros, la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; certificado 
de empadronamiento en Arrecife de la interesada; pasaporte dominicano y acta inextensa 
de nacimiento de la optante, apostillada, expedida por la Junta Central Electoral de la 
República Dominicana; documento nacional de identidad y certificado literal español 
de nacimiento del progenitor, con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia con efectos de 17 de febrero de 2012 y certificación de sentencia 
dictada por el Juzgado de 1.ª Instancia de Independencia (República Dominicana), en 
funciones de Sala Civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes de fecha 15 de agosto 
de 2016, legalizada, por la que se otorga la guarda, cuidado y patria potestad de la 
menor al Sr. S. P., en calidad de padre de la misma.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central por ser competente para conocer 
y resolver la práctica del acta de opción a la nacionalidad española solicitada, se requiere 
testimonio del expediente de nacionalidad española por residencia del presunto padre, 
en particular, en lo relativo a su estado civil e hijos habidos.

Recibida la información solicitada, se constata que el Sr. S. P. declaró en su solicitud de 
nacionalidad española por residencia, por escrito fechado el 10 de noviembre de 2008 
dirigido al Ministerio de Justicia, que su estado civil era casado con doña M.-C. S. F. y 
que tenía a su cargo un hijo, F.-J. S. O., nacido el 4 de agosto de 2005, fruto de una 
relación extramatrimonial.

3. Por acuerdo de fecha 6 de agosto de 2018 dictado por la encargada del Registro Civil 
Central, se deniega la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española de 
la interesada, sin perjuicio de que acreditada su filiación biológica con padre español 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 364 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

surta los efectos que corresponda, toda vez que el presunto progenitor no la mencionó 
en su expediente de nacionalidad española por residencia, como venía obligado, ya que 
a la fecha de la declaración efectuada por el padre, la interesada era menor de edad.

4. Notificada la resolución, la interesada, mayor de edad en dicha fecha, interpone 
recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando la revisión de su expediente y 
que se declare la opción a la nacionalidad española, alegando que cumple todos los 
requisitos legalmente establecidos y aportando pruebas biológicas de ADN que acreditan 
la filiación paterna de la optante.

5. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal de fecha 3 de octubre de 2019, la 
encargada del Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y en el apartado 2.b) del citado artículo se indica que la declaración de 
opción se formulará «b) por el propio interesado, asistido por su representante legal, 
cuando aquél sea mayor de catorce años».

III. La interesada, asistida por su progenitor y representante legal, solicitó en el Registro 
Civil de Arrecife, la inscripción de su nacimiento y opción a la nacionalidad española, 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil, levantándose la 
correspondiente acta de opción. Se aportó al expediente certificación de sentencia 
dictada por el Juzgado de 1.ª Instancia de Independencia (República Dominicana), en 
funciones de Sala Civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes de fecha 15 de agosto 
de 2016, legalizada, por la que se otorga la guarda, cuidado y patria potestad de la 
menor al Sr. S. P., en calidad de padre de la misma.

La Encargada del Registro Civil Central dictó acuerdo denegando la inscripción de 
nacimiento y el asiento registral de la opción a la nacionalidad española de la interesada, 
al no encontrarse debidamente acreditada la filiación española de la optante, toda vez 
que su progenitor no la citó en su expediente de nacionalidad española por residencia, 
como estaba obligada. Frente a dicho acuerdo se interpone recurso por la interesada 
ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, aportando prueba biológica de ADN a fin de 
acreditar su filiación con progenitor de nacionalidad española.
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IV. En primer lugar, en relación con las pruebas biológicas aportadas al expediente, se 
indica que la determinación de la filiación en nuestro ordenamiento jurídico requiere 
que las pruebas biológicas se practiquen en el marco de un procedimiento judicial, en 
el cual deben ser propuestas y valoradas.

Sin embargo, se ha aportado al expediente una certificación de sentencia dictada por 
el Juzgado de 1.ª Instancia de Independencia (República Dominicana), en funciones de 
Sala Civil del Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes de fecha 15 de agosto de 2016, 
legalizada, por la que se otorga la guarda, cuidado y patria potestad de la interesada al 
Sr. S. P., en calidad de padre de la misma, que es posterior a la solicitud de nacionalidad 
española por residencia formulada por el progenitor, lo que acreditaría la filiación paterna 
de la interesada con progenitor de nacionalidad española.

De este modo, considerando acreditada la relación de filiación respecto de progenitor 
español en que se basa la opción ejercitada el 30 de octubre de 2017, se constata que 
la optante cumple el requisito de encontrarse sujeta a la patria potestad de un español 
durante su minoría de edad, tal como establece el artículo 20.1.a) del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el acuerdo apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 10 de agosto de 2022 (7ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que la presunta madre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2015, por no resultar acreditada la filiación 
materna y porque la certificación ecuatoguineana acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo de 
la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 14 de mayo de 2018, se levanta en el Registro Civil de Zaragoza acta de 
opción a la nacionalidad española, por la que doña J.-E. O. N., mayor de edad, de 
nacionalidad ecuatoguineana, nacida el 24 de febrero de 2000 en T., Ebibeyin (Guinea 
Ecuatorial) opta por la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 
20.1.a) y 2.c) del Código Civil, alegando ser hija de madre española, prestando juramento 
o promesa de fidelidad a S.M. El Rey y obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, 
sin renunciar a su anterior nacionalidad.
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Aporta como documentación: certificado de empadronamiento; documento de identidad 
de extranjeros-régimen comunitario y certificado literal de inscripción de nacimiento de 
la interesada, en el que consta que es hija de don J. O. M. y de la presunta progenitora, 
y que fue practicada fuera de plazo en el Registro Civil ecuatoguineano en fecha 7 de 
noviembre de 2016; documento nacional de identidad y certificado literal español de 
nacimiento de la presunta madre de la solicitante, doña S. N. M., nacida el 7 de agosto 
de 1979 en Guinea Ecuatorial, con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia con efectos de 5 de mayo de 2015.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, por ser competente para conocer 
y resolver el acta de opción a la nacionalidad española solicitada, se requiere testimonio 
del expediente de nacionalidad española por residencia de la presunta progenitora, en 
particular, en lo que se refiere a su estado civil e hijos habidos. Recibida la información 
solicitada, se constata la presunta madre declaró en solicitud formulada en fecha 30 
de mayo de 2013 ante el Registro Civil de Zaragoza, que su estado civil era soltera, 
citando la existencia de tres hijos menores de edad a su cargo, entre los que menciona 
a J.-E. M. O., nacida el 24 de febrero de 1998 en T., aportando certificación literal de 
inscripción de nacimiento de ésta, en la que consta que es hija de don J. O. N. y de doña 
S. M. N., inscrita en el Registro Civil ecuato-guineano en fecha 19 de marzo de 2012.

3. Con fecha 5 de abril de 2019, la encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo 
denegando la solicitud inscripción de nacimiento y el asiento registral de la opción a la 
nacionalidad española de la interesada, sin perjuicio de que determinada judicialmente 
su filiación biológica con madre española surta los efectos que corresponda, toda vez 
que la presunta progenitora, en su expediente de nacionalidad española por residencia 
declaró la existencia de una hija, aportando certificado de su nacimiento, que no se 
corresponde con la fecha de nacimiento que consta en el certificado aportado al expe-
diente por la solicitante.

4. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y se apruebe la inscripción de su 
nacimiento y opción por la nacionalidad española.

5. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal de fecha 4 de octubre de 2019, en 
el que interesa la confirmación del acuerdo recurrido, la encargada del Registro Civil 
Central remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.
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II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso la presunta madre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
5 de mayo de 2015 y pretende la promotora, asistida por ello, inscribir su nacimiento 
por medio de una certificación ecuato-guineana, en la cual se hace constar que nació 
el 24 de febrero de 2000 en T., Ebibeyin (Guinea Ecuatorial) y que la inscripción de 
nacimiento se practicó fuera de plazo en el Registro Civil ecuatoguineano en fecha 7 de 
noviembre de 2016. Sin embargo, en la solicitud de nacionalidad española por residencia 
de la presunta madre formulada en fecha 30 de mayo de 2013 ante el Registro Civil de 
Zaragoza, indicó que su estado civil era soltera, citando la existencia de tres hijos menores 
de edad a su cargo, entre los que mencionó a J.-E. M. O., nacida el 24 de febrero de 
1998 en T., aportando certificación literal de su inscripción de nacimiento que fue 
practicada en el Registro Civil ecuatoguineano en fecha 19 de marzo de 2012.

Por tanto, la documentación aportada en el expediente de nacionalidad española por 
residencia de la presunta madre, no resulta coincidente en cuanto a la fecha de naci-
miento y la fecha de inscripción en el Registro Civil local, con el certificado local de 
nacimiento aportado por la solicitante en el expediente de opción a la nacionalidad 
española, no cumpliéndose lo dispuesto en el artículo 220 del RRC, que establece que, 
en la solicitud de concesión de la nacionalidad española por residencia se indicará 
especialmente : «… 2.º Su estado civil; menciones de identidad y lugar y fecha de 
nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, debido a la falta de garantías 
de la certificación local aportada y al no haber mencionado la presunta madre de la 
interesada la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que 
genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por 
ahora que la optante a la nacionalidad española haya estado sujeta a la patria potestad 
de un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.
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Resolución de 10 de agosto de 2022 (11ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad si la interesada ejercita el derecho fuera de 
plazo.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del 
encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Con fecha 11 de enero de 2017, se levanta en el Registro Civil de Carlet, Valencia, 
acta de opción a la nacionalidad española, por la que doña D. R. M., mayor de edad, 
nacida el 24 de enero de 1996 en S., Valle (Colombia), de nacionalidad colombiana, 
hija de doña Y. M. F., nacida en Colombia y de nacionalidad colombiana y española y de 
don R. R. S., nacido en Colombia, de nacionalidad colombiana, manifiesta su voluntad 
de optar a la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 
2.c) del Código Civil, prestando juramento o promesa de fidelidad a S.M. el Rey, obediencia 
a la Constitución y a las leyes españolas, no renunciando a su nacionalidad anterior.

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; certificado de empadronamiento 
colectivo expedido por el Ayuntamiento de Carlet; acta colombiana de nacimiento de la 
interesada apostillada y certificado literal español de nacimiento de la madre de la 
solicitante, con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por 
residencia con efectos de 7 de febrero de 2012.

2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, por ser competente para calificar 
la procedencia de la opción a la nacionalidad española, el encargado del citado registro 
dicta acuerdo en fecha 22 de mayo de 2017 por el que se deniega la solicitud de ins-
cripción de nacimiento y la de la opción, al no cumplir los requisitos establecidos en el 
artículo 20 del Código Civil vigente, al no haber ejercitado el derecho de optar a la 
nacionalidad española de su madre en el plazo legalmente establecido, que caduca a 
los veinte años de edad, según lo dispuesto en el artículo 20.2.c. del Código Civil, sin 
perjuicio del derecho que asiste a la interesada de solicitar la nacionalidad española 
por residencia y la inscripción de su nacimiento al amparo de lo previsto en el artículo 
15 de la Ley del Registro Civil, sin prejuzgar la nacionalidad española, por afectar al 
estado civil de un español.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando la revisión de su expediente y la estimación de su solicitud de 
inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española, alegando que la solicitud 
de opción se formuló por su madre y representante legal en el Registro Civil de Carlet 
(Valencia) en fecha 30 de noviembre de 2012, cuando la solicitante era menor de edad 
y mayor de catorce años.
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4. Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal de fecha 11 de julio de 2018, el 
encargado del Registro Civil Central remitió el expediente a la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, para la resolución del recurso.

5. Recibidas las actuaciones en este centro directivo, se solicita se requiera al Registro Civil 
de Carlet a fin de que informe acerca de la fecha en la que se formuló la solicitud de opción 
a la nacionalidad española de la interesada y la causa del archivo del expediente.

Atendiendo a lo solicitado, el Registro Civil de Carlet aporta testimonio del expediente 
gubernativo 517/12 de opción a la nacionalidad española, en el que consta, entre otros, 
solicitud de nacionalidad española por opción para menores de edad y mayores de 
catorce años, fechado el 30 de noviembre de 2012, formulada por la madre, en repre-
sentación de la interesada, así como providencia de fecha 1 de julio de 2015 dictada 
por la encargada del Registro Civil de Carlet, en la que indica que, habiendo transcurrido 
con exceso el plazo concedido para la práctica de diligencias, sin que se efectúe mani-
festación alguna, procede el archivo del expediente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 21 y 22 del Código Civil (CC); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y 
las resoluciones de 22 de octubre y 3-6.ª de noviembre de 2001; 2-3.ª de febrero, 14-1.ª 
de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª 
de septiembre de 2004; y 20-3.ª de enero 13-1.ª de junio de 2005; 4-2.ª de julio de 
2006; y 16-5.ª de marzo de 2007.

II. Ha pretendido optar a la nacionalidad española una ciudadana nacida el 24 de enero 
de 1996 en S., Valle (Colombia), alegando la nacionalidad española de su madre, 
adquirida por residencia con efectos de 7 de febrero de 2012. El encargado del Registro 
Civil Central dictó acuerdo de fecha 22 de mayo de 2017, por el que se denegó la opción 
pretendida por haberse ejercitado el derecho pasada la fecha de caducidad.

III. Examinada la documentación integrante del expediente, si bien la interesada estuvo 
bajo la patria potestad de una española durante su minoría de edad, toda vez que a su 
progenitora se le declaró la nacionalidad española por residencia con efectos de 7 de 
febrero de 2012, habiendo nacido la solicitante el 24 de enero de 1996, ejerció el 
derecho el 11 de enero de 2017, por lo que al optar tenía ya cumplidos veinte años, no 
cumpliéndose lo establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil que dispone que la 
declaración de opción ha de formularse por el interesado, por sí solo, si es mayor de 
dieciocho años y que la opción caduca a los veinte años de edad, salvo que el optante 
no estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, lo que 
aquí no sucede. Consecuentemente, el derecho de optar se ha ejercitado una vez que 
el plazo para hacerlo había caducado.

Asimismo, en relación con las alegaciones de la interesada en su escrito de recurso, en 
el que indicaba que la solicitud de opción se formuló por su madre y representante legal 
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en el Registro Civil de Carlet (Valencia) en fecha 30 de noviembre de 2012, cuando la 
solicitante era menor de edad, se indica que, requerido el Registro Civil de Carlet, aporta 
testimonio del expediente gubernativo 517/12 de opción a la nacionalidad española de 
menores de edad mayores de catorce años, en el que consta, entre otros, que si bien 
con fecha 30 de noviembre de 2012 la madre de la interesada presentó un formulario 
de solicitud de nacionalidad española por opción en representación de su hija, dicho 
expediente fue archivado por providencia de fecha 1 de julio de 2015 dictada por la 
encargada del Registro Civil de Carlet, al haber transcurrido con exceso el plazo concedido 
para la práctica de diligencias, sin que se hubiera efectuado manifestación alguna.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 10 de agosto de 2022 (12ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española. Art. 20.1.a) CC

Se retrotraen las actuaciones al momento procedimental oportuno a fin de que sea 
oído el optante, mayor de edad y, previo dictamen del Ministerio Fiscal, se resuelva lo 
que en derecho proceda en relación con lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del 
Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto de la 
encargada del Registro Civil del Consulado General de España en Nador (Marruecos).

HECHOS

1. Con fecha 6 de junio de 2016, doña F. S., de nacionalidad marroquí, presenta en el 
Registro Civil Consular de España en Nador, solicitud de inscripción de nacimiento y 
opción a la nacionalidad española de su hijo A. B., nacido el 30 de julio de 2001 en T. 
(Marruecos), en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil.

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de partida de 
nacimiento del interesado, traducida y legalizada; certificado de residencia en Marruecos 
del interesado, traducido y legalizado; certificado literal español de nacimiento del 
progenitor, don A. B. S., nacido el 1 de enero de 1965 en Marruecos, con inscripción 
marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 29 
de marzo de 2016.

Consta en el expediente copia de la solicitud de nacionalidad española por residencia 
del progenitor, formulada ante el Registro Civil de Orihuela en fecha 16 de diciembre de 
2013, en la que éste indicó que su estado civil era casado con doña F. S., de nacionalidad 
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marroquí y que tenía cuatro hijos menores de edad a su cargo, entre los que citó al 
interesado.

2. Por auto de fecha 18 de julio de 2018, dictado por la encargada del Registro Civil del 
Consulado General de España en Nador, se desestima la inscripción de nacimiento del 
interesado y opción a la nacionalidad española toda vez que el solicitante es de nacio-
nalidad marroquí y no adquirió la nacionalidad española de forma originaria, sino que 
al tratarse de una adquisición derivativa de voluntad del interesado es un elemento 
constitutivo básico en concurrencia con los demás requisitos previstos legalmente para 
adquirir la nacionalidad española y que dado el carácter eminentemente finalista de la 
opción en cuanto declaración de voluntad dirigida a constituir el vínculo de nacionalidad, 
puede concluirse que, en el caso que nos ocupa, se constata en la audiencia practicada 
al interesado una ausencia de discernimiento tanto de la comprensión como del alcance 
de ostentar la nacionalidad española, así como de las consecuencias de índole jurídico 
de la nombrada acción.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando la revisión del expediente y que se le reconozca el derecho a 
optar a la nacionalidad española, al cumplir los requisitos establecidos en el artículo 
20.1.a) del Código Civil.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
en fecha 15 de febrero de 2019 y la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en Nador remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros 
y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las reso-
luciones, entre otras, de 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero 
y 11-3.ª de octubre de 2005; 3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio, 2-2.ª de julio 
y 20-2.ª de noviembre de 2006; 16-6.ª de mayo y 28-5.ª de noviembre de 2007; 27-2.ª 
de mayo, 28-7.ª de noviembre y 4-6.ª de diciembre de 2008; 25-10.ª de febrero y 9-2.ª 
de marzo de 2009; 19-17.ª de noviembre de 2010 y 13-28.ª de diciembre de 2013.

II. Se ha pretendido por el interesado, nacido en Marruecos el 30 de julio de 2001 optar 
a la nacionalidad española de su progenitor, en virtud del artículo 20.1.a) y 2b) del 
Código Civil. La encargada del Registro Civil del Consulado General de España en Nador 
dicta auto por el que desestima la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española del interesado, toda vez que en la audiencia practicada al interesado se constata 
una ausencia de discernimiento tanto de la comprensión como del alcance de ostentar 
la nacionalidad española, así como de las consecuencias de índole jurídico de la nom-
brada acción.
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III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español» y en el artículo 20.2.b y c) se establece que, la declaración de opción 
se formulará «b) por el propio interesado, asistido por su representante legal, cuando 
aquél sea mayor de catorce años y c) por el interesado, por sí solo, si está emancipado 
o es mayor de dieciocho años. La opción caducará a los veinte años de edad, pero si el 
optante no estuviera emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, 
el plazo para optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación». 
El artículo 23.a) y b) del Código Civil, regula como requisito básico para la validez de la 
adquisición de la nacionalidad española por opción «que el mayor de catorce años y 
capaz para prestar una declaración por sí, jure o prometa fidelidad al Rey y obediencia 
a la Constitución y a las Leyes» y que «la misma persona declare que renuncia a su 
anterior nacionalidad», quedando a salvo de este último requisito los naturales de los 
países mencionados en el apartado 1 del artículo 24, circunstancia que no se produce 
en este caso.

IV. La solicitud de opción se formuló por la progenitora del optante en fecha 6 de junio 
de 2016, cuando este era menor de edad y mayor de catorce años, por lo que hubiera 
procedido que el interesado, asistido de su representante legal, hubiera sido oído en el 
expediente y se levantara el acta de opción a la nacionalidad española establecida en 
el artículo 23 del Código Civil. Sin embargo, con fecha 9 de julio de 2018, se citó al 
optante a fin de cumplimentar un cuestionario de conocimientos constitucionales y 
socioculturales de España, cuestionario que no se encuentra previsto para la opción a 
la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.a) del Código Civil.

V. Dado el tiempo transcurrido, y teniendo en cuenta que el interesado es mayor de edad 
en la actualidad, debe ser oído en el expediente, tal como expresa el artículo 20.2.c) 
del Código Civil, en el que se indica que, la declaración de opción se formulará «c) Por 
el interesado, por sí solo, si está emancipado o es mayor de dieciocho años. La opción 
caducará a los veinte años de edad, pero si el optante no estuviera emancipado según 
su ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para optar se prolongará hasta 
que transcurran dos años desde la emancipación» y el artículo 23.a) y b) del Código 
Civil, en el que se regula como requisito básico para la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española por opción «que el mayor de catorce años y capaz para prestar 
una declaración por sí, jure o prometa fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes» y que «la misma persona declare que renuncia a su anterior nacionalidad», 
quedando a salvo de este último requisito los naturales de los países mencionados en 
el apartado 1 del artículo 24, circunstancia que no se produce en este caso.

Por otra parte, respecto del conocimiento del idioma español, se indica que no es un 
requisito establecido en el artículo 20.1.a) del Código Civil para optar a la nacionalidad 
española, por lo que habrá de tenerse en cuenta lo establecido en el artículo 143 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil en relación con la intervención de intérpretes, donde se 
indica que «cuando alguna persona que no conozca el castellano ni, en su caso, la 
lengua oficial propia de la Comunidad hubiese de ser interrogada o prestar alguna 
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declaración, o cuando fuere preciso darle a conocer personalmente alguna resolución, 
el Secretario por medio de decreto podrá habilitar como intérprete a cualquier persona 
conocedora de la lengua de que se trate, exigiéndosele juramento o promesa de fiel 
traducción».

VI. Por tanto, en el presente expediente, resulta procedente retrotraer las actuaciones 
para que el interesado formule la declaración de opción a la nacionalidad española en 
el Registro Civil de su domicilio en los términos establecidos en el artículo 23 del Código 
Civil y que por el Registro Civil correspondiente se resuelva lo que en derecho proceda 
en aplicación del artículo 20.1.a) del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado dejar sin efecto 
la resolución apelada y retrotraer las actuaciones a fin de que el interesado mayor de 
edad este momento, formule la declaración de opción a la nacionalidad española y, 
previo dictamen del Ministerio Fiscal, se resuelva por el Registro Civil del domicilio del 
optante lo que en derecho proceda en relación con lo establecido en el artículo 20.1.a) 
del Código Civil.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Nador (Marruecos).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (13ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española. Art. 20.1.a) CC

Se retrotraen las actuaciones al momento procedimental oportuno a fin de que sea 
oído el optante, mayor de edad y, previo dictamen del Ministerio Fiscal, se resuelva lo 
que en derecho proceda en relación con lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del 
Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto de la 
encargada del Registro Civil del Consulado General de España en Nador (Marruecos).

HECHOS

1. Con fecha 6 de junio de 2016, don M. B., mayor de edad, de nacionalidad marroquí, 
nacido el 5 de abril de 1998 en T. (Marruecos), presenta en el Registro Civil Consular 
de España en Nador, solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española, en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.c) del Código Civil.

Aporta como documentación: hoja declaratoria de datos; copia literal de partida de 
nacimiento del interesado, traducida y legalizada; certificado de residencia en Marruecos 
del interesado, traducido y legalizado; certificado literal español de nacimiento del 
progenitor, don A. B. S., nacido el 1 de enero de 1965 en Marruecos, con inscripción 
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marginal de adquisición de la nacionalidad española por residencia con efectos de 29 
de marzo de 2016.

Consta en el expediente copia de la solicitud de nacionalidad española por residencia 
del progenitor, formulada ante el Registro Civil de Orihuela en fecha 16 de diciembre de 
2013, en la que éste indicó que su estado civil era casado con doña F. S., de nacionalidad 
marroquí y que tenía cuatro hijos menores de edad a su cargo, entre los que citó al 
interesado.

2. Por auto de fecha 18 de julio de 2018, dictado por la encargada del Registro Civil del 
Consulado General de España en Nador, se desestima la inscripción de nacimiento del 
interesado y opción a la nacionalidad española toda vez que el solicitante es de nacio-
nalidad marroquí y no adquirió la nacionalidad española de forma originaria, sino que 
al tratarse de una adquisición derivativa de voluntad del interesado es un elemento 
constitutivo básico en concurrencia con los demás requisitos previstos legalmente para 
adquirir la nacionalidad española y que dado el carácter eminentemente finalista de la 
opción en cuanto declaración de voluntad dirigida a constituir el vínculo de nacionalidad, 
puede concluirse que, en el caso que nos ocupa, se constata en la audiencia practicada 
al interesado una ausencia de discernimiento tanto de la comprensión como del alcance 
de ostentar la nacionalidad española, así como de las consecuencias de índole jurídico 
de la nombrada acción.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando la revisión del expediente y que se le reconozca el derecho a 
optar a la nacionalidad española, al cumplir los requisitos establecidos en el artículo 
20.1.a) del Código Civil.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
en fecha 15 de febrero de 2019 y la encargada del Registro Civil del Consulado General 
de España en Nador remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros 
y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las reso-
luciones, entre otras, de 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero 
y 11-3.ª de octubre de 2005; 3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio, 2-2.ª de julio 
y 20-2.ª de noviembre de 2006; 16-6.ª de mayo y 28-5.ª de noviembre de 2007; 27-2.ª 
de mayo, 28-7.ª de noviembre y 4-6.ª de diciembre de 2008; 25-10.ª de febrero y 9-2.ª 
de marzo de 2009; 19-17.ª de noviembre de 2010 y 13-28.ª de diciembre de 2013.

II. Se ha pretendido por el interesado, nacido en Marruecos el 5 de abril de 1998, optar 
a la nacionalidad española de su progenitor, en virtud del artículo 20.1.a) y 2c) del 
Código Civil. La encargada del Registro Civil del Consulado General de España en Nador 
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dicta auto por el que desestima la inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española del interesado, toda vez que en la audiencia practicada al interesado se constata 
una ausencia de discernimiento tanto de la comprensión como del alcance de ostentar 
la nacionalidad española, así como de las consecuencias de índole jurídico de la nom-
brada acción.

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español» y en el artículo 20.2.c) se establece que, la declaración de opción se 
formulará «c) por el interesado, por sí solo, si está emancipado o es mayor de dieciocho 
años. La opción caducará a los veinte años de edad, pero si el optante no estuviera 
emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para optar se 
prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación». El artículo 23.a) y 
b) del Código Civil, regula como requisito básico para la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española por opción «que el mayor de catorce años y capaz para prestar 
una declaración por sí, jure o prometa fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes» y que «la misma persona declare que renuncia a su anterior nacionalidad», 
quedando a salvo de este último requisito los naturales de los países mencionados en 
el apartado 1 del artículo 24, circunstancia que no se produce en este caso.

IV. La solicitud de opción se formuló por el interesado en fecha 6 de junio de 2016, por 
lo que hubiera procedido que el interesado, mayor de edad, hubiera sido oído en el 
expediente y se levantara el acta de opción a la nacionalidad española establecida en 
el artículo 23 del Código Civil. Sin embargo, con fecha 9 de julio de 2018, se citó al 
optante a fin de cumplimentar un cuestionario de conocimientos constitucionales y 
socioculturales de España, cuestionario que no se encuentra previsto para la opción a 
la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.a) del Código Civil.

V. Por tanto, y dado que en el presente expediente no se ha levantado el acta de opción 
a la nacionalidad española, resulta procedente retrotraer las actuaciones para que ésta 
formule la declaración de opción a la nacionalidad española en el Registro Civil de su 
domicilio en los términos establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por otra parte, respecto del conocimiento del idioma español, se indica que no es un 
requisito establecido en el artículo 20.1.a) del Código Civil para optar a la nacionalidad 
española, por lo que habrá de tenerse en cuenta lo establecido en el artículo 143 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil en relación con la intervención de intérpretes, donde se indica 
que «cuando alguna persona que no conozca el castellano ni, en su caso, la lengua oficial 
propia de la Comunidad hubiese de ser interrogada o prestar alguna declaración, o cuando 
fuere preciso darle a conocer personalmente alguna resolución, el Secretario por medio 
de decreto podrá habilitar como intérprete a cualquier persona conocedora de la lengua 
de que se trate, exigiéndosele juramento o promesa de fiel traducción».

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado dejar sin efecto 
la resolución apelada y retrotraer las actuaciones a fin de que el interesado formule la 
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declaración de opción a la nacionalidad española y, previo dictamen del Ministerio Fiscal, 
se resuelva por el Registro Civil del domicilio del optante lo que en derecho proceda en 
relación con lo establecido en el artículo 20.1.a) del Código Civil.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Nador (Marruecos).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (31ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre optó a la 
nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la Ley 52/2007 en 2009, 
por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación cubana acom-
pañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
representación legal del interesado, contra el auto de la Encargada del Registro Civil 
del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 16 de agosto de 2013, se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, por la que la Sra. 
M.-C. P. R., ciudadana cubana, con autorización del Sr. J.-J. L. P., ciudadano español, 
opta por la nacionalidad española de este en nombre y representación de su hijo, J.-A. 
L. P., nacido en P. (Cuba) el 8 de abril de 2004, en virtud de lo establecido en el artículo 
20.1.a) y 2.a) del Código Civil, prestando juramento o promesa de fidelidad a S.M. El 
Rey y de obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, no renunciando a su 
nacionalidad anterior.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos, en la que 
se hace constar que el menor optante es hijo del precitado Sr. L. P., nacido en S. (Pinar 
del Río) el 30 de marzo de 1974, divorciado y de nacionalidad cubana en el momento 
del nacimiento del optante y divorciado y de nacionalidad española en el momento de 
la opción y de la Sra. P. R., nacida en P., el 9 de diciembre de 1974, divorciada en el 
momento del nacimiento del optante y también en el momento de la opción, en ambos 
casos de nacionalidad cubana, documento de identidad cubano y certificado no literal 
de nacimiento del optante; certificado literal español de nacimiento del Sr. J.-J. L. P., 
inscrito en el Registro Civil consular de La Habana, en el que consta inscripción marginal 
de opción por la nacionalidad española de origen, en virtud de lo establecido en el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en fecha 21 
de julio de 2009, pasaporte español del Sr. L. P., expedido en el año 2010, escritura 
otorgada en el Consulado General de España en Miami, Florida (Estados Unidos de 
América) por el Sr. L. P. prestando su consentimiento a la tramitación de la opción de 
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nacionalidad de su hijo J.-A. L. P., certificado no literal de nacimiento y carné de identidad 
cubano de la madre del optante y acta de opción de fecha 16 de agosto de 2013.

Posteriormente la Sra. P. R. presenta escrito ante el Registro Civil consular, manifestando 
que cometió un error en la solicitud de opción de su hijo al manifestar que su estado 
civil era de divorciada, añadiendo que estaba separada desde el año 2002, iniciando 
los trámites para su divorcio pero que el proceso se demoró por no prestarle la suficiente 
atención concluyendo en el año 2014 y que mantiene una relación estable con el Sr. L. 
P. desde el año 2003, adjuntando copia de la sentencia, de fecha 10 de marzo de 2014, 
de su divorcio del Sr. E. F. C., con el que había contraído matrimonio en 1993, en la 
sentencia se manifiesta que del matrimonio hay hijos ya mayores de edad pero no se 
hace mención alguna al tiempo previo de separación de los cónyuges.

2. Con fecha 9 de junio de 2014, la Encargada del Registro Civil Consular de España en 
La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la opción 
de nacionalidad del optante, toda vez que no ha quedado establecido que en el interesado 
concurran los requisitos exigidos en el artículo 20 del Código Civil, especialmente en lo 
que se refiere a la filiación paterna.

3. Notificada la resolución, la progenitora del interesado como representación legal 
interpone recurso ante la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise el 
expediente ya que a su juicio ha aportado documentación suficiente que prueba que 
su hijo tiene los requisitos necesarios para obtener la ciudadanía española por su padre 
J.-J. L. P.

Adjunta como nueva documentación; literal de nacimiento española del Sr. J.-C. L. V., 
padre del Sr. L. P., inscrito en el Registro Civil consular de La Habana, hijo de ciudadano 
nacido en España en 1894, Sr. A. L. A., con marginal de recuperación de la nacionalidad 
española con fecha 27 de enero de 2007, certificado en extracto de nacimiento en 
España del Sr. L. A.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado 
General de España en La Habana, interesa la desestimación del mismo y el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con informe desfavorable a 
su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 113 y 116 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 13-1.ª de junio de 2005; 
3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 23-2.ª de 
mayo y 7-4.ª de noviembre de 2007; 21-1.ª de mayo, 16-7.ª de julio, 14-3.ª de octubre 
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y 13-1.ª de noviembre de 2008; 27-7.ª de enero, 11-3.ª de marzo y 8-1.ª de abril de 
2009.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre optó por la nacionalidad española de origen, de 
acuerdo con lo establecido en la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 21 de julio de 2009 y pretende la promotora, progenitora del optante, asistida por 
ello, inscribir su nacimiento por medio de una certificación cubana, en la cual se hace 
constar que nació el 8 de abril de 2004 en P. (Cuba).

IV. La inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil español requiere que 
antes prospere la opción ejercitada, basada en el artículo 20.1.a) CC, lo que le atribuiría 
la condición de español. Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta 
suficientemente acreditada su filiación paterna respecto de un ciudadano español, 
puesto que, según la legislación española, se presumen hijos del marido los nacidos 
después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días siguientes a 
su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges. De manera que, para 
desvirtuar la eficacia probatoria de la presunción de filiación matrimonial (art. 116 CC), 
presunción iuris tantum que, en consecuencia, admite prueba en contrario, es necesario 
acreditar la existencia de separación legal o de hecho de los cónyuges al menos tres-
cientos días antes del nacimiento. En este caso, el hijo nació bajo la vigencia del 
matrimonio de su madre con persona distinta del presunto padre, matrimonio que no 
se disolvió hasta 2014 por sentencia de divorcio, diez años después del nacimiento del 
interesado, sin que se haya acreditado la separación de hecho de la progenitora respecto 
de su cónyuge antes del divorcio. A estos efectos, la mera declaración de los interesados 
no puede considerarse como prueba con fuerza suficiente la filiación paterna pretendida 
no puede quedar determinada en este momento por la vía del expediente gubernativo, 
pues, dada la fuerza probatoria (art. 113 CC) de la mencionada presunción, no se 
considera probado, por ahora, que el optante a la nacionalidad española sea hijo de 
ciudadano originariamente español.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba)

Resolución de 10 de agosto de 2022 (39ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre optó a la 
nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido en la Ley 52/2007 en 2010, 
por no resultar acreditada la filiación paterna y porque la certificación cubana acom-
pañada no da fe de dicha filiación por falta de garantías.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto de la Encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 10 de noviembre de 2014, se levanta acta de opción a la nacionalidad 
española en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, por la 
que el Sr. J. H. D., nacido el 9 de septiembre de 1996 en M., H. (Cuba), de nacionalidad 
cubana, opta por la nacionalidad española de su padre don A. H. Á., en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.2.c) del Código Civil, prestando juramento o promesa de 
fidelidad a S.M. El Rey y de obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, no 
renunciando a su nacionalidad anterior.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos, en la que 
se hace constar que es hijo del precitado Sr. H. Á., nacido en H. el 12 de febrero de 
1967, soltero y de nacionalidad cubana en el momento del nacimiento del promotor y 
casados y de nacionalidad española en el momento de la opción y de O. D. L., nacida 
en C., Matanzas (Cuba) el 9 de septiembre de 1965, soltera en el momento del nacimiento 
del promotor y casada en el momento de la opción, en ambos casos de nacionalidad 
cubana, documento de identidad cubano y certificado no literal de nacimiento del 
interesado; certificado literal español de nacimiento del Sr. A. H. Á., en el que consta 
inscripción marginal de opción por la nacionalidad española de origen, en virtud de lo 
establecido en el apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
en fecha 19 de agosto de 2011; certificado no literal de nacimiento de la progenitora y 
certificado no literal de matrimonio de la precitada con el Sr. H. Á., celebrado en el año 
2012 y en el que no consta el estado civil de los contrayentes.
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Con fecha 9 de septiembre de 2015, el Registro Civil consular requiere del interesado 
nueva documentación, certificado original de nacimiento propio y de su progenitor no 
español, es decir su madre y certificado original de matrimonio de los padres.

Se aporta certificado no literal de matrimonio de los Sres. H. Á. y D. L., en el que en el 
apartado de observaciones se hace constar que el estado civil del contrayente era soltero 
y el de la contrayente, madre del promotor, era divorciada, también se adjunta demanda 
de divorcio, de fecha 27 de junio de 2002, de la Sra. D. L. respecto a su anterior cónyuge, 
Sr. S. B. V., ciudadano cubano, matrimonio celebrado en 1983, en dicho escrito se 
menciona la existencia de un hijo, nacido en 1986, no es el optante y que los cónyuges 
se encuentran separados desde hace siete años y residen en domicilios diferentes y 
certificación de sentencia de divorcio, de fecha 19 de septiembre de 2002, firme el 17 
de octubre siguiente, no incluye el texto completo.

2. Con fecha 29 de febrero de 2016, la Encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto por el que deniega la inscripción de nacimiento y la 
opción de nacionalidad del optante, toda vez que no ha quedado establecido que en el 
interesado concurran los requisitos exigidos en el artículo 20 del Código Civil, especial-
mente en lo que se refiere a la filiación paterna.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise el expediente ya que a su juicio ha aportado documen-
tación suficiente que prueba su filiación respecto al Sr. A. H., reiterando que su madre 
estaba separada de su anterior cónyuge desde el año 1995. Adjunta como nueva 
documentación, certificado no literal de matrimonio de su progenitora con el Sr. S. B. V.

4. Trasladado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado 
General de España en La Habana, interesa la desestimación del mismo y el Encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso, junto con informe desfavorable a 
su estimación.

5. Posteriormente este centro directivo requirió del promotor, a través del Registro Civil 
consular, que se aportara certificado literal de nacimiento propio y copia literal de la 
sentencia de divorcio de su progenitora, dictada en el año 2002. Notificado el interesado, 
ha aportado certificado no literal de matrimonio de la Sra. D. L. con el Sr. B. V., certificado 
no literal de nacimiento propio, certificación de divorcio y documento relativo a una 
prueba biológica de paternidad cuyo contenido además se encuentra redactado ínte-
gramente en inglés.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 113 y 116 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 
7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 13-1.ª de junio de 2005; 
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3-5.ª de mayo, 23-6.ª de junio, 17-3.ª de julio y 20-2.ª de noviembre de 2006; 23-2.ª de 
mayo y 7-4.ª de noviembre de 2007; 21-1.ª de mayo, 16-7.ª de julio, 14-3.ª de octubre 
y 13-1.ª de noviembre de 2008; 27-7.ª de enero, 11-3.ª de marzo y 8-1.ª de abril de 
2009.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (artículo 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero «sea regular 
y auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española» 
(artículo 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre optó por la nacionalidad española de origen, de 
acuerdo con lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 19 de agosto de 2011 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir su naci-
miento por medio de una certificación cubana, en la cual se hace constar que nació el 
9 de septiembre de 1996 en M., H. (Cuba).

IV. La inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil español requiere que 
antes prospere la opción ejercitada, basada en el artículo 20.1.a) CC, lo que le atribuiría 
la condición de española. Sin embargo, surge un problema previo, cual es que no resulta 
suficientemente acreditada su filiación paterna respecto de un ciudadano español, 
puesto que, según la legislación española, se presumen hijos del marido los nacidos 
después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días siguientes a 
su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges. De manera que, para 
desvirtuar la eficacia probatoria de la presunción de filiación matrimonial (art. 116 CC), 
presunción iuris tantum que, en consecuencia, admite prueba en contrario, es necesario 
acreditar la existencia de separación legal o de hecho de los cónyuges al menos tres-
cientos días antes del nacimiento. En este caso, el hijo nació bajo la vigencia del 
matrimonio de su madre con persona distinta del presunto padre, matrimonio que no 
se disolvió hasta 2002 por sentencia de divorcio, seis años después del nacimiento del 
interesado, sin que se haya acreditado, pese al requerimiento efectuado, la separación 
de hecho de la progenitora respecto de su cónyuge antes del divorcio. A estos efectos, 
la mera declaración de los interesados no puede considerarse como prueba con fuerza 
suficiente, la filiación paterna pretendida no puede quedar determinada en este momento 
por la vía del expediente gubernativo, pues, dada la fuerza probatoria (artículo 113 CC) 
de la mencionada presunción, no se considera probado, por ahora, que el optante a la 
nacionalidad española sea hijo de ciudadano originariamente español.

Debiendo significarse respecto a la prueba biológica aportada, ADN, que esta debe ser 
realizada y valorada en un procedimiento judicial distinto del registral en el que nos 
encontramos.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (1ª)
III.3.1 Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que la presunta madre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2020, por no resultar acreditada la filiación 
materna y porque la certificación dominicana acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora, presunta progenitora, 
contra el auto de la Encargada del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1. Doña M-W. P. P., nacida el 10 de diciembre de 1993 en A. (República Dominicana) y 
de nacionalidad española, obtenida por residencia, presenta en el Registro Civil de 
Madrid solicitud de autorización previa para optar a la nacionalidad española en nombre 
y representación de su hijo menor de catorce años, W-A. P., nacido el 31 de octubre de 
2009 en A., al amparo de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil.

Aporta como documentación: documento de empadronamiento individual en Madrid de 
la Sra. P. P., residente desde noviembre del año 2013, acta en extracto de nacimiento 
del menor, inscrito el 1 de noviembre de 2009, declaración oportuna, como hija de la 
promotora, de la que sólo consta su nombre y nacionalidad y sin filiación paterna, 
certificado literal de nacimiento español de la Sra. P. P., inscrita en el Registro Civil de 
Madrid, con marginal de nacionalidad española por residencia, mediante resolución de 
fecha 18 de diciembre de 2019 y con efectos desde el 10 de julio de 2020, certificado 
consular de nacionalidad dominicana del menor, documento nacional de identidad (DNI) 
de la Sra. P. y pasaporte dominicano del menor, expedido en enero del año 2020.

2. Con fecha 11 de noviembre de 2020, mediante providencia, la Encargada del Registro 
Civil acuerda la incoación del oportuno expediente y con fecha 25 del mismo mes el 
Ministerio Fiscal emite informe, solicitando que se aporte al expediente testimonio del 
que se tramitó a instancia de la Sra. P. para concederse su nacionalidad española. Con 
fecha 2 de diciembre de 2020 se requiere de la interesada la aportación de certificado 
extenso de nacimiento del menor.

3. Se aporta al expediente copia de la solicitud de nacionalidad por residencia de la 
Sra. P. P., presentada con fecha 28 de mayo de 2018 y en la que se hizo constar que 
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residía en España desde el año 2014, que su estado civil era soltera y que no tenía hijos 
menores de edad. También se aporta acta inextensa de nacimiento del menor, en la 
que consta que el declarante es un ciudadano dominicano del que no se menciona la 
relación con el inscrito que consta sólo con filiación materna y que su progenitora es 
soltera.

4. Con fecha 23 de marzo de 2021, se emite nuevo informe por parte del Ministerio 
Fiscal poniendo de manifiesto que en el expediente de nacionalidad española de la 
promotora se hizo constar que no tenía hijos menores de edad, de acuerdo con lo 
establecido en el art. 220 del Reglamento del Registro Civil, por lo que considera que 
no ha quedado suficientemente acreditada la filiación del menor respecto de la promotora, 
ciudadana española, ya que la certificación de nacimiento local aportada no ofrece 
suficientes garantías para su inscripción, en consecuencia se opone a lo solicitado.

5. Con fecha 24 de marzo de 2021, la Encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo 
denegando el ejercicio de la opción a la nacionalidad española de la promotora en 
representación del menor interesado, toda vez que la presunta madre no mencionó a 
su hijo en su expediente de nacionalidad española por residencia, como venía obligado, 
ya que en la fecha de la declaración efectuada por la madre era menor de edad.

6. Notificada la resolución, la promotora, presunta progenitora, interpone recurso ante 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en el que manifiesta que presentó 
la solicitud el 20 de marzo de 2019, fecha en la que ella misma todavía no era ciudadana 
española y también confunde el mes de nacimiento del menor y solicita que se estime 
la opción a la nacionalidad española de su hijo, alegando que ha acreditado que tiene 
derecho a ello y que el art. 220 del Reglamento del Registro Civil en que se basa la 
denegación, se refiere a la solicitud de nacionalidad por carta de naturaleza, para 
recuperar la nacionalidad española o por residencia pero no a la nacionalidad por opción 
que es la que ha solicitado para su hijo.

7. Con fecha 28 de septiembre de 2021, el Ministerio Fiscal emite informe en el mismo 
sentido del anterior. Con fecha 6 de octubre siguiente la Encargada del Registro Civil solicita 
nuevos documentos del expediente de nacionalidad por residencia de la Sra. P. P., ya que 
entre la documentación que se hace mención aparecen dos documentos identificados 
como certificados de nacimiento, a fin de comprobar si alguno de ellos correspondía al 
menor optante. Incorporada la documentación, sólo hay un documento de nacimiento y se 
refiere a la solicitante, Sra. P. P., acta inextensa de nacimiento dominicana.

8. Posteriormente, durante la tramitación del recurso presentado, la Sra. P. presenta 
nueva solicitud de opción a la nacionalidad para el menor, W-A. P., la Encargada del 
Registro Civil de Madrid acuerda acumular la solicitud al expediente anterior, al existir 
identidad de sujeto y de petición y remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso la presunta madre obtuvo la nacionalidad española por residencia con 
efectos de 10 de julio de 2020 y pretende la promotora, asistida por ello, inscribir el 
nacimiento del interesado por medio de una certificación dominicana, en la cual se hace 
constar que el optante nació el 31 de octubre de 2009 en República Dominicana y fue 
inscrita con filiación materna, mediante declaración de ciudadano dominicano del que 
no consta su relación con el inscrito o su progenitora, constatándose que ésta manifestó 
en su solicitud de nacionalidad por residencia formulada en el Registro Civil de Madrid 
en mayo del año 2018, que su estado civil era soltera y que no tenía hijos menores de 
edad, no citando en modo alguno al interesado pese a que en aquel momento, era 
menor de edad, como venía obligado, en virtud de lo dispuesto en el art.º 220 del RRC, 
que establece que, en la solicitud de concesión de la nacionalidad española por residencia 
se indicará especialmente : «… 2.º Su estado civil; menciones de identidad y lugar y 
fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos sujetos a la patria potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado la presunta madre del interesado 
la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que el optante a la nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Madrid.
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (24ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que la presunta madre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2020, por no resultar acreditada la filiación 
materna y porque la certificación dominicana acompañada no da fe de dicha filiación 
por falta de garantías.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora, presunta progenitora, 
contra el auto de la Encargada del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1. M.-W. P. P., nacida el 10 de diciembre de 1993 en A. (República Dominicana) y de 
nacionalidad española, obtenida por residencia, presenta en el Registro Civil de Madrid 
solicitud de autorización previa para optar a la nacionalidad española en nombre y 
representación de su hija menor de catorce años, A.-E. P., nacida el 2 de mayo de 2008 
en A., al amparo de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil.

Aporta como documentación: documento de empadronamiento individual en Madrid de 
la Sra. P. P., residente desde noviembre del año 2013, acta en extracto de nacimiento 
de la menor, inscrita el 3 de mayo de 2008, declaración oportuna, como hija de la 
promotora, de la que sólo consta su nombre y nacionalidad y sin filiación paterna, 
certificado literal de nacimiento español de la Sra. P. P., inscrita en el Registro Civil de 
Madrid, con marginal de nacionalidad española por residencia, mediante resolución de 
fecha 18 de diciembre de 2019 y con efectos desde el 10 de julio de 2020, certificado 
consular de nacionalidad dominicana de la menor, documento nacional de identidad 
(DNI) de la Sra. P. y pasaporte dominicano de la menor, expedido en el año 2018.

2. Con fecha 11 de noviembre de 2020, mediante providencia, la Encargada del Registro 
Civil acuerda la incoación del oportuno expediente y con fecha 25 del mismo mes el 
Ministerio Fiscal emite informe, solicitando que se aporte al expediente testimonio del 
que se tramitó a instancia de la Sra. P. para concederse su nacionalidad española. Con 
fecha 2 de diciembre de 2020 se requiere de la interesada la aportación de certificado 
extenso de nacimiento de la menor.

3. Se aporta al expediente copia de la solicitud de nacionalidad por residencia de la 
Sra. P. P., presentada con fecha 28 de mayo de 2018 y en la que se hizo constar que 
residía en España desde el año 2014, que su estado civil era soltera y que no tenía hijos 
menores de edad. También se aporta acta inextensa de nacimiento de la menor, en la 
que consta que el declarante es su abuelo materno, ciudadano dominicano, la inscrita 
consta sólo con filiación materna y que su progenitora es soltera.

4. Con fecha 23 de marzo de 2021, se emite nuevo informe por parte del Ministerio 
Fiscal poniendo de manifiesto que en el expediente de nacionalidad española de la 
promotora se hizo constar que no tenía hijos menores de edad, de acuerdo con lo 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 386 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

III  NACIONALIDAD

establecido en el art. 220 del Reglamento del Registro Civil, por lo que considera que 
no ha quedado suficientemente acreditada la filiación del menor respecto de la promotora, 
ciudadana española, ya que la certificación de nacimiento local aportada no ofrece 
suficientes garantías para su inscripción, en consecuencia se opone a lo solicitado.

5. Con fecha 24 de marzo de 2021, la Encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo 
denegando el ejercicio de la opción a la nacionalidad española de la promotora en 
representación de la menor interesada, toda vez que la presunta madre no mencionó 
a su hija en su expediente de nacionalidad española por residencia, como venía obligado, 
ya que en la fecha de la declaración efectuada por la madre era menor de edad.

6. Notificada la resolución, la promotora, presunta progenitora, interpone recurso ante 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, en el que manifiesta que presentó 
la solicitud el 20 de marzo de 2019, fecha en la que ella misma todavía no era ciudadana 
española y solicita que se estime la opción a la nacionalidad española de su hija, alegando 
que ha acreditado que tiene derecho a ello y que el artículo 220 del Reglamento del 
Registro Civil en que se basa la denegación, se refiere a la solicitud de nacionalidad por 
carta de naturaleza, para recuperar la nacionalidad española o por residencia pero no 
a la nacionalidad por opción que es la que ha solicitado para su hija.

7. Con fecha 28 de septiembre de 2021, el Ministerio Fiscal emite informe en el mismo 
sentido del anterior. Con fecha 6 de octubre siguiente la Encargada del Registro Civil 
solicita nuevos documentos del expediente de nacionalidad por residencia de la Sra. P. 
P., ya que entre la documentación que se hace mención aparecen dos documentos 
identificados como certificados de nacimiento, a fin de comprobar si alguno de ellos 
correspondía a la menor optante. Incorporada la documentación, sólo hay un documento 
de nacimiento y se refiere a la solicitante, Sra. P. P., acta inextensa de nacimiento 
dominicana.

8. Posteriormente, durante la tramitación del recurso presentado, la Sra. Pujols presenta 
nueva solicitud de opción a la nacionalidad para la menor, A.-E. P., la Encargada del 
Registro Civil de Madrid acuerda acumular la solicitud al expediente anterior, al existir 
identidad de sujeto y de petición y remite el expediente a la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
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«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (art. 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero «sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española» 
(art. 85, I, RRC).

III. En este caso la presunta madre obtuvo la nacionalidad española por residencia con 
efectos de 10 de julio de 2020 y pretende la promotora, asistida por ello, inscribir el 
nacimiento de la interesada por medio de una certificación dominicana, en la cual se 
hace constar que la optante nació el 2 de mayo de 2008 en República Dominicana y 
fue inscrita con filiación materna, mediante declaración de su abuelo materno, consta-
tándose que su progenitora manifestó en su solicitud de nacionalidad española por 
residencia formulada en el Registro Civil de Madrid, en mayo del año 2018, que su 
estado civil era soltera y que no tenía hijos menores de edad, no citando en modo alguno 
a la interesada pese a que en aquel momento, era menor de edad, como venía obligada, 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 220 del RRC, que establece que, en la solicitud 
de concesión de la nacionalidad española por residencia se indicará especialmente : 
«… 2.º Su estado civil; menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge 
y de los hijos sujetos a la patria potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías de la 
certificación local aportada y al no haber mencionado la presunta madre de la interesada 
la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad por residencia, lo que genera 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española (artículo 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse acreditado por ahora 
que la optante a la nacionalidad española haya estado sujeta a la patria potestad de 
un español (cfr. art. 20 CC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Madrid.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (48ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción dado que el interesado no acredita el requisito de estar sujeto 
a la patria potestad de un español establecido en el artículo 20.1a) del Código Civil.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española 
remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra el auto de la encargada del Registro Civil del Consulado General de 
España en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1. Don S.-L. I. Á., nacido el 22 de marzo de 1996 en S., Villa Clara (Cuba), de nacionalidad 
cubana, asistido por su padre, don L.-L. I. A., solicita en el Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana optar a la nacionalidad española en virtud de lo 
establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil, prestando juramento o promesa 
de fidelidad a S.M. El Rey y de obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, no 
renunciando a su anterior nacionalidad cubana. Consta en el expediente acta de con-
sentimiento de la madre del interesado, doña N. Á. I., de nacionalidad cubana, por la 
que no se opone a que su hijo adquiera la nacionalidad española.

Aporta la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; tarjeta de menor cubana, 
carnet de identidad cubano y certificado local de nacimiento del interesado; pasaporte 
español e inscripción de nacimiento del progenitor, don L.-L. I. A., nacido el 21 de abril 
de 1963 en S., Villa Clara (Cuba), con inscripción marginal de opción por la nacionalidad 
española de origen en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en 
fecha 8 de febrero de 2010 y posterior inscripción marginal de cancelación total del 
nacimiento del progenitor, por auto de fecha 18 de diciembre de 2013, por haber tenido 
acceso al Registro Civil en virtud de título manifiestamente ilegal, confirmada dicha 
cancelación por resolución de la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado 
de fecha 16 (20.ª) de septiembre de 2016.

2. Por auto de fecha 2 de agosto de 2016, la encargada del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana desestima la solicitud de opción a la nacionalidad 
española del interesado, al no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 20.1.a) 
del Código Civil, ya que no ha estado sujeto a la patria potestad de un español.

3. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente, alegando que su abuelo ostenta la 
nacionalidad española y que su bisabuelo era natural de O., Santa Cruz de Tenerife.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable 
interesando la confirmación del auto recurrido al ser conforme a derecho, y el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana remitió el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para la resolución del recurso junto con informe por el que se 
ratifica en la resolución adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, 20 y 22 del Código civil (CC); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las 
resoluciones de 2-3.ª de febrero, 14-1.ª de marzo y 2-2.ª de diciembre de 2002; 13-3.ª 
de febrero de 2003; 7-1.ª de julio y 13-1.ª de septiembre de 2004; 20-3.ª de enero y 
11-3.ª de octubre de 2005; 19-3.ª de enero, 11-2.ª de marzo y 17-3.ª de julio de 2006; 
18-8.ª de septiembre y 25-9.ª de octubre de 2007.
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II. El interesado, nacido el 22 de marzo de 1996 en S., Villa Clara (Cuba), ha intentado 
optar a la nacionalidad española por estar sujeto a la patria potestad de un español, 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.b) del Código Civil, asistido de su 
progenitor y representante legal, que adquirió la nacionalidad española de origen en 
virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 en fecha 
8 de febrero de 2010.

Consta en el expediente que, por auto del encargado del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, confirmado en vía de recurso por resolución de la Dirección 
General de Registros y del Notariado, se declaró la cancelación de la opción a la nacio-
nalidad española de origen del padre del interesado, por haberse practicado basándose 
en «título manifiestamente ilegal».

III. El artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen derecho a optar por la nacio-
nalidad española: «las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad 
de un español», y el apartado 2.b) del artículo 20 CC, según redacción vigente en la 
fecha en que se inicia el expediente, establece que, la declaración de opción se formulará 
«b) Por el propio interesado, asistido por su representante legal, cuando aquél sea mayor 
de catorce años o cuando, aun estando incapacitado, así lo permita la sentencia de 
incapacitación».

IV. En el presente caso, de la documental obrante en el expediente, se constata que el 
interesado no ha estado sujeto a la patria potestad de un español, toda vez que la 
declaración de opción a la nacionalidad española de origen de su progenitor fue cancelada 
por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, y confirmado en vía de recurso, por resolución de la Dirección General 
de Registros y del Notariado, por lo que no es posible la opción a la nacionalidad española 
del interesado en virtud del artículo 20.1.a) del Código Civil.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (51ª)
III.3.1. Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto padre adquirió la 
nacionalidad española por residencia en 2018, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación marroquí acompañada no da fe de dicha filiación por 
falta de garantías.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el presunto progenitor contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en Nador (Marruecos).

HECHOS

1. Con fecha 16 de julio de 2019, se levanta en el Registro Civil del Consulado General 
de España en Nador, acta de comparecencia y ratificación, por la que don H. M. L., 
nacido el 28 de marzo de 1983 en T. (Marruecos), de nacionalidad española adquirida 
por residencia y doña F. M., nacida el 28 de noviembre de 1988 en J. (Marruecos), de 
nacionalidad marroquí, optan a la nacionalidad española en nombre y representación 
de su hija menor de catorce años, M. M., nacida el 7 de mayo de 2014 en T. (Marruecos), 
en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.a) y 2.a) del Código Civil.

Se aportó, entre otros, la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; copia 
literal de acta de nacimiento de la menor apostillada, expedida por el Reino de Marruecos 
y su traducción; documento de identidad marroquí y copia literal de acta de nacimiento 
apostilla de la progenitora, expedida por el Reino de Marruecos y su traducción; docu-
mento nacional de identidad y certificado literal español de nacimiento del presunto 
progenitor, con inscripción marginal de adquisición de la nacionalidad española por 
residencia con efectos de 27 de noviembre de 2018; volante de empadronamiento del 
presunto progenitor expedido por el Ayuntamiento de Cartagena; certificados de residencia 
en J. (Marruecos), de la interesada y de su madre; acta marroquí de matrimonio de los 
progenitores y libro marroquí de familia.

2. Consta en las actuaciones copia de la solicitud de nacionalidad española por residencia 
del presunto progenitor, formulada en fecha 20 de junio de 2014 dirigida al Registro 
Civil de Cartagena, en la que indicó que su estado civil era casado con doña F. M., no 
citando la existencia de hijos menores de edad a su cargo.

3. Por auto de fecha 1 de agosto de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil 
del Consulado General de España en Nador, se deniega la inscripción de nacimiento y 
opción a la nacionalidad española de la interesada, al no encontrarse debidamente 
acreditada la filiación paterna, toda vez que el presunto progenitor no mencionó a la 
optante en su expediente de nacionalidad española por residencia, como venía obligado, 
ya que en la fecha de la declaración efectuada por el padre, la interesada era menor de 
edad.

4. Notificada la resolución, el promotor, presunto progenitor, interpone recurso ante la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, solicitando la revisión del expediente y que se estime 
la opción a la nacionalidad española de su hija, alegando que, en la declaración efectuada 
en el momento del inicio del expediente de nacionalidad, hizo referencia a sus hijos de 
modo verbal.

5. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 11 
de octubre de 2019, la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en 
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Nador remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85, 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 24-2.ª, 
24-3.ª de abril de 2003; 2-1.ª de septiembre de 2004; 24-2.ª de octubre de 2005; 26-2.ª 
de junio de 2006; 29-2.ª de noviembre de 2007; 27-6.ª de mayo, 2-6.ª de julio y 14-2.ª 
de octubre de 2008.

II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el Registro 
Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC. 
y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera 
de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
«siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española» (artículo 23, II, LRC) y siempre que el Registro extranjero «sea regular 
y auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que 
da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española» 
(artículo 85, I, RRC).

III. En este caso el presunto padre adquirió la nacionalidad española por residencia el 
27 de noviembre de 2018 y pretende el promotor, asistido por ello, inscribir el nacimiento 
de la optante por medio de una certificación marroquí, en la cual se hace constar que 
ésta nació el 7 de mayo de 2014 en T. (Marruecos), constatándose que, en el expediente 
de nacionalidad española por residencia del presunto padre, en solicitud dirigida al 
Registro Civil de Cartagena en fecha 20 de junio de 2014 indicó que su estado civil era 
casado con doña F. M., no citando la existencia de hijos menores de edad a su cargo, 
no mencionando en modo alguno a la optante como hija sujeta a su patria potestad 
que, en aquel momento, era menor de edad, como venía obligado, en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 220 del RRC, que establece que, en la solicitud de concesión de 
la nacionalidad española por residencia se indicará especialmente: «… 2.º Su estado 
civil; menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y de los hijos 
sujetos a la patria potestad».

IV. En esta situación no puede prosperar el expediente, al no haber mencionado el 
presunto padre de la interesada la existencia de ésta en el expediente de nacionalidad 
por residencia, lo que genera dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de 
su legalidad conforme a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede consi-
derarse acreditado por ahora que la optante a la nacionalidad española haya estado 
sujeta a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC).
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Nador (Marruecos).

III.3.2  OPCIÓN A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR 
HIJO DE ESPAÑOL DE ORIGEN-ART 20-1B CC

Resolución de 29 de agosto de 2022 (52ª)
III.3.2. Inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española

No es posible inscribir a la nacida en Pinar del Río (Cuba) en 1969 que ejercita la opción 
a la nacionalidad española prevista en el artículo 20.1.b) del Código Civil, redacción 
dada por Ley 36/2002, porque no está acreditado que el padre hubiese nacido en 
España.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto de la 
encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 20 de enero de 2016 se levanta acta de opción a la nacionalidad española 
en el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, por la que doña Y. 
L. L., nacida el 15 de febrero de 1969 en Pinar del Río (Cuba), opta a la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el artículo 20.1.b) del Código Civil, alegando 
que es hija de don G. L. M., originariamente español, prestando juramento o promesa 
de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las leyes españolas, y no renunciando 
a su nacionalidad anterior.

Acompañaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad 
cubano de la promotora; certificado local de nacimiento de la solicitante; certificado local 
de nacimiento del progenitor, en el que consta que nació el 1 de noviembre de 1931 en 
S., Pinar del Río (Cuba); certificado literal español de nacimiento del abuelo paterno de 
la interesada, don M. L. S., nacido el 29 de enero de 1890 en V., León; documentos de 
inmigración y extranjería y acta cubana de defunción del abuelo paterno.

2. Con fecha 22 de enero de 2016, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto denegando la solicitud inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de la opción a la nacionalidad española de la promotora, ya que estima 
que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que se refiere su 
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declaración, no quedando establecido que el progenitor de la solicitante sea nacido en 
España, premisa exigida por el artículo 20.1.b) para optar a la nacionalidad española.

3. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitante la revisión de su expediente, alegando que formuló su solicitud 
como nieta de abuelo originariamente español.

4. Previo informe desfavorable del órgano en funciones de Ministerio Fiscal, el encargado 
del Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
para su resolución junto con informe desfavorable a las pretensiones de la solicitante.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20 del Código Civil (CC); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 85 y 347 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
otras, de 23 de abril, 12-9.ª de septiembre y 5-2.ª de diciembre de 2001; 21-5.ª de 
enero, 5 de mayo y 6-3.ª de noviembre de 2003; 20-1.ª de julio de 2004; 20-3.ª de 
septiembre de 2005; y 20-5.ª de noviembre de 2006; 21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo 
y 17-4.ª de abril de 2007.

II. La interesada, nacida el 15 de febrero de 1969 en Pinar del Río (Cuba), formula 
solicitud de opción por la nacionalidad española por ser hija de padre español, nacido 
el 1 de noviembre de 1931 en S., Pinar del Río (Cuba). Basaba su petición en el artículo 
20.1.b) CC, en su redacción dada por Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual 
tienen derecho a optar por la nacionalidad española «aquellas [personas] cuyo padre o 
madre hubiere sido originariamente español y nacido en España». Por la encargada del 
Registro Civil Consular se dictó auto denegando la solicitud al no quedar acreditada la 
concurrencia de los requisitos necesarios.

III. La pretensión de la interesada no puede ser estimada, toda vez que el padre de la 
solicitante no nació en España sino en S., Pinar del Río (Cuba), por lo que no se cumplen 
los requisitos establecidos en el artículo 20.1.b) del Código Civil para optar a la nacio-
nalidad española.

IV. Por otro lado, en relación con la pretensión de la solicitante, planteada en vía de 
recurso, de optar a la nacionalidad española en base a que su abuelo paterno es origi-
nariamente español, le informamos que el plazo para formalizar las declaraciones de 
opción a la nacionalidad española de origen en virtud de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, se estableció en dos años desde la entrada en vigor de la citada 
disposición, sin perjuicio de la posibilidad de prórroga de dicho plazo por un año más, 
mediante Acuerdo del Consejo de Ministros. Efectivamente se produjo dicha prórroga, 
siendo la fecha de caducidad de este derecho de opción el 27 de diciembre de 2011.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

III.5  CONSERVACIÓN/PÉRDIDA/RENUNCIA A LA NACIONALIDAD

III.5.1  CONSERVACIÓN/PÉRDIDA/RENUNCIA A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 10 de agosto de 2022 (2ª)
III.5.1. Pérdida de la nacionalidad española

No procede la pérdida de la nacionalidad española por aplicación del artículo 24.1 del 
Código Civil.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra la 
auto-propuesta de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en 
Ottawa (Canadá).

HECHOS

1. Don J. C. C., nacido el 4 de marzo de 1961 en B. (Líbano), adquirió la nacionalidad 
española por residencia con efectos de 30 de julio de 1998.

2. Con fecha 29 de mayo de 2019, el órgano en funciones de Ministerio Fiscal del 
Consulado General de España en Ottawa, solicita se instruya expediente de pérdida de 
la nacionalidad española, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24.1 del Código 
Civil, toda vez que el interesado adquirió la nacionalidad canadiense en fecha 6 de 
marzo de 2014 y no declaró su voluntad de conservar la nacionalidad española en el 
plazo de los tres años posteriores a la adquisición de la nacionalidad extranjera.

3. Por providencia de fecha 29 de mayo de 2019 dictada por la encargada del Registro 
Civil del Consulado General de España en Ottawa se propone se instruya expediente de 
pérdida de la nacionalidad española del interesado, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 24.1 del Código Civil.

Consta en el expediente, entre otros, la siguiente documentación: certificado literal 
español de nacimiento del interesado, inscrito en el Registro Civil Central; carta de 
naturalización canadiense del promotor de fecha 6 de marzo de 2014; tarjeta de residente 
permanente del interesado, expedida por el Gobierno de Canadá y pasaporte español 
número ….., expedido el 23 de enero de 2009, con fecha de caducidad de 22 de enero 
de 2019.
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4. Citado el interesado, comparece en fecha 29 de mayo de 2019 en el Consulado 
General de España en Ottawa, siendo informado del inicio del expediente de pérdida de 
la nacionalidad española y formulando alegaciones dentro del plazo establecido.

5. Previo informe del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 20 de junio de 
2019, en el que se indica que procede la pérdida de la nacionalidad española del 
interesado, en virtud de lo establecido en el artículo 24.1 del Código Civil, por auto-
propuesta de la misma fecha dictada por la encargada del Registro Civil del Consulado 
General de España en Ottawa, se considera que procede dar traslado de todo lo actuado 
al Registro Civil Central, a fin de que, si se estima pertinente, se proceda a la inscripción 
marginal de pérdida de la nacionalidad española en la inscripción de nacimiento del 
interesado.

6. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, manifestando que no declaró su voluntad de conservar la nacionalidad 
española por desconocimiento, solicitando se revise su expediente.

7. Notificado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado General 
de España en Ottawa, emite informe desfavorable a su estimación y la encargada del 
Registro Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública para su resolución, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil, 
66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre; y las sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 
n.º 696/2019 de 19 de diciembre de 2019 y n.º 229/2020 de 1 de junio de 2020.

II. El interesado, nacido el 4 de marzo de 1961 en B. (Líbano), de nacionalidad española 
adquirida por residencia con efectos de 30 de julio de 1998, adquirió la nacionalidad 
canadiense en fecha 6 de marzo de 2014, sin declarar su voluntad de conservación de 
la nacionalidad española en el período de tres años desde dicha adquisición, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 24.1 del Código Civil.

Incoado en el Registro Civil del Consulado General de España en Ottawa, expediente de 
pérdida de la nacionalidad española al interesado, en aplicación del artículo 24.1 del 
Código Civil, finaliza por auto-propuesta dictada por la encargada del citado registro, 
remitiendo las actuaciones al Registro Civil Central, donde se encuentra inscrito el 
nacimiento del interesado, a fin de que, si se estima pertinente, se proceda a la inscripción 
de la pérdida de la nacionalidad española. Frente a dicha auto-propuesta se interpone 
recurso por el interesado, que es el objeto del presente expediente.

III. Entre las modificaciones que introdujo en la regulación de la nacionalidad en el 
Código Civil la Ley 36/2002, de 8 de octubre, deben a los efectos de resolución de este 
recurso, destacarse los relativos a la materia de pérdida (cfr. art. 24 y 25 CC). Así, si se 
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sigue perdiendo la nacionalidad española por los emancipados que residiendo habi-
tualmente en el extranjero, adquieren voluntariamente otra nacionalidad o utilizan 
exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emanci-
pación, produciéndose la pérdida una vez que transcurren tres años a contar respecti-
vamente desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación, 
se introduce, no obstante, la novedad de que los interesados pueden evitar la pérdida 
si dentro del plazo establecido declaran su voluntad de conservar la nacionalidad 
española ante el encargado del Registro Civil, lo que supone rehabilitar en cierta medida 
la conservación de la nacionalidad española para los emigrantes que había introducido 
la Ley 51/1982, de 13 de julio y que, como había hecho notar la doctrina, había quedado 
suprimida, sin explicación clara para ello, por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre.

La interpretación conjunta de los citados artículos puede plantear algunas dudas, si 
bien debe tenerse en cuenta que tratándose de normas restrictivas de derechos debe 
la misma ser estricta, y por lo tanto ajustada a los términos literales de los respectivos 
preceptos.

Los motivos que actualmente pueden ocasionar la pérdida de la nacionalidad española 
se encuentran establecidos en los artículos 24 y 25 del Código Civil.

Así, el artículo 24.1 dispone que «Pierden la nacionalidad española los emancipados 
que, residiendo habitualmente en el extranjero, adquieran voluntariamente otra nacio-
nalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes 
de la emancipación. La pérdida se producirá una vez que transcurran tres años, a contar, 
respectivamente, desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la eman-
cipación. No obstante, los interesados podrán evitar la pérdida si dentro del plazo indicado 
declaran su voluntad de conservar la nacionalidad española al encargado del Registro 
Civil».

Conforme al primer párrafo del citado artículo podemos distinguir dos causas de pérdida 
de la nacionalidad española: la adquisición voluntaria de otra nacionalidad y el uso 
exclusivo de una nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. 
Ambas causas son aplicables a españoles originarios y no originarios, dado que el tenor 
literal de la norma no hace distinción alguna al respecto.

En cuanto al primero de los supuestos los emancipados, o mayores de edad, que residan 
de forma habitual en el extranjero, perderán la nacionalidad española cuando adquieran 
otra de forma voluntaria. La pérdida tendrá lugar de forma automática cuando hayan 
pasado tres años desde la fecha de adquisición de la nacionalidad extranjera. Podrán 
evitar la pérdida de la nacionalidad española declarando, en el plazo indicado y ante el 
encargado del Registro Civil correspondiente, su interés en conservarla.

IV. Por otra parte, de acuerdo con las sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo n.º 696/2019 de fecha 19 de diciembre de 2019 y n.º 229/2020 de 1 de 
junio de 2020, para la adquisición por opción, carta de naturaleza o residencia, la ley 
exige la inscripción en el Registro Civil previa declaración de juramento o promesa de 
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fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y las leyes y, en su caso renuncia a la 
anterior nacionalidad (art. 23 CC). Para la recuperación de la nacionalidad también se 
exige la inscripción en el Registro Civil.

Respecto de la pérdida de la nacionalidad, sin embargo, y a diferencia de lo que sucedía 
en su precedente de 1954, no se exige que la declaración de querer conservar la 
nacionalidad se realice «expresamente». Legalmente, por tanto, la declaración de con-
servar no está sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la teoría general de las 
declaraciones de voluntad, en ausencia de norma que imponga determinada solemnidad, 
no se ve inconveniente para admitir que la voluntad se manifieste de manera indirecta 
a través de un comportamiento concluyente.

En el caso que da lugar a este recurso el actor se encontraba en posesión de pasaporte 
español dentro del plazo de tres años previsto en el art. 24.1 CC. Aunque formalmente 
no declarara de manera expresa y directa su voluntad de conservar la nacionalidad 
española, hay que reconocer que la posesión de pasaporte debe ser tenida como tal, 
en atención a lo que significa habitual y socialmente en este ámbito la tenencia del 
pasaporte. Solo los españoles tienen derecho a que se les expida un pasaporte y, por 
cuanto que se trata del documento que acredita la nacionalidad de los españoles fuera 
de España (art. 11 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de seguridad ciudadana; 
antes, arts. 1 y 2 del RD 896/2003, de 11 de julio, por el que se regula la expedición 
del pasaporte ordinario), no puede negarse a su petición el valor de querer conservar 
la nacionalidad. La posesión del pasaporte no es un mero uso de la nacionalidad 
española, sino una petición que comporta de manera inequívoca la voluntad de querer 
ser español.

Por tanto, en el caso examinado, no procede la aplicación de la pérdida de la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el artículo 24.1 CC.

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto-propuesta apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Ottawa (Canadá).

Resolución de 10 de agosto de 2022 (10ª)
III.5.1. Pérdida de la nacionalidad española

No procede la pérdida de la nacionalidad española por aplicación del artículo 24.1 del 
Código Civil.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra la auto 
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propuesta del encargado del Registro Civil del Consulado General de España en Miami, 
Florida (Estados Unidos de América).

HECHOS

1. Don C.-H. R. L., nacido el 26 de agosto de 1966 en H. (Cuba), optó por la nacionalidad 
española de origen en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007 en fecha 28 de abril de 2009.

2. Con fecha 27 de septiembre de 2019, el órgano en funciones de Ministerio Fiscal del 
Consulado General de España en Miami, solicita se instruya expediente de pérdida de 
la nacionalidad española, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24.1 del Código 
Civil, toda vez que el interesado adquirió la nacionalidad estadounidense el 11 de enero 
de 2013 y no declaró su voluntad de conservar la nacionalidad española en el plazo de 
los tres años posteriores a la adquisición de la nacionalidad extranjera.

3. Por providencia de fecha 27 de septiembre de 2019 dictada por el encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en Miami se propone se instruya expe-
diente de pérdida de la nacionalidad española del interesado, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 24.1 del Código Civil.

Consta en el expediente, entre otros, la siguiente documentación: certificado literal español 
de nacimiento del interesado, inscrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana; 
carta de naturalización estadounidense del promotor de fecha 11 de enero de 2013; 
pasaporte español número ….., expedido el 23 de febrero de 2010, con fecha de caducidad 
de 22 de febrero de 2020 y pasaporte estadounidense del interesado.

4. Citado el interesado, comparece en fecha 27 de septiembre de 2019 en el Consulado 
General de España en Miami, siendo informado del inicio del expediente de pérdida de 
la nacionalidad española, no formulando alegaciones dentro del plazo establecido.

5. Previo informe del órgano en funciones de Ministerio Fiscal de fecha 27 de septiembre 
de 2019, en el que se indica que procede la pérdida de la nacionalidad española del 
interesado, en virtud de lo establecido en el artículo 24.1 del Código Civil, por auto 
propuesta de la misma fecha dictada por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Miami, se considera que procede dar traslado de todo lo actuado 
al Registro Civil Consular de España en La Habana, a fin de que, si se estima pertinente, 
se proceda a la anotación de pérdida de la nacionalidad española en la inscripción de 
nacimiento del interesado.

6. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Recursos y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente y alegando que ha mantenido su 
nacionalidad vigente participando en las elecciones municipales y generales.

7. Notificado el recurso al órgano en funciones de Ministerio Fiscal del Consulado General 
de España en Miami, emite informe desfavorable a su estimación y el encargado del 
Registro Civil Consular remite el expediente a la extinta Dirección General de los Registros 
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y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, ratificándose en la decisión adoptada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); 15, 16, 46 y 67 de la Ley del Registro Civil, 
66, 68 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la disposición adicional segunda de la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre; y las sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 
n.º 696/2019 de 19 de diciembre de 2019 y n.º 229/2020 de 1 de junio de 2020.

II. El interesado, nacido el 26 de agosto de 1966 en H. (Cuba), de nacionalidad española 
adquirida por opción en virtud de lo establecido en la disposición adicional séptima de 
la ley 52/2007 en fecha 28 de abril de 2009, adquirió la nacionalidad estadounidense 
en fecha 11 de enero de 2013, sin declarar su voluntad de conservación de la nacio-
nalidad española en el período de tres años desde dicha adquisición, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 24.1 del Código Civil.

Incoado en el Registro Civil del Consulado General de España en Miami, expediente de 
pérdida de la nacionalidad española al interesado, en aplicación del artículo 24.1 del 
Código Civil, finaliza por auto propuesta dictada por el encargado del citado registro, 
remitiendo las actuaciones al Registro Civil Consular de España en La Habana, donde 
se encuentra inscrito el nacimiento del interesado, a fin de que, si se estima pertinente, 
se proceda a la inscripción de la pérdida de la nacionalidad española. Frente a dicho 
auto propuesta se interpone recurso por el interesado, que es el objeto del presente 
expediente.

III. Entre las modificaciones que introdujo en la regulación de la nacionalidad en el 
Código Civil la Ley 36/2002, de 8 de octubre, deben a los efectos de resolución de este 
recurso, destacarse los relativos a la materia de pérdida (cfr. art. 24 y 25 CC). Así, si se 
sigue perdiendo la nacionalidad española por los emancipados que residiendo habi-
tualmente en el extranjero, adquieren voluntariamente otra nacionalidad o utilizan 
exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emanci-
pación, produciéndose la pérdida una vez que transcurren tres años a contar respecti-
vamente desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación, 
se introduce, no obstante, la novedad de que los interesados pueden evitar la pérdida 
si dentro del plazo establecido declaran su voluntad de conservar la nacionalidad 
española ante el encargado del Registro Civil, lo que supone rehabilitar en cierta medida 
la conservación de la nacionalidad española para los emigrantes que había introducido 
la Ley 51/1982, de 13 de julio y que, como había hecho notar la doctrina, había quedado 
suprimida, sin explicación clara para ello, por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre.

La interpretación conjunta de los citados artículos puede plantear algunas dudas, si 
bien debe tenerse en cuenta que tratándose de normas restrictivas de derechos debe 
la misma ser estricta, y por lo tanto ajustada a los términos literales de los respectivos 
preceptos.
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Los motivos que actualmente pueden ocasionar la pérdida de la nacionalidad española 
se encuentran establecidos en los artículos 24 y 25 del Código Civil.

Así, el artículo 24.1 dispone que «Pierden la nacionalidad española los emancipados 
que, residiendo habitualmente en el extranjero, adquieran voluntariamente otra nacio-
nalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes 
de la emancipación. La pérdida se producirá una vez que transcurran tres años, a contar, 
respectivamente, desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la eman-
cipación. No obstante, los interesados podrán evitar la pérdida si dentro del plazo indicado 
declaran su voluntad de conservar la nacionalidad española al encargado del Registro 
Civil».

Conforme al primer párrafo del citado artículo podemos distinguir dos causas de pérdida 
de la nacionalidad española: la adquisición voluntaria de otra nacionalidad y el uso 
exclusivo de una nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. 
Ambas causas son aplicables a españoles originarios y no originarios, dado que el tenor 
literal de la norma no hace distinción alguna al respecto.

En cuanto al primero de los supuestos los emancipados, o mayores de edad, que residan 
de forma habitual en el extranjero, perderán la nacionalidad española cuando adquieran 
otra de forma voluntaria. La pérdida tendrá lugar de forma automática cuando hayan 
pasado tres años desde la fecha de adquisición de la nacionalidad extranjera. Podrán 
evitar la pérdida de la nacionalidad española declarando, en el plazo indicado y ante el 
encargado del Registro Civil correspondiente, su interés en conservarla.

IV. Por otra parte, de acuerdo con las sentencias de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo n.º 696/2019 de fecha 19 de diciembre de 2019 y n.º 229/2020 de 1 de 
junio de 2020, para la adquisición por opción, carta de naturaleza o residencia, la ley 
exige la inscripción en el Registro Civil previa declaración de juramento o promesa de 
fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y las leyes y, en su caso renuncia a la 
anterior nacionalidad (art. 23 CC). Para la recuperación de la nacionalidad también se 
exige la inscripción en el Registro Civil.

Respecto de la pérdida de la nacionalidad, sin embargo, y a diferencia de lo que sucedía 
en su precedente de 1954, no se exige que la declaración de querer conservar la 
nacionalidad se realice «expresamente». Legalmente, por tanto, la declaración de con-
servar no está sujeta a una forma solemne y, de acuerdo con la teoría general de las 
declaraciones de voluntad, en ausencia de norma que imponga determinada solemnidad, 
no se ve inconveniente para admitir que la voluntad se manifieste de manera indirecta 
a través de un comportamiento concluyente.

En el caso que da lugar a este recurso el actor se encontraba en posesión de pasaporte 
español dentro del plazo de tres años previsto en el art. 24.1 CC. Aunque formalmente 
no declarara de manera expresa y directa su voluntad de conservar la nacionalidad 
española, hay que reconocer que la posesión de pasaporte debe ser tenida como tal, 
en atención a lo que significa habitual y socialmente en este ámbito la tenencia del 
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pasaporte. Solo los españoles tienen derecho a que se les expida un pasaporte y, por 
cuanto que se trata del documento que acredita la nacionalidad de los españoles fuera 
de España (art. 11 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de seguridad ciudadana; 
antes, arts. 1 y 2 del RD 896/2003, de 11 de julio, por el que se regula la expedición 
del pasaporte ordinario), no puede negarse a su petición el valor de querer conservar 
la nacionalidad. La posesión del pasaporte no es un mero uso de la nacionalidad 
española, sino una petición que comporta de manera inequívoca la voluntad de querer 
ser español.

Por tanto, en el caso examinado, no procede la aplicación de la pérdida de la nacionalidad 
española en virtud de lo establecido en el artículo 24.1 CC.

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto propuesta apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Miami, Florida (Estados 
Unidos de América).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (49ª)
III.5.1. Pérdida de la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen los hijos de padre o madre 
que hubiere sido originariamente español.

No corresponde a la interesada, nacida en 1990 en Cuba, la nacionalidad española de 
origen en virtud del artículo 17.1 del Código Civil, dado que en la fecha de su nacimiento 
sus progenitores ostentaban la nacionalidad cubana.

No procede la pérdida de la nacionalidad española por aplicación del artículo 24.1 del 
Código Civil, cuya anotación se practicó por error administrativo.

En el expediente sobre pérdida de la nacionalidad española remitida a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Doña F.-M. S. V., nacida el 27 de agosto de 1990 en L., Matanzas (Cuba), presenta 
en el Consulado General de España en La Habana (Cuba) en fecha 5 de noviembre de 
2009, solicitud de opción a la nacionalidad española de origen en virtud de lo establecido 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (Anexo 
I). Aporta, entre otros, la siguiente documentación: carnet de identidad cubano y certi-
ficado local de nacimiento de la interesada, en el que consta que es hija de don O.-P. 
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S. H. y de doña M.-C. V. R., naturales de Cuba; certificado cubano de nacimiento de la 
progenitora, en el que consta que es hija de don F. V. G. natural de España; inscripción 
del nacimiento de la progenitora en el Registro Civil Consular de España en La Habana 
en fecha 18 de enero de 2010, constando la nacionalidad española de su padre, Sr. V. 
G., nacido el 23 de noviembre de 1897 en V., León; acta española de nacimiento y 
documentos de inmigración y extranjería del abuelo materno de la solicitante, en los 
que consta su inscripción en el registro de extranjeros y que no se encuentra inscrito 
en el registro de ciudadanía cubana; sentencia de fecha 3 de noviembre de 2000 dictada 
por el Tribunal Municipal Popular de Limonar, por la que se declara el divorcio de los 
padres de la promotora y certificado local de matrimonio de la solicitante.

2. Por auto de fecha 13 de noviembre de 2009 dictado por la encargada del Registro 
Civil Consular de España en La Habana, se ordena asentar registralmente el nacimiento 
de la interesada, considerando que en la solicitante concurren los requisitos establecidos 
en el artículo 17.1.a) del Código Civil.

3. Con fecha 23 de junio de 2010, la interesada formula solicitud de conservación de 
la nacionalidad española. Por oficio de fecha 24 de junio de 2010 dictado por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana, se comunica a la promotora que 
no necesita formular declaración de conservación de la nacionalidad española, pues 
en el momento en que comenzó la aplicación de la Ley 36/2002, ya era mayor de edad. 
Sin embargo, la interesada adquirió la mayoría de edad el 27 de agosto de 2008.

4. Con fecha 21 de agosto de 2013 se practicó nota marginal de pérdida de la nacio-
nalidad española en la inscripción española de nacimiento de la interesada, en virtud 
del artículo 24.1 del Código Civil, por no formular declaración de conservación en el 
plazo establecido. De acuerdo con el informe emitido por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana, revisado el legajo de la solicitante, no consta expe-
diente gubernativo ni resolución mediante la cual se practicó la nota marginal de pérdida 
de la nacionalidad española al amparo del artículo 24.1 del Código Civil.

5. Con motivo de la solicitud de una inscripción de su nacimiento, se le notifica a la 
interesada la pérdida de su nacionalidad española, interponiendo recurso ante la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, solicitando se revise su expediente, alegando que solicitó optar a 
la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 dado que su abuelo es origina-
riamente español y que a su madre se le reconoció la recuperación de su nacionalidad 
española, que considera que reúne los requisitos para optar a la nacionalidad española 
en virtud de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 y que le comunicaron 
que no necesitaba conservar la nacionalidad española porque ya era mayor de edad en 
el momento en que comenzó la aplicación de la Ley 36/2002, por lo que considera que 
no se encuentra ajustada a derecho la pérdida de su nacionalidad española.

6. Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, emite informe favorable a su estimación y el 
encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
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General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución, junto con informe en el 
que indica que, a la vista de la documentación del expediente y de los argumentos 
expuestos por la promotora en su escrito de apelación, aprecia un error administrativo 
en la práctica de la nota marginal de pérdida de la nacionalidad española.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 24 del Código Civil (CC); la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, la disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 
17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la disposición 
transitoria primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre; los artículos 20 del Código 
Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las resoluciones, entre otras, 
de 7-2.ª de octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 
21-2.ª de febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, 
y, por último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), como española de origen, a la nacida el 27 de agosto de 
1990 en Limonar, Matanzas (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido origi-
nariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 5 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada 
del Registro Civil Consular de España en La Habana se dictó auto el 13 de noviembre 
de 2009, considerando que la interesada reunía los requisitos establecidos en el artículo 
17.1.a) del Código Civil. Posteriormente, con fecha 21 de agosto de 2013 se practicó 
nota marginal de pérdida de la nacionalidad española en la inscripción española de 
nacimiento de la interesada, en virtud del artículo 24.1 del Código Civil, por no formular 
declaración de conservación en el plazo establecido. El encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana emite informe en el que indica que no consta expe-
diente gubernativo ni resolución mediante la cual se practicó la nota marginal de pérdida 
de la nacionalidad española de la promotora al amparo del artículo 24.1 del Código Civil.

III. En primer lugar, procede determinar si la interesada acredita los requisitos exigibles 
para acceder a la nacionalidad española de origen en virtud del artículo 17.1 del Código 
Civil, según redacción por Ley 51/1982, de 13 de julio, vigente en la fecha de nacimiento 
de la promotora, en el que se establece que son españoles de origen «los hijos de padre 
o madre españoles».
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En el presente caso, la madre de la solicitante, nacida el 20 de septiembre de 1963 en 
Cuba, hija de progenitor nacido en España y de nacionalidad española en el momento 
de su nacimiento, recupera la nacionalidad española de origen el 18 de enero de 2010, 
fecha en la que se inscribe su nacimiento en el Registro Civil Consular de España en La 
Habana. De este modo, en el momento del nacimiento de la solicitante, hecho que se 
produce el 27 de agosto de 1990, su madre no ostentaba la nacionalidad española sino 
la cubana, por lo que la interesada no adquirió al nacer la nacionalidad española de 
origen en virtud del artículo 17.1 del Código Civil.

Por otra parte, de acuerdo con el informe emitido por el encargado del Registro Civil 
Consular de España en La Habana, no consta expediente gubernativo ni resolución 
mediante la cual se practicó la nota marginal de pérdida de la nacionalidad española 
de la interesada al amparo del artículo 24.1 del Código Civil, por lo que dicha anotación 
se practicó por un error administrativo.

IV. Procede determinar si la interesada acredita los requisitos exigidos para optar a la 
nacionalidad española de origen en virtud del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, derecho que se reconoce a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», y que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, pues, 
que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente 
dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

En el presente caso, se han aportado al expediente certificado cubano de nacimiento 
de la interesada; certificado español de nacimiento de su madre inscrito en el Registro 
Civil Consular de España en La Habana, que recupera la nacionalidad española de origen 
en fecha 18 de enero de 2010; certificado español de nacimiento del abuelo materno 
y documentos de inmigración y extranjería del mismo, en los que consta su inscripción 
en el registro de extranjeros y que no se encuentra inscrito en el registro de ciudadanía 
cubana.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la 
madre de la interesada ostentó la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
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se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y:

a) Declarar que no procede la adquisición de la nacionalidad española de origen de la 
interesada en virtud del artículo 17.1 del Código Civil, dejando sin efecto la nota marginal 
de pérdida de la nacionalidad española en virtud del artículo 24.1 CC, que se practicó 
por error administrativo en el Registro Civil Consular.

b) Declarar el derecho de la recurrente a la opción a la nacionalidad española de origen, 
conforme al apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas 
a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (50ª)
III.5.1. Conservación de la nacionalidad española

Procede la declaración de conservación de la nacionalidad española por aplicación del 
artículo 24.1 del Código Civil.

En el expediente sobre conservación de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto 
del encargado del Registro Civil de La Bisbal d’Empordà, Gerona.

HECHOS

1. Con fecha 20 de junio de 2019, se levanta acta de conservación de la nacionalidad 
española en el Registro Civil del Consulado General de España en Bruselas (Bélgica), por 
la que doña K. A. B., mayor de edad, nacida el 29 de junio de 1998 en B., Gerona, de 
nacionalidad belga y española, adquirida esta última por opción con efectos de 24 de abril 
de 2007, solicita conservar la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el 
artículo 24.1 del Código Civil, alegando que reside en Bélgica desde el 12 de enero de 
2010 y que las autoridades belga le otorgaron dicha nacionalidad siendo menor de edad, 
solicitando se inscriba la conservación al margen de su inscripción de nacimiento.

Aporta como documentación: documento nacional de identidad y certificado literal 
español de nacimiento; certificado de residencia en Bélgica expedido por el Cónsul 
General de España en Bruselas y documento de identidad belga.

2. Remitida toda la documentación al Registro Civil de La Bisbal d’Empordà, Gerona, 
donde se encuentra inscrito el nacimiento de la interesada, y previo informe desfavorable 
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del Ministerio Fiscal, el encargado del citado registro dicta auto en fecha 26 de agosto 
de 2019 por el que deniega la solicitud en base a que en la solicitante no concurren los 
requisitos establecidos en el artículo 24.1 del Código Civil, que es aplicable únicamente 
a los españoles de origen, circunstancia ésta de la que no goza la interesada pues ha 
obtenido la nacionalidad española de forma derivada por opción.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando se revise su expediente y se estime la conservación de su nacionalidad 
española, alegando que su intención es regresar a España en un futuro para residir y 
trabajar.

4. Notificado el Ministerio Fiscal interesa la desestimación del recurso y, el encargado 
del Registro Civil de La Bisbal d’Empordà, Gerona, remite el expediente a la extinta 
Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 20, 24 del Código Civil (CC); 2, 15, 16, 23, 46 y 97 de la Ley del 
Registro Civil (LRC) y 66, 68, 85 y 226 a 231 del Reglamento del Registro Civil (RRC).

II. Se pretende por la interesada, nacida el 29 de junio de 1998 en B., Gerona, nacio-
nalizada española por opción, que se haga constar marginalmente en su inscripción de 
nacimiento la declaración de conservación de la nacionalidad española. Para ello 
comparece ante la Encargada del Registro Civil del Consulado General de España en 
Bruselas, declarando su voluntad de conservar la nacionalidad española a los efectos 
previstos en el artículo 24.1 del Código Civil. Así consta en el acta extendida el 20 de 
junio de 2019, la cual fue remitida al Registro Civil de La Bisbal d’Empordà, Gerona, 
donde se hallaba inscrito el nacimiento de la interesada. Por el encargado de dicho 
registro se emitió auto señalando que no procedía practicar la citada declaración de 
conservación de la nacionalidad española, porque el artículo 24.1 del Código Civil es 
aplicable únicamente a los españoles de origen, circunstancia ésta de la que no goza 
la interesada, por constar que adquirió la nacionalidad española por opción. Dicho 
acuerdo desestimatorio constituye el objeto del presente recurso.

III. Entre las modificaciones que introdujo en la regulación de la nacionalidad en el 
Código Civil la Ley 36/2002, de 8 de octubre, deben a los efectos de resolución de este 
recurso, destacarse los relativos a la materia de pérdida (cfr. art. 24 y 25 CC). Así, si se 
sigue perdiendo la nacionalidad española por los emancipados que residiendo habi-
tualmente en el extranjero, adquieren voluntariamente otra nacionalidad o utilizan 
exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emanci-
pación, produciéndose la pérdida una vez que transcurren tres años a contar respecti-
vamente desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación, 
se introduce, no obstante, la novedad de que los interesados pueden evitar la pérdida 
si dentro del plazo establecido declaran su voluntad de conservar la nacionalidad 
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española ante el encargado del Registro Civil, lo que supone rehabilitar en cierta medida 
la conservación de la nacionalidad española para los emigrantes que había introducido 
la Ley 51/1982, de 13 de julio y que, como había hecho notar la doctrina, había quedado 
suprimida, sin explicación clara para ello, por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre.

La interpretación conjunta de los citados artículos puede plantear algunas dudas, si 
bien debe tenerse en cuenta que tratándose de normas restrictivas de derechos debe 
la misma ser estricta, y por lo tanto ajustada a los términos literales de los respectivos 
preceptos.

Los motivos que actualmente pueden ocasionar la pérdida de la nacionalidad española 
se encuentran establecidos en los artículos 24 y 25 del Código Civil.

Así, el artículo 24.1 dispone que «Pierden la nacionalidad española los emancipados 
que, residiendo habitualmente en el extranjero, adquieran voluntariamente otra nacio-
nalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes 
de la emancipación. La pérdida se producirá una vez que transcurran tres años, a contar, 
respectivamente, desde la adquisición de la nacionalidad extranjera o desde la eman-
cipación. No obstante, los interesados podrán evitar la pérdida si dentro del plazo 
indicado declaran su voluntad de conservar la nacionalidad española al encargado del 
Registro Civil».

Conforme al primer párrafo del citado artículo podemos distinguir dos causas de pérdida 
de la nacionalidad española: la adquisición voluntaria de otra nacionalidad y el uso 
exclusivo de una nacionalidad extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. 
Ambas causas son aplicables a españoles originarios y no originarios, dado que el tenor 
literal de la norma no hace distinción alguna al respecto.

En cuanto al primero de los supuestos los emancipados, o mayores de edad, que residan 
de forma habitual en el extranjero, perderán la nacionalidad española cuando adquieran 
otra de forma voluntaria. La pérdida tendrá lugar de forma automática cuando hayan 
pasado tres años desde la fecha de adquisición de la nacionalidad extranjera o desde 
la emancipación. Podrán evitar la pérdida de la nacionalidad española declarando, en 
el plazo indicado y ante el encargado del Registro Civil correspondiente, su interés en 
conservarla.

IV. Examinada la documentación integrante del expediente y las declaraciones de la 
interesada, se constata que la solicitante adquiere la nacionalidad belga siendo menor 
de edad, y manifiesta su voluntad de conservar la nacionalidad española en fecha 20 
de junio de 2019, por tanto, dentro del plazo de los tres años establecido en el artículo 
24.1 del Código Civil contados desde la fecha de su emancipación, hecho que se produce 
el 29 de junio de 2016.
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En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de La Bisbal d’Empordà, Gerona.

III.6  RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD

III.6.1  RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 10 de agosto de 2022 (4ª)
III.6.1. Inscripción de nacimiento y recuperación a la nacionalidad española

La promotora puede recuperar porque acredita que adquirió iure sanguinis al nacer la 
nacionalidad española, conforme al artículo 17. 2 del Código Civil en su redacción original 
conforme a la Real Orden de 24 de julio de 1889.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 20 de julio de 2009 se levanta acta de recuperación de la nacionalidad 
española en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), por la que doña 
M.-T. R. A., nacida el 9 de octubre de 1951 en G., las Villas (Cuba), de nacionalidad 
cubana, declara ser hija de don J. R. V., originariamente español, quien ostentaba su 
nacionalidad española al momento del nacimiento de la solicitante y que es su voluntad 
recuperar la nacionalidad española no renunciando a su anterior nacionalidad, al amparo 
de lo establecido en el artículo 26 del Código Civil.

Aportaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad 
cubano y certificado literal cubano de nacimiento de la interesada, en el que consta que 
es hija de J. R. V. y de C. A. A., naturales de L. (España), nieta por línea paterna de L. y 
J., naturales de España; certificado literal español de nacimiento del padre de la solici-
tante, don J. R. V., nacido el 18 de noviembre de 1906 en C., Lugo e hijo de M. y de D., 
naturales de C. y documentos de inmigración y extranjería del progenitor, en los que 
consta su inscripción en el registro de extranjeros y que no se encuentra inscrito en el 
registro de ciudadanía cubana.

Con fecha 20 de julio de 2009 se requirió a la interesada a fin de que aportase nueva 
documentación al persistir dudas sobre su filiación, dado que en su certificado cubano 
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de nacimiento constaba que era nieta por línea paterna de L. y J., mientras que, en el 
certificado español de nacimiento de su padre, constaba que éste era hijo de M. y D. 
La subsanación requerida no fue aportada por la interesada.

2. Con fecha 11 de noviembre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana (Cuba), dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción 
de nacimiento y el asiento marginal de recuperación de la nacionalidad española de la 
interesada, toda vez que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que 
se refiere su declaración, dado que los requerimientos realizados no fueron atendidos 
por la solicitante, por lo que no se acredita el cumplimiento de los requisitos exigidos 
en el artículo 26 del Código Civil.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente y que se le reconozca su derecho a recuperar 
la nacionalidad española. Aporta, entre otros, como documentación: certificado de 
subsanación expedido por la Registradora del Estado Civil de Fomento, en el que se 
indica que, por sentencia n.º 58 del Tribunal Municipal Popular de Fomento de 30 de 
julio de 2010, firme el día 10 de agosto de 2010, se subsana la inscripción de nacimiento 
de la interesada, en el sentido de que los nombres de los abuelos paternos son M. y D. 
y no como por error se consignó; certificado cubano de nacimiento de la interesada, en 
el que constan subsanados los nombres de sus abuelos paternos y certificado literal 
español de nacimiento de su progenitor, don J. R. V.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, 
éste emite informe favorable a su estimación, a la vista de la documentación aportada 
por la interesada y el encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la 
extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe favorable a la 
estimación del recurso, indicando que por resoluciones de fecha 6 de abril de 2018, la 
Dirección General de los Registros y del Notariado estimó favorablemente los recursos 
interpuestos por los hijos de la recurrente, que optaron a la nacionalidad española de 
origen al amparo de la Ley 52/2007.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17 del Código Civil en su redacción original por Real Orden de 24 
de julio de 1889, 26 del Código civil en su redacción actual; 46 y 64 de la Ley del Registro 
Civil; 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones de 22 de marzo 
de 2001; 6-1.ª de marzo de 2002; 21-3.ª de abril de 2004; 12-1.ª y 16 de julio de 2005; 
12-1.ª de noviembre de 2008.

II. La interesada, nacida el 9 de octubre de 1951 en G., las Villas (Cuba), solicitó mediante 
acta firmada el 20 de julio de 2009 ante la encargada del Registro Civil Consular de 
España en La Habana, la recuperación de la nacionalidad española por ser hija de padre 
que ostentaba su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento de la 
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solicitante. Por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana se 
dictó auto el 11 de noviembre de 2015 denegando la solicitud en base a que la promotora 
no había atendido el requerimiento de subsanación de su certificado de nacimiento que 
le fue efectuado, por lo que no resultaba acreditado el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 26 del Código Civil.

III. De acuerdo con lo establecido en el artículo 26 del vigente Código Civil, quien haya 
perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: 
«Ser residente legal en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni 
a los hijos de emigrantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el Ministro de 
Justicia cuando concurran circunstancias excepcionales».

IV. En el presente expediente se desestimó la recuperación de la nacionalidad española 
de la interesada porque para acreditar su filiación con progenitor de nacionalidad 
española aportó un certificado cubano de su nacimiento en el que constaba que era 
hija de don J. R. V., natural de C., Lugo, en el que constaba que era nieta por línea paterna 
de L. y J., mientras que, en el certificado español de nacimiento de su padre, don J. R. 
V., constaba que éste era hijo de M. y D. y el requerimiento de subsanación no fue 
atendido por la interesada, por lo que no quedaba acreditada la filiación española de 
la solicitante,

V. Posteriormente, en vía de recurso, la promotora aporta nueva documentación, en 
particular, certificado de subsanación expedido por la Registradora del Estado Civil de 
Fomento, en el que se indica que, por sentencia n.º 58 del Tribunal Municipal Popular 
de Fomento de 30 de julio de 2010, firme el día 10 de agosto de 2010, se subsana la 
inscripción de nacimiento de la interesada, en el sentido de que los nombres de los 
abuelos paternos son M. y D. y no como por error se consignó y certificado cubano de 
nacimiento de la interesada, en el que constan subsanados los nombres de sus abuelos 
paternos.

Adicionalmente, consta en el expediente que por resoluciones de la Dirección General 
de los Registros y del Notariado 6 (30.ª) de abril de 2018 y 6 (39.ª) de abril de 2018, 
se estimaron los recursos de apelación interpuestos por los hijos de la interesada, 
reconociendo su derecho a optar a la nacionalidad española de origen en virtud de lo 
establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
dado que se encontraba acreditado que su progenitora ostentó la nacionalidad española 
de forma originaria.

De este modo, la nueva documentación aportada acreditaría que la interesada adquirió 
al nacer la nacionalidad española de origen que posteriormente perdió.

VI. Procede determinar en el presente caso si a la interesada le es exigible la residencia 
legal en España o, por el contrario, está exceptuada de dicho requisito como hija de 
emigrante. A este respecto conviene recordar que, a los efectos de la recuperación de 
la nacionalidad española, es emigrante el nacido en España que ha adquirido la nacio-
nalidad española, trasladado su domicilio al extranjero y adquirido otra nacionalidad, 
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sin necesidad de investigar los motivos de la emigración ni los de la adquisición de la 
nacionalidad extranjera. Este concepto amplio, pero literal, de la expresión «emigración» 
es el que prevaleció oficialmente en la interpretación de las Leyes 51/1982, de 13 de 
julio y 18/1990, de 17 de diciembre, en materia de nacionalidad (cfr. respectivamente 
las Instrucciones de 16 de mayo de 1983 y de 20 de marzo de 1991) y no hay ningún 
motivo para cambiar de criterio en su interpretación de la redacción dada por Ley 
36/2002, de 8 de octubre.

VII. Por tanto, en este caso, la prueba de que la interesada es hija de emigrante se 
impone por sí misma con evidencia, ya que el progenitor de la promotora nació el 18 de 
noviembre de 1906 en C., Lugo, trasladándose posteriormente a Cuba, de acuerdo con 
la documentación incorporada al expediente, sin que haya razón alguna para investigar 
cuáles son los motivos que hayan llevado a esta emigración. De este modo, la solicitante 
acredita los requisitos establecidos en el artículo 26 del Código Civil para recuperar la 
nacionalidad española.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
y revocar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (47ª)
III.6.1. Inscripción de nacimiento y recuperación a la nacionalidad española

No es posible inscribir la recuperación de la nacionalidad española de la nacida en 
Cuba en 1944 que optó a la nacionalidad española no de origen en virtud de la dispo-
sición transitoria primera de la Ley 29/1995, toda vez que la interesada no ha incurrido 
en pérdida de la nacionalidad española, ni sus progenitores ostentaban la nacionalidad 
española en el momento de su nacimiento.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido a este Centro 
Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Con fecha 3 de julio de 2015 se levanta acta de recuperación de la nacionalidad 
española en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba), por la que doña 
M.-C. A. R., nacida el 16 de diciembre de 1944 en S. (Cuba), de nacionalidad cubana y 
española, adquirida esta última en virtud de la opción establecida por la disposición 
transitoria primera de la Ley 29/1995, declara ser hija de doña M.-P. R. M., nacida el 8 
de junio de 1920 en Cádiz, originariamente española, quien ostentaba su nacionalidad 
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española al momento del nacimiento de la solicitante y que es su voluntad recuperar 
la nacionalidad española no renunciando a su anterior nacionalidad, al amparo de lo 
establecido en el artículo 26 del Código Civil.

Aportaba la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet de identidad 
cubano de la solicitante; certificado español de nacimiento de la interesada, inscrito en 
el Registro Civil del Consulado General de España en La Habana, en el que consta 
inscripción marginal de opción por la nacionalidad española no de origen, en virtud de 
lo establecido en la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995 en fecha 19 de 
enero de 2000 y que es hija de progenitores nacidos en Cádiz y de nacionalidad cubana 
en el momento del nacimiento de la promotora y certificado expedido el 17 de noviembre 
de 1941 por el encargado del Consulado de la República de Cuba en Cádiz, en el que 
se indica que el padre de la solicitante, don J.-E. A. M. se encontraba inscrito en el 
Registro de ciudadanos cubanos de dicho Consulado.

2. Con fecha 13 de octubre de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), dicta auto por el que se desestima la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento marginal de recuperación de la nacionalidad española de la 
interesada, toda vez que la peticionaria no prueba suficientemente los hechos a los que 
se refiere su declaración, ya que la solicitante no ha incurrido en pérdida de la nacio-
nalidad española, ni su progenitora ostentaba la nacionalidad española en el momento 
de su nacimiento.

3. Notificada la interesada, interpone recurso ante la extinta Dirección General de los 
Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
solicitando la revisión de su expediente, alegando que su madre nunca dejó de ser 
española. Aporta como documentación: certificados españoles de nacimiento de sus 
padres, nacidos ambos en Cádiz y certificación de partida española de bautismo de su 
madre.

4. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, 
éste emite informe desfavorable y el encargado del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su resolución junto con informe des-
favorable a la estimación del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 17, en su redacción originaria y 26 del Código Civil; 2, 15, 16, 23 
y 67 de la Ley del Registro Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil, y 
las resoluciones, entre otras, de 4-2.ª, 21-4.ª y 27-2.ª y 3.ª de enero, 4-1.ª de febrero, 
1-1.ª, 18-3.ª y 5.ª de marzo, 4-3.ª, 15-1.ª y 2.ª y 19-2.ª de abril, 10-1.ª de mayo, 17-1.ª 
de junio de 2003; 21-1.ª de abril de 2004; 24-1.ª de mayo de 2005; y 9-2.ª de febrero 
de 2006.

II. La interesada, nacida el 16 de diciembre de 1944 en S. (Cuba), solicitó mediante 
acta firmada el 3 de julio de 2015 ante el encargado del Registro Civil Consular de 
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España en La Habana, la recuperación de la nacionalidad española por ser hija de madre 
que ostentaba su nacionalidad española de origen al momento del nacimiento de la 
solicitante. Por la encargada del Registro Civil Consular de España en La Habana se 
dictó auto el 13 de octubre de 2015 denegando la solicitud en base a que la promotora 
no había perdido la nacionalidad española ni su madre ostentaba la nacionalidad 
española en el momento de su nacimiento, por lo que no cabía su recuperación.

III. De acuerdo con lo establecido en el artículo 26 del vigente Código Civil, quien haya 
perdido la nacionalidad española podrá recuperarla cumpliendo los siguientes requisitos: 
«Ser residente legal en España. Este requisito no será de aplicación a los emigrantes ni 
a los hijos de emigrantes. En los demás casos podrá ser dispensado por el Ministro de 
Justicia cuando concurran circunstancias excepcionales».

IV. En el presente expediente, la interesada, nacida en Cuba el 16 de diciembre de 1944, 
optó a la nacionalidad española no de origen en virtud de lo establecido en la disposición 
transitoria primera de la Ley 29/1995 en fecha 19 de enero de 2000, constando en su 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Consular de España en La Habana nota 
marginal de subsanación para hacer constar que la nacionalidad de los padres de la 
inscrita, nacidos ambos en Cádiz, es cubana, según expediente gubernativo practicado 
en dicho Registro Civil. Por otra parte, consta en el expediente un certificado expedido 
el 17 de noviembre de 1941 por el encargado del Consulado de la República de Cuba 
en Cádiz, en el que se indica que el padre de la solicitante, don J.-E. A. M., nacido en 
Cádiz el 7 de febrero de 1910, se encontraba inscrito en el Registro de ciudadanos 
cubanos de dicho Consulado, por lo que, en dicha fecha, anterior al nacimiento de su 
hija y promotora del expediente, ostentaba la nacionalidad cubana. Así, dado que ambos 
progenitores eran de estado civil casados, también la madre de la solicitante ostentaba 
la nacionalidad cubana en el momento del nacimiento de su hija, en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 22 del Código Civil en su redacción originaria por Real Orden de 
25 de julio de 1889, vigente en la fecha del nacimiento de la solicitante, que establece 
que «la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido».

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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III.8  COMPETENCIA EN EXP NACIONALIDAD

III.8.3  EXP. DE NACIONALIDAD-ALCANCE DE LA CALIFICACIÓN-ART 27 LRC

Resolución de 10 de agosto de 2022 (5ª)
III.8.3. Alcance de la calificación del encargado del Registro Civil. Art. 27 LRC

1.º La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento 
para calificar una resolución de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción dictada por el encargado del registro civil del domicilio está limitada 
por el art. 27 LRC.

2.º En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano competente, el 
Ministerio Fiscal puede instar la incoación de expediente para la cancelación del asiento, 
procediendo la anotación del inicio de dicho procedimiento.

3.º Es inscribible el nacimiento porque se acreditan los datos necesarios para practicar 
la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal, contra el auto de la 
encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante solicitud formulada en el Registro Civil de Málaga, doña S. B. (S. A. S.), 
identificada con pasaporte marroquí ….. solicita la declaración de la nacionalidad española 
de origen con valor de simple presunción e inscripción de su nacimiento en el Registro 
Civil español. Mediante auto de fecha 25 de abril de 2017 dictado por la encargada del 
Registro Civil de Málaga se declara que la promotora es española desde su nacimiento 
al haber consolidado la nacionalidad española de origen, en virtud de lo establecido en 
el artículo 18 del Código Civil.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: volante histórico de empadronamiento 
en el Ayuntamiento de Málaga en el que consta que la fecha de alta en el municipio es 
de 28 de agosto de 2013; pasaporte marroquí; certificado de concordancia de nombres 
legalizado y su traducción, expedido por el Reino de Marruecos, en el que se establece 
la concordancia entre S. M. A. U. S., inscrita en el Registro Civil de Aaiún y S. B., inscrita 
en el Registro Civil marroquí; certificado de la Delegación Saharaui para Andalucía de 
imposibilidad de optar a la nacionalidad española en el plazo establecido en el Real 
Decreto 2258/1976; libro de familia n.º ….. del Gobierno General del Sáhara en el que 
la promotora consta como hija tercera, con el nombre de S. M. A. U. S., nacida en V. el 
6 de octubre de 1964; certificado de familia Serie E- n.º ….., expedido por la Oficina del 
Registro Civil de Aaiún, en el que la interesada consta como hija tercera, inscrita en el 
libro 1.º, tomo XLIX, página 9663 y título de familia numerosa, n.º 53/036/73, expedido 
en Aaiún el 6 de noviembre de 1973.
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2. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, por ser competente para conocer 
y resolver la inscripción de nacimiento fuera de plazo de la interesada, se dicta providencia 
requiriendo a la promotora que aporte certificado de empadronamiento histórico de 
todos los domicilios en los que haya residido desde que se encuentra en España, así 
como certificados de nacimiento cheránico y expedido por las autoridades marroquíes 
y certificado expedido por la unidad de documentación de españoles. La interesada 
atiende el requerimiento aportando certificados históricos de empadronamientos en 
Málaga y Madrid, así como copia literal de acta marroquí de nacimiento apostillada y 
su traducción, en la que se indica que S. B., nació el 6 de octubre de 1964 en T. y que 
es hija de A. hijo de S. y de S., hija de H. A. A. y certificado de concordancia de nombres 
expedido por el Reino de Marruecos. Alega que no dispone de certificado cheránico de 
su nacimiento y que no llegó a ostentar documento nacional de identidad, ya que en el 
momento de la salida de España del territorio del Sáhara era menor de edad.

3. Por informes de fechas 15 de junio de 2018 y 6 de noviembre de 2018, el Ministerio 
Fiscal solicita que, con carácter previo a la anotación del auto del Registro Civil de 
Málaga, se ha de valorar su posible nulidad por falta de competencia del juez encargado 
que lo dictó, al no tener la promotora su domicilio en dicha ciudad. La encargada del 
Registro Civil Central dicta resolución en fecha 16 de noviembre de 2018 por la que se 
resuelve que no ha lugar a la petición formulada por el Ministerio Fiscal por entender 
que la competencia del Registro Civil de Málaga está correctamente determinada.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, a fin de que informe sobre la inscripción de nacimiento 
y marginal de nacionalidad española solicitada, emite informe desfavorable en fecha 3 
de julio de 2019 indicando que no procede la inscripción solicitada, considerando que 
existen dudas respecto de la identidad de la solicitante, que no han sido solventadas 
por el certificado de concordancia aportado ni por la prueba testifical y, en relación con 
la declaración de la nacionalidad española, se considera que no resulta de aplicación 
el artículo 18 del Código Civil, ni concurren las circunstancias recogidas en la sentencia 
del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1988, interesando se inicie expediente para 
declarar que a la interesada no le corresponde la nacionalidad española y, en conse-
cuencia, la cancelación de la anotación referente a dicha nacionalidad, debiendo anotarse 
la iniciación de dicho expediente.

5. Por auto de fecha 26 de julio de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil 
Central, se ordena se practique en el libro de nacimientos correspondiente a la sección 
primera de dicho Registro, el relativo a S. S., mujer, nacida el 6 de octubre de 1964 en 
V. (Sáhara Occidental), hija de A. S. A.-A. y S. H. A.-L., haciendo constar al margen la 
declaración de la nacionalidad española de origen de la inscrita por consolidación, en 
virtud de auto firme dictado por el encargado del Registro Civil de Málaga y en nota que 
la inscrita usa y es conocidamente habitualmente como S. B.

6. Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revoque el auto impugnado y se acuerde que no procede la 
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inscripción de nacimiento solicitada, toda vez que no queda acreditada la identidad de 
la solicitante ni los hechos de los cuales la inscripción de nacimiento da fe y se considere 
iniciado el expediente para que se declare que a la interesada no le corresponde la 
nacionalidad española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos practi-
cados, debiendo anotarse marginalmente este procedimiento que puede afectar al 
contenido del Registro.

7. Notificada la interesada, formula alegaciones oponiéndose al recurso interpuesto por 
el Ministerio Fiscal y la encargada del Registro Civil Central se ratifica en el auto dictado 
y remitió el expediente a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para la resolución del 
recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento del Registro Civil (RCC); 
la Circular de 29 de octubre de 1980, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de 
octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª de septiembre de 2002; 24 de sep-
tiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de 
mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª de octubre y 11-8.ª de noviembre 
de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril de 2012.

II. La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de Málaga, solicitó 
la nacionalidad española con valor de simple presunción, nacionalidad que fue declarada 
por dicho registro civil por consolidación por auto de 25 de abril de 2017. Por auto de 
26 de julio de 2019, la encargada del Registro Civil Central acuerda la práctica de la 
inscripción de nacimiento de la interesada en el libro correspondiente a la sección primera 
de dicho registro civil. Frente a dicho auto se interpone recurso por el Ministerio Fiscal, 
solicitando se acuerde que no procede la inscripción de nacimiento solicitada, al no 
resultar acreditada la identidad de la solicitante y se anote marginalmente el inicio de 
expediente para que se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española.

III. La competencia para decidir en primera instancia el expediente de declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho expe-
diente, la resolución firme del encargado —que da lugar a una anotación al margen de 
la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado 
del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica 
de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra limitada por el 
artículo 27 LRC a la evaluación de «(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, 
formalidades intrínsecas de los documentos presentados y asientos del propio Registro», 
no estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto.
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IV. En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, cabe señalar 
que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos dentro del 
territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC); siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5.º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en 
los artículos 311 a 316 del reglamento.

En este caso, la inscripción interesada afecta a una ciudadana que se identifica con 
copia literal de acta marroquí de nacimiento en la que se indica que S. B., nació el 6 de 
octubre de 1964 en T. y que es hija de A. hijo de S. y de S., hija de H. A. A.; pasaporte 
marroquí como S. B., nacida el 6 de octubre de 1964; libro de familia n.º ….. del Gobierno 
General del Sáhara en el que la promotora consta como hija tercera, con el nombre de 
S. M. A. U. S., nacida el V. el 6 de octubre de 1964; certificado de familia serie n.º ….., 
expedido por la Oficina del Registro Civil de Aaiún, en el que la interesada consta como 
hija tercera, inscrita en el libro 1.º, tomo XLIX, página 9663 y título de familia numerosa, 
n.º 53/036/73, expedido en Aaiún el 6 de noviembre de 1973.

Asimismo, para acreditar la correspondencia entre los documentos anteriormente 
citados, aporta un certificado de concordancia de nombres apostillado, expedido por el 
Reino de Marruecos de fecha 4 de febrero de 2016.

De lo aquí expuesto se constata que, de acuerdo con el certificado de concordancia de 
nombres que consta en el expediente, no existen dudas respecto de la identidad, fecha 
y lugar de nacimiento de la solicitante, por lo que procedería la inscripción del nacimiento 
interesada por el promotor.

V. Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio Fiscal al registro 
civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente en el que se declare que a la 
interesada no le corresponde la nacionalidad española, es un principio básico de la 
legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el de procurar lograr la mayor 
concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad extrarregistral.

En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de este 
Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega 
en el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es 
posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible 
que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado o autoridad 
con competencias conexas con la materia y con intervención en todo caso del Ministerio 
Público, se inicie un nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española.

La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de tener 
acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la LRC, y a salvo las excep-
ciones previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse 
por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en congruencia con 
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su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige 
un principio distinto. En efecto, el artículo 147 del RRC establece una regla de aplicación 
preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso con 
notificación formal a los interesados o sus representantes legales, como exige impera-
tivamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por todo ello, en aras del principio 
de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, el Ministerio Fiscal puede promover 
de oficio un nuevo expediente de declaración sobre la nacionalidad española del inte-
resado, debiendo anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38. 1.º LRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar en parte 
el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal y declarar que es inscribible el nacimiento 
de la interesada al resultar acreditados los datos necesarios para practicar la inscripción, 
procediendo la anotación marginal del procedimiento iniciado a instancias del Ministerio 
Fiscal para promover de oficio un nuevo expediente para declarar con valor de simple 
presunción si a la interesada le corresponde o no la nacionalidad española.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 10 de agosto de 2022 (8ª)
III.8.3. Alcance de la calificación del encargado del Registro Civil. Art. 27 LRC

1.º La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento 
para calificar una resolución de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción dictada por el encargado del registro civil del domicilio está limitada 
por el art. 27 LRC.

2.º No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos necesarios para 
practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto de la 
encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de Tudela, don D. D. S., declara que 
nació el 21 de junio de 1958 en A. (Sáhara Occidental) y solicita la declaración de la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. Mediante auto de 
fecha 17 de mayo de 2013, el encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra), acuerda 
declarar con valor de simple presunción la nacionalidad española de origen iure soli del 
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interesado, por aplicación retroactiva del artículo 17. 3.º del Código Civil, según redacción 
de la Ley 51/1982 de 13 de julio.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: volante de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Castejón, con fecha de alta en el municipio de 4 de junio de 2007; 
permiso de residencia de larga duración, en el que consta que nació el 21 de junio de 
1958 en G. (Argelia); pasaporte argelino del interesado n.º ….., en el que consta que su 
nacionalidad es argelina; certificados expedidos por la Delegación Saharaui para Navarra: 
de nacionalidad saharaui, de imposibilidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo establecido en el RD 2258/76, de parentesco en el que consta que el promotor 
nació el 21 de junio de 1958 en Argelia y que es hijo de D. S. y de M.-A. A. B. M.; certificado 
de nacimiento expedido por la Oficina de la Comunidad Saharaui para España en el que 
se indica que el interesado nace el 21 de junio de 1958 en A. (Sáhara Occidental) y que 
es hijo de D. S. y de A. B. y documento nacional de identidad bilingüe n.º ….. a nombre 
de M.-A. A. B. M., nacida en G. en 1946.

2. El interesado solicita en el Registro Civil de Tudela la incoación de expediente de 
inscripción de nacimiento fuera de plazo. Instruido expediente, se remiten las actuaciones 
al Registro Civil Central, por resultar competente para su resolución.

3. Por providencia dictada por la encargada del Registro Civil Central se solicita que se 
certifique por la Comisaría de Policía del domicilio del interesado, a fin de que se acredite 
si fue portador de DNI saharaui y que se aporte libro de familia original de los progenitores, 
en caso de que el interesado esté en posesión del mismo.

Atendiendo al requerimiento, en comparecencia del interesado en el Registro Civil de 
Tudela en fecha 16 de enero de 2015, manifiesta que el libro de familia de sus padres 
desapareció cuando tuvieron que salir del territorio del Sáhara y, por oficio de fecha 13 
de febrero de 2017, la División de Documentación de la Policía indica que, comprobados 
los archivos que constan en dicha División, no figuran datos a nombre del promotor.

4. Solicitado informe al Ministerio Fiscal, se emite en fecha 18 de junio de 2018, en el 
que se indica que existen dudas respecto de la identidad del solicitante, por lo que no 
procede la inscripción pretendida, interesando se inicie expediente para la cancelación 
de la anotación referente a la nacionalidad española del interesado, debiendo anotarse 
la iniciación del citado expediente.

5. La encargada del Registro Civil Central dicta auto de fecha 1 de abril de 2019, por el 
que se deniega la inscripción de nacimiento solicitada por el promotor, al no estimarse 
acreditados diversos aspectos esenciales del hecho inscribible, tales como filiación, 
fecha y lugar de nacimiento, así como la supuesta concordancia de su identidad como 
argelino con ciudadano saharaui, acordando la práctica de anotación de nacimiento 
soporte para la sucesiva inscripción marginal de nacionalidad española y practicándose 
nota marginal al amparo de lo establecido en el artículo 38.1 LRC de 1957, haciéndose 
constar que, a instancia del representante del Ministerio Fiscal adscrito a dicho Registro, 
se incoa expediente de cancelación de la anotación soporte practicada.
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6. Notificada la resolución el promotor interpone recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, solicitando se inscriba su nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil y que 
no se proceda a la incoación de expediente de cancelación solicitado por el Ministerio 
Fiscal.

7. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó su 
desestimación por informe de 26 de noviembre de 2019, y la encargada del Registro 
Civil Central se ratifica en el auto dictado y remitió el expediente a la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento del Registro Civil (RCC); 
la Circular de 29 de octubre de 1980, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de 
octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª de septiembre de 2002; 24 de sep-
tiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de 
mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª de octubre y 11-8.ª de noviembre 
de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril de 2012.

II. El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de Tudela, solicitó la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, nacionalidad que fue declarada 
por dicho registro civil por auto de 17 de mayo de 2013. Por auto de 1 de abril de 2019, 
la encargada del Registro Civil Central acordó desestimar la inscripción de nacimiento 
solicitada por el promotor, toda vez que no resultan acreditados diversos aspectos del 
hecho inscribible. Contra este auto se interpuso el recurso ahora examinado.

III. La competencia para decidir en primera instancia el expediente de declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho expe-
diente, la resolución firme del encargado —que da lugar a una anotación al margen de 
la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado 
del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica 
de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra limitada por el 
artículo 27 LRC a la evaluación de «(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, 
formalidades intrínsecas de los documentos presentados y asientos del propio Registro», 
no estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera 
que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, como así se ha 
efectuado, sin perjuicio, dada la disconformidad del Ministerio Fiscal con la declaración 
presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del domicilio, de la necesidad 
de continuar el procedimiento iniciado para declarar que al interesado no le corresponde 
la nacionalidad española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos 
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practicados. Al mismo tiempo, deberá anotarse también marginalmente la existencia 
de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38. 1.º 
LRC).

IV. En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, cabe señalar 
que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos dentro del 
territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC); siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5.º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en 
los artículos 311 a 316 del reglamento.

En este caso la inscripción interesada afecta a un ciudadano que se identifica con 
permiso de residencia de larga duración y pasaporte argelino n.º ….., en el que consta 
que nació el 21 de junio de 1958 en G. (Argelia). Aporta un certificado de parentesco 
expedido por la Delegación Saharaui para Navarra en el que consta que el promotor 
nació el 21 de junio de 1958 en Argelia y que es hijo de D. S. y de M.-A. A. B. M. y un 
certificado de nacimiento expedido por la Oficina de la Comunidad Saharaui para España 
en el que se indica que el interesado nace el 21 de junio de 1958 en A. (Sáhara 
Occidental) y que es hijo de D. S. y de A. B.

Por otra parte, se aporta al expediente el documento nacional de identidad bilingüe n.º 
….. a nombre de M.-A. A. B. M., supuesta madre del promotor, nacida en G. en 1946, 
por tanto, con 12 años de edad en la fecha de nacimiento del promotor. No consta en 
el expediente libro de familia de los padres del interesado, indicando éste que despareció 
cuando tuvieron que salir del territorio del Sáhara y la División de Documentación de la 
Policía indica que, en sus archivos no figuran datos a nombre del promotor.

Por ello, la documentación aportada en prueba del nacimiento no acredita las circuns-
tancias esenciales que deben constar en la inscripción y que, en defecto de certificado 
auténtico, deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se mencionan 
en los artículos correspondientes al procedimiento de inscripción fuera de plazo del 
Reglamento del Registro Civil y en la Circular de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, 
no es posible la inscripción de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento 
da fe, que no están suficientemente acreditados.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (46ª)
III.8.3. Alcance de la calificación del encargado del Registro Civil. Art. 27 LRC

1.º La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento 
para calificar una resolución de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción dictada por el encargado del registro civil del domicilio está limitada 
por el art. 27 LRC.

2.º En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano competente, el 
Ministerio Fiscal puede instar la incoación de expediente para la cancelación del asiento, 
procediendo la anotación del inicio de dicho procedimiento.

3.º No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos necesarios para 
practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal, contra el auto de la 
encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Mediante solicitud formulada en el Registro Civil de Tudela, doña D. E. G. (D. E. T.), 
nacida en 1975 en L., solicita la declaración de la nacionalidad española de origen con 
valor de simple presunción. Mediante auto de fecha 8 de abril de 2016 dictado por el 
encargado del Registro Civil de Tudela se declara con valor de simple presunción la 
nacionalidad española de origen de la interesada por aplicación retroactiva del artículo 
17. 3.º del Código Civil, según redacción de la ley 51/1982, de 13 de julio.

Aporta, entre otros, la siguiente documentación: volante de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Tudela, con fecha de alta en el municipio de 28 de agosto de 2015; 
permiso de residencia de larga duración; pasaporte marroquí, en el que se identifica a 
la promotora como D. E. G., nacida en 1975 en L. (Marruecos); recibo Minurso, n.º for-
mulario ….., en el que se indica que D. M. Y. M. nació en 1975 en L.; título de familia 
numerosa, expedido en Aaiún el 10 de octubre de 1975, en el que la promotora consta 
como hija cuarta con el nombre de D.; certificado de familia serie B n.º ….. de la Oficina 
del Registro Civil de Aaiún, a nombre de M. L. u. E. u. G., en el que la interesada se 
identifica como F., nacida el 7 de octubre de 1975 en D., hija del titular y de B. m. H. u. 
A. S.; documento nacional de identidad bilingüe ….. a nombre de M. I. E. N., nacido el 7 
de febrero de 1936 en S. y certificado expedido por la Unidad de Documentación de 
Españoles y Archivo del Ministerio del Interior en relación con dicho documento que, en 
la actualidad, carece de validez; certificado de nacimiento inscrito en el Juzgado Cheránico 
de Aaiún correspondiente a D. M. M. I. u. E., nacida el 8 de mayo de 1975 en A., hija de 
M. I. u. E. u. Z. y de D. M. T. u. E.; extracto de acta de nacimiento de la interesada expedida 
por el Reino de Marruecos, en el que consta que D. E. G. nació en 1975 en L. es hija de 
M. Y. hijo de M. y de D. hija de T. y certificado de concordancia de nombres expedido 
por el Reino de Marruecos, entre D. M. I. E. y D. E. G.
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2. Con fecha 18 de octubre de 2016, la interesada solicita en el Registro Civil de Tudela 
la inscripción de su nacimiento el Registro Civil español. Ratificada la promotora y 
efectuada la comparecencia de testigos, se solicita informe al Ministerio Fiscal, emitién-
dose por la Fiscalía de la Comunidad Foral de Navarra en fecha 2 de noviembre de 2016, 
por el que se opone a que se proceda a la inscripción de nacimiento solicitada por la 
promotora, interesando se inicie expediente para la cancelación de la anotación referente 
a la nacionalidad española de la interesada.

3. Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, por ser competente para conocer 
y resolver la inscripción de nacimiento fuera de plazo de la interesada, se solicita informe 
al Ministerio Fiscal adscrito a dicho Registro, que se emite en fecha 13 de junio de 2018, 
en el que se solicita que, con carácter previo a la anotación del auto del Registro Civil 
de Tudela, se ha de valorar su posible nulidad por falta de competencia del juez encargado 
que lo dictó, al no tener la promotora su domicilio en dicha ciudad. Asimismo, se indica 
que no procede la inscripción de nacimiento solicitada, al no haberse acreditado los 
hechos de los que da fe el asiento, existiendo dudas en cuanto a la identidad de la 
solicitante que no han quedado solventadas por el certificado de concordancia ni por 
la declaración testifical realizada y, en cuanto a la declaración de la nacionalidad espa-
ñola, se estima que en este supuesto no resulta de aplicación con carácter retroactivo 
el artículo 17.3 CC, ni consta que la interesada haya estado documentada como española 
ni utilizado esta nacionalidad, a efectos de lo dispuesto en el artículo 18 CC, solicitando, 
con carácter subsidiario, se inicie expediente para declarar que a la interesada no le 
corresponde la nacionalidad española, debiendo anotarse la iniciación del 
procedimiento.

4. Por auto de fecha 3 de julio de 2019 dictado por la encargada del Registro Civil Central, 
se ordena se practique en el libro de nacimientos correspondiente a la sección primera 
de dicho Registro, el relativo a D. E. T., mujer, nacida el 8 de mayo de 1975 en A. (Sáhara 
Occidental), hija de M. I. y de D. T. E., haciendo constar al margen que por auto firme 
de fecha 8 de abril de 2016 dictado por el encargado del Registro Civil de Tudela en 
expediente 1713/15 se ha declarado con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de origen de la inscrita, practicando nota de que la inscrita usa y es conocida 
habitualmente como D. E. G.

En el razonamiento jurídico segundo del auto se indica que, cuestionada por el repre-
sentante del Ministerio Fiscal la posible nulidad del auto declarando la nacionalidad 
con valor de simple presunción, por falta de competencia del juez-encargado del Registro 
Civil de Tudela, dicha cuestión debe resolverse negativamente, por quedar justificada 
la residencia real de la interesada en la localidad de T., al tiempo de promover el expe-
diente inicial y continuadamente, según resulta de los certificados de empadronamiento 
aportados.

5. Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, indicando que, en contra de lo acordado en el auto que se recurre, se 
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considera que el Registro Civil de Tudela carece de competencia para la declaración de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción, y, por otra parte, en relación 
con la inscripción de nacimiento de la interesada, se solicita se revoque el auto impugnado 
y se acuerde que no procede la inscripción de nacimiento, toda vez que no queda 
acreditada la identidad de la solicitante ni los hechos de los cuales la inscripción de 
nacimiento da fe y se considere iniciado el expediente para que se declare que a la 
interesada no le corresponde la nacionalidad española y proceder, en su caso, a la 
cancelación de los asientos practicados, debiendo anotarse marginalmente este pro-
cedimiento que puede afectar al contenido del Registro.

6. Notificada la interesada, formula alegaciones oponiéndose al recurso interpuesto por 
el Ministerio Fiscal y la encargada del Registro Civil Central se ratifica en el auto dictado 
y remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para 
la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento del Registro Civil (RCC); 
la Circular de 29 de octubre de 1980, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, 5-1.ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2.ª de mayo y 14-4.ª de 
octubre de 1999; 26-1.ª de abril de 2001; 10-6.ª de septiembre de 2002; 24 de sep-
tiembre de 2005; 13-3.ª de enero, 3-1.ª de abril y 25-4.ª de julio de 2006; 17-5.ª de 
mayo de 2007; 3-2.ª de enero, 14-5.ª de abril, 22-3.ª de octubre y 11-8.ª de noviembre 
de 2008; 8-4.ª de enero de 2009 y 10-95.ª de abril de 2012.

II. La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de Tudela, solicitó 
la nacionalidad española con valor de simple presunción, nacionalidad que fue declarada 
por dicho registro civil por auto de 8 de abril de 2016 por aplicación retroactiva del 
artículo 17. 3.º del Código Civil, según redacción de la ley 51/1982, de 13 de julio. Por 
auto de 3 de julio de 2019, la encargada del Registro Civil Central acuerda la práctica 
de la inscripción de nacimiento de la interesada en el libro correspondiente a la sección 
primera de dicho registro civil. Frente a dicho auto se interpone recurso por el Ministerio 
Fiscal, alegando la incompetencia del Registro Civil de Tudela y solicitando se acuerde 
que no procede la inscripción de nacimiento solicitada, al no resultar acreditada la 
identidad de la solicitante y se anote marginalmente el inicio de expediente para que 
se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad española.

III. La competencia para decidir en primera instancia el expediente de declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de modo que, una vez finalizado dicho expe-
diente, la resolución firme del encargado —que da lugar a una anotación al margen de 
la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC)— ha de ser calificada por el encargado 
del registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la práctica 
de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra limitada por el 
artículo 27 LRC a la evaluación de «(…) la competencia y clase de procedimiento seguido, 
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formalidades intrínsecas de los documentos presentados y asientos del propio Registro», 
no estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. asiento 
(art. 38. 1.º LRC).

IV. La declaración de la nacionalidad española por órgano incompetente, implica la 
nulidad de lo actuado. Así se desprende de la aplicación del artículo 50 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial, y que es aplicable con carácter 
supletorio en materia registral, conforme al artículo 16 RRC «en las actuaciones y 
expedientes son de aplicación supletoria las normas de jurisdicción voluntaria».

V. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos civiles, que es el 
que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general y por el 
artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 CC, conforme 
al cual «el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual», esto es, 
el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil 
es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada 
o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto 
es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 
336 n.º 3 RRC dispone que «el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación 
municipal o información testifical»; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo reglamento, 
por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justi-
ficará «por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, en su 
defecto, por certificación del padrón municipal».

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la certificación 
del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos citados 
por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido 
en derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los tribunales 
la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; 
como por ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas 
notariales, censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia —no de mera estancia— 
respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre 
de 1948 y 23 de junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como 
lugar de ejercicio de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC) 
puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de fraude 
de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción en el padrón municipal 
tiene lugar por simple declaración del interesado sin verificación fehaciente por parte 
de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de 
Régimen Local).
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Por ello, el juez encargado puede y debe examinar de oficio su propia competencia (cfr. 
arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la actuación registral 
instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal 
respecto de la persona que promueve expediente registral ante el registro civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud 
administrativa.

En este caso, a la vista de la documentación incorporada al expediente, se constata que 
si bien la interesada ha residido en distintos municipios desde su primer empadronamiento 
en 2008, primero C., luego en V., M. y V., siendo esta última localidad la que figura en su 
tarjeta de residencia expedida en 2013, consta que se empadronó en el Ayuntamiento 
de Tudela en fecha 28 de agosto de 2015, procedente de V., posteriormente consta una 
baja por inscripción indebida de fecha 23 de mayo de 2016 y un alta por omisión el 20 
de abril de 2017, es decir, residencia real sin figurar en el padrón, y que continúa residiendo 
en T., según los datos facilitados. De este modo, a la vista de la documentación aportada 
y de las manifestaciones de la promotora, no se ve acreditada la falta de competencia 
aludida, quedando justificada la estancia de la interesada en T.

VI. En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, cabe señalar 
que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos dentro del 
territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC); siendo la vía registral apropiada, 
cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5.º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en 
los artículos 311 a 316 del reglamento.

En este caso, la inscripción interesada afecta a una ciudadana que se identifica con 
pasaporte marroquí y extracto de acta de nacimiento expedida por el Reino de Marruecos, 
en el que consta que D. E. G. nació en 1975 en L. y es hija de M. Y. hijo de M. y de D. 
hija de T.; certificado de nacimiento inscrito en el Juzgado Cheránico de Aaiún corres-
pondiente a D. M. M. L. u. E., nacida el 8 de mayo de 1975 en A., hija de M. I. u. E. u. Z. 
y de D. M. T. u. E.; título de familia numerosa, expedido en Aaiún el 10 de octubre de 
1975, en el que consta como hija cuarta D.; certificado de familia serie B n.º ….. de la 
Oficina del Registro Civil de Aaiún en el que se identifica a la promotora como F., nacida 
el 7 de octubre de 1975 en D., hija de M. L. u. E. u. G. y de B. m. H. u. A. S. Por otra parte, 
en el recibo Minurso, n.º formulario ….., se identifica a la promotora como D. M. Y. M. 
nacida en 1975 en L.

Asimismo, para acreditar la correspondencia entre los documentos anteriormente 
citados, aporta un certificado de concordancia de nombres legalizado y su traducción, 
expedido por el Reino de Marruecos, en el que se establece la identidad entre D. M. I. 
E., de nacionalidad marroquí, hija de M. I. y D. E. G., nacida en 1975 en L., hija de M. Y. 
hijo de M. y de D. hija de T.

De lo aquí expuesto se constata que existen dudas respecto de la identidad, fecha y 
lugar de nacimiento de la solicitante, que no han sido solventadas por el certificado de 
concordancia de nombres aportado, no quedando acreditada la concordancia entre la 
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actual identidad marroquí de la promotora con la identidad de los documentos saharauis 
aportados.

Por ello, la documentación aportada en prueba del nacimiento no acredita las circuns-
tancias esenciales que deben constar en la inscripción y que, en defecto de certificado 
auténtico, deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se mencionan 
en los artículos correspondientes al procedimiento de inscripción fuera de plazo del 
Reglamento del Registro Civil y en la Circular de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, 
no es posible la inscripción de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento 
da fe, que no están suficientemente acreditados.

VII. Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio Fiscal al registro 
civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente en el que se declare que a la 
interesada no le corresponde la nacionalidad española, es un principio básico de la 
legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el de procurar lograr la mayor 
concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad extrarregistral.

En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de este 
Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega 
en el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es 
posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible 
que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado o autoridad 
con competencias conexas con la materia y con intervención en todo caso del Ministerio 
Público, se inicie un nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española.

La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de tener 
acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la LRC, y a salvo las excep-
ciones previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse 
por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en congruencia con 
su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige 
un principio distinto. En efecto, el artículo 147 del RRC establece una regla de aplicación 
preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso con 
notificación formal a los interesados o sus representantes legales, como exige impera-
tivamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por todo ello, en aras del principio 
de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, el Ministerio Fiscal puede promover 
de oficio un nuevo expediente de declaración sobre la nacionalidad española de la 
interesada, debiendo anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38. 1.º LRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar en parte 
el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, declarando la competencia del Registro 
Civil de Tudela para la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
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presunción y revocar el auto impugnado en cuanto a desestimar la pretensión de ins-
cripción de nacimiento fuera de plazo de la interesada por falta de acreditación de datos 
esenciales para practicarla, instando se practique anotación soporte de nacimiento, 
anotación de nacionalidad con valor de simple presunción y anotación de existencia de 
un procedimiento en curso a instancia del Ministerio Fiscal.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.
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IV  MATRIMONIO

IV.2  EXPEDIENTE PREVIO PARA LA CELEBRACIÓN DEL 
MATRIMONIO CIVIL

IV.2.1  AUTORIZACIÓN DE MATRIMONIO

Resolución de 1 de agosto de 2022 (1ª)
IV.2.1 Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de Bañolas.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, D. ª M. S. S. nacida en España y de 
nacionalidad española y don Si. B. nacido en Gambia y de nacionalidad gambiana, 
solicitaban autorización para contraer matrimonio civil, Se acompañaba la siguiente 
documentación: certificado de nacimiento, declaración de soltería y volante de empa-
dronamiento de la interesada y certificado de nacimiento y volante de empadronamiento 
del interesado.

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 30 de 
septiembre de 2021 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso interpuesto 
y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 
de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre 
otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 
13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 
14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de 
enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª de febrero, 30-5.ª de abril, 28-6.ª y 30-4.ª de mayo, 
11-3.ª y 4.ª, 12-3.ª de septiembre, 29-4.ª y 6.ª de noviembre, 14-1.ª y 4.ª y 26-5.ª de 
diciembre de 2007, 24-4.ª de abril y 19-2.ª de diciembre de 2008.

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescindible 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmente 
en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en ocasiones 
descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad 
ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, 
no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil, entre una ciudadana española, de origen gambiano y un ciudadano gambiano y 
de las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. No coinciden en cuándo iniciaron la relación afectiva, ya que él 
manifiesta que se conocieron en 2018, primero fueron amigos y después, a partir de 
2019, empezaron a hablar de casarse, sin embargo, ella manifiesta que al mes de 
conocerse se hicieron pareja. No coinciden en si han convivido o no, ya que el interesado 
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dice que no, que él vive solo y ella está con su familia, aunque él está mucho en casa 
de ella, sin embargo, ella dice que sí, que siempre están juntos, cuando no tenía trabajo 
se quedaba en casa de él, pero ahora al trabajar, va a dormir, ducharse y comer a casa 
de sus padres, porque él está de ocupa y en el piso que comparte con otros no tienen 
agua ni electricidad. Ninguno de los dos sabe la fecha de nacimiento del otro. Tampoco 
saben el número hermanos que tiene el otro, ya que él dice que él tiene tres hermanos 
y ella seis, sin embargo, ella dice que él tiene cinco hermanos y ella nueve, además el 
interesado desconoce los nombres y edades de varios de los hermanos de ella, aunque 
él manifiesta que conoce a toda la familia de ella. Ella desconoce que él tiene un hijo 
de 12 años en Gambia. No coinciden en lo relativo a los amigos, ya que él dice que no 
tiene amigos y en cambio ella dice que él tiene muchos amigos, que es muy amigable 
e incluso le ha quitado amigos a ella. El interesado manifiesta que sólo gana 50 a 100 
euros al mes y que no envía dinero a su país, sin embargo, ella dice que él puede ganar 
300 euros al mes y que envía dinero a Gambia para cosas importantes o cuando su 
madre lo necesita. El interesado dice que ambos fuman, mientras que ella dice que ella 
no fuma. El interesado desconoce las comidas favoritas de ella, el número de calzado 
que usa; tampoco coinciden en los deportes practicados ya que el interesado dice que 
le gusta el futbol, más verlo que practicarlo, sin embargo, ella dice que a él le gusta el 
básquet. Ella dice que él a veces sale a correr y juega al baloncesto y que ella, cuando 
tiene tiempo, sale y juega al básquet, sin embargo, el interesado dice que ninguno de 
los dos practica deporte. Ella manifiesta que quiere tener muchos niños, cinco o seis, 
porque tiene muchos hermanos y le gustaría tener una familia grande y que a él también, 
sin embargo, él declara que le gustaría tener uno o dos hijos, pero no sabe que pasará, 
si tendrá trabajo. Po otro lado, el interesado se encuentra en una situación irregular en 
España.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Bañolas.

Resolución de 1 de agosto de 2022 (2ª)
IV.2.1 Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de Burgos.
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HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don C. F. P. nacido en España y de 
nacionalidad española y don J-W. M. L. nacido en Colombia y de nacionalidad argentina, 
solicitaban autorización para contraer matrimonio civil, Se acompañaba la siguiente 
documentación: certificado de nacimiento, declaración de soltería y volante de empa-
dronamiento del contrayente español y certificado de nacimiento, declaración de soltería 
y volante de empadronamiento del contrayente argentino.

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de 
noviembre de 2021 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso interpuesto 
y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 
de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre 
otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 
13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 
14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de 
enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª de febrero, 30-5.ª de abril, 28-6.ª y 30-4.ª de mayo, 
11-3.ª y 4.ª, 12-3.ª de septiembre, 29-4.ª y 6.ª de noviembre, 14-1.ª y 4.ª y 26-5.ª de 
diciembre de 2007, 24-4.ª de abril y 19-2.ª de diciembre de 2008.

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescindible 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).
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III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmente 
en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en ocasiones 
descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad 
ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, 
no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil, entre un ciudadano español y un ciudadano de nacionalidad argentina y origen 
colombiano y de las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los 
fines propios de esta institución. Los interesados se conocieron en las fiestas del orgullo 
gay en Madrid en 2021, ese mismo día iniciaron la relación. El señor Fernández desconoce 
la fecha de nacimiento de su pareja, dice que nació en Colombia y es de nacionalidad 
colombiana cuando es de nacionalidad argentina. Desconocen el número de hermanos 
del otro, tampoco coinciden en los regalos que se han hecho. No coinciden en gustos, 
aficiones, tampoco saben la dirección donde supuestamente viven, dicen que comparten 
gastos cuando el contrayente argentino no trabaja, no coinciden en lo relativo a los 
bancos con los que trabajan, idiomas que conocen, etc. No presentan pruebas fehacientes 
de su relación.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Burgos.

Resolución de 1 de agosto de 2022 (3ª)
IV.2.1 Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de Arrecife.
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HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, D. ª L-A. B. V. nacida en Colombia y 
de nacionalidad colombiana y don A. R., nacido en Suiza y de nacionalidad suiza, soli-
citaban autorización para contraer matrimonio civil en España. Se acompañaba la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de divorcio y volante 
de empadronamiento del promotor y certificado de nacimiento, declaración de soltería 
y volante de empadronamiento de la interesada.

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Encargado del Registro Civil mediante 
auto de fecha 10 de noviembre de 2021 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución, con un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adop-
tarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 
32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; las 
Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, 
entre otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 23-1.ª de febrero, 27-2.ª de marzo, 5-3.ª 
y 4.ª de abril, 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 
7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 
13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª 
de febrero de 2007.

II. En el expediente previo al matrimonio es trámite esencial e imprescindible (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 3.ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, 
norma VII), la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que 
debe efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia 
de impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos ya que, mediante 
él, puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
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que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que los promotores extranjeros obtengan las ventajas que 
el matrimonio conlleva. Si, a través de este trámite, o de otros medios objetivos, el 
Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio 
nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). No 
obstante, son sobradamente conocidas las dificultades prácticas de la prueba de la 
simulación. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi siempre necesario 
acudir a la prueba de presunciones, es decir, que ha de deducirse de un hecho o de 
unos hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC), a cuya finalidad es de gran importancia la cuidadosa práctica de las audiencias 
reservadas.

IV. En los supuestos en los que uno de los cónyuges de un matrimonio celebrado en el 
extranjero por extranjeros adquiere después la nacionalidad española, en los que el 
Registro Civil español pasa a ser sobrevenidamente competente para la inscripción del 
matrimonio (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial que este centro directivo viene sosteniendo 
es que resulta improcedente que se intenten aplicar las normas españolas sobre ausencia 
de consentimiento matrimonial: no hay puntos de conexión que justifiquen tal aplicación 
porque la capacidad de los contrayentes, a la fecha de la celebración del matrimonio, 
que es cuando ha de ser valorada, se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 n.º 1 
CC) y, por tanto, procede la inscripción de ese matrimonio. Sin embargo, siendo cierto 
lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, y así se hace constar reiteradamente 
en las resoluciones de esta dirección general, que no existan dudas de que el enlace 
ha cumplido los requisitos de fondo y forma exigidos por la ley extranjera aplicable, 
requisitos que en principio habrán sido apreciados favorablemente por parte de los 
órganos registrales competentes extranjeros que primero autorizaron y después inscri-
bieron el matrimonio.

V. La cuestión que ahora se plantea es si tal doctrina debe aplicarse no sólo en los 
supuestos de matrimonios celebrados en el extranjero entre extranjeros, sino también 
cuando ciudadanos extranjeros solicitan autorización para contraer matrimonio en 
España con otros ciudadanos extranjeros. En principio la regla sobre la ley aplicable a 
la capacidad y al consentimiento matrimoniales, determinada por el estatuto personal 
de los contrayentes, es la misma en uno y otro caso (cfr. art. 9 n.º 1 CC), y así ha de 
ratificarse ahora ante la evidencia de que, si bien nuestro derecho positivo carece de 
una norma de conflicto específica y autónoma respecto del «consentimiento matrimonial», 
no debe escapar a la consideración del intérprete que el citado consentimiento matri-
monial, como elemento esencial en la celebración del matrimonio (cfr. art. 45 CC), es 
materia directamente vinculada al «estado civil» y, como tal, sujeta al mismo estatuto 
personal de los contrayentes.

VI. Sin embargo lo anterior no debe llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integra el citado estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en 
todo caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional 
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—que actúa con mayor intensidad cuando se trata de crear o constituir una nueva situación 
jurídica (en este caso un matrimonio todavía no celebrado) que cuando se pretender 
atribuir efectos a una relación jurídica ya perfeccionada al amparo de la ley extranjera— 
deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal aplicación 
pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables de nuestro 
ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de este centro 
directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es cuestión que 
debe ser considerada materia de orden público, por su carácter esencial en nuestro 
derecho (cfr. art. 45 CC), en el derecho internacional convencional y, en particular, en el 
convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de 
diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), cuyo artículo primero exige para la 
validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de ambos contrayentes.

Dado que no cabe que las autoridades del foro autoricen un matrimonio cuando se 
pretenda celebrar contra la voluntad o sin el consentimiento real de los contrayentes, 
ha de denegarse la autorización en los supuestos de simulación, aunque los interesados 
estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matrimonial 
una suerte de consentimiento abstracto, sin causa o desconectado de toda relación 
con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 12 n.º 3 CC), facilitando con ello 
que esta institución sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las normas 
rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero, con ser 
esto último importante, lo determinante para excepcionar la aplicación de la ley extranjera 
es el hecho de que un consentimiento simulado supone una voluntad matrimonial 
inexistente, en la medida en que la voluntad declarada no se corresponde con la interna, 
produciéndose en tales casos una discordancia consciente cuyo efecto es la nulidad 
absoluta, «ipso iure» e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC), y ello 
cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in casu, que actúa 
como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídica que del ius 
nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial. Por ello no cabe 
excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr. art. 246 RRC), ni 
obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la solicitud de autorización, con 
el fin de impedir la celebración de un matrimonio claudicante, que nacería con la tacha 
de nulidad de pleno derecho si realmente se constata la existencia de una simulación 
del consentimiento, extremo que en todo caso debe ser contrastado.

VII. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil en España entre una ciudadana colombiana y un ciudadano suizo y de las audiencias 
reservadas y demás actuaciones llevadas a cabo en el expediente, se desprenden 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio proyectado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. Una de las testigos manifiesta 
que su prima (la promotora) a mediados de año, le comentó que se quería casar, mientras 
que la promotora dice que hace dos meses. La testigo declara que vio por primera vez 
al promotor en marzo, mientras que la interesada dice que lo vio en mayo. El interesado 
manifiesta que el mismo día que se conocieron cenaron juntos, sin embargo, ella dice 
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que fue al día siguiente. No conocen los artistas favoritos del otro, ella manifiesta que 
se quiere casar para formar una familia y él dice que para tener hijos y para que ella 
pueda viajar a Suiza, ya que si no están casados no puede. Ninguno de los dos coincide 
en las cicatrices que tiene el otro, no saben dónde pasó el fin de año el otro. Manifiestan 
que ella residía sola, sin embargo, en el empadronamiento de convivencia se observa 
que reside desde el 2008 con doña G-M. C. V. Por otro lado, el interesado es 29 años 
mayor que la interesada.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Arrecife.

Resolución de 10 de agosto de 2022 (14ª)
IV.2.1. Autorización de matrimonio

Se autoriza porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de con-
sentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este centro en 
trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, mediante representante 
legal, contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de Chantada.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don F. P. Q. nacido en España y de 
nacionalidad española y doña I. C. A. nacida en Colombia y de nacionalidad venezolana, 
iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Se 
acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de 
matrimonio, certificado de defunción de la primera esposa y volante de empadronamiento 
del interesado y certificado de nacimiento, certificado de soltería y volante de empadro-
namiento de la interesada.

2. Ratificados los interesados, se publica Edicto. Se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada. El Ministerio Fiscal informa que se opone a la celebración del matrimonio. 
El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 16 de septiembre de 2021 
no autoriza la celebración del matrimonio proyectado.

3. Notificados los interesados éstos, interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, solicitando se autorice el matrimonio, aportando numerosas pruebas.
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4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se adhiere al recurso interpuesto. El Juez Encargado 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
civil; 238, 245, 246 y 247 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero 
de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 
16-1.ª de octubre, 3-1.ª de noviembre, 21-2.ª y 3.ª y 28-2.ª de diciembre de 2006; 6-3.ª 
y 14-3.ª de febrero, 30-4.ª de abril, 10-2.ª, 28-5.ª de mayo, 9-4.ª de julio y 28-6.ª de 
septiembre, 1-3.ª de octubre, 181.ª de diciembre de 2007; y 31-3.ª de enero de 2008.

II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio civil 
es trámite esencial la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor, asistido por el secretario, para cerciorarse de la inexis-
tencia de impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración 
(cfr. art. 246 RRC e Instrucción de 9 de enero de 1995, regla 3.ª)

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmente 
en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en ocasiones 
descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad 
ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia del matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resulten para el extranjero. Si, a través 
de este trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe 
simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento 
matrimonial (cfr. arts. 45 y 73. 1.º CC)

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de autorizar un matrimonio entre un ciudadano español y 
una ciudadana de nacionalidad venezolana y los hechos comprobados por medio de 
esas declaraciones complementarias oportunas no son lo suficientemente clarificadores 
para deducir de ellos, sin sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias 
reservadas practicadas han revelado que el conocimiento respecto de sus circunstancias 
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personales y familiares alcanza un grado que puede considerarse suficiente. Presentan 
suficientes pruebas y la adhesión del Ministerio Fiscal.

VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, como 
derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad 
al matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas 
a la celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la 
Resolución de 9-2.ª de octubre de 1993, «ante la opción de autorizar un matrimonio 
que eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo 
ha de elegir la primera alternativa». «Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el 
ministerio fiscal inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 C.C.) en un 
juicio declarativo ordinario en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circuns-
tancias del caso concreto».

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso interpuesto y autorizar el 
matrimonio solicitado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Chantada (Lugo).

Resolución de 15 de agosto de 2022 (12ª)
IV.2.1 Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, D.ª M-B. Á. R. nacida en La República 
Dominicana de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2013 y don 
M. K. nacido en Senegal y de nacionalidad senegalesa, solicitaban autorización para 
contraer matrimonio civil, Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento, certificado de matrimonio y certificado de defunción del primer marido y 
volante de empadronamiento de la interesada y acta de nacimiento, certificado de 
soltería y volante de empadronamiento del interesado.

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone al 
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matrimonio proyectado. El Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 25 de 
junio de 2021 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución recurrida. 
El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución, con la emisión de un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 
de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre 
otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 
13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 
14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de 
enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª de febrero, 30-5.ª de abril, 28-6.ª y 30-4.ª de mayo, 
11-3.ª y 4.ª, 12-3.ª de septiembre, 29-4.ª y 6.ª de noviembre, 14-1.ª y 4.ª y 26-5.ª de 
diciembre de 2007, 24-4.ª de abril y 19-2.ª de diciembre de 2008.

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescindible 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmente 
en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en ocasiones 
descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad 
ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, 
no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
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hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil, entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano senegalés y 
de las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. Ella trabajaba en un bar en León y al quedarse en paro se vino a 
Madrid, no recordando el nombre de la calle, lleva viviendo en «esa» casa siete meses, 
y vive con su pareja y un amigo que es el testigo del expediente, sin embargo, el promotor 
dice que llevan viviendo en la calle R. desde el mes de octubre de 2019 con un amigo 
que no es el testigo del expediente sino otro llamado K. L. Ella dice que el interesado 
tiene una hija de doce años que vive en Senegal, sin embargo, el interesado dice que 
tiene una hija en Senegal, a la que no conoce. Declara el interesado que ella trabajaba 
de camarera, pero ahora no trabaja y no sabe cuándo lo dejó. Las pruebas aportadas 
no son concluyentes.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Madrid.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (1ª)
IV.2.1. Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de La Bisbal d’Empordá.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don A. E. nacido en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí y doña I. E. L. nacida en Marruecos y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia en el año 2018, solicitaban autorización para contraer matrimonio 
civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento, declaración 
de soltería y volante de empadronamiento de la interesada y acta literal de nacimiento, 
certificado de soltería y volante de empadronamiento del interesado.

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
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Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 8 de 
abril de 2021 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e interesa la 
confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del Registro Civil remite el expe-
diente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, con 
la emisión de un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 
de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre 
otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 
13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 
14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de 
enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª de febrero, 30-5.ª de abril, 28-6.ª y 30-4.ª de mayo, 
11-3.ª y 4.ª, 12-3.ª de septiembre, 29-4.ª y 6.ª de noviembre, 14-1.ª y 4.ª y 26-5.ª de 
diciembre de 2007, 24-4.ª de abril y 19-2.ª de diciembre de 2008.

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescindible 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmente 
en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en ocasiones 
descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad 
ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, 
no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
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necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil, entre una ciudadana española, de origen marroquí y un ciudadano marroquí y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios 
de esta institución. Según las declaraciones de uno de los testigos (hermana de la 
promotora), realizadas en septiembre de 2020, conoce al promotor desde hace aproxi-
madamente un año (septiembre de 2019), a pesar de que según los interesados se 
conocieron por Facebook en diciembre de 2019, y además, según el promotor conoce 
a la familia de la interesada en junio de 2020, y según la interesada, el promotor conoció 
a su familia en julio de 2020. Según manifestaciones del segundo testigo (hermano de 
la promotora), de enero de 2021, es amigo del promotor desde hace cinco años, sin 
embargo, los promotores omiten este hecho, además el interesado conoce a los hermanos 
de la interesada el primer día que se conocieron personalmente y que tenían como 
amiga en común una prima de ella, sin mencionar al testigo. El interesado dice que se 
vieron por primera vez en marzo de 2020, dice que ese día comió con ella y con sus 
padres, sin embargo, la promotora dice que se conocieron en julio de 2020. El interesado 
afirma que ella tiene cuatro hermanos para luego decir que tiene cinco. El interesado 
dice que vive en Bélgica pero que su situación allí es ilegal. Ambos declaran que el 
interesado se empadronó en U. en junio, aunque en el certificado de empadronamiento 
consta como fecha de alta el 30 de julio de 2020. El interesado dice que duermen en 
habitaciones diferentes, sin embargo, ella dice que duermen juntos desde la fiesta de 
compromiso. El interesado dice que trabaja de cocinero en un restaurante de Bruselas, 
sin embargo, ella dice que él no trabaja.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de La Bisbal d’Empordá (Girona).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (4ª)
IV.2.1. Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial.
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En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de Marbella.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don J. G. C. nacido en España de 
nacionalidad española y doña P. F. M. nacida en Brasil y de nacionalidad brasileña, 
solicitaban autorización para contraer matrimonio civil, Se acompañaba la siguiente 
documentación: certificado de nacimiento, declaración de soltería y volante de empa-
dronamiento del interesado y certificado de nacimiento, acta de matrimonio con anotación 
de divorcio y volante de empadronamiento de la interesada.

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal no se opone al 
matrimonio proyectado. El Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de 
mayo de 2021 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se adhiere al recurso interpuesto. El Encargado 
del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 
de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre 
otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 
13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 
14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de 
enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª de febrero, 30-5.ª de abril, 28-6.ª y 30-4.ª de mayo, 
11-3.ª y 4.ª, 12-3.ª de septiembre, 29-4.ª y 6.ª de noviembre, 14-1.ª y 4.ª y 26-5.ª de 
diciembre de 2007, 24-4.ª de abril y 19-2.ª de diciembre de 2008.

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescindible 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
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el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmente 
en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en ocasiones 
descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad 
ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, 
no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil, entre un ciudadano español y una ciudadana brasileña y de las audiencias reser-
vadas se desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. 
El promotor indica que se conocieron hace dos años y medio y ella dice que el 3 de junio 
de 2018. El interesado declara que iniciaron la relación al conocerse y ella dice que la 
iniciaron el 10 de junio de 2018. El interesado desconoce los nombres de los hermanos 
de ella y de los hijos, tampoco sabe sus estudios y la profesión (ella dice que es psicóloga 
y el interesado dice que es psicóloga y ginecóloga), desconocen gustos y aficiones del 
otro, el interesado dice que ambos siguen tratamientos médicos y ella dice que no. Por 
otro lado, el testigo del expediente declara que conoce a la promotora desde hace un 
año y medio por medio de una amiga que es prima de ella y declara que desconoce el 
estado civil de los promotores, no sabe si tienen hijos en común, si él tiene hijos de 
otras relaciones y desconoce desde cuando son pareja. Por otro lado, la interesada es 
9 años mayor que el interesado. Las pruebas aportadas no son concluyentes.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Marbella (Málaga).
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (34ª)
IV.2.1. Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de Villar de Olalla.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don E. H. B. A. nacido en Marruecos 
de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2012 solicitaba autorización 
para contraer matrimonio civil, por poderes con B. S., nacida y domiciliada en Marruecos 
y de nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado 
de nacimiento, acta de divorcio volante de empadronamiento del interesado y poder 
para contraer matrimonio, acta literal de nacimiento, acta de divorcio y certificado de 
residencia de la interesada.

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 21 de 
mayo de 2021 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste emite un informe desfavorable. El Encargado del 
Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública para su resolución, con la emisión de un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de 
la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 
de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre 
otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 
13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 
14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de 
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enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª de febrero, 30-5.ª de abril, 28-6.ª y 30-4.ª de mayo, 
11-3.ª y 4.ª, 12-3.ª de septiembre, 29-4.ª y 6.ª de noviembre, 14-1.ª y 4.ª y 26-5.ª de 
diciembre de 2007, 24-4.ª de abril y 19-2.ª de diciembre de 2008.

II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite imprescindible 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, especialmente 
en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en ocasiones 
descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad 
ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la convicción de que existe simulación, 
no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil, por poderes, entre un ciudadano español, de origen marroquí y una ciudadana 
marroquí y de las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los 
fines propios de esta institución. Los interesados contrajeron matrimonio entre ellos en 
2008 y se divorciaron en 2017. Difieren en la cantidad de dinero que el interesado le 
envía a la promotora, ya que ella dice que 500 euros, sin embargo, el interesado dice 
que entre 100 y 200 euros. Ella dice que el interesado vive solo, sin embargo, el promotor 
indica que vive en un piso de alquiler con más personas. Por otro lado, existe una falta 
de validez del consentimiento otorgado por la interesada en su país de origen ya que el 
código de familia marroquí sólo contempla la posibilidad de celebración del matrimonio 
en forma religiosa en la forma establecida por la ley islámica, por lo que a tenor del 
artículo 5 del Convenio de Viena sobre relaciones consulares, la autoridad española no 
puede otorgarle validez dado el carácter contrario a la legislación marroquí. Lo más 
lógico, sería que el interesado, de nacionalidad española, solicitase la expedición de un 
certificado de capacidad matrimonial para contraer matrimonio en Marruecos y luego 
solicitara la inscripción de dicho matrimonio en el registro español.
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En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Villar de Olalla.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (35ª)
IV.2.1. Autorización de matrimonio

Se deniega porque existen datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial

En el expediente sobre autorización de matrimonio remitido a este Centro Directivo en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil de Lorca.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, doña A. S. R. nacida en La República 
Dominicana y de nacionalidad dominicana y don O. E. C., nacido en Nigeria y de nacio-
nalidad nigeriana, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil Se acompañaba 
la siguiente documentación: partida de nacimiento, certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio y volante de empadronamiento del interesado y acta 
inextensa de nacimiento, acta inextensa de divorcio y volante de empadronamiento de 
la interesada.

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone al 
matrimonio proyectado. El Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 26 de 
junio de 2020 no autoriza la celebración del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública solicitando que se autorice la celebración del matrimonio.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso interpuesto 
y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
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de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adop-
tarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 
32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; las 
Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, 
entre otras, de 30-2.ª de diciembre de 2005; 23-1.ª de febrero, 27-2.ª de marzo, 5-3.ª 
y 4.ª de abril, 31-3.ª de mayo, 27-3.ª y 4.ª de junio, 10-4.ª, 13-1.ª y 20-3.ª de julio, 1-4.ª, 
7-3.ª y 9-2.ª de septiembre, 9-1.ª, 3.ª y 5.ª de octubre, 14-2.ª, 5.ª y 6.ª de noviembre y 
13-4.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 25-1.ª, 3.ª y 4.ª de enero, 2-1.ª, 22-2.ª, 27-3.ª y 28-4.ª 
de febrero de 2007.

II. En el expediente previo al matrimonio es trámite esencial e imprescindible (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 3.ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, 
norma VII), la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que 
debe efectuar el Instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia 
de impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. 
art. 246 RRC).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos ya que, mediante 
él, puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que los promotores extranjeros obtengan las ventajas que 
el matrimonio conlleva. Si, a través de este trámite, o de otros medios objetivos, el 
Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio 
nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). No 
obstante, son sobradamente conocidas las dificultades prácticas de la prueba de la 
simulación. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi siempre necesario 
acudir a la prueba de presunciones, es decir, que ha de deducirse de un hecho o de 
unos hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 
LEC), a cuya finalidad es de gran importancia la cuidadosa práctica de las audiencias 
reservadas.

IV. En los supuestos en los que uno de los cónyuges de un matrimonio celebrado en el 
extranjero por extranjeros adquiere después la nacionalidad española, en los que el 
Registro Civil español pasa a ser sobrevenidamente competente para la inscripción del 
matrimonio (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial que este centro directivo viene sosteniendo 
es que resulta improcedente que se intenten aplicar las normas españolas sobre ausencia 
de consentimiento matrimonial: no hay puntos de conexión que justifiquen tal aplicación 
porque la capacidad de los contrayentes, a la fecha de la celebración del matrimonio, 
que es cuando ha de ser valorada, se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 n.º 1 
CC) y, por tanto, procede la inscripción de ese matrimonio. Sin embargo, siendo cierto 
lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, y así se hace constar reiteradamente 
en las resoluciones de esta dirección general, que no existan dudas de que el enlace 
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ha cumplido los requisitos de fondo y forma exigidos por la ley extranjera aplicable, 
requisitos que en principio habrán sido apreciados favorablemente por parte de los 
órganos registrales competentes extranjeros que primero autorizaron y después inscri-
bieron el matrimonio.

V. La cuestión que ahora se plantea es si tal doctrina debe aplicarse no sólo en los 
supuestos de matrimonios celebrados en el extranjero entre extranjeros, sino también 
cuando ciudadanos extranjeros solicitan autorización para contraer matrimonio en 
España con otros ciudadanos extranjeros. En principio la regla sobre la ley aplicable a 
la capacidad y al consentimiento matrimoniales, determinada por el estatuto personal 
de los contrayentes, es la misma en uno y otro caso (cfr. art. 9 n.º 1 CC), y así ha de 
ratificarse ahora ante la evidencia de que, si bien nuestro derecho positivo carece de 
una norma de conflicto específica y autónoma respecto del «consentimiento matrimonial», 
no debe escapar a la consideración del intérprete que el citado consentimiento matri-
monial, como elemento esencial en la celebración del matrimonio (cfr. art. 45 CC), es 
materia directamente vinculada al «estado civil» y, como tal, sujeta al mismo estatuto 
personal de los contrayentes.

VI. Sin embargo lo anterior no debe llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integra el citado estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en 
todo caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional 
—que actúa con mayor intensidad cuando se trata de crear o constituir una nueva situación 
jurídica (en este caso un matrimonio todavía no celebrado) que cuando se pretender 
atribuir efectos a una relación jurídica ya perfeccionada al amparo de la ley extranjera— 
deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal aplicación 
pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables de nuestro 
ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de este centro 
directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es cuestión que 
debe ser considerada materia de orden público, por su carácter esencial en nuestro 
derecho (cfr. art. 45 CC), en el derecho internacional convencional y, en particular, en el 
convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de 
diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), cuyo artículo primero exige para la 
validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de ambos contrayentes.

Dado que no cabe que las autoridades del foro autoricen un matrimonio cuando se 
pretenda celebrar contra la voluntad o sin el consentimiento real de los contrayentes, 
ha de denegarse la autorización en los supuestos de simulación, aunque los interesados 
estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matrimonial 
una suerte de consentimiento abstracto, sin causa o desconectado de toda relación 
con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 12 n.º 3 CC), facilitando con ello 
que esta institución sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las normas 
rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero, con ser 
esto último importante, lo determinante para excepcionar la aplicación de la ley extranjera 
es el hecho de que un consentimiento simulado supone una voluntad matrimonial 
inexistente, en la medida en que la voluntad declarada no se corresponde con la interna, 
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produciéndose en tales casos una discordancia consciente cuyo efecto es la nulidad 
absoluta, ipso iure e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC), y ello 
cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in casu, que actúa 
como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídica que del ius 
nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial. Por ello no cabe 
excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr. art. 246 RRC), ni 
obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la solicitud de autorización, con 
el fin de impedir la celebración de un matrimonio claudicante, que nacería con la tacha 
de nulidad de pleno derecho si realmente se constata la existencia de una simulación 
del consentimiento, extremo que en todo caso debe ser contrastado.

VII. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer matrimonio 
civil en España entre una ciudadana dominicana y un ciudadano nigeriano y de las 
audiencias reservadas y demás actuaciones llevadas a cabo en el expediente, se des-
prenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
proyectado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado contrajo 
matrimonio con una ciudadana española en 2014 y se divorció de la misma en 2019. 
Ella vive en Canarias, pero se conocieron en un club nocturno de Lorca en 2018, el 
interesado no recuerda el nombre del bar, sin embargo, luego dice que se conocieron 
en una casa de citas llamada «casa Manolo», ella va y viene de Canarias a Lorca y se 
ven una vez al mes. Ella indica que la comida favorita de él es arroz con maíz, sin 
embargo, el interesado dice que su comida favorita son las lentejas, por su parte, ella 
dice que su comida favorita es el arroz con atún, sin embargo, el interesado dice que a 
ella le gusta el arroz con carne y filetes. El interesado dice que cuando están juntos ven 
películas y series de Netflix, manifestando que la última que han visto ha sido «Sin 
cerezos no hay palacios» y de Nova, no recordando la última serie que vieron de esta 
cadena, luego declara que la última serie que han visto es « La reina del frío» sin embargo, 
ella dice que la última serie que han visto es « La diabla». Ella no sabe con exactitud el 
número de hermanos que tiene el interesado, y tampoco sabe sus nombres. Ella dice 
que la idea de casarse partió de ella, hace un año, sin embargo, el interesado dice que 
la idea de casarse partió de los dos, pero fue él el que le pidió matrimonio, hace seis o 
siete meses. Ella dice que le ha regalado un reloj y una camiseta, sin embargo, el 
interesado dice que ella le ha regalado dos camisetas. El interesado dice que en Canarias 
han ido a discotecas, bares y a la iglesia, y también a un sitio donde había cosas de 
Navidad, sin embargo, ella dice que han ido a discotecas, bares y a conocer amigos. 
Las pruebas presentadas no son concluyentes.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Lorca.
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IV.2.2  EXPEDICIÓN DE CERTIFICADO DE CAPACIDAD MATRIMONIAL

Resolución de 10 de agosto de 2022 (15ª)
IV.2.2. Capacidad matrimonial

Se deniega la expedición del certificado de capacidad matrimonial porque existen datos 
bastantes para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial

En el expediente sobre la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, remitido 
a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra el auto del Encargado del Registro Civil del Consulado de España en Luxemburgo.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don A. M. D. nacido en Senegal y de 
nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2014 solicitaba la expedición 
de un certificado de capacidad matrimonial, para contraer matrimonio en Luxemburgo 
con doña C. B. M. nacida en Senegal y de nacionalidad senegalesa. Se acompañaba la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de divorcio y volante 
de empadronamiento del interesado y certificado de nacimiento, certificado de soltería 
y volante de empadronamiento de la interesada.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El 
Ministerio Fiscal se opone a la expedición del certificado de capacidad matrimonial. El 
Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 18 de octubre de 2021 no autoriza 
la expedición del certificado de capacidad matrimonial.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, volviendo a solicitar la expedición del certificado de capacidad matrimonial.

6. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso interpuesto, 
emitiendo un informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil remite el expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, con la 
emisión de un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 
3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 
246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; 
la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, 4-2.ª de septiembre 
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de 2004; 3-3.ª de marzo, 26-4.ª de octubre, 3-5.ª de noviembre de 2005; 26-5.ª de 
mayo, 13-4.ª y 26-4.ª de junio, 18-2.ª y 3.ª y 25-2.ª de diciembre de 2006; 26-4.ª de 
enero, 9-5.ª de febrero, 30-3.ª de abril, 10-6.ª y 29-4.ª de mayo y 22-6.ª de junio de 
2007; 24-3.ª de enero, 25-6.ª de abril, 17-4.ª y 7.ª de julio y 1-4.ª y 5.ª de septiembre de 
2008; 6-5.ª de febrero, 31-6.ª de marzo, 8-1.ª de mayo y 2-6.ª de junio de 2009.

II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la forma 
establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para la 
celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 5.ª), siendo, pues, trámite imprescindible la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier 
otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción 
de que existe simulación, no debe autorizar, ni contribuir, como en este caso, a la 
autorización de un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de autorizar la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial para la celebración de un matrimonio en Luxemburgo entre un ciudadano 
español, de origen senegalés y una ciudadana senegalesa y de las audiencias reservadas 
se desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. Discrepan 
en cuando se conocieron ya que ella dice que fue en el año 2000, en Senegal, mientras 
que él dice que fue hace un año en Luxemburgo. Ella declara que eran vecinos, sin 
embargo, el interesado dice que se la presentó el marido de una amiga de ella, que es 
amigo de él. Ella indica que formalizaron la relación en septiembre de 2019, mientras 
que él dice que hace ocho meses (la entrevista se realizó en septiembre de 2021). Ella 
no contesta a la pregunta de si viven juntos, sin embargo, el interesado dice que no 
viven juntos ya que ella vive con su amiga. Ella dice que decidieron casarse en septiembre 
de 2019, sin embargo, el interesado dice que fue en noviembre. El interesado desconoce 
los nombres de los padres de ella. Desconocen el número de hermanos del otro (ella 
dice que ambos tienen doce hermanos, mientras que él indica que él tiene tres y ella 
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cinco). Ella indica que vive con una prima y él dice que ella vive con una amiga. El 
interesado tiene dos hijos, pero ella sólo da el nombre de uno de ellos. Discrepan en 
gustos, aficiones, costumbres personales como por ejemplo lo que desayuna cada uno, 
deportes practicados, nivel de estudios, etc. Por otro lado, el promotor es 15 años mayor 
que la interesada.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en Luxemburgo.

Resolución de 15 de agosto de 2022 (14ª)
IV.2.2 Capacidad matrimonial

Se admite el desistimiento del recurso que los interesados formulan antes de su 
resolución.

En el expediente sobre la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, remitido 
a este Centro Directivo en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados 
contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de Bilbao.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don M. H. Y., nacido en Marruecos 
y de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2018 solicitaba la expe-
dición de un certificado de capacidad matrimonial para contraer matrimonio en Marruecos 
con D. ª N. L., nacida y domiciliada en Marruecos y de nacionalidad marroquí. 
Acompañaban la siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de 
defunción de la primera esposa y volante de empadronamiento del interesado y certificado 
literal de acta de nacimiento y certificado de residencia de la interesada.

2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada con los interesados. El Ministerio 
Fiscal se opone a la expedición del certificado de capacidad matrimonial. El Encargado 
del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de julio de 2021 no autoriza la expedición 
del certificado de capacidad matrimonial.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, volviendo a solicitar la autorización para contraer matrimonio.

4. Con fecha 27 de diciembre de 2021, el interesado, mediante representante legal, 
desiste del recurso interpuesto.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos el artículo 353 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y la Resolución de 5-9.ª 
de noviembre de 2008.

II. El citado artículo establece que mientras no recaiga resolución definitiva de un 
expediente o recurso, los promotores o partes pueden desistir de sus pretensiones por 
escrito u oralmente mediante comparecencia debidamente diligenciada.

En este caso, el interesado, mediante representante legal, desiste del recurso interpuesto, 
por lo que concurren las circunstancias que señala el transcrito precepto.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado admitir el desistimiento y proceder al archivo del expediente.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Bilbao.

Resolución de 15 de agosto de 2022 (15ª)
IV.2.2. Capacidad matrimonial

Se deniega la expedición del certificado de capacidad matrimonial porque existen datos 
bastantes para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, remitido 
a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra el auto del Encargado del Registro Civil de Formentera del Segura.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, D. ª G. G. C. nacida en España y de 
nacionalidad española, solicitaba la expedición de un certificado de capacidad matri-
monial, para contraer matrimonio en Egipto con don A. S. A. nacido y domiciliado en 
Egipto y de nacionalidad egipcia. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado 
de nacimiento, fe de vida y estado y volante de empadronamiento de la interesada y 
acta de nacimiento, certificado de soltería y certificado de residencia del interesado.

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone a la 
expedición del certificado de capacidad matrimonial. El Encargado del Registro Civil 
mediante auto de fecha 13 de mayo de 2021 no autoriza la expedición del certificado 
de capacidad matrimonial.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, volviendo a solicitar la expedición del certificado de capacidad matrimonial.



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 456 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

IV  MATRIMONIO

6. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto interesando la 
confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del Registro Civil remite el expe-
diente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 
3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 
246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; 
la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, 4-2.ª de septiembre 
de 2004; 3-3.ª de marzo, 26-4.ª de octubre, 3-5.ª de noviembre de 2005; 26-5.ª de 
mayo, 13-4.ª y 26-4.ª de junio, 18-2.ª y 3.ª y 25-2.ª de diciembre de 2006; 26-4.ª de 
enero, 9-5.ª de febrero, 30-3.ª de abril, 10-6.ª y 29-4.ª de mayo y 22-6.ª de junio de 
2007; 24-3.ª de enero, 25-6.ª de abril, 17-4.ª y 7.ª de julio y 1-4.ª y 5.ª de septiembre de 
2008; 6-5.ª de febrero, 31-6.ª de marzo, 8-1.ª de mayo y 2-6.ª de junio de 2009.

II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la forma 
establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para la 
celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 5.ª), siendo, pues, trámite imprescindible la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier 
otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción 
de que existe simulación, no debe autorizar, ni contribuir, como en este caso, a la 
autorización de un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).
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V. En el caso actual se trata de autorizar la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial para la celebración de un matrimonio en Egipto entre una ciudadana 
española y un ciudadano egipcio y de las audiencias reservadas se desprenden deter-
minados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
celebrar no persigue los fines propios de esta institución. No tienen idioma común, 
aunque el interesado declara que se comunican en inglés en la entrevista se constató 
que habla poco inglés, por lo que la entrevista se hizo en árabe, en este sentido, uno 
de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala 
como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es 
el hecho de que los contrayentes no tengan idioma común y eso es, precisamente, lo 
que sucede en este caso.

El interesado declara que el piso donde vive ella es de su propiedad, mientras que ella 
dice que es de su madre. El promotor desconoce el número de teléfono de la interesada. 
La promotora indica que él no practica deportes, cuando él afirma que practica futbol; 
dice ella que las aficiones de él son ver futbol e ir a la cafetería, el interesado dice que 
su afición es ir al café. Se conocieron por internet, el interesado dice que fue el 10 de 
septiembre de 2018 y en persona el 9 de septiembre de 2019, ella manifiesta que 
empezaron a hablar por Instagram el 10 de septiembre de 2018 pero que se habían 
conocido por Instagram un año antes. El interesado dice que decidieron contraer matri-
monio durante el viaje a Egipto que hizo ella, la promotora declara que poco después 
de iniciar la relación él le propuso matrimonio, pero que decidieron esperar a verse 
personalmente. Desde su viaje a Egipto en 2019, la promotora no ha vuelto a viajar.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Formentera del Segura.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (15ª)
IV.2.2. Capacidad matrimonial

Se deniega la expedición del certificado de capacidad matrimonial porque existen datos 
bastantes para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial

En el expediente sobre la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, remitido 
a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra el auto del Encargado del Registro Civil de San Adrián del Besós.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, don M. K. A. nacido en Marruecos 
y de nacionalidad española, obtenida por opción en el año 1995 solicitaba la expedición 
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de un certificado de capacidad matrimonial, para contraer matrimonio en Marruecos 
con doña D. B. nacida y domiciliada en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Se 
acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento, certificado de 
matrimonio con inscripción marginal de divorcio y volante de empadronamiento del 
interesado y acta literal de nacimiento, certificado de soltería y certificado de residencia 
de la interesada.

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone a la 
expedición del certificado de capacidad matrimonial. El Encargado del Registro Civil 
mediante auto de fecha 19 de marzo de 2021 no autoriza la expedición del certificado 
de capacidad matrimonial.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, volviendo a solicitar la expedición del certificado de capacidad matrimonial.

6. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso interpuesto. 
El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 
3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 
246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; 
la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, 4-2.ª de septiembre 
de 2004; 3-3.ª de marzo, 26-4.ª de octubre, 3-5.ª de noviembre de 2005; 26-5.ª de 
mayo, 13-4.ª y 26-4.ª de junio, 18-2.ª y 3.ª y 25-2.ª de diciembre de 2006; 26-4.ª de 
enero, 9-5.ª de febrero, 30-3.ª de abril, 10-6.ª y 29-4.ª de mayo y 22-6.ª de junio de 
2007; 24-3.ª de enero, 25-6.ª de abril, 17-4.ª y 7.ª de julio y 1-4.ª y 5.ª de septiembre de 
2008; 6-5.ª de febrero, 31-6.ª de marzo, 8-1.ª de mayo y 2-6.ª de junio de 2009.

II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la forma 
establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para la 
celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 5.ª), siendo, pues, trámite imprescindible la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
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el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier 
otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción 
de que existe simulación, no debe autorizar, ni contribuir, como en este caso, a la 
autorización de un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de autorizar la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial para la celebración de un matrimonio en Marruecos entre un ciudadano 
español, de origen marroquí y una ciudadana marroquí y de las audiencias reservadas 
se desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. El interesado 
contrajo matrimonio, siendo ya español, con una ciudadana marroquí en el año 2010 
y se divorció en 2018. El interesado dice que se conocen porque son familia lejana, sin 
embargo, ella dice que son vecinos. El interesado fue a visitarla en agosto de 2018 y 
en ese momento se produjo el compromiso matrimonial, la siguiente vez que viajó fue 
en 2019 para acompañar a la promotora a la audiencia reservada. El promotor se 
equivoca o no sabe la fecha exacta de nacimiento de ella; la promotora no contesta a 
la pregunta acerca de si el interesado tiene hermanos, desconociendo este hecho. Ella 
dice que ha estudiado hasta primero de la Eso, mientras que el interesado dice que ella 
tiene estudios básicos. Ella dice que no habla otro idioma aparte del suyo, sin embargo, 
el interesado dice que ella habla un poco de castellano. Ella dice que vive con sus padres 
en un piso de su propiedad, sin embargo, el interesado dice que ella vive con sus padres 
en un piso alquilado. Desconocen gustos y aficiones del otro. Por otro lado, el interesado 
es 24 años mayor que la promotora. Las pruebas aportadas no son concluyentes.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de San Adrián de Besós.
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (36ª)
IV.2.2. Capacidad matrimonial

Se deniega la expedición del certificado de capacidad matrimonial porque existen datos 
bastantes para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, remitido 
a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra el auto del Encargado del Registro Civil de Pamplona.

HECHOS

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil, doña A. R.-E. F. nacida en España y 
de nacionalidad española, solicitaba la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial, para contraer matrimonio en Marruecos con don H. K. nacido y domiciliado 
en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, declaración jurada de soltería y volante de empadronamiento 
de la interesada y acta literal de nacimiento, certificado de soltería y certificado de 
residencia del interesado.

2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que tiene el con-
vencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal se opone a la 
expedición del certificado de capacidad matrimonial. El Encargado del Registro Civil 
mediante auto de fecha 18 de agosto de 2021 no autoriza la expedición del certificado 
de capacidad matrimonial.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la expedición de un certificado de capacidad matrimonial.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto, interesando la 
confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del Registro Civil remite el expe-
diente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York 
de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo 
de la Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse 
en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 
3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 
246, 247 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; 
la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, 4-2.ª de septiembre 
de 2004; 3-3.ª de marzo, 26-4.ª de octubre, 3-5.ª de noviembre de 2005; 26-5.ª de 
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mayo, 13-4.ª y 26-4.ª de junio, 18-2.ª y 3.ª y 25-2.ª de diciembre de 2006; 26-4.ª de 
enero, 9-5.ª de febrero, 30-3.ª de abril, 10-6.ª y 29-4.ª de mayo y 22-6.ª de junio de 
2007; 24-3.ª de enero, 25-6.ª de abril, 17-4.ª y 7.ª de julio y 1-4.ª y 5.ª de septiembre de 
2008; 6-5.ª de febrero, 31-6.ª de marzo, 8-1.ª de mayo y 2-6.ª de junio de 2009.

II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la forma 
establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para la 
celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. 
Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 5.ª), siendo, pues, trámite imprescindible la 
audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar 
el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier 
otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos en 
cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción 
de que existe simulación, no debe autorizar, ni contribuir, como en este caso, a la 
autorización de un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial 
(cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son sobradamente 
conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V. En el caso actual se trata de autorizar la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial para la celebración de un matrimonio en Marruecos entre una ciudadana 
española y un ciudadano marroquí, y de las audiencias reservadas se desprenden 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se 
pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. Se conocieron, por 
internet, a través del hermano del interesado que está casado con la madre de la pro-
motora, en ese momento la interesada tenía 14 años, dice ésa que en ese momento 
no se entendían por el idioma, pero en abril de 2020, comenzaron a hablar por video-
llamada y se comunican en español e inglés. El interesado declara que se conocieron 
a través de su hermano, marido de la madre de la promotora, declara que la interesada 
le confesó a su madre que el interesado le gustaba y empezaron a hablar por Facebook 
en febrero de 2020 (difiere con lo que dice ella). La entrevista del interesado se hizo a 
través de intérprete, aunque ellos declaran que se comunican en español e inglés en 
este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión 
Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio de 
complacencia es el hecho de que los contrayentes no tengan idioma común y eso es, 



M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

◄ 462 ►

BMJ, año LXXVII, agosto 2023, núm. 2.266

IV  MATRIMONIO

precisamente, lo que sucede en este caso. La interesada ha viajado una única vez a 
Marruecos en agosto de 2020 no constando que haya vuelto. Ella indica que vive con 
sus padres y hermana, pero él dice que ella vive con su madre y su padrastro (hermano 
de él). Ella desconoce el nombre del padre de él, declarando que no le conoce perso-
nalmente porque no se lleva bien con el promotor, sin embargo, el interesado dice que 
ella conoce personalmente a su padre. Ella dice que sus padres son J. (hermano del 
interesado) y B., su padre se dedica al marketing y comercio, pero ahora está desempleado 
y su madre se dedicaba a la cocina profesional pero ahora tiene una incapacidad per-
manente, por el contrario, el interesado declara que el padre de ella se llama R. y la 
madre de ella B., es ama de casa. Ella dice que él tiene cinco hermanos, mientras que 
el interesado declara tener nueve hermanos. El interesado dice que ha solicitado un 
visado a Francia que le fue denegado, sin embargo, ella dice que él ha solicitado tres 
visados a España, que se los denegaron. Ella dice que decidieron casarse en agosto de 
2020 (cuando ella viajó a Marruecos), sin embargo, el interesado dice que lo decidieron 
en junio de 2020 (antes de conocerse personalmente). Las pruebas presentadas no 
son concluyentes.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 de 
octubre) ha acordado desestimar el recurso interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Pamplona.

IV.4  MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO

IV.4.1  INSCRIPCIÓN MATRIMONIO CELEBRADO EN EL 
EXTRANJERO POR ESPAÑOL/EXTRANJERO NATULARIZADO

IV.4.1.1  SE DENIEGA INSCRIPCIÓN POR AUSENCIA DE CONSENTIMIENTO 
MATRIMONIAL

Resolución de 1 de agosto de 2022 (12ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.
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HECHOS

1. D. ª M. S. M., nacida en La República Dominicana y de nacionalidad española, obtenida 
por residencia en el año 2007, presentó en el Registro Civil español, impreso de decla-
ración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en La República 
Dominicana el 22 de octubre de 2018 con don F. D. C. nacido en La República Dominicana 
y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de 
matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio de la interesada y acta inextensa de nacimiento del interesado.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 15 de septiembre de 2021 el Encargado del Registro Civil 
dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
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algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la «lex loci». El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La República 
Dominicana entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. La promotora contrajo matrimonio 
con un ciudadano español en el año 2006 y se divorció del mismo el 17 de octubre de 
2018, el 22 del mismo mes contrajo matrimonio con el promotor. Declaran que se 
conocen desde niños, y se reencontraron en el año 2018 por Facebook a través de una 
hermana de ella casada con un sobrino de él; sin verse, desde que eran niños, decidieron 
contraer matrimonio por teléfono. Ella declara que él no trabaja, pero antes trabajaba 
en un trabajo de oficina, sin embargo, el interesado dice que trabaja de comerciante 
en un colmado. Ella dice que han convivido durante un mes. En el domicilio de la inte-
resada aparece empadronado el anterior marido de ésta, declarando al respecto, que 
su anterior marido no vive en ese domicilio, sino que vive en Santo Domingo con su otra 
esposa. El promotor tiene una hermana y sobrinos viviendo en Barcelona.
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VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 1 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Central.

Resolución de 10 de agosto de 2022 (16ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

1.º Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

2.º Dado el carácter esencial del consentimiento matrimonial para la validez del matri-
monio en nuestro Derecho, hay excepción de orden público respecto de la ley extranjera 
que admite la validez del consentimiento matrimonial simulado

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Doña C. F. L. nacida en La República Dominicana y de nacionalidad española, obtenida 
por residencia en el año 2018, presentó en el Registro Civil español, impreso de declaración 
de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en La República Dominicana el 
5 de septiembre de 2016 con don S. F. nacido en La República Dominicana y de nacio-
nalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta de matrimonio local y certificado 
de nacimiento de la interesada y acta inextensa de nacimiento del interesado.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 14 de mayo de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio.
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3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa su 
desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del Registro 
Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, 
entre otras, de 2-2.ª de diciembre de 2004; 19-1.ª y 20-2.ª y 3.ª de abril, 19-3.ª, 20-1.ª 
y 3.ª, 26-2.ª de mayo, 8-4.ª, 20-3.ª de junio, 7-1.ª de julio y 29-4.ª de diciembre de 2005; 
27-4.ª de enero, 22-1.ª y 24-3.ª de febrero, 28-4.ª de marzo y 6-2.ª de abril de 2006.

II. Se trata en el presente caso de un matrimonio contraído en La República Dominicana 
el 5 de septiembre de 2016 entre dos ciudadanos dominicanos de los cuales uno, la 
interesada adquiere después la nacionalidad española por residencia en el año 2018.

III. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

IV. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
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por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

V. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto que 
por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe inscribir un matrimonio nulo por falta 
de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

VI. Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonio celebrados en el extranjero 
por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el caso de que subsistiendo tal 
matrimonio uno, al menos, de los cónyuges haya adquirido después la nacionalidad 
española, caso en el que el registro civil español pasa a ser competente sobrevenidamente 
para su inscripción (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial de este centro directivo viene 
sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que se intenten aplicar las normas 
españolas sobre ausencia de consentimiento matrimonial, ya que no hay puntos de 
conexión que justifiquen tal aplicación, dado que la capacidad de los contrayentes, a la 
fecha de la celebración del matrimonio que es el momento en que ha de ser valorada, 
se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 n.º 1 CC), lo que justifica su inscripción 
registral. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, 
y así se hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta dirección general en 
la materia, que no existan dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo 
y forma exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán sido 
apreciados favorablemente por parte de los órganos registrales competentes extranjeros 
que primero autorizaron y después inscribieron el matrimonio.

VII. Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integre el estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en todo 
caso, sino que, en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional 
español, deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal 
aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de 
este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es 
cuestión que por su carácter esencial en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC) y en el derecho 
internacional convencional y, en particular, el convenio relativo al consentimiento para 
el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo 
de 1969), cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre 
consentimiento de ambos contrayentes, debe ser considerada de orden público.
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Es por ello que no cabe inscribir un matrimonio por las autoridades del foro, cuando hay 
un grado de certeza suficiente de que ha sido utilizado como instrumento con el que 
conseguir fines impropios del mismo, puesto que no ha existido un consentimiento real 
de los contrayentes, lo que debe conducir a su rechazo como supuesto de simulación, 
aun cuando los interesados estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que 
admitan en sede matrimonial una suerte de consentimiento abstracto, descausalizado 
o desconectado de toda relación con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 
12 n.º 3 CC.), facilitando con ello que esta institución sea utilizada como instrumento 
de un fraude de ley a las normas rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras 
de diversa índole. Pero con ser esto último importante, no es lo determinante para 
excepcionar la aplicación de la ley extranjera, sino el hecho de que un consentimiento 
simulado supone una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad 
declarada no se corresponde con la interna, produciéndose en tales casos una discor-
dancia consciente cuyo efecto es la nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del 
matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC.), y ello cualquiera sea la causa simulationis, o 
propósito práctico pretendido in casu, que actúa como agente de una ilicitud civil 
incompatible con la protección jurídica que de la que es propia del ius nubendi se 
desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial.

VIII. En el caso actual, de matrimonio entre dos ciudadanos dominicanos celebrado en 
La República Dominicana y, del trámite de audiencia reservada practicada a los contra-
yentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que, efectiva-
mente, el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Los interesados se conocen porque eran de pueblos cercanos, ella indica que el interesado 
fue su primer novio durante cuatro años, después se dejaron y en 2011 volvieron a 
retomar el contacto, vivieron juntos en el 2012 después cuando se casaron durante 15 
días, sin embargo, el interesado dice que han convivido tres meses después de casarse 
Ella indica que no se han vuelto a ver desde que se casaron, dice que la iniciativa de 
casarse, partió de ella y fue en 2016, sin embargo, el interesado dice la idea de casarse 
fue en 2011 y partió de él. El interesado desconoce que ella tiene una hija de otra 
relación. Ella manifiesta que le envía dinero a él cada cuatro meses y le manda entre30 
y 50 euros, sin embargo, el interesado dice que ella le envía entres 50 a 100 dólares 
mensuales. Desconocen el número de hermanos que tiene el otro, tampoco saben 
gustos, aficiones, costumbres personales, etc. No aportan pruebas de su relación.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto 
apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central. 
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Resolución de 15 de agosto de 2022 (13ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. D. ª Á-M. R. R. nacida en La República Dominicana y de nacionalidad española, obtenida 
por opción en el año 2005, presentó en el Registro Civil español, impreso de declaración 
de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en La República Dominicana el 
1 de julio de 2019 con don K. B. M. nacido en La República Dominicana y de nacionalidad 
dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de matrimonio local, certificado 
de nacimiento de la y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio 
interesada y acta inextensa de nacimiento del interesado.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 23 de junio de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que emite un 
informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil ordenó la remisión del expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
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diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la «lex loci». El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La República 
Dominicana entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada, española desde 
el año 2005, contrajo matrimonio con un ciudadano dominicano en el año 2011 y se 
divorció del mismo en el año 2014. Desconocen gustos y aficiones, el interesado, aunque 
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sabe el número de hermanos e hijos de la interesada, no da nombres, además declara 
que el estado civil de la interesada al momento del matrimonio era soltera, cuando es 
divorciada, tampoco sabe su número de teléfono. No aportan pruebas fehacientes de 
su relación.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Central.

Resolución de 15 de agosto de 2022 (16ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

1.º Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

2.º Dado el carácter esencial del consentimiento matrimonial para la validez del matri-
monio en nuestro Derecho, hay excepción de orden público respecto de la ley extranjera 
que admite la validez del consentimiento matrimonial simulado

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. D. ª A. C. V. nacida en Filipinas y de nacionalidad española, obtenida por residencia 
en el año 2008, presentó en el Registro Civil español, impreso de declaración de datos 
para la inscripción de su matrimonio celebrado en Filipinas el 10 de abril de 1995 con 
don D. P. S. nacido en Filipinas y de nacionalidad filipina. Adjuntan como documentación: 
acta de matrimonio local y certificado de nacimiento de la interesada y acta de nacimiento 
del interesado.
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2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 12 de abril de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, 
entre otras, de 2-2.ª de diciembre de 2004; 19-1.ª y 20-2.ª y 3.ª de abril, 19-3.ª, 20-1.ª 
y 3.ª, 26-2.ª de mayo, 8-4.ª, 20-3.ª de junio, 7-1.ª de julio y 29-4.ª de diciembre de 2005; 
27-4.ª de enero, 22-1.ª y 24-3.ª de febrero, 28-4.ª de marzo y 6-2.ª de abril de 2006.

II. Se trata en el presente caso de un matrimonio contraído en Filipinas el 10 de abril 
de 1995 entre dos ciudadanos filipinos, de los cuales uno, la interesada adquiere 
después la nacionalidad española por residencia en el año 2008.

III. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

IV. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
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matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la «lex loci». El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

V. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto que 
por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe inscribir un matrimonio nulo por falta 
de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

VI. Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonio celebrados en el extranjero 
por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el caso de que subsistiendo tal 
matrimonio uno, al menos, de los cónyuges haya adquirido después la nacionalidad 
española, caso en el que el registro civil español pasa a ser competente sobrevenidamente 
para su inscripción (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial de este centro directivo viene 
sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que se intenten aplicar las normas 
españolas sobre ausencia de consentimiento matrimonial, ya que no hay puntos de 
conexión que justifiquen tal aplicación, dado que la capacidad de los contrayentes, a la 
fecha de la celebración del matrimonio que es el momento en que ha de ser valorada, 
se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 n.º 1 CC), lo que justifica su inscripción 
registral. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, 
y así se hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta dirección general en 
la materia, que no existan dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo 
y forma exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán sido 
apreciados favorablemente por parte de los órganos registrales competentes extranjeros 
que primero autorizaron y después inscribieron el matrimonio.

VII. Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integre el estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en todo 
caso, sino que, en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional 
español, deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal 
aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de 
este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es 
cuestión que por su carácter esencial en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC) y en el derecho 
internacional convencional y, en particular, el convenio relativo al consentimiento para 
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el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo 
de 1969), cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre 
consentimiento de ambos contrayentes, debe ser considerada de orden público.

Es por ello que no cabe inscribir un matrimonio por las autoridades del foro, cuando hay 
un grado de certeza suficiente de que ha sido utilizado como instrumento con el que 
conseguir fines impropios del mismo, puesto que no ha existido un consentimiento real 
de los contrayentes, lo que debe conducir a su rechazo como supuesto de simulación, 
aun cuando los interesados estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que 
admitan en sede matrimonial una suerte de consentimiento abstracto, descausalizado 
o desconectado de toda relación con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 
12 n.º 3 CC.), facilitando con ello que esta institución sea utilizada como instrumento 
de un fraude de ley a las normas rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras 
de diversa índole. Pero con ser esto último importante, no es lo determinante para 
excepcionar la aplicación de la ley extranjera, sino el hecho de que un consentimiento 
simulado supone una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad 
declarada no se corresponde con la interna, produciéndose en tales casos una discor-
dancia consciente cuyo efecto es la nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del 
matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC.), y ello cualquiera sea la causa simulationis, o 
propósito práctico pretendido in casu, que actúa como agente de una ilicitud civil 
incompatible con la protección jurídica que de la que es propia del ius nubendi se 
desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial.

VIII. En el caso actual, se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Filipinas entre 
dos ciudadanos filipinos y del trámite de audiencia reservada practicada a los contra-
yentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que, efectiva-
mente, el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
La promotora indica que el interesado trabaja en una fábrica, mientras que él dice que 
es pescador. Ella desconoce la fecha de nacimiento del promotor, ni los nombres correctos 
de los hermanos de él, dice que se comunican por teléfono y Messenger, mientras que 
él dice que se comunican por Facebook. El interesado dice que convivieron juntos un 
año antes de casarse, sin embargo, ella dice que no. El interesado dice que ella ha 
viajado a Filipinas cuatro veces: en 2009, 2018, 2019 y 2020, sin embargo, ella indica 
que ha viajado «cinco veces: en 2000, 2003, 2009, 2012, 2014, 2017, 2018 y 2019». 
Lo más llamativo es que tras este matrimonio y durante el mismo la interesada ha tenido 
dos hijos nacidos en España, en 2001 y 2005 con otro hombre de nacionalidad filipina, 
cuyos nacimientos los inscribe como madre soltera.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Central.
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Resolución de 15 de agosto de 2022 (17ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. D. ª M. D. M. nacida en La República Dominicana y de nacionalidad española, obtenida 
por opción en el año 2016, presentó en el Registro Civil español, impreso de declaración 
de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en La República Dominicana 
el 17 de junio de 2019 con don G-M. F. J. nacido en La República Dominicana y de 
nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de matrimonio 
local, certificado de nacimiento de la interesada y acta inextensa de nacimiento, extracto 
de acta de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 30 de julio de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que emite un 
informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil ordenó la remisión del expediente 
a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
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diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, C.c. y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la «lex loci». El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La República 
Dominicana entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. Los interesados declaran que se 
conocieron en diciembre de 2014 y comenzaron la relación en enero de 2015, mani-
festando ambos que la relación ha sido continuada en el tiempo, sin embargo, el 
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interesado, según el certificado de matrimonio aportado, había contraído matrimonio 
con Evelyn Maritza Novas Medrano, en el año 2016, en esta fecha los promotores ya 
habían comenzado su relación y no indican que hubiera ruptura entre ellos, si bien el 
interesado se casa con otra persona. Las respuestas de ambos son muy vagas y gene-
rales, sin concretar nada. Por otro lado, el promotor es 15 años mayor que ella.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Central.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (2ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Don F.-X. R. V., nacido en España y de nacionalidad española, presentó en el Registro 
Civil español, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Cuba el 2 de julio de 2018 con doña L. M. M. nacida en Cuba y de nacio-
nalidad cubana. Adjuntan como documentación: acta de matrimonio local, certificado 
de nacimiento del interesado y certificado de nacimiento de la interesada.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 26 de febrero de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio.
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3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, C.c. y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
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por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (artículo 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba entre 
un ciudadano español y una ciudadana cubana y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta insti-
tución. Ella afirma que se casaron porque legalmente le denegaban el acceso a España, 
declarando también que solicitaron la inscripción en el Consulado de España en La 
Habana, sin embargo, el interesado dice que no lo han solicitado en el citado Consulado. 
Se conocieron por amistades en común y en el segundo viaje que hizo él a la isla ya son 
novios, sin embargo, existen contradicciones al respecto porque ella dice que él tardó 
tres meses en volver y él dice que mes y medio. Ella afirma que cada tres meses volvía 
de vacaciones, quedándose una semana y otra vez diez días, eso es todo lo que han 
estado juntos, sin embargo, el interesado dice que iba cada dos meses y podía estar 
unos quince días, afirmando que no han vivido juntos. Ella desconoce la fecha de 
nacimiento del interesado, a otras preguntas que se le hacen contesta que no se acuerda 
o que «le pregunten a su marido que él lo sabe todo»; el interesado sólo conoce a un 
hermano de ella, así como a su madre a la que vio una sola vez, al resto de la familia 
no la conoce. Ella dice que viven en el piso de él con la madre de él en T. (posteriormente 
en otra entrevista que se le hace dice que viven solos), sin embargo, el interesado dice 
que viven solos en T., y su madre vive sola en B. Según el informe del Encargado del 
Registro Civil de Valls, donde se les practicó la audiencia reservada, los interesados 
estaban muy nerviosos, preguntando continuamente qué pasaría si no pasaban el 
examen, ella pretendía que las preguntas sólo se las hicieran a él, quedándose ella al 
margen, el interesado aportaba unas fotografías, alegando que éstas hablaban por sí 
solas y que no hacía falta que le hicieran pregunta alguna. Posteriormente se practicó 
a los interesados otra audiencia reservada, y el Encargado del Registro Civil de Valls 
informa que ella dice que le cuesta mucho retener las cosas como son, por ejemplo, los 
años que tienen, etc., pero que tiene grabado a fuego el día de la boda. Dice que son 
pareja desde el primer día, dejando claro que siempre le denegaban el visado a España, 
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manifiesta ella que el interesado la obligó a ir al notario a firmar una separación de 
bienes. Ella declara que inscribiendo el matrimonio conseguiría la nacionalidad española 
que de otra manera la tendría que conseguir por residencia y no cumple los requisitos. 
Por otro lado, el interesado es 19 mayor que ella.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (3ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Doña S. L. M., nacida en España y de nacionalidad española, presentó en el Registro 
Civil español, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Ecuador el 15 de julio de 2015 con don L.-A. V. A. nacido en Ecuador y de 
nacionalidad ecuatoriana. Adjuntan como documentación: acta de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio 
de la interesada y certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio del interesado.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 21 de enero de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio.
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3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
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por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (artículo 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Ecuador entre 
una ciudadana española y un ciudadano ecuatoriano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta insti-
tución. La interesada contrajo matrimonio con un ciudadano pakistaní en 1997 y se 
divorció en 2002 y el interesado contrajo matrimonio con una ciudadana española en 
el año 2004 y se divorció en 2005. Los interesados contrajeron matrimonio entre ellos 
en el año 2007 y se divorciaron en 2012, divorcio que fue dictado por el Juzgado de 
Violencia contra la mujer n.º 1 de Tarragona), se intentaron casar nuevamente en España 
el 23 de enero de 2015 y dicho matrimonio fue cancelado por «ineficacia del acto». 
Además, se constata que el interesado ha vivido con la madre de sus dos hijos E.-M. F. 
F., e indistintamente con la promotora. Además, el interesado dice que ella trabaja en 
Privalia en atención al cliente, mientras que ella dice que trabaja en Call Center. El 
interesado dice que en su país tiene el título de Licenciado en Derecho, sin embargo, 
ella no dice nada de esto, el interesado tampoco dice que nivel de estudios tiene ella 
(ella dice que tiene formación profesional de peluquería y estética). Ella dice que él tiene 
tres hermanos, mientras que él dice que tiene dos hermanos.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.
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En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (5ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Don J.-R. G. G., nacido en España y de nacionalidad española, presentó en el Registro 
Civil español, impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en La República Dominicana el 15 de mayo de 2019 con doña J. M. S. nacida 
en La República Dominicana y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documen-
tación: acta inextensa de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de 
matrimonio con inscripción marginal de divorcio del interesado y acta inextensa de 
nacimiento y declaración de soltería de la interesada.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 7 de mayo de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
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materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.

II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, C.c. y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (artículo 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.
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V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La República 
Dominicana entre un ciudadano español y una ciudadana dominicana y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. El interesado declara que se conocieron hace 11 años, 
en 2009, a través de una hermana de ella que le enseñó una foto de la interesada, ella 
dice que fue hace 13 años, la relación se interrumpió en el año 2012 y en 2016 se 
volvió a retomar, sin embargo, no se conocieron personalmente hasta unos días antes 
de la boda, en este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo 
de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un 
matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado 
antes del matrimonio y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Además, la 
interesada tiene dos hijos, la menor de seis años. El promotor indica que la idea de 
casarse partió de él cuando a ella le denegaron dos visados para venir a España. El 
interesado se equivoca o desconoce en el nombre de uno de los hijos de ella (dice que 
se llama L.-D. cuando es L.-R.). Ella desconoce gustos y aficiones del interesado. El 
interesado dice que no hubo celebración del matrimonio, sin embargo, ella dice que lo 
celebraron el 17 de mayo con amigos del interesado y familiares de ella. Por otro lado, 
el interesado es 20 años mayor que la interesada.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

Resolución de 29 de agosto de 2022 (6ª)
IV.4.1.1. Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.
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En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. Doña D. F. F., nacida en La República Dominicana y de nacionalidad española, obtenida 
por residencia en el año 2008, presentó en el Registro Civil español, impreso de decla-
ración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en La República 
Dominicana el 9 de octubre de 2017 con don C.-E. F. F. nacido en La República Dominicana 
y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de 
matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio de la interesada y acta inextensa de nacimiento del interesado.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 6 de mayo de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, 
entre otras, de 29-4.ª de diciembre de 2005; 23-3.ª y 5.ª de junio, 3-1.ª, 21-1.ª y 5.ª, 
25-2.ª de julio, 1-4.ª y 5-4.ª de septiembre, 29-2.ª y 5.ª de diciembre de 2006; 29-2.ª y 
26-5.ª de enero, 28-5.ª de febrero, 31 de marzo, 28-2.ª de abril, 30-1.ª de mayo, 1-4.ª 
de junio, 10-4.ª, 5.ª y 6.ª y 11-1.ª de septiembre; 30-6.ª de noviembre y 27-1.ª y 2.ª de 
diciembre de 2007; 29-7.ª de abril, 27-1.ª de junio, 16-1.ª y 17-3.ª de julio, 30-2.ª de 
septiembre y 28-2.ª de noviembre de 2008; 19-6.ª y 8.ª de enero y 25-8.ª de febrero de 
2009.
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II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.

III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (artículo 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su reglamento.

IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada 
por la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. 
art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.

V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La República 
Dominicana entre una ciudadana española, de origen dominicano y un ciudadano 
dominicano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado 
no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado declara que se 
conocen desde hace más de 15 años, sin embargo, ella dice que se conocieron hace 
cuatro años. El interesado dice que fue él quien le pidió matrimonio el 8 de septiembre 
de 2017 porque se casaban el 9 de septiembre de 2017 (la boda fue el 9 de octubre), 
y era el día de su cumpleaños, ella se limita a decir que lo decidieron en 2017. Ella 
desconoce que él tiene tres hijos, ya que declara que ninguno de los dos tiene hijos de 
relaciones anteriores. Ella dice que no han solicitado la inscripción del matrimonio en 
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el Consulado, sin embargo, el interesado dice que sí. Ella afirma que ha viajado a la isla 
tres o cuatro veces, sin embargo, el interesado dice que ella ha viajado sólo una vez. 
Ella dice que él tiene cuatro hermanos cuando son seis. La promotora indica que han 
convivido tres años y él dice que el día antes de la boda, pero que han compartido más 
de diez años. Por otro lado, la promotora es 18 años mayor que el interesado.

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro 
Civil, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos 
y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cro-
nológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada 
por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del 
cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que 
se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento.

En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del Ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Central.

IV.4.2  INSCRIPCIÓN MATRIMONIO CELEBRADO 
EN EL EXTRANJERO POR EXTRANJEROS

Resolución de 15 de agosto de 2022 (11ª)
IV.4.2. Matrimonio celebrado en el extranjero

1.º Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

2.º Dado el carácter esencial del consentimiento matrimonial para la validez del matri-
monio en nuestro Derecho, hay excepción de orden público respecto de la ley extranjera 
que admite la validez del consentimiento matrimonial simulado.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1. D. ª S-L. V. B. nacida en Honduras y de nacionalidad española, obtenida por residencia 
el 26 de septiembre de 2019, presentó en el Registro Civil español, impreso de decla-
ración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en La República 
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Dominicana el 15 de agosto de 2019 con don V-J. F. F. nacido en La República Dominicana 
y de nacionalidad dominicana. Adjuntan como documentación: acta inextensa de 
matrimonio local y certificado de nacimiento y fe de vida y estado de la interesada y 
acta inextensa de nacimiento del interesado.

2. Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia reservada con 
los interesados. Con fecha 28 de mayo de 2021 el Encargado del Registro Civil dicta 
auto denegando la inscripción del matrimonio.

3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la extinta Dirección General 
de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesa la 
desestimación del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; 
las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, 
entre otras, de 2-2.ª de diciembre de 2004; 19-1.ª y 20-2.ª y 3.ª de abril, 19-3.ª, 20-1.ª 
y 3.ª, 26-2.ª de mayo, 8-4.ª, 20-3.ª de junio, 7-1.ª de julio y 29-4.ª de diciembre de 2005; 
27-4.ª de enero, 22-1.ª y 24-3.ª de febrero, 28-4.ª de marzo y 6-2.ª de abril de 2006.

II. Se trata en el presente caso de un matrimonio contraído en La República Dominicana 
el 15 de agosto de 2019 entre una ciudadana hondureña y un ciudadano dominicano, 
de los cuales uno, la interesada adquiere después la nacionalidad española por residencia 
el 26 de septiembre de 2019.

III. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el registro civil, esta dirección general dictó en su momento la Instrucción de 9 de 
enero de 1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles.
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IV. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada 
y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC y 245 y 247 RRC), 
entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas 
deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el registro consular o en el central un 
matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la «lex loci». El Encargado 
debe comprobar si concurren los requisitos legales —sin excepción alguna— para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 CC) y esta comprobación, si el matrimonio consta 
por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay 
dudas «de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española». Así lo 
señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir 
otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

V. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto que 
por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe inscribir un matrimonio nulo por falta 
de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º CC).

VI. Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonio celebrados en el extranjero 
por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el caso de que subsistiendo tal 
matrimonio uno, al menos, de los cónyuges haya adquirido después la nacionalidad 
española, caso en el que el registro civil español pasa a ser competente sobrevenidamente 
para su inscripción (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial de este centro directivo viene 
sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que se intenten aplicar las normas 
españolas sobre ausencia de consentimiento matrimonial, ya que no hay puntos de 
conexión que justifiquen tal aplicación, dado que la capacidad de los contrayentes, a la 
fecha de la celebración del matrimonio que es el momento en que ha de ser valorada, 
se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 n.º 1 CC), lo que justifica su inscripción 
registral. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha doctrina requiere, 
y así se hace constar reiteradamente en las resoluciones de esta dirección general en 
la materia, que no existan dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo 
y forma exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán sido 
apreciados favorablemente por parte de los órganos registrales competentes extranjeros 
que primero autorizaron y después inscribieron el matrimonio.

VII. Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la ley extranjera que 
integre el estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en todo 
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caso, sino que, en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional 
español, deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal 
aplicación pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar la doctrina de 
este centro directivo en el sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es 
cuestión que por su carácter esencial en nuestro derecho (cfr. art. 45 CC) y en el derecho 
internacional convencional y, en particular, el convenio relativo al consentimiento para 
el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo 
de 1969), cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre 
consentimiento de ambos contrayentes, debe ser considerada de orden público.

Es por ello que no cabe inscribir un matrimonio por las autoridades del foro, cuando hay 
un grado de certeza suficiente de que ha sido utilizado como instrumento con el que 
conseguir fines impropios del mismo, puesto que no ha existido un consentimiento real 
de los contrayentes, lo que debe conducir a su rechazo como supuesto de simulación, 
aun cuando los interesados estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que 
admitan en sede matrimonial una suerte de consentimiento abstracto, descausalizado 
o desconectado de toda relación con la finalidad institucional del matrimonio (cfr. art. 
12 n.º 3 CC.), facilitando con ello que esta institución sea utilizada como instrumento 
de un fraude de ley a las normas rectoras de la nacionalidad o la extranjería o a otras 
de diversa índole. Pero con ser esto último importante, no es lo determinante para 
excepcionar la aplicación de la ley extranjera, sino el hecho de que un consentimiento 
simulado supone una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad 
declarada no se corresponde con la interna, produciéndose en tales casos una discor-
dancia consciente cuyo efecto es la nulidad absoluta, «ipso iure» e insubsanable del 
matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC.), y ello cualquiera sea la causa simulationis, o 
propósito práctico pretendido in casu, que actúa como agente de una ilicitud civil 
incompatible con la protección jurídica que de la que es propia del ius nubendi se 
desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial.

VIII. En el caso actual, se trata de inscribir un matrimonio celebrado en La República 
Dominicana entre una ciudadana hondureña y un ciudadano dominicano y del trámite 
de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que, efectivamente, el matrimonio celebrado no ha 
perseguido los fines propios de esta institución. La interesada declara que se conocieron 
en enero de 2018 en un viaje que hizo a la isla (no especifica dónde ni cómo), el interesado 
dice que se conocieron en una estación de combustible y que coincidieron en un karaoke. 
Ella manifiesta que ese año hablaron por teléfono y en diciembre de 2018 volvió a la isla 
y comenzó la relación sentimental, declara que decidieron casarse por teléfono en mayo 
de 2019 (en ese mes se casaron). Ella dice que él tiene estudios secundarios mientras 
que el promotor dice que tiene estudios de comercio. El interesado, ante la pregunta 
acerca de la profesión y estudios de ella dice que es repostera, sin embargo, ella dice 
que su afición es la repostería, pero trabaja en una casa de familia.
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En consecuencia, esta Dirección General, a propuesta de la Subdirección General de 
Nacionalidad y Estado Civil, por delegación del ministro (Orden JUS/987/2020 de 20 
de octubre) ha acordado desestimar el recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid,15 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Central.
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VII.2  CANCELACIÓN

VII.2.1  CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE NACIMIENTO

Resolución de 10 de agosto de 2022 (30ª)
VII.2.1. Cancelación de anotación marginal de nacionalidad

No procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española de origen 
por opción en la inscripción del interesado, una vez acreditado que se cumplían los 
presupuestos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre cancelación de la nacionalidad española remitido a este centro 
directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra el auto 
de la encargada del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana 
(Cuba).

HECHOS

1. Por auto de fecha 27 de septiembre de 2011, dictado por el encargado del Registro 
Civil Consular de España en La Habana (Cuba) se reconoció la nacionalidad española 
de origen, en virtud de lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 a don E. T. R., nacido el 30 de octubre de 1964 en H., Oriente 
(Cuba), hijo de don M.-M. T. S. y de doña C. C. H., nacidos en Cuba de nacionalidad 
cubana.

Consta en el expediente la siguiente documentación: hoja declaratoria de datos; carnet 
de identidad cubano y certificado cubano de nacimiento del interesado; certificado de 
la inscripción de nacimiento española de la madre del interesado hija de J. R. A., nacido 
el 12 de mayo de 1896 en P. (Orense), cuya nacionalidad no consta y de V. F. I., nacida 
el 26 de febrero de 1915 en B. (Cuba), de nacionalidad cubana, con marginal de adqui-
sición de la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1 b) del Código Civil el 9 de 
marzo de 2007, marginal de 1 de junio de 2012 para hacer constar que la nacionalidad 
del padre es «española» y de recuperación de la nacionalidad española de la inscrita e 
inscripción marginal de la cancelación de la inscripción de la recuperación de la nacio-
nalidad española de la misma por resolución registral de 24 de marzo de 2015; certificado 
español de nacimiento del citado abuelo y documentos de inmigración y extranjería del 
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abuelo español, que según el informe del encargado del registro civil consular ofrece 
dudas sobre su autenticidad.

2. Por providencia dictada el 3 de abril de 2015 por la encargada del Registro Civil 
Consular de España en La Habana (Cuba), se establece que procede se instruya de 
oficio expediente gubernativo para la cancelación de la inscripción marginal de opción 
a la nacionalidad española de la interesada en la partida de nacimiento de la misma 
que figura en el tomo 534, página 333 y número 167 ya que ha tenido acceso al citado 
registro civil consular en virtud de «título manifiestamente ilegal», dado que para acreditar 
la nacionalidad española de su abuelo al momento del nacimiento de su hija, madre 
de la interesada, aportó documentos de inmigración y extranjería de certificación de su 
inscripción en el Registro de Extranjeros con número ….. en H. y negativa de inscripción 
en el Registro de Ciudadanía cubana, que ofrecen dudas de autenticidad en cuanto al 
formato y la firma de la funcionaria que los expide, por lo que no ha quedado demostrado 
que la madre del inscrito haya sido originariamente española y por tanto no cumple con 
los requisitos establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

3.- De acuerdo con informe de comparecencia de la encargada del Registro Civil Consular 
de España en La Habana (Cuba) de 8 de junio de 2015, en dicha fecha se comunica al 
interesado que se procederá a la cancelación de la inscripción marginal de opción a la 
nacionalidad española de origen en la inscripción de nacimiento del mismo no formulando 
alegaciones al respecto.

4. Con fecha 9 de junio de 2015, el Canciller del Consulado General de España en La 
Habana (Cuba), en funciones de ministerio fiscal, emite informe por el que considera 
que, examinados los documentos que obran en el legajo del tomo 534, página 333 y 
número 167 de la sección de nacimientos que se lleva en dicho registro civil consular, 
se estima que procede la cancelación solicitada, ya que no se cumplen los requisitos 
establecidos en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

5. Con fecha 10 de junio de 2015, la encargada del Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba) dicta auto, por el que se acuerda que se proceda a la cancelación 
de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española de origen de la interesada 
que figura en el tomo 534, página 333 y número 167 de dicho registro civil consular, 
por haberse practicado basándose en «título manifiestamente ilegal».

6. Notificada la resolución, el interesado presenta recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, solicitando se revise su expediente. Aporta nuevos documentos de inmi-
gración y extranjería de su abuelo materno sin legalizar, en los que consta su inscripción 
en el Registro de Extranjeros con n.º ….. y que no se encuentra inscrito en el Registro 
de Ciudadanía.
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7. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, emite informe desfavorable a 
la estimación del recurso y el encargado del registro civil consular remite el expediente 
a la extinta Dirección General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su resolución, junto con informe desfavorable.

8. Remitidas las actuaciones, previo requerimiento de este centro, el recurrente aporta 
nuevos documentos documentos de inmigración y extranjería expedidos el 10 de 
noviembre de 2021 debidamente legalizados con idéntico contenido a los anteriormente 
presentados.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 12, 17 y 20 del Código Civil (CC) y la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007; 15, 16, 23 y 95. 2.º de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 
297.3.º del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 7-2.ª de 
octubre de 2005, 5-2.ª de enero, 10-4.ª de febrero y 20-5.ª de junio de 2006; 21-2.ª de 
febrero, 16-4.ª de marzo, 17-4.ª de abril, 16-1.º y 28-5.ª de noviembre de 2007, y, por 
último, 7-1.ª de febrero de 2008.

II. Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que establece la cancelación 
de la anotación marginal de nacionalidad española de origen por opción en virtud de 
lo establecido en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. La declaración de nacionalidad fue efectuada por auto dictado por el encargado 
del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba). Posteriormente, por provi-
dencia dictada por la encargada del citado registro, se establece que procede se instruya 
de oficio expediente gubernativo para proceder a la cancelación de la inscripción marginal 
de opción a la nacionalidad española de origen en la partida de nacimiento del interesado, 
ya que ha tenido acceso al registro civil consular en virtud de título manifiestamente 
ilegal, dado que para acreditar la nacionalidad española de su abuelo materno, aportó 
documentos de inmigración y extranjería en los que consta su inscripción en el Registro 
de Extranjeros con n.º ….. y que no se encuentra inscrito en el Registro de Ciudadanía, 
que ofrecían dudas de autenticidad en cuanto al formato y la firma de la funcionaria 
que los expide, por lo que no quedaba demostrado que la madre del inscrito hubiera 
sido originariamente española y por tanto no cumplía con los requisitos establecidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

III. El apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a aquellas 
personas «cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español», derecho que 
habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia disposición. Se exige, 
pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria.

A fin de facilitar la acreditación de este extremo —y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello— el número 2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 4 de noviembre de 2008, que fija las reglas 
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de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación 
a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la «certificación literal de naci-
miento del padre o madre originariamente español del solicitante» debiendo «proceder 
la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal». Exigencia que se 
conecta con la consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y 
actos inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
—cfr. arts. 1 n.º 7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil—.

IV. A la vista de la documentación integrante del expediente, se constata que la cancelación 
de la inscripción marginal de opción por la nacionalidad española de origen del interesado 
se basó en la constancia de una documentación de inmigración y extranjería que, según 
el auto dictado, ofrecía dudas sobre su autenticidad. Sin embargo, constan en el expediente 
certificado cubano de nacimiento del interesado y español de su madre y de su abuelo 
materno, así como, documentos de inmigración y extranjería del citado abuelo, que el 
solicitante aporto en vía de recurso, en los que consta que éste se encuentra inscrito en 
el Registro de Extranjeros y que no consta su inscripción en el Registro de Ciudadanía 
cubana que no ofrecen dudas de autenticidad en cuanto al formato y firma de la funcionaria 
que los expide toda vez que se encuentran debidamente legalizados, y que permitirían 
determinar que el abuelo materno mantenía su nacionalidad española el 24 de abril de 
1947, fecha de nacimiento de su hija y madre del interesado.

V. En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este recurso —cfr. arts. 
27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su Reglamento— se ha acreditado que la 
madre del interesado ostentó la nacionalidad española de forma originaria por lo que 
se cumple con el requisito esencial del apartado primero de la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado estimar el recurso 
interpuesto y revocar el auto apelado.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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VIII.3  ARCHIVO DEL EXPEDIENTE

VIII.3.1  CADUCIDAD POR INACTIVIDAD DEL PROMOTOR. ART. 354 RRC

Resolución de 29 de agosto de 2022 (19ª)
VIII.3.1. Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña L. A. P., nacida el 20 de octubre de 1971 en H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta en apoyo de su solicitud como documentación: Anexo I de fecha 14 
de enero de 2010; hoja declaratoria de datos en la que manifiesta que es hija de doña 
D.-F. P. B., de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano de la solicitante.

2. Con fecha 25 de abril de 2018, se notifica a la interesada el requerimiento de la 
documentación necesaria para completar su expediente, en particular, certificados 
literales de nacimiento de la promotora y de la progenitora debidamente legalizados, 
certificado de nacimiento o bautismo del abuelo materno de la interesada, documentos 
de inmigración y extranjería del abuelo materno.

3. Con fecha 9 de julio de 2019, la Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del 
artículo 354 RRC la caducidad del expediente, previa citación a la promotora, dado que 
habiendo transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento 
de 25 de abril de 2018, la interesada no ha aportado ninguno de los documentos 
requeridos.
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4. Por providencia de fecha 7 de agosto de 2019 del Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora 
para notificarle el inicio de la caducidad de su expediente.

La interesada comparece en las dependencias del registro civil consular en fecha 8 de 
agosto de 2019 y se le notifica la providencia de inicio del expediente de caducidad, 
informándole que contra la citada providencia cabía la interposición de recurso de 
reposición ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de cinco días hábiles, 
en virtud de los artículos 451 y 452 LEC, constando en las actuaciones la interposición 
de recurso de reposición por la promotora, alegando la imposibilidad de atender al 
requerimiento por no disponer aún de los documentos del abuelo materno, natural de 
España, aunque ha insistido en su petición durante años.

5. Por auto de fecha 19 de agosto de 2019 dictado por el Encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del expediente 
seguido a instancia de la interesada, por haber transcurrido más de tres meses desde 
la práctica del requerimiento notificado a la promotora.

6. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que no presentó la documentación requerida por no disponer de 
la misma por razones ajenas a su voluntad, no aportando ninguna documentación y 
solicitando más tiempo para presentarla.

7. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 
de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011; 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 17-42.ª de febrero y 
26-57.ª de diciembre de 2014; 31-32.ª de julio, 11-29.ª y 25-20.ª de septiembre de 
2015; 13-41.ª y 43.ª de mayo de 2016; 24-12.ª de enero, 21-40.ª y 41.ª de abril y 13-29.º 
de octubre de 2017, y 9-18.ª de febrero de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 20 de octubre de 1971 
en La Habana (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero 
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de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme 
a la cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el 
plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, acompañándose como docu-
mentación solamente el carnet de identidad cubano de la solicitante.

Requerida la promotora a fin de que aportase la documentación necesaria para completar 
su expediente, el requerimiento no es atendido en el plazo de tres meses, por lo que el 
Canciller del Consulado General de España en La Habana, en funciones de Ministerio 
Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 354 RRC la caducidad del 
expediente, previa citación a la promotora.

Instruido el expediente de caducidad y notificado a la interesada el inicio de éste, consta 
en las actuaciones la interposición de recurso de reposición por la promotora, alegando 
que no dispone todavía de la documentación de su abuelo materno.

Por auto de fecha 19 de agosto de 2019 dictado por el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del expediente 
seguido a instancia de la interesada, por haber transcurrido más de tres meses desde 
la práctica del requerimiento notificado a la promotora. Frente a dicho auto se interpone 
recurso por la interesada, sin presentar ninguna documentación para acreditar su 
derecho.

III. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el Ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(artículo 354, párrafo tercero RRC).

Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad se notificó a la promotora 
la providencia del inicio del expediente de caducidad, y a la vista del recurso formulado 
y que no se presenta la documentación requerida por la interesada, se dicta auto por 
el encargado del Registro Civil por el que se declaró la caducidad del expediente. Frente 
a dicho auto se interpuso recurso de apelación por la interesada, sin aportar la docu-
mentación exigida para acreditar el derecho de opción de la nacionalidad española de 
origen de la recurrente.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).
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Resolución de 29 de agosto de 2022 (20ª)
VIII.3.1. Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paraliza por culpa del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por la Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra el auto del 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en La Habana (Cuba).

HECHOS

1. Doña M. P. F., nacida el 29 de junio de 1969 en G., H. (Cuba), de nacionalidad cubana, 
presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba) a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta, especialmente en apoyo de su solicitud, entre otra documentación: 
Anexo I de fecha 24 de noviembre de 2010; hoja declaratoria de datos en la que manifiesta 
que es hija de don A. P. G., de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano y cer-
tificado de nacimiento cubano de la solicitante; certificado de nacimiento cubano del 
padre de la solicitante; carné de extranjero del abuelo paterno; documentos de inmigración 
y extranjería del abuelo.

2. Con fecha 5 de junio de 2018, se notifica a la interesada el requerimiento de la 
documentación necesaria para completar su expediente, en particular, certificado de 
nacimiento o bautismo español del abuelo paterno; certificación negativa de nacimiento 
del abuelo.

3. Con fecha 22 de julio de 2019, la Canciller del Consulado General de España en La 
Habana, en funciones de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 
354 RRC la caducidad del expediente, previa citación a la promotora, dado que habiendo 
transcurrido más de tres meses desde la fecha de notificación del requerimiento de 5 de 
junio de 2018, la interesada no ha aportado ninguno de los documentos requeridos.

4. Por providencia de fecha 24 de julio de 2019 del Encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar el procedimiento para 
declarar la caducidad del expediente al amparo del artículo 354 RCC, y citar a la promotora 
para notificarle el inicio de la caducidad de su expediente.

La interesada comparece en las dependencias del registro civil consular en fecha 29 
de julio de 2019 y se le notifica la providencia de inicio del expediente de caducidad, 
informándole que contra la citada providencia cabía la interposición de recurso de 
reposición ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de cinco días hábiles, 
en virtud de los artículos 451 y 452 LEC, constando en las actuaciones la interposición 
de recurso de reposición por la promotora, alegando la imposibilidad de atender al 
requerimiento por no disponer todavía de la documentación de su abuelo, habiéndola 
solicitado a todos los municipios de Lugo.
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5. Por auto de fecha 4 de septiembre de 2019 dictado por el Encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en La Habana, se declara la caducidad del 
expediente seguido a instancia de la interesada, por haber transcurrido más de tres 
meses desde la práctica del requerimiento notificado a la promotora.

6. Notificada la resolución, la interesada interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que se encuentra en espera del documento de acreditación de 
su abuelo, solicitando que se revise su expediente y que se conceda una prórroga en la 
tramitación para presentar la documentación requerida.

7. Notificado el órgano en funciones de Ministerio Fiscal, éste informa que se han 
guardado en la tramitación las prescripciones legales y el auto apelado resulta dictado 
conforme a derecho, y el Encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
remite el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para su 
resolución, junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 
de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011; 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 17-42.ª de febrero y 
26-57.ª de diciembre de 2014; 31-32.ª de julio, 11-29.ª y 25-20.ª de septiembre de 
2015; 13-41.ª y 43.ª de mayo de 2016; 24-12.ª de enero, 21-40.ª y 41.ª de abril y 13-29.º 
de octubre de 2017, y 9-18.ª de febrero de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana como española de origen a la nacida el 29 de junio de 1969 en 
Güines (Cuba) en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de 
noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda.

Requerida la promotora a fin de que aportase la documentación necesaria para completar 
su expediente, en especial el certificado de nacimiento o bautismo de su abuelo paterno 
que acreditaría el origen español del mismo, el requerimiento no es atendido en el plazo 
de tres meses, por lo que el Canciller del Consulado General de España en La Habana, 
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en funciones de Ministerio Fiscal, solicita que se declare, en aplicación del artículo 354 
RRC la caducidad del expediente, previa citación a la promotora.

Instruido el expediente de caducidad y notificado a la interesada el inicio de éste, consta 
en las actuaciones la interposición de recurso de reposición por la promotora, sin que 
se aporte nueva documentación.

Por auto dictado por el encargado del Registro Civil del Consulado General de España 
en La Habana, se declara la caducidad del expediente seguido a instancia de la intere-
sada, por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requerimiento 
notificado a la promotora. Frente a dicho auto se interpone recurso por la interesada, 
formulando las mismas alegaciones que en su recurso de reposición y solicitando una 
prórroga para entregar el documento requerido.

Revisado el recurso de apelación, por la recurrente no se ha aportado la certificación 
de nacimiento/bautismo de su abuelo paterno ni otros documentos que prueben la 
continuidad de la nacionalidad española de éste, por lo que no puede ser constatada 
la filiación del padre con progenitor español de origen y por lo tanto no queda acreditado 
que el padre de la solicitante hubiera nacido originariamente español.

III. Transcurridos tres meses desde que un expediente o recurso se paralice por culpa 
del promotor o promotores, el Ministerio fiscal y las demás partes, unánimemente, 
podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación al promotor o promotores 
(art. 354, párrafo tercero RRC).

Consta en este caso que antes de ser declarada la caducidad se notificó a la promotora 
la providencia del inicio del expediente de caducidad, y a la vista del recurso formulado 
y que no se presenta la documentación requerida por la interesada, se dicta auto por 
el encargado del Registro Civil por el que se declaró la caducidad del expediente. Frente 
a dicho auto se interpuso recurso de apelación por la interesada, no constando que se 
haya aportado la documentación requerida.

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (58ª)
VIII.3.1. Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paralice por culpa del promotor, con informe favorable del Ministerio 
Fiscal y previa citación al interesado.
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En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto del encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en La Habana.

HECHOS

1. Don J. F. P., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 24 de agosto de 
1967 en V., Villa Clara (Cuba), hijo de don T. F. M. y de doña E.-C. P. H., naturales de 
Cuba y de nacionalidad cubana; acta española de nacimiento de don M.-M. P. G., abuelo 
materno del solicitante, nacido en F., Lugo, el 15 de agosto de 1900; certificado expedido 
por la Registradora de Tomos Duplicados de la provincia de Villa Clara, en el que consta 
que en comparecencia del abuelo materno en fecha 14 de noviembre de 1936 ante el 
encargado del Registro Civil de Calabazar de Sagua, Santa Clara, manifestó su intención 
de adquirir la ciudadanía cubana, renunciando a la española y certificado cubano de 
matrimonio de los progenitores.

2. Revisada la documentación aportada por el interesado, con fecha 25 de noviembre 
de 2009 el Consulado General de España en La Habana formuló al promotor un primer 
requerimiento de subsanación, indicándole los documentos que faltaban para completar 
su expediente.

Tras estar paralizado el expediente, con fecha 30 de abril de 2018, el Consulado General 
de España en La Habana realiza un nuevo de requerimiento de subsanación al interesado, 
a fin de que aporte los certificados locales de su nacimiento y del nacimiento de su 
madre, literales y debidamente legalizados, informándole que, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 354 RRC disponía de un plazo de tres meses para presentar la documen-
tación requerida y que, transcurrido dicho plazo sin que se aportar la documentación 
solicitada, se procedería a dictar resolución denegatoria al expediente. El interesado no 
aporta la documentación solicitada dentro del plazo establecido.

3. Con fecha 16 de julio de 2019, el órgano en funciones de Ministerio Fiscal del 
Consulado General de España en La Habana solicita se inicie expediente en aplicación 
del artículo 354 RRC para declarar la caducidad del expediente, paralizado por culpa 
del promotor.

Por providencia de fecha 18 de julio de 2019 dictada por el encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar, al amparo del 
artículo 354 RRC, el procedimiento para declarar la caducidad del expediente y citar al 
promotor, indicándole que contra dicha providencia cabe interponer recurso de reposición 
ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de 5 días hábiles.

4. Notificado el promotor, interpone recurso de reposición indicando que mantiene su 
voluntad de continuar con el procedimiento para obtener la ciudadanía española y que 
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la demora en la entrega de documentación se debió a que se encontraba al cuidado de 
su madre y de su suegra y por la demora por parte del Registro Civil cubano en expedir 
las certificaciones.

5. Por auto de 27 de agosto de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana declara la caducidad del expediente seguido en dicho registro a instancia 
del promotor, por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requeri-
miento y dado que en el recurso de reposición, el interesado no aporta elementos que 
permitan su estimación.

6. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que no es responsable de la demora en la aportación de la 
documentación requerida. Aporta los documentos que le fueron requeridos: certificados 
locales de su nacimiento y del nacimiento de su madre debidamente legalizados, así 
como documento emitido por bufete de abogados, en el que se certifica que el 3 de 
septiembre de 2019 entregaron al promotor los documentos solicitados debidamente 
legalizados.

7. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de Ministerio 
Fiscal, que interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana se ratificó en su decisión y remitió las actuaciones a 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 
de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011 y 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 10-45.ª de febrero y 
12-35.ª de marzo de 2014; 8-22.ª de julio y 16-35.ª de diciembre de 2016; 14-19.ª de 
julio de 2017 y 2-34.ª de marzo de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 24 de agosto de 1967 en 
Villa Clara (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
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noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, siendo requerido 
ese mismo día por el registro para que aportara documentación que faltaba y que era 
esencial para la tramitación de su solicitud. Tras estar paralizado el expediente durante 
más de tres meses sin que se aportara la documentación requerida o compareciera 
nuevamente el interesado en algún momento, se realiza un nuevo de requerimiento de 
subsanación al interesado informándole que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
354 RRC disponía de un plazo de tres meses para presentar la documentación requerida 
y que, transcurrido dicho plazo sin que se aportara la documentación solicitada, se 
procedería a dictar resolución denegatoria al expediente.

El órgano en funciones de Ministerio Fiscal insta la incoación de caducidad del expediente 
por causa imputable al interesado. El encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana acuerda iniciar el procedimiento para declarar la caducidad del expediente 
en base al artículo 354 RRC. Citado el interesado, se le comunica el inicio del expediente, 
formulando alegaciones indicando que la demora en la entrega de documentación se 
debió a que se encontraba al cuidado de varios familiares y por la demora por parte del 
Registro Civil cubano en expedir las certificaciones.

Dado que el interesado no aportó al recurso de reposición elementos que permitieran 
su estimación, por auto del encargado del Registro Civil Consular de España en La 
Habana se declara la caducidad del expediente en virtud de lo establecido en el artículo 
354 RRC. Contra el auto de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora 
examinado.

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
Ministerio Fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(artículo 354, párrafo tercero RRC). Figura en el expediente la advertencia expresa del 
mencionado plazo de caducidad cuando fue efectuado al promotor el segundo reque-
rimiento de documentación, sin que el interesado atendiera el requerimiento. Antes de 
declarar la caducidad del expediente, incoado a instancia del órgano en funciones de 
Ministerio Fiscal, se dio audiencia al solicitante, quien manifestó que no pudo aportar 
los documentos en plazo, debido a la demora del Registro Civil cubano en expedir 
certificaciones y porque se encontraba al cuidado de varios familiares, no aportando 
ninguna prueba justificativa de las alegaciones formuladas, habiéndose ajustado la 
actuación del registro a lo legalmente establecido.

IV. Adicionalmente se indica que, el interesado aporta en vía de recurso certificados 
locales de su nacimiento y del nacimiento de su progenitora, constando en el expediente 
de un hermano del recurrente documentos de inmigración y extranjería abuelo materno 
del interesado, don M.-M. P. G., constando su inscripción en el registro de extranjeros y 
que adquirió la ciudadanía cubana por naturalización en 1942, fecha anterior al naci-
miento de su hija (madre del interesado), hecho que se produce en 1948. De este modo, 
la madre del promotor no adquirió al nacer la nacionalidad española, por lo que no se 
acredita el cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado primero de la 
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disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en particular, la nacionalidad española 
de origen de su progenitora.

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

Resolución de 29 de agosto de 2022 (59ª)
VIII.3.1. Caducidad por inactividad del promotor. Art. 354 RRC

Es conforme a derecho la caducidad que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paralice por culpa del promotor, con informe favorable del Ministerio 
Fiscal y previa citación al interesado.

En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen por Ley 52/2007, remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto del encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en La Habana.

HECHOS

1. Don A. F. P., presenta escrito en el Consulado General de España en La Habana (Cuba), 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud, entre otros, como documen-
tación: hoja declaratoria de datos en la que hace constar que nació el 2 de agosto de 
1966 en C., Las Villas (Cuba), hijo de don T. F. M. y de doña E.-C. P. H., naturales de Cuba 
y de nacionalidad cubana; carnet de identidad cubano el interesado; acta española de 
nacimiento de don M.-M. P. G., abuelo materno del solicitante, nacido en F., Lugo, el 15 
de agosto de 1900; certificado cubano de defunción del abuelo materno y certificado 
cubano de matrimonio de los progenitores.

2. Revisada la documentación aportada por el interesado, con fecha 25 de noviembre 
de 2009 el Consulado General de España en La Habana formuló al promotor un primer 
requerimiento de subsanación, indicándole los documentos que faltaban para completar 
su expediente.

Tras estar paralizado el expediente, con fecha 30 de abril de 2018, el Consulado General 
de España en La Habana realiza un nuevo de requerimiento de subsanación al interesado, 
a fin de que aporte los certificados locales de su nacimiento y del nacimiento de su 
madre, literales y debidamente legalizados, así como los documentos de inmigración y 
extranjería de su abuelo materno, originales y legalizados, informándole que, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 354 RRC disponía de un plazo de tres meses para presentar 
la documentación requerida y que, transcurrido dicho plazo sin que se aportar la 
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documentación solicitada, se procedería a dictar resolución denegatoria al expediente. 
El interesado no aporta la documentación solicitada dentro del plazo establecido.

3. Con fecha 16 de julio de 2019, el órgano en funciones de Ministerio Fiscal del 
Consulado General de España en La Habana solicita se inicie expediente en aplicación 
del artículo 354 RRC para declarar la caducidad del expediente, paralizado por culpa 
del promotor.

Por providencia de fecha 18 de julio de 2019 dictada por el encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en La Habana, se acuerda iniciar, al amparo del 
artículo 354 RRC, el procedimiento para declarar la caducidad del expediente y citar al 
promotor, indicándole que contra dicha providencia cabe interponer recurso de reposición 
ante el propio encargado del Registro Civil en el plazo de 5 días hábiles.

4. Notificado el promotor, interpone recurso de reposición indicando que mantiene su 
voluntad de continuar con el procedimiento para obtener la ciudadanía española y que 
la demora en la entrega de documentación se debió la demora por parte del Registro 
Civil cubano en expedir las certificaciones.

5. Por auto de 27 de agosto de 2019, el encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana declara la caducidad del expediente seguido en dicho registro a instancia 
del promotor, por haber transcurrido más de tres meses desde la práctica del requeri-
miento y dado que en el recurso de reposición, el interesado no aporta elementos que 
permitan su estimación.

6. Notificada la resolución, el interesado interpone recurso ante la extinta Dirección 
General de los Registros y del Notariado, actual Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, alegando que no es responsable de la demora en la aportación de la 
documentación requerida. Aporta los documentos que le fueron requeridos: certificados 
locales de su nacimiento y del nacimiento de su madre debidamente legalizados; 
documentos de inmigración y extranjería de su abuelo materno, en los que consta su 
inscripción en el registro de extranjeros con 34 años de edad y la inscripción en el registro 
de ciudadanía de la carta de ciudadanía expedida por el Ministro de Estado a favor del 
abuelo materno en fecha 12 de enero de 1942, así como documento emitido por bufete 
de abogados, en el que se certifica que el 3 de septiembre de 2019 entregaron al 
promotor los documentos solicitados debidamente legalizados.

7. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de Ministerio 
Fiscal, que interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en La Habana se ratificó en su decisión y remitió las actuaciones a 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para la resolución del recurso, 
junto con informe desfavorable a su estimación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre 
otras, de 28 de abril de 2003; 7-1.ª de enero y 30 de julio de 2004; 21-2.ª de junio de 
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2005; 24-6.ª de noviembre de 2006; 30-4.ª de enero, 16-5.ª de febrero y 20-6.ª de julio 
de 2007; 16-4.ª de septiembre y 28-8.ª de noviembre de 2008; 3-6.ª y 10-2.ª de junio 
de 2009; 9-2.ª de febrero, 9-8.ª de junio y 19-16.ª de noviembre de 2010; 28-1.ª de 
marzo y 2-1.ª de noviembre de 2011 y 6-36.ª de julio de 2012; 1-45.ª de marzo, 18-50.ª 
de julio, 7-58.ª de octubre y 13-29.ª y 30.ª de diciembre de 2013; 10-45.ª de febrero y 
12-35.ª de marzo de 2014; 8-22.ª de julio y 16-35.ª de diciembre de 2016; 14-19.ª de 
julio de 2017 y 2-34.ª de marzo de 2018.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil Consular de España 
en La Habana (Cuba), como español de origen, al nacido el 2 de agosto de 1966 en C., 
Las Villas (Cuba), en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual «1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español podrán 
optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 12 de 
noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda, siendo requerido 
ese mismo día por el registro para que aportara documentación que faltaba y que era 
esencial para la tramitación de su solicitud. Tras estar paralizado el expediente durante 
más de tres meses sin que se aportara la documentación requerida o compareciera 
nuevamente el interesado en algún momento, se realiza un nuevo de requerimiento de 
subsanación al interesado informándole que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
354 RRC disponía de un plazo de tres meses para presentar la documentación requerida 
y que, transcurrido dicho plazo sin que se aportara la documentación solicitada, se 
procedería a dictar resolución denegatoria al expediente.

El órgano en funciones de Ministerio Fiscal insta la incoación de caducidad del expediente 
por causa imputable al interesado. El encargado del Registro Civil Consular de España 
en La Habana acuerda iniciar el procedimiento para declarar la caducidad del expediente 
en base al artículo 354 RRC. Citado el interesado, se le comunica el inicio del expediente, 
formulando alegaciones indicando que la demora en la entrega de documentación se 
debió a la demora por parte del Registro Civil cubano en expedir las certificaciones.

Dado que el interesado no aportó al recurso de reposición elementos que permitieran su 
estimación, por auto del encargado del Registro Civil Consular de España en La Habana 
se declara la caducidad del expediente en virtud de lo establecido en el artículo 354 RRC. 
Contra el auto de declaración de caducidad se presentó el recurso ahora examinado.

III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del promotor, el 
Ministerio Fiscal podrá pedir que se declare su caducidad previa citación al interesado 
(artículo 354, párrafo tercero RRC). Figura en el expediente la advertencia expresa del 
mencionado plazo de caducidad cuando fue efectuado al promotor el segundo reque-
rimiento de documentación, sin que el interesado atendiera el requerimiento. Antes de 
declarar la caducidad del expediente, incoado a instancia del órgano en funciones de 
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Ministerio Fiscal, se dio audiencia al solicitante, quien manifestó que no pudo aportar 
los documentos en plazo, debido a la demora del Registro Civil cubano en expedir 
certificaciones, no aportando ninguna prueba justificativa de las alegaciones formuladas, 
habiéndose ajustado la actuación del registro a lo legalmente establecido.

IV. Adicionalmente se indica que, el interesado aporta en vía de recurso certificados 
locales de su nacimiento y del nacimiento de su progenitora, así como documentos de 
inmigración y extranjería de su abuelo materno, don M.-M. P. G., constando su inscripción 
en el registro de extranjeros y que adquirió la ciudadanía cubana por naturalización en 
1942, fecha anterior al nacimiento de su hija (madre del interesado), hecho que se 
produce en 1948. De este modo, la madre del promotor no adquirió al nacer la nacio-
nalidad española, por lo que no se acredita el cumplimiento de los requisitos establecidos 
en el apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, en 
particular, la nacionalidad española de origen de su progenitora.

En consecuencia, la Dirección General de los Registros y del Notariado, a propuesta de 
la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado desestimar el 
recurso y confirmar el auto apelado.

Madrid, 29 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil Consular de España en La Habana (Cuba).

VIII.4  OTRAS CUESTIONES

VIII.4.2  RECURSOS EN LOS QUE HA DECAIDO EL OBJETO

Resolución de 10 de agosto de 2022 (1ª)
VIII.4.2. Archivo de expediente de opción a la nacionalidad 

por pérdida sobrevenida del objeto

Procede acordar el archivo del expediente por pérdida sobrevenida del objeto, al haber 
obtenido los promotores, padres del menor, la satisfacción de su pretensión al margen 
del procedimiento de recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado 
por los promotores, padres del menor, actuando a través de representación, contra el 
auto de la encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

HECHOS

1. Con fecha 13 de abril de 2021, don E. T. G. y doña D.-C. G. R., nacidos en Cuba y de 
nacionalidad cubana, solicitan en el Registro Civil de Jerez de la Frontera la declaración 
de la nacionalidad española con valor de simple presunción para su hijo E. T. G., nacido 
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el 27 de febrero de 2021 en J., en virtud de lo establecido en el artículo 17.1.c) del 
Código Civil. Adjuntaban la siguiente documentación: certificado de empadronamiento 
de los solicitantes; pasaportes cubanos de los padres; certificado literal español de 
nacimiento del menor y certificados expedidos por el Consulado General de Cuba en 
Sevilla en el que consta la inscripción de los progenitores y la no inscripción del menor 
en el registro de matrícula consular.

2. Ratificados los promotores y previo informe favorable del Ministerio Fiscal, por auto 
de fecha 7 de junio de 2021 dictado por la encargada del Registro Civil de Jerez de la 
Frontera se desestima la petición formulada por los promotores de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción de su hijo, dado que la situación 
de apatridia del menor deviene de la inactividad de sus progenitores, quienes han 
omitido voluntariamente su inscripción en el Consulado General de Cuba en Sevilla para 
poder elegir a voluntad la nacionalidad de su hijo.

3. Notificada la resolución, los padres del menor, actuando a través de representación, 
interponen recurso ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, solici-
tando la nacionalidad española de origen con valor de simple presunción para su hijo, 
alegando que la legislación cubana no otorga automáticamente la nacionalidad, sino 
que se deben cumplir ciertas formalidades y requisitos que, una vez examinados por la 
autoridad cubana competente, determinan la atribución o no de la ciudadanía cubana 
a dichos menores, por lo que se cumplen los requisitos establecidos en el artículo 17.1.c) 
del Código Civil para la declaración de la nacionalidad española de origen a su hijo con 
valor de simple presunción.

4. Notificado el Ministerio Fiscal, la encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera 
remitió el expediente a la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, para su 
resolución.

5. Con fecha 21 de diciembre de 2021, los progenitores del menor, actuando a través 
de representación, presentan escrito ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública, indicando que con fecha 15 de septiembre de 2021 ha sido declarada la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción a su hijo, en virtud de 
resolución dictada en el expediente 722/2021 del Registro Civil Único de Madrid, del 
que se acompaña copia, por lo que el recurso de apelación interpuesto ha perdido su 
objeto, solicitando el archivo del expediente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Vistos los artículos 22, 225 y 450 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 16 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones de 13-3.ª de octubre de 2006 y 
25-1.ª de febrero de 2008.

II. Plantea el recurso la cuestión de si tiene la nacionalidad española de origen un niño 
nacido en España el 27 de febrero de 2021, hijo de padres cubanos nacidos en Cuba. 
La petición se funda en la atribución iure soli de la nacionalidad española establecida 
a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando la legislación de ninguno 
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de ellos atribuye al nacido una nacionalidad (cfr. art. 17.1.c) CC). Por la encargada del 
Registro Civil de Jerez de la Frontera se dictó auto denegando la solicitud. Los padres 
del menor interponen recurso y, con posterioridad, tiene entrada escrito de los proge-
nitores indicando que su hijo ya tiene reconocida la nacionalidad española con valor de 
simple presunción en virtud de auto dictado por el Registro Civil Único de Madrid, soli-
citando el archivo del expediente, dado que el recurso interpuesto había perdido su 
objeto.

III. Dado que los recurrentes han obtenido la satisfacción de su pretensión, procede 
acordar el archivo del expediente por carencia sobrevenida de su objeto, al haber obtenido 
los recurrentes la satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de recurso 
(cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, a propuesta 
de la Subdirección General de Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado que no ha lugar 
a resolver el recurso presentado, por haber decaído su objeto, y que procede acordar 
el archivo de las actuaciones.

Madrid, 10 de agosto de 2022.
Firmado: la directora general: Sofía Puente Santiago.
Sr./Sra. encargado/a del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).
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